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LCPV Ley 4/1993, de 24 de junio, de Cooperativas del País Vasco (BOPV de 19 de julio). 
Ley 1/2000, de 29 de junio, de modificación de la Ley de Cooperativas del País 
                                                 
1 Listado extraído de la página web del Ministerio de Trabajo e Inmigración del Gobierno de España 
-www.mtin.es- y actualizado por el autor. 
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Dir.  Director 
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Disp. adic. Disposición adicional 
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E. de M.  Exposición de Motivos 
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Preliminar. 
 
1.- Delimitación del objeto de la investigación. 
 
Con la finalidad de precisar el objeto de este trabajo conviene señalar dos 
cuestiones: 
 
La primera concierne al concepto de patrimonio social cooperativo, entendido 
como el conjunto de bienes o derechos y obligaciones de la sociedad en cada 
momento. Dentro de tal concepto se puede establecer una distinción entre el 
denominado patrimonio irrepartible –que posee un carácter social o colectivo2- y 
el repartible. El primero está constituido por una serie de partidas como las 
reservas -que obligatoriamente han de tener las cooperativas-, los beneficios 
extraordinarios por operaciones con terceros no socios, los beneficios 
extraordinarios de carácter financiero, las plusvalías patrimoniales, etc. El 
elemento caracterizador del patrimonio social o colectivo es que no se reparte 
entre los cooperativistas en el momento que abandonan la sociedad, ni siquiera en 
los casos en que la cooperativa se disuelve y entra en proceso de liquidación.  
 
En contraposición al patrimonio irrepartible existe el denominado patrimonio neto 
repartible, constituido, tradicionalmente, por el capital social. En la actualidad, la 
distribución de este patrimonio se concreta en los supuestos de disolución y en 
aquellos en los que el socio causa baja en la cooperativa y, tras cumplir los 
requisitos fijados legalmente, le son liquidadas las aportaciones realizadas. El 
objeto del presente estudio se encuadra en el régimen jurídico tanto de las 
aportaciones al capital social reembolsables como aquellas cuyo reembolso puede 
ser rehusado incondicionalmente por la cooperativa. 
 
Una segunda cuestión que conviene resaltar es la diferenciación entre la 
aportación al capital social y otras prestaciones que podrían englobarse en un 
concepto amplio de aportación pero que, sin embargo, no integran el
                                                 
2 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “El Futuro de la Legislación Cooperativa”, Cooperativismo e Economía 
Social, núm. 24 (2001/2002), p. 38. 
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capital3. Así, en las sociedades cooperativas podemos referirnos a las cuotas de 
ingreso o periódicas así como a cualquier otro tipo de bienes que son integrados 
dentro de la masa de gestión mutualística. Es más, también existen recursos que 
son aportados por los propios socios o terceros y sirven como financiación a la 
sociedad pero que tampoco nutren al capital social. Estas entregas –que, sin duda, 
pueden englobarse en una definición amplia de aportación- no constituyen el 
objeto de este trabajo, si bien se realizarán referencias a las mismas con la 
finalidad de acotar su régimen jurídico y distinguirlo del determinado para las 
aportaciones al capital social4. 
 
2.- Metodología y estructura del trabajo. 
 
El presente estudio se centra en el análisis de las leyes cooperativas vigentes en 
nuestro Estado5. Este conjunto normativo dispar y multiforme, al que podríamos 
                                                 
3 Tales entregas –que no poseen la naturaleza jurídica de aportaciones- pasarán a formar parte del 
patrimonio de la cooperativa pero no de la fracción del mismo constituida por el capital social; vid. 
VERRUCOLI, P., La Società Cooperativa, Milano, 1958, p. 384. 
4 En definitiva, para comprender el régimen económico de la sociedad cooperativa, es necesario 
distinguir tres nociones fundamentales: el patrimonio de la cooperativa, su capital social y el fondo 
o masa de gestión integrada por las entregas o pagos de los socios, esto es, la “masa de gestión 
económica de la cooperativa”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “El régimen económico en la nueva Ley de 19 
de diciembre de 1974”, REVESCO, núms. 36-37-38, 1975-1976, pp. 158-159. 
5 En la actualidad, tras la asunción por la práctica totalidad de CC.AA de competencias en la materia, 
nos encontramos con una ley estatal y quince leyes autonómicas. A su vez, en lo que respecta a las 
cooperativas de crédito, la ley del Estado –LCCr- convive con varias leyes autonómicas. Esta 
situación -que ha sido catalogada de forma ilustrativa por GÓMEZ SEGADE como de “policromía 
legislativa”- parte del presupuesto de que la cooperativa no es materia mercantil dado que, de ser 
así, la competencia exclusiva sobre la materia recaería en la Administración Central del Estado de 
acuerdo con el artículo 149.1.6 de la Constitución Española. En cualquier caso, a pesar de la 
variedad normativa “en los aspectos sustanciales hay gran coincidencia e incluso innumerables 
repeticiones”; vid. GÓMEZ SEGADE, J.A., “Concepto e características”, en AA.VV., Estudios sobre a Lei 
de Cooperativas de Galicia (Dir. Domingo Bello Janeiro), Santiago de Compostela, 1999, p. 26. Dentro 
de estas numerosas normas autonómicas se ha distinguido entre las de “primera generación”, que 
son aquellas promulgadas en la primera mitad de los años ochenta y que, en la mayor parte de los 
casos, han sido sustituidas o reformadas por una ley posterior; y aquellas de “segunda generación” 
que podemos ubicar temporalmente a partir de los años noventa hasta nuestros días. Al respecto, 
como se ha señalado, “acaso, con objetivos no siempre “cooperativos”, los poderes públicos de 
algunas Comunidades Autónomas se mostraron prestos a dar cumplimiento al mandato del artículo 
149.2 de la Constitución”; vid. BOTANA AGRA, M., Fundamentos de Derecho de cooperativas de 
Galicia, Santiago de Compostela, 2004, p. 24. A esto habría que añadir que a partir del año 2006 
varias leyes –LFCN, LCPV, LC, LCLR, LCCAT- se han modificado con el objeto de adaptar el régimen 
económico de las cooperativas a las nuevas normas internacionales de contabilidad. Asimismo se 
han promulgado la LCCLM y la LCPA en el año 2010 que incluye tal modificación. Así las cosas, dada 
la complejidad que ha adquirido la legislación cooperativa española y el escaso campo de aplicación 
de la propia LC, algunos autores consideran conveniente la elaboración de una Ley estatal de 
armonización –de acuerdo con el artículo 150.3 CE- “a través de la participación del movimiento 
cooperativo y de todos los poderes públicos con competencia legislativa en la materia, ensayando lo 
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denominar Derecho cooperativo español6, conforma un “tupido bosque” legal que 
constituye un caso único dentro de la Unión Europea7. En consecuencia, cualquier 
análisis riguroso debe afrontar esta realidad, de ahí que a lo largo de los diferentes 
capítulos se intente dar una visión global de las medidas previstas tanto en la ley 
estatal como en la normativa autonómica. En cualquier caso, con el objetivo de 
facilitar una mejor comprensión de la prolija normativa, se ha abordado un análisis 
conjunto de aquellos textos cooperativos que propugnan soluciones análogas 
destacándose las que, a nuestro juicio, representan la mejor alternativa.  
 
Asimismo, conviene resaltar que varios capítulos comienzan con una referencia al 
régimen previsto en la legislación de las sociedades mercantiles. Esta remisión 
representa, únicamente, un punto de partida que, a modo de ubicación en la 
materia tratada, servirá para contextualizar las respuestas que prevé el Derecho 
cooperativo y que están inspiradas en unos principios y valores inexistentes en las 
sociedades de capital. 
 
En cuanto a la estructura, el trabajo se divide en ocho capítulos con un número de 
epígrafes variable. Para ordenarlos se ha optado por los números arábigos por 
parecernos el criterio sistemático más adecuado dada la profusión de subepígrafes 
existente en ciertos capítulos.  
                                                                                                                                               
que se ha llamado –y parece premonitorio- “federalismo cooperativo”, que no ofendería a las 
competencias de nuestras Comunidades Autónomas, ya que no perderían su competencia para 
regular materias no armonizadas y para desarrollar la propia Ley de armonización”; vid. VICENT 
CHULIÁ, F., “El Futuro de la Legislación Cooperativa”, op.cit. p. 23. En este sentido, vid. PANIAGUA 
ZURERA, M., “La determinación y la distribución de los resultados del ejercicio económico en la 
sociedad cooperativa: propuestas de armonización legislativa”, RdS, núm. 24, 2005, p. 200. Este 
autor, tras declarar la necesidad de tal armonización -si bien admitiendo el coste político que 
podría conllevar- propone unas líneas de armonización legislativa en lo relativo a la determinación 
y distribución de resultados en la sociedad cooperativa, al respecto, vid., concretamente, pp. 226-
229. En suma, como se ha declarado con rotundidad, “no hay una razón objetiva que justifique una 
diversa regulación de la sociedad cooperativa en cada Comunidad Autónoma”; ALFONSO SÁNCHEZ, 
R., “Respuesta del ordenamiento jurídico español ante la realidad de la Sociedad Cooperativa 
europea”, CIRIEC – España Revista jurídica de Economía Social y Cooperativa, núm 21, 2010, p. 173. 
6 La idea de Derecho cooperativo español, integrado por la ley estatal y las autonómicas se ha 
propuesto por algún autor; vid. DUQUE DOMÍNGUEZ, J.F., “Principios cooperativos y experiencia 
cooperativa”, en AA.VV., II Congreso Mundial Vasco de Cooperativismo, Bilbao, 1988, p. 90. Sobre la 
génesis del fenómeno cooperativo en España durante el siglo XIX, vid., especialmente, DÍAZ DE 
RÁBAGO, J., Sobre los Foros, la cooperación en España, en Obras Completas de Joaquín Díaz de 
Rábago, T. séptimo, Santiago de Compostela, 1901, pp. 273-333. Para un estudio de la legislación 
cooperativa histórica en España, vid., por todos, GADEA, E., Evolución de la legislación cooperativa 
en España, Vitoria-Gasteiz, 1999. 
7 Vid. COSTAS COMESAÑA, J., “Panorama da Lexislación Cooperativa en España”, Revista de Ciências 
Empresariais e Jurídicas, Insituto Politécnico do Porto, núm. 7, 2006, p. 12. 
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Dicho esto, en el primer capítulo se avanza un concepto doctrinal de aportación al 
capital social cooperativo que, en todo caso, irá perfilándose a lo largo del texto. A 
continuación, se analizan las tres principales características de las aportaciones 
poniendo en duda su vigencia. 
 
El capítulo segundo está dedicado a las clases de aportaciones. Al respecto, 
partimos de los criterios clásicos comunes a todo tipo de sociedades –aportaciones 
dinerarias y en especie-, para adentrarnos posteriormente en los que son propios 
del Derecho cooperativo –obligatorias y voluntarias, según el tipo de socio que las 
realice y, finalmente, dependiendo de si son aportaciones reembolsables o no 
poseen tal característica-.  
 
La representación formal de las aportaciones se aborda en el capítulo tercero. A 
estos efectos, se analizan los sistemas de “acreditación” existentes en el Derecho 
cooperativo. En esta materia aflorará el carácter multiforme de la legislación 
cooperativa por cuanto dichos sistemas varían de una norma a otra 
proponiéndose, en algunos casos, medidas contrarias a la ortodoxia cooperativa 
como la representación a través de títulos valores. 
 
El objetivo del capítulo cuarto es diferenciar nítidamente la aportación al capital 
social de otras entregas que nutren el patrimonio de la sociedad y cuyo objetivo es 
la financiación de la cooperativa. Así, se analizará la disciplina de las cuotas de 
ingreso o periódicas, los diversos instrumentos de captación de recursos y, 
finalmente, los modelos de sociedad cooperativa en los que se permite la 
convivencia entre cooperativistas y socios de capital.  
 
El capítulo quinto versa sobre el régimen de suscripción. Como punto de inicio nos 
situamos en el principio de suscripción íntegra que rige en la legislación 
cooperativa, para posteriormente analizar el desembolso de cada una de las 
diversas clases de aportaciones y el régimen aplicable a la parte no desembolsada 
de las aportaciones junto con los efectos de la mora en el cooperativista. 
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En el sexto capítulo se estudian los derechos derivados de la condición de socio en 
una cooperativa. En este sentido, desde el punto de vista de los derechos políticos 
se examinan, en concreto, el derecho de información y el de voto; y entre los de 
contenido económico nos detendremos en el régimen jurídico de la remuneración, 
la actualización y, finalmente, el retorno. 
 
Al régimen de la transmisión de las aportaciones se dedica el capítulo séptimo. 
Para ello, se hace una referencia a la disciplina de esta cuestión en otros tipos 
sociales, y a continuación diferenciamos en sede cooperativa entre el régimen de 
las transmisiones inter vivos y el de las mortis causa, haciendo hincapié en las 
soluciones que prevén las leyes que han sido promulgadas o modificadas 
recientemente. 
 
Por último, en el capítulo octavo se examina la controvertida figura del reembolso. 
Para ello nos centramos en la división -fruto de la adaptación de ciertas leyes 
cooperativas al nuevo derecho contable- entre aportaciones reembolsables y 
aquellas cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente por la 
cooperativa. En dicho capítulo se estudiará, por separado, el régimen de ambos 
tipos de aportaciones y se hará referencia al debate doctrinal que se ha generado 
por la adaptación de las normas cooperativas los criterios internacionales de 
contabilidad. 
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Capítulo 1.- Concepto y características. 
 
1.1.- Consideraciones previas. 
 
En las normas que disciplinan los diferentes tipos de sociedad no se ha incluido un 
concepto legal de aportación social. En consecuencia, no hallamos una definición 
de aportación ni en las disposiciones que regulan el contrato de sociedad en sede 
civil ni tampoco en aquellas que disciplinan las sociedades mercantiles. La cuestión 
no varía en la legislación cooperativa, donde tampoco existe una definición de 
aportación. En cualquier caso, algunos textos cooperativos afirman, con un criterio 
funcional, que el capital social estará constituido por las aportaciones de los socios 
y que, como contrapartida a la obligación de aportar, estos últimos poseen una 
serie de derechos8.  
 
La aportación al capital social así estructurada posee, además, una doble vertiente. 
Por una parte, aquélla que la identifica con el objeto del contrato de sociedad. En 
consecuencia, la puesta en común de bienes con una determinada finalidad es un 
elemento esencial de dicho contrato9, de lo que se deriva que sin aportación no hay 
sociedad10. Ahora bien, no debemos confundir el objeto del contrato de sociedad 
                                                 
8 A este “haz” o conjunto de derechos se le denomina también aportación, cuestión que puede 
generar cierta confusión. Esta denominación -aportación a capital social- es la más utilizada entre la 
doctrina y en la normativa si bien hay autores que se muestran críticos con la misma. Por 
consiguiente, prefieren una contraposición de términos donde “aportación” equivale a lo que 
realmente se entrega, y, el término “participación” identifica a los títulos participativos en el capital 
social que el socio recibe; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, en Comentarios 
al Código de Comercio y Legislación Mercantil especial, (Dirs. Sánchez Calero, F. y Albadalejo, M.) 
Tomo XX, Ley General de Cooperativas, Vol. 3º, 1994, p. 207. Con idéntico criterio, PUY FERNÁNDEZ, 
G., “Régimen de las aportaciones al capital social de las cooperativas” REVESCO, núm. 67, 1999, p. 
189. Este criterio doctrinal, como podremos comprobar, es seguido por varias normas que 
denominan participaciones sociales a los títulos de aportación, vid. entre otras: LCCLM; LCCMadrid; 
LFCN; etc. 
9 Así, “trat|ndose de la sociedad cabe distinguir entre objeto del contrato de sociedad (obligaciones 
de los socios), objeto de las obligaciones de los socios (aportaciones, trabajo) y objeto de la 
sociedad misma como persona jurídica (finalidad de la empresa social).”, vid. GARRIGUES, J, “Teoría 
General de las Sociedades Mercantiles”, RDM, núms. 132-133, 1974, p. 211.  
10 Una cuestión diversa es la constitución de una sociedad sin capital. En este sentido, parece 
plenamente viable la hipótesis de crear una sociedad colectiva con únicamente socios industriales. 
Éstos realizarían aportaciones de industria no integrantes del capital social. Como bien se ha 
señalado, el mayor rigor de las sociedades capitalistas tiene su fundamento en que los acreedores 
cuentan sólo con el patrimonio de éstas mientras que en las sociedades personalistas los socios 
responden ilimitada y personalmente, si bien de forma subsidiaria, por las deudas sociales; vid. 
LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 36 TRLSA”, en AA.VV. Comentario al régimen legal de las 
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así configurado con la causa de este contrato –conformada por la actividad o 
finalidad que tiene la sociedad y representada por el denominado “objeto social” 
consignado en los Estatutos-. Dicho objeto se intentará alcanzar haciendo una 
efectiva destinación al fin social de ese caudal común integrado por las 
aportaciones11.  
 
El concepto de aportación social como objeto del contrato de sociedad posee un 
carácter ambivalente, y ello porque significa tanto aquello que se aporta como 
también la acción misma de aportar. En el primer caso hablaríamos, 
específicamente, de aportación como objeto, mientras que en el segundo 
catalogaríamos la aportación como acto de desplazamiento patrimonial dirigido al 
fin común. En definitiva, como ilustrativamente se ha puesto de manifiesto, la 
aportación es la puesta en común y también lo que se pone en común12. 
 
Dicho esto, se puede avanzar un concepto general de aportación “como objeto” que 
girará en torno a qué es aquello que se aporta. En este sentido, y con un criterio 
amplio, la aportación es cualquier tipo de colaboración para conseguir el fin social. 
Tal concepto puede colegirse de la propia definición del contrato de sociedad, 
donde se hace hincapié en la principal obligación de los socios consistente en 
“poner en común” o “poner en fondo común” determinados bienes para el 
desarrollo del fin social13.  
 
Esta amplitud conceptual permite la inclusión de cualquier tipo de prestación 
destinada a la consecución del fin social siempre que realizarla sea una obligación 
del socio. Por consiguiente, esta noción amplia de la aportación como objeto 
comprenderá aquellas entregas que pasen a formar parte del capital social como 
                                                                                                                                               
sociedades mercantiles (Dirs. Rodrigo Uría, Aurelio Menéndez y Manuel Olivencia), Tomo III, Vol. 3º, 
Fundación de la Sociedad Anónima, 1ª edic., Madrid, 1999, p. 21. 
11 Así, “dicha actividad, aun cuando nos refiramos a ella bajo la rúbrica de “objeto social”, no forma 
parte del objeto, sino de la causa del contrato (…)”; en este sentido, vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad 
en general: elementos del contrato de sociedad”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil (Uría-
Menéndez), T. I, 2ª edic,, Madrid, 2006, p. 505. 
12 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 36 TRLSA”, op.cit. p. 19. En esta línea, vid. 
BERCOVITZ ÁLVAREZ, R., La aportación de derechos de propiedad industrial al capital de las 
sociedades anónimas, Pamplona, 1999, p. 26. 
13 Bajo el término aportación “deben comprenderse las prestaciones a que se comprometen los 
socios en la promoción, por su parte, del fin social”, vid. GIRÓN TENA, J, Derecho de Sociedades, T. I, 
Madrid, 1976, p. 213.  
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recurso propio de la sociedad y, a su vez, cualquier contribución que nutra el 
patrimonio social, de ahí que posean “el concepto de aportación social todas las 
prestaciones prometidas por el socio en vista de la futura consecución del fin social 
previsto en el momento del contrato”14. A efectos de este trabajo -y al margen de 
posibles remisiones puntuales- interesa el concepto restringido de aportación, 
limitado tan sólo a las aportaciones que se integran en el capital social de la 
sociedad cooperativa15.  
 
En lo que concierne a la noción de aportación como “acción de aportar” podemos 
afirmar, de forma resumida, que la aportación así contemplada implica un acto de 
traslación del dominio efectuado por el aportante a la sociedad que equivale a una 
verdadera enajenación. La aportación supone, por tanto, un acto no reversible por 
cuanto dicho objeto sale del patrimonio del socio y pasa a integrar el patrimonio 
social16. 
 
En definitiva, el objeto del contrato de sociedad consiste en las aportaciones 
prometidas por los socios para la promoción del fin social por lo que éstas se han 
de integrar en el patrimonio social. Así pues, la aportación se configura como un 
presupuesto necesario para la adquisición de la condición de socio17.  
 
1.2.- Concepto de las aportaciones al capital social de las cooperativas. 
 
En la legislación cooperativa se configura la obligación de aportar como una 
condición ineludible para adquirir la condición de socio o, dicho con mayor 
rotundidad, el ingreso en la cooperativa está supeditado al cumplimiento de la 
                                                 
14 Vid. GARRIGUES, J., “Teoría General…”, op. cit. p. 211. 
15 Tal y como se ha comentado en sede de sociedades limitadas: “El concepto restringido entendería 
la aportación como la contribución del socio a la formación del patrimonio social. Entrarían en el 
concepto las aportaciones de naturaleza patrimonial y quedarían fuera las que consistiesen en otro 
tipo de colaboración, como las prestaciones de servicios, de hacer o de no hacer”; vid. LOJENDIO 
OSBORNE, I., “Comentario Arts. 18 a 21 LSRL”, en AA.VV., Comentario al régimen legal de las 
sociedades mercantiles (Dirs. Rodrigo Uría, Aurelio Menéndez y Manuel Olivencia), Tomo XIV, Vol. 
1º A, 1ª edic., Madrid, 1999, p. 522. 
16 Vid. GARRIGUES, J., Tratado de Derecho Mercantil, T. I, 1, Madrid, 1947, p. 441. 
17 Así, “la aportación debe constituir, en definitiva, el contenido del aspecto obligacional de la 
posición jurídica del socio”; vid. GIRÓN TENA, J., Derecho…, op. cit., p. 213. 
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obligación legal de realizar las aportaciones convenidas en la escritura18. La 
aportación está destinada a integrar el capital social, conclusión que se refleja 
unánimemente en la legislación cuando se mantiene que el capital social de las 
cooperativas está conformado por las aportaciones de los socios, sean estas 
voluntarias u obligatorias.  
 
En definitiva, de acuerdo con lo hasta aquí expuesto, el régimen de la aportación 
social cooperativa es común al resto de sociedades. No obstante, las diferencias 
surgen al analizar la otra vertiente de la aportación, es decir, el término entendido 
como la cualidad o posición jurídica de una persona en virtud de su pertenencia a 
una sociedad19. Así las cosas, las aportaciones al capital social en las cooperativas 
presentan ciertos elementos propios que las separan de las realizadas en otro tipo 
de sociedades, puesto que la aportación del socio al capital social no determina sus 
derechos políticos ni económicos y tampoco es una parte alícuota del patrimonio 
de la cooperativa. En esta cuestión subyace la función del capital social en las 
sociedades cooperativas, la cual simplemente vamos a esbozar. 
 
Al respecto se ha señalado que en las sociedades anónimas el capital social 
nominal cumple una triple función: empresarial, organizativa y de garantía20. No 
                                                 
18 Esta cuestión es reflejada de forma expresa en la normativa que regula las sociedades 
cooperativas, sea nacional o autonómica. La adquisición de la condición de socio depende de la 
suscripción de la aportación obligatoria mínima al capital social que corresponda y de su efectivo 
desembolso, según lo previsto en la ley y en los Estatutos. Esta condición de socio puede, además, 
hacerse depender del abono de otras cuantías, por ejemplo, la cuota de ingreso que corresponda. Al 
respecto, vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos propios en las sociedades cooperativas, Madrid, 
2002, p.150; LLOBREGAT HURTADO, Mª. L., Mutualidad y empresas cooperativas, Barcelona, 1990, 
p. 242.   
19 La definición avanzada se hace en sede de la Sociedad de Responsabilidad Limitada y, en 
concreto, a la hora de comentar la naturaleza jurídica de las participaciones en ese tipo de sociedad, 
si bien se mantiene, con acierto, que “la naturaleza jurídica de la participación es única, con 
independencia, por tanto, de la forma social en la que se enmarque; ésta sólo condiciona y 
determina su régimen jurídico”, vid. MENÉNDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, en AA.VV. 
Comentario al régimen legal de las sociedades mercantiles (Dirs. Rodrigo Uría, Aurelio Menéndez y 
Manuel Olivencia), Tomo XIV, Vol. 1º A, Régimen Jurídico de la Sociedad de Responsabilidad 
Limitada, 1ª edic., Madrid, 1999, p. 129. 
20 De garantía, por cuanto “desde una perspectiva est|tica, la fijación de la cifra del capital en los 
estatutos sociales permite a los terceros tomar conocimiento del capital de la sociedad anónima y, 
sin perjuicio de una eventual responsabilidad por infracapitalización, del límite de responsabilidad 
de la sociedad anónima por deudas sociales (…). Desde una perspectiva dinámica, la inscripción de 
la cifra de capital en el pasivo del balance (…) y la exigencia de un beneficio neto como condición 
indispensable para la distribución de beneficios hacen del capital nominal una cifra de retención del 
patrimonio social”; una función organizativa ya que “el capital nominal sirve de referencia para la 
ordenación de la estructura financiera y de la estructura orgánica de la sociedad anónima, así como 
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obstante, la especial configuración del capital social en la cooperativa implica que, 
con los debidos matices, ninguna de estas tres funciones se cumpla de manera 
mimética respecto a lo previsto en las sociedades anónimas21.  
 
Así, en relación con la interconexión entre el capital social y los derechos políticos 
y económicos o, en otras palabras, si la aportación al capital social en la 
cooperativa tiene incidencia en la ordenación de la estructura orgánica o 
corporativa de la misma, hay que puntualizar diversas cuestiones. La ordenación 
de la estructura orgánica de la sociedad cooperativa se realiza en función de la 
mayoría de los socios, no de la mayoría del capital social. De la misma manera, 
tanto en la constitución de la Asamblea como en la adopción de sus acuerdos, el 
criterio determinante será el número de socios y no el capital social que estos 
representan22. En lo que atañe a la definición de la estructura corporativa, en la 
sociedad cooperativa los principales derechos económicos de los socios no 
dependen del capital social aportado por cada uno23.  
 
En conclusión, las aportaciones al capital social no representan en la cooperativa el 
conjunto de derechos y obligaciones que integran la condición de socio24, llegando 
a ponerse en entredicho que técnicamente pudieran catalogarse como verdaderas 
                                                                                                                                               
también para la precisión de la posición jurídica de los socios en la vida social interna”; y, por 
último, una función empresarial dado que “el capital nominal determina el importe mínimo de la 
inversión inicial efectuada por los socios en la empresa común”; vid. MASSAGUER, J., “El capital 
nominal. Un estudio del capital de la sociedad anónima como mención estatutaria”, RGD, núms. 550-
551, julio-agosto 1990, pp. 5549-5553. 
21 He tomado como referencia el estudio de conjunto, centrado en las funciones que cumple el 
capital social cooperativo, realizado por FAJARDO GARCÍA, G., La gestión económica de la 
cooperativa: responsabilidad de los socios, Madrid, 1997, pp. 28-46. También es de gran utilidad la 
clarificadora visión de esta materia propugnada por APARICIO MEIRA, D., O Regime Económico das 
Cooperativas no Direito Portugués. O capital social, Porto, 2009, pp. 284-305. Asimismo, en el 
Derecho italiano, vid. ELEONORA FABIANO, A., “Capitale fisso e capitale variabile nella disciplina 
delle societ{ lucrative e delle societ{ cooperative”, Rivista de Diritto dell´impresa, 2005, I, pp. 217-
219. 
22 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op. cit. pp. 35-36; APARICIO MEIRA, D., O Regime…, op.cit. 
p. 286. 
23 En este sentido, los beneficios que obtenga la cooperativa no son distribuibles entre los socios, 
pasando a formar parte del patrimonio irrepartible. Del mismo modo el criterio de reparto de los 
excedentes entre los socios no se hace en proporción al capital social aportado; vid. FAJARDO 
GARCÍA, G., La gestión…, op. cit. p. 37; APARICIO MEIRA, D., O Regime…, op.cit. p. 288-290. 
24 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op. cit. p. 152. 
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aportaciones sociales, por cuanto no sirven para medir la intensidad de los 
derechos económicos ni políticos de los cooperadores25. 
 
La otra característica definitoria de la aportación social a la cooperativa es que no 
constituye una parte alícuota del patrimonio cooperativo. Las aportaciones forman 
parte de los recursos propios de la sociedad y pasan a integrar el capital social, que 
está considerado como una cifra contable que supone la primera partida del pasivo 
no exigible26. La aportación, como tal, no genera un derecho sobre la totalidad del 
patrimonio de la cooperativa y, en consecuencia, una vez liquidada la sociedad, el 
socio no tiene un derecho que le garantice una parte del resultado de esa 
operación de liquidación27. Por consiguiente, el cooperativista -siempre y cuando 
proceda- tendrá derecho al reintegro de sus aportaciones al capital social pero 
nunca a una cuota parte del patrimonio cooperativo. Así las cosas, en caso de 
separación del socio o cuando la cooperativa se disuelve y posteriormente se 
liquida, procederá el reintegro de las aportaciones si son abonadas las pérdidas 
sociales y si se comprueba que hay bienes suficientes. 
 
Realizadas estas apreciaciones -y ante el silencio legal- cabe definir las 
aportaciones sociales cooperativas como aquellos recursos proporcionados por los 
socios que pasan a integrar el capital social. Las aportaciones son partes alícuotas 
de una parte de todo el patrimonio –patrimonio neto repartible- que refleja el 
capital social28.  
                                                 
25 A diferencia de lo que sucede en otras sociedades tanto de carácter personalista como capitalista, 
con claridad, vid. VICENT CHULIÁ, F., “An|lisis crítico del nuevo Reglamento de Cooperación”, RDM, 
núms. 125-126, 1972, p. 456.  
26 Por tanto, como bien se ha señalado, “a diferencia de lo que ocurre en otras sociedades, las 
aportaciones de los socios no representan una parte proporcional o alícuota del patrimonio social, 
sino sólo del patrimonio neto repartible reflejado en el pasivo del balance por el capital social, 
dentro de los fondos propios”, así; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 371. Está cuestión es 
señalada de forma uniforme por la doctrina, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa. 
Las sociedades mutuas y las entidades mutuales. Las sociedades laborales. La sociedad de garantía 
recíproca, en AA.VV. Tratado de Derecho Mercantil (Dirs. M. Olivencia, C. Fernández-Nóvoa, R. 
Jiménez de Parga), Vol 12, Madrid, 2005, p. 247. En la misma línea, vid. PASTOR SEMPERE, C., Los 
recursos…, op. cit. p 151; FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op. cit. p. 26. 
27 Por consiguiente, “las aportaciones sociales no generan un derecho a participar en el reparto del 
haber resultante de la liquidación, pues buena parte del activo sobrante tiene car|cter irrepartible”; 
vid. PANIAGUA ZURERA, La sociedad…, op. cit. p.247. 
28 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 152. Asimismo, se ha señalado que las 
aportaciones poseen una doble acepción: “a) una acepción propia u ordinaria, como contribución 
del socio al capital social de la cooperativa, elemento patrimonial puesto en fondo común por los 
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1.3.- Caracteres de las aportaciones. 
 
Las aportaciones al capital de las sociedades cooperativas poseen una serie de 
caracteres29, tales como el de la igualdad, la acumulabilidad e indivisibilidad30. Al 
respecto conviene analizar de manera separada cuál es el significado de cada uno 
de los mismos y si realmente son elementos caracterizadores, invariables y 
extensibles a todo tipo de aportaciones sociales y clase de cooperativas. 
 
El carácter de la igualdad posee una doble significado, dado que existirá igualdad 
cuantitativa cuando el valor nominal de todas y cada una de las aportaciones sea 
idéntico; a su vez se preconizará tal igualdad desde un punto de vista cualitativo 
cuando cada aportación genere los mismos derechos para cada socio. 
 
La disciplina de las aportaciones sociales en la sociedad cooperativa parte de un 
criterio general conforme al cual se preconiza su igualdad31. En efecto, en la 
legislación cooperativa se exige la determinación estatutaria de la aportación 
obligatoria mínima al capital social para adquirir la condición de socio y, a partir 
                                                                                                                                               
socios (…) b) una acepción impropia y específica de este tipo de entidades, alusiva a la participación 
que ostenta el socio en la cooperativa”; VÁZQUEZ CUETO,J.C., “Las sociedades con base mutualista”, 
en AA.VV. Derecho Mercantil, (Coord. Guillermo J. Jiménez Sánchez), Vol 1, 10ª edic., Barcelona, 
2005, p. 493. En cualquier caso, este concepto hay que diferenciarlo de otras “aportaciones” 
existentes pero que no pasan a formar parte de dicha cifra, por ejemplo, las cuotas de ingreso o 
periódicas o los bienes entregados por los socios para la gestión cooperativa. Estas cantidades, son 
catalogadas en la legislación como “aportaciones” si bien se matiza que no integran el capital social, 
por lo que el uso de tal nomenclatura resulta criticable siendo preferible, con el fin de evitar 
equívocos, la denominación de prestaciones. En este sentido; vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª. L.,  
“Régimen económico de las cooperativas”, RdS, 1999-2, núm. 13, p. 200.  
29 Estas características son propias de las sociedades de capital donde nos encontramos con el 
principio de tipicidad de las participaciones que responde a un triple criterio; acumulabilidad, 
indivisibilidad e igualdad; vid. MENENDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, op. cit. p. 130. En esta línea 
el derogado artículo 5.1 LSRL, expresaba lo siguiente: “El capital social estar| dividido en 
participaciones indivisibles y acumulables. Las participaciones atribuirán a los socios los mismos 
derechos, con las excepciones expresamente establecidas en la presente Ley.” En la actualidad, esta 
cuestión está disciplinada en el Art. Art. 90 TRLSC donde se dispone que: “Las participaciones 
sociales en la sociedad de responsabilidad limitada y las acciones en la sociedad anónima son 
partes alícuotas indivisibles y acumulables del capital social”. 
30 Por tanto, nos hallaríamos ante “partes alícuotas” en que se divide el capital social cooperativo 
que podrán estar documentadas mediante títulos y son acumulables e indivisibles.  
31 Como se ha señalado, “los principios cooperativos demandan que la aportación obligatoria 
mínima sea igual para los socios”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. cit. p. 248. Para 
sustentar esta afirmación cita el autor los artículos 1.1 y 16. 2 c) de la LC, de los cuales se deduce la 
estructura democrática que ha de poseer dicha sociedad y el principio de no discriminación a la 
hora de participar en todas las actividades de la cooperativa.  
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de ahí -debido a la igualdad- se ha de entender que una persona podrá convertirse 
en cooperativista suscribiendo una sola aportación y que la cuantía de la 
aportación obligatoria mínima deberá ser igual para cada socio32. 
 
No obstante, conviene subrayar que en la cooperativa podrán coexistir diferentes 
clases de socios con lo que la cuantía de las aportaciones podrá ser también 
diversa. En estos supuestos, los importes de la aportación para cada clase de socio 
aparecerán cuantificados estatutariamente, circunstancia que abre la puerta a 
eventuales desigualdades en la aportación obligatoria mínima atendiendo a las 
distintas clases de socios que existan en la sociedad. Por lo demás, en los estatutos 
se podrá determinar que la cuantía de la aportación sea proporcional a la actividad 
cooperativa desarrollada o comprometida por cada socio33. En tal caso, también 
figurará el criterio para determinar el importe de la aportación. Así pues, todas las 
leyes suelen admitir que la aportación obligatoria mínima tenga un importe 
diferente según la clase de socio que vaya a suscribirla, la naturaleza de la 
aportación y, finalmente, el tipo de actividad realizada o el compromiso que asuma 
el socio en la actividad cooperativizada. Con todo, la desigualdad en la aportación 
tan sólo podrá sustentarse en alguno de los criterios legales citados –el de los 
diferentes tipos de socios o el de la proporcionalidad con el compromiso de 
participación en la actividad económica cooperativa- puesto que la utilización de 
cualquier otro criterio no previsto legalmente no será válida34. En definitiva, el 
sistema así estructurado conlleva la admisión de diversas clases de aportaciones 
para los diferentes tipos de socios. Por lo demás, habría que añadir que el hecho de 
que la aportación sea igual no garantiza unas condiciones de acceso igualitarias, y 
ello porque pueden preverse cuotas de ingreso al margen de la aportación 
obligatoria mínima. 
 
                                                 
32 El carácter de igualdad de las aportaciones ha sido señalado por la mayoría de la doctrina; vid. 
VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, op. cit. p. 227; PASTOR SEMPERE, C., Los 
recursos…, op. cit. p. 152; PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentarios artículos 45 a 49 LC”, en, AA.VV., 
Cooperativas. Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de julio, Madrid, 2001, op. cit. p. 210; MORILLAS-
FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 372. 
33 En esta línea, por ejemplo, Art. 46.1 LC; Art. 78.3 LSCA; Art. 59.1 LCG; Art. 58.1 LCPV; etc. 
34 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad..., op. cit. p. 248. 
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Se ha afirmado en numerosas ocasiones que las aportaciones en las sociedades 
cooperativas son susceptibles de acumulación. Por tanto, nada obsta a que se 
puedan acumular varias aportaciones en un mismo socio35. Sin embargo, este 
criterio de carácter general que propugna la acumulabilidad de las aportaciones es 
susceptible de matización.  
 
En el Derecho cooperativo se suelen imponer límites a tal posibilidad. Estos límites 
impiden, en principio, que un único socio pueda ser titular de todas las 
aportaciones de la sociedad cooperativa. No obstante, algunas leyes permiten tal 
solución siempre que los socios sean, en concreto, otras sociedades cooperativas, 
entidades sin ánimo de lucro o sociedades participadas mayoritariamente por 
cooperativas. En tales casos, los límites de las aportaciones que pueden detentar 
los citados socios se podrán fijar bien estatutariamente o por acuerdo de la 
Asamblea General. En suma, sería viable que un socio de tal naturaleza fuese titular 
de la totalidad de las aportaciones. 
 
En otro orden de cosas, también hay que destacar que el socio que sea titular de 
varias aportaciones podrá ejercitar los derechos correspondientes a todas ellas 
únicamente en aquellos casos en los que no rija el principio de igualdad, por lo que, 
fuera de estos supuestos, la titularidad de más o menos aportaciones será 
irrelevante36. Asimismo, es habitual fijar un porcentaje máximo de aportaciones 
que los socios pueden realizar al capital social, ya sea de forma general o 
específicamente para cada clase o tipo de cooperativa. Por ejemplo, si la 
cooperativa es de primer grado, de segundo o de ulterior grado, este porcentaje 
varía e incluso, para determinadas clases de cooperativas como las de crédito o las 
de trabajo asociado, dichos límites máximos por socio también son diversos. Por lo 
demás, los límites citados no son uniformes en la amplia lista de normas que 
conforman el Derecho cooperativo español.  
 
                                                 
35 Prueba de ello es que las aportaciones son transmisibles a otros cooperativistas de lo cual 
deducimos que un socio puede acrecer el número de aportaciones cuando adquiera las de otro. Al 
respecto, vid. Cap. 7. 
36 Por ejemplo, la remuneración de las aportaciones mediante intereses podrá percibirse en 
proporción al número de aportaciones al capital social, mientras que el derecho de voto seguirá la 
regla de “un socio un voto”. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
26 
El último de los elementos caracterizadores de las aportaciones al capital social de 
la cooperativa es el de su indivisibilidad. Éste también posee una doble 
significación. Así, no es viable que el socio divida o fraccione su participación o 
acción en ulteriores participaciones o acciones de menor valor nominal. Por lo 
demás, tal indivisibilidad también significa “indisociabilidad o inescindibilidad de 
los derechos y obligaciones que componen la posición de socio”37, de lo que 
podemos deducir que la condición de socio comprende una serie derechos que no 
se pueden ceder de forma autónoma a la propia participación38. Estos dos 
significados de la indivisibilidad, propugnados en sede de sociedades de capital, 
son aplicables mutatis mutandis a las aportaciones sociales en la cooperativa. 
 
Dicho esto, es preciso resaltar que la característica de la indivisibilidad no está 
prevista de forma expresa en la legislación cooperativa39. Por consiguiente, el 
carácter indivisible de la aportación cooperativa existirá siempre que los estatutos 
especifiquen el valor nominal de la aportación40. Aún así, en ciertos supuestos de 
transmisión de la aportación social –cuando ésta se realice mortis causa- se suele 
admitir que la aportación sea dividida entre varias personas que, eso sí, deberán 
cumplir con aquellos requisitos necesarios para la adquisición de la condición de 
socio. En tal caso, los herederos podrán convertirse en socios de la cooperativa 
completando el importe que les haya correspondido hasta alcanzar la cifra de la 
aportación mínima obligatoria41.  
 
 
 
 
 
                                                 
37 En este sentido, MENÉNDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, op. cit. p. 134. 
38 Sean derechos de índole administrativa (por ejemplo, el derecho de voto) o patrimonial (sirvan 
como referencia, el derecho a participar en el reparto de las ganancias sociales, en el patrimonio 
resultante de la liquidación o el de asunción preferente). En este sentido, en referencia a la sociedad 
limitada, vid. MENÉNDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, op. cit. pp. 134-138. 
39 Vid. PANIAGUA ZURERA, M, La sociedad cooperativa…, op. cit. p. 247.  
40 Tal y como se especificaba también respecto a la LGC 1987; VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 
72 LGC 1987”, op. cit. pp. 227-228. 
41 Esta cuestión será tratada con detenimiento en el Capítulo 6 de este trabajo. 
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Capítulo 2.- Clases de aportaciones. 
 
2.1.- Criterios de clasificación. 
 
En relación con los criterios clasificatorios de las aportaciones en las cooperativas, 
hallamos influencias de la normativa reguladora de las sociedades de capital y, a su 
vez, especificidades propias del régimen cooperativo. 
 
El primer criterio es el que diferencia entre aportaciones dinerarias y no 
dinerarias. Su fundamento radica en el contenido de la aportación y, como se 
puede deducir, depende de que lo aportado pueda ser catalogado como dinero o 
no. En la legislación cooperativa resulta frecuente una regulación “de mínimos” de 
las aportaciones dinerarias, así como la oportuna remisión normativa al régimen 
previsto en las sociedades de capital para las aportaciones no dinerarias. En 
definitiva, al tratarse de una cuestión profusamente estudiada y regulada con 
detalle la normativa de las sociedades de capital, la legislación cooperativa 
comprende una visión tangencial del régimen de estas aportaciones.  
 
Una segunda clasificación deriva de la necesidad de realizar dicha aportación por 
el socio y, en este sentido, podemos diferenciar entre aportaciones obligatorias y 
voluntarias. A su vez, las primeras de dividirían entre aportaciones obligatorias 
iniciales u originarias, aportaciones obligatorias posteriores o sobrevenidas y 
aportaciones obligatorias de los nuevos socios. Este criterio clasificatorio destaca -
de forma diversa al que diferenciaba entre dinerarias y no dinerarias- porque es 
propio del Derecho cooperativo y, en consecuencia, la remisión a las leyes que 
disciplinan otros tipos societarios es prácticamente inexistente.  
 
Otro criterio diferenciador –de índole subjetiva- se fundamenta en quién realiza la 
aportación. En efecto, según cuál sea el socio aportante, existirán aportaciones 
realizadas por el socio cooperador o usuario, por los socios de trabajo, por los 
denominados socios temporales o por los colaboradores. La relevancia de esta 
clasificación se plasma en una serie de previsiones normativas tendentes a 
garantizar un correcto tratamiento de los diferentes tipos de socios con lo cual a la 
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aportación realizada le corresponderá -según el tipo de socio que tratemos- un 
específico régimen jurídico con una serie de obligaciones y derechos. 
 
Por último, conviene referirse a un criterio distintivo que está presente en ciertos 
textos cooperativos y de acuerdo al cual existen aportaciones al capital social 
reembolsables y otras cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente por 
la cooperativa. Respecto a esta distinción, únicamente puntualizaremos en qué 
consiste y cuáles son las normas que la recogen puesto que el estudio específico de 
esta problemática se realizará en el capítulo dedicado al régimen de la liquidación 
o reembolso de las aportaciones42. 
 
2.2.- Aportaciones dinerarias y no dinerarias. 
 
2.2.1.- Aportaciones dinerarias. 
 
2.2.1.1.- Introducción. 
 
El objeto de este tipo de aportaciones es el dinero. Esta clase de aportación resulta 
la más típica y frecuente43. Al constituir el dinero una medida de valor en sí mismo, 
el problema de la valoración queda resuelto inicialmente44. En consecuencia, a 
nivel normativo se le otorga un mínimo tratamiento. 
 
No obstante, en el régimen de las aportaciones dinerarias conviene apuntar una 
serie de cuestiones que poseen mayor complejidad, por ejemplo, si éstas resultan 
preferidas por el legislador cooperativo respecto a las no dinerarias, el tipo de 
moneda en el que se han de efectuar, el título en qué se realiza tal aportación, si es 
posible realizarlas con instrumentos de pago diferentes al dinero, si es viable 
aportar en moneda extranjera y, por último, cómo se verifica su desembolso. 
 
 
                                                 
42 Vid. Infra. Cap. 8. 
43 Vid, GARRIGUES, J., “Teoría General…”, op.cit. p. 213. 
44 Es más, el dinero como medida de valor sirve como punto de referencia para valorar los objetos 
de las aportaciones in natura o no dinerarias; vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 19 
LSRL”, op.cit. p. 541. 
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2.2.1.2.- Preferencia de las aportaciones dinerarias. 
 
Según la normativa de las sociedades anónimas, las aportaciones dinerarias 
pueden ver aplazado su efectivo desembolso. El plazo para el desembolso no 
aparece limitado en el caso de las aportaciones dinerarias circunscribiéndose, sin 
embargo, a un límite temporal en el caso de las no dinerarias45. Esta circunstancia 
confiere cierta preferencia o primacía a las aportaciones dinerarias46. 
 
Desde la órbita del Derecho cooperativo, tanto las aportaciones dinerarias como 
las no dinerarias se rigen por las normas generales. La posibilidad de desembolso 
sucesivo y el plazo para realizarlo dependerán de si nos hallamos ante 
aportaciones obligatorias o voluntarias y no tanto de si se trata de aportaciones 
dinerarias o no dinerarias. En definitiva -al contrario que lo señalado para las 
sociedades anónimas- la preferencia en el plazo de desembolso respecto a las 
aportaciones no dinerarias no está legalmente prevista47. 
 
2.2.1.3.- Tipo de moneda. 
 
Existen varios criterios para especificar el tipo de moneda en el que han de 
realizarse las aportaciones dinerarias. En la legislación de las sociedades de capital 
se exige que el importe de las aportaciones dinerarias se establezca en euros y, si la 
aportación fuese en otra moneda, se determinaría su equivalencia en euros con 
arreglo a la ley48. En la legislación de cooperativas el criterio más utilizado es el de 
la “moneda de curso legal”49.  
 
                                                 
45 Para realizar el desembolso de las aportaciones no dinerarias se fija un  plazo de 5 años desde la 
constitución de la sociedad; vid. Art. 80.2 TRLSC y Art 134. 2 RRM 
46 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario artículo 37 TRLSA”, op. cit. p. 59. 
47 Esto no impide que en los estatutos de la cooperativa o, en su caso, según lo que se pueda acordar 
la Asamblea General, se incorpore una regulación de esta cuestión. Así -como en su momento 
analizaremos- por regla general el régimen del plazo del desembolso de las aportaciones 
obligatorias -sean estas dinerarias o no dinerarias- se encomienda a la preceptiva regulación 
estatutaria o, en su caso, a su fijación por la Asamblea General. 
48 Vid. Art. 61 TRLSC 
49 Esta última nomenclatura es fruto de una normativa más moderna y próxima a la introducción 
del euro como moneda en España desde el 1 de enero de 1999. La mayor parte de las leyes 
autonómicas de sociedades de cooperativas recogen esta nomenclatura, cfr., entre otras: Art. 57.3 
LCPV; Art. 58.3 LCG; Art. 45.4 LC; Art. 55.4 LCAT; Art. 64.4 LCRM; Art. 61.4 LCLR; Art. 80.2 LCPA; 
etc. 
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2.2.1.4.- Título de la aportación. 
 
En este punto hay que dilucidar si la aportación dineraria es efectuada a título de 
dominio, con lo que la propiedad del dinero pasa a la sociedad cooperativa, o si, 
por el contrario, cabe una aportación dineraria a título de uso. En este último caso, 
el socio aportante cedería solo el goce o uso del dinero aportado, con lo cual dicho 
socio siempre conservaría un derecho de crédito frente a la sociedad.  
 
Según la interpretación más usual, el dinero se aporta como suma y no como 
especie individualizada. Por esta razón, respecto a la aportación dineraria en las 
sociedades anónimas, se ha afirmado que la sociedad adquiere siempre la 
propiedad y, en consecuencia, no tiene sentido distinguir entre título de uso y de 
dominio50. Ahora bien, también en esas sociedades se ha justificado la viabilidad de 
una aportación dineraria de uso51 cuando el objeto de la aportación no sea el 
dinero en sí, sino su disfrute52.  
 
En las sociedades cooperativas el debate está abierto en términos similares. La 
clave radica en si pueden ser calificadas jurídicamente las aportaciones dinerarias 
como un préstamo de los socios a la cooperativa, o si, por el contrario, corresponde 
a ésta última su la titularidad. 
 
Las consecuencias derivadas de una u otra calificación poseen cierta relevancia. 
Pensemos, por ejemplo, en el riesgo de pérdida de las aportaciones debido a una 
marcha negativa de la gestión empresarial. Si son consideradas como préstamo los 
socios conservarían un derecho de crédito contra la cooperativa al ser ellos los 
                                                 
50 Vid. GARRIGUES, J., “Teoría…”, op.cit. p. 213. 
51 En este sentido se ha mantenido que, “en consecuencia, debe admitirse cualquier aportación de 
uso, incluida la que tiene por objeto una suma de dinero (es decir, entrega a la sociedad de una 
cantidad en concepto de préstamo sin interés o por un interés menor al del mercado)”; vid. PAZ 
ARES, C., “La aportación de uso en las sociedades de capital”, en AA.VV., Estudios jurídicos en 
homenaje al profesor Aurelio Menéndez, Vol. 2, Madrid, 1996, pp. 2229. 
52 Debido a que se aporta el uso del dinero que no el dinero en sí mismo, surge el problema de la 
valoración de este tipo de aportación. Al respecto se promulga la aplicación del régimen de 
valoración de las aportaciones no dinerarias; vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 37 
TRLSA”, op.cit. p. 62. 
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titulares53. En caso contrario, si la titularidad pasa a la cooperativa, las 
aportaciones se perderían por completo y no habría posibilidad de reclamación 
por parte del socio aportante puesto que tal derecho de crédito no existe. En esta 
materia, debemos avanzar -al margen de las precisiones que se harán en su 
momento- que la calificación de las aportaciones al capital social como préstamo 
ha sido puesta en entredicho por tratarse de aportaciones a riesgo, es decir, que 
dependen de la gestión empresarial54.  
 
En definitiva, la cooperativa se convierte en titular de las aportaciones55 y éstas 
cumplen con las características típicas de los fondos propios, es decir “proceden de 
los socios, quedan sujetos al pago de las deudas sociales (garantía de terceros), sus 
aportantes no son verdaderos acreedores sociales, quedan afectos al riesgo 
empresarial y tienen vocación de permanencia”56. 
                                                 
53 Algunos autores, desde una óptica económica, han defendido la calificación de la aportación al 
capital social de la cooperativa como préstamo. Así las cosas, se niega el carácter de fondos propios 
de las aportaciones de los socios argumentándose que el objeto de la aportación (bienes, derechos, 
dinero) sigue siendo propiedad de los socios ya que podrán retirarlo en el momento en causen baja. 
En definitiva, los socios prestan ese dinero o tales bienes a la cooperativa, convirtiéndose en 
acreedores de la misma por el derecho de crédito que ostentan. En este sentido, con rotundidad se 
mantiene que el denominado capital social no es tal, no es de la sociedad, sino de los socios. Esta 
orientación doctrinal ha sido liderada por el profesor CARLOS GARCÍA-GUTIÉRREZ desde la 
promulgación de la LGC 1987, al respecto, vid. “Estudio del régimen económico de la contabilidad 
de la empresa cooperativa en relación con la Ley 3/1987 General de Cooperativas”, REVESCO, núms. 
54-55 (1986-1987), pp. 203 y ss.; y con posterioridad en otros trabajos como “Estructura financiera 
de la sociedad cooperativa y su valoración”, en AA.VV. (Coord. Moyano Fuentes, J.), La sociedad 
cooperativa: Un análisis de sus características societarias y empresariales, Jaén, 2001, p. 226;  En esta 
línea, vid. BALLESTERO, E., Economía Social y empresas cooperativas, Madrid, 1990, p. 86; GARCÍA 
VILLALOBOS, J.C., Las sociedades cooperativas en el transporte de mercancías por carretera en 
España, Madrid, 2000, p. 238; CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad cooperativa, Madrid, 1992, 
pp. 34 y ss. Respecto a la catalogación de las aportaciones voluntarias como préstamo, vid. 
LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad y empresas…, op.cit. p. 279. 
54 Así, se ha mantenido con claridad que “es evidente que las aportaciones de los socios integradas 
en el capital social son recursos propios en la medida en que quedan sometidas a los riesgos de la 
sociedad (…)”; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen de la sociedad cooperativa relativas a 
la constitución del capital social”, en AA.VV., Estudios de Derecho Mercantil en memoria del Profesor 
Aníbal Sánchez Andrés (Coords. Juan Carlos Sáenz de García de Albizu, Fernando Oleo Banet y 
Aurora Martínez Flórez), Madrid, 2010, pp. 1022-1023. 
55 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 247. En esta línea, negando 
por cuestiones de técnica jurídica la equiparación entre aportaciones al capital social cooperativo y 
el contrato de préstamo, vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital social cooperativo”, RdS, 
núm. 28, 2007-1, pp. 113-115. Es m|s, “est| claro que la posición del socio en relación con el 
reembolso de sus aportaciones al capital no tiene la consideración de un tercero acreedor ni en el 
momento de liquidación de la sociedad ni durante el funcionamiento de la misma (…) El 
reconocimiento del derecho del socio al reembolso de su aportación no lo convierte, como se ha 
pretendido en ocasiones, en prestamista de la sociedad”; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del 
régimen….”, op.cit. p. 1023. 
56 Vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32…”, op.cit. p. 115. 
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2.2.1.5.- Aportación dineraria mediante instrumentos diferentes al dinero. 
 
Otra de las cuestiones que conviene tratar es si procede una aportación mediante 
cualquier instrumento de los que habitualmente sustituyen al dinero en las 
transacciones. Si negamos esta posibilidad, la consecuencia directa sería catalogar 
a la aportación realizada como aportación in natura o no dineraria, con la 
aplicación del régimen de valoración y control previsto en las normas 
cooperativas. 
 
Esta problemática ha sido analizada, principalmente, tomando como referencia el 
cheque. En concreto, se trata de dilucidar si podemos calificar la entrega de este 
título valor como una aportación dineraria. La respuesta más acorde con la 
naturaleza jurídica de este instrumento de pago ha de ser negativa debido a que, 
estrictamente, estamos ante una aportación no dineraria. La sociedad no recibe 
dinero sino que recibe un título valor que incorpora un derecho de crédito contra 
los firmantes de ese documento. No obstante, frente a este rigor formal, también 
hay que señalar que la aplicación del régimen de las aportaciones no dinerarias a 
este tipo de instrumentos parece del todo inflexible.  
 
Al respecto se ha señalado que el fedatario público ante el cual se firma la escritura 
de constitución podría aceptar un cheque, pero con carácter provisional por 
cuanto hasta el momento en que los fondos estén a disposición de la sociedad -y se 
reciba la comunicación por parte de la entidad de crédito que acredite que se ha 
ingresado el importe del cheque entregado- no se considerará realizada la 
aportación dineraria57. En definitiva, la entrega del cheque -aunque esté visado o 
conformado por la entidad de crédito- no es una aportación dineraria, sino que la 
aportación se acreditará cuando se verifique su ingreso efectivo en la cuenta de la 
sociedad.  
 
En un sentido similar, cuando se realiza una aportación dineraria vía transferencia 
bancaria podríamos aplicar mutatis mutandis la solución avanzada, es decir, la 
                                                 
57 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I.,  “Comentario Art. 37 TRLSA”, op.cit. pp. 63-64. 
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aportación se considera realizada cuando efectivamente el dinero es ingresado en 
la cuenta de la sociedad y no cuando se ejecuta la orden de transferencia. Por 
consiguiente, no será suficiente con un simple resguardo que certifique que se ha 
realizado la transferencia de la cuenta del socio aportante a la cuenta de la 
cooperativa. En efecto, tendrá que aportarse una certificación del depósito que 
acredite que efectivamente se ha realizado este ingreso.  
 
2.2.1.6.- Aportación dineraria en moneda extranjera. 
 
En la legislación de las sociedades de capital se admite la aportación dineraria en 
moneda extranjera condicionada a que se determine su equivalencia en euros con 
arreglo a la ley –artículo 61 del TRLSC-. Por ello, es necesario identificar la regla 
para fijar la citada correspondencia y qué fecha habrá de tomarse en consideración 
para tal operación. Ante el silencio legal existente respecto a la equivalencia en 
euros de las aportaciones realizadas en divisas, se ha mantenido que sería de 
aplicación el sistema previsto en la LECv para la ejecución dineraria. En virtud del 
mismo, se procederá a la conversión de la divisa según el “cambio oficial al día del 
despacho de la ejecución”58.  
 
Respecto a la fecha de cotización, hemos de diferenciar entre las aportaciones 
realizadas en la fase fundacional, donde el cambio de divisa será el de la fecha de 
escritura de constitución; de aquellas otras efectuadas con ocasión de una 
ampliación de capital o el pago de los desembolsos pendientes. Al respecto, ante la 
falta de orientación legal referida a tales supuestos, se ha propugnado que “la 
fijación del momento relevante deberá atender a la transmisión a la sociedad del 
riesgo sobre las fluctuaciones cambiarias; y la fecha trascendente a estos efectos es 
aquella en que la sociedad adquiera los fondos en concepto de ampliación de 
capital por concurrir tanto la voluntad social de incrementar el capital, formada 
mediante el correspondiente acuerdo asambleario, como el desembolso por el 
                                                 
58 Tal y como se propugna en el Art. 577.2, I LECv 
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socio de su aportación, hecho al mismo tiempo expresivo de la voluntad de asumir 
las participaciones”59.  
 
Sin embargo, el criterio que determina la LECv para los supuestos de ejecución 
dineraria de una cantidad fijada en el título en moneda extranjera sin cotización 
oficial, resulta inaplicable -dada su falta de automaticidad- para la valoración de 
aportaciones dinerarias a las sociedades60. En tales casos, se han sugerido dos 
posibles soluciones contrapuestas, a saber: i) la utilización de una “moneda 
puente” que cotice tanto en el mercado español como en el país emisor de la divisa 
aportada61; y, ii) considerar que tales aportaciones son no dinerarias 
sometiéndolas al particular régimen de valoración previsto para las mismas62. 
 
En la legislación cooperativa no existe una mención expresa a estas cuestiones, por 
lo que, como en muchas otras materias, la solución pasa por una interpretación 
analógica de lo establecido para otro tipo de sociedades63. En consecuencia, nada 
impide la aportación en moneda extranjera a una cooperativa siempre que se 
realice la oportuna equivalencia en la moneda de curso legal –euros- y con 
sujeción, en su caso, a la normativa que regula las inversiones extranjeras en 
España64. 
                                                 
59 Vid. BONARDELL LENZANO, R.-CABANAS TREJO, R., “Comentario Art. 37 TRLSA”, en AA.VV., 
Comentarios a la Ley de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos 
Górriz), Vol. I, 2ª edic., 2009, p. 429. En este sentido, vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 
19 LSRL”, op.cit. p. 543. 
60 Por cuanto en el Art. 577.2, II LECv se dispone que: “En el caso de que se trate de una moneda 
extranjera sin cotización oficial, el cómputo se hará aplicando el cambio que, a la vista de las 
alegaciones y documentos que aporte el ejecutante en la demanda, el tribunal considere adecuado, 
sin perjuicio de la ulterior liquidación de la condena, que se efectuará conforme a lo dispuesto en 
los artículos 714 a 716 de esta Ley”. 
61 En este sentido, vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 19 LSRL”, op.cit. p. 543. 
62 Al respecto, vid. BONARDELL LENZANO, R.-CABANAS TREJO, R., “Comentario Art. 37 TRLSA”, 
op.cit. p. 430. 
63 Existen autores que abogan por un recurso a lo establecido en la normativa de sociedades las 
sociedades de capital –Art. 61 TRLSC, anteriores Arts. 37 TRLSA y 19 LSRL-; vid. PANIAGUA 
ZURERA, M., La sociedad…., op.cit. p. 96. 
64 Al respecto hay que puntualizar que una entidad residente en España –como cualquier sociedad 
cooperativa- puede mantener abierta una cuenta bancaria en divisas, de acuerdo con el RD 
1816/1991 de 20 de diciembre, sobre Transacciones Económicas con el Exterior. Por consiguiente, 
tal sociedad puede recibir una suma en dinero en unidad de cuenta extranjera y conservar los 
fondos con tal denominación. Además, una entidad residente en España puede recibir un pago en 
moneda metálica, billetes de banco o cheques bancarios al portador estipulados en divisas sin 
necesidad de convertir en euros ese ingreso. En definitiva, estas situaciones descritas pueden darse 
sin que “la contribución pecuniaria recibida por la compañía tenga el car|cter de inversión 
extranjera, pues el criterio calificador de las de esta clase, definido en el artículo 2 del RD 
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2.2.1.7.- Acreditación de la aportación dineraria. 
 
En lo que respecta al régimen jurídico de las aportaciones dinerarias, falta por 
dilucidar cómo se ha de verificar el desembolso de dichas aportaciones o, dicho 
con otras palabras, cómo debe acreditarse la entrega de las mismas.  
 
En las principales sociedades de capital no estaba previsto, inicialmente, un 
mecanismo en tal sentido65. Tan sólo como consecuencia de los principios de 
transparencia y veracidad que incorpora la reforma del derecho de sociedades 
realizada en el año 198966, se exigió la verificación del desembolso de las 
aportaciones dinerarias tanto en las sociedades anónimas como en las limitadas67. 
Con esta exigencia “se quiso evitar la pr|ctica en virtud de la cual los aportantes se 
limitaban a declarar que habían ingresado en la caja social el importe 
correspondiente, sin control de que fuera cierto y con el peligro de la falta de 
efectividad del desembolso”68.  
 
En la actualidad el mecanismo de acreditación de la realidad de las aportaciones 
dinerarias aparece regulado de forma común para las sociedades de capital en el 
artículo 62 del TRLSC, en el que se determina que ante el notario autorizante de la 
escritura de constitución o de ejecución del aumento de capital social o, en el caso 
de sociedades anónimas, de aquellas escrituras en la que consten los sucesivos 
desembolsos, deberá acreditarse la realidad de las aportaciones dinerarias 
mediante certificación del depósito de las correspondientes cantidades a nombre 
de la sociedad en entidad del crédito, que el notario incorporará a la escritura, o 
mediante su entrega para que aquél lo constituya a nombre de ella. Asimismo, este 
                                                                                                                                               
664/1999, de 23 de abril, sobre régimen jurídico de las inversiones exteriores, no se fija en la 
función del objeto aportado, sino en atención a las circunstancias del sujeto que las realiza”; vid. 
BONARDELL LENZANO, R.-CABANAS TREJO, R., “Comentario Art. 37 TRLSA”, op.cit. p. 428. 
65 Sí estaba previsto para las Sociedades de Garantía Recíproca  reguladas por el RD 1885/1978. En 
concreto en su artículo 16, establecía una acreditación ante el Notario de la realidad de las 
aportaciones en unos términos similares a los que fueron recogidos posteriormente por la 
normativa de anónimas y limitadas. Al respecto, vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 40 
TRLSA”, op.cit.p.162. 
66 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 40 TRLSA”, op.cit. p. 161. 
67 Tal y como se establecía en los artículos 40.1 del TRLSA y 19.2 de la LSRL, actualmente 
derogados. 
68 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 19 LSRL”, op.cit. p. 548.  
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artículo establece con acierto dos matizaciones respecto a la vigencia de la  citada 
certificación, a saber: i) su plazo de vigencia será de dos meses a contar de su 
fecha; y, ii) en tanto no transcurra el período de vigencia, la cancelación del 
depósito por quien lo hubiera constituido exigirá la previa devolución de la 
certificación a la entidad de crédito emisora. En definitiva, tal y como se venía 
declarando con la anterior regulación, la esencia de este mecanismo es “evitar la 
pr|ctica de declarar haber entregado el dinero sin ser cierto”69.  
 
En el Derecho cooperativo no suele contemplarse un mecanismo que garantice la 
realidad y el desembolso efectivo de las aportaciones dinerarias70, pero sí se exige 
habitualmente una mención obligatoria en la escritura de constitución conforme a 
la cual se acredita por los otorgantes el desembolso de las aportaciones suscritas71.  
 
Así las cosas, debemos de acudir a la aplicación analógica de la normativa prevista 
para las sociedades de capital72, en la cual se prevén dos modalidades de 
acreditación del desembolso de las aportaciones. 
 
La primera y más usual consiste en la acreditación del depósito del dinero a 
nombre de la sociedad en una entidad de crédito. Por tanto, se entregará el 
resguardo del ingreso de las aportaciones dinerarias en una entidad de crédito al 
Notario73 y, con posterioridad, éste constatará en la escritura los datos de la 
entidad de crédito en la que se ha realizado el depósito y la cuenta abierta a 
nombre de la sociedad74.  
                                                 
69 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 37 TRLSA”, op.cit. p. 58. 
70 En este sentido, las normas cooperativas no suelen exigir que se acredite la realidad del 
desembolso de la aportación dineraria; vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 162. 
71 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 252. 
72 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 252. Si bien, “a falta en Derecho de 
cooperativas de un precepto expreso análogo al del artículo 40 de la  vigente Ley de Sociedades 
Anónimas, resulta dudoso que la fórmula técnica que en este último se establece deba ser 
observada en todos sus términos”; vid. LLOBREGAT HURTADO, M.L., Mutualidad…, op.cit. p. 247. 
73 Lo que se suele exhibir y entregar al Notario no es el resguardo, sino un certificado del depósito 
elaborado por la entidad de crédito. Dicho certificado ha de estar redactado en unos términos que 
permitan deducir el efectivo ingreso de las aportaciones dinerarias, tal y como se ha puntualizado 
en la RGDRN de 3/12/1992; vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 40 TRLSA”, op.cit. p. 164.  
74 En virtud el artículo 132.1 RRM, la cuenta puede estar abierta a nombre de la sociedad en 
formación, en el caso de constitución de esa sociedad, o bien, a nombre de una sociedad ya 
constituida. En este último caso, la acreditación del depósito sería necesaria para realizar la 
oportuna ampliación de capital. 
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La segunda modalidad, menos común, es la entrega física del dinero en efectivo al 
Notario. Esta modalidad de acreditación de la aportación dineraria también está 
prevista legalmente75 aunque no es normal que en la práctica se recurra a la 
misma76, si bien es la opción que mejor garantiza la realidad del desembolso. En 
este caso será el Notario el que, una vez recibido el dinero, procederá a efectuar el 
depósito a nombre de la sociedad en un plazo de 5 días hábiles y dejará constancia 
de tal hecho en la escritura matriz por medio de diligencia separada. 
 
En cualquier caso, algunas leyes cooperativas regulan específicamente esta 
cuestión. En este sentido, se requiere expresamente la incorporación en la 
escritura de constitución del resguardo acreditativo del depósito del importe 
realizado en una entidad de crédito77. 
 
2.2.2.- Aportaciones no dinerarias. 
 
2.2.2.1.- Introducción. 
 
Las aportaciones no dinerarias han de ser definidas por exclusión, puesto que son 
aquellas no consisten en dinero. No obstante, han de estar conformadas por bienes 
o derechos patrimoniales, es decir, susceptibles de valoración en dinero. Esta 
posibilidad de valoración es la característica sobre la que pivota el régimen 
jurídico de este tipo de aportaciones78.  
 
Al hilo de lo apuntado, cuando el socio decide realizar una aportación no dineraria 
ésta deberá ser valorada de acuerdo con el principio de integración del capital 
social, cuya trascendencia es máxima dado que requiere que el valor del bien o 
                                                 
75 Vid. Art. 62.1 TRLSC y Art. 132.2 RRM 
76 Su poco uso se justifica obviamente por “los inconvenientes del manejo físico del dinero y su 
progresiva sustitución por otros instrumentos de pago así lo ponen de relieve”; vid. LOJENDIO 
OSBORNE, I., “Comentarios Art. 40 TRLSA”, op.cit. p. 165. 
77 Al respecto, vid. Art. 12.2, d) LCCMadrid, Art. 14, 2, d) LCRM, Art. 13, 2, d) LCCLM 
78 Así se ha mantenido que “la aportación a capital debe ser genéricamente “patrimonial”, no 
necesariamente “dineraria”, lo que supone la posibilidad de aportación “in natura”, es decir, de todo 
bien o derecho, incluso no fungible, valuable contablemente, convertible por valoración en dinero 
(a los efectos de su avalúo y contabilización)”; vid. DIVAR, J., Régimen jurídico de las Sociedades 
Cooperativas, Bilbao, 1987, p. 49. 
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derecho aportado sea suficiente para cubrir el valor nominal de los títulos de 
participación que se suscriban de esa sociedad, sean del tipo que sean. Asimismo, 
de acuerdo con el principio de garantía, ha de proporcionarse certidumbre a los 
acreedores sobre la realidad del capital social. En definitiva, como bien se 
puntualiza en alguna norma cooperativa: “Las participaciones cooperativas se 
emitirán en favor de cada socio como contrapartida de la obligación de aportación 
que asumiere. Será nula la creación de participaciones que no respondan a una 
efectiva aportación patrimonial a la sociedad. El valor nominal de cada participación 
cooperativa no podrá ser superior al valor atribuido a los bienes o derechos en que 
consista la obligación de aportación comprometida por su titular, ni podrán emitirse 
participaciones por una cifra inferior a su valor nominal”79. 
 
En el estudio de este tipo de aportaciones conviene deternerse en las siguientes 
cuestiones: cuáles son los requisitos para que éstas puedan ser admitidas, qué 
puede aportarse, el título en el que se realiza la aportación, los criterios de 
valoración, el régimen de transmisión de riesgos y garantías, y, por último, la 
continuación de la sociedad cooperativa en la titularidad del bien aportado.  
 
2.2.2.2.- Admisión de las aportaciones no dinerarias.  
 
Respecto a la admisibilidad de las aportaciones in natura, las divergencias entre el 
Derecho cooperativo y las leyes que regulan otros tipos sociales son evidentes.  
 
En la normativa que rige las sociedades anónimas y las limitadas, no existe 
diferencia entre la admisibilidad de la aportación dineraria y la no dineraria, 
aunque ésta última estará sometida a unos requisitos de valoración y control 
mucho más estrictos que las dinerarias. En todo caso, no será necesario realizar la 
oportuna mención estatutaria sobre la validez de este tipo de aportaciones y 
tampoco adoptar un especial acuerdo por parte de la Junta General a efectos de 
que las aportaciones no dinerarias sean admitidas en estas sociedades de capital. 
En conclusión, la aportación no dineraria se admite plenamente. 
                                                 
79 Vid. Art. 74.2 LCCLM. En un sentido similar el Art. 55.5, II LCCV dispone que “en ningún caso 
podrán asignarse aportaciones a capital social por importe superior al valor de las aportaciones no 
dinerarias realizadas”. 
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Sin embargo, en la legislación cooperativa la desconfianza sobre las aportaciones 
no dinerarias se hace más palpable80. Así, mientras que en la disciplina de las 
sociedades de capital se admiten las aportaciones no dinerarias directamente por 
Ley, en la mayoría de las normas cooperativas no se prevé esta solución81. Por 
consiguiente, las aportaciones no dinerarias no son admitidas, por regla general, de 
forma automática. En todo caso, no existe un tratamiento común de esta cuestión 
en la legislación cooperativa vigente.  
 
De hecho, en un primer grupo englobamos aquellas leyes que condicionan la 
admisión de las aportaciones no dinerarias a un acuerdo favorable de un órgano 
social sin necesidad de ningún otro requisito adicional o complementario82. Por 
ello, la Asamblea o el Consejo Rector tendrán la competencia para decidir si la 
aportación no dineraria es admisible o no. En todo caso, surge la duda acerca de si 
la decisión que adopta el órgano colegiado puede tener un alcance general y, de 
este modo, evitar que tal órgano puntualmente tuviera que postularse sobre la 
admisibilidad de la aportación no dineraria. Así pues, se trata de saber el citado 
órgano podría permitir de forma genérica cualquier tipo de aportación no 
dineraria que se realice con posterioridad a su decisión. Al respecto, no es usual 
encontrar una solución legal a esta controversia, aunque existen excepciones83. En 
todo caso, consideramos que la competencia del órgano colegiado incluye la 
facultad indicada por cuanto, al no existir en la ley una restricción al contenido del 
acuerdo, parece lógico interpretar que la decisión puede tener un alcance tanto 
general como puntual84. 
 
                                                 
80 Tal y como constata, VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, op.cit. p. 231. 
81 Como excepción, el Art. 55.4 LCCAT determina que: “Las aportaciones de los socios pueden ser 
dinerarias o no dinerarias. Las dinerarias deben ser en moneda de curso legal, y las no dinerarias, 
en bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración económica”. 
82 Por ejemplo, vid. Art. 77.4 LSCA; Art. 48.2 LCAR; Art. 55.5 LCCV; Art. 49.4 LSCEX; Art. 49.5 
LCCMadrid 
83 Al respecto, vid. Art. 77.4 LSCA, en el que se dispone: “Las aportaciones se realizar|n en moneda 
de curso legal, y, si lo autoriza la Asamblea General, también podrán consistir en bienes y derechos 
evaluables económicamente. La expresada autorización podrá tener un carácter general sin que sea 
preciso un acuerdo para cada caso”.  
84 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. cit. p. 252. 
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En un segundo grupo están aquellas normas que prevén una solución alternativa, 
es decir, que se puedan admitir las aportaciones no dinerarias bien por previsión 
estatutaria o a través del acuerdo de un órgano colegiado85. En esta línea, pero 
partiendo de su admisión, algún texto legal declara que salvo prohibición 
estatutaria o acuerdo de la asamblea en contrario, las aportaciones podrán 
consistir en bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración 
económica86. 
 
En todo caso, hay que preguntarse sobre si una vez realizada esa mención legal, 
estatutariamente se puede impedir que la Asamblea admita las aportaciones no 
dinerarias. Al respecto, entendemos que no sería viable tal previsión estatutaria 
puesto que es el legislador quién de forma expresa posibilita que la Asamblea 
pueda tener competencias en esta materia. Igualmente -debido a que existen leyes 
que no contemplan la previsión estatutaria- se nos plantea el interrogante acerca 
de si los estatutos podrían incorporar una cláusula que, de forma general, 
admitiera las aportaciones no dinerarias. En este sentido parece que la respuesta 
debería ser positiva por cuanto si los socios pueden fijarlas en Asamblea, sería 
ilógico impedirles plasmar dicha solución en los Estatutos87. 
 
La última opción dentro de las leyes cooperativas es la admisión de las 
aportaciones no dinerarias ex lege. Así pues, las aportaciones no dinerarias 
estarían directamente permitidas por la norma y su admisión no dependería de la 
oportuna autorización o previsión estatutaria al respecto. Por consiguiente, se 
identifica este régimen con el aplicable a las aportaciones dinerarias, sin 
diferenciar en lo que respecta a la admisión entre ambos tipos de aportación. En 
definitiva, este criterio incorpora al Derecho cooperativo la solución que rige en las 
sociedades de capital implicando, en conclusión, la directa admisión de las 
                                                 
85 Como ejemplos, vid. Art. 45.4 LC; Art. 57.3 LCPV; Art. 59.3 LCCyL; Art. 58.3 LCG; Art. 61.4 LCLR; 
Art. 69.4 LCIB; Art. 64.5 LCRM 
86 Vid. Art. 76.1 LCCLM 
87 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 374. 
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aportaciones in natura en nuestro ámbito88. En cualquier caso, este criterio tan 
sólo es seguido por una norma autonómica89.  
 
2.2.2.3.- Objeto de la aportación no dineraria. 
 
Una vez señalado cuál es el proceso de admisión de las aportaciones no dinerarias 
debemos detenernos en qué es lo que se puede aportar, es decir, en determinar 
cuál puede ser el objeto de este tipo de aportaciones. En este punto resulta 
fundamental clarificar determinados conceptos que, comúnmente, son 
incorporados en la normativa y que dan lugar a equívocos o ambigüedades.  
 
Las leyes cooperativas prevén como objetos susceptibles de aportación no 
dineraria aquellos bienes y derechos susceptibles de valoración económica. En lo 
que concierne a la aportación dineraria es viable dicha posibilidad por cuanto el 
dinero que se aporta es, en sí mismo, una medida de valor. Sin embargo, la 
posibilidad de valoración de las aportaciones no dinerarias implica que el bien o 
derecho aportado tenga que cumplir con unas peculiares características. En 
concreto, habrá que cotejar si en él concurren dos requisitos fundamentales, a 
saber: si se trata de un bien o derecho susceptible de valoración económica; y, en 
segundo lugar, si ese bien o derecho es susceptible de ser inscrito en el balance 
como verdadero activo de esa sociedad. Al margen de dichas circunstancias, habrá 
que comprobar si tales bienes o derechos, que constituyen el objeto de la 
aportación no dineraria, han de ser o no ejecutables para ser susceptibles de 
aportación. 
 
Respecto al primer requisito citado, conviene puntualizar que el que un bien o 
derecho sea susceptible de valoración económica depende de su carácter 
patrimonial90. Este carácter viene impuesto por todas las leyes cooperativas bajo 
                                                 
88 Como solución técnica, se considera preferible la admisibilidad legal de las aportaciones no 
dinerarias; así, PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. cit. p. 252.  
89 Al respecto, en el Art. 55.4 LCCAT desaparece cualquier mención a la previsión Estatutaria o 
acuerdo de la Asamblea General, al disponerse que: “Las aportaciones de los socios pueden ser 
dinerarias o no dinerarias. Las dinerarias deben ser en moneda de curso legal, y las no dinerarias, 
en bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración económica”. 
90 En este sentido el Art. 58.1 TRLSC dice que: “En las sociedades de capital sólo podr|n ser objeto 
de aportación los bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración económica”. 
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expresiones como “susceptible de valoración económica”91, “bienes o derechos 
evaluables económicamente”92 u otras de naturaleza análoga93, las cuales –tal y 
como ha puesto de manifiesto la doctrina- no dejan de ser sinónimas del término 
patrimonial94. No obstante, otras normas hacen una referencia concreta a este 
carácter y especifican que podrán ser objeto de aportación no dineraria aquellos 
“bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración económica” 95. En 
cualquier caso, entendemos que en el resto de leyes cooperativas -sea cual fuere la 
expresión utilizada- ha de considerarse implícita la patrimonialidad96. 
 
En definitiva, el requisito de la patrimonialidad supone que la valoración de la 
aportación no dineraria consistente en bienes o derechos deba ser realizada con 
arreglo a criterios objetivos y sea idónea para ser cambiada por dinero97.   
 
En relación directa con lo expuesto, se sitúa el segundo de los requisitos citados: 
que la aportación no dineraria conste como activo en el balance de esa sociedad 
cooperativa98. Así las cosas, aunque las leyes no lo señalan expresamente, los 
bienes o derechos aportados han de ser susceptibles de figurar en el balance para 
que, de ese modo, puedan integrar la cifra de capital social99. En este sentido, la 
valoración económica de la aportación no dineraria será el sumando que integre la 
citada cifra. 
 
                                                 
91 La expresión, “bienes o derechos susceptibles de valoración económica”, viene recogida en varias 
normas cooperativas, por ejemplo: Art. 45.4 LC; Art. 59.4 LCCyL; Art. 58.3 LCG; Art. 61.4 LCLR; Art. 
64.5 LCRM 
92 Esta expresión -“bienes o derechos evaluables económicamente”- aparece recogida en, Art. 77.4 
LSCA; Art. 49.4 LSCEX; Art 55.5 LCCV 
93 Por ejemplo, el Art. 48.2 LCAR mantiene que las aportaciones no dinerarias consistirán en, 
“bienes o derechos, que ser|n valorados por el Consejo Rector bajo su responsabilidad”; o en el  Art. 
57.3 LCPV se opta por la simple expresión “bienes o derechos”. 
94 Tal y como ha destacado, PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 164. 
95 Vid. Art. 55.4 de la LCCAT en el que, como podemos observar, se incorpora la expresión prevista 
para las sociedades de capital. En esta línea, vid. Art. 76.1 LCCLM y Art. 80.2 LCPA 
96 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. cit. p. 252, refiriéndose, en concreto, a la 
normativa estatal 
97 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “El régimen económico: principales aspectos”, en AA.VV., La Sociedad 
Cooperativa en la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas (Coord. Francisco J. Alonso Espinosa), 
Granada, 2001, p. 97. 
98 En palabras de algún autor, hablaríamos en este caso de bien o derecho “activable” o 
“balanceable”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, op.cit. p. 231. 
99 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. cit. p. 253. 
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En este punto conviene matizar qué tipo de bienes o derechos, concretamente, 
pueden ser objeto de aportación no dineraria en una sociedad cooperativa. La 
legislación cooperativa no suele recoger una mención pormenorizada de los 
mismos dado que, tal y como hemos indicado, lo único que se realiza es una 
genérica referencia legal a que las aportaciones no dinerarias podrán estar 
constituidas por bienes o derechos.  
 
Por ello, ante la parquedad legal, interesa enumerar aquellos bienes o derechos 
que habitualmente han sido considerados como susceptibles de constituir una 
aportación no dineraria, a saber: los bienes muebles e inmuebles, los derechos de 
crédito, la empresa o establecimiento mercantil o industrial, el fondo de comercio, 
las patentes y licencias de fabricación, el Know-How. Esta variedad de objetos y 
derechos que pueden conformar la aportación no dineraria hace que sea 
totalmente necesario cotejar en cada uno de ellos su posible inclusión en el 
balance, que suponga una atribución patrimonial a la sociedad y, por último, que 
sea susceptible de valoración económica100. Así las cosas, debido a la posibilidad de 
transmisión, la valoración económica de los derechos sobre la propiedad industrial 
es indubitada101. Incluso en aquellos que poseen una naturaleza jurídica propia 
como el Know How102 existe, sin duda, un valor patrimonial para el empresario que 
le otorga una ventaja competitiva en el mercado. Por consiguiente, en el Know How 
                                                 
100 Vid. DÍAZ GÓMEZ, M.A., Las aportaciones no dinerarias en la Sociedad Anónima: contenido, 
valoración y desembolso, Madrid, 1997, p. 114. 
101 Como ejemplos, vid. Arts. 47-48 de la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas; Arts. 74-75 de 
la Ley 11/1986, de 20 de marzo, del Régimen Jurídico de Patentes de Invención y Modelos de 
Utilidad; Arts. 59-60 de la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial, 
etc. En suma, la patrimonialidad y la transmisibilidad van íntimamente unidas por cuanto si un bien 
–derecho propiedad industrial- tiene valor económico –es decir, que es susceptible de integrar el 
patrimonio de una persona- es debido a que dicho valor se determina por una transmisión. 
Contablemente tal valor figurará en el balance. Así las cosas, tales derechos podrán transmitirse en 
propiedad por medio de la oportuna cesión, o bien a título de uso a través de licencia en virtud de la 
cual se transmitirán parte de las facultades derivadas de la titularidad sobre tal derecho –cuestión 
que, obviamente, incidirá en su valoración-. El valor se determinará en base a un criterio de 
rentabilidad es decir, en función de la utilidad que el derecho transmitido tiene para el adquirente. 
En este punto, hallaremos diferentes problemas de valoración según el derecho que se quiera 
transmitir –marca, patente, nombre comercial, etc.- a lo que habrá que añadir que, en muchos casos, 
la cesión de tales derechos se efectuará con ocasión de la transmisión de la empresa o del fondo de 
comercio. Al respecto, vid., con detalle, BERCOVITZ ÁLVAREZ, R., La aportación de los derechos de 
propiedad industrial…, op.cit. pp. 107-186. 
102 Definido como “todo conocimiento reservado sobre ideas, productos o procedimientos 
industriales, o sobre ideas o procedimientos comerciales, que el empresario, por su valor 
competitivo para la empresa, desea mantener ocultos”, vid. GÓMEZ SEGADE, J.A., “Algunos aspectos 
de la licencia de Know-How”, ADI, 1981, p. 208. 
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concurren las características de cualquier bien jurídico, es decir, valor patrimonial 
y autonomía para ser transmitido mediante diversos negocios jurídicos103. De 
todas formas, son varias las precauciones con las que hay que tratar este objeto de 
aportación: i) que la elaboración del informe por el experto que lo valore ha de 
representar una descripción sucinta del mismo so pena de vulnerar el secreto 
aparejado al Know-How y que constituye uno de sus elementos caracterizadores; 
ii) las limitaciones impuestas al aportante del Know-How a efectos de no poder 
menoscabar el valor patrimonial del mismo por lo que se cuestiona la posibilidad 
de obligar al aportante a que no realice una actividad competitiva; y, por último, iii) 
las dudas que se plantean, en cuanto a susceptibilidad de aportación, cuando el 
Know-How conlleva una obligación de asistencia técnica para el aportante o una 
formación del personal de la sociedad adquirente104. 
 
En definitiva, como podemos observar, la naturaleza jurídica del bien o derecho 
aportado incide, fundamentalmente, en el criterio de valoración que se ha de 
seguir en relación a ese bien, su régimen de entrega a la sociedad cooperativa y la 
disciplina del saneamiento y transmisión de riesgos. 
 
En este punto también conviene referirse a la posibilidad de calificar el trabajo o 
los servicios realizados por uno de los cooperativistas como bienes susceptibles de 
aportación a capital social. En las sociedades de capital la exclusión aparece 
expresamente citada legalmente, al determinar el artículo 58.2 del TRLSC que “en 
ningún caso podrán ser objeto de aportación el trabajo o los servicios”. Esta 
exclusión supone la plasmación del criterio doctrinal mayoritario según el cual se 
prioriza la protección de la integridad del capital social con el objetivo de cumplir 
                                                 
103 Vid. GÓMEZ SEGADE, J.A., El secreto industrial (Know-How). Concepto y protección, Madrid, 1974, 
pp. 73-74. En la actualidad resulta indubitada la posible aportación a una sociedad de este bien 
inmaterial, puesto que se caracteriza por su recuperabilidad o realizabilidad y por ser susceptible 
de valoración económica –con todas las dificultades que pueda suponer, lo que requerirá la 
adopción de criterios extremadamente prudentes de valoración-. Igualmente, la aportación del 
know how cumple con el requisito de desembolso inmediato y efectivo desde el momento inicial de 
la aportación; vid. FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, I., Aportaciones no Dinerarias en la Sociedad Anónima, 
Pamplona, 1997, pp. 200-204. En esta línea, vid. VIÑUELAS SANZ, M., “El know how como 
aportación al capital social”, RdS, núm. 31, 2008, pp. 211-218.  
104 Como bien se ha puntualizado “el escollo, a salvar en cada caso, estriba, en muchas ocasiones, en 
deslindar cuándo se está realmente ante un bien, susceptible de valoración económica, y cuándo 
ante la prestación de servicios, que, como veremos, no puede ser objeto de aportación”, vid. DÍAZ 
GÓMEZ, Mª. A., Las aportaciones…, op.cit. p. 118. 
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su función de garantía frente a las obligaciones contraídas en la actividad 
societaria frente a los terceros105.  
 
Con idéntica orientación, el trabajo o los servicios prestados por el socio no pueden 
sustentar el capital social de una cooperativa. Esta solución, en línea con lo 
apuntado para las sociedades de capital, se fundamenta en que el trabajo no es “un 
valor cuantificable y actual, susceptible de expresión monetaria y ejecución, por lo 
que no puede cumplir con la función de garantía que es propia del capital” 106. Por 
tanto, el trabajo no puede configurarse como una aportación a capital social107, 
aunque, eso sí, podrá ser considerado como prestación accesoria, pese a que las 
leyes cooperativas suelen guardar silencio al respecto108.  
 
Una ulterior cuestión planteada respecto a los requisitos que han de poseer las 
aportaciones no dinerarias es si éstas deben consistir en bienes o derechos 
ejecutables. En esta materia conviene subrayar que si un bien o derecho es 
susceptible de ejecución, la garantía que es proporcionada a los terceros 
acreedores de esa sociedad cooperativa es mucho mayor. Este requisito, aunque no 
está recogido de manera expresa en la legislación cooperativa, es considerado por 
alguna doctrina como una exigencia que resulta de la propia norma.  
 
En esta línea se ha propugnado que un bien o derecho -además de ser susceptible 
de valoración e inscribible como activo en el balance- debería ser susceptible de 
ejecución o transmisión para que sirva de garantía frente a los acreedores 
sociales109, y ello porque sólo de esa manera se “cubriría satisfactoriamente la 
función de garantía patrimonial del capital social a favor de terceros”110. Este 
razonamiento se fundamenta en la función de garantía que necesariamente ha de 
                                                 
105 En este sentido, vid. SÁNCHEZ MIGUEL, M.C., “Aportaciones y adquisiciones onerosas”, en AA.VV. 
Comentarios a la Ley de Sociedades Anónimas, (Dir. Fernando Sánchez Calero), T.I, Madrid, 1997, pp. 
845-846. 
106 Al respecto, vid. TRUJILLO DÍEZ, I. J., Cooperativas de consumo y Cooperativas de producción, 
Elcano (Navarra), 2000, p. 122. 
107 Opinión que parece común en la doctrina, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 
253; PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades de la nueva Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Sociedades Cooperativas”, RdS, 1999-2, núm. 13, p 239, CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, 
op.cit. p. 45; MORILLAS – FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 374. 
108 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades…”, op.cit. p. 239. 
109 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 253. 
110 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 167. 
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cumplir el capital social en la sociedad, circunstancia que motiva que los bienes o 
derechos aportados a la sociedad deberán ser “bienes ejecutables”. 
 
Frente a esta orientación extremadamente garantista, se ha considerado que es 
suficiente con que las aportaciones cubran la denominada función productiva del 
capital social o, cuando menos, exista una compatibilidad entre ésta y la función de 
garantía111. Por ello, bastaría comprobar que lo aportado se adecúe al fin social 
para dotar a la sociedad de un capital congruente con el objeto social. En definitiva, 
la posibilidad de aportación de un determinado bien depende más de su aptitud 
para ser valorado económicamente que de la viabilidad de ejecución del mismo112. 
 
2.2.2.4.- Título de la aportación.  
 
En relación con el título con el que se hace la aportación no dineraria podemos 
diferenciar entre la aportación a título de dominio o propiedad y la aportación a 
título de uso113. 
 
Con algunas excepciones114, las leyes cooperativas no se suelen pronunciar en esta 
materia, de ahí que se considere que la aportación es realizada a título de 
propiedad porque el objeto aportado sale del patrimonio del socio aportante y se 
integra en el patrimonio social115. La naturaleza jurídica de la aportación a título de 
                                                 
111 Vid. SÁNCHEZ MIGUEL, M.C., “Aportaciones y adquisiciones…”, op.cit. p. 842. 
112 Así; LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 36 TRLSA”, op,cit. p. 35; SÁNCHEZ MIGUEL, M.C., 
“Aportaciones y adquisiciones…”, op.cit. p. 843. 
113 Recogemos la tradicional distinción entre aportaciones quod dominum y aportaciones quod 
usum. Complementando a esta doble catalogación también hay que hacer referencia a las 
denominadas aportaciones quod sortem. Se trata de un supuesto intermedio entre las dos formas 
tradicionales de aportación. En la aportación quod sortem “no se transmite la propiedad a la 
sociedad, sino el derecho a disponer de la cosa, de modo que frente a terceros el socio es el 
propietario, pero en la relación interna lo es la sociedad”; vid, GARRIGUES, J., Tratado…, op.cit. p. 
443 (en nota a pie número 45). 
114 En este sentido, el Art. 76.2 LCCLM dice que: “Los bienes o derechos susceptibles de aportación 
al capital social se entenderán entregados a la cooperativa a título de propiedad, salvo que 
expresamente se estipulare que se llevar|n a cabo bajo un título distinto”. 
115 El artículo 60 TRLSC dispone que: “Toda aportación se entiende realizada a título de propiedad, 
salvo que expresamente se estipule de otro modo”. La justificación de esta presunción la 
encontramos en la conveniencia de proporcionar mayor garantía a los acreedores sociales; así, 
LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 36 TRLSA”, op.cit.p. 51. 
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dominio es la de la compraventa116, lo que provoca una serie de consecuencias 
relacionadas con el régimen de entrega, saneamiento y transmisión de los riesgos 
del objeto aportado -por ejemplo, que el riesgo de la pérdida o deterioro del objeto 
aportado pasará a la sociedad una vez que estén en su posesión-117. 
 
También cabe plantearse si es factible la aportación del bien o derecho a título de 
uso118. En tales casos el socio no pierde la titularidad del bien o derecho aportado, 
lo que es lógico si valoramos que la aportación consiste en un derecho de uso sobre 
el  mismo mientras dure la relación del socio aportante con la sociedad cooperativa 
o bien por un período limitado119. Es por ello que la aportación a título de uso 
posee una naturaleza jurídica próxima al arrendamiento120 destacando en este 
sentido que, si la aportación se hizo sólo para ceder a la sociedad el uso de la cosa, 
el riesgo de pérdida o deterioro recae sobre el socio propietario121.  
 
En esta línea, una de las objeciones tradicionales a la admisión de las aportaciones 
no dinerarias a título de uso como integrantes del capital social, ha sido la 
vulneración de alguna de las funciones que ha de cumplir éste último. Al respecto, 
y en sede de sociedades anónimas, las tesis tradicionales se oponían a la admisión 
                                                 
116 Así, GIRÓN TENA, J.,  Derecho…op.cit. p. 219; GARRIGUES, J., Tratado…, op.cit. p. 442, si bien, 
como señala este autor, la equiparación entre la aportación a título de dominio y la venta no puede 
ser completa. En la aportación “no hay precio determinado, sino que existe una participación –
variable- en las ganancias, ni las aportaciones de los demás socios pueden reputarse 
contraprestaciones”. 
117 Vid. GARRIGUES, J., Tratado…, op.cit.p. 444. 
118 Hemos de diferenciar esta hipótesis de la cesión a la sociedad de un contrato de arrendamiento 
en el cual el socio aportante es arrendatario. En este caso estaríamos ante la cesión de un derecho 
real equiparada, a todos los efectos, con la aportación a título de dominio. Casos similares serían, 
por ejemplo, la aportación de un derecho de usufructo o de servidumbre. Así las cosas, “no siempre 
la aportación a título de propiedad coincidirá con la aportación de la propiedad de un bien, al poder 
aportarse quod dominum la titularidad de derechos reales limitados o de derechos personales 
frente a un tercero”; vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, J., “La Sociedad anónima: aportaciones sociales y 
desembolso del capital”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., 2006, 
p. 851. Asimismo, “conviene aclarar en este sentido que la aportación a título de propiedad no se 
identifica con la aportación de la propiedad de un bien; su ámbito de cobertura es mucho más 
amplio, pues en él se incluye cualquier aportación de un derecho real limitado o incluso un derecho 
personal que ostente el aportante contra un tercero –por eso se entiende que es una aportación a 
título de propiedad la que tiene por objeto la cesión a la sociedad de un contrato de arrendamiento-
”; vid. PAZ ARES, C., “La aportación de uso…”, op.cit. pp. 2225-2226. 
119 Como se ha señalado, lo que realmente se aporta es el derecho de uso que podría catalogarse 
como activo inmaterial, conservando el socio la titularidad del mismo y garantizándose a la 
sociedad cierta estabilidad en la posesión; vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos..., op.cit. p. 168. 
120 Vid; GARRIGUES, J., Tratado…, op.cit. pp. 442-443; GIRÓN TENA, J., Derecho…, op.cit. p. 221. 
121 Vid. GARRIGUES, J., Tratado…, op.cit. p. 444. 
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de la aportación de uso basándose en el incumplimiento de la denominada función 
de garantía122. La conservación de la propiedad por el socio aportante -que es el 
que soporta el riesgo de pérdida y tiene derecho a su restitución- convierte a la 
sociedad en un mero usuario. Esta estructura no casa con una adecuada protección 
de los intereses de los acreedores sociales, por cuanto su expectativa de cobro con 
una hipotética ejecución de los bienes integrantes del capital social puede verse 
fácilmente frustrada. Tanto es así que, si el socio aportante finaliza su relación con 
la sociedad, el bien cuyo uso se ha cedido volverá íntegramente a su patrimonio. En 
definitiva, desde la óptica de las denominadas “tesis garantistas”, la aportación no 
dineraria a título de uso se considera incompatible con la propia naturaleza del 
capital social como fondo de garantía exclusivo constituido a favor de los 
acreedores sociales123. 
 
Sin embargo, frente a este posicionamiento, otros autores admiten las aportaciones 
a título de uso siempre y cuando cumplan una serie de requisitos tendentes a 
integrar el capital social124. Por consiguiente, dicha aportación ha de tener carácter 
patrimonial, ser evaluable económicamente conforme a criterios objetivos y ha de 
figurar en el activo del balance de esa sociedad. Tales condicionantes obligan a fijar 
un período mínimo de uso y disfrute de ese bien o derecho por la sociedad125.  
 
Una vez realizadas estas precisiones, cabe preguntarse si la cesión de uso de un 
bien o derecho puede ser objeto de aportación a capital social en las cooperativas. 
En este tipo de sociedades -y en comparación con otras formas sociales- las 
funciones que cumple el capital social sólo han de considerarse de una forma 
parcial. De hecho, el capital cooperativo no cumple una función de garantía en 
beneficio de los acreedores, y ello porque la cifra de garantía para los acreedores 
                                                 
122 En este sentido se ha considerado al uso como un activo que se volatiliza respecto de los 
acreedores; vid. GIRÓN TENA, J., Derecho…, op.cit. pp. 144-145. 
123 Vid. GARRIGUES, J.-URÍA, R., Comentario a la Ley de Sociedades Anónimas, I, 3ª edic., (puesta al 
día por Aurelio Menéndez y Manuel Olivencia), Madrid, 1976, p. 238.  
124 Como aportación a título de uso se incluiría el dinero y, adem|s “la aportación de activos 
reversibles al aportante –no transmisibles, por tanto, en caso de liquidación-como son las licencias 
simples de secretos industriales, las exclusivas de ventas, las franquicias y concesiones comerciales, 
las representaciones generales y toda clase de concesiones administrativas”; vid. PAZ ARES, C., “La 
aportación de uso…”, op.cit. p. 2230. 
125 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 18 LSRL”, op.cit. p. 538. 
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es la determinada por el capital social mínimo126. Por tal motivo, en este punto, el 
régimen jurídico de las cooperativas resulta más apto que el de las sociedades de 
capital para admitir las aportaciones a título de uso. 
 
Por lo demás, tampoco existen problemas en la admisión de este tipo de aportación 
al capital siempre y cuando se determine un período mínimo de permanencia del 
bien o derecho cedido en la sociedad cooperativa. En este sentido puede servir 
como ejemplo la regulación prevista para las Cooperativas de Explotación 
Comunitaria de la Tierra (en adelante CECT) en la legislación cooperativa. Uno de 
los elementos caracterizadores de las CECT es que pueden existir aportaciones de 
uso como verdaderas aportaciones de capital. La disciplina prevista para las CECT 
exige que vía estatutaria se fije un período de tiempo de permanencia 
obligatoria127 por lo que, mientras que el socio permanezca en la sociedad, cederá 
los derechos de uso y aprovechamiento de tierra u otros bienes inmuebles 
susceptibles de explotación agraria. En conclusión, la configuración de la 
aportación no dineraria como aportación de uso se sustenta en una serie de 
mecanismos que garantizan a la sociedad cooperativa un goce o uso pacífico del 
bien o derecho cedido128. 
 
La última objeción que se ha planteado a la admisibilidad de las aportaciones no 
dinerarias de uso es la exigencia de desembolso íntegro de este tipo de 
aportaciones. En efecto, el socio aporta el uso de un bien o derecho que es valorado 
económicamente. A cambio recibe los oportunos títulos de participación en la 
sociedad cooperativa pero ésta no obtiene desde un principio y de forma íntegra 
dicho valor. La cooperativa se convierte en usuaria de un derecho durante un 
período de tiempo por lo que, en puridad, el verdadero desembolso íntegro se 
                                                 
126 En este sentido; FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. p. 46. 
127 Descriptivamente se ha señalado que “naturalmente, si no se estableciera este período, se podría 
poner a la cooperativa en un “aprieto” si el socio titular de la explotación o de un derecho de uso se 
diera de baja por cualquier motivo”; vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op. cit. pp. 176-177. 
128 Por ejemplo, el Art. 96 LC establece los siguientes mecanismos de garantía para la sociedad 
cooperativa: i) el período de permanencia obligatoria fijado estatutariamente no puede ser superior 
a 15 años pero es susceptible de prórroga; ii) cumplido el plazo fijado, pueden establecerse 
estatutariamente otros plazos de permanencia obligatoria, no superiores a cinco años y salvo que el 
socio lo comuniqué con una determinada antelación dichos plazos se aplicarán automáticamente; 
iii) aunque por cualquier causa, el socio cese en su condición de cedente del goce de bienes, la 
cooperativa podrá conservar los derechos de uso y aprovechamiento que fueron cedidos por el 
socio hasta que finalice el período de permanencia obligatoria del socio que cesó en la cooperativa. 
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realizaría en el momento en que exista ese goce pacífico y continuado por parte de 
la sociedad del bien o derecho cedido. No obstante, parece no haber trabas para 
admitir dicho desembolso íntegro desde el mismo momento en que se entrega la 
posesión de ese derecho o bien a la cooperativa. Así pues, en la medida que existe 
una valoración económica de la aportación de uso y -como tal- figura inscrita en el 
balance de la sociedad como fondo propio, se considera que ésta podrá ser liberada 
inmediatamente a través de la entrega de la posesión del bien a usar129.  
 
2.2.2.5.- Valoración de las aportaciones no dinerarias. 
 
En las sociedades de capital las mayores dificultades del régimen de las 
aportaciones no dinerarias surgen en el momento de su valoración. A estos efectos 
entendemos que la valoración equivale a una traducción en dinero o moneda de 
curso legal de la aportación no dineraria realizada.  
 
En esa operación son varios los riesgos, por ejemplo, que se les otorgue un valor 
superior de lo que realmente valen130, y que, al margen de estar valoradas 
correctamente, no se haga una efectiva transferencia a la sociedad del bien o 
derecho comprometido. En ambos casos se vulnera el principio de integración 
patrimonial y, de forma indirecta, existe una desprotección de los intereses de los 
acreedores sociales al frustrarse “la debida correspondencia entre capital y 
patrimonio social”131. 
 
Para mitigar estos riesgos se han planteado varias soluciones en función del tipo 
de sociedad. En las sociedades personalistas, la solución es simple al responder los 
socios de forma ilimitada con su patrimonio. Si el bien aportado al patrimonio 
social está sobrevalorado, el acreedor social -tras la oportuna excusión de los 
bienes que han sido transferidos a la sociedad- podrá dirigirse contra el 
                                                 
129 En este sentido, vid. PAZ ARES, C., “La aportación de uso…”, op.cit. p. 2235; PASTOR SEMPERE, C., 
Los recursos…, op. cit. p. 178. 
130 El matiz psicológico de este hecho ha sido puesto de relieve por la doctrina tradicional, 
señalando que, debido al optimismo inherente al período fundacional, pueden los fundadores 
otorgar a las aportaciones no dinerarias un valor sensiblemente superior al que realmente tienen; 
en este sentido, vid. FERNÁNDEZ NÓVOA, C, “Realidad y valor de las aportaciones no dinerarias en 
la S.R.L”, RDM, núm. 82, 1961, p. 276. 
131 Vid. FERNÁNDEZ NÓVOA, C, “Realidad y valor…”, op.cit. p. 276. 
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patrimonio individual de los socios. Por el contrario, en las sociedades de capital la 
solución es más compleja. En ellas son varios los sistemas diseñados para proteger 
al acreedor social del riesgo de sobrevaloración.  
 
Un primer sistema se identificaría con el previsto en las sociedades personalistas e 
implicaría responsabilizar directa e ilimitadamente a los socios integrantes de esa 
sociedad132. Una segunda solución conllevaría la intervención de los 
administradores de modo que, constituida la sociedad, éstos revisarían la 
valoración realizada por los fundadores y aportantes133. Por consiguiente, se trata 
de un proceso de valoración interno y criticable por su poca validez a efectos de 
proteger a los acreedores sociales134. Un tercer sistema pivotaría sobre la exigencia 
de un informe de expertos independientes que describa cada una de las 
aportaciones, su valor y los criterios que han llevado a esa valoración. En esencia, 
este control externo viene a garantizar que el bien aportado no se valore en exceso.  
 
En el Derecho cooperativo, pese a la diversidad de normas, parece existir cierta 
uniformidad sobre el criterio a seguir. De forma mayoritaria se exige -o, cuando 
menos, se posibilita- el informe por expertos independientes o ajenos a la 
sociedad. Este criterio genera varios interrogantes: i) dónde ha de figurar la 
valoración; ii) quién fija el valor de las aportaciones no dinerarias; iii) si para 
determinar ese valor existe la necesidad de un informe previo realizado por 
expertos independientes y, de ser el caso, quién nombra a esos expertos; y, 
finalmente, iv) cuál es y sobre quién recae, la responsabilidad derivada de dicha 
valoración. A continuación pasaremos a tratar cada una de estas cuestiones. 
                                                 
132 Tal solución encontraba su reflejo en la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada de 17 de 
julio de 1953. En concreto su artículo 9, incorporaba un sistema de responsabilidad solidaria de los 
socios frente a la sociedad y los terceros, por el valor que se le hubiera dado en escritura a las 
aportaciones no dinerarias. Dicho sistema implicaba un progreso con respecto a otros 
ordenamientos que guardaban silencio legal al respecto y era apoyado por la mayoría de la doctrina 
si bien algunos autores consideraban más correcto un sistema de revisión del valor por personas 
extrañas a esa sociedad. Para un resumen de las posiciones legales y doctrinales al respecto, vid. 
FERNÁNDEZ NOVOA, C., “Realidad y valor…”, op.cit. pp. 277-278. 
133 Este era el criterio seguido por la LSA de 17 de junio de 1951. En concreto su artículo 32, preveía 
un sistema de revisión de la valoración de las aportaciones no dinerarias. 
134 Debido a que -en la mayoría de las ocasiones- los administradores eran a su vez socios 
fundadores o estaban dominados por éstos. Además, frente a la revisión realizada por los 
administradores, únicamente los socios podían solicitar una revisión judicial de la valoración. En 
consecuencia, las posibilidades de defensa de los acreedores sociales eran nulas; vid. LOJENDIO 
OSBORNE, I., “Comentario Art. 38 TRLSA”, op.cit. p. 79. 
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i) La valoración debe figurar en la escritura pública de constitución otorgada por 
los promotores de la cooperativa o en el contrato entre el cooperativista y la 
sociedad en caso de aportaciones posteriores. Deberán constar -como mínimo y a 
nivel general- las aportaciones suscritas y desembolsadas por cada uno de los 
socios135. No obstante, de forma pormenorizada y para las aportaciones iniciales, la 
mayoría de las normas estipulan que se hará mención al valor asignado a las 
aportaciones no dinerarias, sus datos registrales -en caso de existir- y se detallarán 
las realizadas por cada uno de los promotores136. En algunas normas, con un 
criterio acertado, también se exige de forma expresa que esta valoración sea 
acompañada, en su caso, del oportuno informe o informes emitido por los expertos 
independientes137. 
 
ii) El órgano que fija la valoración de las aportaciones no dinerarias será diverso 
según el momento en el que se realice la aportación. Al respecto podemos 
diferenciar entre las aportaciones no dinerarias iniciales y aquéllas que se efectúan 
una vez constituida la sociedad cooperativa. Las aportaciones iniciales o 
fundacionales son aquellas que realizan los promotores o fundadores y serán éstos 
los que procedan a la citada valoración. Sin embargo, la valoración de las 
aportaciones posteriores la fijará directamente el Consejo Rector u órgano de 
gobierno equivalente y, tal y como se dispone en alguna norma, dicha valoración 
deberá ser ratificada por la Asamblea General. Esta solución, como 
comprobaremos, posee una gran relevancia a efectos de atribuir las oportunas 
responsabilidades por infravaloración o sobrevaloración. 
 
iii) Asimismo, independientemente de la actuación de los fundadores o del órgano 
de gobierno, su valoración puede verse matizada por la intervención de uno o varios 
expertos independientes138, los cuales han de poseer la habilitación legal139 
                                                 
135 La solución más genérica al respecto es la contenida en el  Art. 11. 1, c) LCAR 
136 Entre otras, vid. Art. 10. 1, e) LC; Art. 10. 1, f) LCCV; Art. 16. 2, g) LCG; Art. 14. 2, f) LCLR; Art. 13. 
1, e) LCIB; Art. 12. 2, g) LCPV; Art. 15. II, f) LFCN; Art. 13. 2, g) LSCEX; etc. 
137 Vid. Art. 12. 2, i) LCCMadrid; Art. 14. 2, h) LCRM; Art. 13. 2, g) LSCA; Art. 13, 2, i) LCCLM 
138 El requisito de la independencia redunda en el carácter externo de dicha labor. Aunque la 
estructura de la sociedad cooperativa pueda tener rasgos de las sociedades personalistas, nos 
encontramos ante un verdadero control externo del valor de las aportaciones no dinerarias de 
modo que se ratifica, de nuevo, la analogía entre las sociedades cooperativas y las de capital. De 
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necesaria para llevar a cabo dicha labor -tal y como se puntualiza en algunas 
normas cooperativas140-.  
 
De ellos depende la elaboración de un informe que puede ser previo a la valoración 
–como guía u orientación- o sucesivo a la misma -con el objetivo de corroborar o 
modificar la valoración ya realizada-. Por lo demás, procede resaltar que dicho 
informe puede poseer una naturaleza obligatoria o bien configurarse como un 
requisito de carácter potestativo. 
 
Así las cosas, la regla general es que la solicitud de informe previo sea obligatoria 
en prácticamente todas las leyes141, tanto en relación con las aportaciones 
fundacionales como con las posteriores -por ejemplo, las derivadas de un aumento 
de capital-.  
 
El informe posterior procede en dos casos. En el primero de ellos se configura 
como un trámite de obligado cumplimiento y está previsto de forma expresa en 
aquellas normas donde no se contempla que la valoración realizada por los 
fundadores tenga que ser sometida a informe previo142. En este supuesto, el 
Consejo Rector - una vez constituido- deberá proceder al nombramiento de varios 
expertos para que emitan el oportuno informe y ratifiquen la valoración realizada, 
                                                                                                                                               
hecho, el artículo 10 de la II Directiva, que genera la transformación y modernización del derecho 
de sociedades en nuestro ordenamiento, exige la independencia de estos peritos; vid. LOJENDIO 
OSBORNE, I., “Comentario Art. 38 TRLSA”, op.cit. p. 82. 
139 Estos expertos o peritos han de ser personas físicas o jurídicas que pertenezcan “a profesión 
directamente relacionada con los bienes objeto de valoración o que se hallen específicamente 
dedicadas a valoraciones o peritaciones” y su designación correr| a cargo del Registrador Mercantil 
competente; cfr. Art. 340.1 RRM 
140 Son pocas las normas cooperativas que hacen una mención expresa al requisito de la necesaria 
habilitación legal, en este sentido, vid.: Art. 55. 4, II LCCLM; Art. 49. 5 LSCEX 
141 Aunque esta es la regla general, también existe alguna norma que contempla el carácter 
potestativo del informe previo, por ejemplo,  vid. Art. 55.6, I in fine LCCV “(…) no obstante, respecto 
a estas últimas (aportaciones no dinerarias) quedarán exentos de responsabilidad los 
administradores cuando sometan su valoración a informe de experto independiente.”; el Art. 48. 2 
LCAR que mantiene “Los Estatutos podr|n establecer los supuestos en que sea exigible la 
valoración por expertos independientes (…)”; o el Art. 77. 4, X LSCA donde se dice: “Tanto los 
promotores, o gestores, en su caso, como el Consejo Rector, podrán solicitar informe de uno o 
varios expertos independientes (…)”. 
142 Sirvan como ejemplos el Art. 45. 4, II LC y el Art. 64.5, III LCRM, donde se determina que: “En el 
supuesto de que se trate de aportaciones iniciales, una vez constituido el Consejo Rector deberá 
ratificar la valoración asignada en la forma establecida en el p|rrafo anterior”.  
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con lo que puede surgir una discordancia entre la valoración de los fundadores y la 
realizada con posterioridad por los expertos independientes143.  
 
En un segundo caso, procede un informe de carácter facultativo cuando la ley 
posibilita la reclamación judicial de cualquier socio para que se revise la valoración 
previamente realizada. En tales circunstancias el Juez nombraría a tal experto 
independiente a efectos de que emitiera informe144.  
 
Otras cuestiones relativas al informe -como su carácter vinculante o facultativo o 
los costes que implica- aparecen deficientemente reguladas o ni siquiera se 
disciplinan.  
 
En lo que concierne al carácter vinculante se plantea la duda acerca de si el órgano 
de la cooperativa que posteriormente fije la valoración ha de sujetarse a lo 
expuesto en el informe. En la legislación cooperativa no se prevé esta cuestión pero 
deducimos su carácter vinculante de las consecuencias derivadas de una falta de 
seguimiento por parte del órgano de administración. Así, entendemos, los socios 
podrían reclamar responsabilidades cuando tal órgano se aparte de los criterios de 
valoración incorporados en el informe145. No obstante, surgen dudas acerca de si 
se puede responsabilizar al órgano de administración cuando no siga la valoración 
realizada en un informe que no posee carácter vinculante, es decir, cuando se 
separa voluntariamente del criterio “orientativo” marcado por los expertos. En 
tales casos será determinante estudiar la regulación legal o estatutaria que exista 
sobre el deber de diligencia con el que han de desempeñar el cargo los 
administradores o miembros de tal órgano, con el objetivo de imputarles 
responsabilidad por tal actitud. 
 
También es usual la falta de regulación sobre quién ha de pagar los honorarios por 
la elaboración del informe que valora las aportaciones iniciales o las posteriores. 
                                                 
143 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 375. 
144 Vid. Art. 55.6, II LCCV, Art. 49.5, II LSCEX. La solución prevista en estas dos leyes ha sido criticada 
por considerarse como una intromisión del legislador en competencias propias del Estado, “ya que 
los legisladores se permiten regular aspectos de la función judicial.”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, 
op.cit. p. 377. 
145 Al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. pp. 253-254. 
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En ambos casos, el pago del informe puede recaer sobre el fundador o el socio 
aportante o, por el contrario, sobre la sociedad en formación o ya constituida. 
Como solución, consideramos que cuando nos hallemos ante un informe 
obligatorio configurado como un requisito ineludible para poder realizar una 
aportación no dineraria a la sociedad cooperativa, parece lógico que los gastos del 
informe recaigan sobre la sociedad siendo indiferente si está en proceso de 
formación o ya constituida. Por el contrario, si es el socio el que solicita 
voluntariamente a un juez el nombramiento de un experto independiente para que 
proceda a la revisión de la valoración que fue efectuada, la solución difiere de lo 
señalado en el párrafo anterior. Al respecto, creemos correcto el criterio seguido 
por algunas normas de imputar al socio reclamante los gastos derivados de ese 
nombramiento146.  
 
Finalmente, queda por dilucidar quién designa a los expertos que elaborarán el 
informe. En este punto, existe un criterio prácticamente uniforme según el cual 
dicho nombramiento corre a cargo del órgano de administración -Consejo Rector o 
de los administradores-147, si bien proceden varias matizaciones. En caso de 
aportaciones iniciales entendemos que, de ser factible, tal designación correrá a 
cargo de los socios fundadores o promotores de esa sociedad cooperativa. Este 
criterio -que aparece recogido en alguna norma- supone adoptar una solución 
similar a la que apuntábamos anteriormente a efectos de concretar quién realizaba 
la valoración. Como complemento a esta previsión también se estipula que, cuando 
se trate de aportaciones no dinerarias realizadas tras la celebración de la Asamblea 
constituyente pero antes la constitución de la cooperativa, serán los gestores 
designados los que procedan a solicitar dicho informe148. En conclusión, parece 
lógico que el nombramiento de los expertos dependa del órgano sobre el que pesa 
la responsabilidad derivada de la valoración. 
 
iv) En relación con esta última cuestión pasamos a tratar el tema relativo a la 
responsabilidad en la valoración de las aportaciones no dinerarias. En esta materia 
                                                 
146 Vid. Art. 55.6, II LCCV; Art. 49.5, II LSCEX  
147 Vid. Art. 45. 4 LCG; Art. 57. 3 LCPV; Art. 59. 4 LCCyL; Art. 58. 3 LCG; Art. 61. 4 LCLR; Art. 69. 5 
LCIB; Art. 64. 5 LCRM 
148 Vid. Art. 77. 4, X LSCA. 
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conviene hacer referencia a cuál es la responsabilidad que puede derivarse de tal 
hecho, sobre quién recae la misma; y si la ratificación de la valoración por parte de 
la Asamblea General incide en el régimen de responsabilidad aludido. 
 
El régimen habitual es el de la responsabilidad solidaria de los consejeros o 
administradores derivada de la realidad o existencia de las aportaciones o del 
valor que realmente se le atribuyó. La duración de esta responsabilidad suele tener 
un límite temporal149 que, ante la imprevisión legal, comenzaría a computar en el 
momento de la constitución de la cooperativa -si se trataba de aportaciones 
iniciales o fundacionales- o desde que se desembolsaron tales aportaciones -si eran 
posteriores o sobrevenidas-150. La responsabilidad encuentra su razón de ser en 
que son los administradores los que fijan la valoración por lo que resulta 
indiferente que la misma se fundamente en el informe previo de un experto o no. 
No obstante, hay que matizar que existe alguna norma que se aparta de este 
criterio general, al determinar la exención de responsabilidad de los 
administradores cuando hayan sometido la valoración al informe de experto 
independiente151.  
 
Como complemento a este régimen también conviene aludir a la habitual previsión 
legal que impone a la Asamblea General la ratificación de la valoración realizada. 
Así pues, el órgano de administración de la cooperativa fija la valoración de la 
aportación no dineraria y, con posterioridad, el órgano plenipotenciario la 
corrobora. Sobre esta cuestión hemos de realizar varias matizaciones. 
 
La ratificación por parte de la Asamblea puede: i) condicionarse a una expresa 
previsión estatutaria152; ii) ser un requisito directamente exigido por la norma153; 
o bien, iii) depender de la actuación de cualquier socio154 o grupo de socios. En 
cualquier caso, según la ley que se analice, será necesario incorporar la oportuna 
                                                 
149 Siendo el plazo más común el de 5 años: Art. 45.4 LC; Art. 59.4 LCCyL; Art. 64.5 LCRM; Art. 69.4, I 
LCIB; Art. 55.7 LCCAT 
150 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 376; PANIAGUA ZURERA, M., La 
sociedad…, op.cit. p. 254. 
151 Vid. Art 49. 6, IV LCCMadrid 
152 Vid. Art 45. 4 LC; Art. 57. 3 LCPV  
153 Vid. Art 77. 4 LSCA 
154 Vid. Art. 48. 2 LCAR; Art. 51. 2 LCCAT; Art. 49. 6 LCCMadrid 
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cláusula estatutaria que exija que la valoración realizada por el Consejo sea 
aprobada por la Asamblea. No obstante, el efecto que tiene la actuación de la 
Asamblea sobre el régimen de responsabilidad del órgano de administración 
tampoco está determinado legalmente. En consecuencia, a nuestro juicio, dicha 
actuación no exonera a los administradores, puesto que la responsabilidad de los 
mismos tiene un carácter legal e indisponible cuya finalidad es la protección del 
interés de la sociedad, de sus socios y de los acreedores sociales155. En definitiva, la 
aprobación por parte de la Asamblea General no liberaría de responsabilidad a los 
administradores156, ni siquiera en aquellas normas que prevén su falta de 
responsabilidad cuando someten su valoración al informe del experto 
independiente. 
 
2.2.2.6.- Entrega, saneamiento y transmisión de los riesgos.  
 
Tras los criterios de valoración hay que analizar cuándo se lleva a cabo la entrega 
de la aportación no dineraria, en qué momento opera la transmisión de los riesgos 
y cuáles son las reglas de saneamiento aplicables. 
 
Según la forma de afrontar esta materia en la legislación cooperativa, podemos 
diferenciar entre aquellas normas157: i) que realizan una remisión a la normativa 
prevista en las sociedades de capital; ii) las que detallan cuál es el régimen 
aplicable sin  hacer una remisión expresa158; y, por último iii) aquellos textos 
cooperativos que guardan silencio al respecto159. 
 
Las leyes cooperativas que remiten al régimen de las sociedades de capital, lo 
hacen, en concreto, a la disciplina prevista respecto a las sociedades anónimas160 
                                                 
155 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 254. 
156 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 376.  
157 Tal y como se propugna en MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 377. 
158 Por ejemplo, vid. Art. 49.4 LSCEX; Art. 77.4 LSCA 
159 Entre los que figuran la LCG; LCPV; LCLR; LFCN 
160 En este sentido, vid. Art. 45. 4, III LC; Art. 49. 5, II LCCMadrid; Art. 59.4, III LCCyL; Art. 80.2, II 
LCPA; Art. 76.5, II LCCLM 
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que, a su vez, sirvió tradicionalmente de base para las sociedades limitadas161. En 
la actualidad esta cuestión está regulada de forma común para los dos tipos 
sociales citados en los artículos 63 a 66 del TRLSC162. La remisión legal expresa de 
ciertas normas cooperativas representa una aplicación directa de lo establecido los 
citados preceptos de ahí que sea necesario traer a colación ciertas apreciaciones 
doctrinales que se han hecho sobre los mismos. 
 
En lo referente al alcance de la normativa prevista en el TRLSC –coincidente con lo 
anteriormente previsto en los artículos 39 y siguientes del TRLSA-, procede 
resaltar que ésta se aplica -en concreto y de forma específica- al régimen jurídico 
de la entrega, transmisión y saneamiento; asimismo dicha regulación tan sólo se 
refiere a determinados tipos de aportaciones no dinerarias. En efecto -a modo de 
lista no cerrada- se disciplinan las aportaciones no dinerarias consistentes en 
bienes muebles o inmuebles o derechos asimilados a ellos –art. 64 TRLSC-; en un 
derecho de crédito –art. 65 TRLSC-; o, por último, en aquellas aportaciones no 
dinerarias que consistan en una empresa o establecimiento –art. 66 TRLSC-. En 
este sentido -como se apuntaba para el TRLSA- el legislador optó por concretar 
algunas normas específicas para los bienes citados163 quedando las cuestiones 
generales sometidas a la normativa ya prevista en la propia ley –por ejemplo, en lo 
que respecta a los criterios de admisión de las aportaciones no dinerarias-. 
 
Centrándonos en el específico régimen jurídico aplicable a la entrega y a la 
transmisión de riesgos y saneamiento, existen diversos criterios según el tipo de 
bien aportado. Así, cuando la aportación no dineraria consiste en un bien mueble, 
inmueble o derechos asimilados a ellos, interesa saber en concreto: i) cuál es el 
régimen previsto en la normativa de sociedades de capital aplicable, por tanto, a 
las cooperativas; ii) en qué momento se produce la entrega; cuándo opera la 
transmisión del riesgo; y, por último, iii) qué garantías debe prestar el aportante. 
 
                                                 
161 Hemos de recordar que el artículo 20. 2 LSRL disponía, respecto de las aportaciones no 
dinerarias, lo siguiente: “Ser| de aplicación a las aportaciones no dinerarias lo dispuesto en el 
artículo 39 de la Ley de Sociedades Anónimas”. 
162 Normativa a la que se remite, en concreto al Art. 64 TRLSC, el Art. 55.6 LCCAT –que ha sido 
modificado en el año 2011-. 
163 En este sentido, vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 39 TRLSA”, op.cit. p. 112. 
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En esta materia, hay que partir de la doble remisión realizada en la normativa de 
las sociedades de capital en la que, respecto a la entrega y saneamiento, se impone 
la obligación del aportante y remite su régimen a lo previsto en el CC para el 
contrato de compraventa. Por otra parte, en lo referente a la transmisión de 
riesgos declara aplicable la normativa de la compraventa prevista en el CCom. En 
consecuencia, existe una referencia a dos cuerpos legislativos diferentes y al 
mismo tipo de contrato pese a que una completa identificación entre compraventa 
y aportación –aunque posean elementos comunes- no es viable164.  
 
Cuando la aportación consiste en un bien inmueble o en un mueble, con el fin de 
proceder a la entrega es necesario el otorgamiento de la escritura pública de 
aportación. En dicha escritura habrán de describirse los bienes para que sea 
factible la posterior inscripción de la transmisión en el oportuno registro. En todo 
caso, el acto de otorgamiento de la escritura equivale a la misma entrega y, por ello, 
desde la estipulación del contrato se considera que dichos bienes son puestos en 
poder y disposición de la sociedad cooperativa. Los bienes serán descritos en la 
escritura a efectos de que tal transmisión sea inscribible bien en el Registro de la 
propiedad o -en el supuesto de algunos bienes muebles- en el Registro 
administrativo que corresponda. En relación con esta última posibilidad lo más 
usual en la práctica será aportar un bien mueble que esté sujeto a algún registro 
administrativo y, en consecuencia, habrá que expresar en la escritura las 
circunstancias exigibles para realizar las inscripciones en tales registros. En el caso 
de que se aporte un bien mueble no susceptible de inscripción, bastará acompañar 
a la escritura de un inventario en que los bienes aportados se describan 
suficientemente para permitir su identificación165.  
 
                                                 
164 Las diferencias entre contrato de compraventa y aportación son claras En ésta no puede 
hablarse de precio ni de contraprestación. Sin embargo, hallamos un punto de confluencia en que, 
en la compraventa y en la aportación, se persigue producir un efecto traslativo con lo cual los 
problemas que podemos encontrar en uno y en otro caso son comunes. Como se ha puntualizado, se 
entiende que “las normas sobre compraventa serían aplicables por analogía aunque no hubiera una 
remisión expresa a la LSA”; vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 39 TRLSA”, op.cit., p. 113. 
También resultan de sumo interés las apreciaciones realizadas al respecto por, SÁNCHEZ MIGUEL, 
M.C., “Aportaciones y adquisiciones…”, op.cit. pp. 838-840. 
165 En este sentido, vid. PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 45 LC”, op.cit. p. 213. 
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El aportante también estará obligado al saneamiento de acuerdo con lo previsto en 
el CC para el contrato de compraventa, equiparándose en esta materia su figura 
con la del vendedor, por cuanto éste es responsable frente al comprador de la 
posesión legal y pacífica de la cosa vendida además de los defectos ocultos que 
tuviere. La responsabilidad del socio aportante surgirá en el momento en que la 
sociedad cooperativa es privada por sentencia firme y en virtud de un derecho 
anterior a la aportación de todo o parte de la cosa. Esta responsabilidad también 
surge cuando la cosa aportada tiene defectos ocultos que la hacen impropia para el 
uso a que se la destina o disminuyen considerablemente ese uso166. 
 
Asimismo, la aportación no dineraria puede consistir en “bienes muebles o 
inmuebles o derechos asimilados a ellos”. Tales “derechos asimilados”, podrán ser 
aportados a título de dominio –por ejemplo, la cesión de un derecho de propiedad 
industrial 167- o a título de uso –en el caso de otorgar una licencia de tal tipo de 
derechos168, o cuando se cede a la cooperativa un local en el que el aportante es 
arrendatario-. En este último caso, la normativa a aplicar sería la del 
arrendamiento pero nunca la de la compraventa169. 
 
En aquellos supuestos en los que el bien aportado es un derecho de crédito, las 
normas cooperativas, salvo alguna excepción170, no suelen hacer una mención 
expresa al régimen jurídico de este tipo de aportaciones. Así pues, se entiende que 
la remisión genérica y expresa a la normativa de sociedades de capital en materias 
como la transmisión, entrega y saneamiento de las aportaciones no dinerarias, 
                                                 
166 Tal y como se deduce de la normativa prevista en el CC, en concreto de los Arts. 1475 y 1480 en 
lo que respecta al saneamiento por evicción; y en el Art. 1484 para el saneamiento por vicios 
ocultos; vid. LOJENDIO, “Comentario Art. 39 TRLSA”, op.cit. p. 121. 
167 En tal caso “los bienes de propiedad industrial aportados pasan a ser propiedad de la sociedad –
persona distinta de los socios-, dado que la enajenación de un título de propiedad industrial implica 
la transmisión de ese título a un tercero, que queda subrogado en el lugar del titula del derecho de 
que se trate”; vid. BERCOVITZ ÁLVAREZ, R., La aportación de los derechos de propiedad industrial…, 
op.cit. p. 211.  
168 En tal caso, la licencia implica “una transmisión limitada del derecho de propiedad industrial, 
limitación que se manifiesta en cuanto al título de transmisión, pues mediante el contrato de 
licencia solamente se transmite el uso del bien inmaterial. No obstante, en ocasiones excepcionales 
podría decirse que se transmite algo muy parecido a la propiedad, si se trata de una licencia 
exclusiva concedida por todo el tiempo de vida del derecho, sin derecho de explotación para el 
titular y con la posibilidad de conceder sublicencias”; vid., BERCOVITZ ÁLVAREZ, R., La aportación 
de los derechos de propiedad industrial…, op.cit. p. 222. 
169 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 39 TRLSA”, op.cit. p. 132. 
170 Vid. Art. 69, 4, II LCIB; Art. 49.4, III LSCEX 
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también opera respecto a la aportación no dineraria que consista en un derecho de 
crédito. En las sociedades de capital, el artículo 65 del TRLSC puntualiza que si la 
aportación consistiere en un derecho de crédito el aportante responderá de la 
legitimidad del derecho de crédito aportado y de la solvencia del deudor. Por tanto, 
en este precepto no hay una remisión expresa a la disciplina de esta materia en el 
CCom o en el CC. No obstante, pese “a la falta de referimiento explícito, 
consideramos que la LSA toma como marco de referencia el régimen de la cesión 
de créditos contenido en los artículos 347 y 348 CCom y 1526 y siguientes CC, a 
cuya luz habr| de apreciarse el alcance de su mandato”171. Precisamente, la 
normativa societaria establece una diferencia respecto al régimen común aplicable 
a la transmisión de créditos en el que el cedente no responde de la solvencia del 
deudor salvo pacto en contrario. Así las cosas, en la aportación de un derecho de 
crédito, la sociedad siempre tendrá la garantía de la responsabilidad del aportante 
incluso en aquellos supuestos en los que ese derecho de crédito figure incorporado 
a un título valor. La justificación de esta medida la hallamos en la palpable 
preocupación que el legislador tiene por proteger el patrimonio social172. 
 
Una ulterior previsión en la disciplina de las sociedades de capital está relacionada 
con el régimen jurídico de la aportación no dineraria que consista en una empresa, 
contemplada ésta como objeto de negocios jurídicos, y conformada por un 
conjunto de bienes y derechos diversos de la simple suma de los elementos que la 
componen. El hecho de que se tome como referencia a la empresa como una 
universalidad tiene una especial incidencia en el régimen previsto en el artículo 66 
TRLSC para la obligación de saneamiento. Cuando el vicio o la evicción afectan a la 
totalidad o a alguno de los elementos esenciales de la empresa aportada, la 
obligación de saneamiento versará sobre el conjunto. Por el contrario, si afecta a 
elementos de la empresa aportada que sean de importancia por su valor 
patrimonial, procederá el saneamiento individualizado173.  
                                                 
171 Vid. BONARDELL LENZANO, R. – CABANAS TREJO, R., “Comentario Art. 39 TRLSA”, 
Comentarios…, (Coords: Ignacio Arroyo-José Miguel Embid-Carlos Górriz), Vol. I, op.cit. p. 450. 
172 Vid. LOJENDIO OSBORNE, I., “Comentario Art. 39 TRLSA”, op.cit., p. 137. 
173 Tanto en el supuesto de elementos esenciales como cuando se trate de aquellos que posean una 
importancia por su valor patrimonial, se ha resaltado la falta de concreción de la norma y los 
errores interpretativos que esto puede conllevar; al respecto, vid. Vid. BONARDELL LENZANO, R. – 
CABANAS TREJO, R., “Comentario Art. 39 TRLSA”, op.cit. pp. 451-452. 
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2.2.2.7.- Continuación de la cooperativa en la titularidad de lo aportado.  
 
Esta cuestión figura regulada en ciertas normas174, si bien muchas otras guardan 
silencio al respecto175. Las leyes cooperativas suelen estipular que en el momento 
que se realiza una aportación no dineraria consistente en un bien inmueble, no 
existirá cesión o traspaso a efectos de la normativa reguladora de los 
arrendamientos rústicos o urbanos. En tales supuestos existe una continuación de 
la cooperativa en la titularidad del bien o derecho o, en términos técnicos, una 
cesión legal del contrato176.  
 
Las consecuencias derivadas de la opción legislativa expuesta son diversas. Así, en 
lo que respecta a la normativa de arrendamientos -como no existe cesión o 
traspaso- el arrendador no podrá elevar la renta cuando el arrendatario se 
convierta en aportante del bien objeto del contrato de arrendamiento a la 
cooperativa. La sociedad se subroga directamente en su posición sin ser 
considerada como cesionaria, de modo que prevalece el interés de la cooperativa 
sobre el del propietario arrendador al negársele los derechos que derivarían de un 
traspaso o cesión177. 
 
Por lo demás, como avanzamos, la legislación específica de los derechos de 
propiedad industrial posibilita su transmisión por medio de cesión o a título de uso 
–dado que éstos pueden ser objeto de licencia-. En los textos cooperativos se 
puntualiza que cuando el objeto de la aportación sean nombres comerciales, 
patentes, marcas o, en general, cualesquiera otros títulos o derechos, también se 
considerará que la cooperativa es la continuadora de la “titularidad” sobre tales 
                                                 
174 Por ejemplo: Art. 45.5 LC; Art 76.6; Art. 58.4 LCG; Art. 49.4, IV, LSCEX; Art. 48.3 LCAR; Art. 61.5 
LCLR; Art. 64.6 LCRM; Art. 49.7 LCCMadrid. Apuntar que en el Art. 77.4 LSCA hay una remisión 
expresa al Art. 72.3 LGC de 1987, entendemos que la remisión continúa vigente si bien la norma de 
referencia sería el Art. 45.5 LC 
175 Otras no contemplan previsión alguna, por ejemplo: LCCyL; LFCN; LCCV; LCIB; LCCAT; LCPV 
176 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 254. Con esta institución se trata“de que 
circule y se transmita una relación contractual en su complejo o unidad, con el conjunto de 
derechos y obligaciones que contiene, sin necesidad de escindir el fenómeno en una serie de 
transmisiones separadas de los elementos activos (cesión de créditos) y de los elementos pasivos 
(asunciones de deuda)”; vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos del Derecho Civil patrimonial, II, 6ª edic., 
Cizur Menor, 2008, p. 1043. 
177 Al respecto, vid. PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 45 LC”, op.cit. p. 216. 
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derechos178. No obstante, las obligaciones para las partes variarán según exista una 
cesión del derecho o una licencia de explotación del mismo. Así, en este último 
caso, el aportante deberá realizar aquellos actos necesarios para la conservación 
del derecho de propiedad industrial objeto de licencia y el mantenimiento de la 
cooperativa en el goce pacífico del mismo179. Esto supondr|, por ejemplo, “la 
obligación del socio de pagar las tasas administrativas correspondientes, de 
personarse o perseguir judicialmente a los usurpadores del derecho exclusivo 
objeto de licencia, de defender la validez del derecho ante posibles oposiciones 
surgidas en un procedimiento administrativo o judicial, etc.”180. 
 
2.3.- Aportaciones obligatorias y voluntarias. 
 
2.3.1.- Aportaciones obligatorias. 
 
2.3.1.1.- Introducción. 
 
De acuerdo con el carácter necesario de la correspondiente aportación podemos 
diferenciar entre aportaciones obligatorias y voluntarias.  
 
La principal obligación del socio cuando ingresa en la sociedad cooperativa es la de 
realizar la aportación. Ésta -siguiendo un criterio temporal que está relacionado 
con el momento concreto en el qué se efectúe- podrá ser una aportación 
obligatoria inicial u originaria o una aportación obligatorias posterior o 
sobrevenida.  
 
Las aportaciones obligatorias encuentran su razón de ser en la necesaria dotación 
a la cooperativa de los recursos para llevar a cabo su objeto social181. Por ello, se 
                                                 
178 Entre otras, vid. Art. 45.5 LC; Art. 64.6, II LCRM; Art. 61.5 LCLR; Art. 58.4 LCG; Art. 76.6 LCCLM; 
etc. 
179 En suma –como se ha puntualizado respecto a las sociedades anónimas- al tratarse de una 
aportación a título de uso “se le deben aplicar, por analogía, las reglas de contrato de 
arrendamiento en tanto sean compatibles con la naturaleza de la sociedad anónima”; vid. 
BERCOVITZ ÁLVAREZ, R., La aportación de los derechos de propiedad industrial…, op.cit. p. 220.  
180 Vid. BERCOVITZ ÁLVAREZ, R., La aportación de los derechos de propiedad industrial…, op.cit. p. 
220. 
181 En este sentido, el “objeto social” de las cooperativas “es un concepto m|s amplio –siquiera en 
términos cuantitativos- que el de “actividad cooperativizada” dado que abarcaría todo un conjunto 
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considera que el conjunto de aportaciones obligatorias ha de constituir una cifra de 
capital adecuada para la empresa182, por cuanto el capital social es considerado 
como un elemento indispensable que no puede ser sustituido por la mera 
colaboración entre los socios183.  
 
Así las cosas, resulta fundamental conciliar esa necesidad con los principios 
cooperativos, cuyo objetivo es el garantizar la libre adhesión a la sociedad 
cooperativa de aquellas personas que cumplan ciertos requisitos. En este 
equilibrio radica la clave de bóveda del sistema, puesto que si se imponen unas 
condiciones de acceso a la sociedad excesivamente gravosas se vulneraría el 
principio cooperativo de puertas abiertas184. Las leyes cooperativas incorporan 
ciertas limitaciones de carácter cuantitativo con el objetivo de evitar tal 
vulneración. Así, en lo que respecta a la cuantía de las aportaciones obligatorias, se 
precisan límites a la hora de fijar la aportación obligatoria mínima inicial y, 
asimismo, un criterio objetivo para el cálculo de las aportaciones obligatorias que 
tengan que realizar los nuevos socios.  
 
2.3.1.2.- Aportaciones obligatorias iniciales u originarias. 
 
El ingreso de un socio en cualquier sociedad de capital puede llevarse a cabo en el 
momento de su constitución. En tal caso, serán los socios fundadores u originarios 
los que realicen la correspondiente aportación. A efectos del presente estudio 
analizaremos en primer lugar, ciertos aspectos del régimen jurídico de las 
aportaciones obligatorias iniciales, en concreto: su necesaria previsión estatutaria, 
si han de ser iguales para todos los socios y, finalmente, si han de tener un importe 
mínimo. 
                                                                                                                                               
de actos tendente a la consecución del fin social realizado por los cooperativistas”; vid. DÍAZ DE LA 
ROSA, A., Sociedad cooperativa, prestación de trabajo y condición de socio, Santiago de Compostela, 
2008, op.cit. pp. 58-59. Así, tradicionalmente, se diferenció entre un “específico objeto social” de la 
cooperativa -que coincidiría con la actividad cooperativizada- mientras que los actos extraños a la 
mutualidad “serían los negocios jurídicos mercantiles celebrados por la cooperativa con quienes no 
tienen la condición de cooperativistas, y los actos de comercio objetivos que sean ajenos al 
“específico objeto social cooperativo”, realizado por la misma”; vid. GÓMEZ CALERO, J., “Sobre la 
mercantilidad de las cooperativas”, RDM, núm. 137, 1975, p. 324.  
182 En este sentido, vid.; GADEA, E., Derecho de las Cooperativas. Análisis de la Ley 4/1993, de 24 de 
junio, de cooperativas del País Vasco, Bilbao, 1999, p. 204. 
183 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 183. 
184 En este sentido, vid. LLOBREGAT HURTADO, M. L.,  Mutualidad…, op.cit. p. 243. 
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La cuantía mínima de las aportaciones de cada socio o el criterio para su 
determinación se fijará por previsión estatutaria185. Esta aportación obligatoria 
mínima inicial tiene una triple utilidad. Así, sirve para adquirir la condición de 
socio “original” y mantener dicha condición186, integra la cifra correspondiente al 
capital social mínimo que se disponga estatutariamente y, finalmente, se utiliza 
como base para el cálculo de la aportación que han de realizar los nuevos socios 
que se incorporen a la sociedad cooperativa.  
 
Sin embargo, esta aportación podrá diferir según el tipo de socio que la realice, en 
función de su naturaleza física o jurídica o de la clase de actividad realizada, o 
podrá fijarse para cada socio en proporción al compromiso o uso potencial que 
cada uno de ellos asuma de la actividad cooperativizada. Por consiguiente, las leyes 
cooperativas prevén de forma expresa que la cuantía de la aportación no deba ser 
igual para todos los socios atendiendo a las circunstancias subjetivas del aportante, 
o según el uso potencial asumido en la actividad cooperativizada187. En esencia, “se 
matiza, en pro del principio de justicia, el principio de paridad de trato”188. 
 
En cualquier caso, la admisión de tales desigualdades se condiciona legalmente al 
cumplimiento de una serie de cautelas con el objetivo de evitar arbitrariedades, 
por ejemplo, una previsión estatutaria donde expresamente se mantenga que las 
aportaciones son diversas dependiendo del tipo de socio que las realice y que el 
criterio para su cálculo figure claramente determinado en los estatutos cuando la 
cuantía de la aportación dependa del uso potencial o sea proporcional a la 
actividad cooperativizada.  
 
Así las cosas -respecto a la cuantía de la aportación inicial- las normas cooperativas 
exigen que en los estatutos figure expresamente el importe mínimo de las 
                                                 
185 Este es el criterio unánime previsto en la normativa, vid.: Art. 62.1 LCLR; Art. 77.1 LCCLM; Art. 
78.1, I LSCA; Art. 49.1 LSCA; Art. 56.1 LCCAT; Art. 59.1 LCG; Art. 45.3 LFCN; Art. 58.1 LCPV; Art. 
70.1, I LCIB; Art. 65.1, I, LCRM: Art. 56.1, I LCCV; Art. 50.1 LSCEX; Art. 60.1 LCCyL; Art. 46.1 LC; Art. 
82.1 LCPA; Art. 50.1 LCCMadrid 
186 Cuestión que matiza alguna norma aislada: Art. 60.1 LCCyL; Art. 77.1 LCCLM 
187 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 247. 
188 Vid. GADEA, E.-SACRISTÁN, F.,-VARGAS VASSEROT, C., Régimen jurídico de la sociedad 
cooperativa del siglo XXI. Realidad actual y propuestas de reforma, Madrid, 2009, p. 351. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
66 
aportaciones para adquirir la condición de socio189. El importe de esa aportación 
puede aparecer directamente cuantificado o figurar los criterios para su 
determinación190. Se cuantificará de forma directa en vía estatutaria cuando dicho 
importe sea igual para las distintas clases de socios; y, sin embargo, figurarán los 
criterios para su determinación cuando tal cuantía sea proporcional al 
compromiso de participación en la actividad económica cooperativa. Igualmente, 
consideramos que en la oportuna previsión estatutaria también se podría 
establecer que el importe de la aportación se determine con referencia a cuantías o 
índices económicos objetivos. Esta solución no resulta muy común pero está 
recogida en alguna norma191. 
 
2.3.1.3.- Aportaciones obligatorias de los nuevos socios. 
 
Una vez cumplidos los trámites legales para su constitución e inscripción, la 
cooperativa pasa a tener personalidad jurídica propia y, a partir de ahí, si un socio 
pretende incorporarse a la sociedad deberá realizar la oportuna aportación192.  
 
En esencia, la aportación obligatoria realizada por un “nuevo socio” tiene la misma 
finalidad que la efectuada por el socio originario por cuanto sirve de acceso a la 
sociedad, nutre de recursos a la misma y es configurada como una aportación 
obligatoria. Sin embargo, difiere de aquélla en que su fijación puede efectuarse -de 
acuerdo con algunas normas- por medio de la Asamblea y que su cuantía puede ser 
diversa a la de la aportación original. En relación con estos elementos 
caracterizadores cabe realizar las siguientes precisiones. 
 
                                                 
189 La solución es común a todas las normas por lo que, en la necesaria previsión estatutaria, se 
determinará el importe mínimo de la aportación. Al respecto, vid. Supra. las mismas referencias 
legales expuestas en la nota 185. 
190 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 248. 
191 Vid. Art. 56.1, II LCCV en el que se dispone que: “El importe de la aportación podr| determinarse 
en los estatutos con referencia a cuantías o índices económicos publicados por organismos oficiales 
o independientes”. 
192 Con independencia de otras posibles exigencias económicas que se puedan determinar para 
complementar la aportación, por ejemplo, cuotas de ingreso. Simplemente apuntar -ya que 
trataremos esta cuestión en el capítulo 3 de este trabajo- que la exigencia de estas cuotas responde 
a un criterio de compensar la situación de desventaja en la que se encontraría en antiguo socio con 
respecto a los nuevos. 
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La facultad de fijación por parte de la Asamblea aparece recogida en ciertas 
leyes193. En muchas de éstas también se prevé que la Asamblea -de forma 
específica- fije anualmente la cuantía de la aportación obligatoria inicial de los 
nuevos socios194, circunstancia que evita la necesidad de reunir con carácter 
puntual a dicho órgano dado que la cuantía está predeterminada para cada 
ejercicio económico195.  
 
Por lo que respecta a la fijación de una cuantía diversa a la de la aportación 
original, su justificación radica en que los socios originarios han dado los pasos 
necesarios para constituir la empresa, por lo que los nuevos socios se incorporan a 
una empresa constituida, desarrollada y en funcionamiento196. Es más, “como es 
posible que el patrimonio social de la cooperativa se haya incrementado desde las 
primeras aportaciones –por ejemplo, por la buena marcha de la sociedad o por la 
dotación de fondos- o que la cifra original se haya quedado desfasada por la 
devaluación de la moneda, se permite a la entidad compensar la situación de 
desventaja que tendría el antiguo socio incrementando dentro de ciertos límites la 
cuantía de las aportaciones de los nuevos o exigiendo determinadas cuotas de 
ingreso que funcionan a la manera de primas de emisión de las anónimas”197. Con 
estas circunstancias -aunque los principios cooperativos exigen una igualdad de 
trato a los socios- parece lógico que puedan variarse las condiciones de acceso con 
el objetivo de evitar desigualdades respecto a los socios originarios 198.  
 
Esta variación es viable pero con ciertos límites derivados de la preconizada 
armonización entre las necesidades económicas de la sociedad cooperativa y el 
                                                 
193 Vid. Art. 46.7 LC; Art. 57.1 LCCAT; Art. 82.1 LSCA; Art. 62.6 LCLR; Art. 59.6 LCG; Art. 58.4 LCPV; 
Art. 71 LCIB; Art. 84 LCPA 
194 De las que acabamos de citar, esta solución aparece prevista en la siguientes: Art. 57.1 LCCAT; 
Art. 62.6 LCLR; Art. 59.6 LCG; Art. 77.5, I LCCLM; Art. 58.4 LCPV; Art. 71 LCIB 
195 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 248. 
196 En este sentido, vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 189; FAJARDO GARCÍA, G., La 
gestión…, op.cit. p. 59.  
197 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS VASSEROT, Régimen jurídico…, op.cit. p. 352. 
198 Como bien se ha señalado “un tratamiento por igual de todos los socios – como es propio de la 
cooperativa- resulta injusto para los antiguos socios, por lo que el legislador arbitra fórmulas que 
compensen de algún modo ese desequilibrio.”; vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. pp. 59-
60. 
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principio de libre acceso199. Así las cosas, las condiciones en las que se permite el 
ingreso de ese nuevo socio no han de constituir un obstáculo al derecho de ingreso 
ni suponer un agravio respecto a los socios existentes. En la práctica este riesgo se 
mitiga concretando legalmente una cuantía máxima del importe que han de 
aportar los nuevos socios y, en todo caso, considerando que el importe mínimo 
estaría representado por la cuantía de las aportaciones obligatorias iniciales200. 
 
A efectos del cálculo de la cuantía de las nuevas aportaciones, las leyes 
cooperativas toman como valor de referencia el importe de las aportaciones 
obligatorias efectuadas por los socios ya pertenecientes a la sociedad201. Asimismo, 
en ciertos textos legales la fijación de la aportación de los nuevos socios se hace en 
función del importe de la aportación obligatoria mínima inicial permitiendo, eso sí, 
adicionar a su cuantía el importe de las nuevas aportaciones obligatorias que se 
hayan decidido y proceder a su debida actualización202. Al respecto, algunas 
disposiciones precisan que esa cuantía total sea actualizada de acuerdo con un 
índice objetivo, por ejemplo, aplicando el IPC correspondiente o el índice de 
actualización que figure en estatutos203. Por consiguiente, con esta solución se 
logra evitar que la Asamblea pueda fijar una actualización en base a criterios no 
objetivos y se dota de una mayor coherencia al sistema, puesto que la cuantía que 
aporta el nuevo socio se aproxima de una manera más real a la que aportó el socio 
ya existente. 
 
                                                 
199 Esta cuestión es recogida de forma expresa en algunas normas, vid. Art. 82.1 LSCA; Art. 49.6 
LCAR; Art. 59.6 LCG 
200 La referencia al importe mínimo figura expresamente en alguna norma –por ejemplo, LSCA, 
LSCEX, LCG- si bien entendemos implícita en todas ellas ya que, como dijimos, siempre se especifica 
un importe de la aportación obligatoria mínima inicial para acceder a la condición de socio. 
201 Según la norma estudiada encontramos una referencia a las aportaciones realizas, por ejemplo, 
por el socio de mayor antigüedad en la cooperativa, vid. Art 46.7 LC; Art. 77.5, II, LCCLM; o por los 
socios actuales, vid. Art. 82.2 LSCA, Art. 51 LSCEX; Art. 59.6, II LCG iii); por los socios antiguos, vid. 
Art. 49.5 LCAR; Art. 44.6 LFCN 
202 Vid. Art. 45.6 LFCN; Art. 50.1 LSCEX; Art 61.1 LCCyL; Art. 49.5 LCAR; Art. 77.5, II LCCLM 
203 En alguna norma se da la posibilidad de la referencia sean el propio IPC o aquel índice que le 
sustituya; vid. Art. 56.3 LCCV y Art. 84 LCPA 
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En definitiva –como acertadamente prevé alguna ley-204, en todos estos supuestos 
consideramos que no sería necesario separar el régimen jurídico de estas 
aportaciones del de las originarias, puesto que únicamente divergen en la cuantía.  
 
2.3.1.4.- Nuevas aportaciones obligatorias. 
 
Para completar el régimen jurídico de las aportaciones obligatorias, debemos 
aludir a las aportaciones que son decididas en el seno de la sociedad y que poseen 
un carácter obligatorio para los socios pertenecientes a la misma. La imposición de 
nuevas aportaciones a los socios es una característica peculiar de las cooperativas 
que no existe en otras formas sociales205.  
 
La razón de ser de esta especialidad radica, según la doctrina, en las exigencias de 
expansión de la empresa cooperativa206 -y, concretamente, en el hecho de que ésta 
pueda hacer frente a las necesidades crecientes de capital inherentes al ejercicio de 
su actividad-207 o en el propio concepto original de la sociedad cooperativa, que 
está basado en una responsabilidad ilimitada de los socios debido a su naturaleza 
de sociedad personalista208. También se ha resaltado que la participación de los 
socios en la actividad económica cooperativa está configurada como un derecho y 
una obligación, de ahí que se pueda justificar la exigencia de aportaciones 
obligatorias por parte de la sociedad209. Se trata, en definitiva, de una aportación 
sobrevenida o posterior a la adquisición de la cualidad de socio que, en esencia, 
constituye una verdadera financiación obligatoria derivada de recursos propios210. 
                                                 
204 Por tanto, no se diferencia entre aportaciones iniciales y de los nuevos socios. En estos casos, 
simplemente figura en la ley que el importe de las aportaciones no podrá superar unos límites 
legalmente previstos; vid. Art. 65.1. III LCRM 
205 Como se ha señalado, tanto en las sociedades anónimas como en las limitadas no se pueden 
imponer a los socios nuevas obligaciones no previstas en los estatutos, si no es con la aquiescencia 
de los interesados; vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. p. 62. En estas sociedades sólo si 
existe consentimiento de los afectados se les pueden exigir nuevas aportaciones (art. 145 TRLSA y 
art. 71.1 LSRL); vid. MORILLAS – FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 355. 
206 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “El régimen económico…”, op.cit. p. 167. 
207 En este sentido, vid. LLOBREGAT HURTADO, M.L., Mutualidad…, op.cit. p. 246. 
208 En este último sentido; FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. p. 62; PANIAGUA ZURERA, M., 
La sociedad…, op.cit. p. 249. 
209 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 249. 
210 Algunas normas definen a esta operación, aunque sea indirectamente, como “ampliación 
obligatoria de capital social”. Al respecto, vid. Art. 60.2, in fine LCCyL; Art. 62.3, II LCLR; Art. 58.4 
LCPV; Art. 59.4, II LCG 
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Por tal motivo se ha señalado que cumple la función de un aumento de capital en la 
cooperativa211, pero con unas características sui generis que lo diferencian 
claramente del operado en otras sociedades de capital212. 
 
En esta materia procede centrarse en aspectos derivados de la naturaleza 
obligatoria de estas aportaciones y en los que subyace, como veremos, la idea de 
compaginar el interés de la sociedad por requerir dichas aportaciones con el del 
socio por no resultar perjudicado por ese acuerdo213. A estos efectos interesa 
dilucidar, por ejemplo, cuándo procede adoptar ese acuerdo, quién adopta la 
decisión de establecer las nuevas aportaciones obligatorias y cuál es su contenido. 
Por lo demás, un ulterior aspecto a tratar estará relacionado con las medidas de 
defensa que posee el socio disconforme con esas nuevas aportaciones obligatorias 
y todas las consecuencias que derivan de ese hecho. 
 
A nuestro juicio, las nuevas aportaciones obligatorias han de acordarse en una 
coyuntura económica que justifique dicha decisión214, y ello porque -al tratarse de 
un mecanismo de autofinanciación- el hecho de imponer aportaciones que no sean 
necesarias o que incluso persigan la separación de determinados socios no casa 
con el objetivo de esta operación215. En este sentido, aunque no es habitual 
encontrar una mención legal expresa al respecto216, se ha considerado que debe de 
existir una situación en la que “el capital de la sociedad sea insuficiente para cubrir 
por sí solo las exigencias financieras de la empresa”217. Por ello resulta ineludible 
atender a la citada contraposición de intereses, sobre todo valorando que la 
exigencia de nuevas aportaciones obligatorias desmedidas o extemporáneas se 
                                                 
211 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS VASSEROT, C., Régimen jurídico…, op.cit. p. 352. 
212 Como se ha señalado, “desde esta perspectiva el aumento debe recaer necesariamente sobre los 
ya socios, no pudiendo ser utilizado como forma de captación de nuevos recursos fuera del círculo 
social. De ahí, como ya comentamos, la peculiaridad del mecanismo de ingreso en la sociedad 
cooperativa ya que primero se admite al socio y posteriormente el capital aumenta, dado su 
carácter variable, mientras que en la sociedad anónima sucede al contrario; vid. PASTOR SEMPERE, 
C., Los recursos…, op.cit. p. 184. 
213 En este sentido, vid. LLOBREGAT HURTADO, M.L., Mutualidad…, op.cit. p. 246. 
214 De modo que se puede hablar de una necesidad o unas circunstancias concretas que justifiquen 
ese acuerdo; vid. BORJABAD GONZALO, P, Manual de Derecho Cooperativo, Barcelona, 1993, p. 132. 
215 Vid. PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 46 LC”, op.cit. p. 228. 
216 Las pocas normas que hacen referencia a una justificación de las nuevas aportaciones 
obligatorias, inciden en la idea de imponerlas cuando sea necesario “integrar el capital social”, en 
este sentido, vid. Art. 78.2 LSCA 
217 Vid. LLOBREGAT HURTADO, M.L.,  Mutualidad…, op.cit. p. 246. 
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puede convertir en un mecanismo de presión para que los socios minoritarios 
abandonen la sociedad cooperativa. Para paliar estos abusos, es habitual que en la 
legislación cooperativa se arbitren reglas que permiten que el socio disconforme 
pueda impugnar judicialmente tal decisión y se posibilite su derecho de separación 
o baja justificada.  
 
En todas las leyes cooperativas se faculta a la Asamblea General para adoptar la 
decisión de exigir nuevas aportaciones obligatorias. En este sentido no cabe duda 
que el órgano plenipotenciario de la sociedad es el que mejor puede representar la 
voluntad de la totalidad o la mayor parte de los socios, y el hecho de hacer 
depender exclusivamente este acuerdo de la Asamblea General es una medida que 
protege los intereses de aquellos. Asimismo, abundando en este carácter 
proteccionista, en la mayor parte de las normas se establece una mayoría 
reforzada para la adopción de este acuerdo218. 
 
El contenido de dicho acuerdo abarcará tres puntos que determinarán lo que 
podríamos definir como las condiciones de suscripción. En este acuerdo se ha de 
incorporar la fijación de la cuantía, el plazo y la forma de desembolso de las nuevas 
aportaciones obligatorias. En todo caso, procede traer a colación la fijación de la 
cuantía en dicho acuerdo puesto que lo referente al plazo y forma de desembolso 
lo trataremos en el Capítulo 5 de este trabajo.  
 
En la determinación del importe hemos de partir de la discrecionalidad que posee 
la Asamblea General al respecto. Ahora bien, el margen de maniobra está limitado 
por la necesidad y procedencia de esas nuevas aportaciones y por el hecho de que 
su diversa cuantía tendrá que circunscribirse a los criterios apuntados para la 
                                                 
218 Esta mayoría reforzada se fijará en el voto de 2/3 de los socios presentes o representados –o de 
los votos sociales de los asistentes según la nomenclatura utilizada por la LCCAT y LCPA-. Esta 
mayoría coincide con la necesaria para los acuerdos extraordinarios. Al respecto, vid. Art.77.2 
LCCLM; Art. 45.4 LFCN; Art. 50.3 LSCEX; Art. 56.3 LCCAT; Art. 70.2 LCIB; Art. 56.2 LCCV; Art. 50.2 
LCCMadrid; Art. 60.2 LCCyL; Art. 83, I LCPA. Otras normas guardan silencio al respecto por cuanto 
no establecen ningún criterio. Ante el silencio legal hay que entender que rige la mayoría necesaria 
para tomar acuerdos ordinarios. En este sentido, vid. Art. 46.2 LC; Art. 59.2 LCG; Art. 58.4 LCPV; Art. 
78.2 LSCA, Art. 62.3 LCLR; Art. 49.3 LCAR; Art. 65.2 LCRM. En cualquier caso, el desaparecimiento 
de la mayoría reforzada en la LC –con respecto a la regulación precedente contenida en la LGC 
1987- ha sido criticado por LLOBREGAT HURTADO, M.L., “Comentario…”, op.cit. p. 203. En esta 
línea y ante la omisión legal, algún autor aconseja que el criterio de la mayoría reforzada sea 
introducido vía estatutos; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 249. 
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fijación del importe de cualquier tipo de aportación obligatoria. En esta línea, nada 
impide que las nuevas aportaciones obligatorias sean iguales o proporcionales219, 
es decir, que su importe podrá ser diverso según las circunstancias subjetivas de 
los socios -sea por la clase de socio o en proporción al uso potencial que cada uno 
de ellos asuma en la actividad cooperativizada-220. 
 
Asimismo, en relación con la cuantía de las nuevas aportaciones obligatorias, 
prácticamente todas las leyes permiten que los socios que deseen suscribirlas 
puedan aplicar las aportaciones voluntarias que tuvieran desembolsadas a cubrir 
total o parcialmente las nuevas aportaciones obligatorias acordadas221. A su vez, 
también es viable la posibilidad inversa, es decir, la transformación de 
aportaciones obligatorias en voluntarias222. En efecto, nos hallamos ante 
mecanismos legales de conversión o transformación de aportaciones que 
flexibilizan el régimen económico cooperativo, de ahí que se haya concluido por 
MORILLAS-FELIÚ que “los distintos tipos de aportaciones no ocupan 
compartimentos estancos, sino que existe cierta permeabilidad entre ellos.”223. 
 
Una ulterior referencia es la relativa a la vinculación del socio con respecto al 
acuerdo por el que se deciden estas aportaciones. Al respecto, procede subrayar 
que el acuerdo adoptado por la Asamblea General vincula de forma general a todos 
los socios, incluidos los que no asistieron a la reunión y los que se abstuvieron o 
votaron en contra224. Ahora bien, como excepción, al tratarse de nuevas 
aportaciones obligatorias el socio dispondrá de una doble alternativa:  
 
                                                 
219 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 380-381; PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. 
p. 249.  
220 Tal y como se ha señalado, “si el acuerdo se ha propuesto para atender una necesidad común e 
igual a todos los socios, parece que lo aconsejable es que todas sean iguales, pero si tal necesidad 
sólo la posee un grupo de miembros de la entidad y además en magnitud diferente, parece 
adecuado que tales Aportaciones guarden una proporción con la necesidad que pretendan cubrir.”, 
vid. BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 132.  
221 En este sentido se expresan prácticamente todas las leyes, sin embargo, no existe una mención a 
dicha posibilidad en el Art. 49.3 LCAR 
222 Se suele prever legalmente para dos supuestos: cuando las aportaciones obligatorias deban 
reducirse para adecuarse al potencial uso cooperativo del socio, o cuando hayan de ser liquidadas a 
éste de acuerdo con los estatutos.  
223 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…,op.cit. p. 383. 
224 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p.249, MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op. cit . p. 
380. 
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La primera opción que prevén todas las leyes es permitir al socio el denominado 
derecho de separación o baja justificada de la sociedad cooperativa. Este derecho 
sólo podrá ser ejercitado por los socios disconformes con el acuerdo de nuevas 
aportaciones obligatorias225. La disconformidad podrá constatarse a través del 
voto en contra del citado acuerdo o, en aquellos casos en los que el socio no ha 
asistido a la Asamblea, por medio de un escrito dirigido al órgano de 
administración de la cooperativa en un determinado plazo a computar tras la 
adopción del acuerdo en el que se exijan nuevas aportaciones obligatorias. Por 
consiguiente, la disconformidad se expresará por escrito por aquellos socios 
ausentes en tal Asamblea General o por los que, estando presentes, votaron en 
contra del mismo226. La consecuencia de lo apuntado es que el socio causa baja en 
la cooperativa y, por ello, no le serán exigibles las nuevas aportaciones aprobadas. 
Igualmente se le reembolsarán, en su caso, las aportaciones al capital social -
oportunamente liquidadas- que haya realizado hasta tal momento teniendo en 
cuenta que se trata de una baja justificada227.  
 
Una segunda opción es la posible impugnación del acuerdo por ser contrario a la 
ley, estatutos, o por lesionar los intereses de uno o varios socios o los de la 
cooperativa. Esta vía será plenamente admisible en casos de “ampliación 
obligatoria de capital” sin que las necesidades económicas de la cooperativa lo 
justifiquen. En estos supuestos estaríamos ante un ejemplo de abuso de derecho 
                                                 
225 Todas las normas contienen un pronunciamiento similar que faculta al socio disconforme con las 
nuevas aportaciones obligatorias a darse de baja, que se calificará como justificada. Tan sólo 
encontramos una norma en la que se omite esta cuestión, vid. Art. 78.2 LSCA 
226 Así, como fórmula más común tomamos como ejemplo el Art. 77.2, I LCCLM donde se mantiene 
que: “Se reconoce el derecho a separarse a los socios que hubieren votado en contra del acuerdo así 
como a aquellos que, no habiendo asistido a la asamblea, expresaren su disconformidad mediante 
escrito dirigido al órgano de administración en el plazo de cuarenta días desde la adopción del 
acuerdo de aumento de capital, y tendrán derecho, en su caso, al reembolso de sus participaciones 
sociales como si se tratara de una baja justificada”. En todo caso, estos requisitos no son uniformes 
en todas las normas cooperativas. Así, por ejemplo, el Art. 56.4 LCCAT dice que: “Los socios que no 
efectúen la respectiva aportación en el plazo establecido incurren automáticamente en mora y no 
tienen derecho a percibir el correspondiente retorno. Sin embargo, los socios disconformes con el 
acuerdo de exigencia de nuevas aportaciones obligatorias, que hayan votado en contra y hayan 
hecho constar expresamente en acta su oposición, así como los socios que, por causa justificada, no 
han asistido a la asamblea general, tienen derecho a obtener, si la solicitan en el plazo de un mes 
desde el acuerdo a que se refiere el apartado 2, la baja por dicha causa, que está calificada de baja 
voluntaria justificada. En este caso no les es exigible efectuar las nuevas aportaciones aprobadas”. 
227 Tal y como se dispone en algunas normas, por ejemplo, Art. 59.3, II LCG que dispone: “El socio 
disconforme con la ampliación obligatoria de capital social podrá darse de baja, que se calificará 
como justificada”. 
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por parte de la sociedad. La actuación de la misma, aunque respete la normativa –
por cuanto se fundamenta en el correspondiente acuerdo ratificado por los socios 
que detentan la mayoría- lesiona derechos no cubiertos por una estricta legalidad, 
pero sí por normas éticas o principios sociales228. 
 
2.3.2.- Aportaciones voluntarias. 
 
Las aportaciones voluntarias son aquellas que no son necesarias ni para adquirir ni 
para conservar la cualidad de socio en la cooperativa. Por tanto, se diferencian de 
las obligatorias en que no son indispensables para adquirir la condición de socio 
puesto que éste, si no está interesado en su suscripción, no puede ser obligado a 
suscribirlas229; sin embargo coinciden con aquéllas en que integran el capital 
social230.  
 
En relación con esta última nota hemos de apuntar que, una vez comprometidas, la 
obligación de su desembolso tiene naturaleza social y que, por otra parte, por el 
hecho de formar parte del capital social de la sociedad cooperativa están 
totalmente afectas al riesgo de empresa231, motivo por el cual se pueden perder si 
la marcha de la sociedad es negativa232. La finalidad de las aportaciones 
voluntarias es la de servir como instrumento de autofinanciación y como medio 
para incrementar los recursos financieros de la cooperativa233.  
 
Desde un punto de vista económico, pueden resultar más atractivas que las 
aportaciones obligatorias debido a que suelen generar un interés más elevado 
                                                 
228 Por tanto, las minorías perjudicadas por tal acuerdo “legal” tendr|n en las acciones impugnación 
su mejor defensa contra el abuso de poder de las mayorías. Es más, como se ha destacado, debido a 
los elementos caracterizadores de la cooperativa “la exigencia del deber de ejercitar los derechos 
conforme a la buena fe, y de no incurrir en un ejercicio abusivo o antisocial de los mismos, adquiere 
en el ámbito de las Cooperativas una intensidad mayor aún, si cabe, que en otro tipo de 
Sociedades”; UCELAY URECH, I., “El abuso del Derecho por socios de cooperativas”, Revista Jurídica 
La Ley, 1997-4, p. 1350. 
229 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. p. 64. 
230 Algunas normas hacen referencia a que las aportaciones voluntarias tendrán el carácter de 
permanencia propio del capital social pasando a formar parte del mismo, vid. Art. 47.2 LC; Art. 61.2 
LCG; Art. 72.2 LCIB 
231 En este sentido, vid. PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades…”, op.cit. p. 240; PIERA 
RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 47 LC”, en AA.VV., Cooperativas…, op.cit. p. 235. 
232 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. p.65. 
233 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 250.  
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aunque inferior al aplicable a otras prestaciones que no integran el capital social y 
que son igualmente remuneradas234. En la práctica, la utilización de esta técnica de 
autofinanciación se circunscribe a aquellos supuestos en los que no ha sido posible 
adoptar un acuerdo para exigir nuevas aportaciones obligatorias o cuando no se ha 
querido optar por esa vía de financiación. En otro orden de cosas, como se ha 
señalado, su voluntariedad posee una doble vertiente, por cuanto las mismas no 
dependen únicamente de la voluntad del cooperativista, sino que es necesario un 
acuerdo de admisión por el órgano que tenga competencia al efecto235.  
 
En lo que concierne al órgano competente para acordar su admisión, 
diferenciamos tres grandes grupos de normas. Así, algunas leyes facultan 
únicamente a la Asamblea General para tomar dicho acuerdo236. Otras, por el 
contrario, confieren también dicha facultad al órgano de administración siempre y 
cuando exista una previsión estatutaria al respecto237. Finalmente, también se 
prevé que los administradores o el órgano de administración puedan acordar la 
emisión de aportaciones voluntarias sin más requisitos. En tal caso -que se asemeja 
al denominado capital autorizado en las sociedades anónimas238- la remuneración 
será la fijada para la última admisión acordada por la Asamblea o, en su defecto, la 
prevista para las aportaciones obligatorias239. 
 
El régimen jurídico de estas aportaciones -en aquellos aspectos que no estén 
previstos legalmente- deriva del contenido del acuerdo del órgano competente240, 
en el cual se determinarán las condiciones que rigen la admisión o emisión de las 
aportaciones voluntarias241. En esta materia existen normas bastante flexibles -en 
                                                 
234 En este sentido, vid. BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 135. 
235 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 382. 
236 Vid. Art. 45.7 LFCN; Art. 61.1 LCG; Art. 59.1 LCPV; Art. 52, I LSCEX; Art. 72.1 LCIB; Art. 58 LCCAT; 
Art. 62.1 LCCyL; Art. 51.1 LCCMadrid; Art. 63.1 LCLR 
237 Vid. Art. 79.1 LSCA; Art. 50.1 LCAR; Art. 47.1 LC; Art. 78.1 LCCLM; Art. 57.1 LCCV; Art. 67 LCRM; 
Art. 85.1 LCPA 
238 En algunas normas cooperativas contemplamos una figura similar a la que contiene el Art. 153.1, 
b) del TRLSA, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 382. En similar sentido, vid. FAJARDO 
GARCÍA, G., La gestión…, op.cit. p. 65. 
239 Vid. Art. 59.1 LCPV; Art. 85.1 LCPA 
240 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 251. 
241 Como se ha señalado, el hecho de que en ocasiones se haga referencia a la “admisión” y en otras 
a la “emisión” de aportaciones voluntarias hace que se puedan distinguir dos clases de aportaciones 
voluntarias según quién toma la iniciativa: aportaciones que tienen su origen en la voluntad del 
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las que se deja libertad al órgano competente- que con referencias bastante 
escuetas mantienen que en el acuerdo “se fijar|n las condiciones de las mismas”242 
o, incluso, en las que ni siquiera se hace referencia a esa cuestión y sólo estipulan 
algún límite concreto y puntual243. Por el contrario, otros textos legales constriñen 
o limitan el ámbito de actuación del órgano decisorio concretando el contenido que 
ha de figurar en dicho acuerdo. Al respecto, ante la casuística existente en las 
diferentes leyes, destacaremos aquellas menciones que son habituales, a saber: i) 
que el acuerdo fije la cuantía global máxima de las aportaciones voluntarias que 
serán admitidas244; ii) que se determinen las condiciones de suscripción fijando un 
plazo máximo para ello245; y, iii) que se detalle el contenido económico de las 
aportaciones voluntarias, por ejemplo, el tipo de interés o retribución que llevan 
aparejado así como su reembolso. 
 
Por lo demás, resulta conveniente que en el propio acuerdo se arbitre un criterio 
de distribución para solventar aquellos supuestos en los que el número de 
solicitudes de suscripción de aportaciones voluntarias supere a la oferta. En este 
punto tan sólo algunas leyes realizan una mención expresa a esta cuestión246, 
constatando un criterio de reparto proporcional a las aportaciones al capital social 
realizadas por los socios hasta el momento del acuerdo247. Desde otra perspectiva, 
también es adecuado regular en el acuerdo la hipótesis contraria, es decir, cuando 
no se suscriban todas las aportaciones voluntarias previstas en el acuerdo de 
emisión. En tales casos, se podrá determinar que el capital tan sólo se incremente 
                                                                                                                                               
socio y aportaciones que tienen en la voluntad de la sociedad; en este sentido, vid. MORILLAS-
FELIÚ, Curso…, op.cit.p.383. 
242 Vid. por ejemplo: Art. 61.1 LCG; Art. 59.1 LCPV 
243 Vid. por ejemplo: Art. 47.1 LC; Art. 67.1 LCRM, en las que se determina tan sólo un condicionante 
al respecto de la retribución que podrá llevar aparejada las aportaciones voluntarias. 
244 Vid. Art. 79.1 LSCA; Art. 78.1, II LCCLM; Art. 72.1 LCIB; Art. 62.1 LCCyL 
245 La fijación de un plazo máximo de suscripción ha sido criticado por alguna doctrina, debido a 
que, “los plazos legales tutelan los intereses una veces de los socios y otras del bien común de la 
sociedad, lo que en este supuesto no se justifica y, por tanto se ha preferido otorgar una mayor 
flexibilidad en relación con los plazos de suscripción”, este comentario se realiza para apoyar la 
opción legislativa prevista en la LC; vid. LLOBREGAT HURTADO, M.L., “Régimen económico…”, 
op.cit. p. 205. Opción que no siguen algunas normas, donde se determina un plazo máximo para 
proceder a la suscripción; vid. por ejemplo: Art. 78.1, II LCCLM; Art. 50.1 LCAR; Art. 61.1 LCCyL; Art. 
79.1 LSCA  
246 Únicamente tres normas regulan esta cuestión: Art. 57.1 LCCV; Art. 52, I, LSCEX; Art. 78.2 LCCLM 
247 Resulta del todo deseable que, ante la imprevisión legal, sea el propio órgano el que incorpore al 
acuerdo un criterio para solventar estas situaciones; en este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA. M., 
La sociedad…, op.cit. p. 251.  
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en la cuantía suscrita o bien que el aumento quede sin efecto248. En esta línea, 
alguna norma posibilita que se ofrezca a terceros no socios la suscripción de 
aquella parte del aumento de capital que no haya sido asumida por los socios de la 
cooperativa, siempre que los citados terceros se integren en la cooperativa 
realizando la aportación mínima al capital social requerida para la concreta 
categoría social a la que vayan a pertenecer249. 
 
En resumen, la actuación del órgano competente a la hora de determinar cuáles 
han de ser las condiciones de emisión de las aportaciones voluntarias se 
circunscribe a pormenores no regulados por la ley. Por tal motivo, en aquellos 
supuestos en los que el acuerdo vulnere lo allí reglamentado, sería plenamente 
impugnable por el socio. 
 
Una ulterior cuestión está relacionada con la conversión o transformación de las 
aportaciones voluntarias en obligatorias. Como ya señalamos, hay una 
interconexión entre los distintos tipos de aportaciones por lo que resulta habitual 
que las normas permitan al socio la conversión de aportaciones voluntarias en 
obligatorias y viceversa. Para que esto sea factible, ineludiblemente, el socio debe 
ser titular de aportaciones voluntarias y ha de existir un acuerdo que lo obligue a 
suscribir nuevas aportaciones al capital social. En tal caso, el socio titular de las 
aportaciones voluntarias puede destinarlas a cumplir con su obligación.  
 
Las diferentes normas que regulan esta materia incorporan un procedimiento 
bastante uniforme que se inicia mediante el requerimiento del socio titular 
dirigido al órgano de administración o administradores. Éstos pueden decidir 
sobre si procede dicha conversión. Para ello cuentan con un amplio margen de 
libertad en la medida en que no existen disposiciones legales que limiten su 
actuación. Tal margen contrasta con lo que sucede en el caso de conversión de 
aportaciones obligatorias en voluntarias, que tan sólo será viable cuando las 
aportaciones obligatorias deban reducirse para adecuarse al potencial uso 
                                                 
248 Tal y como se dispone en alguna norma, al respecto, vid. Art. 78.2, II LCCLM; Art. 57.2 LCCV 
249 Vid. Art. 78.2, III LCCLM 
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cooperativo del socio o cuando hayan de ser liquidadas a éste de acuerdo con los 
estatutos250. 
 
2.4.- Clasificación de las aportaciones según la categoría de socio. 
 
La sociedad cooperativa tiene una base mutualista que confiere al socio una doble 
condición, puesto que éste aporta capital y participa en la actividad 
cooperativizada. En consecuencia, el régimen económico de la cooperativa está 
pensado para la relación que une al socio cooperador o usuario con la cooperativa. 
Ahora bien, la aportación a capital también puede hacerse efectiva por socios que 
no participan directamente de la naturaleza del socio usuario o cooperador, por 
ejemplo, los socios de trabajo, los temporales y los socios colaboradores.  
 
El socio de trabajo es la persona física cuya participación en la cooperativa consiste 
en la prestación de su trabajo personal, siendo éste su elemento caracterizador. 
Esto no impide que pueda quedar obligado a realizar la correspondiente 
aportación a capital o a cualquier otra, por ejemplo, la cuota de ingreso o periódica. 
Los estatutos habrán de prever la existencia de este tipo de socios y también 
fijarán los criterios que aseguren la equitativa y ponderada participación de los 
socios de trabajo en las obligaciones y derechos de naturaleza social y económica.  
 
Los denominados socios temporales son aquellos que tienen un vínculo de 
duración determinada con la cooperativa251. Su régimen jurídico, habitualmente, 
resulta incompleto. Así, en lo que respecta a la regulación de sus derechos y 
obligaciones, la imprevisión legal es manifiesta, ante lo cual prevalecerá la 
regulación estatutaria que se realice al efecto. Esto no obsta para que suelan existir 
menciones legales de acuerdo con las cuales se limite de forma considerable la 
                                                 
250 Vid. Supra. Cap. 2.3.1.4. 
251 La existencia de esa tipología de socios no es una novedad original de la LC. Su plasmación legal 
original la encontramos en LCPV. En la LC se denominan -en concreto en el artículo 13.6- con un 
eufemismo que evita hacer referencia al carácter temporal del vínculo que une a dichos socios con 
la cooperativa. Así, se hace referencia a los mismos con la expresión “vínculos sociales de duración 
determinada”. Se ha dicho que lo que se admite con esta posibilidad es la existencia de un socio 
“intermitente”; vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op. cit. p. 107.  
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cuantía de la aportación de este tipo de socios y que obliguen al reintegro de la 
aportación realizada en el momento en estos socios causen baja.  
 
En relación con la aportación que han de realizar los denominados socios 
colaboradores la regulación suele ser más precisa. Esta clase de socio, aunque 
polifacética, pivota sobre dos ideas fundamentales: la imposibilidad de poder 
desarrollar o participar en la actividad cooperativizada propia del objeto social de 
la cooperativa y la necesidad de contribución para su consecución252.  
 
Con estas pautas encontramos tres distintas opciones que, a su vez, proyectan un 
diverso tratamiento de la aportación al capital social253. En una primera opción 
identificamos a un socio colaborador que no participa en la actividad económica de 
la cooperativa pero contribuye a su consecución realizando la oportuna aportación 
al capital254. De acuerdo con una segunda opción están los colaboradores cuya 
contribución consiste en cualquier tipo de prestación o servicio si bien no se 
trataría de una aportación a capital social. Por último, una tercera posibilidad es la 
conversión de los socios excedentes o inactivos en socios colaboradores. En este 
caso nos hallamos ante socios usuarios o cooperativos que, por una causa 
justificada, dejan de realizar la actividad cooperativizada a la que están obligados 
pero no solicitan su baja. Pese a esta diversa tipología, las leyes suelen prever 
soluciones comunes en lo que respecta al régimen aplicable a las aportaciones de 
los socios colaboradores. Así, es habitual arbitrar medidas cuyo objetivo es limitar 
la presencia de este tipo de socios en la cooperativa y regular su posición dentro de 
la sociedad. Al respecto hay que matizar que los socios colaboradores están 
obligados a desembolsar la aportación que determine la Asamblea General con 
excepción de aquellos que pasen de la situación de socio excedente a la de 
                                                 
252 Como se advierte, la figura del socio colaborador se caracteriza por dos aspectos, uno negativo; 
el socio colaborador no es un socio ordinario y, por tanto, no puede desarrollar o participar en la 
actividad cooperativizada propia del objeto social. El otro aspecto que caracteriza al socio es uno 
positivo; ya que este socio, sea persona física o jurídica, tiene que poder contribuir a la consecución 
del objeto social. En este sentido, vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentarios a artículos 12 a 18 LC”, 
en AA.VV., Cooperativas…, op. cit. pp. 106-107. 
253 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op. cit. p. 169. 
254 Como se puede deducir, una de las características de la sociedad cooperativa es la posible 
composición por dos tipos de socios; los usuarios y los de capital. Ahora bien, en la configuración 
legal de las denominadas cooperativas mixtas, la participación de los socios de capital es totalmente 
necesaria e ineludible para su existencia, en este sentido; vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, 
op.cit. pp. 116-117. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
80 
colaborador puesto que, en estos supuestos, la aportación ya fue realizada en el 
momento de ingreso. Las aportaciones que pueden realizar los socios 
colaboradores se limitan porcentualmente respecto al total de las aportaciones a 
capital social. Finalmente, también suele tipificarse que a los socios colaboradores 
no se les puedan exigir nuevas aportaciones sociales.  
 
2.5.- Aportaciones reembolsables y no reembolsables.  
 
Otro de los criterios de distinción se dispone en función de que la aportación 
realizada al capital social sea reembolsable o no. En esencia lo que aquí se debate 
es uno de los derechos característicos del socio cooperativista, en concreto, el 
derecho al reembolso en virtud del cual, cuando el socio aportante causa baja en la 
cooperativa, se le devolverán las cantidades aportadas al capital social255. Esta 
distinción está prevista en ciertas normas que han sido modificadas puntualmente 
ex profeso -LCPV, la LFCN, la LC, la LCLR, la LCAR y la LCCAT-. A otras, 
aprovechando la ocasión, se les ha dado una nueva redacción -la LCCLM 2010 que 
deroga su precedente de 2002-. Finalmente, la LCPA de 2010, como ley de nueva 
factura, incorpora desde un principio tal diferenciación –a pesar de que en los 
primeros anteproyectos, que datan del año 2006, no se contemplaba-.  
 
Tales textos parten, a la hora de disciplinar el capital social, de una diferenciación 
entre dos clases de aportaciones según éstas sean reembolsables en caso de baja o 
su reembolso en tal supuesto pueda ser rehusado incondicionalmente por el 
Consejo Rector256 u órgano de administración257. Este sistema se completa 
condicionando la conversión de las aportaciones reembolsables en aquellas cuyo 
reembolso pueda ser rehusado incondicionalmente o viceversa, al oportuno 
acuerdo de la Asamblea General adoptado por una mayoría cualificada, en 
concreto, por la exigida para la modificación de Estatutos. Asimismo, como medida 
tuitiva del socio, éste podrá darse de baja en caso de disconformidad258.  
                                                 
255 En este punto tan sólo nos centraremos en la recepción legal de este criterio distintivo debido a 
que el régimen jurídico del reembolso será analizado con detalle en el Capítulo 8 de este trabajo. 
256 Vid. Art. 57.1, I LCPV; Art. 45.1, II LFCN; Art. 48.1, II, b) LCAR; Art. 55 bis, 1, b) LCCAT 
257 Vid. Art. 80.1, I LCPA 
258 Al respecto, vid. Art. 57.1, II LCPV; Art. 45.1, III LFCN; Art. 80.1, II LCPA; Art. 48.1, III LCAR; Art. 
55 bis, 2 LCCAT 
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Capítulo 3.- Documentación de la aportación. 
 
3.1.- Introducción. 
 
El análisis de los títulos sociales puede afrontarse desde una doble vertiente, bien 
como un conjunto de derechos económicos y políticos que derivan de la posición 
de socio o, simplemente, comprendiendo el aspecto documental derivado de la 
expedición de un título. 
 
En el presente capítulo nos centraremos en este segundo aspecto259, en el que 
resulta especialmente interesante cómo se han de representar formalmente las 
aportaciones económicas realizadas a la sociedad cooperativa. Por ello, el análisis 
se circunscribirá a la “vertiente documental”260 de los títulos sociales, en concreto, 
de las aportaciones realizadas a la sociedad cooperativa. 
 
Una cuestión preliminar es la relativa a la variada terminología utilizada en el 
ámbito de las sociedades de capital. Así, concurren expresiones como 
“documentación de las partes que componen el capital social” o “forma de 
representación del capital social” que, en esencia, son sinónimas. En definitiva, en 
la normativa que rige las sociedades de capital, la documentación y forma o modo 
de representación hacen referencia a una misma realidad261.  
 
Sin embargo, en la legislación cooperativa, la expresión más común para referirse a 
la documentación de las aportaciones es la de “acreditar el capital social” que, si 
bien difiere literalmente de las citadas con anterioridad, en sustancia es 
equivalente a las mismas. En efecto, cuando un socio realiza una aportación 
                                                 
259 El conjunto de derechos políticos y económicos que derivan de la posición de socio será tratado 
con posterioridad, vid. Infra. Cap. 6. 
260 Esta expresión es acuñada por, GARCÍA DE ENTERRÍA, J., “La sociedad anónima: La acción en 
general”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., 2006, p. 866. 
261 En este sentido, vid. ARROYO, I, “Comentario Art. 5 LSRL”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada (Coords. Ignacio Arroyo-José Miguel Embid-Carlos Górriz), 
2ª edic., Madrid, 2009, p. 70. 
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económica a la sociedad cooperativa recibe un documento que, en esencia, 
representa la parte del capital social que posee o ha aportado262.  
 
Dicho esto, interesa apuntar la razón de ser de la representación del capital social y 
cuál es la función que cumplen los títulos de participación social.  
 
En las sociedades mercantiles la representación del capital se exige por ley puesto 
que el capital social ha de estar dividido y representado. De esta exigencia deriva 
una consideración de carácter intrínseco, puesto que el capital se dividirá en 
porciones que han de ser ciertas, y otra de naturaleza extrínseca que tiene como 
consecuencia que esas porciones deban de representarse en documentos que 
acrediten el número de porciones que forman el capital social263.  
 
Es precisamente en relación con la representación del capital donde surgen 
diferencias entre los diversos tipos societarios. Por ejemplo, en sede de anónimas, 
el capital social podrá estar representado mediante acciones o anotaciones en 
cuenta. En el primer caso, será necesario expedir el oportuno documento que 
pruebe la condición de socio y, a su vez, lo legitime para el ejercicio de los derechos 
que son inherentes a tal condición264. Desde la óptica de las sociedades limitadas, 
las participaciones sociales expresan igualmente la condición de socio pero su 
representación física no puede ser realizada por medio de títulos, de manera que la 
propia escritura y los estatutos contenidos en la escritura social se constituyen 
como pruebas fehacientes de esa condición265.  
 
 
 
                                                 
262 Desde un punto de vista doctrinal, cuando se trata la cuestión relativa a la acreditación de las 
aportaciones es común referirse al término genérico “Documentación”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., 
La sociedad…, op.cit. p. 256; PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 207. 
263 Vid. GARRIGUES, J., Tratado de Derecho Mercantil, I, 2, Madrid, 1947, pp. 748-749. 
264 En sede de anónimas se ha resaltado la doble función que cumple el documento “acción” 
respecto al negocio o acto jurídico al que se refiere. Así, posee una función probatoria, y, además 
una función de car|cter dispositivo “permitiendo la r|pida y f|cil transmisión de los derechos que 
incorpora y legitimando a su adquirente para el ejercicio de esos derechos”; en este sentido, vid. 
GARRIGUES, J.-URÍA, R., Comentario…., op.cit. p.391. En un idéntico sentido, vid. GARCÍA DE 
ENTERRÍA, “La sociedad anónima: La acción en general”, op.cit. p. 867. 
265 Al respecto, vid. ARROYO, I., “Comentario Art. 5 LSRL”, op.cit. p. 75. 
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3.2.- Sistemas para documentar las aportaciones en la sociedad cooperativa. 
 
3.2.1.- Cuestiones terminológicas. 
 
La mayoría de las normas cooperativas designan a los títulos que recibe el socio 
cooperativo tras la oportuna aportación al capital social, con el término 
aportaciones. Por tanto, lo que se aporta como el título que se recibe como prueba 
de lo aportado, son designados de la misma manera. La equiparación de ambas 
denominaciones no es pacíficamente admitida por la doctrina266. A nuestro juicio, 
la utilización de cualquier término coincidente con los previstos para los títulos en 
otras sociedades de capital o, incluso, que pudiera generar confusión con la 
denominación de ciertos mecanismos de financiación previstos en la legislación 
cooperativa (por ejemplo, títulos participativos o participaciones especiales), es 
inadecuada. 
 
Otra cuestión de índole terminológica es que frente a la idea de “representación” 
en las sociedades de capital267, la especificidad del Derecho cooperativo lleva 
consigo la utilización de la expresión “acreditación del capital” de manera bastante 
uniforme. En definitiva, se trata de una terminología diversa a la de las sociedades 
de capital aunque todas las expresiones citadas hacen referencia a una misma 
realidad y, por ello, podríamos hablar indistintamente de acreditación, 
representación o documentación de las aportaciones al capital social cooperativo. 
En cualquier caso, como se ha destacado, si se intentara seguir un criterio 
coherente y llevásemos la diferenciación terminológica entre cooperativas y 
sociedades de capital a sus últimas consecuencias habría que optar por 
                                                 
266 Quiz|s la denominación “participación social” sea la que ha tenido más respaldo doctrinal, vid. 
VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, op.cit. p. 225. Esta denominación tuvo su  
reflejo legal en la anterior LCCV, concluyéndose al respecto que “el capital social de la cooperativa 
estaría integrado por las aportaciones de sus socios y asociados, estando estas aportaciones 
acreditadas por medio de títulos denominados participaciones sociales.” PUY FERNÁNDEZ, G., 
“Régimen de las aportaciones…”, op.cit. pp. 189-190. En la actualidad, ciertas normas utilizan 
indistintamente el término aportación y el de “participación”, “participación social”, “partes 
sociales” o equivalentes, vid. por ejemplo, Art. 54 LCAR; Art. 147 LCIB; Arts. 55 y 60 LCCV; Art. 54 
LSCEX; Art. 48, a.1), II LFCN; Art. 54 LCCMadrid; Art. 86.4 LSCA. En este punto, la norma más 
coherente es la reciente LCCLM que opta por el término “participaciones sociales cooperativas” 
durante todo el texto legal. 
267 Vid. Art. 23, d) TRLSC 
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expresiones como “admisión de aportaciones” en lugar de emisión de las mismas, y 
el de “asumir el capital social” frente al de suscripción268. 
 
3.2.2.- La acreditación de la aportación. 
 
3.2.2.1.- Consideraciones previas. 
 
Los documentos que sirven como títulos de la aportación realizada a la sociedad 
cooperativa muestran una mayor similitud con las participaciones de las 
sociedades de responsabilidad limitada que con las acciones de las sociedades 
anónimas. No obstante, las aportaciones cooperativas también tienen elementos 
propios de las acciones, por ejemplo su acreditación mediante títulos y, en algunos 
casos, por anotaciones en cuenta y títulos valores.  
 
Respecto al sistema de documentación de las aportaciones al capital social en la 
cooperativa hay que analizar, fundamentalmente, cuáles son aquellos mecanismos 
que consignan las leyes para acreditar las aportaciones. 
 
3.2.2.2.- Forma de documentar las aportaciones cooperativas. 
 
En las sociedades cooperativas se manifiestan rasgos propios de las sociedades 
personalistas –y, en cierta manera, de las sociedades limitadas-. Así, en la mayoría 
de las normas se opta por instrumentos de registro tendentes a identificar 
claramente al socio y todas aquellas cuestiones que puedan afectar a la aportación 
realizada. Por tanto, predominan los sistemas de acreditación nominativos hecho 
que, unido a las restricciones en la transmisión de las aportaciones, corrobora el 
carácter cerrado de las sociedades cooperativas. 
 
Respecto a los criterios utilizados en la legislación cooperativa, hay que partir de 
una diferenciación entre las normas que encomiendan la fijación del sistema de 
acreditación a la oportuna previsión estatutaria -plasmando un régimen de plena 
libertad en el que los socios fundadores pueden establecer cuál será el mecanismo 
                                                 
268 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 388. 
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de documentación de las aportaciones que cada socio realiza al capital social- y 
aquellas leyes que citan diversas formas de acreditar entre las que los socios 
podrán optar para la elaboración de la correspondiente cláusula estatutaria.   
 
3.2.2.2.1.- Libertad estatutaria. 
 
Cuando la norma permita plena libertad, serán los socios fundadores los que 
determinen la forma o formas de acreditar las aportaciones269. La necesaria 
mención expresa en sede estatutaria de la opción u opciones elegidas no figura en 
todas las disposiciones englobadas en este grupo. Con todo, a nuestro juicio, 
siempre ha de existir tal mención por lo que, en la oportuna cláusula estatutaria, 
habrá de figurar el sistema elegido por los socios para acreditar las aportaciones 
que se realicen y sus oportunas actualizaciones.   
 
Ante esta libertad surgen diversos posicionamientos doctrinales en torno los 
posibles límites en los sistemas de acreditación elegidos. En opinión de algunos 
autores, la formulación de carácter genérico que contiene la norma conlleva que la 
libertad en la fijación estatutaria sea total, por lo que cabría optar por cualquiera 
de las formas existentes en Derecho para acreditar el capital social de la sociedad 
cooperativa270.  
 
Por el contrario, otro sector doctrinal mantiene que, aún teniendo en cuenta la 
genérica mención legal, en la previsión estatutaria no tendría encaje cualquier 
forma de acreditación. En este sentido, la particularidad de la cooperativa exigiría 
que la forma de representar las aportaciones sociales se estableciese únicamente 
por medio de títulos nominativos o libretas de participación nominativas, teniendo 
difícil justificación el recurso al mecanismo de acreditación mediante anotaciones 
                                                 
269 Como paradigma de lo expuesto, vid. Art. 45.3 LC  donde se dispone que: “Los Estatutos fijar|n la 
forma de acreditar las aportaciones a capital social de cada uno de los socios (…)”. Otras normas 
optan por un la mención de un sistema de forma expresa, y, a continuación por una cláusula abierta. 
En este sentido, vid. Art. 48.1 LCAR donde se cita que las aportaciones “se acreditar|n mediante 
inscripción en libro de registro de aportaciones al capital social y en la forma que determinen los 
Estatutos (…)”; y el Art. 58.2 LCG que mantiene: “Las aportaciones se acreditar|n mediante títulos 
nominativos no negociables o mediante otro sistema idóneo que acredite las aportaciones que se 
realicen y las actualizaciones de las mismas (…)”. 
270 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 208. 
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en cuenta271. Por tanto, el único límite admisible sería la imposibilidad, legalmente 
prevista, de considerar a los documentos que representan las aportaciones como 
títulos valores272 o negociables. Sin embargo, de forma excepcional, ciertas 
disposiciones permiten la documentación de las aportaciones a través de títulos 
valores nominativos o valores mobiliarios cuando concurran determinadas 
circunstancias273 . Al margen de estas excepciones, la aludida libertad permite a los 
fundadores optar por una previsión estatutaria que incluya cualquiera de los 
sistemas que hemos citado englobando las anotaciones en cuenta. No obstante, con 
respecto a esta última posibilidad, en ningún caso nos encontraríamos ante títulos 
valores ni valores negociables sino ante meros documentos probatorios de la 
condición de socio y de la aportación realizada274.   
 
3.2.2.2.2.- Opción por las formas legalmente previstas. 
 
Aunque la mayoría de los textos cooperativos no se decantan por la plena libertad 
estatutaria275, se contemplan como viables varios sistemas de acreditación entre 
los que puede optar la sociedad cooperativa. En unos términos similares a los 
anteriormente expuestos, las normas englobadas en este grupo tampoco suelen 
hacer una referencia expresa a que deba existir la oportuna previsión estatutaria al 
respecto276. Pese a esta omisión, consideramos que es totalmente necesaria dicha 
mención con una referencia a la forma o formas elegidas para acreditar las 
aportaciones sociales.  
 
Al margen de esta puntualización, la nota característica de las normas adscritas a 
este grupo es que los socios han de circunscribirse a lo legalmente previsto. La 
falta de libertad para elegir la forma de acreditación que deseen, tiene su 
contrapunto en la posibilidad de optar entre alguno de los sistemas legalmente 
                                                 
271 Vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 204. 
272 En este sentido, PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 256. 
273 Al respecto, vid. Infra. Cap. 3.6. 
274 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica del socio (II): baja y expulsión. Transmisión de 
aportaciones”, en AA.VV., La Sociedad Cooperativa en la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas 
(Coord. Francisco J. Alonso Espinosa), Granada, 2001, p. 177. 
275 En este sentido, vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 176. 
276 Como excepción, algunas normas disponen que los estatutos determinarán la forma de acreditar 
las aportaciones a capital social. Al respecto, vid. Art. 59.2 LCCyL 
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previstos. Procede, por tanto, analizar cuáles son las formas habituales de 
acreditación de las aportaciones al capital social en las cooperativas. Para ello hay 
que partir de una serie de precisiones introductorias.  
 
En la legislación cooperativa, comúnmente y de forma expresa, se impone la 
necesidad de que las aportaciones se acrediten en documentos con carácter 
nominativo, siendo las notas personalistas presentes en la sociedad cooperativa las 
que sirven como base para fundamentar esta previsión legal. Como es sabido, el 
citado carácter no impide por sí mismo la catalogación de estos documentos como 
títulos valores ni su aptitud para ser negociados pero, con el objetivo de disipar 
cualquier equívoco, la práctica totalidad de las leyes privan de tal naturaleza a 
estos documentos277.  
 
Asimismo, cabe destacar la uniformidad legal que suele existir sobre las formas 
específicas de acreditación. De mayor a menor grado de utilización, citaremos, los 
títulos nominativos y las libretas o cartillas de participación nominativa, y, 
finalmente, menos usuales son las bases de datos informáticas, las fichas o relación 
nominal de socios y los títulos valores.  
 
3.3.- Acreditación mediante títulos nominativos. 
 
Las partes en las que se divide el capital social de ciertas sociedades pueden estar 
representadas mediante títulos nominativos que participan de la categoría 
genérica de los títulos directos, es decir, en ellos se expresa el nombre del titular y 
éste es el único legitimado para ejercitar los derechos incorporados al título.  
 
Al margen de la especificidad en cuanto a la forma de transmisión278, en la 
legislación cooperativa se suele prever la representación mediante títulos 
                                                 
277 Vid. Infra. Cap. 3.6. 
278 En sede de anónimas se ha mantenido que el régimen de transmisión de un título nominativo 
tiene grandes afinidades con la transferencia de créditos mercantiles. Para que sea operativa la 
transmisión de una acción nominativa, de no existir una cláusula estatutaria en sentido contrario, 
sería suficiente con poner en conocimiento de la sociedad dicha transferencia; vid. GARRIGUES-
URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 402. En cualquier caso, el régimen de transmisión de las 
aportaciones cooperativas lo trataremos específicamente en un capítulo de este trabajo, vid. Infra. 
Cap. 7. 
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nominativos como el método más común de acreditación de las aportaciones al 
capital social. 
 
A nivel formal son dos las consecuencias que derivan de la utilización de esta clase 
de títulos, a saber: la necesaria incorporación de la identificación del titular en el 
propio título, sea éste una persona física -caso en el que han de figurar su nombre y 
apellidos-, o una persona jurídica -donde constará su denominación social- y 
además, en algunos supuestos, la referencia expresa a cuáles han de ser las 
menciones mínimas que deben contener los títulos nominativos representativos de 
las aportaciones sociales279.  
 
En efecto -de acuerdo con determinadas normas cooperativas- en los títulos se 
reflejarán necesariamente: la denominación de la sociedad cooperativa; la fecha de 
su constitución y número de inscripción en el Registro de Cooperativas; el nombre 
e identificación de su titular; si se trata de aportaciones obligatorias o voluntarias; 
valor nominal, importe desembolsado y, en su caso, fecha y cuantía de los 
sucesivos desembolsos; y, por último, las actualizaciones en caso de existir. En 
definitiva, se trata de datos relativos a la sociedad, al titular y a la propia 
aportación que constituyen un elenco no cerrado de menciones mínimas que, pese 
a su relevancia, tan sólo unas pocas normas exigen280. Por el contrario, la mayoría 
de las leyes no regulan esta cuestión o tan sólo exigen la necesidad de alguna 
referencia concreta, por ejemplo, la obligatoriedad de reflejar en el título 
                                                 
279 Solución similar a la estipulada en el Art. 53 del TRLSA, en el que se determinan unas menciones 
que, como mínimo, ha de contener el título de la acción. 
280 Al respecto vid. Art. 77.3, II LSCA, Art. 49.4, II LCCMadrid, Art. 74.5, III LCCLM. Por su detalle 
traemos a colación el listado incorporado en la última norma citada donde se exige que la forma de 
documentación o representación finalmente elegida deberá reflejar necesariamente las siguientes 
circunstancias a) Denominación y domicilio de la cooperativa, fecha de su constitución y datos 
identificadores de su inscripción en el Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha. b) Nombre e 
identificación fiscal de su titular. c) Si se trata de participaciones obligatorias o voluntarias. d) Valor 
nominal, número, categoría ordinaria o, en su caso, especial. e) Condiciones de transmisibilidad, en 
especial si no se halla sujeta a autorización por parte de la cooperativa. f) Las actualizaciones o, en 
su caso, deducciones, así como cualesquiera otras posibles alteraciones de su valor nominal. g) La 
suma desembolsada, la fecha y cuantía de los sucesivos desembolsos o, en su caso, la indicación de 
estar la participación completamente liberada. h) Si son objeto de emisión individual, con carácter 
múltiple o en serie. 
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nominativo la parte de capital suscrito y no desembolsado281 o las aportaciones 
realizadas, las cantidades desembolsadas y las sucesivas variaciones de éstas282. 
 
Respecto a la expedición del título, en las sociedades anónimas, se exige que los 
títulos figuren numerados correlativamente y se extiendan en libros talonarios. 
Igualmente, cabe la posibilidad de la entrega de resguardos provisionales de los 
títulos definitivos y también se permite la emisión de títulos múltiples en los que, 
en un mismo título y para un mismo titular, se acredita que éste posee un 
determinado número de acciones de esa sociedad. Finalmente, está permitida la 
emisión de certificados del libro registro de acciones nominativas en los que se 
acredita quién es el titular y cuántas acciones posee.  
 
En los textos cooperativos no suele recogerse previsión alguna respecto a tales 
particulares. De hecho, tan sólo dos normas citan la obligatoriedad de la 
numeración correlativa283, varias la posibilidad de emisión de títulos múltiples, y 
ninguna se refiere a la expedición de resguardos provisionales. En este punto surge 
la duda acerca de si la imprevisión legal generalizada impide la correspondiente 
cláusula estatutaria en la que se admitan los resguardos provisionales y los citados 
títulos múltiples.  
 
La finalidad de la emisión de resguardos provisionales es el cumplimiento por 
parte de la sociedad de su genérico deber de expedición del título, deber que va 
unido al correlativo derecho que tiene el socio a que se le entregue el mismo. En 
ocasiones sucede que la sociedad no dispone de los títulos y, por a este motivo, se 
permite que expida un resguardo acreditativo de las acciones que posee dicho 
socio, facultando a éste que en su día pueda canjearlo por los títulos definitivos. 
Precisamente, de ahí deriva el carácter provisional de los resguardos. Ahora bien, 
dicho car|cter “no les priva, en el sentir general de la doctrina, de la condición de 
títulos valores semejantes a las acciones, que legitiman, como éstas, a su tenedor 
para el ejercicio de los derechos integrantes de la condición de socio”284. Como 
                                                 
281 Vid. Art. 58.2, II LCG; Art. 61.3 LCLR.  
282 Vid. Art. 81, I LCPA 
283 Vid. Art. 77.3, I LSCA; Art. 49.4 LCCMadrid 
284 Vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 393. 
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reflejo de este criterio doctrinal, la solución legislativa equipara los resguardos 
provisionales a los títulos de acción definitivos a efectos de legitimación y, 
coherentemente con esta asimilación, también se exige que contengan las mismas 
menciones que el título de la acción definitivo y -por revestir necesariamente la 
forma nominativa- se inscriban en el libro registro de acciones nominativas285.  
 
Una ulterior apreciación está relacionada con el silencio legal en torno al momento 
en el que los resguardos pueden ser canjeados por los títulos definitivos. Así, 
partiendo del derecho que tiene el accionista a obtener los títulos definitivos, en 
los resguardos figurarán -entre otros datos- los de la denominación y domicilio de 
la sociedad y los identificadores de su inscripción en el Registro Mercantil. Por 
consiguiente, está justificado que antes de la inscripción exista el oportuno 
resguardo provisional puesto que aún no disponemos de los datos de registro de la 
sociedad que necesariamente han de mencionarse en el título definitivo. Sin 
embargo, una vez realizada la inscripción y ante el silencio legal, no hay razones 
válidas para que la sociedad pueda oponerse a la pretensión del accionista de 
obtener los títulos definitivos286. 
 
Desde la óptica del Derecho cooperativo, a nuestro juicio, no existe ningún tipo de 
obstáculo para que se prevea en los estatutos la admisión de los resguardos 
provisionales de los títulos representativos de las aportaciones sociales. Es más, 
resulta conveniente con el objetivo de flexibilizar la forma de acreditar el capital 
social en aquellas cooperativas con numerosos socios, teniendo en cuenta que los 
resguardos provisionales suelen ser títulos múltiples en los que –como se ha 
matizado en sede de anónimas- figurarán todas las acciones que suscribe cada 
accionista. 
 
Al hilo de la última idea apuntada, conviene analizar si es viable la emisión de 
títulos múltiples pese a la imprevisión generalizada de las normas cooperativas.  
 
                                                 
285 Vid. Art. 115.2 en relación con Arts. 114, 116 y 122 TRLSC 
286 Vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 395. 
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En la legislación de sociedades anónimas, los títulos múltiples se han definido 
como aquellos en los que se incorporan varias acciones contrariamente a la regla 
general que implica emitir un título por cada acción287. En sentido amplio el título 
múltiple puede delimitarse como el título valor que incorpora varios derechos 
individuales, fungibles entre sí, manteniendo su independencia jurídica. En opinión 
de GONZÁLEZ CASTILLA son cuatro los elementos configuradores de los títulos 
múltiples: i) se trata de títulos valores; ii) incorpora dos o más derechos 
individuales; iii) los derechos incorporados deben ser fungibles entre sí; iv) 
independencia jurídica de tales derechos, que pueden ser objeto de ejercicio y 
disposición por separado288. 
 
Con esta técnica se generan una serie de ventajas tanto económicas -ahorro en 
gastos de emisión- como de funcionamiento interno de la propia sociedad -mejoras 
en el abono de dividendos-. Su admisión se prevé expresamente por ley siempre 
concurran los siguientes requisitos: que la posibilidad de su emisión figure en los 
Estatutos, que sean emitidos con una serie de requisitos formales, y, por último, 
que revistan la forma nominativa o al portador dependiendo la clase de acciones 
que incorporen.  
 
Así las cosas, el socio siempre estará facultado para exigir el fraccionamiento del 
título múltiple y la subsiguiente emisión de títulos individuales y separados. Este 
derecho resulta plenamente justificado por motivos de índole práctica, por cuanto 
es viable la transmisión parcial de las acciones documentadas en un el título 
múltiple a través de una venta parcial de las mismas o por su enajenación a 
personas diferentes289; o por motivos derivados de los principios que rigen la 
normativa de anónimas y que sitúan al título unitario en la base del sistema legal. 
En definitiva, los títulos múltiples son “susceptibles de ser canjeados por títulos 
                                                 
287 En este sentido, vid. MATILLA ALEGRE, R., “Resguardos provisionales. Certificados de 
inscripción. Títulos múltiples. Sustitución de títulos”, en AA.VV., Derecho de sociedades anónimas, 
(Coords. Alberto Alonso Ureba y otros), T.II, Vol.1, Madrid, 1991, p. 654. 
288 Al respecto, vid. GONZÁLEZ CASTILLA, F., Representación de acciones mediante anotaciones en 
cuenta, Valencia, 1999, p. 130. 
289 Como bien se ha matizado, esta posibilidad convierte a los títulos múltiples en títulos variables 
operando tal transmisión al margen del propio documento sin que venga acompañada de la 
tradición de éste. Eso sí, cuando se efectúe dicha transmisión deberá sustituirse el viejo título 
múltiple por tantos nuevos múltiples o simples como la transmisión precise; vid. GARRIGUES-URÍA, 
Comentario…, I, op.cit. pp. 396-397. 
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unitarios en cualquier momento, y en los que se documentan varios derechos de 
socio que permanecen jurídicamente autónomos y pueden ser transmitidos por 
separado mediante el oportuno desglose”290. 
 
En torno a la concreta admisión de los títulos múltiples en las sociedades 
cooperativas, tan sólo tres normas prevén su validez291, careciendo el resto de una 
mención concreta al respecto. En este punto nos encontramos, nuevamente, con 
una omisión legal que será subsanable si se cumplen unos requisitos que deben 
coincidir mutatis mutandis con los estipulados en el ámbito de las sociedades 
anónimas, esto es, siempre y cuando se prevea estatutariamente la emisión de 
títulos múltiples y que éstos contengan una serie de requisitos formales292. 
 
Una ulterior cuestión es la relativa a la sustitución del título debido a extravío, 
sustracción y destrucción del mismo o en aquellos casos en los que un título debe 
ser modificado o sustituido por uno de nueva emisión correctamente actualizado. 
En relación con esta última causa, en las sociedades de capital, se considera que la 
sustitución de un título no actualizado está fundamentada en el principio de 
literalidad que rige los títulos valores, cuya finalidad es asegurar que lo previsto en 
el documento coincide con el régimen jurídico que le sea aplicable.  
 
En la legislación cooperativa, la disciplina de la actualización de los documentos 
acreditativos de las aportaciones al capital social no se aborda de manera clara. 
Así, parece preconizarse la necesaria actualización de las libretas de participación 
o cartillas y de las anotaciones en cuenta. Sin embargo, no podemos deducir –
según el contenido literal de las leyes- que la cooperativa esté obligada a la 
sustitución de un título nominativo que ha sido emitido debido a una actualización 
de los datos contenidos en el mismo, y ni siquiera queda claro, en algunas 
disposiciones, que deban actualizarse293.  
                                                 
290 Vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 396. 
291 Vid. Art. 77.3, I, LSCA; Art, 74.5, III, h) LCCLM; Art. 49.4, I LCCMadrid 
292 En concreto, tal y como se ha matizado, “han de extenderse en libros talonarios y estar 
numerados correlativamente (numeración que, en el caso de los títulos múltiples, ha de ser doble, 
la del propio título y la de las acciones que representen); y, luego, comprender las menciones 
exigidas con car|cter general para todas las acciones (art. 53)”, MATILLA ALEGRE, R., 
“Resguardos…”, op.cit. p. 655. 
293 Sirvan como ejemplos el Art. 49.2 LSCEX; el Art. 69.6 LCIB; etc. 
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Por consiguiente, con el objetivo de paliar estas lagunas procederá una aplicación 
analógica de la disciplina de anónimas respecto a la sustitución de títulos. No 
obstante, en este punto no conviene obviar la defectuosa redacción de algunas 
normas cooperativas por cuanto no sería coherente que algunos documentos 
acreditativos deban actualizarse necesariamente y los títulos nominativos sigan un 
régimen diverso. Por ello, el criterio correcto será que las sucesivas variaciones de 
las aportaciones hayan de tener reflejo en cualquier documento que las acredite, 
fundamentalmente por razones de seguridad jurídica que requieren la emisión de 
un nuevo documento sustitutivo del anterior cuando las circunstancias 
constatadas en el original varíen. En tales supuestos, la única alternativa posible 
para mantener correctamente informado al socio será remitirle a su domicilio un 
nuevo título actualizado o poner a disposición de los socios dichos títulos de 
cualquier otro modo. Por consiguiente, cuando exista tal variación habrá que 
emitir un nuevo título nominativo para sustituir el previamente emitido294.  
 
3.4.- Libretas de participación nominativas. 
 
Este método de acreditación de las aportaciones al capital social tuvo inicialmente 
un escaso reconocimiento legal295. Con el tiempo y bajo la denominación indicada o 
con diversa terminología -por ejemplo, cartillas296-, se ha convertido en una de las 
formas más comunes de acreditar las aportaciones al capital social o, cuando 
menos, en la principal alternativa a la emisión de títulos nominativos. 
 
                                                 
294 Esta duda ya se había planteado teniendo en cuenta la redacción del Art. 72 de la derogada LGC. 
Al respecto se llegaba a las siguientes conclusiones: a) la necesaria actualización del valor 
incorporado en los títulos después de cada operación societaria de actualización de aportaciones y  
de imputación de pérdidas de ejercicio, mediante la emisión de un nuevo documento sustitutivo del 
anterior; b) la ventaja que supone, en este punto, la utilización de otros medios de acreditación –
libretas de participación- que permiten la anotación o registro contable en el mismo documento; 
vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, op.cit. pp. 229-230. 
295 Las libretas de participación nominativas fueron incorporadas por la anterior legislación 
catalana de cooperativas refundida por el Decreto Legislativo 1/1992, de 10 de febrero, y derogada 
por la presente LCCAT 
296 Al respecto también hay que indicar que existen normas que distinguen dos tipos de 
documentos -libretas de participación o cartillas- con lo que debemos deducir que no establecen la 
citada equiparación, vid. por ejemplo, Art. 57.2 LCPV, Art. 69.6 LCIB. Otras tan sólo hacen referencia 
a las cartillas, pensamos que como término equiparable al de libreta, vid. Art. 45.1 LFCN 
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Ante la falta de una definición legal, es necesario recurrir a la analogía para 
apuntar un concepto de libreta de participación nominativa. A nuestro juicio, 
resulta válido el concepto de libreta de ahorros entendido como aquél documento 
utilizado por las entidades de crédito configurado como soporte contable y que 
está dirigido fundamentalmente a personas físicas no comerciantes cuya finalidad 
es el ahorro. Con una operativa más sencilla que la cuenta corriente, la libreta de 
ahorros no dispone de una información detallada en extractos, si bien incorpora 
las oportunas actualizaciones a petición del cliente y que son realizadas en el 
propio documento297. En todo caso, la libreta de ahorros no posee en nuestro 
ordenamiento, a diferencia de lo que sucede en otros, la calidad de título valor298. 
 
El concepto que podríamos avanzar de las libretas de participación nominativas 
como método para acreditar el capital en las sociedades cooperativas coincide, 
mutatis mutandis, con el apuntado de la libreta de ahorros. Ambos mecanismos de 
registro presentan múltiples semejanzas en su funcionamiento, por cuanto en la 
libreta de participación de las sociedades cooperativas se van anotando cargos y 
abonos como la aportación inicial, las sobrevenidas, así como las actualizaciones y 
deducciones 299. Destacaríamos, a efectos de lo que nos interesa, las siguientes 
características de la libreta de participación: i) se configura como un documento 
acreditativo de las aportaciones realizadas al capital social; ii) es necesaria la 
forma nominativa; iii) carece de la catalogación de título valor; iv) es utilizada 
como soporte contable de las participaciones sociales que posee el socio; y, v) es 
viable la actualización en el propio documento.  
 
                                                 
297 Vid. ZUNZUNEGUI, F., Derecho del Mercado Financiero, 3ª edic., Madrid, 2005, p. 564.  
298 Así, como se ha puesto de manifiesto, “dentro del sistema de numerus clausus de nuestro 
Derecho de títulos valores, que no permite a los particulares crear nuevos títulos valores “atípicos” 
no reconocidos expresamente por el legislador, por lo que tampoco las “libretas de ahorro” de las 
Entidades de crédito merecen dicha calificación (STS de 27 de diciembre de 1985, R. 6.654), a 
diferencia –por ejemplo- del Derecho alem|n”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 
1987”, op. cit. p. 229.  
299 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 390. 
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En la legislación cooperativa actual300, se suele permitir la acreditación de las 
aportaciones mediante libretas de participación nominativas301. En lo que atañe al 
régimen jurídico de este sistema de acreditación, proceden varias matizaciones.  
 
El método de acreditación ha de preverse en los estatutos. Esto significa, a nuestro 
juicio, que la elección del sistema de acreditación mediante libretas de 
participación -pese a que en la norma figuren también otros sistemas- excluye la 
utilización del resto.  
 
Debido a su naturaleza nominativa, las libretas deberán contener aquellas 
menciones obligatorias especificadas -en algunas normas cooperativas- para los 
títulos nominativos y que entendemos aplicables a las libretas de participación302. 
 
Asimismo, las libretas de participación no pueden ser consideradas como títulos 
valores, puesto que tal sistema de documentación “no lleva incorporado un valor, 
un derecho, de tal forma que la transmisión del documento no comporta la de un 
derecho anejo al mismo”303.  
 
Por último, este sistema de acreditación resulta útil, sobre todo, por la forma de su 
llevanza. Ante los inconvenientes de la utilización de los títulos nominativos, las 
libretas de participación se configuran como un instrumento más fiable puesto que 
en el propio documento se refleja el número de participaciones que posee el socio 
titular del mismo y, sobre todo, que se hace constar cualquier variación o 
actualización en el capital social.  
 
                                                 
300 Tal y como se puntualizó, “la Ley General de Cooperativas de 1987 en su artículo 72.2, sólo 
reconocía dos mecanismos de acreditación de las aportaciones al capital social, los títulos 
nominativos y las llamadas libretas de participación. Esta dualidad, ha sido recogida, con algún 
matiz por las normas autonómicas”; PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades…”, op.cit. p. 241. 
301 Vid. Art. 55.1 LCCAT; Art. 77.3 LSCA; Art. 49.2 LSCEX; Art. 61.3 LCLR; Art. 49.4 LCCMadrid; Art. 
55.4 LCCV; Art. 81, I LCPA 
302 Al respecto, entre otras, vid. Art. 77.3, II LSCA; Art. 49.4 LCCMadrid. Estas normas recogen 
expresamente una serie de menciones que obligatoriamente han de reflejarse tanto en los títulos 
nominativos como en los casos donde las aportaciones se acrediten mediante libretas de 
participación nominativas. 
303Vid. PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 45 LC”, op.cit. p. 211. 
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En esta línea se han apuntado dos cuestiones. Por una parte, la relativa al momento 
en el que procede realizar los registros contables que se llevarán a cabo siempre 
que se produzcan actualizaciones o deducciones de valor en las aportaciones. Por 
otro lado, la ventaja que supone que la “anotación o registro contable se practica 
en un único documento, lo que evita discordancias futuras”304, en contraposición 
con el sistema de destrucción de títulos nominativos y posterior emisión de los 
correctamente actualizados.  
 
3.5.- Anotaciones en cuenta. 
 
Como complemento a los mecanismos de acreditación citados o, excepcionalmente, 
como único sistema viable para acreditar las aportaciones al capital social, algunas 
leyes cooperativas posibilitan que la acreditación se lleve a cabo a través de 
anotaciones en cuenta. Se trata de una forma de representación que surge para 
valores negociables si bien la aplicación a las aportaciones cooperativas -valores 
no negociables- supone la sustitución del documento por la anotación en un 
registro informático que crea una apariencia de existencia y titularidad del valor.   
 
En este punto conviene matizar el régimen jurídico básico de incorporación en el 
ámbito de anónimas; y, por otro lado, la recepción legal de este método de 
acreditación así como su regulación en sede cooperativa. 
 
Este sistema de acreditación fue incorporado en la normativa de anónimas con 
motivo de la promulgación del TRLSA y se conforma como un método alternativo 
al tradicional basado en la emisión de títulos305. Se posibilita la representación 
                                                 
304 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC”, op.cit. p. 229. 
305 Como bien se ha puntualizado, respecto al cambio que supuso abandonar el único método de 
acreditación fundamentado en un soporte material e incorporar un nuevo modo de representación 
de las acciones, “no se quiso renunciar a las ventajas funcionales que ofrecía los títulos-valor; el 
cambio de soporte tan sólo pretendía simplificar el ejercicio y circulación del derecho, que 
encontraban un serio obstáculo en la manipulación del papel. En ambos casos se trataría de valores 
mobiliarios porque las anotaciones en cuenta habrían de cumplir las mismas funciones que los 
títulos.”; vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario Art. 51 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley 
de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo-Jose Miguel Embid-Carlos Górriz), Vol. I, 2ª edic., 
Madrid, 2009, p. 538. De hecho, este sistema viene a significar “el último paso de un proceso de 
progresiva desmaterialización de los valores mobiliarios, al que se ha llegado por una pérdida 
paulatina de las funciones económicas encomendadas a esta categoría de documentos, como 
instrumentos para facilitar la circulación y el ejercicio de los derechos de los que eran su expresión 
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mediante anotaciones en cuenta de acciones que no están admitidas en un 
mercado secundario oficial si bien tendrán la catalogación de de valores 
mobiliarios. La sociedad emisora -de forma voluntaria- puede optar entre una 
representación mediante títulos-valores o por anotaciones en cuenta debiendo 
elegirse la opción en sede estatutaria. Por el contrario, cuando una sociedad cotiza 
en un mercado oficial de valores, sus acciones deberán de estar representadas 
mediante anotaciones en cuenta con el objetivo fundamental de facilitar su 
negociación. En tal supuesto, la sociedad carece de alternativas y obligatoriamente 
ha de representar sus acciones mediante el sistema de anotaciones en cuenta.  
 
En relación con la representación mediante anotaciones en cuenta, hay que 
plantearse cuál es el método de llevanza de este sistema contable. Para el supuesto 
de acciones no cotizadas el órgano de administración de la sociedad anónima 
emisora designará a la entidad encargada de tal labor306. En el caso de acciones 
cotizadas el sistema de representación tiene una complejidad mayor en aras de 
otorgar una total seguridad a los inversores307. 
 
Desde la óptica del Derecho cooperativo, existe una paulatina admisión de ciertos 
mecanismos de acreditación -como la relación nominal de socios con su 
correspondiente importe o la propia representación mediante anotaciones en 
cuenta- que implica validar unos instrumentos registrales que sustituyen a la 
tradicional acreditación mediante un sistema documental308.  
                                                                                                                                               
física, a consecuencia de las importantes dificultades materiales que ocasionaba la custodia y 
manejo de grandes volúmenes de papel producto de su utilización masiva (…)”; vid. VELASCO SAN 
PEDRO, L.A., “La documentación de la posición de socio”, en AA.VV., Derecho de las Sociedades 
Anónimas, (Coord. Alberto Alonso Ureba y otros), Tomo I, Madrid, 1991, p. 331. Este proceso de 
desmaterialización al que hemos aludido ha sido gradual; desde la originaria creación de los 
embrionarios sistemas de Deuda pública inscrita en las ciudades estado de la Italia del XIV; pasando 
por la legalización en Alemania en 1937 de los mecanismos de depósito y liquidación de 
operaciones sin movimiento de títulos; la recepción de este mecanismo por otros países europeos, 
entre los que figura España con el RD 1128/1974, de 25 de abril, de regulación del sistema de 
liquidación de operaciones en Bolsa y depósito de valores mobiliarios. Un completo estudio de 
estos antecedentes históricos es realizado por GONZÁLEZ CASTILLA, F., Representación…, op.cit. pp. 
55-76 (en especial). 
306 Por ley, está designación deberá recaer sobre una empresa de servicios de inversión o una 
entidad de crédito autorizada para realizar esa actividad. Al respecto, vid. Art. 7 LMV  
307 En este sentido, conviene señalar que existe un sistema de doble escalón, compuesto por un 
Registro Central cuya llevanza es responsabilidad del Sistema de Compensación y Liquidación de 
Valores y un registro propio en las entidades adheridas al sistema en el que se anotan los valores de 
sus clientes. 
308 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 207. 
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Con todo, la recepción del sistema de anotación en cuenta es minoritaria en la 
legislación cooperativa y ha sido objeto de crítica doctrinal. En efecto, tan sólo 
cinco normas lo prevén de forma expresa bajo la terminología indicada309 mientras 
que la LCRM denomina al sistema como de “acreditación mediante anotaciones 
contables”310. Asimismo, entendemos que la acreditación mediante anotaciones en 
cuenta sería viable de acuerdo con aquellas leyes que, por su redacción flexible, 
admiten que la forma de acreditar el capital se determine estatutariamente 
siempre y cuando que, con el sistema elegido, se puedan comprobar 
fehacientemente las aportaciones que se han realizado por cada socio y las 
sucesivas actualizaciones.  
 
La posición crítica de la doctrina se fundamenta en la complejidad que supone 
extrapolar al Derecho cooperativo un sistema de acreditación diseñado para 
valores negociables que, como tal, resulta sometido a la disciplina de la LMV. Al 
respecto, se ha mantenido que los documentos que representan el capital de la 
cooperativa no son títulos valores por lo que el sistema de anotación en cuenta en 
este tipo de sociedades, tendría más relación con la simple admisión de bases de 
datos informáticas para acreditar las aportaciones sociales311. Es más, la remisión a 
la normativa reguladora de los mercados de valores sería a efectos meramente 
formales puesto que sustancialmente no nos hallamos ante valores negociables312. 
En cualquier caso -como mínimo y con el objetivo de cumplir los citados 
formalismos- la sociedad cooperativa tendría que designar una entidad 
especialmente autorizada para la llevanza de dicho sistema y estaría supeditada al 
régimen de supervisión antes descrito313. En definitiva, estos condicionantes 
implican que la recepción de este sistema registral en el Derecho cooperativo 
                                                 
309 Vid. Art. 74.5 LCCLM; Art. 49.2 LSCEX; Art. 55.4 LCCV; Art. 69.6 LCIB; Art. 49.4 LCCMadrid 
310 Vid. Art. 64.3 LCRM 
311 En este sentido, PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 256. De hecho así podría 
interpretarse la mención al sistema de acreditación mediante “anotaciones contables” –diverso al 
de “anotaciones en cuenta”- previsto por el Art. 64.3 LCRM. 
312 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J, “Posición jurídica del socio (II): baja y expulsión; transmisión de 
aportaciones”, AAVV, La Sociedad Cooperativa en la Ley 27/1999…, (Coord. Francisco J. Alonso 
Espinosa), op.cit. p. 177; PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 256. 
313 Cuestión que expresamente se cita en alguna norma, vid. Art. 55.4. III LCCV 
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presente ciertas dificultades y costes que no auguran un uso muy extensivo314, sólo 
encontrando justificación en cooperativas con muchos socios315.   
 
Una ulterior puntualización es la relativa a la obligación de la cooperativa de 
remitir extractos informativos de las anotaciones en cuenta al socio316. Esta 
cuestión -que tan sólo aparece recogida en alguna norma de las que prevén este 
sistema de acreditación- genera varios interrogantes. 
 
Se presentan dudas acerca de sobre quién recae la responsabilidad por no cumplir 
con este deber, puesto que por una parte es el Consejo Rector de la cooperativa es 
el órgano competente para la llevanza de los libros de carácter obligatorio pero, 
por otra, existe una entidad autorizada como responsable del sistema de 
anotaciones en cuenta. En este punto, nos inclinamos por la responsabilidad 
directa del órgano de gobierno de la cooperativa frente al socio sin perjuicio de la 
acción de repetición de aquél frente a la entidad autorizada317. Otra cuestión 
dudosa es la relativa a la periodicidad con la que hay que cumplir este deber dado 
que, por ley, se exige la remisión del extracto “al menos” una vez al año. Al 
respecto, entendemos que -de acuerdo con una interpretación coherente con los 
principios que rigen la documentación de las aportaciones al capital social- la 
cooperativa estaría obligada a comunicar al socio o socios afectados -como 
mínimo- cada vez que exista una variación bien por actualización o por imputación 
de pérdidas en sus aportaciones318. Por último, un tercer interrogante lo 
                                                 
314 Al respecto, PANIAGUA ZURERA, M., La Sociedad…, op.cit. p. 256. 
315 Con acierto se ha señalado que: “Se ha acogido la posibilidad de las anotaciones en cuenta 
independientemente de las causas y objetivos que motivaron su nacimiento y su específica 
regulación, reservadas hasta ahora a los mercados de valores, siendo del todo ajenos a la práctica 
cooperativa y que sólo tendrán sentido, debido a los altos costos de esta forma registral de 
acreditación, en cooperativas de amplia base social, como puede ser las Agrarias o las de Crédito”; 
PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades…”, op.cit. p. 241. 
316 Vid. Art. 55.4, II LCCV 
317 Existen diversas posiciones doctrinales sobre la naturaleza del contrato que une a la sociedad 
emisora con la entidad designada para el registro de las anotaciones en cuenta. Algunos autores 
califican a esta relación como un arrendamiento de obra, vid. ESPINA PÉREZ, D.,  Las anotaciones en 
cuenta. Un nuevo medio de representación de los derechos, Madrid, 1995, p. 349. Otros la sitúan en el 
marco del arrendamiento de servicios o de la comisión, al respecto, vid. RECALDE CASTELLS, A., 
“Comentarios Arts. 60-61 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades Anónimas (Coords. 
Ignacio Arroyo-Jose Miguel Embid-Carlos Górriz), 2ª edic., Madrid, 2009, op.cit. p. 619. 
318 Duda que aparece totalmente resuelta en el Art. 64.3 LCRM, donde se declara que: “En todo caso, 
el socio tendrá derecho cada vez que se efectúen nuevas aportaciones a que le entregue un extracto 
de las mismas (…)”. 
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encontramos en aquellas leyes en las que no figura una concreta previsión sobre el 
deber de informar por medio de extractos319. A nuestro entender, dicho deber va 
íntimamente ligado a la naturaleza de este sistema y, en consecuencia, siempre 
sería exigible el deber de información aunque no exista tal previsión legal320. 
 
3.6.- La representación de la aportación cooperativa mediante títulos 
valores. 
 
El artículo 81, II LCPA y el artículo 74.5, II LCCLM permiten, respectivamente, la 
documentación de las aportaciones a través de títulos valores –que podrán ser 
nominativos o no- o que se les atribuya la condición de valores mobiliarios. Para 
que tal representación sea viable han de concurrir las siguientes circunstancias: i) 
que los estatutos sociales prohibieren la baja voluntaria del socio a favor de su 
salida a través de la técnica de la transmisión de sus aportaciones sociales prevista 
legalmente –en concreto en el artículo 92.4 LCPA y el 31 LCCLM-; y, ii) cuando la 
las aportaciones puedan ser libremente transmisible sin intervención previa por 
parte de la cooperativa321.  
 
No obstante, llegados a este punto, entendemos que convendría analizar si procede 
la adscripción de las aportaciones cooperativas a la categoría de los títulos valores. 
Para que esto sea posible hay que corroborar si los títulos que representan las 
aportaciones a la cooperativa participen de las características definitorias de título 
valor.  
 
En la doctrina resulta pacífica la definición de lo que ha de entenderse por título 
valor. Así, con amplitud, “título valor es todo documento que representa o 
                                                 
319 Vid. Art. 49.2 LSCEX; Art. 69.6 LCIB 
320 En ocasiones hay una remisión genérica a que el sistema de acreditación mediante anotaciones 
en cuenta se rija por lo dispuesto en la LMV y normas que la desarrollan. Así, en el Art. 49.4, III 
LCCMadrid donde se dispone que: “Las Cooperativas que cuenten con más de cien socios podrán 
también acreditar las aportaciones mediante anotaciones en cuenta. En este caso, el extracto de las 
mismas deberá ser remitido al domicilio del socio al menos una vez al año y se regirán por lo 
dispuesto en la Ley del Mercado de Valores y normas que la desarrollan”. En un sentido similar vid. 
Art. 55, 4, III LCCV. Con una formulación más genérica, por cuanto la remisión se hace a lo que 
determine su legislación específica, vid. Art. 49.2 LSCEX 
321 Como podemos comprobar la disciplina de este mecanismo de acreditación está íntimamente 
ligada con la transmisión de las aportaciones razón por la cual volveremos a esta cuestión en el Cap. 
7 del presente trabajo. 
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incorpora un derecho privado de forma tal, que para el ejercicio del derecho es 
necesaria la tenencia del documento”322. Desde una óptica más descriptiva se 
considera título valor a aquel documento que incorpora un derecho literal, 
autónomo y transmisible. En definitiva, el título valor es un documento que 
incorpora un derecho que deriva de una obligación previa o causal pero no sirve 
para documentarla por cuanto su consecuencia es la constitución de una nueva 
obligación en virtud del título creado; la denominada relación cartácea.  
 
La función fundamental del título valor es facilitar la transmisión del derecho en él 
incorporado y eso se consigue debido a las siguientes características: abstracción, 
literalidad, autonomía y legitimación por su posesión. En efecto, el alcance del 
citado derecho debe conocerse con una lectura del título o -dicho de una manera 
más ilustrativa-“lo que no est| en el título no est| en el mundo”. Esta frase 
compendia, a la perfección, el sentido de la característica de la literalidad. 
Asimismo, la situación jurídica creada con la emisión del título valor es 
independiente de la que le sirvió de causa por lo que el adquirente de un título 
valor recibe, como titular originario, un derecho autónomo desvinculado de las 
circunstancias del transmitente, de ahí que se diga que los títulos valores tienen la 
característica de la autonomía. Por último, la posesión del título es un requisito 
mínimo e indispensable para ejercitar el derecho en él contenido323. La 
catalogación como título valor podría extenderse a cualquier título al que 
legalmente se le asignaran dichas características, de hecho los criterios 
clasificatorios utilizados por la doctrina son variados y amplios con el objetivo de 
englobar la multiplicidad de documentos que poseen esta catalogación324.  
                                                 
322 Vid. DE EIZAGUIRRE, J. Mª., Derecho de los títulos valores, Madrid, 2003, p. 21. 
323 Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, G.J., “Los títulos valores”, en AA.VV. Derecho Mercantil, (Coord. 
Guillermo J. Jiménez Sánchez), Vol 2, 9ª edic., Barcelona, 2004, pp. 8-12. 
324 Por la claridad y el orden que otorga al sistema de los títulos-valores, haremos una mención a 
cuáles son los principales criterios clasificatorios utilizados por la doctrina. Así: a) por razón de la 
clase o contenido del derecho representado, en donde diferenciaríamos entre: títulos jurídico 
obligacionales o de crédito; títulos jurídico-reales; y, títulos de participación; b) por su función 
económica, donde encontramos: títulos-valores del mercado de capitales; títulos-valores del 
sistema de pagos y crediticio: y, títulos-valores de la circulación de las mercancías; c) por la forma 
de emisión o libramiento, donde hay que distinguir entre: títulos emitidos en serie o en masa; y, 
títulos singulares o aislados; d) por la determinación del tenedor legítimo, al respecto existen: 
títulos al portador; títulos a la orden; y títulos directos o nominativos; e) por el significado de la 
emisión del documento para el nacimiento del derecho cartular, donde distinguimos entre: títulos-
valores constitutivos y títulos-valores declarativos;  por último, f) por la relación del derecho 
incorporado con el negocio básico o causal, podemos hablar de: títulos-valores abstractos y de 
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Dicho esto, la aportación cooperativa podría ser considerada como título valor por 
ser un título que acredita que una persona posee la condición de socio en la 
cooperativa, configurándose -entre otros métodos de acreditación- la emisión de 
títulos como el más común; y puesto que la cualidad de socio no depende de la 
emisión del correspondiente título sino que aquélla es una condición que precede a 
ésta.  
 
No obstante, las aportaciones cooperativas no encajan totalmente en la definición 
ni poseen las características propias de los títulos valores por varios motivos. El 
derecho que se incorpora al título de la aportación cooperativa posee una 
literalidad imperfecta puesto que -al igual que sucede con la acción- su contenido 
puede estar matizado por el contenido estatutario o por la ley. Por lo demás, tal 
derecho -como se plantean las normas cooperativas- no es autónomo de la relación 
causal que le sirve de origen y, en menor medida, es libremente transmisible.  
 
Con todo, la razón estricta de su no catalogación como título valor no deriva de la 
ausencia de estas características sino “que el sistema de los títulos valores requiere 
una previsión o base legal expresa incompatible con la creación de documentos 
provistos de las mencionadas propiedades por la simple voluntad privada 
(atipicidad): prevaleciendo al respecto por consiguiente el principio de numerus 
clausus”325. En definitiva, dicho sistema tiende a otorgar unas propiedades 
jurídicas específicas a un título con el objetivo de facilitar su transmisión y otorgar 
seguridad en su circulación de ahí que sea necesaria una previsión legal expresa. 
En este sentido, la LCPA posibilita la representación mediante títulos valores, 
mientras que la LCCLM dispone que tal acreditación se podría realizar por títulos 
que tendrían la condición de valores mobiliarios326.  
 
Finalmente, también hay que resaltar que la normativa reguladora del mercado de 
valores priva expresamente de la cualidad de “valor negociable” a las aportaciones 
                                                                                                                                               
títulos valores causales. Para un análisis de los criterios clasificatorios que acabamos de exponer, 
vid. DE EIZAGUIRRE, J. Mª. , Derecho…., op.cit. pp. 55-63. 
325 Vid. DE EIZAGUIRRE, J.Mª., Derecho…, op.cit. p. 52. 
326 Vid. Art. 81, II LCPA; Art. 74.5, II LCCLM 
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de las sociedades cooperativas. En concreto -según la normativa que regula los 
requisitos y el procedimiento aplicables a las admisiones a negociación de valores 
en los mercados secundarios oficiales- así como las ofertas públicas de venta o 
suscripción de valores negociables, las aportaciones a capital de las sociedades 
cooperativas de cualquier clase no tienen la consideración, en principio, de valores 
negociables327. No obstante, dicha normativa contiene una salvedad para las 
aportaciones realizadas a las cooperativas en las que “por su régimen jurídico 
específico se les considere valores negociables”. Por consiguiente, la norma es lo 
suficientemente permisiva como para replantear la naturaleza jurídica de las 
aportaciones al capital social en las cooperativas y, en consecuencia, considerarlas 
como valores negociables.  
 
De hecho, en las cooperativas mixtas328, las denominadas “partes sociales con voto” 
podrán estar representadas por medio de títulos o anotaciones en cuenta y se 
someterán a la normativa reguladora del mercado de valores329. Asimismo, en la 
regulación de este tipo de cooperativas se determina que tanto las obligaciones 
como los derechos así como el régimen de aportación de tales “partes sociales con 
voto” se disciplinar|n por lo previsto en los estatutos y supletoriamente por lo 
previsto en la legislación de sociedades anónimas para las acciones330. En esta 
línea, también se han planteado nuevas formas de financiación cooperativa –como 
el “capital comanditario”331- en las que la aportación social podría representarse 
por medio de acciones que tendrían la catalogación de títulos valores y su 
negociación en mercados oficiales resultaría indubitada. Así las cosas -tal y como 
acertadamente se ha apuntado en relación con las cooperativas mixtas- la libertad 
de transmisión de las partes sociales “puede facilitar la captación, por parte de la 
cooperativa, de recursos externos, pues es evidente que la libre transmisibilidad de 
                                                 
327 En este sentido, vid. Art. 2.3, c) del RD 1310/2005, de 4 de noviembre, que desarrolla 
parcialmente la Ley 24/1988, de 28 de julio, del mercado de valores, en materia de admisión a 
negociación de valores en mercados secundarios oficiales, de ofertas públicas de venta o 
suscripción y del folleto exigible a tales efectos.  
328 La primera norma que incorporó este tipo de cooperativas fue la LCPV que en su Art. 136.1. Para 
una breve referencia a su régimen jurídico vid. Infra. Cap. 4.7. 
329 Vid. Art. 136.1 LCPV; Art. 107.1 LC; Art. 186.1 LCPA; Art. 152.1 LCCLM 
330 Vid. por ejemplo, Art. 136.3 LCPV; Art. 107.3 LC; Art. 186.3 LCPA; Art. 152.3 LCCLM 
331 Vid. Infra. Cap. 4.7. 
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las partes sociales con voto dota de un mayor atractivo a su suscripción y, por 
tanto, a la inversión de capital en una cooperativa de estas características”332.  
 
3.7.- Otras formas de acreditación: anotaciones contables, fichas y relación 
nominal de socios. 
 
Una opción diversa a la anteriormente citada sería la de considerar que la 
acreditación a través de “anotaciones contables” -prevista, concretamente, en la 
LCRM- posibilita la acreditación por medio de bases de datos informáticas cuya 
llevanza sería una competencia de la propia sociedad cooperativa333.  
 
De consagrarse este sistema, las ventajas para la cooperativa serían indudables 
tanto desde un punto de vista económico como organizativo. Del mismo modo, la 
posición del socio quedaría reforzada siempre que se garantice su derecho a estar 
convenientemente informado sobre la actualización de sus aportaciones. En este 
sentido, es necesario que la norma recoja fielmente la obligación de la cooperativa 
de remitir un extracto cada vez que se realice la oportuna variación y, para mayor 
abundamiento, garantice en todo momento el derecho que tiene el socio a 
examinar el libro registro de aportaciones cuya llevanza es obligatoria por la 
sociedad cooperativa334.  
 
Separándose de los sistemas de acreditación más comunes, hallamos, por una 
parte a la LFCN335, que también posibilita la representación de las aportaciones 
mediante fichas o relación nominal de socios con su correspondiente importe. Este 
sistema sustituye a la tradicional representación de las aportaciones por medio de 
la expedición del correspondiente documento, y su elemento caracterizador radica 
en que tanto las oportunas fichas como la relación nominal de socios deberán ser 
diferentes para “unas y otras aportaciones”. De la literalidad de la norma surge la 
                                                 
332 Vid. TATO PLAZA, A., “Breves notas en torno ó réxime xurídico das cooperativas de capital 
mixto”, Cooperativismo e Economía Social, núm. 15, xaneiro-xuño 1997, p. 14. 
333 En esta línea, hay autores que no ponen ningún obstáculo a este tipo de acreditación, vid. 
PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 256. 
334 Las obligaciones de la cooperativa con el correspondiente derecho de los cooperativistas, 
aparecen clara y concisamente en el Art. 64.3 LCRM 
335 En concreto vid. Art. 45.1 LFCN. Esta norma, en lo relativo al régimen económico y como 
podremos volver a comentar en más de una ocasión, se separa de la regulación habitual prevista en 
otras leyes cooperativas tanto por su propia estructura como por el contenido. 
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duda acerca de si la existencia de varios tipos de fichas o varias relaciones 
nominales con su importe, se fundamenta en el tipo de aportación –obligatoria o 
voluntaria- o bien en el tipo de socio que la efectúa –socios, asociados o socios 
colaboradores-. En definitiva, del precepto parece deducirse la primera opción 
apuntada, es decir, que podrán existir diversos tipos de fichas o relaciones 
nominales dependiendo del tipo de aportación obligatoria o voluntaria al que 
hagan referencia. 
 
3.8.- El libro registro de aportaciones al capital social. 
 
El sistema de acreditación elegido se complementa con un libro social en el que 
han de figurar los datos relativos a las aportaciones que los socios van realizando 
al capital de la sociedad. La existencia de esta clase de libros es una característica 
común a todas las sociedades de capital y que, con los oportunos matices, también 
tiene su reflejo en la legislación cooperativa. 
 
El artículo 116 TRLSC336, en lo que concierne a las sociedades anónimas, requiere 
la llevanza por parte de la sociedad de un libro registro de acciones nominativas en 
el que han de constar la titularidad y las transferencias de propiedad o garantías 
relativas tanto a las acciones nominativas337 como a los resguardos provisionales 
que, en este punto, son equiparables a aquellas. En todo caso, no tienen acceso a 
dicho libro ni las acciones al portador ni las anotaciones en cuenta338. Por lo 
demás, aunque no figura expresamente en la norma, podrán emitirse certificados 
del libro registro de acciones a modo de documentos probatorios de inscripción 
con la finalidad de acreditar que una persona figura inscrita y cuál es el número de 
acciones que le pertenecen.  
                                                 
 
337Debido a que en dicho libro se asientan “hechos y relaciones jurídicas que afectan 
fundamentalmente a la relación del accionista con la sociedad y a la titularidad de los derechos y 
obligaciones inherentes a la acción. El accionista y el titular de derechos reales sobre las acciones 
tienen indudable interés en que ese libro se lleve con las formalidades exigidas por el Derecho 
frente a los libros de comercio, y la garantía mínima imprescindible está precisamente en su 
legalización: de esa forma ni podrá ser sustituido por otro a voluntad de la sociedad, ni alterados 
sus asientos arrancando los folios, o de cualquier otra manera”; vid. GARRIGUES-URÍA, 
Comentario…, I, op.cit. p. 418. 
338 Vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario Art. 55 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de 
Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo-Jose Miguel Embid-Carlos Górriz), 2ª edic., Madrid, 
2009, p. 568. 
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Con una formulación similar, los artículos 104 y 105 TRLSC disciplinan para las 
sociedades limitadas el denominado libro registro de socios. Aunque la 
nomenclatura difiere de la utilizada para las sociedades anónimas, este libro 
cumple una función similar a la anteriormente indicada para el libro registro de 
acciones nominativas, por cuanto su objetivo es servir como registro de las 
posiciones objetivadas del socio indicando quién es su titular dominical y los 
derechos reales y gravámenes que puedan existir sobre las participaciones 
sociales. Igualmente, el socio y los titulares de derechos reales sobre las 
participaciones sociales, tienen derecho a obtener la oportuna certificación. En 
este punto, la similitud con el libro registro de acciones nominativas es clara, 
señalándose con acierto que “se trata, m|s bien, de un registro de participaciones 
sociales muy similar en su estructura al libro registro de acciones nominativas”339.  
 
La eficacia de los libros señalados respecto a los hechos inscritos no es 
constitutiva, sino que tiene un mero valor probatorio que no resulta superior a 
cualquier otro medio de prueba, por ejemplo, la escritura pública en la que se 
documenta la transmisión o las cargas que existan sobre las acciones o 
participaciones sociales340. Asimismo carece de efectos legitimadores para el 
ejercicio de los derechos de socio341. En definitiva, el libro registro sirve como 
“elemento de organización interna que actúa como sistema de referencia auxiliar 
en el marco de las relaciones socio-sociedad”342. 
 
En torno al régimen legal aplicable al libro de acciones nominativas y del libro 
registro de las sociedades limitadas se plantea la duda sobre su condición de 
verdaderos libros contables. La cuestión tiene su relevancia en relación con el 
                                                 
339 Vid. ALONSO ESPINOSA. F.J., “Comentario Art. 27 LSRL”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada (Coords. Ignacio Arroyo-José Miguel Embid-Carlos Górriz), 
2ª edic., Madrid, 2009, p. 399. 
340 De hecho se ha argumentado que el libro registro por sí solo no prueba irrefutablemente el 
estado sobre la titularidad de las participaciones que pueda reflejar; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., 
“Comentario Art. 27 LSRL”, op.cit. p. 405. 
341 Cosa diversa es que el libro registro permita a la sociedad conocer quiénes son sus socios 
constituyéndose como “un mecanismo de legitimación para identificar de forma sencilla y segura 
las personas frente a las que se libera la sociedad cuando cumple y frente a quienes puede reclamar 
el cumplimiento de las obligaciones de los socios”; vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario Art. 55 
TRLSA”, op.cit. p. 567.  
342 Vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 27 LSRL”, op.cit. p. 398. 
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régimen específico de legalización, puesto que sería viable a posteriori -en el caso 
de ser catalogados como libros contables- o no procedería tal modalidad de 
legalización -si son considerados como libros corporativos-. En esta materia, se ha 
argumentado que, en puridad, no son libros de carácter contable, sino más bien 
libros corporativos que inciden en la relación entre los socios y la sociedad, por lo 
que no procedería legalizarlos con posterioridad a su utilización y sólo sería 
posible una legalización antes de su uso343. Sin embargo, esta interpretación parece 
contradecir la normativa societaria puesto que en ésta no se suele hacer una clara 
distinción entre los libros contables y los corporativos, de ahí que en la práctica se 
suelan admitir ambas modalidades de legalización. Finalmente, interesa destacar 
que la responsabilidad de la llevanza de estos libros recae sobre el órgano de 
administración de la sociedad, cuestión que podemos colegir de la normativa 
general prevista en el CCom, aunque esto no impide que la efectiva llevanza de los 
libros pueda ser encargada a terceros344. 
 
En el ámbito de las sociedades cooperativas, prácticamente todas las leyes exigen -
entre los libros cuya llevanza es obligatoria- uno equiparable a los anteriormente 
descritos. Así, el denominado libro registro de aportaciones al capital social es un 
documento de car|cter obligatorio que se llevar| en “orden y al día” pudiendo ser 
diligenciado y legalizado en el Registro de Sociedades Cooperativas que por ámbito 
territorial corresponda345.  
 
                                                 
343 Solución que, además, se apoya legalmente en una interpretación literal y coherente con lo 
establecido en el artículo 27 CCom; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 27 LSRL”, op.cit. 
pp. 403. 
344 Al respecto se ha mantenido, en sede de limitadas, que la normativa prevista en el CCom al 
respecto (en concreto artículos 25, 27, 29 y 30) debe considerarse aplicable en la medida que sean 
compatibles con su contenido; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 27 LSRL”, op.cit. p. 
402-403. En anónimas la llevanza del libro corresponde al órgano de administración no siendo una 
competencia delegable pero tal llevanza “puede encomendarse, dado su car|cter técnico, a uno o 
varios administradores o confiarse a terceros auxiliares”; vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario 
Art. 55 TRLSA”, op.cit. pp. 567-568. 
345 Entre la documentación social obligatoria también suele figurar un Libro registro de socios. Al 
respecto consideramos como reiterativa la existencia de un libro cuyos asientos coincidirán en lo 
esencial con los realizados en el Libro registro de aportaciones. En esta línea alguna norma 
cooperativa ha unificado ambos libros, estableciendo como necesario un único libro en el cual se 
figurarán el registro de los socios y sus aportaciones sociales, al respecto, vid. entre otras, Art. 70, 1, 
a) LCCAT; Art. 65, 2, a) LCCMadrid; etc. 
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En relación con lo apuntado, tal y como deducimos de la literalidad de las normas 
cooperativas, entre los libros obligatorios se diferencian aquellos que son 
catalogados como libros sociales o corporativos –donde ubicaríamos al Libro 
registro de aportaciones al capital social, Libro registro de socios y los Libros de 
actas de los órganos colegiados-; y los que participan estrictamente de la categoría 
de los libros contables –por ejemplo, Libro de inventarios y cuentas anuales y 
Libro diario-. Las leyes cooperativas, pese a que existe esta duplicidad, no suelen 
hacer diferencia en cuanto a los trámites de legalización346. Por consiguiente, nada 
impide que esta supervisión sea realizada en el Registro de Sociedades 
Cooperativas que corresponda, tanto con carácter previo a su utilización como 
posteriormente a la fecha de cierre del ejercicio social y dentro del plazo fijado por 
ley. 
 
La llevanza del libro registro de aportaciones sociales es una de las funciones del 
órgano de administración que, asimismo, deberá custodiar, vigilar y conservar ese 
libro así como todos los documentos de la sociedad cooperativa. Por tanto, las 
normas cooperativas imputan una responsabilidad basada en cualquier error u 
omisión que pueda contener dicho libro y derive de una falta de diligencia de las 
obligaciones legalmente previstas.  
 
Finalmente, conviene resaltar la posibilidad consignada en alguna norma de 
acreditar las aportaciones a capital social únicamente a través de la oportuna 
inscripción en libro registro prescindiendo de la emisión de títulos347. Igualmente, 
existe un régimen específico de representación del capital mediante títulos 
nominativos en las sociedades cooperativas de crédito348. Este tipo de cooperativas 
                                                 
346 Si bien existe alguna excepción por cuanto de la literalidad de alguna norma cooperativa 
deducimos que los trámites de legalización son diversos según la categoría a la cual pertenezcan los 
libros en cuestión. Si estos son catalogados como libros contables el régimen de legalización queda 
a lo que se prevea reglamentariamente, caso de no poseer dicha naturaleza existe un silencio legal 
que nos llevaría a aplicar por analogía el régimen general previsto en el CCom; al respecto, vid. Art. 
63.2 LCCV 
347 Al respecto, parece abrirse esta posibilidad en el Art. 48.1 LCAR al decretar que las aportaciones 
“se acreditar|n mediante inscripción en el libro registro de aportaciones al capital social y en la 
forma que determinen los Estatutos”. En otras normas de acuerdo con los amplios términos en que 
están redactadas no sería desechable esta opción, a modo de ejemplo, vid.: Art. 45.3 LC. 
348 En esta materia, vid. FERRER CAZORLA, I., “Comentario Art. 104 LC”, en AA.VV., Cooperativas. 
Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de julio, Madrid, 2001, pp.761-795; CORTÉS, L.J., “El mercado 
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sirven a las necesidades financieras de sus socios y de terceros mediante el 
ejercicio de actividades propias de las entidades de crédito. Dichas sociedades se 
clasifican en dos grandes grupos: las Cooperativas de Crédito agrícola –también 
denominadas Cajas Rurales- y las Cooperativas de Crédito no agrarias. En ambos 
casos poseen un régimen específico propio349 y, al ser catalogadas como Entidades 
de Crédito, están sometidas a la correspondiente autorización y supervisión por el 
Banco de España. En todo caso, su capital social estará representado únicamente 
por títulos nominativos que tendrán un mismo valor nominal. Éste será 
determinado estatutariamente y no podr| ser inferior a “diez mil pesetas”. 
Asimismo, en los estatutos se consignará el número de títulos que deban poseer los 
socios para acceder a la sociedad350. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                                                                                               
de crédito”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), Tomo II, 2ª edic., Madrid, 
2007, pp. 501-502.  
349 Establecido estatalmente por la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de Cooperativas de Crédito y su 
Reglamento de desarrollo aprobado por el Real Decreto 84/1993, de 22 de enero. 
350 Vid. Art. 7.1 LCCr 
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Capítulo 4.- Diferencia de la aportación con figuras afines. 
 
4.1.- Introducción. 
 
La participación social se puede definir genéricamente como “la cualidad o 
posición jurídica de una persona en virtud de su pertenencia a una sociedad”351.  
 
Su naturaleza jurídica no depende de la forma social en la que se enmarque -sea 
una sociedad anónima, limitada, cooperativa o de carácter personalista- y también 
resulta irrelevante la denominación que se le dé, siendo indiferente que se utilice el 
término de acción, participación, o el de aportación o cuota. Por consiguiente, la 
noción de participación social es unitaria para todo el Derecho de Sociedades por 
cuanto, en el plano de la naturaleza jurídica de la participación, no se identifican 
diferencias tipológicas entre las sociedades de personas y de capital352.Una 
cuestión diversa es la plasmación documental de la participación, aspecto en el que 
se advierten diferencias específicas entre las distintas sociedades353.  
 
Asimismo, la configuración legal que posee la participación social va íntimamente 
ligada al tipo de sociedad y, por ello, consideramos necesario destacar las 
principales características de las participaciones en que se divide el capital de las 
sociedades mercantiles.  
 
Por esta razón, se analizarán los rasgos que definen a las acciones, las 
participaciones y las cuotas de interés y, a continuación, se estudiarán las 
características distintivas de las aportaciones cooperativas. Con posterioridad, se 
examinarán diversas formas de financiación de la cooperativa a través de las que la 
sociedad recaba fondos de los socios o de terceros pero que, a diferencia de las 
aportaciones, no integran el capital social. 
 
                                                 
351 Vid. MENÉNDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, op.cit. p. 129. 
352 En este punto seguimos la opinión de MENÉNDEZ, A, “Comentario Art.5 LSRL”, op.cit. p. 130. En 
contra de esta posición, vid. GARRIDO DE PALMA, V.M., en AA.VV., La sociedad de responsabilidad 
limitada (Dir. Francisco J. Aranguren Urriza), T. I., Madrid, 1998, pp. 69-70.  
353 Como se deduce de lo expuesto en el anterior capítulo, vid. Supra. Cap. 3. 
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4.2.- Aportación cooperativa y acción. 
 
4.2.1.- Rasgos fundamentales de la acción. 
 
Una de las peculiaridades de la sociedad anónima es la de tener su capital dividido 
en acciones354. La acción ha sido catalogada como un concepto primordial dentro 
del de la sociedad anónima, lleg|ndose a afirmar que “la sociedad puede no ser 
anónima (muchas veces se designa la sociedad con el nombre de un comerciante 
de crédito conocido), pero tiene que ser siempre sociedad por acciones”355.  
 
Esta “función distintiva” de la división del capital en acciones frente a otros tipos 
sociales no es absoluta, puesto que sirve para diferenciarla de las sociedades 
limitadas pero no frente a la sociedad comanditaria, cuyo capital también puede 
estar dividido en acciones.  
 
En todo caso, la acción es el elemento más singular que identifica la sociedad 
anónima356 configur|ndose como “el concepto central de la sociedad anónima, 
hasta el punto de que en buen número de países a esta sociedad se la denomina 
sociedad por acciones”357. De hecho, resulta necesaria la posesión de una acción 
para ser considerado como socio y dicha titularidad constituye el dato objetivo útil 
para graduar su participación en el beneficio, su capacidad de influir en la 
administración social, así como la división del patrimonio social. En efecto, el 
número de acciones que detenta un socio en la sociedad sirve para fijar sus 
derechos al dividendo, al voto y a la oportuna cuota de liquidación.  
                                                 
354 Si bien, como se ha mantenido, la expresión “capital dividido en acciones” es defectuosa por 
cuanto el capital es una cifra determinada y a los socios no les corresponde ninguna parte en dicho 
capital de modo que, en definitiva, el capital no está dividido en ningún modo; al respecto vid. 
SÁNCHEZ CALERO, F., “La división del capital en acciones”, en AA.VV., Derecho de sociedades 
anónimas (Coords. Alberto Alonso Ureba y otros), T. II, Vol. 1, Madrid, 1994, p. 15; GARCÍA PITA Y 
LASTRES, J.L., “Acciones nominativas y al portador”, en AA.VV., Derecho de sociedades anónimas… 
(Coords. Alberto Alonso Ureba y otros), T.II, Vol.1, op.cit. pp. 526-527. 
355 Vid. GARRIGUES, J., Tratado…, T.I, 2, op.cit. pp. 728-729. 
356 Vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 47 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la 
Ley de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. I, 2ª 
edic., Madrid, 2009, p. 495. 
357 Vid. URÍA, R., Derecho Mercantil, 10ª edic., Madrid, 1975, p. 188. 
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Así pues, la acción se convierte en un término polisémico susceptible de ser 
analizado desde una triple perspectiva: como parte del capital, como derecho y 
como título358.  
 
Uno de los requisitos para la constitución de una sociedad anónima es la división 
de su capital en acciones. La acción se configura como una parte alícuota del capital 
social y posee diversa valoración según el parámetro que adoptemos. Existe el 
valor nominal, cuyo cálculo resulta de la división del capital social entre el número 
de acciones. Dicho valor es la cuantía de la aportación del accionista y “el 
sumatorio de los distintos valores nominales habrá de coincidir con la cifra 
designada como capital social”359. El valor contable o real deriva de la división del 
patrimonio social entre el número de acciones y varía a lo largo de la vida de la 
sociedad. Por último, el valor de mercado, que depende de la cotización variable de 
las acciones de la sociedad en una bolsa o mercado de valores. 
 
En lo que concierne al valor nominal interesa detenerse en varias cuestiones. En 
nuestro ordenamiento rige el principio de que toda acción tendrá siempre un valor 
nominal360 cuya cifra será fijada libremente por los fundadores y promotores y ha 
de constar en los estatutos y en la escritura fundacional361. El valor nominal de la 
acción puede venir expresado por una cantidad concreta o bien, con menos 
frecuencia, por un porcentaje respecto al capital social, hablando en el primer caso 
de acciones de suma y en el segundo de acciones de cuota362. Por lo demás, 
procede apuntar que las acciones, al ser partes alícuotas del capital social, han de 
poseer el mismo valor nominal, pero dicha igualdad no es absoluta al admitirse la 
                                                 
358 Dicho de otro modo, la acción puede considerarse: como cuota de interés social; como expresión 
de la condición de socio; y, por último, como valor negociable representado mediante títulos; vid. 
FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 47 TRLSA”, op.cit. p. 495-496. 
359 Vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 47 TRLSA”, op.cit. p. 496. 
360 La solución es idéntica en los ordenamientos más próximos pero en el derecho de sociedades 
norteamericano está permitida la emisión de acciones sin valor nominal. Son las denominadas 
“Shares without value” que en ningún momento hemos de confundir con las apuntadas acciones de 
cuota o de porcentaje ya que en las acciones sin valor nominal no hay referencia alguna al capital 
social, ni numérica ni porcentual; en este sentido, vid. SÁNCHEZ CALERO, F., “La división del 
capital…”, op.cit. p. 22. 
361 Al respecto, se ha dispuesto que, en teoría, el límite mínimo del valor nominal de la acción 
expresado en Estatutos estaría constituido por la unidad monetaria; vid. GARRIGUES, J., Tratado…, 
op.cit. p. 730. 
362 En este último caso el valor nominal no está expresado numéricamente y se concreta mediante 
una referencia a una cuota parte del capital social (1/100; 1/1000; etc.). 
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posibilidad de asignar un valor diverso a cada serie o clase de acciones emitidas 
por la sociedad363. 
 
Desde otro punto de vista, la acción puede ser contemplada como derecho364, por 
cuanto la posesión de la misma atribuye a su titular el derecho a ser socio y los 
“derechos esenciales del accionista son proporcionales al capital suscrito y 
desembolsado por cada socio”365. Las principales características de ese derecho 
son las siguientes: se adquiere mediante la aportación o la promesa de aportación 
de una parte del capital social, las cualidades personales del socio son irrelevantes 
para dicha adquisición -siendo suficiente poseer dinero o crédito y resultando 
indiferente si se es persona física o jurídica-, el derecho de socio se descompone en 
un haz de derechos subjetivos de carácter personal y patrimonial, se trata de un 
derecho transmisible sin necesidad del oportuno consentimiento de la sociedad y, 
finalmente, la cualidad de socio que la acción atribuye es indivisible. 
 
Por otra parte, procede señalar que la relación entre la aportación realizada al 
capital y los derechos dentro de la sociedad se venía disciplinando –
tradicionalmente- por un principio democrático de proporcionalidad, según el cual 
a mayor participación correspondían más derechos. No obstante, este régimen 
tradicional ha sido relegado en la actualidad, dado que la acción puede incorporar 
unos derechos diversos para un socio o grupo de socios por medio de la creación 
de acciones preferentes o acciones de voto plural.  
 
En consecuencia, frente a la acciones ordinarias “common shares” pueden existir 
unas acciones preferentes “preferent shares” cuyo contenido viene caracterizado 
por conceder unos derechos económicos que otorgan privilegios en el dividendo, 
en la cuota de liquidación y en el reembolso de dichas acciones. Asimismo, las 
acciones de voto plural permiten el ejercicio de un derecho político diverso al del 
                                                 
363 El valor nominal, eso sí, ha de ser igual para las acciones de la misma serie; al respecto vid. URÍA, 
R.- GARRIGUES, J., Comentario…, op.cit. p. 380; SÁNCHEZ CALERO, F., “La división del capital…”, 
op.cit. p. 19. 
364 Es más, el uso de la palabra acción -que se retrotrae al año 1606 en los Países Bajos- hace 
referencia al derecho (acción) que el socio tenía contra las formas embrionarias de sociedades 
anónimas existentes en la época; vid. GARRIGUES, J., Tratado…, op.cit. pp. 609 y 733. 
365 Vid. SÁNCHEZ CALERO, F., “La división del capital…”, op.cit. p. 24. 
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régimen ordinario, concediendo al socio que las detenta una participación en la 
suma de votos de la sociedad mayor que la participación que representan en el 
capital social. Por el contrario, y en el otro extremo, las denominadas acciones sin 
voto privan a su titular de determinados derechos políticos a cambio de una serie 
de derechos patrimoniales diversos a los de los accionistas ordinarios366.  
 
Finalmente, la acción puede estudiarse como título. Tanto la acción como los 
resguardos provisionales de las sociedades anónimas pertenecen a la categoría de 
los títulos-valores y, específicamente, a los denominados títulos de participación, 
por cuanto reflejan la condición de miembro del socio que las posee.  
 
Por lo demás, se encuadran dentro de los llamados títulos del mercado de 
capitales, que pueden ser emitidos en masa con la finalidad de captar inversión, 
suelen ser títulos al portador si bien, en determinado tipo de sociedades anónimas, 
se exige la emisión de acciones nominativas y, por último, la condición de 
accionista no requiere la emisión o entrega del correspondiente título-acción, de 
ahí que tenga mera eficacia declarativa367.  
 
 
 
                                                 
366 Se ha mantenido que las acciones sin voto son en nuestro ordenamiento acciones privilegiadas 
por conferir un derecho a un dividendo mínimo a cambio de una privación del derecho de voto; en 
este sentido vid. GÓMEZ MENDOZA, M., “Acciones sin voto”, Derecho de sociedades anónimas, 
(Coords. Alberto Alonso Ureba y otros), T.II, Vol.1, Madrid, 1991, p. 106. En el TRLSC se regulan de 
forma común las participaciones y las acciones sin voto en los artículos 98 a 102 TRLSC. En este 
sentido seguimos comprobando que los otros derechos del titular de la acción sin voto pueden 
clasificarse en base a dos criterios. Los derechos de carácter patrimonial, contenidos en los 
artículos 99 a 101 del TRLSC, entre los que citamos, por ejemplo, la participación en los dividendos 
ordinarios, derecho en el supuesto de reducción de capital por pérdidas, derecho preferente a la 
cuota de liquidación, derecho de suscripción preferente. Y, desde otro punto de vista, los derechos 
de carácter administrativo, en los cuales prevalece, a modo de cláusula de cierre, lo estipulado en el 
Art. 102.1 TRLSC donde se establece que: “Las participaciones sociales y las acciones sin voto 
atribuirán a sus titulares los demás derechos de las acciones ordinarias, salvo lo dispuesto en el 
artículo anterior”.  
367 Recordemos que el criterio de clasificación de los títulos valores más clásico es el que hace 
referencia a la clase o contenido del derecho representado en el título. Dentro de este criterio 
discernimos entre: títulos jurídico-obligacionales; títulos jurídico-reales; y, por último, títulos de 
participación. En estos últimos tendrían acomodo aquéllos que consignan la condición de miembro 
de una sociedad anónima, en concreto, la acción y los resguardos provisionales. Asimismo, otro de 
los criterios clasificatorios hace hincapié en el significado que tiene la emisión del documento para 
el nacimiento del derecho cartular: en los títulos valores declarativos el derecho derivado del título 
no nace con la emisión del mismo, cosa que sí sucede en los títulos valores constitutivos. 
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4.2.2.- Diferencias entre la aportación cooperativa y la acción. 
 
Una vez examinadas las principales características de la acción, conviene 
profundizar cuáles son aquellos puntos que separan su régimen del previsto 
respecto a los títulos de participación en las sociedades cooperativas. 
 
Desde un punto de vista terminológico, los títulos de participación en las 
sociedades cooperativas son comúnmente llamados “aportaciones”, con lo que su 
denominación es diferente de la prevista para otros tipos sociales, convirtiéndose, 
por sí misma, en un elemento distintivo del tipo social de forma similar a lo que 
sucedía con el término acción. 
 
También hay cierto paralelismo entre el valor de la aportación y lo apuntado 
respecto a la triple faceta del valor de la acción. En este sentido, por ejemplo, existe 
una total compatibilidad entre la naturaleza de la aportación cooperativa y la 
expresión del valor nominal de la misma en el propio título -de hecho, hay leyes 
que obligan expresamente a mencionar el valor nominal de la aportación en el 
título que la documente-368.  
 
Asimismo, la división del capital social cooperativo en partes no dista de lo 
determinado para las sociedades anónimas. No obstante, surgen las siguientes 
dudas: i) si la aportación es también una parte alícuota; ii) si la plasmación del 
valor nominal debe ser numérica o procede una referencia porcentual; iii) si existe 
libertad para fijar el valor nominal de la aportación; y, por último, iv) si todas las 
aportaciones han de tener el mismo valor.  
 
i) La aportación cooperativa representa una parte alícuota del patrimonio neto 
repartible constituido por el capital social que, contablemente, se considera como 
integrante de los fondos propios por lo que se configuran como fracciones de dicho 
capital369. Por el contrario, la acción es una parte proporcional del patrimonio 
social que está constituido por todos los activos de la sociedad anónima.  
                                                 
368 Vid. Supra. Cap. 3.3. 
369 Tal y como se puntualiza en alguna en el Art. 74.2, I LCCLM 
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ii) En relación con la concreta plasmación del valor nominal de la aportación 
cooperativa, consideramos que la redacción de las normas no impone ninguna 
limitación al respecto si bien lo más usual, al igual que sucedía con el título de la 
acción, es que el valor aparezca expresamente especificado mediante una cantidad 
numérica concreta y no a través de una referencia porcentual.  
 
iii) Diversa problemática es si, en sede de cooperativas, existe plena libertad para 
concretar el valor nominal de la aportación. Las normas no suelen disciplinar esta 
cuestión exigiéndose, únicamente, la fijación estatutaria de la cuantía de la 
aportación que, entendemos, será coincidente con el valor nominal de la misma. En 
cualquier caso, tan sólo dos normas realizan una referencia expresa a cuál ha de 
ser la cuantía mínima370 y, ante la generalizada omisión legal sobre el valor 
nominal mínimo de la aportación, consideramos que dicho valor vendría 
representado por una unidad monetaria. 
 
                                                 
370 En las cooperativas de crédito se exige que el valor nominal mínimo de cada aportación sea de 
“diez mil pesetas” según la Art. 7º Ley 13/1989. Para todo tipo de cooperativas, el Art. 7 LFCN 
mantiene que: “El capital social de las cooperativas de primer grado reguladas en el Capítulo I del 
Título II de esta Ley Foral no será inferior a 1500 euros expresado en la indicada moneda, salvo en 
el supuesto de las cooperativas educacionales a que se refiere el artículo 76, cuyo capital social 
mínimo queda fijado en 600 euros. La aportación obligatoria mínima al capital social de cada socio 
no podrá ser inferior a 60 euros, salvo en las indicadas cooperativas educacionales cuyos socios no 
estarán sujetos a tal obligación. En el momento de la constitución, el capital deberá hallarse suscrito 
íntegramente y desembolsado al menos en un 25 por 100 de su importe por los socios promotores 
de la cooperativa”. Una solución similar la hallamos en el Derecho cooperativo portugués, donde, 
tras fijar el capital social mínimo legalmente en 2500€, se dispone como aportación mínima de cada 
cooperativista el equivalente a tres títulos de capital siendo el valor nominal mínimo de cada título 
el de 5€ de acuerdo con el Art. 20, 1º Código Cooperativo portugués, vid. NAMORADO, R., Introduçâo 
ao Direito Cooperativo, Coimbra, 2000, p. 22. La justificación de estos límites mínimos la 
encontramos en el fenómeno de la infracapitalización de las cooperativas pretendiéndose, de este 
modo, que se proporcionen instrumentos financieros idóneos que permitan el inicio de la actividad; 
vid. APARICIO MEIRA, D., O Regime Económico…, op.cit. p. 185. En un sentido similar, el artículo 
2525. 1 del Codice Civile italiano dispone que el valor nominal de cada acción o cuota no podrá ser 
inferior a 25€ ni superior a 500€. Esta norma, es producto de la reforma operada por el D.Lgs. 
310/2004 que supuso una nueva redacción del antiguo artículo 2521 del Codice Civile; vid. 
BONECHI, A., La Società Cooperativa, Napoli, 2005, p. 85 y pp. 343-344. Además, por regla general, 
de acuerdo con el artículo 2525.3 Codice Civile ningún socio podrá ser titular de una cuota superior 
a 100000€ ni de tantas acciones cuyo valor nominal supere tal suma. En este sentido se ha indicado 
el error en el que incurre el legislador italiano del que podría deducirse que en las sociedades 
cooperativas de tipo limitado un socio no puede tener una cuota superior a la cantidad antes citada, 
cuando la interpretación válida –tal y como se matiza para las cooperativas de tipo sociedad por 
acciones- es que la suma de los valores de todas las cuotas titularidad de un solo socio no puede 
superar la cantidad de 100000€; vid. TRIMARCHI, G., Le nuove società cooperative, Milano, 2004, p. 
78. 
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Respetando este límite -al igual que sucedía con el valor nominal de la acción- 
parece no existir ningún obstáculo para la libre fijación del valor nominal de la 
aportación por parte de los socios fundadores. De todas formas –en consonancia 
con el principio de integridad que ha de presidir el capital social en cualquier 
entidad- el valor nominal de cada aportación no podrá ser superior al valor 
atribuido a los bienes o derechos en que consista la obligación de aportación 
comprometida por su titular ni podrán emitirse aportaciones por una cifra inferior 
a su valor nominal371.  
 
iv) Finalmente, el requisito de la igualdad en el valor de las aportaciones tan sólo 
se cumple para la aportación obligatoria mínima inicial que tendrá el mismo valor 
para todos los futuros socios cooperativistas. Sin embargo, al margen de este 
supuesto, cualquier otro tipo de aportación posterior obligatoria o voluntaria no 
ha de tener igual valor que las iniciales.  
 
En lo que atañe a si se pueden aplicar a las aportaciones cooperativas los 
conceptos económicos de valor contable y de mercado, conviene partir de la 
variabilidad del capital social cooperativo como una de las características más 
relevantes de este tipo de sociedades. En consecuencia, como fiel reflejo del 
principio de “puerta abierta”, el socio cooperativista ha de realizar la aportación 
necesaria para adquirir dicha condición y, cuando se dé de baja, tendrá derecho a 
un reembolso de sus aportaciones con todos los matices que proceden al 
respecto372. Así las cosas, traemos a colación esta característica debido a su 
incidencia en el cómputo del valor contable de la aportación, puesto que la 
variabilidad del capital social cooperativo hará que el cálculo resulte más 
complejo373.   
 
Es más, la liquidación de la aportación implica que el socio que cause baja tenga 
derecho a la devolución de la aportación realizada con el correspondiente 
incremento de valor y los oportunos descuentos. Tanto la actualización como las 
deducciones se realizan sobre un “valor liquidativo inicial” que se refiere, en la 
                                                 
371 Esta cuestión se puntualiza, con acierto, en el Art. 74.2, I LCCLM 
372 Cuestión que trataremos en el Capítulo 8 de este trabajo. 
373 Aunque esto no impide la existencia de un valor real o contable de la aportación 
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mayor parte de los supuestos, a la valoración de dicha aportación según el último 
balance. En definitiva, el criterio del valor contable o real es recogido por las 
normas cooperativas y posee una utilidad fundamental. Igualmente, el 
cooperativista tendrá derecho, en su caso, a la actualización del valor nominal de 
su aportación por medio de la oportuna operación de revalorización de activos, de 
ahí que el valor nominal inicial correctamente actualizado sea similar al valor real 
o contable de la aportación. Ahora bien, se trata de una mera aproximación, por 
cuanto el valor actualizado de la aportación cooperativa no coincide plenamente 
con lo que sería el valor real o contable, dado que es necesaria una norma 
habilitante que permita la revalorización de balances para que sea viable dicha 
actualización. Una vez realizada, la plusvalía se dedicaría a la correspondiente 
actualización del valor nominal. En definitiva, el valor real o contable no resulta de 
la simple división del patrimonio social entre el número de títulos participativos, al 
contrario que en otras sociedades de capital374. 
 
La expresión “valor de mercado” -por la influencia de los mercados de valores- se 
suele identificar únicamente con el valor que posee un título de una sociedad 
cotizada. No obstante, esta expresión supera la asimilación descrita y se extiende al 
valor que, para cualquier inversor y todo tipo de mercado –sea o no oficial-, 
alcance esa parte de la sociedad. En cualquier caso, las aportaciones cooperativas 
no son títulos valores y, por ello, su cotización en mercados secundarios oficiales 
está vedada por la propia normativa que los regula. Por lo demás, las referencias 
legales al “valor de mercado” de la aportación son escasas. En efecto, ni siquiera 
cuando en la legislación cooperativa se disciplina la transmisión de las 
aportaciones sociales -sea “inter vivos” o “mortis causa” 375- realizan una remisión 
expresa al valor de mercado376. Así las cosas, ante la falta de previsión legal, será el 
valor nominal de la aportación correctamente actualizado el que sirva como 
                                                 
374 Cuestión que trataremos con detenimiento en el Capítulo 6 de este trabajo. 
375 Al respecto, tan sólo señalaremos que, habitualmente, en la normativa se exige que la 
transmisión “inter vivos” de las aportaciones tenga lugar entre socios o personas que adquieran tal 
cualidad en un plazo después de la transmisión. Dicha transmisión quedaría condicionada al 
cumplimiento de tal requisito tal y como analizaremos en el Capítulo 7 de este trabajo. 
376 Sirvan como ejemplo, entre otras, las siguientes normas: Art 54.1 y 2 LSCEX; Art. 54.1 
LCCMadrid; Art. 54.1 LCCV; Art. 63, I, a) LCG; Art. 65, I, 1) LCCyL; Art. 54.1, a) LCAR; Art. 62, I, 1) 
LCPV; Art. 50, I, a) LC; Art. 70, 1, a) LCRM; Art. 92.1 LCPA 
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referencia para realizar su transmisión a los socios que sigan en la cooperativa o, 
incluso, a los que deseen formar parte de ella por primera vez. 
 
Desde la óptica de los derechos que confiere la titularidad de la aportación 
cooperativa, una de las diferencias respecto al régimen jurídico de la acción es que 
aquella no sirve para disciplinar los derechos del socio cooperativo de idéntica 
forma a como la acción lo hace en relación con los del accionista. Las 
características personales del cooperativista cobran tal relevancia que hacen que el 
número de aportaciones que posee resulte intrascendente. En la cooperativa rige, 
como principio general, la igualdad de derechos políticos entre los socios, 
postulado que supone una plasmación del tradicional principio cooperativo de un 
voto por cabeza. Es m|s, “la ordenación de la estructura org|nica de la cooperativa 
se realiza en función no de la mayoría de capital social, sino de la mayoría de 
socios”377. En esta línea, en lo que concierne a los derechos económicos, la posición 
del socio depende en mayor medida de su participación en la actividad 
cooperativizada que del importe de capital suscrito –así, por ejemplo, la 
remuneración que obtenga de su aportación se condiciona a ciertos límites legales 
y el oportuno reembolso a la consecuente liquidación-378.  
 
Otra cuestión relacionada con los derechos que confiere la aportación es si pueden 
existir aportaciones que permitan un voto plural o que estén dotadas de 
preferencia, de forma análoga a lo que sucede con cierta clase de acciones en la 
sociedad anónima. En este sentido, frente a la posición “tradicional” tal y como 
figura en la Declaración de Manchester de 1995379, el denominado “principio 
paritario” tiene claras excepciones.  
                                                 
377 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión económica…, op.cit. p. 35. 
378 Como tendremos la oportunidad de analizar, estas limitaciones en los derechos políticos y 
económicos desincentivan la participación en la cooperativa y, consecuentemente, la captación de 
recursos; vid. Infra. Cap. 6. 
379 En el XXXI Congreso de la Alianza Cooperativa Internacional celebrado en 1995 en Manchester 
se enuncian y se redactan los siguientes principios. Primer principio: Adhesión voluntaria y Abierta. 
Segundo principio: Gestión Democrática por parte de los socios. Tercer principio: Participación 
Económica de los Socios. Cuarto principio: Autonomía e Independencia. Quinto principio: 
Educación, Formación e Información. Sexto principio: Cooperación entre cooperativas. Séptimo 
principio: Interés por la comunidad. Pues bien, el principio paritario tiene acomodo en el segundo 
principio citado, cuyo tenor es el que sigue: “Las cooperativas son organizaciones gestionadas 
democráticamente por los socios, los cuales participan activamente en la fijación de sus políticas y 
en la toma de decisiones. Los hombres y mujeres elegidos para representar y gestionar las 
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Sobre este asunto, la mayor parte de las normas admiten de forma genérica el 
denominado voto plural, caracterizado por ser proporcional a la aportación. Esto 
no implica que se llegue a establecer la regla de la proporcionalidad entre voto y 
aportación al capital –tal y como sucede en las sociedades anónimas-, pero sí que 
en la actual normativa de cooperativas “la opinión o el criterio de quienes m|s 
participen tenga más peso a la hora de conformar la voluntad social”380. En 
contrapartida, la admisión del voto plural estará sometida a la oportuna previsión 
estatutaria y a diversos límites en función de si se trata de una cooperativa de 
primer o segundo grado y, dentro de las primeras, según el tipo de cooperativa381.  
 
Por último, merece la pena apuntar otra diferencia entre la naturaleza de la 
aportación cooperativa y de la acción. Como apuntamos, la noción de participación 
social es común para todo el Derecho de Sociedades y, asimismo, tampoco hay 
diferencias en la forma concreta de representar la aportación al capital social 
cooperativo por cuanto también se permite su representación mediante títulos. En 
consecuencia, existen evidentes puntos de conexión entre la acción y la aportación, 
por cuanto ambas figuras son títulos de participación social y pueden estar 
representadas mediante títulos -contrariamente a lo que sucede con las 
participaciones de las sociedades de responsabilidad limitada-. No obstante, la 
                                                                                                                                               
cooperativas son responsables ante los socios. En las cooperativas de primer grado, los socios 
tienen iguales derechos de voto (un socio, un voto), y las cooperativas de otros grados están 
también organizadas de forma democr|tica”. 
380 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 184. 
381 Al margen del estudio que se realizará de esta cuestión en el Cap. 6, conviene traer a colación la 
siguiente aclaración. La admisión de esta técnica de voto tiene una serie de condicionantes que 
están en directa relación con el tipo de socio o el tipo de cooperativa. Las normas atribuyen el voto 
plural a ciertos socios de las cooperativas de primer grado y lo hacen: a) proporcionalmente al 
volumen de su participación en la actividad económica cooperativa; y, b) con un límite que impida 
que el número de votos de este tipo de socios supere un porcentaje de los votos totales de la 
cooperativa. En este sentido, se puede conceder voto plural a los socios que sean cooperativas, 
sociedades controladas por cooperativas o entidades públicas. Asimismo, en determinados tipos de 
cooperativas –generalmente las de servicios-, la atribución del voto plural se realizará en 
proporción al volumen o intensidad de la participación del socio en la actividad económica 
cooperativa y si que el número de votos atribuido a un solo socio pueda superar ciertos límites 
fijados legalmente. Al respecto, el Art. 26.4 LC establece como límite el siguiente: que el número de 
votos atribuido a un socio no pueda ser superior a cinco y un solo socio no puede detentar más de 
un tercio del total de los votos sociales. Por último, a determinados tipos de socios en algunas 
cooperativas se les puede atribuir “un voto plural o fraccionado” en función del valor de los bienes 
cedidos a la cooperativa, por ejemplo: los socios cedentes en las cooperativas de explotación 
comunitaria de la tierra, con el correspondiente límite legal. Al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, 
M., La sociedad…, op.cit. pp. 205-206. 
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verdadera diferencia entre acción y aportación surge en la catalogación como título 
valor, caracterización que no posee por ley la aportación cooperativa, salvo en los 
supuestos excepcionales a los que hicimos alusión y que están previstos en algunas 
normas382. En definitiva, por regla general, las leyes cooperativas privan a los 
títulos representativos del capital social de su catalogación como títulos valores.  
 
4.3.- Aportación cooperativa y participaciones de la sociedad limitada. 
 
4.3.1.- Características de las participaciones de la sociedad limitada. 
 
El capital social de la sociedad limitada se divide en participaciones sociales. Éstas 
poseen las características comunes a cualquier titulo participativo de una sociedad 
de capital, es decir: son acumulables, indivisibles y responden al criterio de la 
igualdad. En esta línea el artículo 90 TRLSC dispone que: “Las participaciones 
sociales en la sociedad de responsabilidad limitada y las acciones en la sociedad 
anónima son partes alícuotas indivisibles y acumulables del capital social”. 
 
El que sean acumulables implica que un mismo titular puede poseer varias 
participaciones o, en su caso, todas. En este último supuesto procedería hablar de 
Sociedad Limitada unipersonal, figura prevista para aquellos casos en los que 
todas las participaciones pertenecen a un solo socio bien originariamente o de 
forma sobrevenida. De todas formas, lo que interesa destacar es que “no se trata de 
que las participaciones sean acumulables entre sí, sino que son acumulables en su 
titularidad”383.  
 
La indivisibilidad, que es otra de las características de las participaciones sociales, 
posee un doble significado: la indivisibilidad real y la indisociabilidad de derechos. 
Esto quiere decir que el socio no puede fraccionar su participación en otras de 
menor valor nominal; ni modificar la relación entre la condición de socio y los 
derechos que la integran. Dicho en otras palabras, tanto los derechos 
administrativos –por ejemplo, el de voto- como los patrimoniales –en concreto, 
                                                 
382 Vid. Supra. Cap. 3.6. 
383 Vid. MENÉNDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, op.cit. p. 132. 
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derecho al dividendo, derecho al patrimonio resultante de la liquidación y derecho 
de asunción preferente- que integran la participación no pueden cederse de forma 
separada a ésta384.  
 
Otro de los elementos caracterizadores de las participaciones es la igualdad, que 
puede ser entendida de forma cuantitativa tal y como se desprende del tenor literal 
del artículo 90 del TRLSC, que hace referencia a “partes alícuotas”. No obstante, 
será viable emitir participaciones sociales con valores nominales diferentes 
siempre que éstos se consignen estatutariamente y partiendo de que la normativa 
no concreta unos valores máximos o mínimos para las mismas. Asimismo, respecto 
a las denominadas “participaciones de cuota”, la doctrina parece decantarse por no 
admitirlas basándose en el propio texto legal, que prevé como necesaria la 
expresión del valor nominal de la participación situ|ndose así en la “dirección 
contraria a la admisión de las participaciones de cuota”385.  
 
Por otra parte, la característica de la igualdad desde un punto de vista cualitativo 
requiere dilucidar si todas las participaciones otorgan los mismos derechos. La 
propia norma mantiene que todas las participaciones han de ser iguales salvo en 
aquellos supuestos en los que la desigualdad se permite por la ley. Así pues, se 
admiten las participaciones con prestaciones accesorias386, las participaciones sin 
voto387 y las participaciones con voto plural388. 
 
En materia de representación estriba la verdadera característica distintiva de las 
participaciones. En efecto, desde un punto de vista negativo, éstas carecen de la 
naturaleza de valores y tampoco pueden estar representadas mediante títulos389. 
                                                 
384 Tal y como se estudiará en el Capítulo 7 
385 En este sentido vid. MENÉNDEZ, A., “Comentario Art. 5 LSRL”, op.cit. p. 140. 
386 Al respecto, vid. Art. 86 TRLSC 
387 Tal y como se prevé en el artículo 98 TRLSC 
388 En este punto, resulta crucial el contenido del 188.1 TRLSC -anterior Art. 54.3 LSRL- de donde se 
infiere que legalmente se atribuye un voto por participación, salvo disposición contraria en los 
estatutos sociales. En esta tesitura, se ha mantenido que dicha solución “abre un portillo para que 
por él puedan entrar tanto las participaciones de voto plural (…)”; vid. MENÉNDEZ, A., “Comentario 
Art. 5 LSRL”, op.cit. p. 145. 
389 Así, el artículo 92.2 TRLSC dispone que: “Las participaciones sociales no podr|n estar 
representadas por medio de títulos o de anotaciones en cuenta, ni denominarse acciones, y en 
ningún caso tendr|n el car|cter de valores”. 
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En definitiva, este régimen jurídico implica negar que las participaciones puedan 
ser objeto de negociación en mercados secundarios390. 
 
4.3.2.- Diferencias entre las aportaciones cooperativas y las participaciones. 
 
Las aportaciones cooperativas poseen, a grandes rasgos, las tres características de 
las participaciones en la sociedad limitada. En este sentido, las aportaciones son 
iguales, acumulables e indivisibles. No obstante, tales notas son susceptibles de 
matización o, incluso, son cuestionadas abiertamente391.  
 
Al respecto, recordemos brevemente que, por ejemplo, la característica de la 
igualdad no existe en aquellos casos en los que se permiten desigualdades en la 
aportación obligatoria mínima atendiendo a las distintas clases de socios que 
existan en la cooperativa y según del compromiso o uso potencial que cada socio 
asuma en la actividad cooperativizada.  
 
La posibilidad de acumulación resulta limitada en aras de que un socio no pueda 
ser titular de un porcentaje superior del capital social que el consignado 
legalmente; finalmente, la indivisibilidad se es cuestionable cuando las leyes 
permiten la transmisión mortis causa de las aportaciones a varias personas.392 
 
Una ulterior cuestión está relacionada con la concreta forma de representación de 
las aportaciones cooperativas. Así, mientras que las aportaciones cooperativas 
podrán acreditarse mediante títulos que, generalmente, no son catalogados como 
valores; las participaciones de la sociedad limitada no pueden representarse 
mediante títulos393. 
 
                                                 
390 A los efectos del RD 1310/2005 anteriormente citado, en concreto su Art. 2.3, a), no se considera 
a las participaciones en sociedades de responsabilidad limitada como valores negociables. 
391 Al respecto, vid. Supra. Cap. 1.3. 
392 En resumen, las tres características generales preconizadas para las participaciones también 
concurren en las aportaciones cooperativas y, con idéntico criterio, también son susceptibles de 
matización. Es más, tales matices hacen que debamos plantearnos la verdadera vigencia de dichos 
caracteres y, por consiguiente, las propias bases de la teoría de la participación social cuya 
aplicación resulta común a todas las sociedades de capital.  
393 Tal y como de forma expresa se recoge en el citado artículo 92.2 del TRLSC 
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4.4.- Aportación cooperativa y cuotas de interés de las sociedades 
personalistas. 
 
4.4.1.- Caracteres de las cuotas de interés de las sociedades colectivas. Breve 
referencia a las acciones de las sociedades comanditarias. 
 
En la sociedad colectiva los socios han de realizar la oportuna aportación que 
puede consistir en dinero o efectos valorables en dinero admitiéndose, a su vez la 
aportación del trabajo o industria aportado por el socio394. 
 
Dicho esto, la expresión empleada por el CCom para referirse a la cuota parte que 
detenta el socio colectivo es la de “porción de interés”, que es equivalente a la de 
“cifra de aportación social”, “parte” o participación” habitualmente empleadas en el 
tráfico.  
 
Cuestiones gramaticales al margen, lo relevante es que “la posición del socio en la 
sociedad depende de la medida de su parte o participación”395, es decir, 
determinará el grado de influencia que tiene el socio en la sociedad y que se 
plasmará en una serie de derechos administrativos y económicos. Por 
consiguiente, la función que cumple la aportación en una sociedad personalista no 
se diferencia, en gran medida, de la que poseen los títulos participativos de las 
sociedades de capital, pero el régimen jurídico es diverso puesto que las 
participaciones de la sociedad colectiva son divisibles, no acumulables y 
eventualmente igualitarias.  
 
La divisibilidad conlleva que un socio puede transmitir una parte de su 
participación dando lugar con ello a dos participaciones. Al no ser acumulables, si 
un socio titular de una participación adquiere una de otro socio acrece la suya 
propia. Por lo demás, contractualmente, los socios colectivos podrán determinar 
que la participación sea igualitaria o no. En el primer caso estaríamos hablando del 
                                                 
394 A diferencia de lo que sucede en las sociedades de capital, en las sociedades colectivas pueden 
existir socios capitalistas –que aporten dinero- y socios industriales –cuya aportación consista en 
trabajo-. 
395 Vid. PAZ ARES, C., “La sociedad colectiva: posición del socio y resultados”, en AA.VV., Curso de 
Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., Madrid, 2006, p. 647. 
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sistema denominado “por cabezas” que implica una traslación del principio 
paritario ya apuntado en sede cooperativa de “un hombre, un voto”. De acuerdo 
con dicho principio, todos los socios colectivos tienen derecho a administrar, el 
derecho de información es igual para todos y, finalmente, el derecho de voto se 
asigna a cada individuo sin tener en cuenta la cuantía de su aportación. Por el 
contrario, la desigualdad surge al analizar los derechos económicos dado que, en 
tal caso, la participación en los resultados y la cuota que corresponde en la 
liquidación de la sociedad colectiva se realiza en función de la parte de capital que 
tiene cada uno de los socios.  
 
En definitiva, el modelo legal pivota en la diferenciación de una doble tipología de 
derechos cuya utilidad es manifiesta, pero que no está exenta de cierta 
problemática a la hora de atribuir los derechos económicos al socio industrial396. 
 
La representación de la “parte o porción de capital” que posee cada socio 
constituye otro de los elementos singulares de este tipo social. Ésta “se representa 
mediante una cifra expresiva del valor que corresponde a cada socio en el capital 
de la sociedad formado por las aportaciones”397. En este sentido, la parte de capital 
de cada socio y el valor de su aportación pueden coincidir, normalmente, cuando se 
hace la aportación inicial, y ello porque en ese momento a cada socio le 
corresponderá el porcentaje que sus aportaciones representen sobre el total del 
capital398. Sin embargo, puede no existir tal coincidencia cuando, por la libre 
voluntad de los socios colectivos, se pacte que el valor contable asignado a la 
aportación sea diverso del valor real399.  
                                                 
396 En efecto, dicho socio realiza una aportación que no se imputa al capital social pero, obviamente, 
posee una participación en la sociedad aunque no sea titular, en principio, de una parte del capital. 
Pero, como hemos avanzado, nada impide la admisión de la aportación de industria como 
aportación de capital a diferencia de lo que sucede en otro tipo de sociedades.  La razón de ser de 
esta admisibilidad radica en que el capital social en la sociedad colectiva cumple una función 
meramente organizativa y no como mecanismo de garantía. Ésta se presta directamente por el 
patrimonio personal del socio colectivo.  
397 Vid. PAZ ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. p. 648. 
398 Esta “parte capital” puede representarse por una cifra expresada en dinero o mediante una 
proporción o por porcentaje; al respecto, vid. GIRÓN TENA, J., Derecho…, op.cit. p. 474. 
399 Así, “el valor de la aportación suele hacerse equivalente a la “parte” del socio. Pero hay en esto 
libertad; no ha de ser así necesariamente. Por ello, procede distinguir entre “parte de socio” y “parte 
capital de socio”. La significación de la “parte capital” cobra interés cuando en una sociedad hay 
socios que no aportan capital y socios que lo aportan, pues ha de resolverse sobre distribución de 
derechos patrimoniales entre unos y otros”; GIRÓN TENA, J., Derecho…, op.cit. p. 475. 
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En relación con las “partes de capital” de las sociedades comanditarias simples 
hemos de añadir las siguientes matizaciones. En lo que atañe a los socios colectivos 
serían válidas las precisiones que realizamos con anterioridad ya que -tal y como 
dispone el artículo 148, II CCom-, los socios colectivos de la sociedad comanditaria 
“tendr|n los mismo derechos y obligaciones que respecto a los socios de la 
compañía colectiva quedan prescritos en la sección anterior”.  
 
Aclarada esta cuestión, queda por discernir cuál es el régimen jurídico que poseen 
las “partes de capital” de los socios comanditarios. En este punto no hay 
divergencias puesto que el régimen de la aportación del socio comanditario se rige 
por las reglas generales en los mismos términos que los especificados para la 
sociedad colectiva; problemática diversa será que la responsabilidad del 
comanditario quede limitada únicamente al importe de su aportación. En 
definitiva, el socio comanditario participará en las ganancias y en la liquidación a 
prorrata de la porción de interés que tenga en la sociedad salvo pacto en 
contrario400.  
 
La nota distintiva está presente en las sociedades comanditarias por acciones en 
las que la propia denominación del tipo social es indicativa de la división del 
capital social en partes llamadas acciones. Una primera conclusión es que, en 
materia de aportaciones, se aplica la legislación de anónimas y, por ello, no son 
admisibles las aportaciones de industria. Asimismo -pese a la existencia de socios 
colectivos y socios comanditarios- el capital no se encuentra fragmentado en dos 
tipos de acciones. En efecto, las acciones son de una misma clase debido a que el 
socio colectivo tiene esta catalogación por ser el encargado de la administración de 
la sociedad comanditaria, pero no por poseer un tipo de participación diversa a 
aquéllas de las que son titulares los socios comanditarios.  
 
 
                                                 
400 Vid. PAZ ARES, C., “La sociedad en comandita”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil, (Uría-
Menéndez), T.I, 2ª edic., Madrid, 2006, p. 748. 
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4.4.2.- Rasgos distintivos de las aportaciones cooperativas respecto a las 
cuotas de interés. 
 
Las cooperativas poseen rasgos característicos propios de las sociedades 
personalistas. De hecho, la mencionada representación “por cabezas” que est| tan 
presente en las sociedades de carácter personalista se prevé por el Derecho 
cooperativo. Así, el principio cooperativo de gestión democrática por parte de los 
socios será plenamente eficaz si existe una igualdad entre los socios que asegure 
que cada socio tenga un voto al margen de la aportación que hubiera realizado.  
 
Igualmente, el principio de adhesión voluntaria y abierta significa, por regla 
general, que cualquiera que cumpla con los requisitos de acceso a la cooperativa 
puede convertirse en socio y que cualquier socio puede darse de baja de la 
sociedad recibiendo, en su caso, lo que hubiera aportado. En consonancia con este 
principio, el capital social de la cooperativa posee la característica de la 
variabilidad401. 
 
En relación con esta última cuestión apuntada, sí existen divergencias con las 
sociedades personalistas. Así, en los supuestos de disolución parcial de este tipo de 
sociedades, el socio tiene derecho a obtener la denominada cuota de liquidación, 
de modo que le correspondería la alícuota del valor de la empresa que está en 
relación con su participación. Para el cómputo de dicho valor hay que tener en 
cuenta que la empresa sigue funcionando y, por tanto, el cálculo ha de efectuarse 
sobre la base de “un balance patrimonial, en el que deben de considerarse las 
reservas ocultas, las plusvalías, las correcciones de amortización y en el que, en 
definitiva, tiene que incluirse el goodwill y los activos inmateriales no 
contabilizados etc.”402. En definitiva, la clave distintiva es que mientras que la 
aportación cooperativa representa una parte del capital social, la cuota de interés 
se contempla como una parte de patrimonio de la sociedad. 
 
                                                 
401 Cuestión que será analizada en el Cap. 8 de este trabajo. 
402 Vid. PAZ ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios de socios, separación y exclusión”, en AA.VV., 
Curso de Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., Madrid, 2006, p. 701. 
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Finalmente, el régimen de las sociedades cooperativas posee cierto paralelismo 
con el de las sociedades comanditarias. En primer lugar, por la existencia de 
diversos tipos de socios que -con mayor intensidad en unos tipos cooperativos que 
en otros- detentan una serie de derechos de carácter político y económico diverso. 
En segundo término, por la actual existencia de fórmulas híbridas como las 
sociedades cooperativas limitadas o las cooperativas mixtas, que allanan el camino 
para la introducción de nuevas figuras cooperativas cuyo régimen jurídico es 
similar al de las sociedades comanditarias por acciones403.  
 
4.5.- Mecanismos de financiación cooperativos: cuotas de ingreso y 
periódicas, títulos participativos,  participaciones especiales y emisión de 
obligaciones. 
 
4.5.1.- Consideraciones preliminares. 
 
Hasta ahora se han analizado las aportaciones cooperativas que, con 
independencia de su naturaleza voluntaria u obligatoria, son parte integrante del 
capital social. Sin embargo, en la legislación cooperativa también se contemplan 
ciertos mecanismos de financiación que posibilitan el acceso de este tipo de 
sociedades al mercado de capitales404.  
 
Se trata de admitir aportaciones -provenientes de los propios socios o de terceros 
ajenos a la cooperativa- que no se incorporen al capital social. Esta clase de 
“aportaciones” no est|n sujetas al riesgo empresarial, razón por la cual “la 
cooperativa deberá reembolsarlas íntegramente, con independencia de cuál sea su 
situación económica”405. 
 
Dentro de estos mecanismos hay que citar -siguiendo el orden marcado en las 
normas cooperativas- a las cuotas que pueden ser solicitadas en el momento del 
ingreso de un nuevo socio en la cooperativa o bien periódicamente para hacer 
frente a ciertos gastos. En segundo lugar, a los títulos participativos que, como 
                                                 
403 Vid. Infra. Cap. 4.7. 
404 Vid. PANIAGUA ZURERA, M, La sociedad…, op.cit. p. 266. 
405 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 408. 
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mecanismo de financiación externa, otorgan derechos en la cooperativa a cambio 
de una aportación económica. En tercer lugar, analizaremos el régimen aplicable a 
las entregas de activos por parte del cooperativista para que ésta los gestione. En 
cuarto lugar se hará una referencia a las participaciones especiales cuya naturaleza 
es la de créditos o deudas subordinados. En quinto lugar, a la denominada 
financiación voluntaria que -a modo de cláusula de cierre del sistema- se permite 
en la legislación cooperativa. Finalmente, también existe la posibilidad de emitir 
obligaciones por parte de la sociedad cuya naturaleza será la de valores 
mobiliarios negociables, emitidos en serie y a través de los que la cooperativa 
reconoce su posición deudora y se obliga al pago del principal e intereses. 
 
Los sistemas de financiación citados pueden ser clasificados en función del 
momento en que los recursos prestados a la cooperativa sean exigibles por el 
cooperativista o inversor406. 
 
Así las cosas, existen recursos cuyo vencimiento se remite al momento de 
liquidación de la sociedad cooperativa. Por este motivo pasan a figurar 
contablemente como un fondo propio hasta el punto de que son catalogados como 
capital social o, con una terminología m|s ilustrativa, “deuda perpetua”407. El único 
sistema de financiación englobado en este criterio clasificatorio es el de las 
participaciones especiales con vencimiento tras la liquidación de la cooperativa –
éstas poseen, asimismo, ciertos elementos propios como su carácter subordinado y 
que no atribuyen derechos sociales-.  
 
Por el contrario, los demás recursos son exigibles con carácter anterior a la 
liquidación, careciendo de las características de las participaciones especiales. No 
obstante, esto no impide que, en algunos supuestos, su fecha de vencimiento sea a 
                                                 
406 Otros autores distinguen entre formas de financiación tradicionales donde engloban a las cuotas 
de ingreso y periódicas, los préstamos en general, las obligaciones y otras emisiones en serie y, 
finalmente, las cuentas en participación; y formas de financiación modernas entre las que figuran 
las participaciones especiales y los títulos participativos; al respecto, vid. GADEA-SACRISTÁN-
VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 405-415. 
407 Vid. CELAYA ULÍBARRI, G., “Acceso de las cooperativas al mercado de capitales”, Anuario de 
Estudios Cooperativos, núm. 1, 1995, p. 55. En la misma línea, vid. MORAL VELASCO, E., 
“Comentarios Arts. 50 a 54 LC”, en AA.VV., Cooperativas. Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de 
julio, T.I., Madrid, 2001, p. 270. 
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muy largo plazo lo que motivaría una “estabilidad equivalente –o superior- al 
capital social tradicional en las cooperativas”408.  
 
En todo caso, la diferencia de contenido entre algunos de estos mecanismos 
resulta, en ocasiones, mínima y la diferenciación terminológica tiene un carácter 
más pedagógico que jurídico. No obstante, existen diferencias entre las figuras 
citadas y “en todas ellas se plantean problemas similares tales como su retribución 
o rentabilidad, reembolso, liquidez (transmisibilidad), seguridad (subordinación), 
si otorgan o no derechos societarios, órgano legitimado para su constitución, 
contabilización etc.”409. Por consiguiente, resultará necesario detallar cada una de 
las formas de financiación haciendo una mención especial al concepto, la recepción 
legal y sus principales características. 
 
4.5.2.- Cuotas de ingreso. 
 
Las denominadas cuotas de ingreso son definidas como “el desembolso añadido, 
respecto a la cantidad que se ha establecido como aportación obligatoria mínima al 
capital social, que se exige a los nuevos socios”410. Su función es similar a la de las 
primas de emisión de las acciones o de las participaciones sociales, puesto que con 
ellas se trata de evitar la disminución del valor real de las acciones o 
participaciones antiguas a consecuencia de la nueva emisión411. En definitiva, este 
mecanismo tiene “por finalidad corregir el “efecto dilución” o disminución del 
                                                 
408 Vid. CELAYA ULÍBARRI, G., “Acceso de las cooperativas…”, op.cit. p. 55. 
409 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentarios Arts. 53 y 54 LC”, op.cit. p. 270. 
410 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 408. En el mismo sentido, vid. GADEA SOLER, E., 
“Régimen económico: otras financiaciones”, en AA.VV., Manual de Derecho de Sociedades 
Cooperativas (Dir. Santiago Merino Hernández), Vitoria-Gasteiz, 2008, p. 171. 
411 La terminología “prima de ingreso” ha sido introducida por el Art. 74.3 LCCLM en sustitución de 
la de “cuota de ingreso”. En tal precepto se puntualiza específicamente que -a efectos de determinar 
su cuantía cuando se acordare la repartibilidad parcial del Fondo de Reserva Obligatorio- “podr| 
establecerse una prima de emisión por la cuantía suficiente para evitar la pérdida de valor 
patrimonial de las participaciones de los actuales socios de la cooperativa”. En todo caso, como se 
ha matizado, la función de las cuotas de ingreso cooperativas no es igual a la desempeñada por las 
primas de inversión en las anónimas por cuanto “en la cooperativa no todo el patrimonio social es 
repartible entre los socios y los derechos sociales no son, como regla, proporcionales a las 
aportaciones sociales”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. cit. p. 267.  
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coeficiente patrimonio neto/socio, que se produce con la entrada de nuevos socios 
sin un aumento proporcional del patrimonio social”412.  
 
Las cuotas de ingreso poseen características comunes con las periódicas. En todo 
caso, conviene destacar cuáles son las particularidades que separan su régimen 
jurídico del de aquéllas.  
 
El importe de la cuota de ingreso suele estar limitado cuantitativamente con el 
objetivo de respetar el principio cooperativo de libre adhesión413. En esta línea, 
con car|cter general, se ha mantenido que la exigencia de cuotas de ingreso “sólo 
estará justificada cuando el patrimonio social sea superior a la cifra de capital, 
debiendo determinarse su cuantía en función del coeficiente referido, con el límite 
fijado por Ley, para evitar que esta cuota sea utilizada para impedir la entrada de 
nuevos socios”414. Así las cosas, en la legislación cooperativa encontramos diversos 
sistemas limitativos. 
 
Por un lado, los que circunscriben la cuota de ingreso a un porcentaje máximo del 
importe de la aportación obligatoria al capital social que se le exige al socio para su 
entrada en la cooperativa415. De forma específica, la LCCAT dispone que la cuantía 
de las cuotas de ingreso no podrá ser superior a las aportadas por los antiguos 
socios, actualizadas con el índice general de precios al consumo416. También con 
una formulación singular, la LCCLM tras fijar el límite m|ximo de las “primas de 
ingreso” en un cincuenta por ciento de la participación cooperativa obligatoria 
vigente en cada momento para adquirir tal condición puntualiza que, cuando 
estatutariamente se haya acordado la repartibilidad del FRO, “podr| establecerse 
                                                 
412 Al respecto vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 81 LGC 1987”, op.cit. p. 303. En sentido 
similar, vid. MORILLAS- FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 408; PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op. 
cit.p. 267; GADEA SOLER, E., “Régimen económico: otras financiaciones”…, op.cit. p. 171. 
413 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 267. 
414 Vid. GADEA, E., Derecho de las cooperativas… op.cit. p. 214.  
415 Este porcentaje suele variar dependiendo de la norma. Por ejemplo, en algunas leyes se sitúa ese 
límite en un 25% del importe de la aportación obligatoria: Art. 52.2 LC; Art. 86.1 LSCA; Art 65.2 
LCPV, Art. 77.1, II LCIB, Art. 72.2 LCRM. En otras en un 50%: Art. 65.1 LCG; Art. 74.3, II LCCLM; o, en 
un 30%: Art. 57.1 LCCMadrid; Art. 69.2 LCCyL; Art. 69. 1, II LCLR 
416 En concreto, vid. Art. 61.2 LCCAT. Al respecto, se ha apuntado que “no est| claro si la Ley alude a 
las aportaciones obligatorias de los socios, o a las cuotas de ingreso de los socios que hayan 
ingresado con anterioridad”; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 409. 
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una prima de emisión por la cuantía suficiente para evitar la pérdida de valor 
patrimonial de las participaciones de los actuales socios de la cooperativa”417. 
 
Por otra parte, varias normas – LCAR, LCCV y LCPA- limitan el importe de la cuota 
de ingreso al resultado de la división de los Fondos de reserva obligatorios entre 
un determinado cociente418. Según la ley que analicemos, el divisor estará 
conformado por el número de socios existentes en dicha fecha o, alternativamente, 
por el número de aportaciones. Por consiguiente la elección de una u otra opción 
depende de si las cuotas están determinadas por socio o por módulos de 
participación419. No obstante, la LCAR concreta que la división se realice por el 
volumen de actividad cooperativizada y multiplicada por la actividad económica 
potencial del nuevo socio420. Finalmente, con una formulación específica de 
carácter mixto, la LCPA contiene un límite subsidiario al previsto con carácter 
general –esto es, al que concreta que la cuota de ingreso no podr| exceder “del 
cociente entre la mencionada reserva por el número de socios, o número de 
aportaciones”-. Así las cosas, la LCPA dispone que la cuota de ingreso no podrá ser 
superior al veinte por ciento de la aportación obligatoria al capital social que se 
exija para el ingreso en la cooperativa cuando el cociente señalado como límite 
general, sea inferior a esta cantidad421.  
 
Finalmente, algunas leyes eximen de la cuota de ingreso en los supuestos de 
transmisión de la aportación mortis causa. Así pues, los herederos que no sean 
socios y que deseen entrar a formar parte de la cooperativa no estarán obligados a 
desembolsar la cuota de ingreso422. Por otra parte, alguna norma prevé tal 
exención para aquellas transmisiones mortis causa o inter vivos realizadas a favor 
de parientes hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad423. En el resto 
                                                 
417 Vid. Art. 74.3, II LCCLM 
418 En este sentido, la LCAR precisa que los fondos de reserva serán aquellos que figuren en el 
último balance con exclusión del Fondo de Reserva Obligatorio por subvenciones, vid. Art. 55.1 
LCAR 
419 Mención que realizan de forma expresa el Art. 62.1, II LCCV y el Art. 93.1, II LCPA 
420 Vid. Art. 55.1 LCAR. Solución que se ha considerado muy acertada, vid. GADEA-SACRISTÁN-
VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 406. 
421 Vid. Art. 93. 1, III LCPA 
422 Al respecto, vid. Art. 63, I, b) LCG; Art. 54.3 LSCEX; Art. 54.5 LCCMadrid; Art. 54.4 LCAR; Art. 60.5 
LCCV; Art. 85.3 LSCA. 
423 Vid. Art. 65.3 LCCyL 
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de las disposiciones no existe una previsión al respecto de ahí que el nuevo socio 
deberá realizar el oportuno desembolso de la cuota de ingreso con independencia 
del modo en el que haya recibido la aportación. 
 
4.5.3.- Cuotas periódicas. 
 
Las cuotas periódicas son aquellas entregas que deben realizar los socios con 
cierta cadencia para atender los gastos que se hayan acordado sufragar de esta 
forma424. La diferencia fundamental con las cuotas de ingreso radica en que las 
normas no concretan límite alguno para las cuotas periódicas por lo que la 
cooperativa las fijará libremente en función de las necesidades de financiación que 
tenga425. De todas formas, como se ha mantenido, “en ningún caso, su exigencia 
debe ser utilizada para mantener sociedades cooperativas infracapitalizadas”426. 
 
Pese a esta diferencia, las cuotas periódicas participan de una serie de 
características comunes con las cuotas de ingreso que pasamos a enumerar. 
 
La primera es que la cooperativa tiene libertad para exigir cuotas o no solicitarlas.  
En caso positivo, su instauración puede ser realizada por la sociedad bien vía 
estatutaria o mediante acuerdo de la Asamblea427. Todas las normas contemplan 
ambos tipos de cuotas, con la excepción de la LFCN que parece referirse 
únicamente a las cuotas periódicas asignándolas al Fondo de Reserva voluntario428.  
 
Una segunda nota común es que la cuantía de las cuotas –tanto de ingreso como 
periódicas- puede ser diversa en función de las distintas clases de socios o la 
naturaleza física o jurídica del socio, pero también puede ser distinta para cada 
                                                 
424 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 410. 
425 Así configuradas la cuotas periódicas servir|n “para atender a los gastos que en cada caso se 
acuerde, que pueden ser los más variados: pueden utilizarse tanto para cubrir los gastos ordinarios 
de un ejercicio (por ejemplo, el pago de alquiler de un local) como para sufragar las inversiones 
necesarias para desarrollar el objeto social (por ejemplo, el pago de la cuota de un préstamo 
solicitado para la adquisición de maquinaria)”; vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: otras 
financiaciones”…, op.cit. p. 172.   
426 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 407. 
427 Al respecto, vid. Art. 69.2 LCCyL; Art. 86.1 LSCA; Art. 52.1 LC; Art. 62.1 LCCV; Art. 55.1 LCAR; Art. 
77.1, I LCIB; Art. 69.1 LCLR; Art. 72.1 LCRM; Art. 57.1 LCCMadrid; Art. 65.1 LCPV; Art. 65.1 LCG 
428 Vid. Art. 45.8 LFCN 
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socio en proporción a su compromiso o uso potencial de la actividad 
cooperativizada429.  
 
Por último, la tercera característica común es que las cuotas de ingreso y las 
periódicas no integran el capital social ni será reintegrables430 -léase, 
reembolsables431-. Se trata, en definitiva, de mecanismos de financiación ajenos al 
capital social. Las cuotas pasan a formar parte del oportuno Fondo de Reserva 
Obligatorio que –generalmente- posee un carácter no repartible. Asimismo, 
aunque las normas no suelen especificar nada al respecto, las cuotas periódicas 
también han de integrar las reservas sociales irrepartibles o bien destinarse a la 
financiación de la actividad económica cooperativa432. Por consiguiente, aunque ni 
las cuotas de ingreso ni las periódicas son aportaciones al capital social -y, por 
tanto, no poseen la característica de ser aportaciones a riesgo-, tampoco serán 
recuperables por los socios que causen baja o cuando se liquide la cooperativa. 
 
4.5.4.- Aportación de bienes, prestación de servicios y pagos realizados a la 
cooperativa. 
 
La relación de mutualidad que rige la sociedad cooperativa caracteriza el régimen 
jurídico de las prestaciones entre ésta y los socios. Durante el vínculo entre el socio 
y la cooperativa es habitual que aquél entregue una serie de activos en 
cumplimiento de la obligación de participar en la actividad económica cooperativa; 
correlativamente, dicho socio tiene derecho a participar en las actividades 
cooperativizadas que desarrolla la sociedad para el cumplimiento del fin social433. 
Es decir, desde un punto de vista estricto esta actividad se circunscribe, en 
palabras de VARGAS VASSEROT, “al |mbito interno de la mutualidad dentro de la 
cooperativa y que se desarrolla por los socios. Se puede identificar esta actividad 
                                                 
429 Cuestión que se hace constar expresamente en algunas normas, por ejemplo, Art. 72.1, II LCRM; 
Art. 69.1 LCLR; Art. 65.1 LCPV; Art. 65.1 LCG; Art. 83.1 LCCLM 
430 Tal y como se puntualiza en prácticamente todas las leyes, por ejemplo: Art. 65.1 LCG, Art. 65.1 
LCPV; Art. 83.1 LCCLM; Art. 52.1 LC; etc. 
431 Como se establece en el Art. 93.1 LCPA 
432 Así, lo usual es que las cuotas pasan a formar parte del Fondo de Reserva Obligatorio –vid. como 
ejemplo, Art. 93.1 LCPA-. En cualquier caso, en alguna norma se determina que el ingreso de las 
cuotas periódicas se realizará en el Fondo de Reserva Voluntario: Art. 45.8 LFCN 
433 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 109. 
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cooperativizada propiamente dicha por la concurrencia de tres circunstancias: que 
sean operaciones internas, es decir en el marco de la cooperativa; realizadas por el 
socio con la cooperativa o a la inversa; e íntimamente ligadas a la consecución del 
objeto social”434. 
 
Los activos que pueden ser entregados por los socios destacan por su composición 
heterogénea, por cuanto los cooperativistas pueden estar obligados a entregar 
bienes o productos a la cooperativa, o bien a producir o fabricar bienes o servicios 
en el seno de la cooperativa para el desarrollo de la actividad o incluso a pagar a la 
cooperativa por los bienes o servicios que reciben de ella. Estos activos son 
entregados a la cooperativa para que ésta los gestione en interés de sus socios de 
ahí que haya sido denominado a este conjunto de bienes como “masa de gestión 
económica”435.  
 
Esta heterogeneidad también se plasma en las leyes que especifican que dichos 
bienes pueden consistir en fondos, productos, materias primas436 o -de una 
manera más genérica- “en cualquier tipo de bienes”437.  
 
Asimismo, el socio puede prestar servicios para el cumplimiento del fin social438. 
En todo caso, no se especifica en qué consistirán estos servicios, por lo que 
debemos realizar una interpretación acorde con la finalidad de la norma. En línea 
de principio, entendemos que cabe cualquier tipo de prestación de servicio 
siempre que conlleve una contraprestación, circunstancia que excluye, por tanto, 
las meras liberalidades.  
 
Por último, el socio puede realizar pagos para la obtención de servicios 
cooperativizados. En todo caso, en la normativa no se menciona lo que ha de 
entenderse por pago, prescindiéndose incluso de dicha expresión en algunas 
                                                 
434 Vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad cooperativizada y las relaciones de la Cooperativa con 
sus socios y con terceros, Cizur Menor, 2006, p. 68.  
435 Al respecto vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad…, op.cit. p. 120. 
436 Entre otras, vid. Art. 61.3 LCCAT; Art. 86.2 LSCA; Art. 45.8, II LFCN; Art. 58.2 LSCEX; Art. 55.2 
LCAR; Art. 69.3 LCCyL 
437 Vid. Art. 52.3 LC; Art. 69.2 LCLR; Art. 77.2 LCIB; Art. 93.2 LCPA; Art. 83.2 LCCLM 
438 Es decir, como bien se puntualiza en alguna norma se trata de prestación de servicios para la 
gestión cooperativa, vid. Art. 83.2 LCCLM 
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normas cooperativas que tan sólo se refieren a la “utilización de servicios 
cooperativos”439. Al respecto, ante el silencio legal, debemos deducir que tal 
utilización generará una obligación de pago para el cooperativista y que -debido a 
la exigua regulación- procede realizar una interpretación amplia de lo que hemos 
de entender por pago. Ésta permitiría incluir el realizado tanto en dinero o en 
especie, pero también cualquier otra modalidad como una condonación de deudas, 
el pago por compensación, etc.  
 
Otra de las características de los activos entregados por el socio es que no forman 
parte del capital social440. No obstante, existen notas comunes entre las 
aportaciones al capital y la obligación de participar en la actividad cooperativizada, 
por cuanto ambas conforman la faceta obligacional de la posición del socio y 
consisten en la entrega de bienes a la cooperativa. De cualquier forma, las tres 
diferencias fundamentales son: i) que la aportación a capital social es un acto 
aislado realizado en el momento de constitución de la sociedad o en uno posterior, 
mientras que la obligación de prestación cooperativa es normalmente de tracto 
sucesivo; ii) las aportaciones sociales son una parte de los recursos propios de la 
                                                 
439 Por ejemplo: Art. 64.3 LCCV, Art. 57.2 LCCMadrid 
440 Al respecto, vid. STS (Sala de lo Civil) de 28 de mayo de 2002 (RJ 2002/7348) donde se analiza la 
relación mutualista del socio con la cooperativa mediante la cual éste entrega productos para su 
transformación. Así, en el fundamento de derecho tercero se mantiene con claridad que “para 
centrar la polémica debe señalarse que de los tres tipos de relaciones posibles (de un socio con la 
sociedad cooperativa), a saber, estrictamente societarias, mutualistas y como tercero proveedor, la 
Sentencia recurrida entiende que las operaciones jurídicas de autos pertenece a las segundas, en las 
cuales los socios, como tales y aprovechando los beneficios de tal condición, entregan productos 
para transformación y comercialización a cambio de la contraprestación dineraria correspondiente. 
Por el contrario, la parte recurrente niega tal apreciación y estima que concurre «una relación típica 
de derecho privado y ajena a la relación, que la sentencia denomina mutualista, por supuesta 
aportación de capital» (…) el motivo no distingue adecuadamente las relaciones societarias en 
sentido estricto, a cuyo ámbito pertenecen las aportaciones obligatorias y voluntarias de los socios 
y de los asociados (arts. 31.1, 75 y 42 LGC 2/1987), las cuales integran el capital social, de las 
relaciones mutuales, a las que pertenecen las entregas de los socios, en la cualidad de tales y 
aprovechando los beneficios de tal condición, como clientes, para la gestión –actividad comercial– 
de la Cooperativa, las cuales no entran a formar parte del capital social de la entidad; y como 
consecuencia de ello no resulta oportuno traer a colación los arts. 18 y 19 de los Estatutos de la 
Cooperativa (alegados en el cuerpo del motivo) que obviamente tratan de las aportaciones 
obligatorias y voluntarias de los socios, y por consiguiente, únicamente de las relaciones 
estrictamente societaria”. Esta STS “aporta interesantes pautas orientativas para resolver la 
problemática cuestión de las entregas de bienes realizadas por los socios a la sociedad cooperativa 
para la utilización de sus servicios (…) aún que el presente asunto fue tramitado durante la vigencia 
de la hoy derogada Ley 3/1987 General de Cooperativas, la cuestión no ha perdido un ápice de 
interés dado que la vigente Ley 27/1999 de Cooperativas, contiene un precepto que regula esta 
clase de entregas en los mismos términos que la ley anterior”; vid. GARCÍA CACHAFEIRO, F., 
“Achegas de bens para a xestión cooperativa: comentario | STS 529/2002, de 28 de maio”, 
Cooperativismo e Economía Social, núm. 25, 2002-2003, pp. 171-172. 
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cooperativa, mientras que los bienes o pagos realizados en virtud de la prestación 
cooperativa se incluyen en el patrimonio de la sociedad pero no en su capital; y, 
finalmente, iii) que cada una de ellas tiene una razón de ser distinta, dado que la 
aportación cumple las funciones típicas del capital social mientras que la 
prestación es un mecanismo básico para el desarrollo del objeto social y la 
obtención de la ventaja mutualística441. Esta diferenciación se hace constar de 
forma expresa en todas las normas, o, en todo caso, se especifica que tales entregas 
no son aportaciones sociales442. 
 
En consonancia con lo apuntado, conviene dilucidar quién ostenta la titularidad 
sobre estos activos entregados por el socio a la cooperativa -denominados “masa 
de gestión económica”-. Las propias normas imposibilitan su catalogación como 
capital social pero surgen dudas acerca de si son los acreedores personales de los 
socios o los de la sociedad cooperativa los que tienen derecho a embargarlos en 
caso de deudas. Al respecto, tanto la normativa cooperativa histórica443 como la 
más autorizada doctrina444, se manifestaban a favor de la no transmisión de la 
propiedad de tales activos a la cooperativa, llegándose a la conclusión de que la 
masa de gestión económica corresponde a los socios de la cooperativa por lo que 
sus acreedores personales están en disposición de embargar esos activos. Por el 
contrario, en el caso de las aportaciones de los socios al capital social rige 
expresamente la regla contraria, por cuanto se prohíbe su embargo por parte de 
los acreedores personales de los socios445. 
 
En la actualidad existen varias normas que impiden expresamente que estos 
activos integren el patrimonio cooperativo446, salvo que estatutariamente se 
decrete lo contrario, tal y como matizan algunas leyes447. En consecuencia, estos 
activos no pueden ser objeto de embargo por los acreedores sociales448, por lo que 
                                                 
441 Con claridad, vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad…, op.cit. pp. 112-113. 
442 Vid.  Art. 64.3 LCCV  
443 Representada a nivel estatal por el Reglamento de 1943 de la Ley de Cooperativas de ese mismo 
año, el Reglamento Cooperativo de 1971, la LGC de 1974, el Reglamento de 1978 y la LGC 1987. 
444 Al respecto, vid. VICENT CHULIÁ, F., “El régimen económico…”, op.cit. p. 162. 
445 Sobre esta cuestión, vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad…, op.cit. pp. 120-125. 
446 Por ejemplo, Art. 65.3 LCPV; Art. 65.3 LCG 
447 Al respecto, vid.: Art. 64.3 LCCV; Art. 57.2 LCCMadrid; Art. 83.2 LCCLM 
448 Como expresamente consta en el Art. 65.3 LCG; Art. 65.3 LCPV 
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son embargables por los acreedores personales de los socios “dejando a salvo las 
preferencias que pudiera corresponder a la sociedad cooperativa”449. Con un 
régimen específico, la LCPA dispone que dichos activos no integren el patrimonio 
cooperativo y que no puedan ser embargados por los acreedores sociales, salvo 
que se dispusiere o se dedujere lo contrario de los estatutos sociales, del 
reglamento de régimen interno, de los acuerdos sociales o, en última instancia, de 
las estipulaciones singularmente pactadas con cada socio450. 
 
El régimen jurídico de estas entregas suele derivarse al contrato que se estipule 
entre el socio y la cooperativa. Este contrato podrá someterse a negociación por lo 
que prevalecerá la libertad de ambas partes para disciplinar esa relación. Otra 
posibilidad es que se discipline por las condiciones estipuladas por la propia 
sociedad.  Esta conclusión se deduce de la habitual mención legal de acuerdo con la 
cual estos contratos est|n sujetos a las “condiciones fijadas y contratadas con la 
cooperativa”451. Con una formulación específica, alguna norma determina que las 
relaciones cooperativizadas entabladas por la cooperativa con sus socios se 
sujetarán a las condiciones fijadas en los estatutos sociales, en el reglamento de 
régimen interno o, en su caso, en los acuerdos sociales de la asamblea general. En 
su defecto, esas relaciones se someterán a las estipulaciones singularmente 
pactadas por la cooperativa con cada socio, debiendo observar siempre la sociedad 
el principio de igualdad de trato al establecer las condiciones aplicables452. 
 
Finalmente, en esta materia se ha planteado si sería aplicable la disciplina de las 
condiciones generales de la contratación a este tipo de contratos453. En este 
sentido, el artículo 4 de la Ley 7/1998 que regula las Condiciones Generales de la 
Contratación, impide la aplicación de dicha normativa al contrato de sociedad que 
une a la cooperativa con el socio, pero sí podría aplicarse a aquellos vínculos que 
                                                 
449 Con acierto se incorpora esta solución en el Art. 57.2 LCCMadrid 
450 Vid. Art. 93.2 in fine LCPA 
451 Como ejemplo, vid. Art. 52.3 LC; Art. 77.2 LCIB; Art. 69.2 LCLR; Art. 69.3 LCCyL 
452 Vid. Art. 34.3 LCCLM 
453 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 411. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
140 
con posterioridad unen a ambos sujetos y en los que existen una serie de cláusulas 
predispuestas sin posibilidad de negociación454.  
 
En definitiva, el régimen jurídico aplicable a la actividad cooperativizada ha de 
sustentarse en un equilibrio entre el propio contrato de sociedad y el denominado 
contrato mutualista, que es el que une al socio con la cooperativa a la hora de 
realizar la entrega de los citados activos. Pese a ello, la relación contractual está 
influenciada por los principios fundamentales de la relación societaria plasmados 
en los estatutos de la cooperativa, de modo que los contratos que unen al socio con 
la sociedad para la entrega de activos “no se independizan del de sociedad, sino 
que éste incide en su contenido, ejecución y en su propia extinción”455. 
 
4.5.5.- Títulos participativos. 
 
Los títulos participativos son un instrumento de financiación ajeno o externo de la 
cooperativa cuyo origen se sitúa en el LCCAT de 1992 -que sirvió como referencia 
al legislador vasco en 1993456- y que, como veremos, han sido incorporados 
paulatinamente a todas las leyes cooperativas. 
 
El título participativo puede ser definido como “una modalidad de valor mobiliario, 
que tiene por objeto la obtención de financiación externa. Se trata de un título de 
                                                 
454 En tales casos, la sociedad cooperativa –predisponente- impone este contrato tipo a sus socios –
adherentes- sin que los mismos puedan variar las condiciones de lo cual deducimos que la 
aplicación de la normativa es plenamente viable en tanto que ofrece un régimen tuitivo del 
adherente cuyo objetivo es equilibrar las posiciones de ambos contratantes. Para lograr tal objetivo, 
la LCGC, contiene una regla interpretativa contra proferentem en caso de falta de transparencia de 
la cláusula; promulga el principio de conservación del contrato, en aquellos supuestos de nulidad 
de una cláusula del mismo que no afecte a sus elementos esenciales; y, por último, la norma 
posibilita el ejercicio de una serie de acciones tanto colectivas como individuales con el objetivo de 
declarar el carácter de condición general de una cláusula o su nulidad. 
455 Vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad…, op.cit. p. 175. 
456 El legislador catalán fue el primero en regular este instrumento de financiación y, para ello, 
adoptó como referencia ciertas soluciones del derecho comparado, en concreto, del derecho francés 
tal y como indica PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 303. Así las cosas, el artículo 60 del 
Texto Refundido de la LCCAT, aprobado por RD 1/1992, definía título participativo como “una 
nueva modalidad de valor mobiliario, emitido por cualquier clase de cooperativa, que tiene por 
objeto obtener financiación externa. Mediante dicho título, el suscriptor realizará una aportación 
económica por tiempo predeterminado y el emisor se obliga en cambio a remunerarla”. La LCPV, en 
su Art. 65.5, más que definir caracteriza al título participativo del siguiente modo: “La Asamblea 
General podrá acordar igualmente la emisión de títulos participativos, que darán derecho a la 
correspondiente remuneración mixta en forma de interés fijo más la parte variable que es 
establezca en el momento de la emisión, en función de los resultados de la cooperativa.” 
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renta fija y, por tanto, se corresponde con la parte alícuota de un crédito contra la 
sociedad emisora, teniendo como carácter diferenciado, respecto a las obligaciones 
y bonos ordinarios, su remuneración, que es mixta y consiste en un interés fijo, por 
una parte, y en una remuneración variable que está en función de los resultados de 
la actividad de la empresa”457.  Estos títulos “proporcionan a sus titulares una serie 
de derechos, políticos y económicos a cambio de la aportación económica, 
temporalmente predeterminada, que realizan a la sociedad”458.  
 
La cooperativa actúa como entidad emisora siendo su principal obligación la de 
remunerar el título, y los inversores son los suscriptores que están obligados a 
realizar tal aportación. Tal remuneración consistirá, al menos esencialmente, en 
una participación en los resultados o, en general, en la evolución de la actividad 
económica de la cooperativa459. Por ello, la utilidad de este mecanismo de 
financiación ha sido cuestionada en aquellas cooperativas que practican políticas 
de excedente cero puesto que, en tal caso, “esta forma de financiación –como todas 
las referenciadas sobre los resultados del ejercicio económico- carece de todo 
atractivo”460.  
 
Antes de entrar en el estudio de su régimen jurídico, es necesario hacer una 
referencia a la recepción legal de este mecanismo de financiación y la naturaleza 
jurídica de los títulos participativos.  
 
Con posterioridad a los precedentes normativos citados, esta figura se ha 
incorporado paulatinamente a todas las normas cooperativas. La recepción legal 
tiene lugar, normalmente, en uno de los párrafos del precepto que disciplina de 
                                                 
457 Vid. CABALEIRO CASAL, Mª.J.-RODRÍGUEZ DE PRADO,F., “Las fuentes de financiación 
participativa: análisis y consideración de su utilización sobre la renta de los socios de las empresas 
de participación”, en AA.VV., XVI Congreso Nacional y XII Congreso Hispano-Francés de la Asociación 
Europea de Dirección y Economía de la Empresa. La empresa intangible. Best papers proceedings 
2002, Alicante, 2002, p. 699. En esta línea el Art. 70.1, a) LCCyL los define como “una modalidad de 
valor mobiliario, emitido por cualquier clase de cooperativa, que tiene por objeto obtener 
financiación externa. Mediante dicho título, el suscriptor realiza una aportación económica por un 
tiempo predeterminado y el emisor se obliga, a cambio, a remunerarlo”. 
458 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 412. 
459 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 414; ROCAFORT NICOLAU, A., “La 
financiación cooperativa mediante la emisión de títulos participativos”, CIRIEC-España, Revista de 
Economía Pública, Social y Cooperativa, núm. 68, 2010, p. 144. 
460 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 271. 
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forma conjunta “otras financiaciones” u “otros medios de financiación”. La 
regulación de este instrumento financiero contenida en legislación cooperativa se 
circunscribe a una mera definición del mismo o a señalar sus principales 
caracteres. Este régimen legal “de mínimos” favorece que prime la libre voluntad a 
la hora de disciplinar este tipo de recursos en el oportuno acuerdo de emisión.  
 
En lo que concierne a la naturaleza jurídica de los títulos participativos, resulta 
común aceptar que se trata de una modalidad de los denominados préstamos o 
créditos participativos461, que ya son conocidos en la legislación462. Los créditos 
participativos se caracterizan porque su retribución está ligada a los resultados del 
prestatario así como por ser deuda subordinada. Por tanto, en caso de liquidación 
“el titular del préstamo participativo sólo recuperar| el principal cuando los 
acreedores ordinarios se hayan resarcido de sus respectivas deudas, y sólo 
antecederá a los propietarios o accionistas de la empresa. El riesgo para el 
prestamista participativo es, por tanto, mayor que el ordinario”463. En cualquier 
caso, este tipo de financiación no es original del sistema cooperativo ni ha sido 
creado específicamente para solventar las necesidades de financiación 
cooperativa464.   
 
                                                 
461 Vid. ROCAFORT NICOLAU, A., “La financiación cooperativa mediante la emisión de títulos 
participativos”, op.cit. p. 145. 
462 Los préstamos participativos fueron regulados en primer lugar por el Real Decreto-Ley 8/1993, 
de 30 de noviembre, sobre reconversión y reindustrialización, para las empresas sometidas a 
dichos procesos. Según su artículo 11 el préstamo participativo es aquel que tiene como retribución 
una participación en los beneficios de la empresa. En la Ley 27/1984, de 26 de julio se lleva a cabo 
una regulación de estos “créditos participativos”. En la actualidad, el Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 
de junio, sobre Medidas Urgentes de carácter fiscal y de fomento de la liberalización de la actividad 
económica, considera –en su artículo 20- como préstamos participativos a aquellos donde la 
entidad prestamista percibirá un interés variable que se determinará en función de la evolución de 
la actividad de la empresa prestataria. 
463 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 295. En esta línea, vid. ROCAFORT NICOLAU, 
A., “La financiación cooperativa mediante la emisión de títulos participativos”, op.cit. p. 147. En 
cualquier caso, el carácter de deuda subordinada ha sido negado por cierta doctrina 
fundamentalmente por dos razones complementarias, a saber: el silencio del legislador al respecto 
–por cuanto las normas cooperativas no se expresan al respecto- y porque en la normativa ya se ha 
previsto otro instrumento con tal característica: las participaciones especiales. En este sentido, vid. 
MARTÍN LÓPEZ, S.-GARCÍA-GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ, C.- LEJARRIAGA PÉREZ DE LAS VACAS, G., 
“Las dificultades de financiación de las empresas de participación ante la crisis económica: la 
creación de una entidad financiera de crédito como alternativa”, REVESCO, núm. 100, 2010, p. 33. 
Sin embargo, hay que señalar que las normas cooperativas permiten la emisión de obligaciones con 
carácter subordinado por lo que la coexistencia de instrumentos de tal naturaleza no se prohíbe por 
ley. 
464 Al respecto, vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 291-294. 
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En esta materia, existen leyes cooperativas que admiten que en el acuerdo de 
emisión se determine su carácter de título valor -en concreto, que tengan la 
consideración de valores mobiliarios465- en los términos que imponga la 
legislación vigente466 en materia financiera467. Para algunos autores este tipo de 
título puede ubicarse dentro del modelo de obligación, puesto que “la peculiaridad 
de este nuevo valor mobiliario, reside en conjugar a un mismo tiempo 
características propias de las acciones y de las obligaciones”468. Esta cuestión 
posee especial relevancia para determinar la normativa aplicable a la emisión de 
títulos participativos, puesto que -de existir una equiparación o subsunción del 
título participativo a la obligación- se someterían a la normativa que regula la 
emisión de obligaciones por sociedades no anónimas469. Con todo, al margen de su 
concreta representación mediante títulos o anotaciones en cuenta, lo relevante es 
su catalogación como título valor. En efecto, su emisión sin car|cter mobiliario “no 
tendría ninguna ventaja y dificultaría gravemente su transmisibilidad y por tanto 
su liquidez”470. 
 
Dicho esto, existen varias cuestiones susceptibles de análisis, por ejemplo, cuál es 
el órgano facultado para la emisión de los títulos, el contenido del acuerdo de 
emisión, los derechos del titular y, por último, la amortización del título 
participativo. 
 
                                                 
465 Vid. Art. 57.4 LCCMadrid; Art. 74.2 LCRM; Art. 54.2, I LC; Art. 70.1, a) LCCyL; Art. 86.5, I LSCA; 
Art. 62.2 LCCAT 
466 Vid. Art. 62. 4, I LCCV 
467 Tal precisión es realizada por el Art. 62.3 in fine LCCAT y el Art. 70.1, d) LCCyL 
468 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “El régimen económico: principales aspectos”, en AA.VV., La sociedad  
cooperativa…, (Coord. Francisco J. Alonso Espinosa), op.cit. pp. 116-117. 
469 En concreto la Ley 211/1964, de 24 de diciembre. Tal y como se ha dicho “se debe concluir que 
el régimen aplicable a este “nuevo” título es el de la Ley del 64 e indirectamente la Ley de 
Sociedades Anónimas (art. 12 de la Ley de 1964, será aplicable, de modo supletorio y acomodado a 
la naturaleza de la entidad emisora, lo dispuesto en el Capítulo VII de la Ley de 1951 LSA)”; vid. 
PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 310. 
470 Al respecto, MORAL VELASCO, E., “Comentarios Arts. 53 y 54 LC”, op.cit. p. 270. En esta línea, se 
ha mantenido que la instrumentación de estos préstamos en valores incrementa su liquidez y, de 
esa forma, se incentiva su suscripción; vid. ROCAFORT NICOLAU, A., “La financiación cooperativa 
mediante la emisión de títulos participativos”, op.cit. p. 145. 
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En la mayoría de las normas figura expresamente que el órgano competente para 
acordar la emisión de títulos participativos es la Asamblea General471, por lo que 
tal emisión se tipifica como una de sus competencias exclusivas e indelegables472. 
En todo caso, la literalidad de algunas leyes lleva a equívoco al mencionar que la 
Asamblea General podr| “autorizar” la emisión de títulos participativos, de lo que 
parece deducirse que otro órgano podría emitirlos473. 
 
El acuerdo de emisión usualmente mencionará las condiciones económicas de 
estos títulos y los derechos administrativos o de carácter político derivados de la 
suscripción. La referencia a los derechos de carácter económico del titular es 
obligatoria, resultando fundamental concretar la remuneración de los títulos así 
como el plazo de amortización de los mismos.  
 
Así pues, los títulos participativos dan derecho a la remuneración en las 
condiciones que se determinen en el acuerdo de emisión. Dicha remuneración 
puede ser fija, variable o mixta –que, como combinación de los dos anteriores, se 
configura como el sistema más común-. 
 
La remuneración “fija” consiste en un interés aplicado sobre la cantidad 
desembolsada. Así, se establece que estos títulos darán derecho a una 
remuneración constituida por un interés fijo que, de acuerdo con algunas normas, 
estará supeditado a los límites establecidos por la ley474 y, en todo caso, tal interés 
figurará determinado en las condiciones de emisión. Por otra parte, los títulos 
participativos pueden incorporar una remuneración variable cuyo límite se 
                                                 
471 Vid. entre otras: Art. 65.5 LCPV; Art. 57.4 LCCMadrid; Art. 45.11 LFCN; Art. 65.5 LCG; Art. 74.2 
LCRM; Art. 69.5 LCLR; Art. 55.5 LCAR; Art. 54.2, I, LC; Art. 70.1 LCCyL; Art. 59.1 LSCEX; Art. 95.4 
LCPA; Art. 83.5 LCCLM 
472 Al respecto, vid. Art. 21.2 e) LC 
473 Vid. Art. 78.2 LCIB; Art. 72.2 LCCAT 
474 Al respecto, vid. por ejemplo: Art. 55.5 LCAR en relación con el  Art 51 LCAR en el que, en 
relación con las aportaciones voluntarias se dispone que, el tipo de interés será fijado en el acuerdo 
de emisión y será como máximo tres puntos por encima del tipo básico del Banco de España; el Art. 
95.4 LCPA donde se posibilita que los títulos participativos puedan incorporar un interés fijo pero 
con los límites establecidos en esta ley para remunerar el capital social, en relación con el Art. 86.2 
LCPA donde se establece que la remuneración de las aportaciones al capital social estará 
condicionada a la existencia de resultados positivos para satisfacerla y no excederá en más de seis 
puntos el interés legal del dinero.  
Capítulo 4.- Diferencia de la aportación con figuras afines 
145 
determinará en función de la evolución de los resultados de la cooperativa475 o en 
función de su actividad476. No obstante, existen disposiciones que -con un criterio 
amplio- permiten optar por uno de los tres tipos de remuneración citados sin dar 
más datos al respecto477. Por el contrario, otra opción legislativa es la de 
decantarse tan sólo por uno de los criterios de remuneración, en concreto, por la 
remuneración variable en función de los resultados del ejercicio478.  
 
Otra de las indicaciones económicas que ha de constar ineludiblemente en el 
acuerdo de emisión es el plazo de amortización de los títulos. En este punto 
destaca la libertad que las normas conceden para que la sociedad cooperativa fije 
los plazos de amortización. La regla general es la de no concretar específicamente 
dichos plazos y que tal plazo sea el que se fije en el acuerdo de emisión. 
Precisamente aquí radica uno de los puntos positivos de esta forma de 
financiación, puesto que dicha libertad permite fijar vencimientos largos 
contribuyendo así a la estabilidad financiera de la cooperativa479. En conclusión, la 
emisión de los títulos participativos se puede convertir en una “fuente estable de 
financiación”480.  
 
Los derechos de carácter administrativo que habitualmente se prevén en el 
acuerdo de emisión son el de información y el de la posible asistencia a Asamblea 
con voz pero sin voto481. De todas maneras, en aquellas normas que incorporan 
referencias al contenido del acuerdo de emisión, la mención de los derechos 
políticos en dicho acuerdo suele considerarse como potestativa482.  
                                                 
475 Vid. Art. 55.5 LSCA; Art. 65.5 LCG; Art. 65.5 LCPV; Art. 44. 11, I LFCN; Art. 59.1 LSCEX; Art. 55.5 
LCAR; Art. 95.4 LCPA; Art. 83.5 LCCLM 
476 Fórmula que se incorpora en el Art. 62.2 LCCAT; Art. 74.2; Art. 54.2 LC. En este sentido, tal y 
como se ha indicado respecto a esta última norma, la expresión más correcta sería la de los 
resultados de la cooperativa en vez de la equívoca referencia a la actividad; vid. MORILLAS-FELIÚ, 
Curso…, op.cit. p. 413. 
477 Vid. Art. 86.5, III LSCA; Art. 62.4, II LCCV; Art. 69.5, I, LCLR; Art. 78.2 LCIB 
478 Vid. Art. 57.4, I LCCMadrid 
479 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 320. En esta línea, vid. GADEA-SACRISTÁN-
VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 414. 
480 Al respecto, MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 414. 
481 Por tanto, como podemos comprobar, el título participativo no deja de ser una obligación con un 
sistema de remuneración especial y el reconocimiento de determinados derechos. Al respecto, vid. 
PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 309.  
482 El acuerdo de emisión concretará el plazo de amortización y demás condiciones económicas 
aplicables, asimismo “podr| establecer” el derecho de asistencia de los suscriptores de esos títulos 
a la Asamblea general, en este sentido, vid. Art. 69.5, II LCLR; Art. 62.5, II LCCLM; Art. 54.2, II LC; 
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En esta materia hay textos legales que –de manera acertada- indican de forma 
expresa los derechos que han de otorgarse a los suscriptores483, si bien esto 
constituye una excepción a la solución mayoritaria que opta por no constatar 
legalmente dichos derechos. Así, en algunas leyes se establece de forma expresa 
que el acuerdo de emisión garantizará la representación y la defensa de los 
intereses de los suscriptores en la Asamblea General y en el Consejo Rector, sin 
reconocerles el derecho de voto484. Otras disposiciones, con una redacción más 
concluyente, otorgan directamente a los suscriptores o portadores del título 
participativo el derecho de información y asistencia a Asamblea con voz pero sin 
voto485. En el resto de las normas, el derecho de asistencia de los suscriptores 
quedará a expensas de lo que se estipule en el acuerdo de emisión, el cual, por 
regla general, podrá otorgar tal derecho con voz pero sin voto486. 
 
4.5.6.- Participaciones especiales.  
 
Las participaciones especiales se regularon inicialmente en la LCPV487. Sin 
embargo, con posterioridad, han sido varias disposiciones las que han disciplinado 
esta forma de financiación488, generalmente para todo tipo de cooperativas489. 
                                                                                                                                               
Art. 62.3 LCCAT; Art. 74.2, II LCRM; Art. 65, II LCG; Art. 65.5, II LCPV. En un sentido similar el Art. 
95.4, II LCPA dispone que: “El acuerdo de emisión, que concretar|, asimismo, el plazo de 
amortización de los títulos y demás condiciones aplicables, podrá establecer el derecho de 
asistencia de los participes a la asamblea general, con voz y sin voto”. 
483 El hecho de otorgar derechos a los suscriptores viene a equilibrar “la tensión entre intereses 
posiblemente contrapuestos, ya que por una parte garantiza el mantenimiento de la soberanía 
social en mano de los socios cooperadores, y por otra parte ayuda a disipar la inseguridad que 
produce al inversor la ausencia del derecho de voto”; vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, 
op.cit. p. 315. 
484 Vid. Art. 62.4, III LCCV; Art. 86.5, IV LSCA; Art. 59.4 LCCMadrid; Art. 45.11, II LFCN 
485 Vid. Art. 70.1 c) LCCyL; Art. 59.1 LSCEX 
486 Entre otras, vid. Art. 65.5, II LCPV; Art. 65.5, II LCG; Art. 83.5, II LCCLM; Art. 54.2, II LC; etc. 
487 Esta fórmula de financiación se introduce en el Art. 64 LCPV, si bien “no constituye una novedad 
en el Derecho comparado. Así, con función similar se regulan en la legislación francesa distintas 
figuras, como las partes sociales con interés prioritario sin derecho a voto, los certificados 
cooperativos de inversión y los certificados cooperativos de socios, y en la italiana, las acciones de 
participación cooperativa. Para una breve referencia al régimen jurídico de estos instrumentos, vid. 
GADEA SOLER, E., “Régimen económico: otras financiaciones”, op.cit. pp. 174-176. Con mayor 
detalle, vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. pp. 336-359. 
488 Vid. Art. 53 LC; Art. 64 LCPV; Art. 73 LCRM; Art. 45.10 LFCN; Art. 62.1 LCCAT; Art. 94 LCPA; Art. 
84 LCCLM 
489 En el Art. 53.3 LC y Art. 64.4 LCPV se especifica que lo previsto para las participaciones 
especiales sólo será de aplicación a las cooperativas de crédito y de seguros cuando su normativa 
reguladora no lo impida. 
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Otras leyes, como por ejemplo la LCCMadrid, remiten el régimen de las 
participaciones sociales a lo previsto en la LC490. Igualmente, la amplia redacción 
de algunos textos legales posibilita la emisión de participaciones especiales aunque 
no figure su disciplina en la ley491. En todo caso, habrá que completar lo previsto en 
la legislación cooperativa con la regulación específica existente para la emisión de 
obligaciones y ofertas públicas de valores492.   
 
La naturaleza jurídica de este recurso financiero resulta controvertida. En opinión 
de algunos autores, nos hallaríamos ante “aportaciones patrimoniales realizadas 
por los socios o terceros, que presentan una naturaleza compleja, asimilable a los 
préstamos subordinados, en tanto que, por una parte, presentan notas comunes 
con el préstamo, aunque, por otra, están comprometidas en cierta medida en el 
riesgo de empresa”493. Para otros estaríamos ante créditos o deuda 
subordinados494. En esta línea, parte de las leyes cooperativas que recogen este 
tipo de recurso financiero lo caracterizan legalmente como subordinado495 o 
expresamente utilizan la expresión “financiación subordinada”496. 
 
En cualquier caso, la finalidad del legislador cooperativo al admitir las 
participaciones especiales consistiría en “sustituir el capital variable de la 
cooperativa por uno fijo a todos los efectos, que se integraría por las 
                                                 
490 Vid. Art. 57.4, II LCCMadrid 
491 Al respecto se ha mantenido que “la Ley de cooperativas de Galicia no contempla su emisión, 
pero es posible en base a la autonomía de la voluntad y a la aplicación supletoria del artículo 53 de 
la Ley 27/99”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “El futuro de la legislación cooperativa”, op.cit. p. 37. Así, el 
Art. 65.4 LCG dispone que: “Las cooperativas, por acuerdo de la asamblea general, podr|n emitir 
obligaciones, ajustándose su régimen a lo dispuesto en la legislación aplicable. Asimismo, la 
asamblea general podrá acordar, cuando se trate de emisiones en serie, la admisión de financiación 
voluntaria de los socios o de terceros bajo cualquier modalidad jurídica y con el plazo y condiciones 
que se establezcan”. En una línea similar vid. Art. 69.2 LCLR; Art. 55.3 LCAR 
492 En concreto, la ya citada Ley 211/1964, de 24 de diciembre, sobre regulación de la emisión de 
obligaciones por sociedades que no hayan adoptado la forma de anónimas, asociaciones y otras 
personas jurídicas y la constitución del sindicato de obligacionistas y por el RD 1310/2005 
anteriormente citado. 
493 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 411. En esta línea, vid. GADEA, E., 
“La financiación de las Sociedades Cooperativas: un estudio desde la perspectiva de la Ley de 
cooperativas del País Vasco”, Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, núm. 37, 
2003, p. 49. 
494 Al respecto, con detalle, vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. pp. 360-378. Con esta 
opinión, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 388; MORAL VELASCO, E., “Comentarios Arts. 53 y 
54 LC”, op.cit. p. 273; VICENT CHULIÁ, F., “El futuro de la legislación Cooperativa”, op.cit. p. 37. 
495 Vid. Art. 83.1 LCCLM; Art. 73.1 LCRM 
496 Vid. Art. 64.1 LCPV; Art. 45.13 LFCN 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
148 
participaciones especiales, le sería de aplicación el régimen propio del capital 
excepto los artículos relativos a retribución, actualización, transmisión y 
reembolso; y, por último, sus titulares tendrían la consideración de socios, pero sin 
derechos de voto ni de participación en los órganos de administración”497. 
 
El régimen jurídico de las participaciones especiales se caracteriza por: i) su 
necesaria previsión estatutaria; ii) la sujeción de su creación a un acuerdo de 
emisión; iii) su diversa naturaleza según el momento de vencimiento; iv) su 
régimen de reembolso; v) su carácter subordinado; y, vi) su libre transmisibilidad. 
 
En lo relativo a la previsión estatutaria, diferenciamos varios grupos de normas. 
Por un lado están aquellas leyes en las que las participaciones especiales dependen 
de la consignación expresa de esa modalidad de financiación en los estatutos498. 
Esta previsión suele ser genérica, por lo que las disposiciones que posibilitan la 
emisión de este mecanismo de financiación no imponen limitaciones al respecto. 
Por consiguiente, estatutariamente se puede facultar a la Asamblea o al Consejo 
para la oportuna emisión siempre que se respete lo previsto en la norma.  Por otra 
parte, estarían aquellas leyes que facultan directamente a la Asamblea para 
acordar la emisión de participaciones especiales sin que sea necesaria la oportuna 
mención estatutaria al respecto499. Finalmente, destacaríamos la solución de la 
LFCN, donde también se posibilita que la contratación de “aportaciones financieras 
subordinadas” sea aprobada por el Consejo Rector, siempre que no se realice una 
emisión en serie o se produzca una modificación sustancial de la estructura 
económica según los estatutos sociales de la Cooperativa500.  
 
Una segunda característica de las participaciones especiales es que su creación 
precisa del correspondiente acuerdo de emisión. En esta materia son varias las 
precisiones que conviene realizar. Su emisión en serie requiere el acuerdo de la 
                                                 
497 Vid. FAJARDO GARCÍA, I.G., “La masa activa y pasiva en el concurso de cooperativas”, en AA.VV., 
Estudios sobre la Ley Concursal. Libro homenaje a Manuel Olivencia, Madrid, 2005, p. 5251. En este 
sentido, vid. MERINO HERNÁNDEZ, S., “An|lisis de la reforma de la Ley 4/1993, de 24 de junio de 
Cooperativas de Euskadi (Ley 1/2000, de 29 de junio)”, CIRIEC Revista Jurídica, núm. 11, 2000, pp. 
15-16. 
498 Vid. Art. 53.1 LC, Art. 73.1 LCRM , Art. 57.4, II LCCMadrid (por remisión a LC) 
499 Vid. Art. 45.10 LFCN, Art. 64 LCPV, Art. 62.1 LCCAT; Art. 94.3 LCPA 
500 Vid. Art. 45.13, IV LFCN 
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Asamblea General en el que se fijar|n las cl|usulas de emisión y “en su caso” se 
cumplirá con los requisitos establecidos en la normativa reguladora del mercado 
de valores501 o en la normativa vigente sobre dichos activos financieros502. La 
expresión “en su caso” es común en las leyes cooperativas y se justifica en el hecho 
de que las participaciones especiales pueden emitirse en serie o no, cuestión de la 
que dependerá su representación. En el primer supuesto podrán estar 
representadas a través de anotaciones en cuenta o títulos valores y han de respetar 
la citada normativa; en el segundo, la representación podrá ser por medio de 
títulos valores, si bien no se aplicará la mencionada disciplina al no tratarse de una 
emisión en serie.  
 
La tercera nota característica de las participaciones especiales está relacionada con 
su diversa naturaleza jurídica en atención al momento de su exigibilidad. Así las 
cosas, si el vencimiento es antes de la liquidación, las participaciones especiales 
constituyen un recurso ajeno. Por el contrario, cuando el vencimiento no tenga 
lugar hasta que se acuerde la liquidación, se configurarán como un recurso 
financiero propio -incluso llegándose a catalogar como capital social-. En esta 
materia procede hacer varias matizaciones.  
 
Las normas suelen determinar, como primera opción, un plazo de vencimiento 
amplio comúnmente fijado en un mínimo de cinco años503. No obstante, alguna ley 
no estipula tal plazo y permite su determinación en el propio acuerdo de 
emisión504. En todo caso, se trata de emisiones a largo plazo505 que persiguen dotar 
de estabilidad financiera a la cooperativa.  
 
Alternativamente, ese vencimiento puede hacerse coincidir con la liquidación de la 
sociedad cooperativa. En estas circunstancias, dichas participaciones son 
catalogadas como capital social puesto que se crea un fondo contable de capital fijo 
                                                 
501 Al respecto, vid. Art. 73.2 LCRM, Art. 53.2 LC, Art. 62.1 LCAT, Art. 57.4, II LCCMadrid  
502 Vid. Art. 45.10, II LFCN 
503 Vid. Art. 64.1 LCPV; Art. 45.10 LFCN; Art. 53.1 LC; Art. 73.1 LCRM; Art. 57.4, II LCCMadrid 
504 Vid. Art. 62.1 LCCAT 
505 Este plazo coincide con el período máximo que los estatutos pueden exigir al socio de 
permanencia en la cooperativa; vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Arts. 53 y 54 LC”, op.cit. p. 
273. 
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vinculado a la sociedad por toda la vida de ésta506. No obstante, las participaciones 
especiales divergen de las aportaciones a capital, ya que el montante constituido 
por el capital social cooperativo es variable -sobre la base del principio de libre 
adhesión-. La cifra conformada por las  participaciones especiales -precisamente 
por vincularse su vencimiento a la aprobación de la liquidación- pasa a ser 
considerada como un fondo propio y a tratarse contablemente como capital pese a 
ser técnicamente un recurso ajeno507.  
 
En esta línea, la LFCN contempla una división del capital social cooperativo que es 
característica y única entre las normas cooperativas, pero resulta acorde con lo 
que acabamos de exponer. El artículo 47 LFCN divide -con gran detalle- los 
recursos propios de la sociedad cooperativa navarra en tres categorías: fondos 
propios variables, capital social fijo y “otros recursos propios”. La variabilidad 
caracteriza al capital social constituido por las aportaciones de los socios; a la 
deuda perpetua subordinada no exigible hasta la liquidación pero reembolsable sin 
consentimiento de los acreedores transcurridos al menos cinco años; y, por último, 
a la financiación subordinada de plazo igual o superior a treinta años, siempre que 
resten al menos diez años desde la fecha de contabilización hasta la fecha de 
vencimiento. Por el contrario, como capital social fijo se consigna cualquier 
modalidad de deuda perpetua subordinada y no exigible hasta la liquidación de la 
cooperativa receptora y no reembolsable con anterioridad sin consentimiento de 
los acreedores. Por último -a modo de cláusula de cierre- podrán existir “otros 
recursos propios” que estarían constituidos por cualquier otra modalidad de 
deuda perpetua subordinada e inexigible hasta la liquidación de la cooperativa. 
 
Como cuarta característica de las participaciones sociales destaca el régimen de su 
reembolso, íntimamente relacionado con el vencimiento. Así, algunas normas 
precisan que tanto las participaciones especiales con vencimiento anterior a la 
liquidación como las que venzan tras la misma, podrán reembolsarse siguiendo el 
                                                 
506 Se trataría, por tanto, de una deuda perpetua ya que tales activos no serían exigibles hasta la 
liquidación de la cooperativa; vid. CELAYA ULIBARRI, A., “Acceso de las Cooperativas al mercado de 
capitales”, Anuario de Estudios Cooperativos, núm. 1, 1995, p. 55. 
507 Al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 269; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, 
op.cit. p. 418; MORAL VELASCO, E., “Comentarios Arts. 53 y 54 LC”, op.cit. p. 273; PASTOR 
SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 324.  
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procedimiento determinado para la reducción de capital social por restitución de 
aportaciones previsto en la legislación de sociedades de responsabilidad 
limitada508 –en la actualidad serían aplicables los artículos 329 y 330 del TRLSC- . 
Asimismo, en opinión de PANIAGUA ZURERA “nada impide, salvo previsión 
estatutaria en contra, que pueda pactarse el oportuno reembolso con cargo a 
reservas voluntarias”509. El resto de los textos legales no determinan nada al 
respecto, con lo que el reembolso anterior de las participaciones especiales se 
regirá por lo estipulado en el acuerdo de emisión o, de no existir tal previsión, por 
lo que decida la Asamblea General510. 
 
Otra de las características de las participaciones especiales es que, a efectos de 
prelación en caso de concurso de acreedores, tienen carácter subordinado511. Esto 
significa que los suscriptores de las participaciones especiales o los que devengan 
titulares tras la oportuna transmisión se colocan en el último orden de prelación 
detrás del resto de los acreedores ordinarios y tan sólo cobrarán antes del posible 
reembolso de las aportaciones que puedan corresponder a socios y asociados512.   
 
Por último, las participaciones especiales se caracterizan por su libre 
transmisibilidad. En efecto -tal y como se recoge expresamente en alguna norma- 
“estas participaciones especiales son libremente transmisibles”513; por el 
contrario, la literalidad de otras leyes lleva a engaño al instituir que “podr|n ser 
libremente transmisibles”514, dependiendo, en tal supuesto, de lo que se recoja en 
el acuerdo de emisión. De todas formas, si se trata de una emisión en serie de 
participaciones especiales representadas mediante títulos o anotaciones en cuenta, 
tanto su carácter de título valor como su transmisibilidad resultan indubitados. Por 
consiguiente, los obstáculos a la libre transmisibilidad únicamente proceden en 
                                                 
508 Vid. Art. 53.1 LC, Art. 73.2 LCRM, Art. 57.4, II LCCMadrid; Art. 84.1, II LCCLM 
509 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 269. 
510 En la anterior redacción de la LCPV y de la LFCN se supeditaba el citado reembolso al 
consentimiento de los acreedores no titulares de esas participaciones. En la redacción actual de 
esas normas no existe ninguna mención al respecto.  
511 El Art. 45.13, I LFCN mantiene que: “Se consideran financiaciones subordinadas las recibidas por 
las cooperativas que, a efectos de prelación de créditos, se sitúen detrás de todos los acreedores 
comunes”. En un sentido similar vid. por ejemplo, Arts. 57 y 64.1 LCPV y Art. 53.1 LC 
512 Al respecto; PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 391; GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, 
Régimen jurídico…, op.cit. pp. 412-413. 
513 Vid. Art. 62.1 LCCAT, Art. 73.2 LCRM; Art. 94.2 LCPA 
514 Al respecto: Art. 53.1 LC; Art. 84.2 LCCLM 
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aquellas emisiones de participaciones especiales que no sean en serie y en las que 
el acuerdo de emisión disponga que la representación de tales participaciones no 
efectúe mediante valores mobiliarios. 
 
Al margen de las características citadas, el titular o suscriptor de participaciones 
especiales detenta una específica posición jurídica que, al igual que sucedía con los 
títulos participativos, puede ser analizada desde una doble perspectiva.  
 
Desde el punto de vista de los derechos políticos del suscriptor poco hay que decir, 
por cuanto éste carece de los mismos al ser titular de esta clase de 
participaciones515, verificándose un claro paralelismo con la figura de las “acciones 
sin voto” en las sociedades de capital. Por consiguiente, podríamos hablar de un 
“capital mudo”516 cuyos derechos se plasman únicamente en la órbita económica 
pero no en la social517. En cualquier caso, surge la duda acerca de si, ante el silencio 
legal, puede el acuerdo de emisión conferir algún tipo de derecho político para los 
titulares de las participaciones sociales518. En este sentido, a nuestro juicio, la 
laxitud con la que están redactadas las normas que recogen este mecanismo de 
financiación posibilitaría tal extremo.  
 
En relación con esta cuestión también apuntaremos que, según ciertas normas, se 
otorga un derecho a los socios de la cooperativa y sus trabajadores para suscribir 
las participaciones especiales que sean emitidas por la sociedad con preferencia a 
terceros ajenos a la misma. En esta materia, la LCPV y la LFCN519 obligan a ofrecer 
las participaciones especiales en cuantía no inferior al cincuenta por ciento a los 
socios y trabajadores asalariados de la cooperativa antes de hacerlo a terceros. Las 
                                                 
515 Cuestión que no obstaculiza que pueda ejercitar tales derechos si, a su vez, es socio y titular de 
participaciones especiales al mismo tiempo. 
516 En expresión ilustrativa utilizada por la doctrina francesa y citada por, PASTOR SEMPERE, C., Los 
recursos…, op.cit. p. 368. 
517 En este sentido, “la posición que ocupa el titular de estas participaciones especiales a pesar de la 
peculiaridad de que desde un punto de vista económico cumplan una función más próxima a las 
aportaciones a capital, sigue siendo la de acreedor, a pesar de que en realidad si la sociedad 
cooperativa deudora quiebra o suspende pagos, estos acreedores “especiales”, pueden saber que 
con casi absoluta seguridad no podrán obtener el reembolso de sus préstamos ni el de sus intereses 
vencidos y no cobrados”; PASTOR SEMPERE, C., Los recursos …, op. cit. pp. 385-386. 
518 Tan sólo el Art. 64.2 de la LCPV puntualiza que pese a la libertad para fijar las características de 
las participaciones especiales en el acuerdo de emisión, en ningún caso se pueden atribuir al titular 
derechos de voto en la Asamblea General ni de participación en un órgano de administración. 
519 Vid. Art. 64.4 de la LCPV y el Art. 45.13, V LFCN 
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demás normas no aluden a esta cuestión, si bien nada impide que dicha solución se 
arbitre vía estatutaria. 
 
Los derechos económicos del titular de participaciones especiales se circunscriben 
al ya aludido reembolso de las cantidades aportadas, así como a su remuneración. 
En cuanto a ésta, el régimen de las participaciones especiales se caracteriza por la 
inexistencia de precisiones legales por lo que habrá que estar a lo que se discipline 
en el acuerdo de emisión. Por tanto, es llamativo que dicha remuneración no esté 
sujeta a los límites fijados para los títulos participativos520. Asimismo -excepto en 
una norma- las demás no indican que dicha remuneración tenga que ser fija o 
variable o que se calcule en función de los resultados de la cooperativa521. 
 
4.5.7.- Emisión de obligaciones. 
 
Las obligaciones se pueden definir como aquellos “valores emitidos en serie o en 
masa, mediante los cuales la sociedad emisora reconoce o crea una deuda de 
dinero a favor de quienes lo suscriban”522. Esos valores “documentan e incorporan 
el reconocimiento de una deuda de dinero y la promesa de pago de intereses, más 
la restitución del principal, a su legítimo tenedor”523.  
 
Los elementos personales son el emisor -cuya finalidad es la de obtener recursos 
financieros para su empresa- y el obligacionista -que tiene como incentivo la 
consecución de una rentabilidad por su inversión-. La emisión de obligaciones 
posee un elemento característico que la diferencia de otros mecanismos de 
financiación, esto es: el derecho de crédito del obligacionista se incorpora a un 
valor que representa una parte alícuota del total del préstamo concedido por todos 
los suscriptores y es transmisible de forma independiente sin necesidad de 
consentimiento por parte del emisor. Dicho esto, cualquier valor mobiliario 
emitido en serie que reconozca o cree una deuda tendrá la consideración legal de 
                                                 
520 Hecho que no es compartido por parte de la doctrina, al respecto, vid. FAJARDO GARCÍA, G., “La 
reforma de la legislación cooperativa estatal”, RJESC, núm. 10, 1999, p. 59. 
521 Cuestión que sí figura expresamente recogida en el Art. 64.1 LCPV 
522 GARCÍA DE ENTERRÍA, J., “La Sociedad Anónima: las obligaciones”, en AA.VV., Curso de Derecho 
Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., 2006, p. 1065. 
523 MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 414. 
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obligación y quedará sometido al régimen jurídico de éstas independientemente de 
la denominación que se le quiera otorgar524.  
 
En este punto, en la legislación cooperativa se contempla la posibilidad de emitir 
unos recursos financieros que son denominados obligaciones y se configuran como 
fondos exigibles que han de devolverse en un plazo prefijado pero durante la vida 
de la sociedad. En consecuencia, su vencimiento no se vincula al momento de la 
liquidación puesto que de ser así se catalogarían como participaciones especiales. 
Por lo demás, conviene subrayar que el obligacionista no posee derecho político 
alguno, cuestión que diferencia las obligaciones de los títulos participativos.  
 
El régimen de emisión de las obligaciones cooperativas se deriva a lo establecido 
por la legislación vigente, siendo la Asamblea General es el órgano competente 
para acordarlas525. 
 
En lo que concierne a la legislación aplicable, sigue en vigor la Ley 211/1964, de 24 
de diciembre526, pero también es de aplicación la LMV y sus normas de desarrollo, 
en concreto, el RD 1310/2005, de 4 de noviembre. De forma específica, la 
legislación cooperativa ha incorporado una serie de reglas para disciplinar el 
régimen de emisión527. En primer lugar, que el importe máximo de las emisiones 
no garantizadas con garantía real o garantía personal establecida por ley, no puede 
superar la cifra de valoración de los bienes de la cooperativa528. En segundo lugar, 
la necesaria inscripción de la cooperativa en el Registro Mercantil529. Por último, 
en tercer lugar, la constitución de un sindicato de obligacionistas y la designación 
de un comisario530. 
                                                 
524 Al respecto, vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 408.  
525 Al respecto, vid. Art. 62.3 LCCV; Art. 70.3 LCCyL; Art. 78.1 LCIB; Art. 58.4 LSCEX; Art. 86.4 LSCA; 
Art. 45.9 LFCN; Art. 62.4 LCCAT; Art. 65.4 LCPV; Art. 54.1 LC; Art. 74.1 LCRM; Art. 57.3 LCCMadrid; 
Art. 65.4 LCG; Art. 69.4 LCLR; Art. 83.3 LCCLM; Art. 55.4 LCAR; Art. 95.2 LCPA 
526 Con las oportunas modificaciones, entre las que destacaba la efectuada por la derogada Disp. 
adic. 3ª de la LSRL en la que se determinaba que: “A partir de la entrada en vigor de esta Ley, las 
personas físicas y las sociedades civiles, colectivas y comanditarias simples, no podrán emitir ni 
garantizar la emisión de obligaciones u otros valores negociables agrupados en emisiones”. Esta 
prohibición se prevé en la actualidad en la Disp. adic. Primera, del TRLSC 
527 Al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 270. 
528 Vid. Art. 1, II Ley 211/1964 
529 Vid. Art. 3 Ley 211/1964 
530 Vid. Art. 6 Ley 211/1964 
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Desde el punto de vista del régimen jurídico hay que subrayar que en la legislación 
cooperativa no hay uniformidad a la hora de posibilitar la conversión de las 
obligaciones en aportaciones al capital social puesto que existen ciertas leyes que 
vetan tal opción531. No obstante, otras normas la admiten pero con condicionantes, 
por ejemplo, la necesidad de que los obligacionistas sean socios o asociados y 
respetando los límites a la concentración de capital establecidos por Ley532; o, 
simplemente, con la salvedad de que los obligacionistas sean socios-533. 
Finalmente, un nutrido grupo de disposiciones no especifican nada al respecto. 
Ante tal omisión legal, consideramos que nada impide que dicha cuestión se 
discipline en el oportuno acuerdo de emisión posibilitando la conversión534. En 
esta línea de autorregulación, el resto del régimen jurídico de las obligaciones se 
podrá disciplinar con cierta libertad en el propio acuerdo de emisión en el que, por 
ejemplo, se puede determinar su catalogación como deuda subordinada535 tras la 
oportuna previsión estatutaria536.  
 
4.5.8.- Financiación voluntaria.  
 
En la legislación cooperativa se prevé -prácticamente sin excepción- la admisión de 
financiación voluntaria bajo cualquier modalidad jurídica537. Así pues, a modo de 
cláusula de cierre del sistema, las leyes permiten que cualquier mecanismo de 
financiación que no esté expresamente disciplinado en las mismas tenga acomodo 
legal538. De nuevo, nos hallamos ante una competencia exclusiva e indelegable de la 
Asamblea General.  
 
                                                 
531 La referencia al carácter no convertible la encontramos en las siguientes normas, Art. 62.3 LCCV; 
Art. 78.1 LCIB; Art. 86.4 LSCA; Art. 45.9 LFCN; Art. 55.4 LCAR 
532 En este sentido, vid. Art. 58.4 LSCEX; Art. 69.4 LCLR 
533 Vid. Art. 57.3 LCCMadrid 
534 Al respecto, vid. MORAL VELASCO, E., “Comentarios Arts. 53 y 54 LC”, op.cit. p. 275. En contra de 
considerar viable la conversión ante el silencio legal, vid. PANIAGUA ZURERA, M. La sociedad 
cooperativa…, op.cit. p. 270. 
535 Cuestión a la cual se hace referencia expresa en el Art. 62.3 LCCV. 
536 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentarios Arts. 53 y 54 LC”, op.cit.p. 274. 
537 Modalidad de financiación que no está prevista en la LCIB 
538 Al respecto se ha mantenido que es viable recabar financiación, por ejemplo, mediante la 
emisión de pagarés o cheques posdatados; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit.p. 387. 
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La diferencia entre los distintos textos legales radica en que algunos posibilitan 
que dicha financiación pueda ser proporcionada por los socios o por terceros539 
mientras que otros circunscriben tal financiación a los socios y asociados540. En 
cualquier caso, tal y como se puntualiza en algunas normas541, estos recursos no 
integran el capital social.  
 
La amplitud con la que están redactadas las leyes cooperativas hace que el régimen 
jurídico de este mecanismo de financiación se pueda determinar libremente en el 
oportuno acuerdo de emisión, por ejemplo, lo referente al plazo y condiciones de 
devolución542. Esta financiación voluntaria podrá articularse bajo cualquier 
modalidad jurídica a través de todo tipo de valores que creen una deuda, por 
ejemplo, la emisión de pagarés543. Por lo demás, también será viable una emisión 
en serie para recabar esta clase de financiación544, a la que le sería aplicable la Ley 
del Mercado de Valores y normas de desarrollo que hemos citado anteriormente.  
 
4.6.- Aportación cooperativa y cuentas en participación. 
 
La sociedad cooperativa también puede recabar financiación mediante la 
utilización del contrato de cuentas en participación de acuerdo con lo previsto en 
el CCom545 o en la legislación vigente546. En cuanto a la competencia para acordar 
este mecanismo de financiación, algunas leyes la atribuyen expresamente a la 
Asamblea General547, mientras que otras no mencionan nada al respecto.  
                                                 
539 Por ejemplo, vid. Art. 69.3 LCLR; Art. 57.3 LCCMadrid; Art. 74.1 LCRM; Art. 54.1 LC; Art. 65.4 
LCPV; Art. 83.4 LCCLM; Art. 55.3 LCAR; Art. 65.4 LCG; Art. 61.4 LCCAT 
540 Por ejemplo, vid. Art. 62.3 LCCV; Art. 58.3 LSCEX; Art. 86.3 LSCA 
541 Al respecto, vid. Art. 70.2 LCCyL; Art. 58.3 LSCEX; Art. 86.3 LSCA; Art. 61.4 LCCAT 
542 Cuestión que expresamente se hace constar en algunas leyes, vid. Art. 69.3 LCLR; Art. 70.2 
LCCyL; Art. 58.3 LSCEX; Art. 74.1 LCRM; Art. 54.1 LC; Art. 65.4 LCPV; Art. 62.4 LCCLM; Art. 55.3 
LCAR; Art. 65.4 LCG; Art. 61.4 LCCAT 
543 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 408. Sobre la articulación práctica 
de este mecanismo de financiación, vid. CASTRO RODRÍGUEZ, A., “Como se fai unha admisión de 
financiamento voluntario por parte dos socios dunha cooperativa ou asociación instrumentada 
mediante pagarés”, Cooperativismo e Economía social, núm. 12, xullo-decembro 2005, pp. 77-84. 
544 En este sentido algunas normas parecen supeditar este tipo de financiación a que la misma se 
articule mediante emisiones en serie; vid. Art. 74.1 LCRM; Art. 54.1 LC; Art. 65.4 LCPV; Art. 62.4 
LCCLM; Art. 65.4 LCG 
545 Así se recoge en las siguientes normas: Art. 78.3 LCIB; Art. 65.6 LCPV; Art. 69.6 LCLR; Art. 54.3 
LC; Art. 83.6 LCCLM; Art. 59.2 LSCEX; Art. 65.6 LCG; Art. 45. 11, III LFCN; Art. 95.5 LCPA 
546 Vid. Art. 61.4 in fine LCCAT 
547 Vid. Art. 59.2 LSCEX y Art. 45. 11, III LFCN 
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El régimen jurídico de este contrato viene contenido en los artículos 239 a 243 del 
CCom. El concepto legal está previsto en el Art. 239 del CCom, donde se dispone lo 
siguiente: “Podrán los comerciantes interesarse los unos en las operaciones de los 
otros, contribuyendo para ellas con la parte del capital que convinieren, y haciéndose 
partícipes de sus resultados prósperos o adversos en la proporción que determinen”. 
En definitiva, las cuentas en participación son “una fórmula asociativa y de 
colaboración económica, por la que uno o varios sujetos aportan capital o bienes a 
otro, para participar en los resultados prósperos o adversos de un acto o actividad 
que éste desarrolla enteramente en su nombre, y aparentemente, por su única 
cuenta”548.  
 
Las ventajas para el aportante son múltiples y podríamos resumirlas del siguiente 
modo: responde con lo aportado, su identidad podrá permanecer oculta, participa 
en los beneficios y, finalmente, el contrato no requiere formalidad alguna para su 
constitución549. El gestor (empresa) recibe fondos para explotar un negocio en su 
nombre, conservando la facultad de dirección y su participación en las ganancias 
que éste reporte. Asimismo, no ha de remunerar al partícipe ni éste posee 
derechos políticos o de decisión sobre la actuación del gestor550. 
 
La dinámica contractual exige que el gestor –sociedad cooperativa- reciba del 
partícipe o de los partícipes cualesquiera bienes patrimoniales que posean valor 
económico y sean aprovechables para el objeto del contrato551. El gestor destina la 
aportación recibida al negocio y lo explota económicamente y el partícipe no ha de 
                                                 
548 Vid. BROSETA PONT, M. – MARTÍNEZ SANZ, F., Manual de Derecho Mercantil, Tomo I, 15ª 
edición, Madrid, 2008, p. 318. 
549 Así, con claridad se ha dicho que “el interesado quiere participar, mediante su aportación, en las 
ganancias producidas por la empresa o las operaciones del gestor, sin venir obligado a desarrollar 
una actividad externa, como sería la de tener que intervenir, de una manera u otra, en los actos de 
disposición del patrimonio común. El gestor desea conservar sus facultades directivas en la 
empresa o en las operaciones singulares, lo cual sería imposible si por constituirse un fondo común 
tuviese que recabar constantemente la correspondiente autorización del partícipe”; vid. 
FERNÁNDEZ-NÓVOA, C., “Las notas distintivas de las cuentas en participación”, RDM, núm. 84, 
1962, p. 441. 
550 Vid. RODRÍGUEZ DÍAZ, I., “Las cuentas en participación como alternativa para la financiación de 
las Sociedades de Responsabilidad Limitada. Especial referencia a su utilidad en las sociedades 
familiares”, RDP, junio, 1999, pp. 425-426. 
551 Al respecto, no es necesario que la aportación sea de capital si bien parece que no son admisibles 
las aportaciones que consistan en trabajo o servicios por parte del partícipe. 
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inmiscuirse en la gestión. En consecuencia, el gestor ha de rendir cuenta justificada 
al partícipe sobre la marcha del negocio. Tal deber –con el correlativo derecho de 
información- se hará efectivo, en virtud de prescripción legal, en el momento en 
que se terminen las operaciones, aunque también habrá que estar a lo que se haya 
pactado. Igualmente, en aquellos supuestos en los que no exista pacto y las 
relaciones sean de larga duración o indefinidas, “parece correcto pensar que el 
gestor deber| rendir cuentas anuales”552.  
 
Otra de las precisiones relevantes dentro del contenido del contrato tiene que ver 
con el cálculo de la proporción exacta de la participación del partícipe tanto en los 
beneficios como en las pérdidas. La participación en los beneficios vendrá 
determinada por lo pactado y, en defecto de pacto, ha de estarse a la denominada 
“porción de interés” que cada uno de los contratantes tiene en el negocio común553. 
En relaciones duraderas o indefinidas en las que no se haya dispuesto nada 
respecto a la liquidación “deben reputarse obligatorias las liquidaciones 
anuales”554, por aplicación analógica de la regla prevista para las sociedades. En 
relación con las pérdidas, se considera que el partícipe limita su responsabilidad al 
valor de lo aportado, por analogía con la situación del socio comanditario tal y 
como se establece en el artículo 148, III CCom. Por el contrario, el gestor responde 
de forma personal e ilimitada con su patrimonio presente y futuro. En este sentido, 
el artículo 241 CCom declara que las negociaciones y la explotación del negocio 
común son dirigidas por el gestor “en su nombre y bajo su responsabilidad 
individual”.  
 
En cualquier caso, también es necesario resaltar la inseguridad del partícipe en la 
medida en que la rentabilidad que pueda generar su inversión es totalmente 
variable y está sujeta al riesgo empresarial. Asimismo, como se ha señalado con 
acierto, la información en esta fórmula de colaboración empresarial “adopta un 
                                                 
552 Se sustenta esta afirmación en una aplicación analógica de lo previsto en el artículo 150. 2º 
CCom, en sede de sociedades comanditarias; al respecto, vid. BROSETA PONT, M. – MARTÍNEZ 
SANZ, F., Manual…, T.I., op.cit. p. 323.  
553 Idea que nos recuerda a las denominadas “cuotas de interés” de las sociedades personalistas y 
que, por su indeterminación, conlleva dificultades para su cálculo. 
554 Vid. PAZ ARES, C., “Sociedad mercantil: atributos y límites de personalidad jurídica. Las cuentas 
en participación”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil (Uría-Menéndez), Tomo I, Madrid, 2ª edic., 
2006, op.cit. p. 607. 
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papel relevante y así debe quedar reflejado en el contrato, puesto que las 
obligaciones legales recogidas en el CCom no se concretan en ninguna acción 
específica”555. 
 
4.7.- Breve referencia a las cooperativas de capital mixto y al denominado 
“capital comanditario”. 
 
Como hemos comprobado, en la legislación cooperativa se regulan una serie de 
figuras con el objetivo de favorecer la captación de recursos por la sociedad. Tales 
recursos pueden provenir tanto de los propios socios como de terceras personas 
ajenas a la cooperativa556.  
 
De lo que se trata, por una parte, es de “estimular la implicación financiera de los 
socios en “su” cooperativa”557, por cuanto el mercado de ahorro más cercano son 
los propios cooperadores558. Éstos, a través de instrumentos financieros 
competitivos, podrán voluntariamente invertir en la cooperativa, por lo que sobre 
una misma persona recaerá una doble cualidad: ser socio cooperativista e inversor 
–esto es, titular de cualquiera de los instrumentos estudiados-.  
 
Por otra parte, la captación de terceros no socios como inversores no depende 
únicamente de una determinada remuneración, sino de otros factores como la 
credibilidad que pueda otorgarle el instrumento financiero emitido por la 
cooperativa, el riesgo que conlleve dicha inversión y, sobre todo, la liquidez de tal 
instrumento559. En consecuencia, la recepción de diversos mecanismos de 
                                                 
555 Vid. CABALEIRO CASAL, Mª.J.- RODRÍGUEZ DE PRADO, F., “Las fuentes de financiación 
participativa…”, op.cit. p. 698.  
556 Figuras que, si bien poseen unas notas características que justifican su tratamiento legal y 
estudio por separado, tienen rasgos comunes. En este sentido, según alguna doctrina, dichos 
instrumentos se podrían reconducir sin mucho esfuerzo a una figura común a modo de “préstamo 
subordinado emitido en serie por plazo superior a cinco años y con retribución mixta, fija y 
variable”; GADEA, E., “Régimen económico…”, op.cit. p. 180. 
557 Vid. PAZ CANALEJO, N., La Sociedad Cooperativa ante el reto de los mercados actuales. Un análisis 
no sólo jurídico, Madrid, 2002, p. 105. 
558Al respecto, vid. CELAYA, A., “Acceso de las cooperativas…”, op.cit. p. 57. 
559 Se ha destacado que estas formas de financiación tienen el inconveniente, en el caso concreto de 
los títulos participativos y las participaciones especiales, de su falta de liquidez. Se ha recogido, en 
diversas leyes, la posibilidad de su utilización, pero no se ha considerado la conveniencia de su 
canalización a través de un mercado que permita su negociación y que proporcione, la liquidez que 
los títulos valores requiere para que su emisión sea un éxito; vid. CABALEIRO CASAL, Mª.J.-
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financiación en la legislación cooperativa –como los títulos participativos, las 
participaciones especiales, las obligaciones y la financiación voluntaria- no 
garantiza, por sí misma, una mayor captación de recursos ajenos560. Es más, la 
utilidad y la conveniencia de tal pluralidad de instrumentos orientados a la 
captación de recursos ha sido puesta en entredicho por cierta doctrina, 
argumentando que la nula utilización en la práctica de las citadas figuras puede 
fundamentarse “en la ausencia de unos perfiles claros y f|cilmente identificables 
por el inversor”561.  
 
Así las cosas, conviene referirse brevemente a la disciplina de las cooperativas 
mixtas y al denominado “capital comanditario” con el objetivo de conocer otras 
alternativas orientadas a la captación de financiación –fundamentalmente externa- 
por las sociedades cooperativas562. 
 
                                                                                                                                               
RODRÍGUEZ DE PRADO, F., “Las fuentes de financiación participativa…”, op.cit. p. 704. En otro 
orden de cosas, hay que destacar que desde el año 2009 existe en Portugal una Bolsa de Valores 
Sociais (BVS) -www.bvs.org.pt- que sigue los pasos iniciados por la Bolsa de Valores Sociais e 
Ambientais (BVS&A) de Brasil creada en 2003. Para una resumida y aclaratoria referencia a la 
organización y funcionamiento de la BVS portuguesa, vid. APARICIO MEIRA, D., “A bolsa de valores 
sociais. Breve apresentaç}o”, Cooperativismo e Economía Social, núm. 32 (2009-2010), pp. 273-277. 
560 Es más, su regulación obedece a que parece existir la impresión de que la mejora jurídica está 
directamente ligada con la creación de “nuevas figuras”; vid. CELAYA ULIBARRI, A., Acceso de las 
cooperativas al mercado de capitales, Mondragón, 1995, p. 28. 
561 Al respecto, vid. DIVAR GARTEIZ-AURRECOA, J.,- GADEA SOLER, E., “Adaptación de la Ley de 
Cooperativas del País Vasco a las normas internacionales de contabilidad (Apuntes para una nueva 
configuración del régimen del capital en las Sociedades Cooperativas)”, REVESCO, núm. 89, 2006, p. 
21. De ahí que deba “considerarse el uso de instrumentos m|s conocidos en el mercado (por 
ejemplo, acciones sin voto)”; GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 414. 
562 En cualquier caso no han faltado voces críticas con esta búsqueda incesante de fórmulas que 
permitan la financiación externa de la sociedad cooperativa. Así, se ha apuntado con rotundidad 
que “en un momento como el que se est| atravesando en Europa en el que se recomienda y fomenta 
desde las instancias comunitarias el acceso por parte de los trabajadores a la participación en la 
propiedad de las empresas en las que desarrollan su actividad, es cuando, paradójicamente 
asistimos a un proceso de descooperativización en el que se encuentran inmersas muchas 
sociedades cooperativas que se ha visto favorecido en muchos países por la propia legislación 
cooperativa que ha dado entrada a nuevos elementos que distancian la identidad y la práctica 
cooperativa”; vid. FERNÁNDEZ GUADAÑO, J., “An|lisis de la participación de los socios inversores 
externos en el capital de las sociedades cooperativas en Europa”, AA.VV., XIX Congreso Nacional y XV 
Congreso Hispano-Francés de la Asociación Europea de Dirección y Economía de la Empresa. El 
comportamiento de la empresa ante entornos competitivos. Best Papers Proceedings , Vitoria, 2005, 
op.cit. p.741. Se ha indicado, con acierto, que sería verdaderamente pardójico que en una fase como 
la actual “en la cual la empresa capitalista tiene que adoptar valores y principios que son propios de 
la empresa cooperativa, que esta última continuase ejecutando el estilo de gobierno de la primera 
demostrando no tener conciencia plena de lo que es y lo que hace”; ZAMAGNI, S., “Per una teoria 
economico-civile dell´impresa cooperativa”, Rivista della Cooperazione, 1/2005, p. 57. 
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La LCPV fue la primera disposición que reguló las cooperativas mixtas563, las cuales 
paulatinamente se han ido incorporando a otras leyes que, en esencia, siguen la 
disciplina de la normativa vasca564. Las cooperativas mixtas son definidas 
legalmente como aquellas en las que existen socios minoritarios cuyo derecho de 
voto en la Asamblea General se podrá determinar, de modo exclusivo o preferente, 
en función del capital aportado representado por medio de títulos o anotaciones en 
cuenta565. Este concepto -así como la regulación que la LCPV realiza de las 
cooperativas mixtas- sirve de modelo para todas las leyes que con posterioridad 
las regularon. El elemento caracterizador de estas cooperativas –aunque no se 
reconoce expresamente en las normas - es la división del capital de la sociedad en 
dos partes ideales: una de carácter variable, que será suscrita por los socios 
cooperadores, y una segunda de carácter fijo, que podrá ser suscrita por los socios 
cooperadores o por terceros que se limitarían a aportar capital a la sociedad 
cooperativa –a los que podría denominárseles socios de capital-566.  
 
La figura de la cooperativa mixta se podrá ubicar dentro de alguna de las clases 
legalmente previstas, por lo cual -a efectos de disciplinar los derechos de los socios 
cooperadores- se tendrán en cuenta las normas reguladoras de la específica clase 
                                                 
563 Por tanto, no debemos de confundirlas con aquellas figuras que, bajo la denominación de 
cooperativas mixtas, regulan a aquellas cooperativas que cumplen finalidades propias de varias 
clases de cooperativas y unifican las distintas actividades en una sola cooperativa de primer grado, 
al respecto, vid. Art. 119 LCCAT; Art. 71.3 LCAR 
564 Vid. Art. 136 LCPV. Con posterioridad esta figura ha sido incorporada en el Art. 107 de la LC y en 
otras normas autonómicas, vid. Art. 152 LCCLM; Art. 186 LCPA; Art. 128 LCRM; Art. 79 LFCN 
565 Por tanto, de esta definición legal, se deducen las siguientes cuatro características: “Es aplicable 
la figura a toda cooperativa, cualquiera que sea su clase, incluso de trabajo asociado. La 
participación de un grupo de socios se mide por su aportación de capital, no por su colaboración en 
la actividad cooperativizada. Tales socios votarán en la Asamblea en proporción a su aportación, 
rompiéndose el principio un socio un voto. La participación de tales socios se representa por títulos 
o anotaciones en cuenta, llamadas partes sociales”; vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 
107 LC”, en AA.VV., Cooperativas. Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de julio, T.I., Madrid, 2001, p. 
803. 
566 Así, se ha aclarado que “la división del capital social en dos partes ideales se reconoce 
implícitamente, tanto cuando se habla de cooperativas de capital mixto, como cuando se habla de 
partes sociales con derecho a voto que, según se reconoce, son similares a las acciones de una 
sociedad anónima. Como se comprenderá, difícilmente se podría reconocer la existencia de partes 
sociales con derecho a voto si, al mismo tiempo, no se reconociera la existencia de un capital fijo 
integrado por aquellas partes sociales. O, en otras palabras, difícilmente se podría hablar de partes 
sociales con derecho a voto si no se reconociera la existencia de un capital social cuya división en 
partes alícuotas permitiera la existencia de aquellas partes sociales con voto asimiladas a las 
acciones”; vid. TATO PLAZA, A., “Breves notas en torno ó réxime xurídico das cooperativas de 
capital mixto”, op.cit. p. 6. 
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de cooperativa en que se encuadre567. Dicho esto, el régimen jurídico de las 
cooperativas mixtas se caracteriza por lo siguiente. En primer lugar, el derecho de 
voto en la Asamblea General respetará una proporción fijada en la ley. Así, de 
forma usual, se determina que al menos el cincuenta y uno por ciento de los votos 
se atribuirá –de acuerdo con la proporción definida en los estatutos- a socios 
cooperadores; mientras que una cuota máxima -según determinen los estatutos- 
del cuarenta y nueve por ciento de los votos se distribuirá en partes sociales con 
voto, a los socios de capital568.  
 
En segundo lugar, las partes sociales con voto estarán representadas por medio de 
títulos o anotaciones en cuenta, sometidos a la legislación reguladora del mercado 
de valores569 y podrán ser, si los estatutos lo prevén, libremente negociables570. En 
este sentido, parece contradictorio que si las leyes imponen la representación 
mediante títulos o anotaciones en cuenta y que supletoriamente se le aplique a los 
derechos y obligaciones de los titulares de las partes sociales con voto la disciplina 
de las acciones571; por otra parte se tenga que someter la libre transmisibilidad a 
una previsión estatutaria. Es más, cuando no existe tal mención estatutaria 
podríamos interpretar que -sobre la base de la aplicación supletoria de la 
normativa de sociedades anónimas- la parte social con voto sería libremente 
transmisible tanto si hay previsión estatutaria como si no existe la misma. Otra 
opción sería interpretar que si los estatutos no prevén la libre transmisibilidad de 
las partes sociales, éstas no podrían ser transmitidas a personas ajenas a la 
sociedad. En tal supuesto, si los titulares de estas partes sociales quisieran 
recuperar su aportación “deberían acudir a la baja en la sociedad cooperativa, 
conforme al régimen establecido para los socios cooperadores. Obvia decir que 
esta situación dificultaría en gran medida la circulación de aquellas partes sociales 
y, en consecuencia la captación de recursos para la cooperativa. Se frustraría, de 
                                                 
567 Tal y como se puntualiza en el Art. 79.7 LFCN 
568 Como límite específico, algunas normas establecen que el establece que en ningún caso la suma 
total de los votos asignados a las partes sociales con voto y a los socios colaboradores podrá 
superar el cuarenta y nueve por ciento del total de votos sociales de la cooperativa, vid. Art. 152.2, 
c) LCCLM; Art. 107.2, c) LC. En un sentido similar pero refiriéndose a los asociados, vid. Art. 128.2, 
c) LCRM  
569 Cuestión a la que ya hicimos referencia, vid. Supra. Cap. 3.6. 
570 Vid. Art. 136.2, b) LCPV; Art. 186.2, b) LCPA; Art. 152.2, b) LCCLM; Art. 128.2, b) LCRM; Art. 
107.2, b) LC; Art. 79.2, b) LFCN 
571 Vid. Art. 136.3 LCPV; Art. 186.3 LCPA; Art. 152.3 LCCLM; etc. 
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este modo, uno de los fines últimos de toda cooperativa de capital mixto”572. En 
conclusión, la consecución del objetivo de este tipo de cooperativas va ligada a la 
libre transmisión de las partes sociales con voto por parte de sus titulares 
pudiendo, eso sí, reconocerse estatutariamente un derecho de preferencia en favor 
de los restantes socios de la cooperativa573.  
 
Finalmente, en tercer lugar, los resultados positivos o negativos del ejercicio se 
imputan a los socios capitalistas en proporción a los votos sociales de los que sean 
titulares y se reparten en función del capital desembolsado. Por ello, el atractivo de 
esta forma de financiación -como el de todas aquellas que dependen de los 
resultados del ejercicio económico- “es nulo si la cooperativa practica políticas de 
excedente cero”574. 
 
En otro orden de cosas, algunos autores consideran conveniente introducir 
mecanismos de financiación más atractivos para el inversor que sean acordes con 
la estructura actual del mercado de capitales. Así, con el objetivo de mejorar la 
situación actual, se ha sugerido autorizar las emisiones del llamado “capital 
comanditario”575. Por su interés, traemos a colación la redacción de un precepto 
que, a propuesta de DIVAR y GADEA, podría ser añadido en la legislación 
cooperativa para regular este instrumento de financiación: 
 
“1. Las sociedades cooperativas de cualquier clase, tanto de primero como de ulterior grado, 
podrán emitir capital comanditario hasta el límite de la mitad de su cifra estatutaria, cuyos 
titulares serán socios exclusivamente capitalistas que no participarán directamente en la 
administración de la sociedad y no tendrán derecho a voto. 
 
2. El capital comanditario estará representado por medio de títulos o anotaciones en cuenta. 
Si la representación se librara mediante acciones, a éstas se les aplicaría el régimen de las 
                                                 
572 Vid. TATO PLAZA, A., “Breves notas en torno ó réxime xurídico das cooperativas de capital 
mixto”, op.cit. p. 10. 
573 Como de hecho se prevé en alguna norma, vid. Art. 152.2, b), II LCCLM; Art. 128.2, b), II LCRM; 
Art. 107.2, b) in fine LC 
574 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 157. 
575 Como se ha dicho, “esta expresión, extraída del derecho de sociedades general, nos indica, la 
característica básica de este tipo de figuras: Aportaciones que no dan derecho a participar en la 
gestión social, aunque sí en los recursos generados por la actividad”, vid. CELAYA ULIBARRI, A., 
Capital y sociedad…, op.cit. p. 185. 
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acciones sin voto de la Ley de Sociedades Anónimas, salvo en lo referente a la recuperación 
del voto. 
 
3. Dichos valores quedarán regulados por la normativa relativa a los activos financieros, 
incluidas, en su caso, las normas reguladoras de las cotizaciones bursátiles. 
 
4. Las sociedades cooperativas que emitieran capital comanditario lo harán constar así en su 
escritura fundacional o en la posterior modificación estatutaria”576. 
 
En definitiva, se trata de crear una institución societaria en la que a los socios 
comanditarios les esté prohibida la intervención ejecutiva y el voto. La naturaleza 
jurídica de esta figura se aproximaría a la antigua “encomienda” capitalista en la 
que el socio ocuparía una posición similar a la del comanditario puesto que no 
podría gestionar esa sociedad –según la disciplina del CCom- y estaría privado de 
voto -conforme a los principios cooperativos-.  
 
Asimismo, el régimen jurídico previsto posibilita la representación de los títulos 
por medio de acciones y, consecuentemente, la aplicación del régimen de las 
acciones sin voto disciplinado en las sociedades de capital.  
 
El punto más conflictivo se plantea en torno a la imposibilidad de recuperar el 
derecho de voto en aquellos supuestos en los que no existan beneficios 
disponibles577. Al respecto se ha mantenido que “esta medida puede suplirse con 
otra que no vulnera los principios cooperativos. Para ese caso, puede preverse que 
el capital comanditario adquiera en el Consejo Rector una cuota de representación 
proporcional a su cifra de capital, cuota que se mantendrá hasta que se les abonen 
las retribuciones relativas a sus títulos”578.  
 
Finalmente, para incardinar esta nuevo sistema de financiación en el Derecho 
cooperativo español se propone la creación -en un Título separado de la LC o una 
                                                 
576 Vid. DIVAR-GADEA, “Adaptación de la Ley…”, op.cit. p. 22; GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen 
jurídico…, op.cit. p. 415. 
577 Cuestión ya señalada por CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, op.cit. p. 220. Al respecto, 
vid. Art. 99.3 TRLSC 
578 Vid. DIVAR-GADEA, “Adaptación de la Ley…”, op.cit. p. 23.  
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ley especial- de un nuevo tipo societario denominado “La sociedad cooperativa con 
capital comanditario dividido en acciones”, que sería una sociedad de naturaleza 
mercantil al amparo del artículo 124 del CCom y estaría regulada por la legislación 
estatal -y sólo por ella- a tenor de lo dispuesto en el artículo 149.1.6 de la 
Constitución579. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
579 Vid. DIVAR-GADEA, “Adaptación de la Ley…”, op.cit. p. 25.  
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Capítulo 5.- Régimen de suscripción.  
 
5.1.- Cuestiones preliminares: suscripción íntegra y desembolso mínimo o 
total. 
 
En las sociedades mercantiles –sean éstas anónimas o limitadas- rige el principio 
de suscripción íntegra del capital580.  
 
Este axioma representa una manifestación del principio general de 
correspondencia mínima o efectividad que gobierna el capital social581. De acuerdo 
con éste, tanto en su fundación como a lo largo de la vida de la sociedad, ha de 
existir cierta equivalencia entre capital y patrimonio con el objetivo de proteger a 
los propios socios y a los acreedores de la sociedad582. En consecuencia, durante el 
complejo momento fundacional de la sociedad se deben reforzar este tipo de 
cautelas dado que la simple creación de las partes en las que se divide el capital –
acciones o participaciones- y su correspondiente emisión no genera obligación 
alguna para el futuro socio. La suscripción es un acto a través del cual el socio 
declara su voluntad de ingresar en la sociedad y se obliga frente a ella “a la 
                                                 
580 En relación con las sociedades anónimas se ha destacado que, junto al principio de capital 
mínimo, la ordenación legal del capital descansa sobre los siguientes postulados: i) Principio de la 
determinación del capital en los estatutos; ii) Principio de la integridad, ya que, como después 
veremos, el capital ha de estar suscrito totalmente; iii) Principio del desembolso mínimo, por el 
cual, en sede de sociedades anónimas, además de estar suscrito el capital necesariamente ha de 
estar desembolsado en un 25%; iv) Principio de estabilidad, en tanto que la cifra consignada en los 
estatutos tan sólo puede ser alterada siguiendo los trámites legalmente previstos; y, v) Principio de 
la realidad, por el que el importe nominal del capital social ha de cubrirse con bienes realmente 
aportados por los socios. En este sentido, vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, J. “La sociedad anónima: 
principios fundamentales”, AA.VV., Curso de Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., 2006, 
pp. 819-820. 
581 Vid. RODRÍGUEZ ARTIGAS, F., “Comentario Art. 4º LSRL”, AA.VV., Comentario al régimen legal de 
las sociedades mercantiles (Dirs. Rodrigo Uría, Aurelio Menéndez y Manuel Olivencia), Tomo XIV, 
Vol. 1º A, Régimen Jurídico de la Sociedad de Responsabilidad Limitada, 1ª edic. Madrid, 1999, p. 122.  
582 Tal y como se ha matizado respecto a la sociedad limitada, “en el momento fundacional, la 
correspondencia entre capital y patrimonio explica, en primer lugar, la obligación de que el capital 
esté integrado por las aportaciones de todos los socios, aportaciones cuyo objeto sólo pueden ser 
bienes o derechos patrimoniales susceptibles de valoración económica y en ningún caso el trabajo o 
los servicios (…) El principio de correspondencia mínima se exige también durante la vida de la 
sociedad. Esta exigencia se manifiesta en el régimen de aumento de capital, en especial cuando se 
realiza mediante aportaciones no dinerarias (…), y en el de reducción de capital por restitución de 
aportaciones o para compensar pérdidas (…) Constituye también una manifestación del principio 
de correspondencia mínima o efectividad el régimen sobre adquisición de participaciones propias 
(…) en las normas de distribución de beneficios (…) o en la obligación de disolución de la sociedad 
por pérdidas que dejen reducido el patrimonio contable a menos de la mitad del capital social”; vid. 
RODRÍGUEZ ARTIGAS, F., “Comentario Art. 4º LSRL”, op.cit. pp. 113-115. 
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aportación de una parte del patrimonio social equivalente al valor nominal de las 
acciones suscritas”583. No obstante, la citada suscripción se ha de realizar de 
manera íntegra, esto significa que “al tiempo de otorgarse la escritura fundacional 
debe estar comprometida la aportación de todo el capital cuya cifra exprese la 
misma escritura tanto si las aportaciones previstas son en dinero, como si son 
exclusivamente en bienes que no sean dinero o si son aportaciones de una y otra 
clase”584. Esta obligación de suscripción o asunción íntegra del capital585 resulta 
común a ambos tipos de sociedades y también subsiste cuando, una vez fundada la 
sociedad, se ejecuta un aumento de capital social586.  
 
Sin embargo, no es suficiente con que el capital se halle íntegramente suscrito para 
que una sociedad pueda empezar a operar en el tráfico sino que, además, se exige 
que exista un desembolso efectivo de las aportaciones que componen tal capital. 
En este punto encontramos una diferencia fundamental entre el régimen de la 
sociedad limitada y el de la anónima. Así, mientras que para las primeras rige el 
denominado desembolso íntegro, en las segundas se permite el desembolso de un 
porcentaje mínimo del valor de cada acción.  
 
El criterio que rige en la sociedad limitada es que el capital suscrito es igual al 
desembolsado de modo que “el socio no tiene derecho a las participaciones que no 
                                                 
583 En línea con lo que se ha puntualizado para la sociedad anónima por GARRIGUES-URÍA, 
Comentario…, I, op.cit. p. 205. 
584 Vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 210. 
585 Esta diferencia terminológica, entre “asunción” del capital en la sociedad limitada y 
“suscripción” en la anónima se ha justificado en que “puesto que en las sociedades limitadas sólo 
cabe el procedimiento de fundación simultánea, de forma que, pese a que el artículo 12.1 utiliza la 
palabra “asunción” y no “suscripción”(…) el significado de ambos términos parece ser el mismo y la 
utilización de uno u otro no debe afectar a la naturaleza de la operación de adquisición de acciones, 
o, en este caso, de participaciones, sino únicamente a la forma de establecer el consentimiento 
contractual”; vid. RODRÍGUEZ ARTIGAS, F., “Comentario Art. 4 LSRL”, op.cit. p. 123. En la actualidad 
dicha terminología sigue presente en los artículos 78 y 79 TRLSC 
586 En el TRLSC se puntualiza esta cuestión. Así, cuando se disciplina el desembolso del valor 
nominal de las participaciones sociales, el artículo 78 determina que: “Las participaciones sociales 
en que se divida el capital de la sociedad de responsabilidad limitad deberán estar íntegramente 
asumidas por los socios, e íntegramente desembolsado el valor nominal de cada una de ellas en el 
momento de otorgar la escritura de constitución de la sociedad o de ejecución del aumento del 
capital social”. En una línea similar, el artículo 79 configura el desembolso mínimo del valor 
nominal de la acciones de la siguiente forma: “Las acciones en que se divida el capital de la sociedad 
anónima deberán estar íntegramente suscritas por los socios, y desembolsado, al menos, en una 
cuarta parte el valor nominal de cada una de ellas en el momento de otorgar la escritura de 
constitución de la sociedad o de ejecución del aumento del capital social”. 
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haya desembolsado íntegramente en el momento de la suscripción”587. El 
incumplimiento de esta obligación constituye una causa de nulidad de la 
sociedad588 y -de acuerdo con una interpretación rigurosa de la norma- cualquier 
vulneración o discrepancia al respecto generaría este efecto589. La razón que 
justifica la integridad del desembolso es que para la constitución de una sociedad 
limitada se requiere un reducido capital mínimo por lo que, en opinión de 
ARROYO, “disponer de una cantidad tan poco elevada no necesita 
aplazamientos”590. 
 
Por el contrario, en la sociedad anónima impera el denominado principio de 
desembolso mínimo del capital, en virtud del cual se permite que éste se 
desembolse en una cuarta parte aunque deba estar suscrito íntegramente. Dicho 
desembolso mínimo -que ha de realizarse sobre el valor nominal de cada una de 
las acciones591- se justifica en que cualquier empresa mercantil no puede empezar 
a funcionar sin dinero y, además, para evitar que se puedan suscribir acciones sin 
realizar ninguna aportación efectiva y con una finalidad simplemente especulativa, 
esto es, aprovechar un alza en la cotización para revenderlas. Por tanto, la sociedad 
comienza su vida con un mínimo de fondos disponibles que, por regla general, se 
                                                 
587 Vid. ARROYO, I., “Comentario Art. 4 LSRL”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada (Coords. Ignacio Arroyo-José Miguel Embid-Carlos Górriz), 2ª edic., 
Madrid, 2009, p. 59. 
588 Al respecto, en el artículo 56.1, g) TRLSC se mantiene que una vez inscrita la sociedad, la acción 
de nulidad sólo podr| ejercitarse: “Por no haberse desembolsado íntegramente el capital social, en 
las sociedades de responsabilidad limitada; y por no haberse realizado el desembolso mínimo 
exigido por la ley, en las sociedades anónimas” 
589 Así, se ha puntualizado que “la falta de cualquier aportación, por mínima que sea su cuantía, o el 
error en la valoración de una aportación no dineraria producirá como consecuencia esa nulidad, 
con los consiguientes perjuicios que ello supone, al tiempo que pierden sentido las normas sobre 
responsabilidad de la realidad y valoración de las aportaciones no dinerarias (…) Para evitar este 
(indeseable) resultado, se propone considerar que el requisito del desembolso íntegro se cumple 
siempre que en la escritura no se contemple un desembolso diferido y que la falta de aportación o 
los problemas de valoración se resuelvan a través de los mecanismos legales que permitan a la 
sociedad o a los acreedores exigir el cumplimiento, así como a través de las normas sobre 
responsabilidad por la realidad y valoración de las aportaciones no dinerarias”; vid. RODRÍGUEZ 
ARTIGAS, F., “Comentario Art. 4º LSRL”, op.cit. pp. 125-126. 
590 Vid. ARROYO MARTÍNEZ, I., “Comentario Art. 4º LSRL”, op.cit. p. 59. 
591 Es decir, “no sería lícito desembolsar la mitad de las acciones en un 10 por 100 y el resto en un 
40 por 100, para completar el 25 por 100 del capital nominal total”; vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, J., 
“La sociedad anónima: principios fundamentales”, op.cit. p. 820. Dicho de otro modo, “Esto significa 
que no será lícito el desembolso por un grupo de accionistas exclusivamente de la cuarta parte del 
capital total de al sociedad (por ejemplo, no puede admitirse que si el capital es de diez millones de 
pesetas, se desembolsen 2.500.000 por un grupo de accionistas que liberen totalmente los títulos, 
mientras que el resto de los accionistas queden exentos de todo desembolso)”; vid. GARRIGUES-
URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 215. 
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sitúan en el veinticinco por ciento citado aunque de forma específica para 
determinadas sociedades anónimas se requiere un desembolso mínimo más 
elevado o, incluso, el desembolso íntegro en razón del tipo de actividades 
mercantiles o industriales que llevan a cabo592. Sin embargo, se ha mantenido que 
parecería “excesivo exigir el desembolso total de la acción, dado que la sociedad no 
suele necesitar poner en movimiento desde el principio todo su capital, y si tiene 
que constituir reservas, m|s vale dejarlas en manos de los suscriptores”593.  
 
En cualquier caso, la admisión del desembolso parcial en las sociedades anónimas 
implica que la sociedad se convierta en acreedora del socio, de manera que es 
preciso concretar por ley “medidas que garanticen el cumplimiento definitivo por 
el socio de la obligación de liberar totalmente la acción. Medidas que tiene como 
fundamento hacer efectivo el principio de la integridad del capital social o del 
“capital propio” como garantía de los acreedores”594. En esta línea, el TRLSC en sus 
artículos 82 a 85 disciplina la mora, sus efectos y los mecanismos que ostenta la 
sociedad para lograr el reintegro de la cantidad adeudada por el socio. 
 
5.2.- Suscripción y desembolso del capital social y de las aportaciones 
cooperativas. 
 
5.2.1.- Del capital social y de las aportaciones obligatorias mínimas iniciales. 
 
La legislación cooperativa se caracteriza por cierta uniformidad en lo que 
concierne a la suscripción del capital. Así, aunque tan sólo algunas normas 
determinan expresamente que el capital social mínimo ha de estar suscrito de 
forma íntegra o total595, un análisis del resto nos llevaría a concluir dicha 
                                                 
592 Por ejemplo, vid. Art. 5.1, b) del RD 692/1996, sobre el Régimen jurídico de los establecimientos 
financieros de crédito, donde se exige que el capital social mínimo esté desembolsado íntegramente 
en efectivo y representado por acciones nominativas; o, en una línea similar, el Art. 6.1 del RD 
1251/1999, sobre Sociedades anónimas deportivas. 
593 Vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, op.cit. p. 215. 
594 Vid. OTERO LASTRES, J.M., “Comentario Art. 42 TRLSA”, en AA.VV., Comentario al régimen legal 
de las sociedades mercantiles (Dirs. Uría-Menéndez-Olivencia), Tomo III, Vol. 3º, Madrid, 1994, p. 
238. 
595 Al respecto, vid. Art. 55.2 LCCLM; Art. 61.2, II LCLR; Art. 55.2 LCCAT; Art. 55.2 LCCV; Art. 69.2 
LCIB; Art. 77.2 LSCA 
Capítulo 5.- Régimen de suscripción 
171 
necesidad596. En definitiva, aunque en ocasiones no se exige el total desembolso de 
las aportaciones que conforman el capital, éste ha de hallarse íntegramente 
suscrito pudiendo servir como justificación, mutatis mutandis, el argumento 
apuntado para las sociedades anónimas y limitadas.  
 
También existe cierta uniformidad en la legislación en lo que respecta al 
desembolso de las aportaciones cooperativas, si bien es necesario resaltar 
diferencias de “matiz”. Así las cosas, el estudio de esta materia se puede realizar 
desde una perspectiva bifronte. Se distinguiría, por una parte, el desembolso 
concreto del capital social mínimo en el que, a su vez, podemos diferenciar entre 
aquellas normas que exigen un desembolso íntegro de aquellas que permiten el 
desembolso parcial de dicho capital. Por otra parte, cabría analizar la concreta 
regulación del desembolso de la aportación obligatoria mínima para adquirir la 
condición de socio. 
 
Existe un grupo de leyes que exigen la fundación de la sociedad con un capital 
social mínimo que ha de estar íntegramente suscrito y desembolsado desde su 
constitución siendo indiferente que se halle fijado en la propia Ley597 o en sede 
estatuaria598. En estas normas, sin solución de continuidad, cuando se regula 
                                                 
596 Tal y como se puede deducir de expresiones como que el capital social deber| estar “totalmente 
desembolsado desde su constitución” vid. Art. 59.2 LCCyL; “íntegramente desembolsado desde la 
constitución”, vid. Art. 4.1 LCPA; “totalmente desembolsado”, vid. Art. 48.1 LCAR; etc. 
597 El capital social mínimo estará totalmente desembolsado, si bien su cantidad podrá estar fijada 
en la propia ley, por ejemplo: 3000€ en el Art. 55.2 LCCAT, en el Art. 55.2 LCCV, en el Art. 4 LCPV; 
en el Art. 4 LCPA y en el Art. 48.1 LCAR; 500.000 pesetas en el Art. 5.1 LCG; 1803€ en el Art. 69.2 
LCIB y en el Art. 61.2 LCLR. Tanto en la LCG como en la LCLR –artículos citados anteriormente- se 
puntualiza que, estatutariamente, se podrá fijar un capital social mínimo superior al señalado y que, 
en coherencia con lo expuesto, también estará suscrito y desembolsado en su totalidad desde la 
elevación a público del acuerdo social.  
598 En otras normas se permite que la cifra del capital social mínimo sea fijada, si bien con 
excepciones según el tipo de cooperativa, en sede estatutaria pero se exige su pleno desembolso, 
vid. Art. 45.2 LC; Art. 64.2 LCRM; Art. 59.2 LCCyL. Como bien es sabido, la función de garantía del 
capital social no se cumple en la sociedad cooperativa ya que tan sólo puede propugnarse sobre la 
cifra mínima de ese capital constatada en la ley o en estatutos de tal forma que la reducción del 
patrimonio por debajo de esa cifra supone una causa de disolución. Es cierto que “admitir la fijación 
estatutaria del capital mínimo no conlleva plena libertad en la materia, toda vez que dada la función 
de garantía que este capital comporta en la sociedad cooperativa, la Ley establece una serie de 
exigencias en torno al mismo. En primer término, el artículo 45 de la LC establece que deberá estar 
totalmente desembolsado desde su constitución (…)”; vid. ÁVILA DE LA TORRE, A., “Aspectos 
jurídico-mercantiles de la Sociedad Cooperativa. Breves consideraciones” en, en AA.VV., Economía 
Social y Cooperativismo (Dir. Purificación Morgado, Coord. Lourdes Burgos), Valladolid, 2006, p. 
100.  Advertida esta cuestión también es cierto que al no imponerse “un capital social estatutario 
mínimo en una cuantía legalmente establecida (…) aquella cifra estatutaria pueda ser irrisoria o 
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concretamente el régimen de las aportaciones obligatorias se exige que los socios 
desembolsen en el momento de formalizar su suscripción, por regla general, un 
mínimo del veinticinco por cien del valor nominal de cada una de sus 
aportaciones599.  
 
Por consiguiente, en una misma norma se prevé el desembolso íntegro del capital 
mínimo fijado en la propia ley o en los estatutos y se permite, con posterioridad, un 
desembolso mínimo de la aportación obligatoria.  
 
Dicho esto, conviene advertir que ambos principios no son contradictorios600. La 
regla del desembolso mínimo se aplicará de forma general siempre que el 
sumatorio de los desembolsos realizados por la totalidad de los cooperativistas 
suscriptores supere la cifra fijada legal o estatutariamente para el capital social 
mínimo. Esta cifra representa una cantidad sin la cual la cooperativa no puede 
constituirse, es decir, si el desembolso del veinticinco por cien no alcanza a cubrir 
la cifra del capital mínimo, los socios deberán desembolsar un porcentaje mayor 
hasta llegar a dicha cantidad601. Por ello, con acierto, se ha especificado en el 
artículo 56.2 in fine de la LCCAT y el artículo 4 de la LCPA que, en cualquier caso, el 
capital social mínimo inicial ha de ser totalmente desembolsado602. En esta línea, 
                                                                                                                                               
simbólica”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 72 LGC 1987”, op.cit. p. 223. Incluso -como 
señalaban algunos autores en relación con la regulación de esta materia en la LGC 1974- teniendo 
en cuenta que la señalada reducción del patrimonio por debajo del capital social mínimo es una 
causa de disolución, se aconsejaba que se hiciera figurar un capital social “lo m|s bajo posible”; vid. 
ELENA DÍAZ, F., “Ideas sobre una posible interpretación de las partidas del pasivo de las 
Cooperativas según la vigente Ley”, REVESCO, núms., 36, 37-38, (1975-1976), p. 186. En cualquier 
caso a estas dos últimas observaciones habría que añadir una de signo contrario puesto que 
entendemos que la sociedad cooperativa tiene que poseer un capital acorde con el objeto social, es 
decir, suficiente para llevar a cabo la actividad definida en los estatutos. 
599 Las aportaciones obligatorias deberán desembolsarse, al menos, en un 25 por 100: i) en el 
momento de la suscripción, vid. Art. 56.2 LCCAT; Art. 49.1 LCAR; Art. 46.3 LC; Art. 65.1, II LCRM; 
Art. 60.1 LCCyL; Art. 70.1, II LCIB; Art. 62.2 LCLR; o, ii) en el momento constitutivo, vid. Art. 55.1 
LCCV 
600 Vid. BOTANA AGRA, M., Fundamentos…, op.cit.p. 83. 
601 En referencia a la LC, con claridad se ha puntualizado que “el desembolso debe ser mayor si es 
preciso para cubrir la cifra de capital social mínimo estatutario, que debe estar totalmente 
desembolsada desde el momento de la constitución”; PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. 
p. 248. En definitiva, “los socios, en el momento de la constitución de la cooperativa, deberán 
desembolsar aportaciones patrimoniales por un valor al menos igual al del capital social mínimo”; 
TATO PLAZA, A., A Lei de cooperativas…, op.cit. p. 64. 
602 Con claridad se regula esta cuestión en el Art. 82.2, II LCPA, que dispone que: “En todo caso, el 
desembolso parcial de las aportaciones obligatorias sólo será posible siempre que se halle 
íntegramente desembolsado el cifra legal de capital social mínimo de la cooperativa exigida en el 
apartado uno del artículo 4”. De forma similar, vid. Art. 74.6 LCCLM donde se establece que: “Los 
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en la E. de M. de la nueva LCCLM, se justifica el cambio de orientación legal 
respecto a la norma precedente manteniendo que “se regula con mayor amplitud el 
régimen del capital social mínimo, su posible elevación por estatutos, el 
desembolso del mismo y del capital social restante. Siguiendo un modelo que se 
estima flexible y eficaz en la práctica, se exige el desembolso íntegro del capital 
social mínimo (que se cifra en tres mil euros), admitiéndose, por el contrario, la 
posibilidad de que las restantes ampliaciones de capital puedan ser desembolsadas 
parcialmente, elev|ndose el plazo a cinco años”603.  
 
En definitiva, aunque por regla general el capital social cooperativo no tiene por 
qué desembolsarse íntegramente -o, dicho con otras palabras, aunque la obligación 
de desembolso se sitúa en un veinticinco por ciento de la cuantía de la aportación-, 
existen supuestos en los que se deberá desembolsar un porcentaje mayor604, por 
uno o por varios socios, según se determine estatutariamente605. 
 
En otras leyes, por el contrario, se permite el desembolso parcial de la cifra legal 
mínima del capital social o de la cifra del capital mínimo estatutario606. Dentro de 
éstas, algunas normas fijan una cuantía mínima del capital social con la que puede 
                                                                                                                                               
estatutos sociales podrán elevar la cifra de capital social mínimo de 3.000 euros prevista en esta 
Ley hasta el importe que estimen oportuno, pero, en todo caso, la cuantía así prevista deberá ser 
objeto de desembolso íntegro por parte de los socios que suscribieren las participaciones 
obligatorias en que se dividiere la cifra de capital mínimo. Y, salvo que otra cosa se prevea 
expresamente en esta Ley, el resto de participaciones sociales que conformen el capital social más 
allá del mínimo previsto en la Ley o, en su caso, aumentado por los estatutos sociales, habrán de 
desembolsarse por sus titulares en, al menos, la tercera parte de su valor nominal y dentro del 
plazo máximo previsto estatutariamente, que no podrá superar en ningún caso los cinco años desde 
su suscripción (…)”. 
603 Vid. E. de M., IV LCCLM de 2010 que supone un cambio de orientación con respecto a la derogada 
LCCLM de 2002. 
604 Se trata de uno de los tres supuestos en los que los socios no pueden hacer valer la regla del 
desembolso mínimo del 25 por 100. En este punto, la LGC 1987 establecía en su artículo 72.1, II que 
los estatutos sociales fijarán el capital social mínimo con que puede constituirse y funcionar la 
cooperativa y que deberá estar totalmente desembolsado. Este capital social mínimo ha de estar 
íntegramente desembolsado en el momento constitutivo lo que significa que independientemente 
de la cifra del capital social con la que se constituya la cooperativa, los socios sólo están obligados a 
desembolsar un 25 por 100 de dicho capital salvo, para lo que ahora nos interesa, “cuando ese 25 
por 100 no cubra el desembolso mínimo de 500.000 pesetas, pues, en este caso, prevalece la 
exigencia de desembolso íntegro del capital social mínimo”; vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión 
económica…, op.cit. p. 55. Esta argumentación es aplicable a la solución prevista en la LC, al 
respecto, vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 202. 
605 Por ejemplo, nada impide que si el capital social mínimo fijado en 3000€ la cooperativa tiene 3 
socios, el reparto no sea igualitario. Así, el socio A podría desembolsar el 25% (750€) y los socios B 
y C 1125€ cada uno lo que supondría el 37.5% del desembolso total. 
606 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 360. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
174 
constituirse una cooperativa por lo que en los estatutos habrá que consignar esa 
cantidad o una superior. Dicho capital tendrá que estar íntegramente suscrito y 
desembolsado al menos en un porcentaje607. Incluso existe alguna disposición que 
fija la cuantía de cada aportación obligatoria mínima al capital social en una cifra 
de 60€ o superior608. En otros textos cooperativos, a diferencia de los que hemos 
ido analizando, se prevé cierta discrecionalidad en la fijación estatutaria del capital 
social mínimo siempre y cuando sea superior a una cuantía determinada en la ley. 
Una vez cumplido este requisito, se determina que en el momento constitutivo el 
capital social mínimo deberá estar desembolsado al menos en un porcentaje que 
usualmente se fija en un veinticinco por ciento609. En cualquier caso, en todas las 
normas en las que se permite el desembolso de un porcentaje del capital social 
mínimo -sea el fijado legalmente o en sede estatutaria- se admite también el 
desembolso parcial de las aportaciones iniciales obligatorias en las condiciones 
fijadas en la ley o vía estatutaria610.   
 
                                                 
607 Por ejemplo, vid. Art. 48.1 LCAR concreta que el capital social mínimo de la cooperativa, fijado en 
Estatutos, no podrá ser inferior a tres mil euros, que habrá de estar desembolsado al menos en un 
veinticinco por ciento. Además, con una formulación específica, el Art. 3 LSCEX bajo la rúbrica 
Capital Social establece que “1. El capital social mínimo no ser| inferior a quinientas mil pesetas, 
que deberá estar íntegramente desembolsado desde la constitución de la sociedad cooperativa. 2. Si 
el capital social fuera superior a quinientas mil pesetas, deberá estar desembolsada, desde la 
constitución de la sociedad cooperativa, la mayor de las cantidades siguientes: a) quinientas mil 
pesetas, b) el veinticinco por ciento del capital social previsto en los estatutos”. 
608 Vid. Supra. Cap. 2.3.1.2. y Cap. 4.2.2. En todo caso, hay que recordar que el artículo. 7 de la LFCN 
dispone que: “El capital social de las cooperativas de primer grado reguladas en el Capítulo I del 
Título II de esta Ley Foral no será inferior a 1500 euros expresado en la indicada moneda, salvo en 
el supuesto de las cooperativas educacionales a que se refiere el artículo 76, cuyo capital social 
mínimo queda fijado en 600 euros. La aportación obligatoria mínima al capital social de cada socio 
no podrá ser inferior a 60 euros, salvo en las indicadas cooperativas educacionales cuyos socios no 
estarán sujetos a tal obligación. En el momento de la constitución, el capital deberá hallarse suscrito 
íntegramente y desembolsado al menos en un 25 por 100 de su importe por los socios promotores 
de la cooperativa”. En una línea similar encontr|bamos reglas similares en el derecho de 
cooperativas italiano y portugués, vid. Supra., nota 370. 
609 Así, el Art. 49.1, II LCCMadrid dice que: “Los Estatutos fijarán el capital social mínimo con que 
puede constituirse y funcionar la Cooperativa. Dicho capital no podrá ser inferior a 300.000 
pesetas, o su equivalente en Euros (…) El capital deber| estar desembolsado como mínimo en un 
veinticinco por ciento en el momento constitutivos”. Con una formulación similar pero elevando la 
cifra mínima a 500.000 pesetas (3005€), vid. Art. 77.2 LSCA 
610 En este punto, por ejemplo, el Art. 56.1 LCCLM remite esta cuestión a lo que se establezca en 
estatutos; en una línea similar, vid. Art. 50.1 LCCMadrid. Sin embargo, el Art. 45.3, I LFCN parte de la 
libertad estatutaria para fijar la aportación obligatoria mínima para adquirir la condición de socio 
pero, en el segundo párrafo de ese mismo artículo, establece que estas aportaciones habrán de 
desembolsarse al menos el 25 por 100 en el momento de su suscripción; en una línea similar, vid. 
Art. 50.1 LSCEX y Art. 78.1 LSCA 
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Finalmente, ante la generalizada omisión legal, entendemos que la acreditación del 
desembolso del capital social mínimo -tal y como está previsto en las sociedades de 
capital y en alguna ley cooperativa- ha de realizarse ante el fedatario público que 
otorgue la escritura de constitución mediante la certificación del depósito emitida 
por la entidad de crédito donde se haya realizado611. 
 
5.2.2.- Desembolso de las aportaciones obligatorias de los nuevos socios. 
 
Aquellas personas que se incorporan a la cooperativa una vez constituida deben 
desembolsar la aportación al capital para adquirir la condición de socio. En esta 
materia las leyes cooperativas suelen fijar unos límites cuantitativos a la vez que 
imponen ciertas condiciones a estas aportaciones. A estos efectos, se toma como 
referencia el régimen aplicable y los requisitos previstos para las aportaciones 
originarias y las que sucesivamente se hayan tenido que desembolsar por los 
socios pertenecientes a la cooperativa612.  
 
En todo caso conviene puntualizar que ciertas leyes sólo exigen que la cuantía 
mínima de las aportaciones de los nuevos socios -fijadas por la Asamblea o en los 
Estatutos- no sea inferior a las de las originarias613 realizadas por los demás 
miembros de la cooperativa de su clase o sección614. La duda surge acerca de si el 
desembolso de las aportaciones de los nuevos socios ha de seguir el criterio 
                                                 
611 Son pocas las normas que mencionan expresamente esta cuestión, como excepción vid. Art. 55.3 
LCCAT; si bien, según la literalidad de otras, en la escritura de constitución deberá constar la 
acreditación por los otorgantes de haber suscrito la aportación obligatoria mínima al capital social 
para ser socio y de haberla desembolsado, al menos, en la proporción exigida estatutariamente así 
como la acreditación de los otorgantes de que el importe total de las aportaciones desembolsadas 
no es inferior al del capital social mínimo establecido estatutariamente. En este sentido sirva como 
ejemplo el Art. 13.2, d) y f) LCPA. La forma de realizar tal acreditación, aunque la norma no se 
detenga en este extremo, será mediante la oportuna certificación de la entidad de crédito donde se 
haya realizado el desembolso. 
612 En esta materia hemos de recordar “que la cuantía de las aportaciones obligatorias sea igual 
para todos los socios, como parece exigir el principio de igualdad de trato, puede generar 
situaciones de injusticia en el caso de ingreso de nuevos socios, ya que es posible que el patrimonio 
social se haya incrementado desde las primeras aportaciones, por ejemplo por la buena marcha de 
la sociedad o por la dotación de fondos, por lo que se suele incrementar dentro de ciertos límites la 
cuantía de las aportaciones de los nuevos socios o exigir determinadas cuotas de ingreso”; vid. 
VARGAS VASSEROT, C.-AGUILAR RUBIO, M., “Régimen económico y fiscal de las cooperativas 
agrarias y de las SAT”, en AA.VV., Cooperativas Agrarias y Sociedades Agrarias de Transformación, 
(Dir. Juana Pulgar Ezquerra, Coord. Carlos Vargas Vasserot), Madrid, 2006, p. 181. 
613 Al respecto, vid. , entre otras: Art. 46.7 LC; Art 58.4 LCPV; Art 51 LSCEX 
614 Como bien se puntualiza en el Art. 61.2 LCCyL 
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previsto para las aportaciones obligatorias mínimas originarias o puede regirse 
por uno propio. En este sentido, nada obsta a que -por ejemplo- se aumente el 
porcentaje del desembolso mínimo legalmente establecido para las aportaciones 
obligatorias mínimas del veinticinco al cincuenta por ciento, pero tampoco existe 
ningún impedimento para que se determine que las aportaciones obligatorias de 
los nuevos socios se desembolsen en un porcentaje menor siempre y cuando 
supere el veinticinco por ciento fijado legamente. Esta afirmación es matizada 
tanto en la LCCV como en la LCCMadrid, de las que parece deducirse que la 
previsión estatutaria o el acuerdo de la Asamblea General sólo serán viables en el 
caso de que concreten unas condiciones más favorables en relación con el 
desembolso que tengan que realizar los nuevos socios615. 
 
Por lo demás, en ocasiones se declara que las condiciones impuestas para los 
nuevos socios no pueden suponer un obstáculo que limite la entrada en la 
cooperativa ni un agravio comparativo respecto a los que ya son cooperativistas. 
Así, en algunas leyes se precisa que en la fijación de la cuantía, condiciones y plazos 
de desembolso de las aportaciones obligatorias de los nuevos socios, se 
armonizarán las necesidades económicas de la cooperativa y el principio de 
facilitar su entrada616. En lo que respecta al desembolso de las aportaciones de los 
nuevos socios, hay que dilucidar si esta previsión legal faculta a la Asamblea 
General para determinar, de acuerdo con tales necesidades o el citado principio, 
unas condiciones diversas a las aplicadas en las aportaciones iniciales, sea en 
porcentaje de desembolso o plazos de pago.  
 
Del tenor literal de estas normas podemos colegir que la Asamblea General 
únicamente está constreñida respecto a la fijación de la cuantía, para lo cual habrá 
                                                 
615 Así, en el Art. 56.3 in fine LCCV se determina que: “Los nuevos socios que entren en la 
cooperativa, no estarán obligados a hacer aportaciones superiores a las obligatorias exigibles en 
este momento, actualizadas según el índice general de precios al consumo o aquel que le sustituya. 
El desembolso de las aportaciones, por los nuevos socios, se efectuará en las mismas condiciones 
que se exigieron a los ya socios, salvo que los estatutos establecieran unas condiciones más 
favorables para los nuevos”. El Art. 50.3, II LCCMadrid, en una línea similar también permite esta 
solución si bien, a diferencia de la anterior de la LCCV, exige que el establecimiento de tales 
condiciones se realice de forma motivada en los Estatutos o por la Asamblea General. 
616 Vid. por ejemplo: Art. 59.6, I LCG; Art. 82.1 LSCA; Art. 49.6 LCAR. Esta solución también la 
encontrábamos en el Art. 74 LGC 1987   
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de tener en cuenta los límites –mínimo y máximo- dispuestos por la propia ley617. 
Por el contrario, en lo que concierne a otras “condiciones” y plazos de desembolso, 
entendemos que tal órgano puede separarse de los criterios mantenidos en 
relación con las aportaciones iniciales, siempre que lo haga armonizando 
necesidades económicas y con el objetivo de facilitar el ingreso de nuevos socios. 
Por tanto, la discrecionalidad de la Asamblea encuentra su límite en unos criterios 
cualitativos que están relacionados con los principios cooperativos de igualdad de 
trato y de puerta abierta618 y otros de orden cuantitativo que circunscriben su 
actuación a los parámetros que anteriormente citamos. Así las cosas, la Asamblea 
puede imponer unas condiciones de acceso más exigentes en unos ejercicios que 
en otros de acuerdo con las necesidades económicas, por ejemplo, mediante un 
aumento de capital social nutrido de fondos propios a costa de aplazar al máximo 
el desembolso de dividendos pasivos y con el objetivo de facilitar la incorporación 
de nuevos socios619.  
 
5.2.3.- Desembolso de las aportaciones obligatorias posteriores o 
sobrevenidas. 
 
El desembolso de las nuevas aportaciones obligatorias está sometido a un régimen 
específico que justifica un tratamiento separado respecto del previsto para las 
iniciales u originarias.  
                                                 
617 En este sentido, por ejemplo, el Art. 59.6, II LCG dispone que: “El importe de las aportaciones 
obligatorias de los nuevos socios no podrá ser inferior al de las aportaciones obligatorias mínimas 
para ser socio, ni superior al de las efectuadas por los socios actuales, incrementadas en la cuantía 
que resulte de aplicar el Índice de Precios al Consumo”. Al respecto, vid. BOTANA AGRA-MILLÁN 
CALENTI, Lei anotada de Cooperativas de Galicia e normas autonómicas de desenvolvemento, 
Santiago de Compostela, 2009, p. 146. Esta misma solución está prevista en el Art. 82.1 LSCA, al hilo 
del cual se ha puntualizado que “Si el socio ingresa en un momento posterior al fundacional, tendr| 
que aportar la cantidad que establezca la Asamblea General, en los plazos y condiciones que ésta 
determine, respetando los mínimos legalmente establecidos (art. 82.2 LSCA)”; vid. MARTÍN 
ZAMORA, Mª.P.-PUY FERNÁNDEZ, G.-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, S., Constitución y funcionamiento de las 
Sociedades Cooperativas andaluzas. Análisis jurídico-contable de la Ley 2/1999, de 31 de marzo de 
Sociedades Cooperativas andaluzas, Huelva, 2001, p. 201. 
618 En este sentido, vid. la STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª) de 25 de enero de 
2000 (RJ 2000/332), fundamentos de derecho tercero y primero, de los que se deduce que las 
decisiones sobre la admisión de socios deben quedar sometidas a criterios objetivos de aplicación 
igual para quienes lo soliciten. 
619 Además, tal y como se interpretaba esta misma solución que estaba prevista en el Art. 74 LGC 
1987, “la libertad de maniobra de la Asamblea General se centra en la decisión sobre si realizar o no 
actualización de las aportaciones obligatorias anteriores y sobre las condiciones de desembolso de 
las que deben realizar los socios que ingresen. Naturalmente los Estatutos podrán regular esta 
difícil tarea”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 74 LGC 1987”, op.cit. p. 255. 
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Una vez constituida la sociedad y durante su funcionamiento, las leyes 
cooperativas permiten que la Asamblea General acuerde la exigencia de nuevas 
aportaciones con carácter obligatorio al capital social620. Este órgano es el 
competente para fijar la cuantía, condiciones y plazos de desembolso de este tipo 
de aportaciones. Su competencia al respecto es “exclusiva y excluyente”621, si bien 
el acuerdo ha de adoptarse: i) con las mayorías reforzadas legalmente previstas; ii) 
se suele permitir que el cooperativista pueda convertir aportaciones voluntarias 
en obligatorias pues con ello puede llegar a evitarse su separación de la 
sociedad622; y, en todo caso, iii) se garantiza el derecho de baja justificada del socio 
disconforme623. 
 
Realizadas estas precisiones es necesario discernir hasta dónde llega la libertad de 
la Asamblea General en lo que concierne al desembolso de este tipo de 
aportaciones. Las leyes cooperativas se caracterizan por su parquedad al respecto, 
puesto que en prácticamente todas encontramos alusiones de carácter genérico a 
la posible fijación de la “cuantía, condiciones y plazos de desembolso” o 
expresiones de similar alcance624. En definitiva, entendemos que de acuerdo con la 
literalidad de estas disposiciones, existirá un amplio margen de libertad para el 
órgano plenipotenciario de la sociedad cooperativa en este aspecto. 
 
                                                 
620 Al respecto, vid. entre otras: Art. 46.2 LC; Art. 62.3 LCLR; Art. 58.4 LCPV; Art. 59.3 LCG; Art. 50.3 
LSCEX; Art. 49.3 LCAR; Art. 83 LCPA; etc. 
621 Vid. BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI, Lei anotada de Cooperativas de Galicia…, op.cit. p. 145. 
622 Estamos en tal caso, ante un derecho del socio y no ante una mera solicitud sobre la que decide 
la cooperativa, al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 250. 
623 Nos hallamos, como se ha puntualizado, ante “un aumento de capital social sin necesidad de 
modificar estatutos, lo cual es factible en las cooperativas por el carácter variable de su capital, 
aunque en tal caso el socio disconforme puede darse de baja de la cooperativa”; vid. VARGAS 
VASSEROT, C.-AGUILAR RUBIO, M., “Régimen económico y fiscal de las cooperativas agrarias y de 
las SAT”, op.cit. p. 181. 
624 Únicamente divergen de esta formulación el Art. 49.3 LCAR en el que se dispone que: “La 
Asamblea General podrá acordar nuevas aportaciones obligatorias, que podrán ser establecidas en 
función de módulos, determinando su cuantía y condiciones de suscripción y desembolso” y el Art. 
50.2, I LCCMadrid donde se mantiene que: “La Asamblea General, por la mayoría del artículo 34.5 
de esta Ley, podrá imponer en cualquier momento nuevas aportaciones obligatorias señalando las 
condiciones de suscripción y plazos de desembolso. Cada socio podrá imputar las aportaciones 
voluntarias que tenga suscritas, al cumplimiento de esta nueva obligación”; en un sentido similar –
casi idéntico-, vid. Art. 56.2 LCCV. Por tanto, en estas tres normas llama la atención la referencia 
específica a las “condiciones de suscripción” que se separa de la terminología más común de 
“condiciones de desembolso” pero que, en esencia, hace referencia a la misma realidad.  
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Frente a esta posición, otras leyes, o bien condicionan de forma expresa estas 
aportaciones a los mismos límites previstos para las obligatorias iniciales625; o bien 
se deduce de la propia estructura legal que los requisitos del desembolso son 
comunes en ambos tipos de aportación626.  
 
5.2.4.- Suscripción y desembolso de las aportaciones voluntarias. 
 
La voluntariedad que caracteriza a estas aportaciones frente a las obligatorias -
sean originarias o sobrevenidas- puede preconizarse tanto de la sociedad 
cooperativa como del cooperativista, y ello porque su existencia no depende 
únicamente de la voluntad del socio sino que también de la decisión de la 
Asamblea General o, en su caso, del órgano de administración, plasmada en el 
oportuno acuerdo de emisión627.  
 
Esta condición de voluntarias “excluye en principio la necesidad de otorgar 
respecto de las mismas facilidades en forma de fraccionamiento y plazo 
aplazado”628. Esta opinión -que posee cierta lógica si consideramos el argumento 
utilizado para las aportaciones de carácter obligatorio- no encuentra acomodo en 
aquellas leyes en las que se opta por un criterio flexible con el objetivo de facilitar 
la captación de recursos propios por la sociedad sin la necesidad de exigir nuevas 
aportaciones obligatorias.  
 
Precisamente, las aportaciones voluntarias se caracterizan por un régimen de 
suscripción diferente del previsto para las obligatorias, por cuanto es habitual la 
fijación de un plazo máximo a contar desde el acuerdo de emisión durante el que 
se podrá llevar a cabo la suscripción de aportaciones voluntarias629. El socio, 
durante este plazo de suscripción, voluntariamente y analizando las condiciones en 
                                                 
625 Vid. Art. 78.2 LSCA; Art. 65.2 LCRM en relación con apto. 1 de dicho artículo. 
626 Vid. Art. 46.3 LC en relación con aptos. 1 y 2 de dicho artículo. 
627 Como tuvimos la oportunidad de comprobar, vid. Supra. Cap. 2.3.2. 
628 Vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad…, op.cit. p. 244; VICENT CHULIÁ, F., “Comentario 
Art. 75 LGC 1987”, op.cit. p. 257. 
629 En las normas que establecen dicho plazo, éste se suele fijar: i) en un año, vid. por ejemplo: Art. 
52, I LSCEX; Art. 50.1 LCAR; Art. 62.1 LCCyL; ii) o seis meses, vid. Art. 57.1, II LCCM; Art. 57.1 LCCV; 
Art. 79.1 LSCA. En el resto de las normas esta cuestión tendrá que ser disciplinada en el oportuno 
acuerdo de emisión/admisión de aportaciones voluntarias. 
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las que han sido emitidas dichas aportaciones, puede adoptar el compromiso de 
suscribirlas o no630. Por consiguiente, puede suceder que la oferta de aportaciones 
por parte de la cooperativa supere la cantidad demandada por los cooperativistas; 
o, por el contrario, que existan más socios interesados que aportaciones emitidas.  
 
En la primera situación descrita, al no suscribirse la totalidad de las aportaciones 
previstas en el acuerdo de emisión -la oferta supera a la demanda-, la consecuencia 
más lógica es que el capital se vea incrementado en la cuantía suscrita si bien nada 
impide que en el acuerdo se prevea que el aumento de capital social quede sin 
efecto en tal caso631.  
 
En el supuesto contrario -es decir, cuando la demanda supera a la oferta- algunas 
leyes especifican que la distribución de dichas aportaciones se realizará de forma 
proporcional a las aportaciones al capital social realizadas por los socios y 
asociados hasta la fecha del acuerdo de emisión632. Esta solución confiere un 
derecho al socio de suscribir -dentro de la cuantía máxima que determine el 
acuerdo social- una parte proporcional al importe de las aportaciones obligatorias 
que posea en el momento del acuerdo. Dicho esto, es fácil comprender que en 
alguna disposición se haya previsto específicamente que si el socio no hace uso de 
este derecho pueda cederlo a otros socios o asociados633.  
 
En todo caso, debido a la falta de regulación de estas dos importantes cuestiones 
en muchas leyes634, es conveniente que sean disciplinadas concretamente en el 
acuerdo de emisión635. 
                                                 
630 Vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: aportaciones al capital social”, en AA.VV., Manual de 
Derecho de Sociedades Cooperativas, (Dirección y Coordinación: Santiago Merino Hernández), 
Vitoria, 2008, p. 161. 
631 En esta línea, se disciplina la cuestión en el Art. 57.2 LCCV 
632 Por ejemplo, vid. Art. 52, I LSCEX; Art. 57.1, III LCCLM; Art. 51.1 LCCMadrid; Art. 57.1 LCCV 
633 Tal y como se prevé en el Art. 79.2 LSCA. En este punto se ha destacado que tal posibilidad de 
cesión/transmisión a otros cooperativistas es un “derecho de suscripción preferente que puede 
tener un contenido económico negociable y ser, por tanto, objeto de transacción mercantil”; vid. 
MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento de las 
Sociedades Cooperativas andaluzas…, op.cit. p. 202. 
634 Entre ellas, la LCG, donde se ha demandado la incorporación del aludido criterio de la 
proporcionalidad; vid. BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI, Lei anotada de Cooperativas de Galicia…, 
op.cit. p. 147.  
635 Así, se ha mantenido que en tal acuerdo “es aconsejable, como hacen algunas leyes autonómicas 
(art. 57 L. valenciana), que se prevea el criterio de distribución entre los socios, especialmente en el 
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Las leyes cooperativas no incorporan una solución uniforme en lo referente al 
desembolso de las aportaciones voluntarias.  
 
Así, diferenciamos entre aquellas normas que determinan que este tipo de 
aportaciones deban estar íntegramente desembolsadas desde que son suscritas636; 
las que permiten un desembolso parcial637; y, por último, aquellas disposiciones 
que de forma expresa o tácita remiten la regulación de esta cuestión a lo 
determinado en el acuerdo de emisión638. La opción por el desembolso íntegro es 
la que posee una mayor aceptación legal, por lo que se admite la tradicional tesis 
citada que justifica esta solución en base a la voluntariedad de la aportación. No 
obstante, se ha criticado la exigencia de esta integridad en el momento de la 
suscripción por su rigidez, de ahí que se propugne el desembolso parcial para 
flexibilizar el régimen jurídico de las aportaciones voluntarias con el objetivo de 
favorecer la captación de las mismas639.  
 
Igualmente, otra medida que incrementa la aludida flexibilización de captación de 
recursos propios, es permitir que los administradores puedan aceptar en todo 
momento aportaciones voluntarias por parte de los cooperativistas, con el único 
límite de la retribución ofrecida por las mismas por cuanto ésta no podrá superar a 
la de las últimas aportaciones voluntarias al capital acordadas por la Asamblea 
General o, en su defecto, a la de las aportaciones obligatorias640. 
 
 
 
                                                                                                                                               
supuesto de que las demandas de suscripción de los socios superen la emisión prevista de 
aportaciones voluntarias, pues la Ley guarda silencio; así como la hipótesis de que las demandas no 
alcancen la cuantía global m|xima de las aportaciones voluntarias”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La 
sociedad…, op.cit. p. 251. 
636 Vid. Art. 47.2 LC; Art. 67.2 LCRM; Art. 52, I LSCEX; Art. 63.2 LCLR; Art. 72.2 LCIB; Art. 61.2 LCG; 
Art. 57.1, II LCCLM 
637 Siempre que desembolse al menos un 25 por ciento en el momento de la suscripción, vid. Art. 
79.4 LSCA; Art. 50.1 LCAR 
638 Vid. Art. 85.1 LCPA; Art. 58 LCCAT; Art. 45.7 LFCN; Art. 62.1 LCCyL; Art. 59.1 LCPV. La referencia 
al desembolso se obvia en muchas normas, aunque, tanto en la LCCV como en la LCCMadrid, la 
mención genérica de que en el acuerdo de emisión se regularán las condiciones de suscripción 
permite deducir que las condiciones de desembolso también puede disciplinarse en tal acuerdo. 
639 Al respecto, vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: aportaciones al capital social”, op.cit. p. 
161. 
640 Tal y como dispone el Art. 59.2 LCPV 
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5.2.5.- Desembolso de las aportaciones no dinerarias. 
 
Estas aportaciones pueden estar constituidas por cualquier objeto susceptible de 
valoración económica y realizarse de forma obligatoria o voluntaria. En 
prácticamente todas las leyes cooperativas la disciplina de su desembolso no se 
separa de la contemplada para las dinerarias en línea con la disciplina de las 
sociedades de capital. Por consiguiente, según la norma que tratemos y de acuerdo 
con lo apuntado, las aportaciones no dinerarias deberán ser desembolsadas de 
manera íntegra o se permitirá su desembolso parcial. La excepción a esta 
uniformidad está representada por la LCCMadrid y la LCCV. En estas leyes se exige 
que los títulos acreditativos de aportaciones al capital social estén totalmente 
suscritos y, a continuación, se puntualiza que las aportaciones no dinerarias 
deberán ser íntegramente desembolsadas a diferencia de lo estipulado para las 
dinerarias, en las que se permite el desembolso de un veinticinco por ciento cómo 
mínimo de su importe641.  
 
Finalmente, conviene referirse a una cuestión que no suele estar regulada en el 
Derecho cooperativo: el denominado desembolso mixto, que consiste en el pago de 
la cuota inicial en dinero y la demorada en especie. Esta posibilidad, sobre la que 
existían ciertas dudas de acuerdo con el tenor literal del derogado artículo 40.2 
TRLSA642, se admitía mayoritariamente por la doctrina, que incluso contemplaba la 
opción de satisfacer de forma mixta la parte aplazada643.  
 
En la actualidad, en sede de anónimas, no existe ningún obstáculo para la solución 
avanzada en el anterior párrafo, dado que el artículo 80 TRLSC -bajo el título, 
“Aportaciones no dinerarias aplazadas”- dispone que “en caso de desembolso 
parcial de las acciones suscritas, la escritura deberá expresar si los futuros 
                                                 
641 Al respecto, vid. Art. 55.7 LCCV y Art. 49.8, I y II LCCMadrid 
642 Donde sus términos daban a entender que sólo procedía el diferimiento de las aportaciones no 
dinerarias cuando el desembolso inicial se hubiera realizado también mediante una contribución 
del mismo tipo. 
643 Adem|s esta interpretación permisiva venía avalada “por la dicción del artículo 134 RRM y por 
la RDGRN de 5 de marzo de 1991”; vid. BONARDELL LENZANO, R.-CABANAS TREJO, R., 
“Comentario Art. 40 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades Anónimas (Coords. 
Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. I, 2ª edic., Madrid, 2009, p. 456. 
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desembolsos se efectuar|n en met|lico o en nuevas aportaciones no dinerarias”. 
En este último supuesto -prosigue el citado artículo- “se determinar| en la 
escritura su naturaleza, valor y contenido, la forma y el procedimiento de 
efectuarlas, con mención expresa del plazo de desembolso que, en caso de 
realizarse con cargo a aportaciones no dinerarias no puede exceder de cinco años 
desde la constitución de la sociedad o del acuerdo de aumento de capital”. Para 
cerrar el sistema, este precepto incorpora la misma garantía que en la regulación 
precedente. Así las cosas, se mantiene que el informe del experto o, en su caso, el 
informe de los administradores, se adjuntará a la escritura en la que conste la 
realización de los desembolsos aplazados.  
 
Dicho esto, consideramos que la admisión -con los requisitos citados- de este tipo 
de solución en sede de sociedades anónimas supone una clarificación del 
panorama legal preexistente, y tal medida se podría aplicarse sin ningún problema 
a las sociedades cooperativas con la finalidad de flexibilizar al máximo el régimen 
de desembolso. En todo caso, ante el silencio de las leyes cooperativas al respecto, 
la regulación que se realice de esta materia en la propia escritura de constitución 
debería tomar como referencia, por analogía, la disciplina prevista para las 
sociedades anónimas en el TRLSC.  
 
Al hilo de esta cuestión hallamos un último interrogante en torno a la posibilidad 
de cambiar el objeto de la aportación diferida644. Al respecto, legalmente tan sólo 
se prevé un supuesto en el que es viable esta solución, en concreto, el de la 
imposibilidad sobrevenida de la prestación645. En todo caso, -tal y como se ha 
apuntado por la doctrina- fuera de tal supuesto “cabe admitir el cambio del objeto 
de la obligación, siempre que se adopte el correspondiente acuerdo de 
modificación estatutaria y preste su consentimiento el socio obligado a la 
aportación diferida”646. 
 
 
                                                 
644 Al respecto, vid. LÓPEZ ORTEGA, R., Los dividendos pasivos, Madrid, 1998, pp. 68-71. 
645 Salvo disposición en contrario, el artículo 134.2, in fine, RRM prevé la satisfacción en dinero de 
su valor. 
646 Vid. BONARDELL LENZANO, R.- CABANAS TREJO, R., “Comentario Art. 41 TRLSA”, op.cit. p. 458. 
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5.3.- Régimen aplicable a la parte no desembolsada de las aportaciones. 
 
5.3.1.- Cuestiones terminológicas. 
 
En línea con lo determinado por la normativa tradicional de las sociedades 
anónimas, parte de la doctrina cooperativista también denominó con la expresión 
“dividendos pasivos” a la parte no desembolsada de las aportaciones, en concreto, 
a la porción de capital suscrita y no desembolsada. En efecto, aunque en las 
cooperativas no podemos hablar de distribución de dividendos con cargo al 
beneficio social, en opinión de VICENT CHULIÁ esto no obsta a que “califiquemos 
como dividendos pasivos la parte de las aportaciones suscritas pendiente de 
desembolso”647. En este punto, como señala PASTOR SEMPERE, “existe una 
evidente analogía con el concepto y régimen con los dividendos pasivos de la 
S.A.”648, de ahí que se haya asimilado la utilización de esta terminología por parte 
de la doctrina. En cualquier caso, la expresión a la que venimos refiriéndonos había 
sido criticada acertadamente por su carácter impreciso649, razón por la cual en el 
TRLSC se prescinde de la misma y se adopta la de “desembolsos pendientes”. 
 
Por el contrario, otra doctrina cooperativa siempre ha utilizado expresiones más 
acordes con la estructura jurídica de este tipo de sociedades y con la actual 
nomenclatura incorporada en el TRLSC. Así, por ejemplo, PANIAGUA se refiere a la 
“falta de desembolso de las aportaciones”650 o MORILLAS-FELIÚ a “la parte de la 
                                                 
647 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 73 LGC 1987”, op.cit. p. 250.   
648 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades…”, op.cit. p. 240. 
649 No hemos de olvidar que la expresión “dividendos pasivos” -pese a estar ampliamente extendida 
en el ámbito de las sociedades de capital y ser recogida en el Diccionario de la Real Academia 
Española- es, en opinión doctrinal, “una denominación imprecisa, que hace referencia a una deuda 
del socio frente a la sociedad, contrapuesta a la eventual existencia de unos dividendos activos, que 
serían aquellos a los que tendría derecho el socio. No obstante, se ha advertido que no puede 
equipararse la obligación del socio de aportar, que existe en todo caso, con la obligación de la 
sociedad de repartir dividendos, que solamente existe efectivamente previo acuerdo de la junta 
general”; vid. MIQUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 42 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley 
de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. I, 2ª edic., 
Madrid, 2009, p. 476. 
650 Vid. PANIAGUA ZURERA.M., La sociedad…, op.cit. p. 250. 
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aportación obligatoria o, en su caso, voluntaria, comprometida pero no 
desembolsada”651. 
 
5.3.2.- Fijación del plazo para el pago de la parte no desembolsada de las 
aportaciones.  
 
Una cuestión preliminar es la relativa a cuál es el órgano competente para fijar el 
plazo del desembolso de las aportaciones obligatorias y de las voluntarias. A 
continuación nos centraremos en el límite temporal que fijan algunas leyes para el 
pago de estas cantidades adeudadas por los socios a la sociedad cooperativa. 
 
El panorama legislativo vuelve a carecer de uniformidad en lo que respecta al 
órgano competente para concretar el plazo de desembolso de las aportaciones 
obligatorias. En efecto, la primera duda que se plantea es si las normas 
cooperativas que tratan esta cuestión incorporan una solución común tanto para 
las aportaciones obligatorias iniciales como para las sobrevenidas.  
 
Así las cosas, hay leyes que no realizan tal distinción y prevén que el plazo de 
desembolso de las aportaciones obligatorias -iniciales o sobrevenidas- que hayan 
sido suscritas pero no desembolsadas, se fijará: i) únicamente en los estatutos652; 
ii) en esta sede o -entendemos que cuando no exista tal previsión653- por acuerdo 
de la Asamblea General654; o, iii) sólo por éste órgano655. Además, conviene 
subrayar que algunas normas facultan al órgano de administración para que pueda 
exigir la cantidad no desembolsada en el plazo que se determine en el momento de 
la suscripción656. Por el contrario, otras leyes determinan un sistema diverso 
dependiendo del momento en que se realice la aportación. Así, la fijación de las 
aportaciones obligatorias iniciales dependerá de lo establecido en los estatutos o 
                                                 
651 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 385 –aunque, a continuación, parecen admitir la 
terminología de dividendos pasivos utilizada por PASTOR SEMPERE-. 
652 Vid. Art. 60.1 LCCyL 
653 Cuestión que se indica expresamente en el Art. 65.1, II in fine LCRM que determina que: “El socio 
deberá aportar a la sociedad cooperativa la parte no desembolsada, en la forma y dentro del plazo 
previsto por los Estatutos sociales o, en su defecto, en el acuerdo de la Asamblea General” 
654 Vid. Art. 46.3 LC; Art. 49.2 LCAR; Art. 56.2 LCCAT; Art. 58.2 LCPV; Art. 45.3, II LFCN –en el que se 
hace mención al plazo que se haya acordado pero no al órgano que debe tomar dicho acuerdo-. 
655 Vid. Art. 59.2 LCG 
656 Vid. Art. 49.8 LCCMadrid; Art. 55.7 LCCV 
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en el oportuno acuerdo de la Asamblea General, mientras que la de las 
sobrevenidas se realizará, usualmente, por el citado órgano plenipotenciario657. 
En este estado de la cuestión, parece que la medida más adecuada es dejar a la 
elección de la sociedad cooperativa la fijación del plazo de desembolso -sea en vía 
estatutaria o por medio del oportuno acuerdo de la Asamblea General o del órgano 
de administración-, completándose el sistema, eso sí, con un límite máximo fijado 
legalmente para el desembolso de la parte pendiente658. 
 
Además, de forma concreta y con acierto659, algunas normas fijan un límite 
temporal máximo para el desembolso de las aportaciones obligatorias. Dicho plazo 
-que será computable desde la suscripción- se determina normalmente en 
cuatro660 o en cinco años tal y como figura en el artículo 49.8, II LCCMadrid y en el 
55.7, II LCCV. Precisamente por la literalidad y ubicación de estos dos últimos 
preceptos, se plantea la duda sobre si nos hallamos ante un límite legal únicamente 
aplicable a las aportaciones obligatorias iniciales o también afecta a las 
sobrevenidas. En ambas normas esta cuestión se disciplina en el artículo dedicado 
al capital social –en concreto, al tratarse el desembolso de las aportaciones 
dinerarias- de lo que deducimos que dicho plazo de cinco años se aplicará siempre 
                                                 
657 Así, por ejemplo, el Art. 58.2 y 4 de la LCPV, el Art. 62.2 y 3 LCLR y el  Art. 70.1 y 2 LCIB permiten 
la fijación del plazo de desembolso de las aportaciones iniciales en sede estatutaria o por acuerdo 
de la Asamblea, mientras que el de las sobrevenidas se fijará únicamente por el citado órgano. Con 
una solución diversa, el Art. 78.1 y 2 LSCA, los Art. 77.1 y 2  de la LCCLM y el Art. 49.1 y 2 LCAR 
remiten la disciplina de las condiciones y plazos de desembolso de las aportaciones originarias a lo 
que se establezca en los estatutos y las posteriores al acuerdo de la Asamblea –en la LSCA se fija un 
límite de cuatro años para su desembolso; mientras que en la LCCLM y LCAR no hace ninguna 
referencia al respecto-. De forma similar los artículos 82.2 y 83 LCPA prevén, respecto a las 
iniciales, que la parte no desembolsada se haga efectiva en el plazo que se constate en los estatutos 
o que se decida en la asamblea general, que como máximo será de cuatro años; mientras que las 
condiciones de la parte no desembolsada de las sobrevenidas se fijarán por la Asamblea General. 
Por último, el Art. 49.1 LSCEX determina que la parte del capital no desembolsado se abonará en los 
plazos previstos por los estatutos o por la Asamblea General; mientras que en el Art. 50.1, esa 
misma norma cuando disciplina las aportaciones obligatorias concreta que la parte no 
desembolsada se abonará en la forma y plazos previstos en los estatutos. Al respecto, para salvar 
esta aparente discordancia de la LSCEX, la doctrina ha interpretado que “la referencia del artículo 
49 es a todo tipo de aportaciones obligatorias y la del 50 sólo a las obligatorias iniciales; las 
sobrevenidas se desembolsan según las condiciones fijadas por el acuerdo de la Asamblea que las 
admite, que hay que entender afectado por el plazo general de los cuatro años del artículo 49.1 de la 
Ley”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 385-386. 
658 Al respecto, vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 351.  
659 En este sentido, “se echa de menos en la LC la fijación por ley de un límite temporal para el 
desembolso de la parte pendiente”; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 
351.  
660 Vid. Art. 45.3, II LFCN; Art. 60.1 LCCyL; Art. 58.2 LCPV; Art. 49.1 LSCEX; Art. 78.1 LSCA 
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y cuando las aportaciones fuesen en dinero, resultando indiferente si son iniciales 
o sobrevenidas661. 
 
La regulación de estas cuestiones en sede de aportaciones voluntarias se simplifica 
bastante por cuanto la regla general, a la que ya aludimos, propugna su 
desembolso íntegro. Ahora bien, en aquellas leyes que permiten su desembolso 
parcial se faculta de forma expresa a la Asamblea General o, si lo prevén los 
estatutos, al Consejo Rector, para acordar la admisión de este tipo de aportaciones 
y fijar las condiciones aplicables a las mismas incluido el plazo de desembolso662. 
En las normas que no hacen ninguna mención al respecto, el órgano competente 
para acordar la admisión de aportaciones voluntarias y concretar sus condiciones 
suele ser la Asamblea General663; o junto a este órgano y, si lo prevén los estatutos, 
el Consejo Rector664. El límite temporal máximo para el desembolso de las 
aportaciones voluntarias no está fijado legalmente -tal y como prevén algunas 
leyes para las obligatorias- con lo que se tendrá que determinar en el acuerdo de 
emisión.  
 
En cualquier caso, tanto en la LCCMadrid como en la LCCV tenemos que volver a 
traer a colación la solución expuesta anteriormente, puesto que si el socio realiza 
una aportación voluntaria consistente en dinero, se permitirá un desembolso 
mínimo del veinticinco por ciento y el resto podrá ser exigido por el Consejo 
Rector en el plazo máximo de cinco años desde su suscripción665. 
 
 
 
                                                 
661 Además, hemos de tener en cuenta que en ambas normas se exige que las aportaciones no 
dinerarias sean desembolsadas íntegramente, el desembolso parcial únicamente procederá en las 
dinerarias y se tendrá que realizar en el plazo máximo citado. Al respecto, véase MORILLAS-FELIÚ, 
Curso…, op.cit. p. 386, que propugnaban esta interpretación para la derogada LCCV pero que es 
aplicable mutatis mutandis tanto al Art. 55.7 LCCV como al Art. 49.8 LCCMadrid 
662 En concreto, vid. Art. 50.1 LCAR y Art. 79.4 LSCA. Además, hemos de puntualizar que el plazo de 
desembolso no ha de ser confundido con el de suscripción previsto legalmente y al que ya hemos 
hecho alusión  
663 Vid. Art. 59.1 LCPV; Art. 58.1 LCCAT; Art. 45.7 LFCN; Art. 62.1 LCCyL; Art. 51.1 LCCMadrid 
664 Vid. Art. 57.1 LCCV 
665 Por tanto, al igual que se argüía anteriormente, lo fundamental será comprobar si se trata de 
aportaciones dinerarias –las no dinerarias han de estar íntegramente desembolsadas en el 
momento de suscripción- siendo indiferente si se trata de aportaciones obligatorias o voluntarias; 
vid. Art. 49.8, II LCCMadrid y el Art. 55.7, II LCCV 
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5.3.3.- Incumplimiento en el pago de la parte no desembolsada.   
 
La parte del importe de las aportaciones que no ha sido desembolsada por el socio 
constituye una deuda de éste frente a la sociedad666 o, desde el punto de vista de la 
sociedad, ésta será titular de un crédito contra el socio aportante667. El socio tiene 
que desembolsar el resto de las aportaciones en el plazo estipulado puesto que si 
subsiste la deuda una vez vencido ese plazo, el socio se hallará en situación de 
mora. Dicho esto se suscitan varias cuestiones de gran interés, por ejemplo, la 
catalogación del pago de esa deuda como un deber o una obligación, en qué 
momento el cooperativista se constituye en mora, y, quizás lo más relevante desde 
un punto de vista jurídico, cuáles son las consecuencias que lleva aparejada la 
situación de mora –en concreto, los efectos de la mora en relación con los derechos 
y exigencia del cumplimiento de la obligación-. 
 
5.3.3.1.- Obligación o deber. 
 
En relación con esta problemática, una vez más, no existe uniformidad entre las 
múltiples normas cooperativas. Así, según algunas leyes nos hallaríamos ante una 
obligación por parte del socio668, mientras que para otras constituiría un deber669. 
 
Al respecto, entendemos que cuando las leyes limitan la exigencia inicial del 
desembolso de cada una de las aportaciones a una cuarta parte de su valor, están 
permitiendo que el socio cooperativista difiera parcialmente la obligación general 
de aportar  por cuanto éste sigue obligado respecto a la sociedad por la porción de 
                                                 
666 Tal y como se ha puntualizado en sede de anónimas, vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, J. “La sociedad 
anónima: principios fundamentales”, op.cit. p. 856.  
667 Vid. PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 46 LC”, en AA.VV., Cooperativas…, T.I, op.cit. p. 229. 
668 Así, en el artículo específico donde se mencionan las obligaciones de los socios, determinadas 
normas citan específicamente entre ellas el desembolso de las aportaciones en las condiciones 
previstas, vid. Art. 20,a) LCAR; Art. 24, f) LCG; Art. 26, f) LCLR; Art. 22, f) LCPV; Art. 22.2, h) LSCEX; 
Art. 23.1, e) LCCMadrid; Art. 27, d) LFCN; Art. 28, h) LCPA 
669 Así, bajo la rúbrica “Deberes del socio”, el Art. 27, a) LCCV concreta como un deber del socio el 
“Desembolsar las aportaciones comprometidas en la forma que establezcan los estatutos sociales y 
los acuerdos de la asamblea general”. Para algunos autores, esta solución sería la correcta, vid. 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 386. 
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capital no desembolsada670. Así las cosas, la sociedad cooperativa –como acreedor- 
puede exigir al socio –deudor- la cantidad adeudada puesto que, como en toda 
obligación, el acreedor posee un derecho “que le permite exigir o reclamar un 
comportamiento de otra persona (deudor), que soporta el deber jurídico de 
realizar a favor de aquél un determinado comportamiento (deber de prestación). 
Así considerada, la obligación no sólo es el deber jurídico sino también un derecho 
subjetivo perteneciente a la categoría de los derechos personales o de crédito”671. 
Por tanto, parece indubitado que la parte no desembolsada de las aportaciones 
cooperativas -desembolsos pendientes- podrá ser reclamada por la sociedad 
cooperativa –acreedor- a sus socios –deudores- de lo cual podemos colegir que se 
trata de una obligación. 
 
5.3.3.2.- Momento de constitución de la mora. 
 
La mayoría de las leyes determinan la mora automática por el simple vencimiento 
del plazo previsto para el desembolso, por lo que no es necesario ningún tipo de 
requerimiento ni que el retraso sea imputable al socio a título de dolo o culpa. Esto 
significa que el socio que no desembolse las aportaciones en los plazos previstos 
incurrirá en mora por el solo vencimiento del plazo672.  
 
La solución consagrada en estas normas -al igual que la prevista en sede de 
anónimas tal y como se disciplina en actual artículo 82 TRLSC que se corresponde 
                                                 
670 Tal y como se ha puntualizado en sede de anónimas: “De hecho, la obligación de aportar el 
capital no desembolsado es la obligación fundamental, y normalmente la única, del accionista; una 
vez cumplida, el accionista queda descargado de otras obligaciones individuales, y pesarán sobre él 
aquellos deberes genéricos de carácter corporativo, como el de someterse a los acuerdos de la Junta 
general, el cumplir los estatutos, el de respetar los intereses sociales en la emisión del voto, etc., que 
pueden reputarse expresión del deber general de colaborar lealmente en la marcha de la empresa 
social.”; vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, J., “La sociedad anónima: principios fundamentales”, op.cit. p. 
856. La discusión, en todo caso, puede gravitar sobre si nos hallamos ante una obligación legal o de 
carácter convencional, al respecto se ha dicho que “el origen o fundamento de la obligación de 
aportar íntegramente a la sociedad cuanto importe el valor de los títulos de las acciones suscritas 
en el momento constitutivo o en posteriores aumentos de capital, es de carácter convencional. A 
pesar de que la ley se refiere a ella expresamente, no estamos en presencia de una verdadera 
obligación de naturaleza legal. La ley reconoce y declara esa obligación porque el accionista al 
suscribir las acciones se compromete a realizar esa aportación; pero, en realidad, aunque la ley no 
la estableciese, la obligación sería igualmente exigible sobre la base del acto o contrato de 
suscripción de las acciones.”; vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I., op.cit. p. 507. 
671 Vid. DÍEZ –PICAZO, L., Fundamentos…, II, 6ª edic., op.cit. p. 64. 
672 Al respecto, vid. Art. 46.5 LC; Art. 59.5 LCG; Art. 62.5 LCLR; Art. 50.4, II LSCEX; Art. 49.8, III 
LCCMadrid; Art. 77.6 LSCA; Art. 56.4 LCCAT; Art. 60.4 LCCyL 
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con el anterior artículo 43 TRLSA-673 supone una aplicación de la regla general 
contenida en el artículo 63 CCom. En virtud de tal precepto, los efectos de la 
morosidad en el cumplimiento de las obligaciones mercantiles que tuvieren un día 
señalado, por voluntad de las partes o por la Ley, comenzarán al día siguiente de su 
vencimiento674. La expresa regulación de esta materia por ciertos textos 
cooperativos obedece más bien a un propósito clarificador, evitándose así dudas 
sobre la aplicación del régimen de la mora previsto en el CCom o en el CC675. En 
todo caso, lo único interpretable en estas normas sería la concreta modalidad de 
vencimiento. Así, cuando se señala un día fijo, transcurrido ese día comenzará la 
mora; si se estipula un plazo determinado, cuando transcurra el último día de ese 
plazo, se hallará el socio en tal situación676. 
 
Precisamente, en las normas que no especifican cuando se produce la mora –en 
concreto, LFCN, LCAR, LCIB y LCPV-677, se origina la duda acerca de si ésta 
comienza efectivamente cuando vence el plazo del desembolso. Es decir, ante el 
silencio legal, debemos dilucidar si la mora es automática -con lo cual seguiríamos 
el régimen previsto en el artículo 63 CCom-; o bien si se exige un requerimiento 
previo tal y como se prevé en el artículo 1100 CC, en el que, como regla general, se 
mantiene que “incurren en mora los obligados a entregar o a hacer alguna cosa 
desde que el acreedor les exija judicial o extrajudicialmente el cumplimiento de su 
obligación”.  
 
Para solventar tal cuestión se ha mantenido que en estas leyes sería de aplicación 
el régimen del CCom por cohonestarse mejor con la naturaleza empresarial de la 
sociedad cooperativa. En consecuencia, el socio se hallaría en mora de forma 
automática una vez vencido el plazo fijado para el desembolso de las 
                                                 
673 Vid. MIQUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 43 TRLSA”, op.cit. p. 483. 
674 Si bien, como se señaló certeramente para la LGC 1987, la solución prevista para las sociedades 
anónimas –cfr., actual Art. 82 TRLSC- no es exactamente la fijada para las obligaciones mercantiles 
en el artículo 63.1 CCom. Al respecto, vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 73 LGC 1987”, 
op.cit. p. 251. 
675 Es m|s, como se ha matizado en sede de anónimas: “La constitución del socio deudor en mora es, 
pues, automática, aunque no se hubiera introducido el artículo 43, la conclusión sería la misma, 
pero el legislador ha querido evitar al discusión que se había suscitado bajo la regulación anterior”; 
vid. MIQUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 43 TRLSA”, op.cit. p. 483. 
676 Tal y como se ha matizado en sede de anónimas por GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I., op.cit. p. 
469. 
677 Al respecto, vid. Art. 49.4 LCAR; Art. 58.5 LCPV; Art. 45.5 LFCN; Art. 70.3 LCIB 
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aportaciones678, al tratarse de una obligación a término el vencimiento de ese 
plazo constituye por sí solo en mora al deudor aplicándose la máxima dies 
interpellat pro homine679.  
 
De todas formas esta solución parece ponerse en entredicho en algunas 
disposiciones, por ejemplo, en el artículo 59.5 LCPV, el cual -tras fijar cuáles son 
algunos de los efectos de la mora- dispone que si el socio no normaliza su situación 
en un plazo de sesenta días desde que fue requerido podrá ser dado de baja 
obligatoria si la falta de desembolso se refiere a la aportación inicial o al importe 
mínimo necesario para mantener la condición de socio, o ser expulsado de la 
sociedad si la falta de desembolso se refiere a las nuevas aportaciones al capital680. 
Con una dicción similar, el artículo 70.3 LCIB -en el que tampoco consta cuando 
comienza la morosidad- supedita la expulsión por la falta de desembolso de las 
aportaciones en el plazo previsto a la mención estatutaria de tal medida 
disciplinaria además del oportuno requerimiento al socio deudor. Ante la duda que 
puede generar la literalidad de estas normas, MORILLAS-FELIÚ se decantan por 
una interpretación lógica, al considerar que la situación de mora se produce 
automáticamente cuando se cumple el plazo fijado, mientras que el citado 
requerimiento fija el plazo inicial para el cómputo del término que se le otorga al 
socio para normalizar la situación si no desea ser dado de baja o expulsado de la 
cooperativa681.  
 
 
                                                 
678 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 387.  
679 Vid. DÍEZ PICAZO, L., Fundamentos…, II, 6ª edic., op.cit. p. 673. 
680 Vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: aportaciones al capital social”, op.cit. p. 160. 
681 Por tanto, el requerimiento al que alude el artículo 58.5 LCPV “sólo es requisito para que pueda 
procederse a la expulsión del socio, pero no para su constitución en mora”; vid. MORILLAS-FELIÚ, 
Curso…, op.cit. p. 387. Esta interpretación realizada para la LCPV, parece ser avalada por la solución 
prevista en alguna otra norma donde, tras establecer como regla general la de que el socio que no 
desembolse las aportaciones en los plazos previstos incurrirá en mora por el solo vencimiento del 
plazo, a continuación se contempla que los estatutos sociales pueden prever la expulsión si 
transcurren treinta días desde que fuese requerido sin que realizara el desembolso; al respecto, vid. 
Art. 50.4, II LSCEX. A una conclusión similar se llega tras el análisis del Art. 56. 4 y 5 LCCAT y de los 
Arts. 59.5 y 62.5 LCLR. En un sentido similar parece orientarse la solución prevista en el Art. 66 
LCRM debido a que en su apartado primero se dispone que el socio que no desembolse las 
aportaciones obligatorias en los plazos previstos se hallará en mora y, posteriormente, en su 
apartado tercero se faculta a la sociedad para reclamar el cumplimiento de la obligación de 
desembolso con abono del interés legal y de los daños y perjuicios causados por la morosidad y, si 
el socio desatiende tal requerimiento, podrá ser expulsado de la cooperativa. 
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5.3.3.3.- Efectos de la mora del socio cooperativista. 
 
El socio cooperativista se hallará en mora cuando no cumpla puntualmente con su 
obligación en el momento fijado para ello, si bien habr| que añadir que “es 
necesario que la obligación pueda ser cumplida y que cumplida retrasadamente 
sea idónea para satisfacer el derecho del acreedor. Si la prestación se ha hecho 
imposible o no es ya idónea para satisfacer el derecho del acreedor, no hay mora, 
sino incumplimiento definitivo”682.  
 
La situación de mora comporta para cualquier deudor una especial 
responsabilidad en el terreno patrimonial por cuanto éste ha de responder de los 
daños y perjuicios que cause al acreedor. Además, si en el deudor concurre la 
cualidad de socio, los efectos de la mora alcanzarán también a los derechos de 
carácter político y económico de los que es titular. En cualquier caso, dado que la 
situación de mora suele ser coyuntural, cuando el deudor cumple con su obligación 
los efectos de la mora cesan. Así las cosas, se podrá producir una liberación total de 
la responsabilidad de tal deudor o, en cambio, puede subsistir la responsabilidad 
en que el deudor pudiera haber incurrido683. 
 
En el Derecho cooperativo estos efectos han sido clasificados doctrinalmente según 
varios criterios. Dependiendo de su carácter, existen efectos económicos y políticos 
que derivan de la situación de mora. A su vez, dentro de los primeros se ha 
distinguido entre aquellos que son inmediatos de otros que no poseen tal 
característica684. Por lo demás, desde otro punto de vista, los efectos de la mora se 
concretan en una serie de consecuencias para el socio y posibilidades para la 
sociedad685. De todas maneras al margen de estas clasificaciones, se observa que el 
régimen legalmente previsto para los efectos de la mora del cooperativista se 
diferencia de unas leyes a otras en razón de tres variables: i) si existe una mención 
legal de los efectos de la mora o es posible la autorregulación estatutaria de los 
mismos; ii) si tales efectos se contemplan con un carácter potestativo -de acuerdo 
                                                 
682 Vid. DÍEZ PICAZO, L., Fundamentos…, II, 6ª edic., op.cit., p. 656. 
683 De ahí que se hable de efectos ex tunc y efectos ex nunc de la cesación de la mora; vid. DÍEZ 
PICAZO, L., Fundamentos…, II, 6ª edic.,  op.cit., pp. 686-687. 
684 Vid. PIERA RODRÍGUEZ, F.J., “Comentario Art. 46 LC”, op.cit. p. 230. 
685 Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 387-388. 
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con el cual la sociedad podrá imponerlos- u obligatorio -en tanto que el socio 
necesariamente los ha de cumplir por el mero hecho de haber incurrido en mora -; 
y, finalmente, iii) según el procedimiento a seguir por parte de la sociedad en caso 
de mora. 
 
En orden a la primera de las variables apuntadas, la práctica totalidad de las 
normas cooperativas686 mencionan los efectos de la mora en el propio texto legal 
con independencia de su naturaleza política o económica o si poseen un carácter o 
no inmediato. Por consiguiente, la facultad de autorregulación en esta materia es 
mínima, ya que cualquier referencia estatutaria se ha de circunscribir a los efectos 
consignados en la propia ley. Sin embargo, esta regla general ha de matizarse en un 
doble sentido. Así, la oportuna regulación en los estatutos será útil para disciplinar 
aquellas cuestiones ambiguas o no reguladas por las normas –por ejemplo, las 
fórmulas o criterios para el cálculo de los daños y perjuicios causados por la 
morosidad, la gradación de las oportunas sanciones, o, los mecanismos de defensa 
para el socio-. Además, en ocasiones, la sanción de expulsión al socio que se halle 
en situación de mora se condiciona a que exista la oportuna previsión estatutaria 
en tal sentido. 
 
Respecto a la segunda variable citada llama la atención que, dependiendo de la 
norma y el efecto concreto de la mora que analicemos, en algunos supuestos se 
prevé que la cooperativa pueda imponer ciertas medidas, mientras que en otros su 
cumplimiento es obligatorio ex lege. En este sentido, la regla general es que las 
leyes permitan que la cooperativa “pueda” proceder a la suspensión de los 
derechos societarios del socio moroso687. Sin embargo, en lo que concierne al 
cumplimiento por parte de éste de la obligación de desembolso con abono de 
intereses y de los daños y perjuicios causados por la morosidad, la regla que rige es 
la contraria; es decir, la ley impone tal deber al socio si bien en algunas normas se 
dispone que la cooperativa “pueda” exigir tales cantidades al socio688. No obstante, 
                                                 
686 Con excepción de la LFCN que, en su Art. 45.5 LFCN, dispone: “Los estatutos determinar|n los 
efectos de la morosidad en el desembolso de las aportaciones a que se refieren los apartados;  y la 
LCCV que no establece nada al respecto. 
687 Entre otras normas, vid. Art. Art. 60.5 LCCyL; Art. 59.5, II LCG; Art. 77.4 LCCLM; Art. 62.5, II 
LCLR; Art. 70.3 LCIB; Art. 50.4, II LCPV 
688 Al respecto, vid. Art. 56.5 LCCAT; Art. 49.8, III LCCMadrid; Art. 66.3 LCRM; Art. 50.4, II LSCEX 
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la defensa del principio de integridad que ha de presidir el capital social de 
cualquier tipo de sociedad, impide que esta deuda pueda ser condonada, si bien 
ningún precepto prohíbe que el pago de los “dividendos pasivos” –léase, 
desembolsos pendientes- se realice por compensación. Ésta podrá realizarse de 
forma automática como un medio de pago que opera ope legis, o bien ejercitando el 
socio deudor que a su vez es acreedor de la sociedad la facultad de compensar que 
el artículo 1196 CC le confiere689. 
 
Por último, también es diverso el procedimiento que debe seguir la sociedad para 
que al socio se le apliquen los efectos derivados de la situación de mora. En esta 
materia conviene subrayar que los socios incurren en mora automáticamente 
desde el momento en que no efectúan el desembolso de sus aportaciones en el 
plazo establecido. Otra cuestión conexa es si una vez que existe tal situación los 
efectos de la mora dependen del concreto requerimiento que realice la sociedad a 
los socios morosos. En algunas leyes dicha interpelación se configura únicamente 
como un requisito sin el cual no se puede expulsar al socio690; en otras, por el 
contrario, se convierte en una condición indispensable para que opere cualquier 
tipo de efecto –sea económico o político-.  
 
En esta línea, traemos a colación el artículo 82.4 LCPA que, tras declarar el inicio 
automático de la mora, determina que el órgano de administración deberá exigir a 
los socios que se encuentren en situación de mora, incluso por vía judicial, el 
cumplimiento de la obligación de desembolso con abono del interés legal y de los 
daños y perjuicios causados por la morosidad. Además -añade este mismo 
precepto- a partir del día siguiente al requerimiento extrajudicial realizado por el 
órgano de administración al socio moroso, quedarán automáticamente 
suspendidos sus derechos societarios hasta que no regularice su situación con la 
cooperativa. En definitiva, tales efectos dependen del requerimiento por parte del 
órgano de administración de la sociedad.  
 
                                                 
689 En este sentido, vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, op.cit. pp. 510-511. 
690 Por ejemplo, vid. entre otras: Art. 58.5 LCPV; Art. 65.5, II LCLR; Art. 59.5, II LCG; Art. 50.4, II 
LSCEX 
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En cuanto al análisis de los diferentes efectos asociados a la situación de mora 
destacan, fundamentalmente, tres cuestiones. Así, habrá que estudiar los efectos de 
carácter económico y los de naturaleza política.  
 
Dentro de los primeros situamos: el abono del interés legal de la cantidad 
adeudada, la indemnización por daños y perjuicios que el retraso haya causado y 
otras medidas de carácter económico. Entre los segundos analizaremos: la 
suspensión de sus derechos societarios, la baja obligatoria y, por último, la 
expulsión. Al hilo del análisis de dichos efectos, también habrá que analizar cuándo 
comienzan los mismos, hasta qué momento el socio moroso estaría afectado por 
dichos efectos y cuál es la repercusión del pago de la deuda por el socio. Por último, 
interesa detenerse en cómo ha de proceder la sociedad contra el socio moroso sea 
mediante la oportuna reclamación extrajudicial o bien por vía judicial. 
 
5.3.3.3.1.- Abono del interés legal de la cantidad adeudada. 
 
El socio moroso ha de abonar el interés por la cantidad adeudada. La mayoría de 
las leyes lo configuran simplemente como un deber del socio691, aunque -con 
mayor precisión- otras normas mantienen específicamente que ha de ser la 
sociedad la que exija el cumplimiento de la obligación y le reclame dicha 
cantidad692, sin perjuicio de la reclamación de los posibles daños y perjuicios tal y 
como analizaremos posteriormente.  
 
En lo que atañe al interés hay que matizar que éste se aplicará sobre la cantidad 
adeudada693 y ser| “el legal”, sin que las normas realicen más puntualizaciones al 
respecto. Así las cosas, nos hallamos ante un específico resarcimiento de daños y 
perjuicios causados por la mora en una obligación de carácter pecuniario. En este 
caso DÍEZ PICAZO ha mantenido que “el daño sufrido por el acreedor consiste en 
no haber dispuesto del capital y no haberse por consiguiente beneficiado de sus 
frutos, que deben consistir en el interés que dicho capital hubiera podido 
                                                 
691 Vid. entre otras, Art. 58.5 LCPV; Art. 46.5 LC; Art. 62.5, I LCLR; Art. 59.5, I LCG; Art. 60.4 LCCyL; 
Art. 77.6 LSCA 
692 Vid. Art. 82.4 LCPA; Art. 66.3 LCRM; Art. 56.5 LCCAT; Art. 49.8, III LCCMadrid 
693 Tal y como se puntualiza en el Art. 59.4 LCCyL y el Art. 46.5 LC 
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devengar”694. La sociedad –como acreedor- no necesita demostrar el daño 
supuesto, pues se considera que el retardo en el cumplimiento de las obligaciones 
pecuniarias produce un daño siempre695.  
 
Sin embargo, se originan más dudas en torno al concreto interés que debemos 
aplicar y desde qué momento se devenga, por cuanto que la simple referencia al 
interés “legal” resulta excesivamente genérica y equívoca. Al respecto, de acuerdo 
con el CC, el interés legal es aquél que se aplica como indemnización de daños y 
perjuicios cuando el deudor incurriese en mora y no se haya pactado uno 
determinado696.  
 
Por consiguiente, nos hallamos ante un interés que -tal y como se deduce de la 
expresa indicación del CC y de las leyes cooperativas- ha de figurar recogido en 
norma. Así las cosas, el tipo de interés aplicable a estos casos es el que se fija en la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado y que posee una vigencia anual697. Su 
cálculo depende de la coyuntura y expectativa económica por lo que pueden existir 
variaciones de una a otra anualidad y, en determinados casos, durante un mismo 
período.  
 
En definitiva, este interés se aplica a falta de pacto en todas aquellas obligaciones 
donde exista mora siempre que, por ley, no le resulte aplicable otro tipo de 
interés698. Asimismo, entendemos que este interés se devengará automáticamente 
desde que se produzca el incumplimiento, salvo que las causas del retraso no sean 
imputables al socio deudor. 
 
                                                 
694 Vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, II, op.cit. pp. 676-677. 
695 Como se ha puntualizado “Este daño es un lucro cesante y arranca de la idea de que todo 
poseedor de dinero puede, en un sistema con mínimas posibilidades financieras, colocarlo a interés 
y obtener determinados réditos, que son siempre, en caso de falta de pago, un lucro cesante”; vid. 
DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, II, op.cit. p. 678. 
696 Vid. Art. 1108 CC 
697 Al respecto, vid. Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2011. 
698 Por ejemplo, el denominado “interés de demora” –también fijado por ley, en concreto, para el 
2011 en el 5%- aplicable a las deudas que se tengan con la administración tributaria; o el interés 
establecido para los casos de retraso en el pago de las operaciones comerciales, de acuerdo con la 
Ley 3/2004, de 29 de diciembre, de Medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales, modificada por la Ley 15/2010 de 5 de julio. 
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5.3.3.3.2.- Indemnización por daños y perjuicios derivados de la mora. 
 
Aunque los intereses de demora que señalamos tienen como finalidad resarcir los 
daños y perjuicios sufridos por el acreedor699, las leyes cooperativas contemplan, 
como otro de los efectos económicos derivados de la mora del deudor, el deber de 
indemnizar a la sociedad por los daños derivados del retraso en el cumplimiento. 
Por tanto, según VICENT CHULIÁ “los intereses moratorios no agotan la pretensión 
de indemnización de perjuicios del acreedor (que lógicamente pueden ser 
mayores: siempre que lo pruebe)”700.  
 
El deudor moroso –de acuerdo con el tenor literal del artículo 1101 del CC- está 
sujeto a la indemnización de los daños y perjuicios causados al acreedor con la 
finalidad de colocar a éste “en la situación m|s parecida posible a la que tendría si 
el derecho de crédito se hubiera realizado y la obligación se hubiera cumplido”701. 
Consecuentemente, esta indemnización intenta paliar la pérdida sufrida -daño 
emergente- y la ganancia dejada de obtener –lucro cesante- con el objetivo de 
compensar al acreedor, pero carece de una naturaleza punitiva para el deudor.  
 
Dicho esto, hay que señalar que el verdadero problema se sitúa en el cálculo 
concreto de los daños y del lucro cesante. En este sentido, como regla general, se 
ha propugnado que pueden determinarse ciertos criterios para la fijación del 
daño702. Entre ellos destacamos -a efectos de lo que nos interesa- que la sociedad 
podrá reclamar del socio moroso cualquier coste o gasto al que tuviera que hacer 
frente como consecuencia de la situación de morosidad, por ejemplo, los gastos 
                                                 
699 Aún más teniendo en cuenta el precio actual del dinero que se sitúa en torno al 1% y, por ello, la 
fijación del interés legal en el 4% ya puede ser suficiente para cubrir los eventuales perjuicios 
producidos por la demora. 
700 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 73 LGC 1987”, op.cit. p. 251. 
701 Vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, II, op.cit. pp. 781-782. 
702 Al respecto se han destacado los siguientes: i) el mayor o menor costo del negocio de reemplazo 
celebrado por la parte que sufre la lesión o el incumplimiento con un tercero para cubrirse de las 
consecuencias negativas que se le producen; ii) los costos de reparación o reposición en caso de 
prestación defectuosa; iii) los daños sufridos en los bienes objeto de prestación; iv) los gastos de 
preparación de la prestación que el acreedor tuviera que haber hecho a su cargo: v) los gastos que 
el acreedor haya tenido que realizar como consecuencia del mismo incumplimiento; vi) los daños 
causados en contratos con terceros. Para un desarrollo de los mismos, vid. DÍEZ-PICAZO, L., 
Fundamentos…, II, op.cit. pp. 789-791. 
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derivados de la reclamación extrajudicial o judicial de su derecho. En lo que 
concierne al cálculo del lucro cesante, éste presentará menor complejidad si 
existen elementos que permitan valorar los factores de ganancia en un futuro. Por 
consiguiente, si el destino de las aportaciones que se realizan a una sociedad es 
exclusivamente financiero o de inversión -con la finalidad de obtener determinada 
rentabilidad- y una vez analizadas las circunstancias703, la citada rentabilidad 
podría representar la ganancia dejada de obtener por el acreedor –sociedad- y 
constituirá la indemnización que por este concepto ha de pagar el deudor –socio 
moroso-. 
 
En la legislación cooperativa no se prevé esta indemnización con carácter absoluto 
dado que la sociedad tendrá que probar la existencia de los daños y perjuicios así 
como la relación de causalidad entre la situación de mora y aquéllos704; es decir, tal 
y como matizan algunas normas cooperativas, el resarcimiento tendr| lugar “en su 
caso”705 pero nunca, pese al silencio legal generalizado, en todo caso.  
 
Al hilo de esta última idea apuntada y debido a la falta de regulación legal, 
consideramos viable fijar estatutariamente una cláusula penal con el objetivo de 
mitigar las reclamaciones que el socio y la sociedad pudieran realizar al respecto. 
Además, con tal cláusula se impediría que la cooperativa pudiera entablar 
demanda contra el socio reclamándole cualquier otra indemnización. En definitiva, 
nos hallaríamos ante una indemnización fija o a forfait que eliminaría los 
problemas derivados de la difícil valoración de los daños y perjuicios706.  
 
 
                                                 
703 Tal y como ilustrativamente se ha dicho “entre la ganancia posible pero contingente y la 
ganancia segura pueden aplicarse criterios de probabilidad, de acuerdo con lo que se puede llamar 
el curso normal de los acontecimientos”; DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, II, op.cit. p. 792. 
704 Cuestión que específicamente se señala en alguna norma, vid. Art. 77.6 LSCA 
705 Vid. Art. 60.4 LCCyL y el Art. 46.5 LC 
706 El régimen jurídico de este tipo de cláusulas cuando son incorporadas a contratos mercantiles 
est| previsto en el artículo 56 CCom donde se dispone que si “en el contrato mercantil se fijare pena 
de indemnización contra el que no cumpliere, la parte perjudicada podrá exigir el cumplimiento del 
contrato por los medios de derecho o la pena prescrita; pero utilizando una de estas dos acciones 
quedar| extinguida la otra, a no mediar pacto en contrario”. Al respecto se ha mantenido que “Se 
trata de una disposición que, condicionada por los pactos establecidos en el contrato, debe ser 
completada, además, en lo que sea procedente, con las disposiciones recogidas en los artículos 
1.152 a 1.155 del Código Civil sobre las obligaciones con cl|usula penal”; VÉRGEZ, M., “El contrato 
mercantil”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil (Uría-Menéndez), II, 2ª edic., Madrid, 2007, p. 44.  
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5.3.3.3.3.- Otros efectos de carácter económico derivados de la mora. 
 
En ciertas leyes se permite que la sociedad cooperativa pueda optar por la 
reclamación de los intereses moratorios y la indemnización por daños y perjuicios 
o bien por amortizar las aportaciones del socio moroso707 o por aplicar las 
aportaciones voluntarias de las que sea titular tal socio al desembolso de las 
aportaciones obligatorias adeudadas708.  
 
El mecanismo de la amortización supone extrapolar al Derecho cooperativo la 
solución prevista en el régimen de las sociedades anónimas, aunque en tales 
sociedades esta posibilidad es residual puesto que sólo procede si previamente se 
intentó la venta de las acciones y ésta no pudo efectuarse709. Sin embargo, en el 
caso de las normas cooperativas no se contempla la venta de las aportaciones del 
socio moroso por parte de la sociedad cooperativa. 
 
5.3.3.3.4.- La suspensión de derechos societarios. 
 
En lo que respecta a la suspensión de los derechos societarios es preciso apuntar, 
de nuevo, la falta de uniformidad en legislación cooperativa. De acuerdo con 
algunas normas el socio “podr|” ser suspendido de sus derechos por la sociedad710 
mientras que, según otras, se propugna que la situación de mora tendrá como 
efecto una suspensión automática de todos o parte de sus derechos711. Finalmente, 
existen disposiciones que derivan esta cuestión a lo que se determine en los 
estatutos712 o, simplemente, no dicen nada al respecto713. 
 
                                                 
707 En tales casos se realizará la consiguiente reducción de capital  y el importe ya desembolsado de 
dichas aportaciones quedará como beneficio de la cooperativa vid. Art. 49.8, III in fine LCCMadrid 
708 Vid. Art. 56.5 in fine LCCAT 
709 Vid. Art. 84.2, II TRLSC 
710 Vid. Art. 46.6 LC; Art. 62.5, II LCLR; Art. 59.5, II LCG; Art. 60.5 LCCyL; Art. 77.4 LCCLM; Art. 50.4, 
II LSCEX 
711 Vid. Art. 66.2 LCRM; Art. 82.4 LCPA; Art. 49.8, III LCCMadrid 
712 Vid. Art. 45.5 LFCN 
713 Por ejemplo la LCCV 
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De lo expuesto surgen las dos principales cuestiones que serán objeto de análisis, a 
saber: cuáles son los derechos afectados por la suspensión y qué efecto produce la 
normalización de la situación de mora por el socio moroso –es decir, el pago de las 
cantidades que adeude a la cooperativa- en los derechos perjudicados por tal 
suspensión. 
 
5.3.3.3.4.1.- Derechos afectos por la suspensión. 
 
En la legislación cooperativa se suele utilizar la expresión “derechos societarios” 
para referirse a aquellos que son susceptibles de suspensión. De esto tenemos que 
deducir -tal y como se puntualiza en alguna norma- que la suspensión podrá 
afectar tanto a los derechos de carácter político como a los de naturaleza 
económica714. Sin embargo, esta afirmación ha de ser matizada en un doble sentido 
por cuanto no todos los derechos pueden ser objeto de suspensión y, además, la 
suspensión se realizará respetando lo que estipulen la ley o los estatutos. 
 
Las leyes cooperativas disciplinan los efectos sancionatorios de la mora en el 
artículo dedicado al capital social o en el relativo a las aportaciones obligatorias 
aunque, en lo relativo a la suspensión de derechos del socio moroso, dicho régimen 
resulta exiguo y ha de completarse con lo determinado específicamente en la 
norma respecto a cada uno de esos derechos715. Ante cualquier contradicción que 
pueda surgir entre la literalidad de los artículos donde se promulga la suspensión 
de los derechos societarios y lo previsto en los preceptos que regulan la disciplina 
social, se tendrá que dar preferencia a lo dispuesto en estos últimos716. Por 
consiguiente, se podrán suspender aquellos derechos políticos y económicos que, 
                                                 
714 Tal y como se puntualiza en el Art. 50.4, II LSCEX 
715 De forma diversa a lo que sucede en sede de sociedades anónimas donde en el mismo artículo 
que disciplina los efectos de la mora se citan, en concreto, aquellos derechos que no podrá ejercitar 
el socio. Así, no podrá ejercitar el derecho de voto. El importe de sus acciones será deducido del 
capital social para el cómputo del quórum. Tampoco tiene derecho el socio moroso a percibir 
dividendos ni a la suscripción preferente de nuevas acciones ni de obligaciones convertibles. Al 
respecto, vid. Art. 83. 1 y 2 TRLSC 
716 Por tanto, la contradicción en la que incurren las normas al propugnar la suspensión de los 
derechos societarios sin discernir entre unos y otros, ha de ser subsanada realizando una 
interpretación correctora en la cual las normas de disciplina social sean las que informen el 
sistema. En esta “contradicción” también incurría el artículo 73 LGC 1987 que debía ser 
interpretado de acuerdo con lo previsto en el artículo 37 de esa misma ley; al respecto, vid. PAZ 
CANALEJO, N., “Comentario Art. 37 LGC 1987”, op.cit. p. 218; VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 
73 LGC 1987”, op.cit. p. 252. 
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según la ley, puedan ser válidamente suspendidos717. Para ello resulta fundamental 
coordinar, como se mantiene expresamente en algunas leyes718, los efectos 
suspensivos de la mora con las normas de disciplina social. En relación con esta 
cuestión, conviene recordar que la suspensión es una sanción disciplinaria que 
procede sólo en determinados supuestos –en concreto, descubiertos económicos- y 
está sometida a ciertas limitaciones de carácter material y temporal719.  
 
Por tanto, existen derechos que son declarados como no susceptibles de 
suspensión, por ejemplo, el derecho político de información y los derechos 
económicos de percibir el retorno cooperativo, de devengo de intereses por las 
aportaciones al capital social y el de actualización de las mismas, tal y como 
declaran algunas normas cooperativas720. Además, en ocasiones, la prohibición de 
suspensión también se extiende al derecho de asistencia a la Asamblea con voz -
con lo que el socio moroso podrá asistir, participar pero no votar-721. Como 
excepción, alguna disposición extiende la suspensión al derecho de retorno, 
propugnando que el socio moroso no tenga derecho a percibirlo en tanto dure la 
situación de mora722. 
 
De forma diversa, otras leyes cooperativas priorizan en esta materia la 
autorregulación. Así, el mayor grado de libertad está representado por la LFCN y la 
LCAR, que derivan a la sede estatutaria las normas de disciplina social, la 
tipificación de las faltas y sanciones, su prescripción, el procedimiento sancionador 
y los recursos que puedan interponerse723. En una línea similar, otras normas 
                                                 
717 Vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 37 LGC 1987”, op.cit. p. 219. 
718 Al respecto, compruébese la remisión expresa realizada en el Art. 62.5, II LCLR –donde se remite 
al artículo 28 de esa misma ley-; y el Art. 59.5, II LCG –que completa esa regulación con lo previsto 
en el artículo 25- 
719 Vid. Supra. Cap. 6.6.3.1 y 6.7.2.3. 
720 La mayor parte de las normas contemplan estos tres derechos de carácter económico como no 
susceptibles de suspensión; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. pp. 189-
190. En este sentido, vid. Art. 39.2 LCPA; Art. 32.4 LCRM; Art. 18.4 LC; Art. 31.2 LCIB; Art. 39.2 
LCCLM. Sin embargo, de forma específica, el Art. 24.4 LCCyL tan sólo cita al retorno y al devengo de 
intereses y el Art. 41.4, II LSCA al derecho de información. 
721 Vid. Art. 28. 6, II LCLR; Art. 25.4, II LCG 
722 Vid. Art. 56.4 LCCAT 
723 Vid. Art. 28 LFCN; Art. 24 LCAR. Con una formulación similar, el Art. 23.1 LCCV determina que 
los socios únicamente podrán ser sancionados por faltas tipificadas en los estatutos. A continuación 
el apartado 2 de dicho precepto determina aquellas faltas que podrán ser calificadas como muy 
graves, entre las que incluye el incumplimiento de la obligación de desembolsar las aportaciones a 
capital social. 
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propugnan que el alcance de la suspensión de los derechos del socio sea 
determinado necesariamente por los Estatutos sociales724.  
 
En suma, la falta de desembolso de las aportaciones supone un incumplimiento por 
parte del socio de su principal obligación económica, que genera la suspensión de 
algunos derechos tanto de carácter político –véase, el ser elector y elegible, 
formular propuestas, votar en la Asamblea- como económico –por ejemplo, la 
utilización de los servicios cooperativos, el percibir anticipos a cuenta de sus 
entregas de producto, etc.-725.  
 
En cualquier caso, por su relevancia práctica, interesa detenerse en cómo afecta la 
suspensión derivada de la situación de mora al derecho de voto.  
 
Por regla general726, el derecho de asistencia –contemplado en su triple faceta de 
poder asistir, formular propuestas y votar en la Asamblea General- puede resultar 
afectado por la sanción de suspensión de derechos derivada de la situación de 
mora727. En consecuencia, a la hora de determinar el quórum necesario para la 
constitución de la Asamblea habrán de computarse aquellos votos sociales 
concurrentes que sean operativos, es decir, los emitidos por titulares que no se 
hallen incursos en una causa de suspensión del ejercicio de sus derechos728.  
 
Un problema añadido se plantea en aquellas leyes en las que la suspensión de 
derechos depende de la propia sociedad y no se produce automáticamente por ley 
desde el momento en que el socio se halla en situación de mora. Al respecto, hay 
que valorar que la sanción de suspensión no tendrá efectos hasta que exista un 
acuerdo ejecutivo de la cooperativa y éste sea comunicado al socio729. En definitiva, 
                                                 
724 Vid. Art. 29.4 LCPV; Art. 25.4 LCCMadrid; Art. 28.1 LSCEX; Art. 37.1 LCCLM; Art. 21.1 LCCAT 
725 En este sentido, vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 37 LGC 1987”, op.cit. p. 218. 
726 Excepto en aquellas normas donde el derecho de asistencia a la Asamblea figura entre los que no 
son susceptibles de suspensión si bien privan al socio moroso de voto, vid. Art. 28.6, II LCLR; Art. 
25.4, II LCG 
727 Al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 203. 
728 Vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 46 LGC 1987”, op.cit. p. 394; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, 
op.cit. p. 251. 
729 Así la STS (Sala de lo Civil, Sección 1ª) de 19 de noviembre de 2007  RJ 2007\8117, puntualizó, 
para el acuerdo de expulsión del cooperativista al hilo de la derogada LGC 1987, que “la ausencia de 
notificación conduce a entender que, puesto que no hay dies a quo para el cómputo del plazo de 
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en esta situación, no procede la denominada suspensión cautelar de derechos 
reservada para casos de baja obligatoria y expulsión siempre que exista una 
previsión estatutaria al respecto730. Es más, entendemos que habría que computar 
los votos de aquellos socios que fueran suspendidos de sus derechos pero que 
recurrieran en tiempo y forma tal decisión, por cuanto la sanción no tiene efectos 
inmediatos por estar recurrida y no será firme hasta que sea notificada su 
ratificación al socio por el órgano que corresponda.  
 
Por lo demás, como apuntamos, la suspensión de derechos se realizará de acuerdo 
con las normas de disciplina social previstas en la ley o en los estatutos731. Estas 
normas, a su vez, han de respetar los axiomas que rigen el derecho sancionador, a 
saber: el principio de legalidad o tipicidad, la interpretación restrictiva, la 
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras desfavorables, además de la 
retroactividad de las normas que sean favorables para quien está inmerso en un 
expediente sancionador732. Por consiguiente, tal y como se ha declarado por la 
jurisprudencia, cualquier duda que pueda surgir sobre la amplitud de la 
suspensión de derechos ha de ser solventada teniendo en cuenta la imposibilidad 
                                                                                                                                               
caducidad en cuanto a la impugnación judicial de la expulsión de la Cooperativa, nunca podrá 
entenderse que la realizada por D. Eloy es extemporánea, pues no puede haber transcurrido un 
plazo que no se ha iniciado”, es m|s, como posteriormente se matiza, “la falta de notificación de la 
ratificación supone que no se ha terminado el expediente disciplinario, que está pendiente de su 
conclusión, lo que supone una prolongación en el tiempo totalmente indebida e inconcebible, un 
estado de hecho inadmisible, mientras transcurre el tiempo que genera la prescripción del 
expediente”. 
730 Como ejemplo traemos a colación el artículo 17.5 LC donde se dispone que: “Causar|n baja 
obligatoria los socios que pierdan los requisitos exigidos para serlo según esta Ley o los Estatutos 
de la cooperativa. La baja obligatoria será acordada, previa audiencia del interesado, por el Consejo 
Rector, de oficio, a petición de cualquier otro socio o del propio afectado. El acuerdo del Consejo 
Rector será ejecutivo desde que sea notificada la ratificación del Comité de Recursos o, en su 
defecto, de la Asamblea General, o haya transcurrido el plazo para recurrir ante los mismos sin 
haberlo hecho. No obstante, podrá establecer con carácter inmediato la suspensión cautelar de 
derechos y obligaciones del socio hasta que el acuerdo sea ejecutivo si así lo prevén los Estatutos, 
que deberán determinar el alcance de dicha suspensión. El socio conservará su derecho de voto en 
la Asamblea General mientras el acuerdo no sea ejecutivo”. En el artículo 18.5 LC cuando se 
disciplina la sanción de expulsión se realiza una remisión al artículo que hemos transcrito en lo 
referente a la suspensión cautelar. 
731 Tal y como se ha destacado, “en la regulación de esta sanción se aprecian dos tendencias 
claramente diferencias: la autorreguladora y la restrictiva. Según la primera, únicamente es 
necesario que el ámbito y el alcance de la suspensión de los derechos del socio venga determinado 
necesariamente por los estatutos sociales (art. 29.4 LCPV y 25.4 LCCMadrid) (…) Según la segunda, 
la regulación de la suspensión de derechos en los estatutos se encuentra condicionada por las 
causas que puedan originarla y por los derechos que puedan ser objeto de suspensión (LC; LSCA y 
LCG)”; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 189. 
732 Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 215. 
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de interpretar extensivamente el derecho sancionador así como el criterio 
restrictivo que ha de preconizarse de las normas que limitan derechos733.  
 
Con todo, hemos de recordar que en la mayor parte de las leyes se exige la 
tipificación estatutaria de las faltas–leves, graves o muy graves-, la determinación 
de la sanción que llevan aparejada734 y los trámites del procedimiento 
sancionador735. En esta línea traemos a colación la nueva redacción del artículo 
24.1 LCAR en el que se expresa con claridad que: “Los Estatutos establecerán las 
normas de disciplina social. Los socios sólo podrán ser sancionados por las faltas 
previamente tipificadas en los Estatutos. Las sanciones que pueden ser impuestas a 
los socios por cada clase de falta serán fijadas en los Estatutos y pueden ser de 
amonestación, económicas, de suspensión de derechos sociales o de expulsión”736.  
 
El órgano de administración de la cooperativa será el facultado para incoar tal 
procedimiento de acuerdo con lo previsto en sede estatutaria y garantizar la 
audiencia previa de la persona interesada o de quien la represente, así como los 
recursos que procedan y sus condiciones de ejercicio. Dicho esto, las normas 
únicamente vinculan esta sanción -la suspensión de derechos societarios- a faltas 
graves o muy graves, en concreto, cuando el socio esté al descubierto de sus 
obligaciones económicas o no participe en las actividades cooperativizadas en los 
términos fijados estatutariamente737. En definitiva, la situación de mora del 
                                                 
733 En este sentido, vid. STS 28 de diciembre de 2000 (Sala de lo Civil, Sección 1ª) RJ 2001/1473, 
donde se impide que la “suspensión de empleo” impuesta a unos cooperativistas afecte a otros 
derechos (asistencia a la Asamblea) diversos a los estrictamente laborales –vid. fundamento de 
derecho segundo-. 
734 Esto no impide que, ante la parquedad de la mayoría de las normas al respecto, estatutariamente 
se puedan establecer otras sanciones, por ejemplo, la amonestación o la indemnización de los daños 
causados; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 186. En este sentido, con car|cter 
ejemplificativo y tomando como referencia un modelo real de estatutos, algunos autores se refieren 
a una posible lista de sanciones por cada clase de falta. A efectos de lo que nos interesa, se 
contempla para las faltas leves la suspensión del derecho de voto por un plazo de hasta un año; 
para las graves, la suspensión del derecho a voto por un plazo de hasta dos años y la inhabilitación 
para ser elegido para cualquier cargo social hasta en dos siguientes elecciones consecutivas; y, 
finalmente, para las muy graves, todas las sanciones citadas anteriormente, la suspensión de todos 
o algunos de los derechos sociales por un plazo de hasta tres años y la expulsión; vid. GADEA-
SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. pp. 188-189.  
735 Al respecto, vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad cooperativizada…, op.cit. p. 90. 
736 Tras ser reformado por la Ley 4/2010 
737 Vid. entre otras: Art. 31.1 LCIB; Art. 24.4 LCCyL; Art. 19.4 LC; Art. 25.4, I LCG; Art. 28.6, I LCLR 
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cooperativista implica una infracción económica que deriva en la suspensión de 
derechos.  
 
Por el contrario, otros “descubiertos económicos” pueden tener una consecuencia 
diversa de manera que si no superan ciertos umbrales fijados estatutariamente, la 
sanción no sería la suspensión738; o si por el contrario su cuantía es superior 
podrían conllevar la expulsión739. En este punto los legisladores han seguido el 
criterio tradicional de limitar las causas por las que procede esta sanción por lo 
cual es inadmisible para otros incumplimientos graves del socio que no tengan 
carácter económico740.  
 
Así las cosas, las leyes cooperativas contienen una serie de limitaciones a la 
suspensión de derechos. En efecto, tan sólo dos tipos de causas –infracciones- 
llevan aparejada esta clase de sanción, la cual, asimismo, posee un alcance material 
limitado por cuanto no puede afectar a determinados derechos. Igualmente, el 
legislador prevé otra limitación que afecta al ámbito temporal de la suspensión, 
puesto que ésta se terminará cuando el socio moroso normalice su situación. Se 
trata de una suspensión de derechos y no de una privación definitiva de los 
mismos, es decir -tal y como se ha preconizado en sede de anónimas- la 
consecuencia es que “mientras dure su condición de socio moroso se le prohíbe 
ejercitar determinados derechos tanto de car|cter político como económico”741. En 
algunas normas se hace una referencia expresa a esta cuestión manteniendo que la 
                                                 
738 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 221. 
739 Tal y como se establecía respecto a la interpretación del Art. 37.4 de la LGC 1987 que trataba la 
suspensión de derechos fundamentada en las mismas causas de carácter económico a las que 
venimos aludiendo: el incumplimiento de la obligación de contribuir al sostenimiento económico de 
la entidad y el incumplimiento de la obligación de participar en la actividad cooperativizada en los 
términos establecidos en los Estatutos. Al respecto se mantenía que “conviene aclarar que lo que el 
precepto no dice es que esas infracciones del socio sólo, y siempre, hayan de ser sancionadas con la 
suspensión de derechos, sino que esta medida de disciplina social, únicamente, podrá 
fundamentarse en una de aquellas dos causas, lo que es bien distinto. En consecuencia, es 
totalmente lícito, por ejemplo, que los impagos de cierta entidad o la falta de actividad notable o 
significativa sean tipificadas en el Estatuto como faltas muy graves, y, como tales, capaces de 
desencadenar, incluso, un expediente de expulsión del socio infractor y no una (más liviana) 
medida suspensiva de derechos”; vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 37 LGC 1987”, op.cit. pp. 
216-217. 
740 Cuestión que es criticable, por ejemplo, para incumplimientos de ciertas obligaciones como la de 
no hacer competencia a la cooperativa; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 187. 
741 Al respecto, vid. MIGUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 44 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a 
la Ley de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. I, 2ª 
edición, Madrid, 2009, p.485. 
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suspensión de los derechos ser| operativa hasta que el socio “normalice su 
situación”742 o, en sentido negativo, hasta que “no regularice su situación con la 
cooperativa”743.  
 
Esta postura tradicional significa, tal y como matizó PAZ CANALEJO para la LGC 
1987, que “el propio cooperativista sancionado puede reactivar y pasar a ejercitar 
los derechos que tenía en suspenso, tan pronto como se sitúe en situación de 
“normalidad” estatutaria (por ejemplo, por haber cubierto todos los débitos 
pendientes o por reemprender la actividad cooperativizada hasta el nivel 
estatutariamente exigido para regularizar su situación)”744. Por el contrario, en 
opinión de PANIAGUA, la LC “se inclina porque sea el acuerdo sancionador el que 
resuelva sobre este extremo. No obstante, si este acuerdo guarda silencio, los 
elementos interpretativos, incluidos los principios cooperativos, demandan la 
defensa de la solución establecida en la legislación precedente”745. 
 
En esta línea procede resaltar que, ante la parquedad legal, estatutariamente 
conviene disciplinar que el ejercicio de los derechos que estaban en suspenso no 
dependa únicamente del abono de la cantidad no desembolsada incrementada con 
el oportuno interés legal moratorio sino que, en su caso, se condicione al pago de la 
indemnización por daños y perjuicios que se hayan podido irrogar a la sociedad.  
 
De no existir tal previsión estatutaria, a nuestro juicio sería aplicable por analogía 
el artículo 83.2, II del TRLSC del que se infiere que el levantamiento de la 
suspensión de los derechos del socio moroso se producir| “con el abono del 
importe de los dividendos y de los intereses adeudados, aun cuando quede 
pendiente el pago de los daños y perjuicios causados por la morosidad”746. 
 
 
                                                 
742 Vid. Art. 77.4 LCCLM; Art. 60.5 LCCyL; Art. 59.5, II LCG; Art. 62.5, II LCLR; Art. 46.6 LC; Art. 70.3 
LCIB; Art. 49.8, III LCCMadrid 
743 Vid. Art. 82.4 LCPA 
744 Vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 37 LGC 1987”, op.cit. p. 217. 
745 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 187. 
746 Tal y como se matizaba para la LSA por OTERO LASTRES, J.M., en AA.VV., Comentario al régimen 
legal de las sociedades mercantiles (Dirs. Uría-Menéndez-Olivencia), Tomo III, Vol. 3º, Madrid, 1994, 
p. 276. 
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5.3.3.3.4.2.- Efectos de la regularización de la situación de mora en los 
derechos en suspenso. 
 
Una ulterior cuestión es la relativa a cómo incide la normalización de la situación 
de mora –es decir, el pago de las cantidades que el socio adeude a la cooperativa- 
en los derechos afectados por la sanción. En concreto hay que plantearse si los 
efectos se retrotraen al momento de la suspensión747. En tal caso, el socio podría 
reclamar el ejercicio de los derechos económicos que estaban en suspenso -por 
ejemplo, participando en la propia actividad cooperativizada a través de la 
utilización de servicios cooperativos, reclamando que se le abonen los bienes y 
servicios entregados a la cooperativa para su gestión748 o, en su caso, entregando 
bienes para la gestión mutualística- desde aquélla fecha.  
 
Dicho esto, son varias las cuestiones que hay que puntualizar.  
 
Esta solución no es viable en toda clase de cooperativas –pensemos, por ejemplo, 
en una de trabajo asociado que ya prestó un servicio a un tercero-. Es más, en las 
cooperativas en las que se realizan entregas periódicas de bienes -por ejemplo, 
suministro de materia prima a la cooperativa agraria para su elaboración o cuando 
una cooperativa de consumo o de servicios suministra o presta bienes o servicios a 
sus socios-, encontraríamos trabas cuando se prevean cupos o límites prefijados. 
En tales hipótesis, la sociedad pudo haber cubierto -con un mayor suministro 
recabado de otros socios o de terceros- las entregas que debería haber hecho el 
socio moroso durante el plazo de suspensión, o haber vendido el bien destinado a 
tal socio a cualquier otra persona. Así las cosas, a nuestro juicio, la cooperativa 
                                                 
747 En sociedades anónimas se le prohíbe al socio moroso ejercitar determinados derechos de 
carácter político (derecho de voto –aunque sí podría acudir a la Junta-) y económico. En lo que se 
refiere a éstos, el socio “tampoco tendrá derecho a percibir dividendos, ni a la suscripción 
preferente de nuevas acciones ni obligaciones convertibles. En caso de que cumpla con su 
obligación antes de que se llegaran a producir los efectos contemplados por el artículo 46 LSA –
actual artículo 85 TRLSC-, podrá reclamar los dividendos no prescritos (art. 947 CCom) pero no 
podr| reclamar la suscripción preferente, si el plazo para su ejercicio ya hubiera transcurrido”; 
MIQUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 44 TRLSA”, op.cit. p. 485. 
748 Al respecto, vid. VARGAS VASSEROT, C., La actividad cooperativizada…, op.cit. p. 86. 
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podría reclamar a tal cooperativista una indemnización de los daños y perjuicios 
derivados de esa situación. 
 
5.3.3.3.5.- La expulsión y la baja obligatoria derivadas de la situación de 
mora. 
 
La legislación cooperativa -además de la suspensión de los derechos societarios- 
también contempla otras sanciones para los supuestos en los que, tras el oportuno 
requerimiento por parte de la sociedad, el socio moroso sigue sin desembolsar la 
parte pendiente de las aportaciones sociales suscritas. La conducta del socio 
moroso recalcitrante supone una falta muy grave sancionable, según las 
circunstancias, con su baja obligatoria o la expulsión de la sociedad749. 
 
Así pues, existen leyes que al regular los efectos de la mora contemplan la 
posibilidad que tiene la sociedad de expulsar al socio por esta causa siempre que 
concurran determinadas circunstancias. Por el contrario, otras normas no prevén 
dicha consecuencia pero permiten que la sociedad tipifique estatutariamente esta 
infracción como muy grave y la sancione con la expulsión. No obstante, se trata de 
una diferencia aparente, por cuanto en las normas pertenecientes al primer grupo 
la efectividad de la sanción también dependerá de la oportuna previsión 
estatutaria. En suma, la sociedad podrá expulsar al socio por la citada causa sólo 
cuando se tipifique esta infracción como muy grave, de lo que podemos colegir que 
todas las normas llegan a una misma solución.  
 
La gravedad de la sanción propuesta para estos supuestos justifica que, en todas 
las leyes que regulan esta cuestión, la reclamación de la sociedad sea una condición 
sin la cual no se pueda expulsar o dar de baja al socio por la falta de desembolso de 
las aportaciones. Se trata, en definitiva, de un mecanismo de garantía para el socio 
moroso por cuanto éste deberá ser advertido de que si no cumple con su 
obligación de desembolso en un determinado plazo o desatiende el requerimiento 
                                                 
749 Por tanto, como ilustrativamente se ha mantenido en sede de anónimas, es la sociedad la que ha 
de tomar la iniciativa y reclamar dicho cumplimiento al “moroso recalcitrante”; vid. MIQUEL 
RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 45 TRLSA”, op.cit. p. 486. 
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efectuado por la sociedad, será expulsado de la misma750 -respetando, claro está, 
las normas de disciplina social previstas legalmente o, en su caso, en sede 
estatutaria-. No obstante, no existe uniformidad en el plazo concreto que ha de 
transcurrir desde el requerimiento hasta que se haga efectiva la expulsión o baja 
obligatoria, así como en el tipo específico de sanción aparejada a esta infracción.  
 
En línea con esta cuestión, y de acuerdo con algunas leyes, la cooperativa podrá 
reclamar el cumplimiento de la obligación de desembolso con abono del interés 
legal y de los daños y perjuicios derivados de la morosidad. En tal caso, si el socio 
desatiende tal requerimiento, “podr| ser expulsado de la sociedad cooperativa”751. 
Por consiguiente, ciertas leyes no se refieren al plazo que tiene el socio para 
contestar a tal reclamación por lo que hay que entender -de acuerdo con la 
literalidad de la norma- que el simple rechazo o la no atención por parte del socio, 
permitiría a la cooperativa expulsarlo. De todas formas, ante la parquedad legal, 
sería conveniente matizar estos extremos en los estatutos coordinándolos con las 
normas de disciplina social para evitar litigiosidad. Por el contrario, otras leyes 
hacen referencia a que “si el socio no realiza el desembolso en el plazo fijado para 
ello, podría ser causa de expulsión de la sociedad”752. En tal supuesto, dado que en 
la norma no se fija un plazo, habría que acudir a lo previsto estatutariamente al 
respecto o en el oportuno requerimiento que se le haga al socio advirtiéndole de la 
posibilidad de expulsión.  
 
Con mayor acierto, hay textos legales que fijan concretamente el plazo para 
realizar el desembolso desde el oportuno requerimiento. En consecuencia, una vez 
transcurrido dicho plazo sin el abono de los desembolsos pendientes, el socio 
moroso podrá ser expulsado de la sociedad753. En todas estas leyes -al margen de 
diferencias en el plazo que ha de transcurrir entre el requerimiento y la posible 
                                                 
750 Las leyes cooperativas trazan lo que se ha denominado como “esquema total de garantías 
(competenciales, causales, formales y de defensa del inculpado) que deben observarse si la 
Cooperativa pretende expulsar v|lidamente a uno de sus socios”; vid. PAZ CANALEJO, N., 
“Comentario Art. 38 LGC 1987”, op.cit. p. 226. 
751 En este sentido, vid. Art. 66.3 LCRM 
752 Vid. Art. 46.6 LC 
753 Este plazo varía según la norma. Así, se establece en dos meses en el Art. 59.5, II LCG y en el Art. 
62.5, II LCLR; en sesenta días en el Art. 58.5 LCPV; en treinta días en el Art. 70.3 LCIB y el Art. 50.4, 
II LSCEX  
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expulsión- esta sanción se configura como potestativa, y ello porque se puede 
expulsar a un socio por este motivo siempre que tal infracción esté tipificada como 
falta muy grave a nivel estatutario. De todas maneras, obviamente, la regulación 
estatutaria deberá respetar el plazo previsto en la ley al que antes hacíamos 
alusión.  
 
Sin embargo, en otros textos la expulsión por este motivo no se prevé de forma 
específica al regular el régimen económico de la cooperativa, sino que hay una 
remisión a las normas de disciplina social, en concreto, a su tipificación como falta 
muy grave en sede estatutaria. Entre estas disposiciones diferenciamos aquellas 
que no hacen ninguna mención a esta sanción cuando se reglamentan los efectos 
de la mora, aunque sí contemplan la posibilidad de expulsión por el 
incumplimiento de la obligación de desembolsar las aportaciones a capital social 
en el precepto que contiene las normas de disciplina social o que regula la sanción 
de expulsión754. Por otra parte estarían otras leyes que, al regular los efectos de la 
mora, añaden la expresión “sin perjuicio de la sanción o sanciones disciplinarias 
que se les pueda imponer” al socio moroso755. Por último, la máxima libertad de 
autorregulación en esta materia está representada por las normas que determinan, 
sin más, que la expulsión podrá ser acordada por una falta tipificada como muy 
grave en los estatutos756.  
 
A nuestro juicio, con buen criterio, ciertas leyes de las que hemos citado 
incorporan un listado de aquellas faltas muy graves757 que, a su vez, libremente 
pueden ser tipificadas en los estatutos como motivo de expulsión. En consecuencia, 
se protege el derecho del socio a permanecer en la cooperativa impidiendo 
extralimitaciones estatutarias758.  
                                                 
754 Vid. Art. 23.2, c) LCCV; Art. 40.2, c) LCPA 
755 Vid. al respecto, Art. 56.4, II LCCLM;  Art. 77.6 LSCA 
756 Vid. Art. 21.2, a) LCCAT; Art. 22 LCCMadrid; Art. 24 LFCN; y los Arts. 23 y 24 LCAR 
757 En este sentido, en el derecho italiano de cooperativas el Art. 2533 Codice Civile incorpora 
aquellos casos que pueden llevar aparejada la exclusión del socio de la cooperativa. En dicho 
precepto se realiza una remisión al artículo 2531 Codice Civile en el que, de forma específica, se 
mantiene que el socio que no realice en todo o en parte el pago de las cuotas o de las acciones 
suscritas podrá, previo requerimiento por parte de los administradores, ser excluido de la sociedad. 
Por lo demás, el artículo 2533 prevé que otras causas de exclusión también puedan ser 
incorporadas vía estatutaria y las garantías aplicables al procedimiento de expulsión. 
758 Como ejemplo, vid. Art. 23.2 LCCV; Art. 40.2 LCPA 
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De todas maneras, en las normas que no tipifican las faltas muy graves el margen 
de libertad estatutario no es absoluto, puesto que hay que respetar “los principios 
de proporcionalidad y equivalencia”759 que han de informar cualquier 
procedimiento sancionador760. Una vez cumplido este condicionante –la 
tipificación como infracción muy grave en los estatutos- la expulsión del socio 
dependerá del procedimiento legalmente previsto cuya finalidad, 
fundamentalmente, es garantizar el derecho de defensa del socio mediante su 
audiencia y la posibilidad de recurrir el acuerdo de expulsión. Por último, en el 
caso de que el socio sea expulsado, la cooperativa está facultada para realizar 
deducciones sobre las cantidades aportadas que se le hayan de reembolsar al socio 
con un límite porcentual fijado legalmente superior a los casos de baja no 
justificada761.  
 
Asimismo, dos leyes prevén como sanción para el socio moroso la baja obligatoria 
si bien con una disciplina diversa. Según la LCPV762 aquél socio que no normalice 
su situación en el plazo de sesenta días desde que fue requerido, podrá ser dado de 
baja obligatoria si se trata de la aportación obligatoria inicial o de lo que tuviere 
que aportar el socio para llegar al importe mínimo en supuestos de imputación de 
pérdidas de la cooperativa o por sanción económica prevista estatutariamente763. 
En el caso de la LCCyL, se determina que si el socio no realiza el desembolso en el 
plazo fijado para ello –de lo que deducimos que es necesario un requerimiento al 
socio moroso- podrá incurrir en una  causa de baja obligatoria conforme a lo 
previsto en dicha ley764. En ambas leyes nos hallaríamos ante una baja obligatoria 
no justificada puesto que la pérdida de los requisitos para ser socio responde a un 
propósito de eludir las obligaciones con la cooperativa. En consecuencia, la cuantía 
a la que tiene derecho el socio en concepto de reembolso será menor porque se 
                                                 
759 Al respecto, GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 194. 
760 En este sentido, son varias las sentencias que, a la hora de interpretar la normativa prevista en la 
LGC, entran a valorar la intensidad de la falta muy grave tipificada en los estatutos. Al respecto, vid. 
STS de 31 de enero de 1992; la STS de 28 de diciembre de 2000 (RJ 2000/10406); y la STS de 7 de 
febrero de 2002 (RJ 2002/2885). 
761 Esta especialidad en el régimen de liquidación –reembolso- será estudiada en el Cap. 8. 
762 Vid. Art. 58.5, a) en relación con el Art. 58.3 LCPV 
763 Vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: aportaciones al capital social”, op.cit. p. 160. 
764 Tal y como se establece en el Art. 60.5 LCCyL que remite al Art. 21 de esa misma ley. 
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podrán efectuar, por regla general, incrementos en las deducciones sobre las 
aportaciones obligatorias que le hayan de ser reembolsadas765. 
 
5.3.3.3.6.- Reclamación de la cooperativa contra el socio moroso. 
 
Finalmente, procede analizar la reclamación judicial que la sociedad cooperativa 
puede realizar contra el socio moroso para solicitar la cantidad adeudada.  
 
En este punto hay que partir de una doble perspectiva. Por una parte, como ya 
avanzamos, las leyes cooperativas exigen que la sociedad requiera al socio moroso 
para que regularice su situación en un determinado plazo -de no ser así éste será 
sancionado, en la mayor parte de las ocasiones, con la expulsión-. En estos 
supuestos el requerimiento tendrá, habitualmente, un carácter extrajudicial, con el 
objetivo de reclamar “el desembolso pendiente, el abono del interés legal, e 
incluso, debidamente acreditados, los daños y perjuicios causados por la 
morosidad”766.  
 
En tales casos, si el socio moroso no atiende la reclamación extrajudicial, al margen 
de la imposición de la correspondiente sanción –léase, expulsión-, la cooperativa 
podrá reclamarle por vía judicial las cantidades anteriormente citadas. Así pues, 
ciertas leyes -con mayor o menor precisión767- permiten de forma expresa que la 
sociedad pueda proceder judicialmente contra el socio moroso768.  
 
La reclamación judicial podrá vertebrarse a través del juicio declarativo –ordinario 
o verbal- o, en su caso, mediante el proceso monitorio. En este último supuesto, si 
                                                 
765 Tal y como podremos comprobar en el Cap. 8 de este trabajo. 
766 Como se ha puntualizado en sede de anónimas, vid. OTERO LASTRES, J.M., “Comentario Art. 45 
TRLSA”, op.cit. p. 275. 
767 En este punto, se ha destacado que resulta desafortunada la redacción del Art. 77.6 in fine LSCA 
donde, tras exponer los efectos de la mora, se dispone que: “Todo ello sin perjuicio de la sanción o 
sanciones disciplinarias que se les pueda imponer, así como de la reclamación judicial contra las 
mismas”. Al respecto se ha mantenido que dicho precepto “parece referir al socio sancionado, 
cuando lo que debería la Ley es recordar la posibilidad que tiene la sociedad de proceder 
judicialmente contra el socio moroso”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 387. 
768 Al respecto, vid. Art. 62.5, III LCLR; Art. 59.5, III LCG; Art. 70.3 in fine LCIB; Art. 56.4, II in fine 
LCCLM; Art. 66.3 in fine LCRM; Art. 46.6 in fine LC; Art. 60.5 in fine LCCyL 
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hubiera oposición del deudor (cooperativista) este proceso se transformaría –
según la cuantía debatida- en un ordinario o en un verbal. 
 
En todo caso, procede señalar cuáles son los requisitos, las ventajas y los 
inconvenientes de cada una de las opciones judiciales indicadas. El juicio 
declarativo es un procedimiento de reintegración que, pese a ser lento y poco 
incisivo, presenta la ventaja de la amplitud del objeto de la reclamación, de modo 
que la sociedad podrá reclamar del socio moroso la parte de la aportación que falta 
por pagar con su interés legal y, en su caso, los daños y perjuicios causados por la 
morosidad769. Por su parte, el proceso monitorio se configura como un 
procedimiento limitado a la reclamación del pago de una deuda dineraria, vencida 
y exigible, siempre que conste acreditada documentalmente. Tal deuda no puede 
ser superior a una cuantía fijada por ley. Con todo, el monitorio presenta la ventaja 
de la sencillez, celeridad y ahorro de costes por cuanto para la petición inicial del 
acreedor (cooperativa) no es preceptiva la representación y defensa a través de 
abogado ni procurador. De igual forma, el deudor (cooperativista) se podrá oponer 
sin tal representación siempre que la cuantía no supere el límite estipulado por 
ley770. 
 
No obstante, podría articularse la reclamación por la vía del juicio ejecutivo. Ésta 
podría fundarse, si se cumplen los requisitos procesales, en una escritura pública 
de acuerdo con el artículo 517.2, 4º LECv. En tal supuesto, se dirigirá la ejecución 
contra la persona que aparezca como deudor en dicho título –tal y como dispone el 
artículo 538 LECv- y su objeto estará configurado únicamente por la cantidad 
líquida de dinero expresada en el título más los oportunos intereses771.  
                                                 
769 Tal y como se ha puntualizado en sede de anónimas por GARRIGUES-URÍA, Comentario…, I, 
op.cit. p. 512; OTERO LASTRES, J.M., “Comentario Art. 45 TRLSA”, op.cit. p. 276. 
770 Al respecto, vid. Arts. 812-818 LECv 
771 Vid. 572 LECv. Por ello, la cooperativa –acreedor- podría reclamar contra el socio cooperativista 
moroso –deudor- por esta vía, siempre que la cantidad adeudada –desembolsos pendientes e 
intereses- figure en escritura. En todo caso, no sería reclamable, por esta vía, la indemnización por 
daños y perjuicios que pueda proceder, con la excepción de aquellos supuestos en los que la propia 
indemnización, a modo de cláusula penal, figurase prevista en dicha escritura. 
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Capítulo 6.- Derechos que confiere la aportación. 
 
6.1.- Introducción.  
 
En el contrato de sociedad las partes asumen de forma originaria una determinada 
posición jurídica donde la condición de socio se configura como aquél conjunto de 
derechos y obligaciones derivados de la celebración dicho contrato772. No obstante, 
esta condición también puede adquirirse de forma derivativa en aquellos 
supuestos en los que se reciban participaciones sociales de otro socio bien sea por 
actos inter vivos o mortis causa773.  
 
En lo que concierne a los derechos atribuidos al socio, resulta crucial determinar 
cuál es su grado de protección, cuestión que está íntimamente vinculada al ámbito 
del que forme parte el derecho que analicemos. Por consiguiente, se trata de 
dilucidar hasta qué punto la voluntad mayoritaria de los socios puede limitar los 
derechos conferidos por el contrato de sociedad y que figuran previstos en la Ley o 
en los propios Estatutos sociales. En este sentido -como un elemento común a 
cualquier colectividad personificada774- podemos diferenciar varias esferas según 
cuál sea el grado de intervención de la sociedad sobre tales derechos.  
 
En la denominada “esfera social”, la sociedad est| legitimada para disponer 
libremente sobre el derecho del socio dado que en tal esfera rige el principio 
mayoritario. Por tanto, el socio ha de asumir aquello que los órganos sociales 
decidan aunque poseerá facultades para impugnar determinados acuerdos o, 
incluso, para separarse de la sociedad en ciertos supuestos.  
                                                 
772 Como bien se ha puntualizado no forman parte de la condición de socio ni los acuerdos 
parasociales ni cualquier derecho u obligación entre el socio y la sociedad no derivados de contrato 
social, vid. FERNÁNDEZ–ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 48 LSA”, en AA.VV., Comentario a la 
Ley…, op.cit. p. 503. 
773 Cuestión que resulta indubitada en sede de anónimas; vid. GARRIGUES, J.-URÍA, R., Comentario…, 
op.cit. p. 447. 
774 Vid. DUQUE DOMÍNGUEZ, J. F., “Introducción a la protección de los derechos del accionista frente 
a los acuerdos de la mayoría”, en AA.VV., Derecho de Sociedades Anónimas, (Coords. Alonso Ureba, 
A., y otros), Tomo II, Vol. 1, Madrid, 1994, p. 30. 
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En la “esfera social del socio”, éste puede hacer valer todos los intereses inherentes 
a su posición jurídica dentro de la sociedad. En tal caso, el socio dispone de una 
serie de derechos de carácter individual o propio que son ajenos a lo que pueda 
decidir la mayoría o, con otras palabras, en el citado ámbito existe un límite al 
poder mayoritario.  
 
Por último, encontramos la “esfera de intereses extrasociales del socio” en la que, a 
priori, la intervención de la sociedad es nula.  
 
Dicho esto, procede destacar que el objeto de este capítulo está focalizado en la 
esfera social del socio. En concreto, analizaremos los derechos que la componen 
que son catalogados -en orden a los criterios clasificatorios que posteriormente 
vamos a citar- como “derechos individuales”. Dentro de éstos se diferencia, de 
acuerdo con su propia naturaleza, entre los derechos que tienen un carácter 
político y aquellos que poseen un carácter económico.  
 
Otra de las cuestiones introductorias que procede subrayar es la referente a la 
función organizativa que cumple el capital social. Dicha función posee una triple 
incidencia en la sociedad anónima por cuanto sirve para ordenar la estructura 
financiera, la orgánica y la estructura corporativa775. Sin embargo, esto no es tan 
palpable en una sociedad de base mutual como la cooperativa en la que se puede 
afirmar que, a nivel general, el capital social cooperativo: i) no es el eje de 
ordenación de la estructura financiera de este tipo de sociedades; ii) no cumple 
una función de ordenación de la estructura orgánica; y, iii) tampoco sirve el capital 
social para definir plenamente la estructura corporativa de la sociedad 
cooperativa776. Es más, un elemento caracterizador de las sociedades cooperativas, 
                                                 
775 Vid. Supra. Cap. 1.2. 
776 En efecto, en la sociedad anónima los derechos económicos del accionista están en proporción al 
capital social suscrito. En la cooperativa, como tendremos oportunidad de profundizar a lo largo de 
este capítulo, la participación en el capital social no tiene incidencia en el reparto de beneficios, ni 
en el de los excedentes. Tampoco es relevante para la participación en la liquidación. Asimismo, no 
sirve para otorgar el derecho a participar en la actividad económica cooperativa.  
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es que “los derechos y deberes del socio vienen determinados unas veces en 
función de su participación en la actividad cooperativizada y otras por la aplicación 
de un criterio de absoluta igualdad”777. 
 
Al hilo de lo expuesto podemos colegir que, cualitativamente, el capital social 
cooperativo cumple una función similar a la desempeñada en las sociedades de 
capital puesto que es un elemento esencial para determinar el grado de 
participación interna del socio en la cooperativa. En definitiva, para adquirir la 
condición de socio hay que realizar la oportuna aportación al capital social. Por el 
contrario, desde un punto de vista cuantitativo, la relevancia del capital social 
cooperativo dista de la que posee en las sociedades de capital porque la posición 
jurídica del socio no se ve afectada ni en su vertiente administrativa ni en la 
jurídico-patrimonial por el porcentaje que éste posea del capital social de la 
cooperativa778. En cualquier caso, estas afirmaciones de carácter genérico son 
susceptibles de matización.  
 
Hay que resaltar que en prácticamente todas las leyes se establece un capital social 
cooperativo mínimo, cuya función es la de ordenar la estructura financiera. Por 
consiguiente, en aquellos supuestos en los que el capital social material sea inferior 
al mínimo fijado legalmente se exigirá la oportuna reducción del capital. Por tanto, 
en este punto, el capital social cooperativo también constituye una garantía para 
los terceros que se relacionan con la sociedad. Asimismo, el cobro de intereses por 
las aportaciones realizadas por el cooperativista depende proporcionalmente de su 
participación en dicho capital. En consecuencia, parte de la estructura corporativa -
en concreto, el derecho económico al cobro de intereses- depende del grado de 
participación de los socios en el capital social779.  
 
 
                                                 
777 Vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad y empresa…, op.cit. p. 237. 
778 Al respecto, vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad y empresa…, op.cit. p.237. 
779 Como veremos, en este caso, no se sigue el criterio general utilizado para la modulación de los 
derechos económicos en la sociedad cooperativa que dependen de la participación que el socio 
tenga en la actividad cooperativizada, vid. Infra. Cap. 6.8.2. 
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6.2.- Los derechos individuales de los socios en las sociedades de capital. 
 
Con el objetivo de deslindar la esfera social de la de los socios resulta fundamental 
saber cuáles son aquellos derechos del socio que resultan intangibles por parte de 
la sociedad. La denominada “intangibilidad” es el elemento caracterizador de los 
derechos individuales y constituye la razón por la cual la sociedad no puede privar 
a los socios de dichos derechos780. Uno de los aspectos conflictivos de esta clase de 
derechos es la plasmación legal de los mismos. Así, habrá que analizar si sólo 
poseen tal naturaleza los derechos que, con car|cter “de mínimos”, se suelen 
incorporar en las normas por medio del oportuno elenco o lista; o si, igualmente, 
pueden existir otros derechos con tal naturaleza tipificados a lo largo de la norma.  
 
En el TRLSA y en la LSRL nos encontrábamos con dos sistemas diferentes para 
determinar los derechos del socio.  
 
En sede de anónimas, el legislador optó tradicionalmente por la inclusión de los 
derechos mínimos del accionista en un artículo concreto del texto legal en el que se 
recogía un haz de derechos de diversa índole que integran la posición de socio781.  
 
Con una formulación similar, la titularidad de una participación en las sociedades 
limitadas hace que se adquiera la condición de socio. De hecho, la participación 
confiere a su titular una serie de derechos que integran la condición o estatuto 
jurídico de socio pero en la normativa de este tipo de sociedades -de manera 
diversa a lo que sucedía en sede de anónimas- no figuraba un artículo concreto con 
los derechos mínimos del socio puesto que los mismos aparecían diseminados a lo 
                                                 
780 La característica de la intangibilidad o “inatacabilidad” por parte de la sociedad respecto a los 
derechos individuales de los socios ha sido destacada por DUQUE DOMÍNGUEZ, J.F., “Protección de 
los derechos…”, op.cit. p. 56. 
781 La situación anterior a la publicación de la Ley de 17 de julio de 1951 sobre la sociedad anónima, 
constituía un panorama “verdaderamente desolador” debido al tratamiento que se realizaba de los 
derechos del accionista en el CCom. Con la reforma legal, se consiguió cerrar la “inmensa laguna, 
señalando la naturaleza, el ámbito y la extensión de aquellos derechos que deben considerarse 
contenido inexcusable de la condición de accionista.”; vid. GARRIGUES, J.-URÍA, R., Comentario…, 
op.cit. p. 446. Tras la promulgación del TRLSA en el año 1989 este elenco figuraba en el artículo 48. 
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largo de la norma782. Sin embargo, esta diferencia “estructural” no incidía en la 
propia definición de los derechos mínimos concedidos al socio de una limitada783 
por lo que se consideraba que tales derechos eran aquellos que resultan 
“inherentes o inseparables de la condición de socio”784. 
 
En la actualidad existe un listado único en el artículo 93 del TRLSC en el que, de 
forma común y bajo la rúbrica “Derechos del socio”, se incluyen aquellos que son 
otorgados tanto al accionista de la sociedad anónima como al partícipe en una 
sociedad limitada. En dicho artículo, se recogen los siguientes derechos: a) El de 
participar en el reparto de las ganancias sociales y en el patrimonio resultante de 
la liquidación; b) El de asunción preferente en la creación de nuevas 
participaciones o el de suscripción preferente en la emisión de nuevas acciones o 
de obligaciones convertibles en acciones; c) El de asistir y votar en las juntas 
generales y el de impugnar los acuerdos sociales; d) El de información.  
 
Este listado -que coincide con el que estaba previsto en el derogado artículo 48.2 
TRLSA- incluye derechos económicos y derechos de carácter político. Entre los 
primeros destacaríamos el derecho al beneficio, a la cuota de liquidación y el 
derecho de suscripción preferente. En el segundo grupo hay que incluir el derecho 
de asistencia, el de voto y, con algunos matices, el derecho de información785.  
                                                 
782 Por ejemplo, siguiendo el orden en el que estaban citados a lo largo de la derogada LSRL, 
procedería citar los siguientes derechos: a) el derecho de asistencia a la Junta General (art. 49.1); b) 
el derecho de representación (art. 49.2); c) el derecho de información (art. 51); d) el derecho de 
voto (art. 53.4); e) el derecho a obtener una copia del acta de la Junta (art. 54); f) el derecho de 
impugnación de los acuerdos sociales (art. 56); g) el derecho a ejercer la acción individual contra 
los administradores responsables (art. 69); h) el derecho de suscripción preferente en los aumentos 
de capital (art. 75); i) el derecho a participar en las ganancias sociales (art. 85); j) el derecho de 
examen de la contabilidad social (art. 86); k) el derecho de separación por causas legales o 
estatutarias (arts. 95 y 96); y, l) el derecho a la cuota de liquidación (art. 119). 
783 Como se ha dicho “Por otra parte, nótese que la LSRL no hace enumeración de los denominados 
“derechos individuales” del socio al modo como se observa en la Ley de Sociedades Anónimas (art. 
48). Es evidente, no obstante, que tales derechos existen y los acuerdos sociales que los 
contravengan serán nulos por su contrariedad a la ley salvo que esta misma autorice su exclusión o 
limitación”; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “La posición jurídica del socio en la Ley 2/1995”, RdS, núm. 
4, 1995, p. 23. 
784 Vid. ARROYO MARTÍNEZ, I., “Comentario Art. 5º LSRL”, op.cit. p. 61. 
785 El derecho de información ha sido catalogado como un derecho autónomo vinculado 
directamente a la posición de socio; vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 48 
TRLSA”, op.cit. p. 514. Asimismo, se ha incluido dentro de los denominados “derechos de control” 
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Dicho esto, son varias las cuestiones que podemos destacar de esta redacción786:  
 
i) Que tal precepto no contiene un listado mínimo de los derechos del socio debido 
a que en la propia ley se puede prever la derogación o suspensión de alguno de los 
derechos en él contenidos, es decir, lo que allí encontramos son los que se podrían 
denominar como “derechos comunes del socio” cuya principal característica es la 
de ser inderogables por acuerdo mayoritario. En contrapartida, existe una 
modulación de dichos derechos puesto que se conceden en los términos previstos 
en la Ley y salvo en los casos en ella previstos –tal y como también se prevé en el 
actual artículo 93 del TRLSC-;  
 
ii) El citado artículo no cierra el catálogo de derechos conferidos al socio puesto 
que el legislador constata que el socio tendr| “como mínimo” los derechos antes 
citados de ahí que puedan existir otros reconocidos a lo largo de la Ley que no 
figuran incluidos en tal listado787;  
 
iii) El artículo 93 TRLSC –al igual que sucedía con el derogado artículo 48 TRLSA- 
recoge el “aspecto activo” del contrato de sociedad788, esto es, la condición de socio 
como conjunto de derechos mientras que los deberes que genera este contrato 
para el socio están regulados de forma dispersa a lo largo de la norma. 
 
 
                                                                                                                                               
conjuntamente con otros derechos como el de impugnación de acuerdos sociales y el de auditoría; 
vid. DUQUE DOMÍNGUEZ, J. F., “Introducción a la protección…”, op.cit. pp. 56 y ss. 
786 Al respecto, vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 48 TRLSA”, op.cit. pp. 505-
506. 
787 La problem|tica del car|cter cerrado o abierto de la categoría de los “derechos sustanciales” 
como contenido mínimo de la acción fue puesta de manifiesto por la doctrina a la hora de 
interpretar el artículo 39 de la LSA de 1951. Al respecto, se concluía que los derechos en él 
contenidos no eran los únicos derechos del socio a los que había que “añadir otros que la ley 
confiere al accionista en una serie de preceptos”; vid. GARRIGUES J.-URÍA, R., Comentario…, op.cit. p. 
446.  
788 Vid. DUQUE DOMÍNGUEZ, J.F., “Introducción a la protección…”, op.cit. p. 35.  
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6.3.- Relación entre derechos del socio y los principios cooperativos: la 
igualdad de derechos entre los socios. 
 
Las sociedades cooperativas constituidas al amparo de cualquier ley, han de poseer 
una estructura y funcionar de acuerdo con los principios vigentes de la Alianza 
Cooperativa Internacional, tal y como fueron formulados tras la reunión de 
Manchester en el año 1995789. El estatuto jurídico del cooperativista está influido 
por la regla de la mutualidad que rige este tipo de sociedades y se caracteriza “por 
contener un catálogo de derechos y obligaciones para los socios más amplio que en 
otros tipos de sociedades que, en parte, deriva del reconocimiento de los llamados 
principios cooperativos”790. Dicho esto, interesa traer a colación dos de esos 
principios así como una referencia al tratamiento tradicional que la jurisprudencia 
y la doctrina otorgaron al principio de igualdad de derechos entre los 
cooperativistas.  
 
El segundo principio de la ACI, bajo el título de Gestión democrática de los socios, 
dispone que: “Las cooperativas son organizaciones gestionadas democráticamente 
por los socios, los cuales participan activamente en la fijación de sus políticas y en la 
toma de decisiones. Los hombres y mujeres elegidos para representar y gestionar las 
cooperativas son responsables ante los socios. En las cooperativas de primer grado, 
los socios tienen iguales derechos de voto (un socio, un voto), y las cooperativas de 
otros grados están organizadas también de forma democrática”.  
 
En efecto, la cooperativa es una sociedad con estructura y gestión democráticas. El 
carácter democrático que ha de presidir su funcionamiento comporta diversas 
consecuencias. Así, este principio reitera la igualdad del voto en las cooperativas 
primarias estableciendo la regla de “un socio, un voto” como única y -a tenor de su 
                                                 
789 Se trata, en definitiva, de un mandato general contenido en las normas cooperativas de acuerdo 
con el cual la estructura y funcionamiento de la cooperativa han de ser conformes con los principios 
formulados por la ACI; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 177. 
790 Vid. SAN JOSÉ MARTÍNEZ, F., “Derechos y obligaciones de los socios”, en AA.VV., Manual de 
Derecho de Sociedades Cooperativas (Dir. Santiago Merino Hernández), Vitoria-Gasteiz, 2008, p. 103. 
En esta línea, vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 153. 
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redacción- sin posible excepción791. Igualmente, la literalidad del segundo 
principio nos lleva a concluir que la independencia del derecho de voto respecto a 
la efectiva cuantía de la aportación social es predicable tan sólo en las sociedades 
cooperativas de primer grado; y que la necesaria “organización democr|tica” se 
preconiza tanto en las cooperativas de primer y de segundo o ulterior grado792. 
Una segunda consecuencia del citado carácter es que son los socios los que 
gestionan sus cooperativas haciéndolo de forma democrática. La toma de 
decisiones tendrá lugar, por regla general, en la Asamblea General de ahí que, 
como ha resaltado TATO PLAZA, la estructura y gestión democrática de la 
cooperativa “implica -o debería al menos implicar- un claro refuerzo del papel de la 
Asamblea General de la cooperativa frente a otros órganos de gestión y 
representación como el Consejo Rector”793.  
 
De lo hasta aquí expuesto derivan ciertos interrogantes que -al margen de su 
tratamiento cuando analicemos el derecho de voto- me permito simplemente 
apuntar.  
 
La primera duda está relacionada con la efectiva vigencia del principio igualitario 
en las cooperativas de primer grado o, con otras palabras, si los términos absolutos 
con los que está redactado tienen algún tipo de excepción en las leyes 
                                                 
791 Adem|s, se contrasta una “deliberada indeterminación sobre las formas en que la democracia 
debe articularse en las sociedades de segundo o ulterior nivel”; vid. PAZ CANALEJO, N., “Principios 
cooperativos…”, op.cit. p. 21.  
792 Así, “la regla para las cooperativas de primer grado es evidente. La regla para las votaciones en 
otros grados es abierta, en la creencia de que los propios movimientos cooperativos son los más 
capaces de definir lo que es democrático en una circunstancia dada. En muchas cooperativas de 
segundo y tercer grado, los sistemas de votación proporcional han sido adoptados para reflejar la 
diversidad de intereses, el número de socios en cooperativas asociadas, y el compromiso entre las 
cooperativas involucradas. Tales acuerdos deberían ser revisados periódicamente, y es 
normalmente insatisfactorio si las cooperativas más pequeñas en tales situaciones tienen tan poca 
influencia que esencialmente se sienten privadas de voto”; ACI, “La Declaración de la Alianza 
Cooperativa Internacional sobre la Identidad Cooperativa: un Informe”, Anuario de Estudios 
Cooperativos, Bilbao, 1996, p. 92. 
793 Vid. TATO PLAZA, A., “Concepto e características da Sociedade Cooperativa (con especial 
referencia | Sociedade Cooperativa Galega)”, Cooperativismo e Economía Social, núm. 23, 
2000/2001, p. 45. En esta línea respecto a la regulación minuciosa y detallada de la Asamblea que 
realizaba la LGC de 1974 respecto a sus precedentes normativos –Ley de la cooperación de 2 de 
enero de 1942-, se mantenía que “estamos, pues, en el buen camino, pues para que exista 
democracia cooperativa, además de otros requisitos (como la formación y la animación 
cooperativas, la democracia política “exterior” a la entidad, etcétera), es indispensable que se 
regulen con todo rigor y ponderación las indispensables reglas del juego que deben respetar los 
grupos que se mueven en el seno de cada cooperativa”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “La Asamblea 
General de la Cooperativa”, RJC, núm. 2 (abril-junio), 1978, p. 148. 
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cooperativas. En suma, se trata de dilucidar si el derecho de voto no se ve afectado 
por la aportación social realizada por el cooperativista, esto es, deberemos 
comprobar si el principio “un socio un voto” est| plenamente vigente. El segundo 
interrogante se refiere a la organización democrática que debe regir la cooperativa 
y su efectiva relación con la aportación social realizada por el socio. La duda que 
surge tras una sucinta aproximación a la materia, es si la permisividad del voto 
plural en las sociedades cooperativas vulnera o no ese principio democrático794. 
 
En otro orden de cosas, también traemos a colación el tercer principio de la ACI 
que, bajo la rúbrica participación económica de los socios, determina que: “Los 
socios contribuyen equitativamente al capital de sus cooperativas y lo gestionan de 
forma democrática. Normalmente, al menos una parte de ese capital es de propiedad 
común de la cooperativa. Usualmente los socios reciben una compensación si la hay, 
limitada sobre el capital entregado como condición para ser socio. Los socios asignan 
los excedentes para todos o alguno de los siguientes fines: el desarrollo de su 
cooperativa, posiblemente mediante la constitución de reservas, parte de las cuales 
por lo menos serían indivisibles; el beneficio de los socios en proporción a sus 
operaciones con la cooperativa; y el apoyo de otras actividades aprobadas por los 
socios”795.  
 
De este principio concluimos que, en lo que concierne a los derechos patrimoniales 
o de carácter económico -y contrariamente a lo que ocurría con los derechos 
administrativos o de carácter político-, la aportación que realiza el cooperativista 
servirá para determinar la compensación –interés- que ha de recibir. Sin embargo, 
no ocurre lo mismo con el beneficio que se repercuta en los socios puesto que éste 
es proporcional a la actividad cooperativizada y no al volumen de aportaciones que 
realicen los socios. En definitiva, la regla general sigue siendo la de la irrelevancia 
                                                 
794 El trasfondo de este planteamiento conllevaría analizar si se han de respetar los principios 
democráticos en las propias sociedades de capital donde lo relevante es la aportación realizada por 
el socio y no sus características personales. En este sentido -partiendo de una caracterización 
puramente capitalista- se ha dicho, por ejemplo, que “la sociedad anónima es un capital con 
personalidad jurídica”; vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, T.I, op.cit. p. 110. 
795 Este principio supone una refundición de dos de los principios tradicionales: el de “interés 
limitado al capital” y el retorno cooperativo. Asimismo se ha añadido una regla que supone la 
irrepartibilidad de parte del patrimonio de la cooperativa; al respecto, vid. PAZ CANALEJO, N., 
“Principios cooperativos…”, op.cit. p. 23. 
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de la cuantía de las aportaciones para la determinación de los derechos 
económicos del socio cooperativista si bien el volumen de aportaciones realizado 
al capital social por los cooperativistas incide en su posición dentro de la 
sociedad796.  
 
Dicho esto, conviene subrayar que tanto en la doctrina cooperativista tradicional 
como en cierta jurisprudencia se ha resaltado la importancia del principio de 
igualdad de derechos entre los socios en el seno de la cooperativa, manteniéndose 
que es un principio rector de su normativa. Así pues, la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo subrayó la importancia del principio de igualdad en sede cooperativa 
manteniendo, con rotundidad, que los acuerdos adoptados en el seno de tales 
sociedades “siempre tendrán el límite impuesto por el manifiesto interés de la 
generalidad de los componentes, partiendo del respeto al primordial principio de 
igualdad citado y por consiguiente sin establecer distingo alguno por el tiempo de 
ingreso en la entidad; doctrina que ha de ser reiterada por cuanto que tan 
fundamental pauta informa la constitución y el funcionamiento de la Sociedad 
cooperativa (…) y habr| de ser aplicada no sólo a los derechos políticos (de voto y 
de información como m|s característicos) sino también a los económicos”797. 
 
Este criterio jurisprudencial fue seguido por la doctrina con ciertos matices. Así, en 
la sociedad cooperativa se superaría la paridad de trato puesto que se impondría 
una igualdad absoluta e inderogable en lo que concierne a los derechos políticos de 
los cooperativistas. No obstante, sería relativa o parcial en los derechos de carácter 
económico, por cuanto tal igualdad “es aplicable al módulo de c|lculo –por 
ejemplo, tasa de retorno, el tipo de interés-, pero no necesariamente al resultado 
final correspondiente a cada socio (pues el volumen de actividad cooperativizada o 
la cifra de capital aportado no tienen por qué ser idénticos entre todos los 
cooperadores”798. En todo caso, la evolución de la legislación cooperativa ha ido 
                                                 
796 Es más, como avanzamos, también existen métodos de financiación de la cooperativa que 
priman las inversiones de terceras personas sin tener en cuenta la regla general expuesta. Al 
respecto, vid. Supra. Cap. 4.5.  
797 Vid. STS de 26 de enero de 1983 (RJ 1983/389). Este mismo criterio es seguido por la STS de 20 
de marzo de 1986 (RJ 1986/1273) y por la STS de 4 de junio de 1992 (RJ 1992/4994). 
798 Con detalle, vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 35 LGC 1987”, en AA.VV., Comentarios al 
Código de Comercio y legislación Mercantil especial (Dirs. Fernando Sánchez Calero y Manuel 
Albadalejo), Tomo XX, Ley General de Cooperativas, Vol. 2º, Madrid, 1994, p. 141. En esta materia, la 
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restando valor al principio de igualdad de derechos entre los socios sobre todo con 
la admisión del voto plural ponderado en las cooperativas de primer grado en las 
que, implícitamente, se reconoce la existencia de desigualdades en el derecho de 
voto dependiendo, eso sí, de la participación que tengan los socios en la actividad 
cooperativa799. 
 
6.4.- Los derechos del socio cooperativo: criterios clasificatorios. 
 
El sistema seguido en el Derecho cooperativo tiene cierto paralelismo con el 
adoptado en las sociedades de capital puesto que la regla general que rige en la 
legislación cooperativa es consignar un listado de los derechos individuales 
atribuidos a los socios en un único artículo pero con una serie de matices propios 
de cada una de las normas.  
 
No obstante, con carácter preliminar al análisis de los diversos criterios 
clasificatorios, debemos referirnos a si pueden equipararse los derechos 
concedidos a los cooperativistas a los otorgados a los socios de otro tipo de 
sociedades800. En algunos casos se trata de derechos derivados de la condición de 
socio que no se diferencian de los concedidos en otras sociedades, por ejemplo: la 
                                                                                                                                               
postura m|s tradicional mantenía que, dada la configuración de la cooperativa “el reconocimiento 
fundamental y básico del principio de paridad de trato de los socios cooperativistas no es una mera 
directriz de valor político-social, sino que es un principio integrado como elemento o característica 
esencial a este tipo de sociedad, cuya configuración en los mismos textos legales en buena medida 
se basa en la existencia de dicha igualdad”; vid. VÉRGEZ SÁNCHEZ, M., “Comentario a la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 26 de enero de 1983”, CCJC, núm. 1, 1983, p.87. 
799 Así las cosas se ha llegado a mantener que: “En definitiva, puede concluirse que este principio de 
igualdad ni se formula en las leyes cooperativas ni existe como principio general”; vid. SAN JOSÉ 
MARTÍNEZ, F., “Derechos y obligaciones de los socios”, op.cit. p. 104. Aunque esto no es del todo 
cierto ya que en el Derecho cooperativo español existen normas que consideran la igualdad de 
derechos y obligaciones de los socios como un principio general –entre otros- que informa la 
constitución y funcionamiento de la sociedad cooperativa. Al respecto, vid. Art. 2.2, b) LSCA. En 
cualquier caso, la jurisprudencia también ha dulcificado el rigor inicial con el que se interpretaba 
este “principio”. En este sentido traemos a colación la STS (Sala de lo Civil, Sección 1ª) de 5 de abril 
de 2005, fundamento de derecho sexto, donde se declara la procedencia de la adjudicación de 
viviendas en una cooperativa según un sistema de baremos conocido por los socios, manteniéndose 
que “el criterio de la Audiencia, que no respeta el sistema dicho, y que entiende que es prioritario el 
de igualdad mediante sorteo, que eleva a categoría fundamental, como principio inderogable, cae 
por su base, ante esa aceptación e implantación de otro, como el dicho, que no es arbitrario, y que 
se adopta con criterios también sociales (mayor aportación a las cargas sociales, antigüedad, y 
mayor beneficio a los miembros de familia con m|s descendencia)”. 
800 Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 174. 
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participación en la vida corporativa de la sociedad; el ser elegible para el 
desempeño de los cargos sociales y el derecho de información. Otros derechos 
derivan de la especial configuración mutualística de la cooperativa, entre los que 
destacan: el derecho a participar sin discriminación en las actividades de la 
sociedad, o el derecho al retorno o participación en excedentes. Finalmente, 
encontramos derechos que son peculiares del socio cooperativista como el de voto 
igualitario, el derecho de baja, el derecho a la actualización, al reembolso y a los 
intereses derivados de sus aportaciones y el derecho a la formación profesional. 
 
Para el análisis de los derechos cooperativos podemos fijar varios criterios 
clasificatorios derivados de la heterogénea regulación de esta materia en la 
legislación cooperativa y de la propia diversidad de los derechos que se recogen en 
los diferentes textos legales. 
 
La primera clasificación está relacionada con el contenido de los derechos 
previstos por las normas cooperativas. Dentro de los mismos encontramos la 
clásica diferenciación doctrinal801 entre los de carácter político o administrativo y 
aquellos de contenido económico o patrimonial802. No obstante, existen otros 
criterios clasificatorios con una orientación similar803.  
 
Entre los de carácter político o administrativo se suelen enunciar los siguientes: i) 
el derecho a asistencia a las reuniones de los órganos de los que forme parte; ii) el 
                                                 
801 Con detalle, vid. GIRÓN TENA, J., Derecho…, T.I, op.cit. pp. 289-293. 
802 Al respecto, vid. SANZ JARQUE, J.J., “Derechos y obligaciones de los socios de las cooperativas 
conforme a la Ley 3/1987, de 2 de abril General de Cooperativas”, REVESCO, núms. 54-55, 1987, pp. 
40 y ss. De hecho, “algunas leyes evocan esta tipología doctrinal al aludir a los derechos económicos 
y sociales o directamente a los derechos económicos y políticos”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, 
op.cit. p. 174. En esta línea, vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 158. Al 
respecto, vid. entre otras: Art. 16.3, f) LC; Art. 24.1 LCCAT; Art. 36.2, f) LCCLM; etc.  
803 Por ejemplo, la que diferencia entre: a) Derechos de participación, que se manifiestan en la 
consecución del objeto social, en la adopción de acuerdos y en el reparto de excedentes; b) 
Derechos electorales que incluyen el ser elector y elegible para cargos directivos; c) Derechos de 
carácter instrumental, que incorporan el derecho de información, el derecho de asistencia a las 
asambleas generales y el correspondiente derecho de voto; y, d) Derecho a causar baja en la 
cooperativa, percibiendo, actualizada, la aportación realizada al capital social en los términos y 
condiciones que se establezcan en los estatutos. En este sentido, vid. BOTANA AGRA, M.-MILLÁN 
CALENTI, R., Lei anotada de Cooperativas de Galicia…, op.cit. p. 74. 
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derecho a la participación con voz y con voto en la adopción de la totalidad de 
acuerdos de la Asamblea General y en los órganos de que formen parte; dicha 
participación incluye, en algunas normas, el derecho a formular propuestas según 
la regulación estatutaria804; iii) el derecho de voto; iv) el derecho a ser elector y 
elegible para los cargos de los órganos sociales; v) el derecho a que consten en acta 
sus manifestaciones; vi) el derecho a la impugnación de los acuerdos sociales; vii) 
el derecho a la baja voluntaria; viii) el derecho de información805. 
 
Dentro de los de contenido económico o patrimonial que otorga la aportación, se 
incluyen: i) el derecho a participar en las actividades y servicios de la cooperativa; 
ii) el derecho, en su caso, al retorno cooperativo o participación en excedentes; iii) 
el derecho, cuando proceda, a la actualización y liquidación de las aportaciones 
sociales; iv) el derecho, en su caso, a la percepción de intereses; v) el derecho a la 
adquisición preferente cuando hay transmisiones inter vivos de las aportaciones 
sociales.  
 
Los derechos de índole económica dependen en la mayor parte de los supuestos de 
ciertos condicionantes recogidos en la ley. Así pues -a diferencia de los de 
contenido político o administrativo- los derechos de contenido patrimonial poseen 
los siguientes caracteres: no son generalmente de carácter mínimo o inderogable, 
su reconocimiento no es libre, pueden llegar a limitarse e incluso anularse y, 
finalmente, en algunos casos existirán si hay la oportuna previsión estatutaria que 
lo reconozca. A su vez dentro de esta tipología de derechos se ha resaltado el 
carácter más sólido de algunos de ellos frente al más débil y accidental de otros806. 
                                                 
804 Al respecto, vid. Art. 22.1, b) LCG; Art. 28.1, a) LCCLM; Art. 23.2, b) LCCMadrid; Art. 23.1, b) 
LCPV; Art. 23. 1, b) LSCEX; Art. 24, b) LCLR; Art. 27. 2, a) LCRM; Art. 20. 2, a) LCIB; Art. 16.2, a) LC; 
Art. 27.3, a) LCPA 
805 Este derecho, como veremos, tiene un carácter instrumental debido a que el ejercicio de los 
demás derechos y el cumplimiento de las obligaciones de socio cooperativista dependen en buena 
medida del derecho de información. 
806 Con acierto y en relación con la LCG, se ha matizado que “los derechos económicos o 
patrimoniales del socio se traducen esencialmente en el derecho al retorno cooperativo, el derecho 
de preferente adquisición en caso de transmisión “inter vivos” de aportaciones al capital y el 
derecho de reembolso de estas aportaciones. De estos derechos, el más sólido e incondicional es el 
derecho al reembolso de las aportaciones a capital social; en efecto, cuando causa baja en la 
cooperativa, o ésta se liquida, el socio tiene derecho en todo caso a que la cooperativa le reembolse 
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Complementando los derechos citados se suele prever el derecho que tiene el socio 
a recibir la formación profesional adecuada para realizar su trabajo. La regulación 
de este derecho –que posee una naturaleza diversa a los anteriores que impide su 
adscripción a las categorías citadas- en las leyes cooperativas se caracteriza por ser 
mínima, cuando no inexistente, pese a que el quinto Principio Cooperativo, 
aprobado por la ACI en Manchester en el año 1995 bajo el epígrafe Educación, 
Formación e Información, dispone que: “Las cooperativas proporcionarán 
educación, formación a los socios, a los representantes elegidos, a los directivos y a 
los empleados para que puedan contribuir de forma eficaz al desarrollo de sus 
cooperativas. Informarán al gran público, especialmente a los jóvenes ya los líderes 
de opinión, de la naturaleza y beneficios de la cooperación.”807.  
 
Las leyes que lo disciplinan lo suelen atribuir únicamente a los socios trabajadores 
y a los de trabajo aunque la amplia redacción de alguna norma permite 
concedérselo a cualquier tipo de socio808. Por último, también es común que la 
formación se circunscriba a la estrictamente profesional excluyendo, por tanto, 
cualquier otra formación que no tenga relación con el objeto social de la 
cooperativa. Esta visión ha sido criticada por suponer tan sólo “una interpretación 
                                                                                                                                               
sus aportaciones al capital social. Por su parte, el derecho de preferente adquisición de 
aportaciones al capital en caso de que las mismas sean objeto de transmisión por actos “inter vivos” 
constituye también un derecho fuerte e incondicional (v. el art. 63 a) LCG). Tienen en cambio un 
carácter más débil y accidental los derechos a la percepción del retorno cooperativo y de intereses 
por las aportaciones al capital. El primero, en efecto, es un derecho que sólo nace y se concreta si es 
que la Asamblea general decide destinar a retorno cooperativo los excedentes de ejercicios 
económicos de que la misma pueda disponer (v. el art. 67.2 LCG); y, por su lado, la percepción de 
intereses por las aportaciones al capital es una opción que la Ley deja en manos de los Estatutos 
(respecto de las aportaciones obligatorias) y de la Asamblea General (respecto de las aportaciones 
voluntarias)”; vid. BOTANA AGRA, M., Fundamentos de Derecho…,op.cit. p. 52.  
807 De la redacción de este principio se pueden deducir dos caracteres. Uno de carácter 
introspectivo, ya que la formación y la educación se dirige a los “cuatro vértices del rect|ngulo 
cooperativo: los socios de base, los titulares de cargos, los directivos y los trabajadores”. Por otro 
est| la “vertiente extrovertida que consiste en la información que deben ofrecer las Cooperativas a 
los terceros no socios; es decir, a todos los ciudadanos, pero con dos destinatarios preferentes: los 
jóvenes y los que –por la razón que fuere (…) lideren los procesos de formación y transformación 
de las corrientes de opinión ciudadana.”; vid. PAZ CANALEJO, N., “Principios cooperativos y 
pr|cticas societarias de la cooperación”, REVESCO, núm. 61, 1995, p. 22.  
808 Al respecto, vid. Art. 22.2, h) LCCyL; Art. 24 g) LCLR; Art. 38 i) LSCA  
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posible de lo que sea “formación”, manifestación de una evolución de la 
cooperativa poco respetuosa con la ortodoxia de los principios tradicionales”809.  
 
En esta línea, conviene indicar que una visión limitada del término formación 
vulnera la esencia del propio principio dado que “este principio enfatiza la vital 
importancia de la educación y la formación dentro de las cooperativas. La 
educación significa algo más que la simple distribución de información o el 
fomento de ser usuario; significa comprometer a las mentes de los socios, de los 
líderes elegidos, de los directivos y de los empleados para que entiendan bien la 
complejidad y riqueza del pensamiento y acción cooperativos. La formación 
significa asegurar que todos los que están implicados en las cooperativas tengan 
las habilidades necesarias para llevara a cabo sus responsabilidades 
eficazmente”810. En suma, la formación es decisiva para el desarrollo del 
cooperativismo por cuanto se concibe como una condición para la aplicabilidad de 
los otros principios. Es más, el concepto cooperativo de educación se configura 
como un “elemento intrínseco del concepto de cooperativa, y de la experiencia 
cooperativista”811. 
 
La clasificación hasta ahora analizada no es suficiente ya que los socios suelen 
detentar derechos difíciles de encajar en alguna de las categorías descritas, de ahí 
que también sea necesario hacer referencia a otros criterios clasificatorios812. 
 
El segundo criterio clasificatorio está relacionado con la existencia o no de una 
cláusula de cierre del sistema813.  
                                                 
809 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 182. Haciendo hincapié en esta visión limitada o 
selectiva del principio de educación, formación e información; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La 
sociedad…, op.cit. p. 178. 
810 ACI, “La Declaración de la Alianza Cooperativa Internacional sobre la Identidad Cooperativa: un 
Informe”, op.cit. p. 95. 
811 Vid. CORBERÁ MARTÍNEZ, J.M., “El principio de educación, formación e información como pilar 
b|sico del concepto de cooperativa”, CIRIEC – España, Revista jurídica de Economía Social y 
Cooperativa, núm. 16, 2005, p. 125 
812 En este sentido, vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 157. 
813 La existencia de una cl|usula de cierre o “residual” ya estaba prevista en el precedente de la 
actual LC. Así el Art. 35 LGC 1987 se configuraba como “un precepto abierto o de car|cter 
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Existen leyes en las que parece coexistir una dualidad de derechos debido a la 
literalidad del precepto en el que se regulan los mismos. En un mismo artículo 
suele garantizársele al socio de forma expresa el ejercicio de aquellos derechos 
previstos: i) a lo largo de la norma, ii) en los propios estatutos814 o, incluso, iii) los 
que se otorguen a los socios por los acuerdos válidamente adoptados por los 
órganos sociales815. En el precepto al que nos venimos refiriendo -si bien en otro 
apartado- las citadas normas recogen los derechos que de forma tasada se 
conceden al socio y que se mencionan en un listado específico816.  
 
Como solución intermedia otros textos legales integran todos los derechos 
concedidos al socio en el mismo apartado de un único precepto pero distinguiendo 
entre los que se citan en el listado y aquellos que puedan figurar bien en otra parte 
de la norma, en los Estatutos o ser otorgados por acuerdos de los órganos 
sociales817. En definitiva, en estas normas se parte de una diferenciación a la hora 
de enumerar los derechos del cooperativista. 
 
De forma diversa existen leyes que contienen únicamente un listado de derechos 
que, a su vez, incorpora una cláusula de cierre del sistema según la cual los socios 
tendrán derecho, paralelamente con los consignados en tal listado, a cualesquiera 
otros que previstos legal o estatutariamente818. Por consiguiente, en estas normas 
parecen equiparse todos los derechos y, por tanto, no existe la división indicada en 
las disposiciones citadas a lo largo del anterior párrafo.  
 
                                                                                                                                               
enunciativo, que no agota el catálogo de derecho legales del socio cooperador. Baste para 
demostrarlo la existencia de una cl|usula residual en el apartado último, h), de este número 1”; vid. 
PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 35 LGC 1987”, op.cit. p. 138. 
814 Vid. Art. 16.1 LC; Art. 27.1 LCRM; Art. 20.1 LCIB; Art. 22.1 LCCyL  
815 Vid. Art. 22.1, I LCG; Art. 24 LCLR; Art. 23. 1, g) LCCAT 
816 Vid. Art. 16.2 LC; Art. 27.2 LCRM; Art. 20.0 LCIB; Art. 22.2 LCCyL 
817 Vid. Art. 22. 1 LCG; Art. 24 LCLR 
818 Vid. Art. 35.3 LCCLM; Art. 23.2 LCCMadrid; Art. 25.1 LCCV; Art. 23.1 LCCAT; Art. 19, I LCAR; Art. 
23.1 LSCEX; Art. 38 LSCA; Art. 23.1 LCPV; Art. 25 LFCN 
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Un tercer criterio clasificatorio pivotaría sobre la catalogación o no de los derechos 
incorporados en dicho listado como “especiales” o “mínimos”. En este sentido, de 
nuevo, podríamos adscribir las normas a dos grupos. 
 
Por una parte estarían los textos legales que comprenden aquellos derechos que 
“en especial”819 o “como mínimo”820 poseen los socios cooperativistas. En efecto, se 
establece una lista de derechos que, por un lado, divergen de otros derechos que 
puedan figurar a lo largo de la norma o ser reconocidos estatutariamente; y, por 
otro, parecen tener cierta cualificación o rango que los diferencia de aquellos.  
 
En otro grupo englobaríamos aquellas leyes que no catalogan a los derechos que 
contienen como especiales ni como derechos con carácter mínimo. En todo lo 
demás presentan un total paralelismo con las normas del anterior grupo, de hecho 
también hacen referencia a una lista de derechos similares –por no decir idénticos- 
a los previstos en las normas ya citadas. Por consiguiente, incluyen los típicos 
derechos de índole económica o políticos pero se plantea la duda sobre si el hecho 
de no poseer la caracterización de “mínimos” o “especiales” tiene alguna 
relevancia. 
 
El trasfondo de esta polémica es el carácter imperativo o dispositivo del precepto 
en el que figuran recogidos tales derechos o, con otras palabras, si vía estatutaria o 
mediante el oportuno acuerdo de un órgano social pueden limitarse esos derechos. 
Al respecto, cabe puntualizar lo siguiente: i) El carácter imperativo parece 
indubitado en aquellas normas en las que expresamente se hace mención a que 
“como mínimo” los socios cooperativistas tendrán los derechos citados; ii) Dicho 
carácter también es extensible al resto de las leyes en las que se recogen los 
derechos sea calific|ndolos de “especiales” o -como sucede en la mayor parte de 
los casos- no mencionando nada al respecto. En consecuencia, somos partícipes de 
la opinión que mantiene que los derechos enunciados en tales preceptos 
                                                 
819 Vid. Art. 16.2 LC, Art. 22.2 LCCyL. 
820 Vid. Art. 27.2 LCRM 
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constituyen derecho imperativo que no es susceptible de derogación abstracta ni 
por los estatutos ni por los acuerdos sociales821. 
 
Un cuarto criterio clasificatorio deriva de la regulación del derecho de información 
en el propio artículo en el que figura el listado de los derechos individuales de los 
socios. 
 
En algunas leyes -tras la enunciación de los derechos y en un apartado específico 
del mismo artículo- se regula de forma pormenorizada el derecho de 
información822. En lo que respecta a este derecho -al margen del estudio detallado 
que haremos con posterioridad- cabe traer a colación dos características 
fundamentales de su regulación: i) que resulta habitual garantizar al cooperativista 
un “contenido mínimo” inderogable de información; y, ii) que se suelen fijar 
condicionantes y cautelas a los órganos sociales para aquellos supuestos en los que 
se pretenda negar al socio el acceso a la información solicitada.  
 
Por el contrario, en otras normas este derecho aparece regulado en un artículo 
concreto823 o en varios824. A nuestro juicio, la importancia del derecho de 
información en las sociedades cooperativas justifica una regulación autónoma del 
mismo. En todo caso, tanto el contenido mínimo como las cautelas a efectos de 
                                                 
821 Así, a modo de ejemplo, en el Art. 22.1 LCG, se garantiza a los socios cooperativistas el ejercicio 
de una serie de derechos concretamente citados en dicho precepto además de los derechos que les 
otorguen las normas legales y estatutarias o los acuerdos válidamente adoptados por los órganos 
sociales. Se ha interpretado, consideramos que con acierto, que los derechos mencionados en dicho 
precepto pese a no ser catalogados como “derechos mínimos” o “derechos especiales” también 
poseen un carácter imperativo. En este sentido, vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “O estatuto 
xurídico dos socios”, en AA.VV., Estudios sobre a Lei de Cooperativas de Galicia, (Dir. Domingo Bello 
Janeiro), Santiago de Compostela, 1999, p. 56. Con una opinión diferente referida, eso sí, a la 
derogada LGC 1987 pero aplicable a este supuesto, se mantuvo que el listado de derechos 
contenido en su artículo 35, “tiene una intensidad o eficacia normativa variable o heterogénea, pues 
no todos los apartados reflejan derechos estrictamente legales –esto es, insuprimibles- de los 
socios. En efecto, ni la percepción de intereses es un derecho legal inderogable (pues depende de 
que lo reconozca el Estatuto), ni la actualización de las aportaciones a capital social tiene tampoco 
el carácter de imperativo legal (en el sentido de insuprimible), pues depende de la normativa fiscal 
que lo autorice y de un acuerdo asambleario que decida aplicarlo (art. 77)”; vid. PAZ CANALEJO, N., 
“Comentario Art. 35 LGC 1987”, op.cit. p. 139. 
822 Por ejemplo, Art. 22.3 LCCyL; Art. 27.3 LCRM; Art. 16.3 LC  
823 Al respecto, vid. Art. 24 LCPV; Art. 26 LCCV; Art. 24 LSCEX; Art. 21 LCAR; Art. 24 LCCMadrid; Art. 
36 LCCLM; Art. 22 LCIB; Art. 25 LCLR; Art. 23 LCG; Art. 26 LFCN 
824 Vid. Arts. 39 y 40 LSCA; Arts. 24 y 25 LCAT  
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limitación del derecho de información, son muy similares a los previstos en las 
leyes pertenecientes al grupo citado en el párrafo anterior. En suma, la regulación 
del derecho de información no dista, en cuanto al fondo, entre las normas citadas 
en uno u otro grupo825.   
 
Una quinta clasificación está relacionada con los límites que legalmente se 
imponen al ejercicio de tales derechos.  
 
Existen leyes que determinan la forma de ejercer esos derechos por los socios. En 
ellas, específicamente, se indica que los derechos serán ejercitados de conformidad 
con las normas legales y estatutarias así como con los acuerdos válidamente 
adoptados por los órganos de la sociedad cooperativa826. Otras normas señalan 
expresamente que el ejercicio de los derechos se llevará a cabo por el socio sin más 
restricciones que las derivadas de un procedimiento sancionador o de medidas 
cautelares previstas estatutariamente827 o, además, de las exigencias de la buena 
fe828. Sin embargo, entendemos que estas cautelas serán aplicables tanto a los 
derechos recogidos en la lista enunciativa del propio artículo pero también a otros 
previstos a lo largo de la norma o los reconocidos estatutariamente829. Finalmente, 
con un criterio más acertado, la LCCLM decreta que todos los derechos 
reconocidos legal o estatutariamente pueden ser libremente ejercitados sin más 
restricciones que las derivadas de un procedimiento sancionador, de medidas 
cautelares estatutarias o de las exigencias de la buena fe. A continuación, dicha 
norma puntualiza que los derechos serán ejercidos de conformidad con las normas 
legales y estatutarias y los acuerdos válidamente adoptados por los órganos 
sociales de la cooperativa830. 
 
                                                 
825 Como veremos, vid. Infra. Cap. 6.7. 
826 Vid. Art. 23.2 LCPV; Art. 23.2 LSCEX; Art. 23. 3 in fine LCCMadrid; Art. 22.3 LCG 
827 Vid. Art. 22.1 LCCyL  
828 Vid. 27.1 LCPA 
829 En algunas normas se realiza con acierto esta precisión, vid. Art. 27.1 LCRM; Art. 16.1 LC; Art. 
20.1 LCIB 
830 Vid. Art. 35.1 LCCLM 
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Finalmente, en algún texto legal se precisa que ni el derecho de información ni los 
derechos que se exceptúen por la propia ley quedarán afectados por la suspensión 
cautelar831. Por consiguiente, existe una protección cualificada instaurada, 
principalmente, para el derecho de información pero -y esto es lo realmente 
relevante- también aplicable a cualquier derecho que se determine por ley. La 
consecuencia directa de dicha cualificación sería la imposibilidad de su suspensión 
temporal.  
 
6.5.- Reconocimiento de los derechos al socio cooperativo. 
 
De los diversos criterios clasificatorios citados, concluimos que la regla general en 
la legislación cooperativa es que los derechos de los socios pueden estar 
reconocidos por la ley o por los estatutos.  
 
La mayor parte de las normas cooperativas reconocen al socio los derechos 
contenidos en la propia ley y los previstos en los Estatutos de la sociedad. No 
obstante, la amplitud con la que están redactadas las cláusulas de cierre –por 
cuanto se le reconoce al cooperativista cualquier otro derecho previsto 
legalmente832- permite interpretar que el socio ostentará cualquier derecho 
legamente conferido aunque no se prevea en la propia norma cooperativa. Con una 
formulación similar figuran otros textos legales que -de forma ambigua- reconocen 
cualesquiera otros derechos previstos “en la Ley o en los Estatutos sociales”833. 
Estas menciones a los “derechos previstos legalmente” o contenidos en la “Ley” 
resultan equívocas puesto que ofrecen dos posibles interpretaciones: que el 
legislador se refiera únicamente a la norma cooperativa o que, además, se quiera 
hacer mención a cualquier norma con rango de Ley. 
 
                                                 
831 Vid. Art. 23.3 LCCAT 
832 Con formulaciones diversas pero de similar significado, vid, por ejemplo: Art. 20.1 LCIB; Art. 
16.1 LC; Art. 27. 1 LCRM; Ar. 23.1, h) LSCEX; Art. 23.1, g) LCPV; Art. 23.2 g) LCCM; Art. 35.3, h) 
LCCLM 
833 Vid. Art. 19, h) LCAR; Art. 38, g) LSCA 
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Sin embargo, en otras disposiciones no hay lugar a equívoco. Hay textos que 
constatan que los socios cooperativistas tendrán –aparte de los derechos en ellos 
citados- los que resulten de las normas legales y de los estatutos de la sociedad834, 
o incluso -con un enunciado más esclarecedor- “cuantos de car|cter específico 
queden reconocidos en esta Ley, u otras leyes o consten en los Estatutos de la 
cooperativa”835. Por el contrario, otras disposiciones circunscriben los derechos 
que tiene al socio a los que figuran expresamente en el oportuno listado y a “los 
dem|s derechos que establezcan las normas de esta Ley o los estatutos sociales”836.  
 
Asimismo, ciertas leyes también admiten que los derechos de los socios puedan 
reconocerse por un acuerdo válidamente adoptado por los órganos sociales de la 
cooperativa837. No obstante, una cosa es el reconocimiento de derechos -al que 
venimos aludiendo- y otra diversa es el concreto ejercicio de los derechos. Así, por 
ejemplo, varias normas supeditan el ejercicio del derecho de información del socio 
cooperativista a los términos previstos en la Ley, los Estatutos sociales o en los 
acuerdos de la Asamblea General838. En tales casos, la potestad de dicho órgano 
estará limitada dado que sus acuerdos tan sólo podrán determinar los cauces que 
consideren oportunos para facilitar y hacer efectivo el derecho de información839.  
 
En esta línea, conviene resaltar la indefinición y las dudas interpretativas que 
derivan de los amplios términos en los que se redactan las normas. Por ejemplo, 
del tenor literal de las leyes que permiten el reconocimiento de los derechos 
mediante acuerdos válidamente adoptados por los órganos sociales, no se deduce 
qué órgano social está capacitado para realizar tal reconocimiento y tampoco se 
determinan las concretas facultades de dicho órgano. Así las cosas, tal redacción 
permite interpretar que ese órgano social puede ser la Asamblea General de socios 
pero nada obstaculiza para que los derechos puedan ser reconocidos por el órgano 
de administración. Igualmente, a consecuencia de la laxitud legal, también 
                                                 
834 Así, vid. Art. 22.1 LCG; Art. 25 d) LFCN; Art. 23. 1, g) LCCAT 
835 Vid. Art. 22.2, j) LCCyL 
836 Tal y como se dispone expresamente en el Art. 25, i) LCCV 
837 Vid. Art. 24.1 LCLR; Art. 23. 1, g) LCCAT; Art. 22.1 LCG  
838 Vid, por ejemplo: Art. 39.1 LSCA; Art. 16.3 LC; Art. 27.3 LCRM; Art. 22.1 LCIB; Art. 24.1 LSCEX; 
Art. 36.1 LCCLM; Art. 30.1 LCPA 
839 Cuestión que sí aparece concretamente recogida en el Art. 24.1 LCPV 
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podemos colegir que el citado órgano puede ampliar el elenco de derechos 
legalmente concedidos a los socios, que su función se circunscriba a delimitar su 
alcance o, incluso, que esté facultado para reducirlos. Por consiguiente, el grado de 
indefinición planteado por esta opción legal “permite introducir flexibilidad en el 
régimen de los derechos pero en detrimento, quizás, de la seguridad jurídica”840. 
Así pues, se hace necesario acotar, cuando menos, las facultades del órgano social 
relacionadas con cierto tipo de derechos. A nuestro entender841, el reconocimiento 
de derechos por parte de los órganos sociales ha de limitarse a aquellos actos 
tendentes a concretar los derechos legamente previstos. Dichos acuerdos podrán 
comprender -como antes ejemplificábamos con el derecho de información- los 
cauces oportunos para facilitar y hacer efectivos aquellos derechos que dado su 
carácter imperativo, en ningún caso pueden privársele al cooperativista a través de 
la oportuna derogación, reducción o limitación por parte de los órganos sociales. 
 
6.6.- Derecho de voto. 
 
6.6.1.- Cuestiones preliminares. 
 
El derecho político de voto es aquel que detenta todo socio para participar en la 
adopción de acuerdos sociales. Este derecho es consustancial a la posición del 
socio en cualquier tipo de sociedad puesto que por medio del mismo se contribuye 
a la formación de la voluntad social842.  
 
Asimismo, en consonancia con la propia naturaleza del contrato de sociedad, el 
socio busca “una colocación beneficiosa del capital que aporta”843. Para la 
consecución de este objetivo, los derechos de carácter político tienen una 
importancia decisiva dado que actúan como verdaderos garantes de la efectividad 
de los de carácter económico. Dentro de los derechos políticos, el de voto ostenta 
una especial relevancia en cualquier tipo de sociedad - tenga ésta una base 
puramente capitalista o no- puesto que, por medio del mismo, el socio puede 
                                                 
840 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 173. 
841 En línea con lo anteriormente indicado sobre el carácter imperativo de ciertos derechos, vid. 
Supra. Cap. 6.4. 
842 Vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 48 TRLSA”, op.cit. p. 512.  
843 Vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, T.I, op.cit. p. 462. 
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intervenir en los asuntos sociales participando en la gestión de la sociedad y 
fiscalizando la actuación de los administradores.  
 
Dicho esto, en las sociedades limitadas y anónimas –en las que el capital juega un 
papel destacado y la personalidad del socio se presenta como algo secundario- el 
derecho de voto se contempla como mínimo y consustancial a la titularidad de 
acciones o participaciones sociales. No obstante, la “lógica plutocr|tica” que 
impera en estas formas sociales conlleva que el derecho de influir en la gestión de 
la sociedad se realice en proporción a la participación que tenga el socio en el 
capital social844. 
 
Sin embargo, el derecho de voto se presenta con más fuerza en aquellas sociedades 
-como la cooperativa- en las que su determinación no depende de la porción de 
interés que posee el socio en el capital social porque el voto está ligado a dicha 
condición y, en el caso concreto de la cooperativa, debido a que rige el principio 
“un socio un voto” o “voto por cabeza”845.  
 
Desde la perspectiva del Derecho cooperativo una cuestión prioritaria del análisis 
de este derecho, es si el principio del voto por cabeza sigue vigente en toda clase de 
cooperativas y en los supuestos de integración cooperativa. Por consiguiente, el 
primer tema a estudiar será la admisibilidad del denominado “voto plural” en este 
tipo de sociedades846. Además deberán ser analizadas otras cuestiones como la 
suspensión del derecho de voto y, con mayor concreción, si es posible privar al 
socio del citado derecho a causa de mora en el desembolso de los “dividendos 
pasivos”. También habrá que detenerse en el régimen aplicable a las situaciones de 
                                                 
844 Vid. FERNÁNDEZ ALBOR-BALTAR, Á., “Comentario Art. 48 LSA”, op.cit. p. 478. 
845 Por el contrario, en sede de anónimas, nos encontramos con la tradicional expresión de “una 
acción un voto” que también se pone en tela de juicio al analizar el régimen establecido para 
disciplinar el derecho de voto en las sociedades anónimas debido a que es posible, por ejemplo, la 
creación de acciones sin voto; la limitación al número de votos que un mismo accionista puede 
emitir; y, también exigir un agrupamiento de acciones para asistir a la Junta General y ejercitar el 
derecho de voto en ella. Por estos motivos, la tradicional expresión citada “una acción sin voto” 
debería ser sustituida por un principio formulado negativamente y a la inversa “ningún voto sin 
acción”, o, teniendo en cuenta el posible agrupamiento de acciones, “sería m|s adecuado concluir 
afirmando: ningún voto sin acción o acciones”; vid. FERNÁNDEZ ALBOR-BALTAR, Á., “Comentario 
Art. 48 LSA”, op.cit. p. 478. 
846 Este tema est| directamente relacionado con la “medida del derecho de voto” que, en sede de 
anónimas, se realiza en función del capital suscrito y no del desembolsado de forma diversa a lo que 
sucede en limitadas y en cooperativas. 
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conflicto de intereses, es decir, aquellos supuestos donde existe una contraposición 
entre el interés del socio con la cooperativa. Finalmente, se estudiará cómo se 
disciplinan determinados requisitos formales a la hora de ejercitar el voto en las 
cooperativas, por ejemplo, la existencia o no del denominado voto de calidad o 
dirimente y la actuación por medio de representante. 
 
6.6.2.- El voto plural en las cooperativas. 
 
La regla general que contempla la legislación cooperativa en materia de derecho de 
voto es que cada socio posee un voto o el denominado “voto por cabeza”847. Esta 
pauta es la plasmación del principio democrático de paridad de voto por cuanto se 
determina legalmente la igualdad de todos los socios al atribuir a cada uno un voto. 
Por consiguiente, la expresa recepción legal de esta regla implica que dicho 
principio no sea susceptible de matización estatutaria848 puesto que las normas 
marcan un límite cuantitativo mínimo garantizando a cada socio un voto, salvo en 
aquellos supuestos que figuren expresamente previstos en la ley y a través de los 
cuales se suspenda el ejercicio de dicho derecho, o bien cuando el socio deba de 
abstenerse en caso de conflicto de intereses849.  
 
En cualquier caso, aún contemplando la norma de “un socio un voto”, las leyes 
cooperativas suelen prever supuestos que permiten separarse de la estricta 
aplicación del principio paritario, por ejemplo, cuando se admite el denominado 
“voto plural”. En definitiva, la vigencia del principio paritario se pone en tela de 
juicio en las cooperativas de primer y de segundo grado por cuanto en las primeras 
se permite el denominado “voto plural” si bien dentro de ciertos límites; y en las 
segundas también es admisible con las oportunas cautelas. Al respecto proceden 
varias matizaciones. 
 
                                                 
847 Vid. SÁNCHEZ RUIZ, M., “Asamblea General”, en AA.VV., La Sociedad Cooperativa en la Ley 
27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas (Coord. Francisco J. Alonso Espinosa), Granada, 2001, p. 
197. 
848 Al respecto, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 205. 
849 Vid. VÁZQUEZ PENA, M.J., Las cooperativas de segundo grado: peculiaridades societarias, 
Valencia, 2002, pp. 100-101. 
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Un tema controvertido es si la desigualdad en el voto implica una ruptura con el 
principio democrático o, dicho de otra manera, si atribuyendo a un socio varios 
votos vulneramos tal principio por introducir la lógica plutocrática propia de las 
sociedades de capital.   
 
Una primera aproximación a la materia puede llevarnos a dicha conclusión a la luz 
de ciertos precedentes legales y, sobre todo, de las consecuencias indirectas que la 
admisión del voto plural puede suponer.  
 
En este sentido, la regulación de esta materia ha ido variando en las diferentes 
leyes que han regulado las sociedades cooperativas850. En efecto, el artículo 25 de 
la LCG 1974 admitía el voto plural en las cooperativas de primer grado de una 
manera más permisiva que en los actuales textos. Aunque el régimen instaurado en 
la LGC 1974 supuso una ruptura con la ortodoxia cooperativa del “voto por 
cabeza”, tal ley poseía una casuística y complejidad que contribuyó a la no 
recepción de dicha técnica de voto en las siguientes leyes cooperativas. Como 
precedente más inmediato de la legislación actual, el artículo 47 de la derogada 
LGC de 1987 fijaba como criterio único para las cooperativas de primer grado el de 
la paridad y circunscribía la técnica del voto plural a las cooperativas de segundo o 
ulterior grado851.  
 
                                                 
850 Respecto a la opinión doctrinal sobre el artículo 25 de la LGC del 1974, vid. PAZ CANALEJO, N., 
“Comentario Art. 47 LGC 1987”, en AA.VV., Comentarios al Código de Comercio…, Tomo XX, Vol. 2º, 
op.cit. p. 436. Se ha mantenido que dicho artículo poseía una “redacción casuística o anglosajona y, 
consiguientemente, de lectura indigesta”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “La Asamblea General de la 
Cooperativa”, op.cit. p. 184. Como ya hemos señalado, la posibilidad de voto plural en las 
cooperativas de primer grado no aparece contemplada en el artículo 47 LGC de 1987 que “era 
escrupulosamente respetuoso con este principio: en las cooperativas de primer grado, a cada socio 
correspondía un voto y sólo se admitía el voto plural limitado en las de segundo o ulterior grado.”; 
al respecto, vid. TRUJILLO DÍEZ, I.J., “El valor jurídico de los principios cooperativos. A propósito de 
la Ley 27/1999, de 16 de julio, de cooperativas”, RCDI, núm. 658, 2000, p. 1349.  
851 En este sentido la LGC 1987 “aline|ndose decididamente con las posiciones críticas sobre el voto 
plural en la cooperación primaria, instaura una regla rigurosamente paritaria en materia de 
derecho de sufragio, que debe ser objeto de alguna aclaración. En efecto, la paridad de voto es 
insoslayable en las Cooperativas de primer grado; en cambio, las entidades de segundo o ulterior 
nivel (cfr. Artículo 148) pueden optar, bien por el sistema igualitario o por un sistema proporcional, 
dentro de los límites establecidos en el número 2 de ese artículo 47. A sensu contrario este precepto 
significa que el asociado no tiene por qué tener siempre un voto de valor igual a la unidad (esto 
viene corroborado cuando el legislador admite que el sufragio de los asociados quede cifrado en 
una fracción de la unidad, aunque siempre ha de ser igual ente ellos, cfr. Artículo 41.1, in fine)”; vid. 
PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 47 LGC 1987”, op.cit. p. 439. 
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Una segunda idea que conviene destacar es que la admisión del voto plural en las 
cooperativas de primer grado puede encubrir una atribución del voto 
directamente proporcional a las aportaciones del socio al capital social852. Esto 
sucede en aquellos casos en los que el criterio de atribución depende de la 
participación en la actividad cooperativizada puesto que esta participación 
condiciona la aportación a capital social y el derecho de voto con lo cual “capital y 
voto quedan relacionados de forma mediata, siendo el socio de mayor aportación 
también el de mayor derecho de voto”853.  
 
Dicho esto, también es cierto que los criterios utilizados por el legislador para 
permitir la ruptura de la regla “un socio un voto” garantizan el respeto al principio 
democrático. Así las cosas, el criterio más común para atribuir mayor número de 
votos a un solo socio será el de la proporcionalidad con la actividad 
cooperativizada desarrollada por ese socio con la cooperativa, es decir, se asocia a 
una mayor capacidad de uso de los servicios sociales854. En resumen, cuanto mayor 
es la participación del socio, mayor podrá ser su derecho de voto con lo cual no se 
trata de una discriminación en la atribución del derecho de voto sino más bien de 
una ruptura del principio democr|tico “controlada”. Por ello, no parece ser 
contrario a la esencia de la cooperación que el poder de decisión quede en manos 
de aquellos socios que “m|s trabajan por la cooperativa” o que m|s colaboran para 
que ésta resulte viable855. 
 
En tercer y último lugar, surgen interrogantes acerca de la ambigua terminología 
legal utilizada para referirse a esta técnica. Así, en la legislación cooperativa se cita 
indistintamente las expresiones “voto plural” y “voto plural ponderado” como 
                                                 
852 Y esto debido a que, en sede de la LC, “desde el momento en que el artículo 46.1 permite que las 
aportaciones obligatorias al capital sean diferentes para las distintas clases de socios o para cada 
socio en función del compromiso o uso potencial de la actividad cooperativizada, si se han adoptado 
estos mismos criterios para la atribución del voto plural, resultará que, en definitiva, los votos que 
pueda hacer valer el socio estar|n en relación a su participación capitalista en la cooperativa (…)”; 
vid. TRUJILLO DÍEZ, I.J., “El valor jurídico…”, op.cit. p. 1350. 
853 Vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., La integración cooperativa y sus técnicas de realización: la 
cooperativa de segundo grado, Valencia, 2000, p. 495. 
854 Tal y como, ilustrativamente, se ha destacado: “La cooperativa vinícola ser| dominada por los 
propietarios de mayor número de cepas y la cooperativa de transportistas será dominada por los 
que posean las mayores flotas de camiones”; vid. TRUJILLO DÍEZ, I.J., “El valor jurídico…”, op.cit. p. 
1350. 
855 Vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., La integración cooperativa…, op.cit p. 121. 
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equivalentes, mientras que otras introducen la de “voto múltiple”856. En cualquier 
caso, tanto la doctrina como la mayor parte de las normas, acuñan la de “voto 
plural” para referirse en realidad a un voto plural ponderado. Por consiguiente, a 
nuestro juicio, esta última expresión es la correcta dado que la admisión del voto 
plural se condiciona, por regla general, a un criterio de proporcionalidad por lo 
cual el voto plural “ponderado” supone atribuir mayor poder de voto a quien m|s 
contribuye al desarrollo de la actividad cooperativizada857. 
 
6.6.2.1.- Admisibilidad del voto plural ponderado en las sociedades 
cooperativas de primer grado. 
 
La introducción del voto plural ponderado ha sido catalogada como un avance 
cualitativamente significativo de la legislación cooperativa que viene a ser una 
respuesta a las necesidades de aquellas cooperativas con un mayor número de 
socios –crédito y agrarias-, “que requerían un tratamiento de las Asambleas 
generales y del ejercicio del derecho de voto más acordes a la realidad sobre la que 
descansan”858. Por consiguiente, en la actualidad no parece cuestionarse la 
admisión de esta técnica de voto en las cooperativas de primer grado pero sí -como 
tendremos oportunidad de observar- se pone en entredicho la regulación 
imprecisa del voto ponderado en aquellas leyes cooperativas que lo reconocen. 
 
La mayor parte de las normas admiten el voto plural ponderado en las 
cooperativas de primer grado si bien lo hacen de una manera dispar. Existen leyes: 
i) cuya redacción es permisiva -en mayor o en menor medida- con el voto plural; ii) 
otras que prácticamente eliminan dicha posibilidad excepto en aquellos casos 
donde la propia ley de forma expresa establezca lo contrario; iii) alguna que no 
admite el voto plural859. Finalmente, conviene apuntar que prácticamente todas las 
leyes permiten esta técnica de voto tanto en las cooperativas de explotación 
                                                 
856 Vid. Art. 32.1 LCAR 
857 Por el contrario, la admisión, sin más, del voto plural supondría la ruptura de la regla de la 
igualdad, porque un socio podría tener más votos que otros con idéntica posición en la sociedad. Al 
respecto vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., La integración cooperativa…, op.cit. pp. 121-122; SÁNCHEZ 
RUIZ, M., “Asamblea General”, op.cit. p. 214 (nota 22). 
858 Vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., La integración cooperativa…, op.cit. p. 124. 
859 Por ejemplo, vid. Art. 52.1 LSCA 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
242 
comunitaria de la tierra como en las de crédito pero sometiéndola a un régimen 
específico. 
 
Un rasgo común en todas las leyes que admiten el voto plural es la fijación de unos 
límites o condicionantes aplicables a esta técnica de votación. A efectos de 
sistematización creemos correcta la posición doctrinal que diferencia entre 
aquellos límites de carácter institucional, los de carácter subjetivo, aquellos de 
carácter objetivo y, finalmente, límites en cuanto al propio ejercicio del voto 
plural860.  
 
El límite institucional deriva de la necesaria previsión estatutaria para que este 
tipo de voto sea válido. Así las cosas -aunque la regla de “un socio, un voto” siga 
constituyendo uno de los principios rectores de la sociedad cooperativa- se 
permite que estatutariamente sea contemplado el voto plural en las cooperativas 
de primer grado861. Tal previsión estatutaria se exige en aquellas leyes que parten 
de una negación del voto plural en las cooperativas de primer grado excepto en los 
supuestos en los que esas mismas normas admiten el voto plural por razón del tipo 
de socio o del concreto tipo cooperativo –normalmente cooperativas de servicios y 
agrarias-862. En esta línea, también es necesaria la previsión estatutaria del voto 
plural de acuerdo con lo estipulado en otras normas más permisivas con esta 
técnica de voto863. En definitiva: i) no es suficiente con la mera previsión legal ni 
                                                 
860 Criterio seguido para el comentario de la LC en este punto, por MORILLAS-FELIU, Curso…, op.cit. 
pp. 232-233.  
861 En este sentido vid. BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI, Lei anotada de Cooperativas de Galicia…, 
op.cit. p. 103. 
862 En este sentido el Art. 32.1 LCAR dice lo siguiente: “En las cooperativas de primer grado, cada 
socio tendrá derecho a un voto, salvo lo dispuesto en esta Ley para las Cooperativas Agrarias y de 
Servicios. No obstante, los Estatutos podrán prever que el derecho de voto de los socios que sean 
cooperativas, sociedades controladas por éstas o entidades públicas sea proporcional a la actividad 
cooperativizada con la sociedad y a las prestaciones complementarias a esta actividad, sin que la 
diferencia pueda ser superior de uno a tres”. Asimismo el Art. 35.1, I LCCMadrid parte de un criterio 
restrictivo en la admisión del voto plural ya que establece que: “En las Cooperativas de primer 
grado cada socio tiene un voto, salvo disposición expresa de esta Ley”. En dicha norma, a la hora de 
regular determinados tipos de cooperativas –como las agrarias o las de servicios-, derivan a la 
oportuna previsión estatutaria la regulación del voto plural –cfr.: Arts. 109.3 ó 111.5 LCCMadrid-. 
Con un criterio similar, vid. Art. 37.1 LCCV en relación con el Art. 95.4 donde se permite el voto 
plural ponderado en Cooperativas de Servicios tras la oportuna previsión estatutaria. 
863 En efecto, dicha permisividad se sitúa en el terreno de la literalidad de la norma. En este caso no 
se parte de la negativa del voto plural, sino que se admite dicha técnica en el mismo artículo que 
disciplina el derecho de voto. Aún así, como podremos confirmar, los condicionantes al derecho de 
voto plural, son semejantes en las normas de este grupo como en las del anterior; la diferencia 
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siquiera cuando ésta, como sucede en la mayoría de las ocasiones, va acompañada 
de los límites o condicionantes necesarios para la admisibilidad del voto plural; ii) 
la mención estatutaria admitiendo el voto plural será ineludible pero se ha de 
circunscribir a lo expresamente fijado por la ley -aunque en ésta se contenga una 
regulación de mínimos-.  
 
Dicho esto, es necesario analizar dos cuestiones. La primera es si cabe suprimir o 
modificar las disposiciones estatutarias sobre el voto plural sin la aprobación de 
los cooperativistas afectados o, desde un punto de vista más general, si procede 
determinar el grado de libertad estatutaria a la hora de disciplinar la adopción de 
acuerdos sociales.  
 
La mayor parte de las leyes cooperativas tutelan la adopción de acuerdos bajo la 
regla de la mayoría simple, es decir, dicho órgano adoptará los acuerdos por más 
de la mitad de los votos. No obstante, esta regla general es matizada en algunas 
disposiciones en las que se requiere que en el cómputo de votos tan sólo figuren 
los válidamente expresados no incluyendo los votos en blanco, las abstenciones y 
tampoco los votos nulos864. De todas formas, el criterio de la mayoría simple -pese 
a ser el general- no es el único previsto por la normativa. Así, se suelen prever 
legalmente una serie de excepciones a la mayoría simple y, a su vez, se posibilita 
una modificación estatutaria del régimen de mayorías para la adopción de 
determinados acuerdos -por ejemplo, la modificación estatutaria- para los que se 
prevé una mayoría reforzada de dos tercios de los votos presentes y 
representados. Por otra parte, estatutariamente puede figurar un régimen 
reforzado superior a la mayoría simple y a la de dos tercios siempre que dicho 
régimen no supere un límite máximo865. Con todo, la libertad estatutaria parece 
circunscribirse a la utilización de este criterio reforzado para determinados 
acuerdos si bien dicha libertad no es extensible a otro tipo de cuestiones como 
                                                                                                                                               
radica en la extensión del derecho de voto plural a un mayor número de cooperativas al margen de 
las agrarias y las de servicios. En este sentido, confróntense, entre otras: Art. 36.2 LCG que lo amplía 
a las cooperativas del mar; Art. 44.4 LCRM,  Art. 42.2 LCIB y Art. 26.4 LC que lo permiten en las del 
mar y de transportistas. Por último, el criterio más permisivo es el que parte de la validez del voto 
plural ponderado en todo tipo de cooperativas de primer grado excepto en las de trabajo asociado y 
de consumidores y usuarios; al respecto, vid. Art. 34.1 LCCAT 
864 Criterio por el que se opta, por ejemplo, en: LC, LSCEX, LCG, LCPV 
865 Límite máximo que varía según la norma: cuatro quintos en la LC; dos tercios en la LCCLM 
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supeditar la aprobación de una modificación estatutaria a la aprobación por parte 
de los cooperativistas afectados -por ejemplo, por aquellos que detenten un voto 
plural-. 
 
Una segunda cuestión concierne al grado de libertad que existe para la elaboración 
de la cláusula estatutaria que discipline el voto plural. Para ello, hay que analizar 
cuáles son los límites a los que está sometido dicho voto. En una primera 
aproximación a esta materia, comprobamos que tal libertad ha de constreñirse a 
los límites de carácter subjetivo, objetivo o cuantitativo que aparecen 
expresamente consignados en la ley para que sea admisible el voto plural. Esta 
técnica de voto ha de respetar ciertos límites de naturaleza subjetiva, en razón al 
tipo de socio que puede ostentar este tipo de voto, o de carácter objetivo que 
derivarán de la clase de cooperativa de primer grado en la que se permita, del 
criterio de atribución utilizado para otorgar ese voto ponderado y, finalmente, del 
peso máximo que pueda atribuírsele al voto plural sobre el total de votos 
existentes en esa sociedad cooperativa. 
 
Dicho esto, y a efectos de un estudio general de esta materia, podemos puntualizar 
lo siguiente.  
 
Con la excepción de la LSCA –en la que el voto plural sólo se permite en las 
cooperativas de segundo o ulterior grado-, en el resto de las leyes se admite el voto 
plural en toda clase de cooperativas de primer grado pero con límites de carácter 
subjetivo. Así, se reserva esta técnica para los socios que sean cooperativas, 
sociedades controladas por cooperativas o entidades públicas866. Igualmente, en 
prácticamente todas las normas se admite el voto plural en determinada clase de 
cooperativas de primer grado con independencia del tipo de socio que lo 
detente867. En esta materia, podemos diferenciar entre dos grupos de leyes: 
 
                                                 
866 Al respecto, vid. Art. 26.2 LC; Art. 44.2 LCRM; Art. 35.2 LCPV; Art. 32.1 LCAR 
867 Con excepción de la LCPV en la que no se prevé esta posibilidad, reservándose el voto plural 
ponderado para socios que sean cooperativas, sociedades controladas por éstas y entidades 
públicas. 
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El primer grupo estaría conformado por las que poseen una redacción de la que 
parece deducirse que los únicos socios facultados para detentar el voto plural en 
cualquier clase de cooperativas de primer grado son los señalados en el párrafo 
anterior –esto es: cooperativas, sociedades controladas por cooperativas y 
entidades públicas-868. Estas leyes parten de un límite subjetivo que es aplicable a 
todas las cooperativas de primer grado si bien esto no impide que, en ciertos tipos 
de cooperativa legalmente tasados, puedan existir otro tipo de socios cooperativos 
-personas físicas o jurídicas- que también estén facultados para ejercitar el voto 
plural. 
 
Un segundo grupo estaría integrado por aquellos textos legales en los que se prevé 
el voto plural ponderado para todo tipo de socios pero se circunscribe, eso sí, a 
ciertas clases de cooperativas869. Este límite “objetivo” no es uniforme por cuanto -
de forma específica- las diversas normas circunscriben o extienden el derecho de 
voto plural a unos u otros tipos de cooperativas de primer grado.  
 
Las normas más restrictivas al respecto son la LSCEX –en la que sólo se permite el 
voto plural ponderado en las cooperativas agrarias (Art. 126)-870; la LCCV –en la 
que se prevé el voto plural ponderado para las cooperativas de servicios (Art. 95)-; 
y, la LCCMadrid -que lo admite en las de servicios empresariales y profesionales 
(Art. 109) y las agrarias (Art. 111)-. Con una formulación similar, la LCAR reserva 
esta técnica de voto para las cooperativas agrarias y de servicios (Art. 32.1).  
                                                 
868 La redacción de algunas normas resulta ambigua puesto que, de la misma, parece deducirse que 
este límite subjetivo es aplicable de forma general a todo tipo de cooperativas de primer grado. Al 
respecto, se ha puntualizado respecto al Art. 26 LC que: “Aunque el texto legal puede resultar 
equívoco en este punto, en la Exposición de Motivos de la Ley se excluye tal aplicación: “se permite 
que los estatutos contemplen la posibilidad de establecer el voto plural ponderado para las 
cooperativas agrarias, de explotación comunitaria de la tierra, de servicios, del mar y de 
transportistas, y para el resto, únicamente para los socios que sean cooperativas, sociedades 
controladas por éstas o entidades públicas (…)”; vid. SÁNCHEZ RUIZ, M., “Asamblea General”, op.cit. 
p. 215 (nota 23). En este sentido, la redacción de otras normas no da lugar a equívocos debido a que 
especifican que la técnica del voto plural es aplicable a unos tipos concretos de cooperativas de 
primer grado y, tras realizar esta matización, completan la previsión del voto plural reservándolo 
para el resto de las cooperativas de primer grado y para los socios que sean cooperativas, 
sociedades controladas por éstas o entidades públicas  al respecto, vid. por ejemplo: Art. 31.1 LCAR 
869 Es decir, la diferencia radica en que en este segundo grupo de normas no existe una regla 
específica aplicable a los socios que sean cooperativas, sociedades controladas por cooperativas y 
entidades públicas; al respecto, vid. Art. 41.2 LCLR; Art. 36.2 LCG; Art. 34.1 LCCAT; Art. 42.2 LCIB  
870 La especialidad de esta norma radica en que permite optar en vía estatutaria entre un sistema de 
voto unitario o voto ponderado. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
246 
 
Entre medias están las disposiciones que amplían esta posibilidad a más clases de 
cooperativas. Así, resulta común permitir el voto plural ponderado en las 
cooperativas agrarias, las de servicios,  las de transportes y las del mar, criterio por 
el que se opta en varias normas - Art. 26.4 LC; Art. 44.4 LCRM; Art. 42.2 LCIB; Art. 
36.2 LCG; Art. 52.2 LCPA-. En otras leyes -en las que por razones obvias no se 
regulan las cooperativas del mar- el voto plural ponderado se permite, por 
ejemplo, en las cooperativas agrarias y las de industriales o profesionales - Art. 
35.2 LCCyL-; en las agrarias, las de servicios y las de transportes - Art. 41.2 LCLR -; 
en las de servicios, agrarias, de consumo, de transportes y las integrales -Art. 49.2, 
a)1 LCCLM-871; y, por último, la LFCN lo establece para las agrarias (Art. 65), las de 
trabajo asociado (Art. 67) y las de servicios (Art. 71).  
 
Finalmente, la ley más permisiva con esta técnica de voto es la LCCAT que, en su 
artículo 34.1, permite el voto plural ponderado en toda clase de cooperativas de 
primer grado excepto en las de trabajo asociado y en las de consumidores y 
usuarios. A nuestro juicio, la solución prevista en la LCCAT es la más acertada por 
cuanto no existe una diferencia estructural entre las diferentes clases de 
cooperativas -a excepción de los dos citados en la ley catalana- que justifique una 
regulación del voto plural circunscrita a ciertos tipos de cooperativas y 
fundamentada en el mayor número de socios que pueden tener esas clases de 
cooperativas -agrarias, de servicios, de transporte, etc.- más que en una deseable 
técnica jurídica. 
 
Dicho esto, también conviene resaltar que existe un límite de carácter objetivo 
aplicable tanto a los supuestos donde el voto plural está circunscrito a un tipo de 
socios como cuando se limita a determinadas clases de cooperativas. En este 
sentido, el derecho de voto plural ha de ser ponderado motivo por el cual no ha de 
atribuirse discrecionalmente y sí de una forma equilibrada. El criterio de 
ponderación más habitual en las sociedades de capital es el reparto de votos en 
función de la aportación al capital social. En el Derecho cooperativo este criterio es 
                                                 
871 Según el Art. 153 LCCLM tales cooperativas son aquéllas cuyas actividades cooperativizadas 
cumplen finalidades propias de varias clases de cooperativas. 
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el que se constata de forma excepcional únicamente para las cooperativas de 
crédito. Por el contrario, para las demás clases de cooperativas en las que se 
admite este tipo de voto872, legalmente se suele exigir que la atribución del voto 
plural ponderado en proporción a la actividad cooperativizada873 aunque algunas 
leyes presentan especificidades874.  
 
En esta materia, se exige que en los estatutos se fijen “con claridad” los criterios de 
proporcionalidad875. Esta obligada previsión estatutaria podría suponer un mero 
formalismo por cuanto el criterio está legalmente prefijado y, en consecuencia, la 
posibilidad de separarse del mismo es mínima. No obstante, la “claridad” a la que 
se refieren dichas leyes está relacionada con dos cuestiones fundamentales.  
 
En primer lugar, porque estatutariamente conviene concretar la forma exacta de 
cuantificación del voto plural de acuerdo con el criterio de ponderación elegido. Es 
decir, tal previsión tiene como objetivo cumplir el precepto legal que la impone y, 
además, ha de realizarse por razones de seguridad jurídica y agilidad operativa en 
la constitución de la Asamblea así como para evitar la litigiosidad876. Si el criterio 
de ponderación elegido es el de la actividad cooperativizada, convendrá especificar 
en los estatutos -con el objetivo de evitar interpretaciones contrarias al espíritu de 
la norma- que la actividad que se computará a efectos de atribución del voto plural 
será aquella que habiendo sido realizada de facto, se ajuste, igualmente, al 
                                                 
872 De hecho, alguna norma contiene expresamente que la distribución de votos en las cooperativas 
agrarias nunca se hará en función de la aportación al capital social; vid. Art. 126 LSCEX; Art. 109.3, 
d) LCCMadrid 
873 Vid. Art. 52.2 LCPA; Art. 41.2 LCLR; Art. 36.2 LCG; Art. 34.1 LCCAT “ponderado en función de la 
actividad cooperativizada”; Art. 95.4 LCCV “se podr| ponderar de acuerdo con el volumen de 
actividad cooperativizada”. 
874 Alguna norma dispone que la atribución del voto a este tipo de socios se hará en función de la 
actividad cooperativizada que realicen y/o del número de socios de que dispongan; vid. Art. 35.2 
LCCyL.  En un sentido similar, el Art. 42.2 LCIB, dispone que la ponderación se realizará en función 
del grado de participación de cada socio en la actividad cooperativizada y, en su caso, del número 
de socios de cada entidad asociada. En el Art. 32.1 LCAR se realiza otro matiz ya que, dicha 
atribución, ha de ser proporcional a la actividad cooperativizada con la sociedad y a las 
prestaciones complementarias a esta actividad, sin que la diferencia pueda ser superior de uno a 
tres. Con una redacción casi idéntica, el Art. 35.1 LCPV establece que sea proporcional a la actividad 
cooperativa con la sociedad o a las prestaciones complementarias a esta actividad en el marco de la 
intercooperación. 
875 Vid. por ejemplo: Art. 36.2, II LCG; Art. 35, 2, II LCPV; Art. 67.13 LFCN. Según el Art. 95.4 LCCV lo 
que se ha de fijar estatutariamente “es el criterio temporal de su atribución (…)” 
876 Al hilo de tal previsión en las cooperativas de segundo grado de la LGC 1987 (art. 47.2), vid. PAZ 
CANALEJO, N., “Comentario Art. 47 LGC 1987”, op.cit. p. 440. 
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compromiso operativo estatutariamente establecido y asumido por cada socio. En 
definitiva, con la oportuna concreción estatutaria se limitan arbitrariedades por 
parte del socio que, de no existir tal mención, podría incrementar el peso de su 
voto plural en la Asamblea sobre la base de una actividad ajena a sus compromisos. 
 
Por otra parte, en segundo lugar, es conveniente instaurar ciertas garantías para 
prevenir errores en la atribución del voto plural, por ejemplo, fijando en los 
estatutos un sistema según el cual -con la debida antelación a la celebración de la 
Asamblea General- se informe a los cooperativistas del número de votos sociales 
que corresponden a cada uno de acuerdo con el criterio de atribución utilizado. 
Asimismo. Una vez realizada dicha publicidad sería necesario determinar el 
oportuno plazo para su impugnación por el socio disconforme a través del 
procedimiento fijado para tal fin877. 
 
En cualquier caso, la fijación estatutaria de los criterios de proporcionalidad del 
voto y del sistema de garantía, presenta el problema de su variabilidad -sobre todo 
de los primeros- por cuanto dependen directamente de circunstancias cambiantes. 
Así pues, cualquier variante en dichas circunstancias conllevaría la oportuna 
modificación estatutaria razón por la que se ha mantenido que la fórmula más 
adecuada sería la adopción de un Reglamento de Régimen Interno aprobado por la 
Asamblea General878 que articulase un sistema más flexible e igual de garantista. 
 
Por último, legalmente se prevén límites cuantitativos al ejercicio del derecho de 
voto.  
 
Dentro de los mismos existe uno de carácter específico relativo al número total de 
votos que puede detentar un solo socio. Tal límite será diferente según la norma 
cooperativa que estudiemos. Así, en aquellas leyes que contemplan la división 
entre socios que son una cooperativa, sociedad participada por cooperativa o 
entidad pública de aquellos otros que carecen de tal catalogación, tal límite varía 
                                                 
877 Con acierto, este régimen garantista figura expresamente regulado en alguna norma, vid. Art. 
126. 1, b) LSCEX; Art. 65.5, c) LFCN 
878 Al respecto, vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., La integración cooperativa…, op.cit. pp. 139-140; 
VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas…., op.cit. p. 108 (nota 99). 
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según el tipo de socio879; sin embargo, en las normas que no hacen tal distinción el 
límite es único880. 
 
Asimismo, ciertas normas prevén un límite relativo al número total de votos 
plurales posibles computados sobre la totalidad de los votos sociales existentes en 
la cooperativa881 o la mitad del número de socios882. Este límite posee un carácter 
general ya que se superpone a los anteriormente citados883; un carácter imperativo 
y absoluto884; y, además, está circunscrito a las cooperativas de primer grado. 
 
En cualquier caso, cuando el límite cuantitativo -sea el específico o el de carácter 
general- se fije teniendo en cuenta los votos sociales de la cooperativa -o 
expresiones de análogo significado a la anterior por ejemplo, votos totales- existen 
dudas interpretativas por cuanto las leyes no especifican el momento que se ha de 
tener en cuenta para el cómputo de los votos totales lo cual “no facilita la 
interpretación del precepto, sino que, bien por el contrario la dificulta”885. A 
                                                 
879 El número de votos de un socio que no sea sociedad cooperativa no podrá ser superior al tercio 
de los votos totales de la cooperativa, vid. 35, 2, III LCPV. En el Art. 32.1 LCAR se mantiene que para 
este tipo de socios la diferencia no podrá ser superior de uno a tres. Cuando se permiten ambos 
tipos de socios, se suele mantener el límite del 30% para los socios que acabamos de citar y de 5 
votos sociales máximo, y siempre y cuando no superen el 30% citado, en aquellas cooperativas de 
primer grado donde se permite el voto plural para toda clase de socios; al respecto, vid. LC, LCCyL, 
LCRM. El límite se fija en un tercio de los votos sociales, salvo que la cooperativa esté integrada por 
tres socios, en tal caso el límite se elevará al 40%, en este sentido, vid. Art. 42.2 LCIB 
880 Habitualmente y para los tipos cooperativos concretos en los que se permite el voto plural, dicho 
límite será el de 5 votos sociales –vid. Art. 36.2 LCG; Art. 34.1 LCCAT-, sin que pueda atribuir a un 
solo socio más de un tercio de los votos totales de la cooperativa; tal y como se puntualiza en el Art. 
41.2 LCLR. En el Art. 52.2 LCPA no se permite atribuir a cada socio en ningún caso más de diez 
votos sociales. Por último, en el Art. 49.2, a) LCCLM se puntualiza “sin que quepa atribuir a cada 
socio en ningún caso m|s de una cuarta parte de los votos sociales”. 
881 Por ejemplo: que la suma total de los votos plurales no pueda alcanzar la mitad del número de 
votos de la cooperativa de trabajo asociado, vid. Art. 67.13 LFCN; o el 25% de los votos sociales de 
la cooperativa de primer grado donde se permita, incrementándose éstos en el correspondiente 
porcentaje, vid. Art. 36.3 LCG. Con diversa formulación, en algunas normas se dispone que no se 
consentirá que el colectivo de miembros con voto plural llegue a alcanzar en su conjunto y para 
cada ejercicio económico un porcentaje de votos que supere a la mitad del número total de votos 
sociales que habría en la cooperativa, vid. Art. 52.2 LCPA; o, sin que el colectivo de miembros con 
voto plural llegue a alcanzar en su conjunto y para cada ejercicio económico un porcentaje de votos 
que supere al total de votos igualitarios, vid. Art. 49.2, a) LCCLM 
882 Vid. Art. 26.7 LC 
883 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 206. 
884 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 253. 
885 Tal y como mantiene -con respecto al cómputo del voto de los socios colaboradores en la LC- 
VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. pp. 104-105. Además -como se 
puntualizaba para las cooperativas de segundo grado y en la LGC 1987- la expresión votos totales 
puede hacer referencia: a) a los votos de todos los socios existentes en la cooperativa; b) a los votos 
de los asistentes -sea directamente o por representación- a la Asamblea; c) a los votos de los que 
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nuestro juicio, la indicación a los votos totales o expresiones análogas, hace 
referencia a los votos posibles de todos los socios de la cooperativa. Sobre tal cifra 
se impondrá el citado límite cuantitativo sin olvidar que el principio de libre 
adhesión puede dificultar dicho cómputo886. En todo caso, debido a la falta de 
claridad en esta materia, convendría fijar un criterio específico en los Estatutos 
para disipar cualquier interpretación ajena a la verdadera voluntad de los socios 
fundadores de la cooperativa.  
 
6.6.2.2.- Cuestiones específicas del voto plural en las cooperativas de 
explotación comunitaria de la tierra y en las cooperativas de crédito.  
 
La legislación cooperativa, aparte del régimen general expuesto, contiene una 
disciplina específica para la atribución de voto en las cooperativas de explotación 
comunitaria de la tierra. Éstas asocian a titulares de derechos de uso y 
aprovechamiento de bienes susceptibles de explotación agraria que ceden tales 
derechos prestando también, o no, su trabajo personal, así como a quienes sin 
ceder derechos de disfrute van a trabajar a la entidad. Por consiguiente, la 
duplicidad en la tipología de socios incidirá en el régimen de atribución de voto al 
que vamos a referirnos. 
 
Este régimen no dista significativamente de lo apuntado para otras clases de 
cooperativas si bien posee unos elementos definitorios propios887. No obstante, 
aunque todas las normas regulan las cooperativas de explotación comunitaria de la 
                                                                                                                                               
estén presentes en el preciso momento de efectuar la votación; o, d) a los votos emitidos; vid. PAZ 
CANALEJO, N. “Comentario Artículo 47 LGC 1987”, op.cit. p. 443. En la LC, la citada expresión es 
ambigua si bien ofrece menos posibilidades de interpretación: a) votos posibles de todos los socios 
de la Cooperativa; y b) votos totales de entre los asistentes con derecho de voto a la Asamblea 
General. 
886 Por ejemplo, para el cómputo del quórum mínimo necesario para la constitución de la Asamblea 
General, se precisa un determinado porcentaje o número de los votos sociales. Para tal caso, se ha 
mantenido que la referencia a los “votos sociales” debe entenderse a aquellos votos que en el 
momento de la celebración de la Asamblea sean operativos, es decir, no teniendo en cuenta ni los 
votos de aquellos socios que se hallaren afectos por una sanción de suspensión en tal derecho o los 
votos de aquellos socios que deban abstenerse de votar por encontrarse en conflicto de intereses; 
vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 251. 
887 Hay normas que no hacen distinción alguna entre este tipo de cooperativas y otras de primer 
grado donde se permite el voto plural ponderado. Así, permiten el voto plural en función de la 
actividad cooperativizada con un máximo de 5 votos sociales por cooperativista y un límite del 
30%, vid. Art. 35.3 LCCyL; en función de la actividad cooperativizada con un máximo de 10 votos 
sociales, vid. Art. 53.2 LCPA. En un sentido similar, vid. Art. 34.1 LCCAT 
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tierra, tan sólo en algunas se permite el voto plural mientras que otras 
expresamente prohíben esta posibilidad. 
 
Las leyes que admiten el voto plural lo someten a unos criterios de ponderación y a 
unos límites máximos en la atribución. El elemento característico de esta clase de 
cooperativas radica en el diferente trato otorgado a los socios trabajadores y a los 
socios cedentes de tierras a la cooperativa. A estos últimos se le puede atribuir un 
voto plural o fraccionado en función de la valoración de los bienes cedidos a la 
cooperativa888 o, de forma menos usual, de la actividad cooperativizada889. Por lo 
demás, se suele imponer un límite específico en el número de votos que puede 
detentar un socio cedente con respecto a los de su misma clase890.  
 
No obstante, en ciertas leyes prevalece para las cooperativas de explotación 
comunitaria de la tierra el principio de la paridad según el cual cada socio posee un 
voto aunque en un mismo socio recaiga la doble condición de cedente y 
trabajador891. 
 
Las cooperativas de crédito tienen como objeto el servir a las necesidades 
financieras activas o pasivas de sus socios y de terceros a través del ejercicio de 
actividades y servicios propios de las entidades de crédito.  
 
En todas las normas cooperativas se disciplina mínimamente este tipo cooperativo 
puesto que su regulación de fondo se remite, en la práctica totalidad de los 
                                                 
888 Como se puede observar también quiebra el principio de unicidad de voto cuando se asigna una 
fracción del mismo a cualquier socio cooperativista. En el caso de las cooperativas de explotación 
comunitaria de la tierra, el criterio de ponderación utilizado es el de los bienes cedidos a la 
cooperativa. En razón a dicho criterio, a unos socios le pueden corresponder varios votos y a otros 
una fracción del mismo. Dicha fracción de voto resulta relevante a la hora de determinar el límite 
máximo de votos que puede detentar un socio cedente.  
889 Vid. Art. 65.5, b) LFCN; Art. 35.3 LCCyL 
890 Situado en el quíntuplo de la fracción de voto que ostente otro socio de la misma modalidad, vid, 
Art. 26.5 LC, Art. 44.5 LCRM, Art. 41.3 LCLR, Art. 110.3 LCCMadrid (remisión a LC); se otorgará a 
cada socio entre uno y diez votos no pudiendo ser la ponderación inferior a tres votos, vid. Art. 65.5, 
a) LFCN 
891 Al respecto, vid. Art. 112.1 LCPV; Art. 131.2 LSCEX; Art. 88. 3 LCCV; Art. 155.2 LSCA 
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casos892, a la Ley 13/1989, de 26 de mayo de Cooperativas de Crédito (LCCr) y su 
Reglamento aprobado por RD 84/1993, de 22 de enero893. 
 
El ejercicio de la actividad de crédito justifica la especificidad en la atribución del 
derecho de voto. La regla general en las cooperativas de crédito es la atribución del 
voto en función de las aportaciones al capital social por lo que -como podemos 
observar- rige un criterio capitalista de atribución que ´ha de ser matizado.  
 
Así las cosas, el artículo 9 de la LCCr, parte del principio general “cada socio tendr| 
un voto” y, a continuación, prevé una derogación de tal principio en base a 
cualquiera de los criterios estipulados por la ley. Así, la proporcionalidad del voto 
plural podrá depender de la actividad cooperativizada, del número de socios en las 
cooperativas asociadas o, en proporción a las aportaciones que se hayan realizado 
al capital social. En cualquier caso, la introducción del último criterio citado es 
totalmente potestativa894.  
 
Por otra parte, se imponen límites para el ejercicio del voto plural dado que se 
determina que el límite máximo para personas físicas estará representado por el 
2,5 por ciento del capital social y para personas jurídicas en el 20 por ciento895.  
 
                                                 
892 Excepto en aquellos casos en los que se dictó la oportuna norma autonómica en esta materia, a 
saber: Decreto 83/2005, de 22 de abril, del Gobierno Valenciano, por el que se regulan las 
Cooperativas de Crédito de la Comunitat Valenciana; Ley 6/1998, de 13 de mayo, de regulación del 
funcionamiento de las Secciones de Crédito de las Cooperativas de Cataluña; Ley 5/2001, de 10 de 
mayo, de Crédito Cooperativo (Extremadura). Por ejemplo, esta última norma dedica su Título II al 
régimen económico, que est| caracterizado por lo siguiente: “En materia de aportaciones, todo 
socio debe poseer, al menos, un título nominativo de aportación, debiendo tener todos los títulos 
igual valor nominal, aquel que determine los Estatutos. En consonancia con el Derecho cooperativo, 
se establecen cuotas máximas de capital por socio, diferentes en función de si es persona jurídica o 
física. En el primer caso, las aportaciones de cada socio no pueden exceder del 20% del capital 
social, que procede recordar es variable. Si hablamos de socios personas físicas, sus aportaciones al 
capital no pueden exceder el 2,5%. Además, las personas jurídicas socios que no tengan la 
condición de sociedad cooperativa no podrán poseer más del 50% del capital social”; vid COSTAS 
COMESAÑA, J.,  “Apuntes sobre a Nova Lei de Crédito Cooperativo de Estremadura”, Cooperativismo 
e Economía Social, núm. 24, 2001-2002, p. 155. 
893 Al margen de esta normativa también son aplicables las normas que regulan las entidades de 
crédito. 
894 En tal caso se permite la proporcionalidad voto/aportación propia del principio plutocrático; 
vid. GARCÍA-PITA Y LASTRES, J.L., “As cooperativas de crédito e de seguros”, en AA.VV., Estudios 
sobre a Lei de Cooperativas de Galicia, (Dir. Domingo Bello Janeiro),  Santiago de Compostela, 1999, 
p. 316. 
895 En este punto el Art. 9 remite al Art. 7 de la LCCr 
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6.6.2.3.- Voto plural ponderado en las Cooperativas de segundo o ulterior 
grado. 
 
El sexto principio cooperativo según la redacción del XXXI Congreso de la ACI 
celebrado en Manchester en 1995, dispone que: “Las Cooperativas sirven a sus 
socios lo más eficazmente posible y fortalecen el movimiento cooperativo trabajando 
conjuntamente mediante estructuras locales, nacionales, regionales e 
internacionales”.  
 
La denominada cooperación entre cooperativistas o integración cooperativa 
supone una colaboración de índole económica para la consecución de una finalidad 
empresarial896. El elemento clave de esta colaboración –independientemente de la 
técnica utilizada para la misma- es la disciplina del derecho de voto que se suele 
articular a través de la atribución del derecho de voto plural a las diferentes 
cooperativas integradas en una de segundo grado897. Éstas últimas son definidas 
como sociedades cooperativas que se componen de cooperativas de la misma o 
distinta clase pudiendo también integrar a socios de trabajo y, con ciertas 
limitaciones, a otras personas jurídicas, públicas o privadas y empresarios 
individuales, con el objeto de promover, coordinar y desarrollar fines económicos 
comunes de sus socios, y reforzar e integrar la actividad económica de los 
                                                 
896 Las técnicas concretas para conseguir tal unión son variadas, así, varias cooperativas de primer 
grado o de base pueden constituir una cooperativa de segundo grado, constituir un grupo 
cooperativo, y, por último, suscribir acuerdos intercooperativos. De una forma limitada, la 
“integración cooperativa” haría referencia a la colaboración económica entre entidades 
cooperativas. Por tanto, la integración cooperativa, en puridad, sería “toda forma de concentración 
empresarial que implica a sociedades cooperativas (o, en su caso, a otras entidades y personas 
jurídicas) caracterizada por hacer compatible un alto grado de unión económica con el 
mantenimiento de la autonomía jurídica de quienes la componen” vid. EMBID IRUJO, J.M., 
“Problemas actuales de la integración cooperativa”, RDM, núm. 227, 1998, p. 11. Sin embargo, con 
un criterio general, la integración cooperativa comprendería también el asociacionismo entre 
cooperativas cuyo objetivo es la defensa y promoción de los intereses de las cooperativas asociadas. 
Para cumplir tal fin, habitualmente se constituyen uniones, federaciones y confederaciones de 
cooperativas. 
897 La naturaleza específica de la sociedad cooperativa como entidad de base democrática ha de 
casar con el nivel de dependencia que ésta tenga dentro de un grupo cooperativo. Esta 
subordinación de una sociedad respecto de otra supone que se tengan que acatar las instrucciones 
que imparta la dirección del grupo aunque sean perjudiciales para uno de las cooperativas que lo 
integran siempre que se adopten en interés del grupo. Al respecto, con detalle, vid. EMBID IRUJO, 
J.M., Concentración de empresas y Derecho de cooperativas, Murcia, 1991, pp. 36 y ss. 
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mismos898. En definitiva, la cooperativa de segundo grado es un tipo legal de 
sociedad cooperativo que, en consecuencia, tendrá que actuar conforme a los 
principios que rigen este tipo de sociedades899.  
 
En lo relativo al derecho de voto en las cooperativas de segundo grado resulta 
crucial el cuarto principio cooperativo introducido en el Congreso de la ACI de 
1995. Este principio, bajo la rúbrica de autonomía e independencia, señala lo 
siguiente: “Las cooperativas son organizaciones autónomas de autoayuda 
gestionadas por sus socios. Si firman acuerdos con otras organizaciones, incluidos los 
gobiernos, o si consiguen capital de fuentes externas, lo hacen en términos que 
aseguren el control democrático por parte de sus socios y mantengan su autonomía 
cooperativa”. Así las cosas, la pr|ctica totalidad de las leyes cooperativas prevén la 
existencia del voto plural en las cooperativas de segundo grado900, si bien lo 
supeditan a una serie de condicionantes y limitaciones que pasamos a enumerar.  
 
En primer lugar, para que sea viable el voto plural en las cooperativas de segundo 
grado es necesaria la oportuna previsión estatutaria. Es decir, la elección de esta 
técnica de voto es opcional por lo que si no figura tal mención en los estatutos la 
regla aplicable será la de un socio un voto901. Asimismo, como avanzamos, en la 
actualidad esta técnica de voto no se limita a las cooperativas de segundo grado 
sino que está permitida en las cooperativas de base902. 
 
En segundo lugar, la atribución del voto plural puede realizarse de acuerdo con 
varios criterios que formulan las leyes cooperativas, normalmente, de forma 
alternativa. Es común que el voto en la Asamblea General de la cooperativa de 
segundo grado se haga en proporción a la participación de cada uno de los socios 
en la actividad cooperativizada de ésta, o bien al número de socios de cada entidad 
                                                 
898 Al respecto, vid. Art. 77 LC 
899 En este sentido, vid. ALFONSO SÁNCHEZ, R., La integración cooperativa…, pp. 364-365; VÁZQUEZ 
PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. pp. 40-41. 
900 Vid. Art. 26.6 LC; Art. 52.2 LSCA; Art. 35.2 LFCN; Art. 131.1 LCPV; Art. 160.1 LSCEX; Art. 130.6 
LCG; Art. 35.1 y 126.1 LCCMadrid; Art. 45.1 LCLR; Art. 32.2 y 90, b) LCAR; Art. 37.2 LCCV; Art. 35.4 
LCCyL; Art. 34.4 LCCAT; Art. 44.6 LCRM; Art. 52.2, II, LCPA  
901 En el Art. 101.3 LCCV se establece expresamente que si no se fijase regla proporcional, cada 
socio dispondrá de un voto. 
902 Como avanzamos y de forma diversa a lo que sucedía en ciertos precedentes legislativos, vid. 
Supra. Cap. 6.6.2.2. 
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asociada. Igualmente -tal y como se deduce de algunas normas- se contemplan 
ambas posibilidades conjuntamente903. En todo caso, procede realizar una serie de 
matizaciones respecto a los criterios de atribución.  
 
El volumen de actividad cooperativizada deberá coincidir con aquella que 
habiendo sido realizada por el socio se haya ajustado al compromiso operativo 
concretado en los estatutos y asumido por cada socio904. Por consiguiente, la 
participación en la actividad cooperativizada posee una doble vertiente: como 
derecho y como obligación del socio cooperativista905. El criterio de atribución del 
voto de acuerdo con la participación en la actividad cooperativizada “viene a 
primar el grado de vinculación o compromiso efectivo del socio con la Cooperativa, 
ya que es la actividad cooperativizada la que, con su desarrollo colectivo, satisface 
la necesidad socio-económica común impulsora de la constitución de la Entidad (y 
de la ulterior entrada de socios) así como la que condiciona la adscripción de la 
Cooperativa a una de las clases previstas en la Ley”906.  
 
Respecto a la atribución en proporción al número de socios que integran la entidad 
o persona jurídica asociada habrá que determinar cuál es el momento elegido para 
el cómputo de tal número. En efecto, el número de socios puede variar según se 
tenga en cuenta como día de cómputo el último del ejercicio anterior, la fecha del 
anuncio de la convocatoria de la Asamblea o si se opta por el cálculo de la media de 
los socios existentes durante el último ejercicio. Al respecto, VÁZQUEZ PENA opina 
que estatutariamente habría que optar por la “fijación de unos criterios de 
cómputo que pudiesen llevarse a efecto cada vez que la Asamblea de la 
Cooperativa de grado superior vaya a celebrarse, sin perjuicio –claro está- de que 
en determinados supuestos y bajo determinadas circunstancias pueda justificarse 
                                                 
903 Vid. VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. p. 108. Esta posibilidad se 
contempla expresamente en algunas normas, por ejemplo: Art. 41.5 LCLR; Art. 130.6 LCG; Art. 
160.1 LSCEX; Art. 44.6 LCRM 
904 Al respecto, vid. VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. pp. 109-110. 
905 Así pues, “la actividad cooperativizada es la propia de la cooperativa, la que se dirige a la 
consecución del objeto social, aquello para lo que se ha constituido la propia cooperativa, la causa 
de cada concreta sociedad, la necesidad común de todos los cooperativistas, para cuya satisfacción 
se constituyen en sociedad (…) Actividad cooperativizada, por tanto, es la actividad empresarial que 
se organiza y desarrolla mediante la sociedad cooperativa”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 
54. 
906 Vid. VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. p. 110. 
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la fijación de tales baremos durante un período de tiempo concreto”907. En todo 
caso, también debería considerarse ilícita una cláusula estatutaria que congelara 
tales límites en un momento determinado o los fijara por un tiempo excesivamente 
prolongado908. 
 
Por último, en tercer lugar -una vez admitido el voto plural en los Estatutos y 
determinados los criterios de proporcionalidad del mismo- en la legislación 
cooperativa se suelen contemplar una serie de límites cuantitativos al derecho de 
voto. A efectos de estudio, podemos diferenciarlos en tres sistemas909. 
 
El primer sistema está previsto en las leyes que prevén una limitación de carácter 
objetivo aplicable a todos los socios. Se fija un límite máximo al porcentaje de voto 
que puede ostentar un solo socio, por ejemplo: el 50% en la LCCV, en la LCG y en la 
LSCA; un tercio de los votos totales, salvo que la sociedad esté integrada por sólo 
tres socios, en cuyo caso el límite se elevará al 40%, tal y como propugna la LCIB, 
añadiéndose en la LCLR y en la LCRM que si la integran únicamente dos socios, los 
acuerdos deben adoptarse por unanimidad.  
 
Un segundo sistema lo encontramos en las normas que determinan un límite 
porcentual concreto al derecho de voto de todos los socios, y también limitan los 
votos que podrán detentar aquellos socios de la cooperativa de segundo grado que 
sean personas jurídicas pero que carezcan de la forma cooperativa. En este 
sentido, por ejemplo: se establece un 40% de los votos presentes y representados 
en Asamblea General para las personas jurídicas que carezcan de la calidad de 
socio y, además, el límite total del 50% de los derechos de voto en un solo socio, en 
el artículo 101 LCCV. Con más detalle, algunas normas disponen que: “No obstante, 
ningún socio podrá ostentar más de un tercio de los votos totales, salvo que la 
sociedad esté integrada sólo por tres socios, en cuyo caso el límite se elevará al 
cuarenta por ciento, y si la integrasen únicamente dos socios, los acuerdos deberán 
                                                 
907 Vid. VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. p. 112. 
908 Al respecto, vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentarios Arts. 48 y 49 LC”, en AA.VV., Comunidades 
de bienes, cooperativas y otras formas de empresa, Tomo II, Madrid, 1996, p. 1180. En línea con este 
autor, vid. VÁZQUEZ PENA, M., Las cooperativas de segundo grado…, op.cit. p. 112. 
909 Criterio clasificatorio seguido en; GADEA- SACRISTÁN- VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. pp. 
563-564. 
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adoptarse por unanimidad de voto de los socios. En todo caso, el número de votos de 
las entidades que no sean sociedades cooperativas no podrá alcanzar el cuarenta por 
ciento de los votos sociales. Los Estatutos podrán establecer un límite inferior”910.  
 
Por último, un tercer sistema es aquél en el que se imponen límites de votos por 
socio únicamente a las entidades que no sean sociedades cooperativas, por 
ejemplo: que no sea superior a un tercio de los votos sociales, salvo que hubiese 
cuatro socios -Art. 131.1 LCPV, Art. 160.1 LSCEX-; en el 20% de los votos sociales -
Art. 35.4 LCCyL-; o, de forma m|s genérica, que “los socios que no sean 
cooperativas, no pueden, en ningún caso, tener la mayoría de los votos sociales” -
Art. 34.4 LCCAT-. 
 
6.6.3.- Otras cuestiones sobre el derecho de voto en las cooperativas: 
suspensión, voto dirimente, voto por representante, conflicto de intereses. 
 
6.6.3.1.- Suspensión del derecho de voto. 
 
En este epígrafe analizaremos aquellos supuestos en los que procederá la 
suspensión del derecho de voto y, especialmente, en cuáles son los requisitos para 
llevarla a cabo911.  
 
El derecho de voto se configura como un derecho esencial por lo que su limitación 
o derogación ha de estar prevista por ley. En el caso de las sociedades de capital, la 
enumeración de tales derechos realizada en el artículo 93 del TRLSC incorpora una 
“autolimitación” a través de la cual los derechos allí enumerados pertenecen al 
accionista “en los términos establecidos en esta Ley” y “salvo en los casos en ella 
previstos” 912. De hecho, en sede de anónimas, cuando el accionista se encuentre en 
mora en el pago de los dividendos pasivos, legalmente queda privado del derecho 
                                                 
910 Tal y como se dispone en el Art. 26.6 LC. Con una redacción similar, vid. Art. 35.1, II LCCMadrid. 
911 Asimismo, también será necesario concretar el efecto que tiene sobre el derecho de voto la mora 
en el desembolso de los “dividendos pasivos” en aquellas leyes cooperativas que permiten el 
desembolso parcial. Al respecto, vid. Supra Cap. 5.3.3.3. 
912 Tal y como se puntualizaba para el derogado artículo 48 TRLSA –cuyo contenido reproduce el 
actual artículo 93 TRLSC-, este precepto “advierte claramente que la propia LSA va a establecer 
algún tipo de derogación o limitaciones de estos derechos”; vid. TOBÍO RIVAS, A., Limitaciones y 
derogaciones de los derechos de asistencia y voto del accionista (Art. 105 LSA), Madrid, 1995, p. 27. 
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de voto, del derecho a percibir dividendos y del derecho de suscripción preferente. 
En todo caso, la interpretación del alcance de estas limitaciones ha de realizarse de 
manera restrictiva, es decir, pese a que el accionista esté en mora no es viable 
restringir derechos distintos a los expresamente mencionados ni en condiciones 
diversas a las fijadas. Por consiguiente, la morosidad no afecta al derecho de 
asistencia a la junta, al derecho de información, a los derechos de impugnación o a 
la cuota de liquidación913. Asimismo, mientras dura su condición de socio moroso 
la ley le prohíbe el ejercicio de determinados derechos -por ejemplo, el derecho de 
voto- pero se trata, en puridad, de una suspensión de estos derechos mientras dure 
la situación de morosidad dado que cumplidas sus obligaciones, el accionista podrá 
volver a ejercitar plenamente sus derechos y no hay obst|culo para que “una vez 
desembolsados los dividendos pasivos (más los intereses), pueda recuperar los 
dividendos dejados de percibir, si éstos no han prescrito e, incluso, reclamar la 
suscripción preferente si el plazo para su ejercicio todavía no ha transcurrido (art. 
44 LSA)”914.  
 
Por otro lado, el TRLSC permite que en sede estatutaria o por decisión de la Junta 
General se excluyan o limiten algunos derechos siempre que se cumplan los 
condicionantes fijados legalmente. Así, por ejemplo, es viable la creación de las 
denominadas “participaciones sociales y acciones sin voto”915. Pese a carecer de 
voto estas partes del capital social comprenden la triple faceta que distingue a esta 
clase de títulos puesto que son una parte alícuota del capital social, suponen una 
expresión de la condición de socio y poseen un valor. En todo caso -lo 
verdaderamente característico- es que otorgan “a su titular derechos diferentes a 
los que se derivan de la posición jurídica b|sica del socio”916 puesto que, por una 
parte, confieren ciertas prerrogativas de carácter económico pero, en 
                                                 
913 Vid. MIQUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 44 TRLSA”, op.cit., pp. 484-485. 
914 Vid. TOBÍO RIVAS, A., Limitaciones y derogaciones…, op.cit. p. 28. 
915 Tal y como se establece en el artículo 98 TRLSC en virtud del principio de libertad de emisión 
puede emitir acciones o participaciones sociales sin voto bien en el momento fundacional o en un 
momento posterior. 
916 Vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 90 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios…, 
Vol. I., op.cit. p. 927.  
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contrapartida, se hallan privadas del derecho de voto como consecuencia de una 
transacción en el seno de la sociedad de votos por dividendos917. 
 
En el Derecho cooperativo la suspensión del derecho de voto ha de ir aparejada al 
incumplimiento de determinadas obligaciones. Las leyes cooperativas comprenden 
normas de disciplina social que pese a ser fijadas en sede estatutaria han de ser 
redactadas de acuerdo con los límites y condicionantes fijados por ley918. Por ello, 
resulta crucial que su redacción sea clara y precisa evitando la inclusión de 
fórmulas ambiguas, indeterminadas o abiertas susceptibles de generar litigiosidad 
entre los socios y la sociedad o perjudiciales para el buen funcionamiento de la 
cooperativa919. En este punto, algunos textos legales -con un loable criterio 
garantista- citan expresamente el principio de tipicidad como rector de esta 
materia, es decir, el socio cooperativista tan sólo podrá ser sancionado por faltas 
previamente tipificadas en los estatutos y que dichas faltas han de ser catalogadas 
en leves, graves y muy graves920. También -aunque no es lo usual- alguna ley 
permite que las faltas leves sean tipificadas en el Reglamento de régimen 
interno921. Finalmente, conviene señalar que el derecho sancionador y las normas 
limitativas de derechos, han de ser interpretados de una manera restrictiva922 y, 
asimismo, que en materia sancionatoria ha de respetarse el principio de 
proporcionalidad923. 
 
                                                 
917 En efecto, tal y como se ha puntualizado, “a la vista de estas particularidades, resulta preferible 
considerar a las acciones sin voto como una clase especial de acciones de naturaleza legal”; vid. 
FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 90 TRLSA”, op.cit. p. 927. 
918 Como bien se ha matizado, pese a que únicamente es necesario que el ámbito y el alcance de la 
suspensión de los derechos del socio venga determinado por los estatutos sociales “la regulación de 
la suspensión de los derechos en los estatutos se encuentra condicionada por las causas que pueden 
originarla y por los derechos que pueden ser objeto de suspensión (…)”; vid. GADEA-SACRISTÁN-
VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 189. 
919 En este sentido, vid. DUQUE DOMÍNGUEZ, J.F., “La baja obligatoria del socio”, REVESCO, núms. 
56-57, 1988-1989, p. 25. 
920 Vid. por ejemplo: Art. 28 LCIB; Art. 28. 1, II LSCEX; Art. 28.1 LCLR; Art. 24.1 LCCyL; Art. 25.1 
LCCMadrid 
921 Vid. Art. 21.1 LCCAT 
922 En este sentido se expresa la STS (Sala de lo Civil) de 28 de diciembre de 2000 (RJ 2001/1473), 
que en su fundamento de derecho segundo -en un supuesto de suspensión de derechos a un socio 
de una cooperativa de trabajo asociado- establece con claridad que “la hipotética duda o 
incertidumbre (a efectos argumentativos) en la interpretación legal debe resolverse en el sentido 
favorable a los demandantes tanto porque ha de rechazarse la interpretación extensiva del derecho 
sancionador, como por el criterio restrictivo con que deben entenderse las normas limitativas de 
derechos”. 
923 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 183. 
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De acuerdo con lo expuesto, es habitual que las normas cooperativas limiten la 
suspensión de derechos del socio del siguiente modo: 
 
En primer lugar, sólo procederá la suspensión en supuestos en los que el socio esté 
al descubierto de sus obligaciones económicas o cuando no participe en la 
actividad cooperativizada en los términos acordados. Sin embargo, esto no quiere 
decir que las citadas infracciones del cooperativista sean sancionadas siempre con 
la suspensión por cuanto existirán casos en los que al socio incumplidor pueda 
imponérsele una sanción más grave –por ejemplo, la expulsión- o, en otros, una 
sanción menos grave si la infracción no supera ciertos umbrales fijados 
estatutariamente924. Así pues –a modo de ejemplo- la sanción podría consistir en 
una amonestación, podrá tener naturaleza económica, en la suspensión de 
derechos sociales o, como última medida, en la expulsión del socio 
cooperativista925. 
 
En segundo lugar, habitualmente se concreta un límite temporal por el que se 
circunscribe la suspensión al período que dure el incumplimiento. Existen leyes 
que prevén esta solución en el sentido indicado y, en consecuencia, tal suspensión 
finalizará en el momento en que se normalice su situación926. Sin embargo, otras 
normas guardan silencio al respecto927 por lo que resultará determinante, una vez 
más, la regulación estatutaria de esta cuestión. Por ello, conviene que tanto la 
duración de la sanción de suspensión como los requisitos para ejercer de nuevo los 
derechos objeto de suspensión figuren tipificados en la oportuna cláusula 
estatutaria que, por tal motivo, no debería circunscribirse únicamente a fijar un 
plazo máximo para la sanción928. 
 
                                                 
924 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 221. 
925 En este sentido, vid. Art. 25.1 LCCMadrid, Art. 32.1 LCCM 
926 Vid. Art. 41.4 LSCA; Art. 25.4 LCG; Art. 28.6, II LCLR 
927 Por ejemplo, entre otras: LC, LCPV, LCCMadrid, LCRM; LCIB; LSCEX 
928 Al respecto, también se ha puntualizado que:“En defecto de referencia a la duración de la 
sanción en el acuerdo sancionador, se aplicará la regla del momento en el que el socio normalice su 
situación, salvo que en los estatutos estuviese determinado con claridad un plazo concreto para la 
sanción o los requisitos necesarios para poder ejercer nuevamente los derechos objeto de 
suspensión (por ejemplo, compensaciones por los perjuicios causados)”; vid. GADEA-SACRISTÁN-
VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 190.  
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En tercer lugar y en todo caso, la suspensión no podrá afectar a determinados 
derechos tanto de carácter político como económico. Entre los primeros, no es 
susceptible de suspensión el derecho de información929; entre los segundos no 
procede la suspensión de la percepción del retorno, del devengo de intereses por 
las aportaciones al capital social ni la actualización de las mismas930. En definitiva, 
los socios cooperativistas pueden verse privados del derecho de voto así como del 
resto de los derechos, excepción hecha de los citados o bien cuando las normas 
limiten la suspensión de cualquier otro derecho931.  
 
6.6.3.2.- Voto dirimente o de calidad. 
 
El voto dirimente o de calidad suele estar prohibido en la legislación 
cooperativa932, si bien existe alguna excepción933. No obstante, conviene matizar 
que aunque se prohíba tal voto en las votaciones de la Asamblea esto no obsta que 
en otros órganos de la sociedad se admita tal privilegio a favor de la presidencia de 
tal órgano, por ejemplo: el Consejo Rector934, el Comité de Recursos935, etc.  
 
Asimismo, como consecuencia de esta prohibición se plantea el problema de los 
empates en las votaciones de la Asamblea. A tal efecto, como bien se ha 
puntualizado, sería conveniente prever la solución de este tipo de situaciones en 
los Estatutos o en el Reglamento de Régimen Interno936. 
                                                 
929 Tal y como se ha declarado por alguna jurisprudencia. Al respecto, en la STS (Sala de lo Civil) de 
21 de abril de 1986 (RJ 1986/1863) se preconizaba la no privación del derecho de información 
incluso en aquellos supuestos de sanciones disciplinarias. Contra esta posibilidad se muestran 
críticos algunos autores, por considerar incongruente que el Consejo Rector tenga que seguir 
informando a los socios sancionados por realizar la competencia a la cooperativa o por no guardar 
secreto. En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 187.  
930 Al respecto, por ejemplo, vid. Art. 32.4 LCRM; Art. 31.2 LCIB; Art. 25.4 LCG; Art. 28.6 LCLR 
931 Por ejemplo, el Art. 25.4, II LCG o el Art. 28.6, II LCLR impiden que se suspenda la asistencia a la 
Asamblea General con voz pero nada estipula sobre el derecho de voto. 
932 Vid. por ejemplo: Art. 36.6 LCG; Art. 49.8 LCCLM; Art. 42.4 LCIB; etc. 
933 Al respecto, en el Art. 35.7 LCCMadrid se estipula lo siguiente: “Los Estatutos podr|n prever que, 
en caso de empate en las votaciones el presidente pueda ejercer el voto dirimente”. 
934 Por ejemplo: Art. 50.4 LCLR; Art. 37.4, III LFCN; Art. 52.3 LCIB; etc. 
935 Si bien, los acuerdos de este órgano que recaigan sobre materia disciplinaria se adoptarán 
mediante voto secreto y sin voto de calidad; vid. por ejemplo, Art. 44.4 LC; Art. 52.5 LCCyL 
936 En este sentido, una vez comprobado el empate, esto es “que ninguna propuesta ha obtenido las 
adhesiones suficientes para integrar un acuerdo social (…) las opciones que se presentan son muy 
diversas; así cabe, ante todo, efectuar una nueva votación comprobatoria; formular nuevas 
propuestas; suspender temporalmente la sesión (para propiciar la elaboración de alternativas de 
consenso entre las dos posiciones equilibradas); modificar los términos de la propuesta que 
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6.6.3.3.- Representación del derecho de voto. 
 
El derecho de voto es una declaración de voluntad que pertenece a la esfera íntima 
de la persona937, aún así en la legislación cooperativa también se posibilita la 
representación cuando el socio no asiste directamente a la Asamblea sino que 
delega su voto en otra persona.  
 
El representante ejercita en nombre de su representado una tríada de derechos: 
asistir, opinar y votar en las sesiones asamblearias938. En cuanto a la 
representación en sí, podemos diferenciar entre la voluntaria y la legal.  
 
A la voluntaria se le imponen ciertos límites legales que derivan directamente de 
las notas personalistas de la sociedad cooperativa. Existe un límite de carácter 
subjetivo por cuanto el representante ha de poseer la condición de socio o bien ser 
un familiar del socio representado con cierto grado de parentesco939. En cualquier 
caso, no podrá estar representado por un familiar el socio que cooperativiza su 
trabajo o aquél que se lo prohíba una normativa específica. Con un criterio flexible 
                                                                                                                                               
inicialmente no obtuvo mayorías; y, en fin, llegar a la constatación final de que no se ha obtenido 
acuerdo, lo que a su vez puede generar una dinámica de otros acuerdos (por ejemplo, dar paso a 
votaciones de censura; nombramiento de Comisiones; desistimiento de precontratos; convocatoria 
de nueva Asamblea; contratación de expertos; etc.); vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art.47 LGC 
1987”, op.cit. p. 446. 
937 Así pues, “la emisión del voto constituye un negocio jurídico unilateral. Es una declaración de 
voluntad no recepticia destinada a unirse con las declaraciones de los demás socios y fundirse con 
ellas en un acuerdo colectivo, expresión de la voluntad social”; vid. GARRIGUES-URÍA, Comentario…, 
I, op.cit. p. 654. 
938 Razón por la cual no nos debe llevar a equivoco la usual rúbrica del precepto que regula esta 
cuestión en las normas cooperativas y que sólo hace alusión al voto. Esta “estrechez sem|ntica de la 
rúbrica legal” ya fue puesta de manifiesto por la doctrina a la hora de comentar la LGC 1987; vid. 
PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 48 LGC 1987”, op.cit. p. 458. En sentido similar, vid. 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 256. 
939 En ocasiones el grado de parentesco se fijará estatutariamente, vid. por ejemplo, Art. 27.1 in fine 
LC. En otros casos, en la misma norma se prevé el grado concreto de parentesco y, si se permite en 
los Estatutos, el socio podrá hacerse representar en la Asamblea por un familiar siempre que 
cumpla tal grado y tenga plena capacidad de obrar, al respecto, vid. Art. 36.9 LCG; Art. 35.3 
LCCMadrid; Art. 36.1 LCCyL. En otras normas, con más detalle, se especifica que Asimismo, podrán 
ostentar la representación, siempre que tuvieran capacidad legal para representarle, su cónyuge o 
persona unida por análoga relación de afectividad, sus ascendientes o descendientes directos, 
excepto en las cooperativas de trabajo asociado, o persona que ostente poder suficiente conferido 
en documento público, vid. Art. 50.1 LCCLM 
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-y creemos que acertado- en algunas leyes se especifica que los estatutos podrán 
autorizar la representación por medio de otras personas no socias940. 
 
También existe un límite cuantitativo puesto que un mismo representante socio no 
podrá representar a más de dos941. Finalmente, hallamos un límite de carácter 
formal debido a que la representación sólo podrá hacerse con carácter especial 
para cada Asamblea y según un procedimiento fijado en los Estatutos. En cuanto al 
concreto poder de representación, la mayoría de las leyes no exigen que en el 
mismo consten instrucciones sobre cada asunto que se votará en la Asamblea. No 
obstante, algunas normas posibilitan -siguiendo el criterio establecido en sede de 
anónimas por el artículo 186 del TRLSC- que en el poder se puedan indicar dichas 
instrucciones942.  
 
Respecto a la denominada representación legal, conviene subrayar la incorrecta 
utilización de esta terminología. Ésta es usada, indistintamente, para designar 
aquellas situaciones de representación de las personas jurídicas por una persona 
física, así como aquellos supuestos específicos de representación en caso de 
sumisión a la patria potestad o tutela de menores de edad no emancipados, de 
menores en situación de desamparo o de declaración judicial de incapacidad según 
sentencia de incapacitación. La incorrección deriva de incluir la representación de 
personas jurídicas en la categoría de representación legal dado que es necesario 
que tal catalogación se reserve únicamente para los demás supuestos que se han 
citado943. Finalmente, resulta común que -ante la falta de regulación- algunas leyes 
cooperativas realicen una remisión normativa especificando que la representación 
legal se acomodará a las normas de derecho común 944 o especial que le sean 
aplicables945. 
                                                 
940 Vid. Art. 50.1 in fine LCCLM; Art. 52.3 in fine LCPA 
941 Si bien en algunos casos, tal cifra se eleva a tres, vid. Art. 50.1 LCCLM 
942 El problema, tal y como se ha indicado, es que ni en la LC ni en aquellas normas en las que no 
consta la exigencia de instrucciones en el poder tampoco contemplan “la posibilidad de que el 
representante se separe de dichas instrucciones por resultar más beneficioso para el representado, 
por ejemplo por aparecer circunstancias ignoradas en el momento de apoderamiento (supuesto del 
art. 107.2 TRLSA, que será de aplicación analógica)”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 257. 
943 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 258.  
944 Tal y como se hace constar expresamente en algunas normas, vid. por ejemplo: Art. 36.3 LCCyL; 
Art. 27.2 LC; Art. 35.2 LCCAT 
945 Vid. por ejemplo: Art. 27.2 LC; Art. 43.3, II LCRM 
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6.6.3.4.- Conflicto de intereses.  
 
En la legislación cooperativa no se define lo que ha de entenderse por conflicto de 
intereses946. En la doctrina cooperativa, y ante la indefinición legal, se ha 
mantenido que “existe conflicto de intereses cuando el miembro social, directa o 
indirectamente (por ejemplo, a través de una sociedad controlada por él) aparece, 
contractual o extracontractualmente, con intereses contrapuestos a la 
Sociedad”947. En cualquier caso, conviene destacar los siguientes elementos 
constitutivos en el conflicto de intereses, a saber: “un interés extrasocial del socio, 
el interés de la sociedad, una relación conflictiva o de oposición entre ambos y la 
existencia de daño a los intereses de la sociedad, que en esta sede no es necesario 
probar para que prospere la acción de impugnación”948.  
 
En las sociedades de capital los supuestos de conflicto figuran tasados en el 
artículo 190.1 TRLSC de la siguiente forma: “En las sociedades de responsabilidad 
limitada el socio no podrá ejercer el derecho de voto correspondiente a sus 
participaciones cuando se trate de adoptar un acuerdo que le autorice a transmitir 
participaciones de las que sea titular, que le excluya de la sociedad, que le libere de 
una obligación o le conceda un derecho o por el que la sociedad decida anticiparle 
fondos, concederle créditos o préstamos, prestar garantías a su favor o facilitarle 
asistencia financiera, así como cuando, siendo administrador, el acuerdo se refiera a 
                                                 
946 En este sentido, se sigue la línea marcada por la disciplina de sociedades limitadas y el vigente 
TRLSC. Así en el derogado artículo 52 de la LSRL –coincidente con el actual artículo 190 del TRLSC- 
el legislador incluía una serie de supuestos concretos en los que se plantea una presunción iuris et 
de iure de conflicto, pero no define tal situación. Esto genera una dificultad para el intérprete pero 
también para la propia sociedad donde se manifieste el conflicto, al respecto, vid. EMBID IRUJO, 
J.M., “Comentario Art. 52 LSRL”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades de Responsabilidad 
Limitada, (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), 2ª edic., Madrid, 2009, p. 
665. 
947 Vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 47 LGC 1987”, op.cit. p. 447. Este autor, adem|s 
puntualiza “que esta situación no presupone un contraste entre el interés del socio y el interés 
(superior) de la Sociedad, sino una oposición entre dos intereses que afectan, ambos, al propio 
socio”. 
948 Vid. COSTAS COMESAÑA, J., El deber de abstención del socio en las votaciones, Valencia, 1999, p. 
63.  
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la dispensa de la prohibición de competencia o al establecimiento con la sociedad de 
una relación de prestación de cualquier tipo de obras o servicios”.  
 
Por consiguiente, de la situación de conflicto deriva la privación del derecho de 
voto y, asimismo, que las participaciones del socio en situación de conflicto no se 
tengan en cuenta para el cómputo de la mayoría. En este sentido, el artículo 190.2 
TRLSC dispone que: “Las participaciones sociales del socio en algunas de las 
situaciones de conflicto de intereses contempladas en el apartado anterior, se 
deducirán del capital social para el cómputo de la mayoría de votos que en cada caso 
sea necesaria”. 
 
En ciertas leyes cooperativas se regula de forma imperativa esta cuestión. En todo 
caso, los supuestos en los que el socio ha de abstenerse de votar por hallarse en 
conflicto de intereses con la cooperativa han de estar previstos en los estatutos y, 
en ocasiones, se realiza una remisión normativa a la disciplina de esta cuestión en 
las normas de sociedades de capital949. Dicho esto -y al igual que sucedía con la 
regulación anterior de esta materia- en opinión de PAZ CANALEJO “la redacción 
imperativa del precepto obliga a considerar no calificables favorablemente unos 
pactos estatutarios en los que se hubiese omitido esta regulación. Además, la Ley 
(LGC) señala expresamente que, en los casos de conflicto de intereses, el socio o 
asociado afectado, han de abstenerse de votar”950. Sin embargo, otras normas 
incorporan un criterio más flexible por cuanto disponen que los estatutos sociales 
podrán concretar los supuestos en que el socio deba abstenerse de votar por 
encontrarse en conflicto de intereses951, 952. 
 
                                                 
949 Al respecto, vid. entre otras: Art. 26.8 LC; Art. 44.8 LCRM 
950 Contenida en concreto en el artículo 47.4 LCG 1987. En este sentido, vid. PAZ CANALEJO, N., 
“Comentario Art. 47 LCG 1987”, op.cit. p. 446. 
951 Vid. Art. 37.6 LCCV; Art. 35.6 LCCMadrid; Art. 39.4 LCCLM; Art. 36.7 LCG 
952 En esta línea por ejemplo el Art. 52.1 LCPA dispone, con claridad, que: “Todos los socios tienen 
derecho a asistir a las reuniones de la asamblea general. En la asamblea a cada socio le corresponde 
un voto. Los estatutos establecerán los supuestos en que el socio deba abstenerse de votar por 
encontrarse en conflicto de intereses incluyendo, en todo caso, la adopción de un acuerdo que le 
excluya de la sociedad, le libere de una obligación o le conceda un derecho, o por el que la sociedad 
decida anticiparle fondos, concederle crédito o préstamos, prestar garantías a su favor o facilitarle 
cualquier asistencia financiera, así como cuando, siendo administrador, el acuerdo se refiera a la 
dispensa de la prohibición de competencia”. 
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De todas formas, conviene destacar que el carácter imperativo de las leyes no 
subsana los principales problemas de esta materia. En aquellos supuestos en los 
que se realiza una remisión a la solución prevista para las sociedades limitadas, 
nos encontraremos en la legislación cooperativa con los mismos problemas 
interpretativos a los que anteriormente aludíamos. Asimismo, la previsión 
estatutaria que ha de comprender -como mínimo- aquellos supuestos de conflicto 
regulados en sede de limitadas resulta de difícil concreción básicamente por dos 
motivos.  
 
Los casos específicos de conflicto de intereses importados de la normativa de 
limitadas se tendr|n en cuenta “siempre que resulten aplicables a la cooperativa y 
a sus socios”953. Por ello, la virtualidad práctica de esta remisión es escasa puesto 
que la mayor parte de los supuestos constitutivos de conflicto de intereses allí 
previstos constituyen materias que, en la cooperativa, no son competencia de la 
Asamblea sino del Consejo. En este sentido resultan esclarecedoras las 
apreciaciones realizadas por SÁNCHEZ RUIZ acerca de la regulación de esta 
cuestión en la LC. Al respecto, para el caso del acuerdo de exclusión de un socio, se 
ha puntualizado que este acuerdo “en la sociedad limitada es competencia de la 
junta de socios, mientras que sobre la expulsión de un socio en la cooperativa sólo 
deberá decidir la Asamblea si se recurre la decisión del Consejo Rector y no existe 
Comité de Recursos. Pues bien, sólo en este caso, en principio, parece que 
procederá el deber de abstención del socio, y no en el acuerdo del Consejo Rector 
(si el afectado fuera miembro de dicho órgano), salvo que de forma expresa se 
extienda el deber de abstención a los miembros del Consejo respecto a las 
decisiones que son competencia de dicho órgano”. En lo que concierne al supuesto 
de autorización para transmitir participaciones sociales, se ha indicado la dificultad 
que conlleva por cuanto “no tiene un claro equivalente en la LC. En la sociedad 
cooperativa, rigen normas especiales en materia de transmisión de su cuota por 
parte de los socios que, como regla general, no exigen un acuerdo de la Asamblea. 
En todo caso, parece que si la Asamblea debe pronunciarse al respecto (por el 
recurso de un socio disconforme, en defecto de Comité de Recursos), el socio o 
                                                 
953 Vid. PANIAGUA ZURERA, M, La sociedad…, op.cit. p. 207. 
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socios directamente interesados no podr|n votar”. En el caso de la liberación de 
una obligación o la concesión de un derecho a un socio frente a la sociedad – a no ser 
que se trate de los derechos y obligaciones derivados de la condición de socio 
cooperativo- el cooperativista afectado tampoco podría votar. Otro supuesto de 
abstención sería cuando “se adoptara un acuerdo de la Asamblea que, en su caso, 
decidiera anticiparle fondos o concederle créditos, préstamos o garantías o le 
liberara de la prohibición de competencia, si bien todas estas materias, en principio, 
son competencia del Consejo Rector. En todo caso si los estatutos las atribuyeran a 
la Asamblea o bien ésta, haciendo uso de sus poderes de instrucción o de 
autorización, adoptara algún acuerdo sobre estas cuestiones, procedería el deber 
de abstención de los socios implicados personalmente en el correspondiente 
acuerdo de la Asamblea General”. Por último, para aquellos casos de un acuerdo 
relativo al establecimiento de prestación de obras o servicios entre un socio-
administrador y la sociedad sí que existe una previsión “incluso con mayor 
extensión, en el art. 42 LC” 954. 
 
En definitiva, de un análisis detallado de los diferentes supuestos de conflicto de 
intereses previstos en el artículo 190 del TRLSC y su extrapolación a las sociedades 
cooperativas, se infiere que es fundamental complementar la regulación con un 
“régimen estatutario de prohibiciones de voto en la adopción de determinadas 
decisiones por el Consejo”955. Los estatutos de la cooperativa han de acotar 
aquellos supuestos en los que se estime que existe conflicto de intereses de forma 
cuidadosa dado que -como fácilmente se puede deducir- el contenido de la 
regulación estatutaria incidirá directamente en el alcance del derecho de voto de 
los socios cooperativos956. Por consiguiente, no es suficiente con la simple mención 
estatutaria de aquellos supuestos en los que el socio cooperativista no pueda votar, 
sino que tal regulación debería incluir previsiones específicas sobre otros aspectos 
esenciales para aplicar correctamente dichas prohibiciones, por ejemplo “reglas 
                                                 
954 Con claridad, vid. SÁNCHEZ RUIZ, M., “Asamblea General”, op.cit. pp. 219-220.  
955 Vid. SÁNCHEZ RUIZ, M., “Asamblea General”, op.cit. p. 219. 
956 En este sentido, “hay que huir tanto de una formulación muy laxa o tolerante (que haga 
prácticamente inaplicable la situación colisiva) como de un diseño riguroso y asfixiante (que 
privaría a los cooperadores del derecho a votar en el caso del más leve atisbo de interés 
extrasocial”; PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 47 LGC 1987”, op.cit. p. 447. 
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para el cómputo del quórum de asistencia y de la mayoría exigida para cada caso 
para la adopción del acuerdo; facultades del Presidente de la Asamblea; 
consecuencias jurídicas derivadas de la infracción de la prohibición, sobre todo en 
cuanto a la eficacia de los acuerdos adoptados con la participación decisiva del 
socio en conflicto de intereses, etc.”957. 
 
6.7.- Derecho de información. 
 
6.7.1.- Aspectos generales. 
 
El derecho de información se convierte en un instrumento necesario para el 
correcto ejercicio del derecho de voto y para una participación activa en las 
deliberaciones de la sociedad cooperativa958.  
 
Este derecho posee un reconocimiento expreso tanto en sede de anónimas como 
limitadas959 que, pese a las diferencias tipológicas, tiene una serie de elementos 
comunes extrapolables a las cooperativas. En efecto, este derecho se desenvuelve 
en las relaciones que unen al socio con la sociedad y su ejercicio por parte del socio 
conlleva, correlativamente, el deber de información de la sociedad de proporcionar 
dicha información960. La sociedad debe atender la demanda de información 
respondiendo claramente y de forma transparente para que el socio consiga un 
conocimiento adecuado de todos los asuntos sociales. De hecho, existe una expresa 
regulación de los supuestos en los que procede una negativa justificada por parte 
                                                 
957 Vid. SÁNCHEZ RUIZ, M., “Asamblea General”, op.cit. p. 221. 
958 En esta línea, tal y como se ha matizado en la STS (Sala de lo Civil, Sección 1ª) de 28 de marzo de 
2007 (RJ 2007/1790), fundamento de derecho quinto “el derecho esencial de información los 
socios y cooperativistas presenta un neto carácter instrumental, y en tal sentido puede calificarse 
de prestacional, en la medida en que se articula en función de otro derecho si cabe aun más 
esencial, cual es el de voto, cuyo adecuado ejercicio ha de garantizarse facilitando al socio o 
cooperativista toda la información necesaria que le permita formar su criterio y tomar parte activa 
en la vida social mediante la emisión de su voto con el debido fundamento”. 
959 Vid. artículos 197 y 196 respectivamente del TRLSC 
960 Vid. MORRAL SOLDEVILA, R., “Comentario Art. 112 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de 
Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. II, 2ª edición, 
Madrid, 2009, p. 1128. 
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de la sociedad a facilitar la información requerida y de las consecuencias que 
acarrea para la misma la negativa injustificada a facilitar cierta información961.  
 
Este derecho se ejercitará habitualmente con ocasión de la Junta General. De 
hecho, la correcta formación de la voluntad del socio depende en gran medida de la 
información a la que tenga acceso con carácter previo a la Junta o en el momento 
de su celebración. Por ello, el derecho de información se presenta como un derecho 
de máxima vinculación a la participación en la Junta General962. No obstante, este 
derecho no se ejercita únicamente en la Junta sino que existirán casos en los que 
procederá una información permanente. A su vez, la información con ocasión de la 
Junta puede recabarse con carácter previo a la misma o bien en la propia Junta con 
ocasión de su celebración963.  
 
El derecho de información tiene carácter individual -esto es, su ejercicio se realiza 
en interés y beneficio del titular del derecho y no de la sociedad- que posee un 
carácter personal -razón por la cual no es susceptible de transmisión a terceros de 
forma autónoma a la acción y con independencia de la oportuna representación a 
la hora de llevar a cabo su ejercicio-. Está englobado dentro de los de carácter 
político-administrativo aunque con un carácter instrumental o auxiliar respecto de 
                                                 
961 De todas formas, este deber al que acabamos de aludir y que significa el contrapunto al derecho 
del socio, hay que diferenciarlo del deber de información que incumbe a la sociedad en interés de 
los terceros acreedores; vid. FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “Comentario Art. 48 TRLSA”, en 
AA.VV., Comentario…, Vol. I, op.cit. p. 513.  
962 Tal y como se ha matizado en sede de anónimas, vid. MORRAL SOLDEVILA, R., “Comentario Art. 
112 TRLSA”, op.cit. p. 1128. En este sentido, vid. GARRIGUES, J., “Una vez m|s en torno al tema del 
derecho de información del accionista en la sociedad anónima”, en AA.VV., Estudios de Derecho 
Mercantil en homenaje a Rodrigo Uría, Madrid, 1978, p. 169. 
963 En esencia estaríamos hablando, en todo caso, del mismo derecho de información pero con dos 
modalidades diferentes: una que da derecho a examinar la información documental con carácter 
previo a la celebración de la Junta; y, la otra que derecho a formular preguntas en la misma Junta. 
En este sentido, se ha dicho, con claridad que “en la configuración del derecho de examen de 
documentos el elemento clave es el deber legal que determina el objeto y límites del derecho, 
mientras que en el derecho de formular preguntas es la pretensión del accionista que desencadena 
el deber de proporcionar la información exigida. Ante esta sistematización puede tener alguna duda 
de enmarque la facultad de solicitar por escrito informes o aclaraciones antes de la Junta General, 
pero a nuestro juicio, con las matizaciones que se harán en su lugar, debe incluirse en el segundo 
grupo”; vid. ESTEBAN VELASCO, G., “Derecho de información del accionista”, en AA.VV., Derecho de 
Sociedades Anónimas, (Coords. Alonso Ureba, A., y otros), Tomo II, Vol. 1, Madrid, 1994, p. 195. 
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los otros derechos del socio964. En cualquier caso –en la regulación de las 
sociedades de capital- resulta indubitado su carácter inderogable e imperativo por 
lo que el derecho de información tiene un contenido mínimo que escapa al control 
societario aunque, estatutariamente, se puede establecer una regulación más 
extensa del mismo siempre que no perjudique los intereses del socio965.  
 
6.7.2.- Derecho de información en las normas cooperativas. 
 
De acuerdo con PANIAGUA ZURERA, el derecho de información adquiere una 
“esencialidad redoblada en una sociedad mutualística, personalista y conforme a 
los principios cooperativos como es la cooperativa”966. Prueba de ello es que su 
reconocimiento en la legislación cooperativa incluye una regulación detallada del 
mismo, por ejemplo: en qué consiste este derecho y cuál es su contenido mínimo, 
cómo se llevará a cabo su ejercicio y, finalmente, una cuidadosa relación de 
aquellos supuestos en los que procede una limitación del derecho de información. 
Como colofón a la crucial importancia de este derecho, las normas declaran que no 
es susceptible de suspensión. Por consiguiente, esta regulación constata la 
importancia del derecho a la información en este tipo de sociedades y supone una 
transposición de los principios cooperativos967. No obstante, la cuestión a dilucidar 
                                                 
964 El derecho de información es “un derecho autónomo jurídicamente, en cuanto que tutela un 
interés específico y no es mera expresión del derecho de voto ni mero presupuesto del de voto, es 
evidente la intrínseca función instrumental del derecho de información, en este caso respecto del 
conjunto de la posición social del accionista”; vid. ESTEBAN VELASCO, G., “Derecho de 
información…”, op.cit. p. 200.   
965 Así, en sede de sociedades limitadas, se ha mantenido que “su régimen jurídico parece 
configurarse desde una vertiente esencialmente imperativa (…) lo que lo convierte en un derecho 
inderogable. Ahora bien, este criterio no impide que los estatutos, en particular, mejoren la posición 
del socio a la hora de obtener información. Desde el punto de vista individual del derecho de 
información, el artículo 51 LSRL vendría a ser por ello, más una norma semiiperativa que 
propiamente imperativa, en cuanto que impediría cláusulas restrictivas del derecho del socio pero 
toleraría un tratamiento m|s favorable del mismo”; vid. EMBID IRUJO, J.M., “Comentario Art. 51 
LSRL”, en AA.VV., Comentarios…, op.cit. p. 656. 
966 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 178. 
967 La detallada regulación del derecho de información en las sociedades cooperativas “contrasta 
con la parquedad de su régimen en otras leyes de sociedades mercantiles, como por ejemplo el 
artículo 112 TRLSA y el artículo 51 LSRL. El derecho del socio a la información sobre la sociedad de 
la que forma parte sobre su posición en ella está íntimamente relacionado en el caso de la 
cooperativa con la transparencia que, a raíz de la Declaración de Manchester de 1995, se explicita 
como uno de los valores éticos que los socios cooperativos hacen suyos y que tanta importancia 
tiene en las relaciones entre éstos y los órganos directivos, a los que corresponde en la mayor parte 
de los casos proporcionar la información”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 179. De hecho, 
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será si pese a este reconocimiento legal se dan las condiciones adecuadas para el 
ejercicio de este derecho968. 
 
El derecho de información está tipificado en todas las leyes cooperativas con una 
serie de características comunes. Así, de inicio, son tres las cuestiones 
estrictamente formales que llaman la atención:  
 
La primera concierne a las diversas manifestaciones de este derecho. La legislación 
cooperativa constata una doble perspectiva del derecho de información. En efecto, 
la cooperativa está obligada a poner a disposición del socio determinados 
documentos para que éste pueda saber el estado de la sociedad y, al mismo tiempo, 
el socio tiene la facultad de solicitar al órgano de administración aquellos informes 
y aclaraciones sobre los puntos del orden del día de la Asamblea General969. 
 
Una segunda cuestión deriva del tenor literal de algunas leyes del que parece 
deducirse una configuración meramente instrumental de este derecho. Así, 
expresiones en las que se afirma que el socio tiene derecho a recibir “la 
información necesaria para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus 
obligaciones”970, corroboran dicha interpretación. Por el contrario, otras normas 
inciden en el derecho del cooperativista para informarse de aquellas cuestiones 
que afecten a sus intereses económicos y sociales971, así como sobre cualquier otro 
                                                                                                                                               
en la E. de. M. de la LSCA se considera al derecho de información como uno de los pivotes 
fundamentales sobre los que descansa la cualidad de socio; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, 
Régimen jurídico…, op.cit. p. 161. 
968 En este sentido, se ha mantenido que “ Lo que ocurre es que, a pesar de esta declaración de 
intenciones que se suele repetir en todas las leyes cooperativas explícita o implícitamente, con un 
largo artículo o parte del mismo dedicado a este derecho de información (…) muchas veces su 
ejercicio no se facilita y se echan de menos, particularmente en grandes cooperativas, mecanismos 
que faciliten la transparencia y el flujo de información del Consejo Rector a la Asamblea General, 
aspecto en el que tienen mucho que decir las prácticas de buen gobierno corporativo y la 
configuración de la estructura org|nica de la sociedad”; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen 
jurídico…, op.cit. p. 161. 
969 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 161. 
970 Al respecto, vid. Art. 16.2, g) LC; Art. 23.1, d) LCPV; Art. 22. 1, d) LCG; Art. 35.3, g) LCCLM; Art. 
23, 2, d) LCCMadrid; Art. 20. 1, g) LCIB; Art. 22. 2, i) LCCyL; Art. 24, I d) LCLR; Art. 27. 2, g) LCRM; 
Art. 27.3, g) LCPA 
971 Vid. por ejemplo: Art. 23.1,d) LCCAT 
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interés que haga referencia a la marcha de la cooperativa972. Con mayor amplitud, 
ciertas disposiciones proclaman el derecho a obtener información sobre cualquier 
aspecto de la marcha de la cooperativa según los términos establecidos 
legalmente973, o sobre el funcionamiento y estado general de la cooperativa974. Este 
último criterio es el menos restrictivo por cuanto la información requerida -si bien 
en la mayoría de las ocasiones tiene como finalidad el ejercicio del voto- en 
ocasiones trasciende ese derecho.  
 
En conclusión, el derecho de información en las sociedades cooperativas posee una 
función no sólo instrumental sino básica y debe comprender todo tipo de 
información y no sólo la de contenido económico975. 
 
En tercer y último lugar, conviene resaltar la estructura normativa a la hora de 
regular el derecho de información976. En algunas leyes el derecho de información 
aparece regulado en el mismo precepto en el que figuran los derechos del socio 
cooperativista; por el contrario, otros textos disciplinan tal derecho en un artículo 
diferente. Esta cuestión no posee gran relevancia práctica puesto que la disciplina 
en ambos casos es prácticamente idéntica y el grado de protección legal otorgado 
al socio similar. No obstante, en coherencia con la relevancia de este derecho, 
consideramos que la regulación en un artículo propio es la opción legislativa más 
correcta  
 
 
 
                                                 
972 Vid. Art. 26.1 LFCN 
973 Vid. Art. 38, d) LSCA 
974 Vid. Art. 23. 1, c) LSCEX 
975 Estas dos características ya se promulgaban de la regulación del derecho de información en la 
LGC 1987. Al margen de su función no sólo instrumental y la atención legal a todas las 
informaciones, dicha normativa poseía unos caracteres básicos extrapolables a la actual regulación 
de este derecho en las diversas normas cooperativas, a saber: predominio de la escritura sobre la 
oralidad, tanto al solicitar la información como al proporcionarla; visión unitaria o concentrada de 
la instancia responsable de emitir la información, que va a ser, casi siempre, el Consejo Rector; 
preocupación por el señalamiento de plazos; y, por último, fijación de un sistema de garantías 
jurídicas bastante completo; vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art. 36 LGC 1987”, op.cit. p. 173. 
976 Tal y como ya avanzamos en su momento, vid. Supra. Cap. 6.1. 
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6.7.2.1.- Contenido mínimo del derecho de información. 
 
En esta materia conviene analizar quienes son los legitimados tanto activa como 
pasivamente en este derecho y, posteriormente, qué tipo de información pueden 
solicitar. En suma, se trata de estudiar los sujetos y el objeto de este derecho. 
 
Desde un punto de vista subjetivo existe bastante uniformidad en la legislación 
cooperativa a la hora de facultar a cualquier tipo de socio el ejercicio del derecho 
de información en los términos previstos en la ley, en los estatutos o -tal y como 
especifican ciertas normas- en los acuerdos de la Asamblea General. La atribución 
de este derecho se realiza -sin más- a todos los socios977, “para todo socio o 
socia”978 o, en general, “para cada socio de la cooperativa”979. Por consiguiente, la 
relevancia de las diversas categorías de socios en relación con el derecho de 
información es mínima por cuanto el grado de vinculación con la sociedad de los 
socios a prueba, de los excedentes, de los colaboradores – o cooperadores según la 
terminología utilizada por cada ley-, condiciona efectivamente este derecho pero 
en modo alguno lo anula dado que deberán ser informados de aquellos asuntos de 
naturaleza económica o diversa que le puedan afectar980. Aparte del ejercicio 
individual del derecho de información, es habitual que éste se pueda ejercitar 
colectivamente aunque esta posibilidad se suele supeditar, como veremos, a la 
solicitud por un determinado porcentaje de socios o un número mínimo en 
aquellas cooperativas con una gran masa social.  
 
En la legislación cooperativa se impone el deber de proporcionar la información 
requerida al órgano de administración981 que -sea cual fuere la modalidad elegida- 
                                                 
977 Por ejemplo, vid. Art. 27.3 LCRM; Art. 24.1 LSCEX; Art. 16.3, I LC; Art. 23.1 LCG; Art. 22.1 LCIB; 
Art. 39.1 LSCA; Art. 25.1 LCLR 
978 Vid. Art. 24. 1 LCCAT 
979 Vid. Art. 26.1 LCCV  
980 Al respecto, en relación con la LCG, vid. MILLÁN CALENTI, R., El derecho de información en la Ley 
de Cooperativas de Galicia, Santiago de Compostela, 2003, pp. 48-50. 
981 Vid. entre otras: Art. 23 LCG; Art. 36 LCCLM; Art. 24 LCPV, Art. 24 LCCMadrid; etc. 
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representa a la sociedad982. Por consiguiente, ningún otro órgano o persona 
relacionados con la cooperativa se encuentra obligado a cumplir con este deber983. 
Asimismo -aunque las leyes no suelen contemplarlo de forma expresa984- pueden 
existir comisiones informativas985 planteándose la duda de sobre quién recae la 
responsabilidad por el incumplimiento de este órgano a la hora de facilitar la 
información. A nuestro juicio, como regla general y ante el silencio legal, la 
responsabilidad por el incumplimiento de este deber recae sobre el órgano de 
administración que en calidad de mandante instruye a dichos mandatarios986. De 
todas formas, cuando la creación de las citadas comisiones derive de un acuerdo de 
la Asamblea General, el órgano de administración quedará exento de 
responsabilidad987. En cualquier caso -tanto en las normas que facultan la creación 
de tales comisiones como en aquellas que no estipulan nada al respecto- es 
conveniente la previsión estatutaria de esta clase de órganos potestativos de 
información para reducir al máximo la litigiosidad en la cooperativa988. 
 
Desde un punto de vista objetivo, procede analizar la clase de información que tiene 
derecho a recibir el socio. Al respecto, debemos cotejar qué tipo de documentos 
                                                 
982 Así, al igual que el artículo 112 TRLSA en el que se imponía este deber específicamente a los 
administradores, las normas cooperativas citan al Consejo Rector como el órgano que debe facilitar 
la información si bien el sujeto obligado es la propia sociedad y “esto implica que las pretensiones 
jurídicas relacionadas con el cumplimiento o incumplimiento del derecho de información se 
entablan entre socio y sociedad”; vid. MILLÁN CALENTI, R., El derecho de información…, op.cit. p. 53. 
983 Al respecto se ha matizado que “ni el presidente como tal, ni los auditores, ni los directores o 
empleados relacionados con el asunto en cuestión se ven afectados por este deber de cumplimiento. 
Aunque ningún inconveniente existe para que el órgano de administración encomiende suministrar 
la información a las personas mencionadas si lo estima conveniente en aras a la efectividad del 
propio ejercicio”; MILLÁN CALENTI, R., El derecho de información…, op.cit. p. 54. 
984 En todo caso, alguna norma contempla esta posibilidad, por ejemplo, Art. 22. 3, g, III LCCyL; Art. 
24. 9 LSCEX 
985 Así, las normas suelen prever que, al margen de los órganos sociales habituales de la cooperativa 
–Asamblea, Órgano de administración e Intervención- puedan existir otras instancias de carácter 
consultivo o asesor, cuyas funciones se determinarán en los Estatutos y que en ningún caso podrán 
confundirse con las de los órganos sociales; al respecto, vid. por ejemplo, Art. 19 LC 
986 De modo que “si el órgano de administración se sirve de empleados o expertos para 
proporcionar información, la responsabilidad del cumplimiento (cuando actúan de buena fe) será 
de los administradores pues obviamente aquellos no serán más que mandatarios limitándose su 
papel a atender las indicaciones de los administradores”; vid. MILLÁN CALENTI, R., El derecho de 
información..., op.cit. p. 54. 
987 Tal y como podemos deducir del tenor literal del Art. 22.3, g, III LCCyL y del Art. 24.9 LSCEX, 
donde se dispone lo siguiente: “Sin perjuicio de los derechos de los socios regulados en los números 
anteriores, los Estatutos y la Asamblea General podrán crear y regular la existencia de Comisiones 
con la función de actuar como cauce e instrumento que facilite la mayor información posible a los 
socios sobre la marcha de la Cooperativa”. 
988 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 180. 
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pueden obtener los socios de acuerdo con el derecho de información que tienen 
atribuido.  
 
La primera idea que hay que destacar es la amplitud y diversidad de dicha 
información. En efecto, el socio tendrá derecho a recibir los documentos sociales y 
libros de la sociedad, los acuerdos de sus órganos, información sobre la sociedad 
en sí y sobre su posición y situación en ella. Partiendo de esta idea general, todas 
las leyes cooperativas concretan el régimen jurídico del derecho de información 
condicionándolo a los términos previstos en la Ley, en los estatutos o en los 
acuerdos de la Asamblea General.  
 
En este punto las leyes suelen fijar un contenido mínimo inderogable del derecho 
de información que, por tanto, no podrá ser limitado estatutariamente ni por la 
Asamblea General. Así las cosas, el socio tendrá derecho como mínimo a lo 
siguiente989: 
 
- A recibir copia de los Estatutos sociales de la cooperativa y del Reglamento de 
Régimen interno –si existiese-990 así como las modificaciones de ambos991 con 
mención expresa del momento de entrada en vigor de éstas992. Alguna norma, con 
buen criterio, dispone que los socios reciban tales documentos simultáneamente a 
su ingreso en la cooperativa993. El socio recibirá estos documentos sin necesidad 
de solicitud previa994 y, a nuestro entender, de forma gratuita puesto que el socio 
                                                 
989 En este sentido hemos seguido, por su claridad y detalle, el criterio clasificatorio establecido en 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 176-177. 
990 Vid. Art. 24.2, a) LCPV 
991 Vid. Art. 24.2 LSCEX; Art. 25.2, a) LCLR; Art. 26.2, a) LFCN; Art. 36.2, a) LCCLM; Art. 23.2, a) LCG; 
Art. 24.2 a) LCCAT; Art. 30.2, a) LCPA 
992 Vid. Art. 26. 3, II a) LC; Art. 26.2, a) LCCV; Art. 24.2 a) LCCLM; Art. 22.2, a) LCIB; Art. 39, 2, I LSCA; 
Art. 22. 3, a) LCCyL; Art. 27.3 a) LCRM 
993 Vid. Art. 21, I, a) LCAR 
994 Con excepción de la LCPV en la que el socio tiene derecho a “solicitar” tales documentos en el 
resto de las normas, el socio tiene derecho a “recibir” tal documentación. Al respecto, y en contra de 
lo apuntado en el texto, se ha mantenido que “tampoco exige la Ley que la cooperativa los tenga que 
enviar. Parece que es perfectamente posible esperar la petición expresa del socio y que, cuando ésta 
se formule, su derecho est| en “recibir copia”, pero no a que se le envíe un ejemplar”; vid. ROMERO 
CANDAU, P.J., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 119. Asimismo, con una postura similar se 
considera que “cumple el órgano de administración proporcionando una copia de tales documentos 
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tiene derecho a tal copia por ley995. Como se ha matizado, no se trata de una copia 
notarial ni tampoco se exige nota del Registro correspondiente sino que será 
suficiente con que no existan dudas de su autenticidad y que conste que su envío lo 
hace el Consejo Rector o a su instancia. En caso de que el solicitante quiera copias 
auténticas los gastos podrán correr a su cuenta996. 
 
- El socio también tendrá derecho a obtener copia certificada de cualquier acuerdo 
de la Asamblea General y de aquellos del Consejo Rector que le afecten particular o 
individualmente997, si bien algunas normas circunscriben el derecho a la copia del 
acta de la Asamblea General998. En cualquier caso, el socio recibirá estos 
documentos siempre que los solicite, por lo tanto, se requiere una petición previa. 
 
- En tercer lugar el socio tiene derecho al examen de los libros sociales. Este derecho 
ha de ejercitarse de forma libre de ahí que algunas normas sustituyan el término 
examen por la expresión “libre acceso”999 o -de una forma más clara- determinan 
que el socio tiene derecho a “examinar libremente” los libros de la cooperativa1000. 
En concreto, resulta común que las normas cooperativas contemplen el derecho 
del socio a examinar  el libro registro de socios1001 de la cooperativa así como el 
libro de actas de la Asamblea General1002. En otras leyes -además de a los libros 
                                                                                                                                               
o incluso poniéndolos a su disposición en la sede social (…)” de lo que podemos deducir que el 
citado órgano puede optar por remitir la copia de los documentos al domicilio del socio; así, vid. 
MILLÁN CALENTI, R., El derecho de información…, op.cit. p. 59. 
995 Vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 119. 
996 Vid. MILLÁN CALENTI, R., El derecho de información…, op.cit. p. 59. 
997 Al respecto, vid. Art. 24.2, b) y c) LCPV; Art. 27.3 b) y c) LCRM; Art. 23.2, b) y c) LCG; Art. 36.2 b) 
y c) LCCLM; Art. 21, I, e) LCAR; Art. 26.2 a) LFCN; Art. 25.2 b) y c) LCLR; Art. 22.3 b) LCCyL; Art. 24.2 
a) y b) LCCAT; Art. 39.3 LSCA; Art. 22.2 b) y c) LCIB; Art. 24.3 LSCEX; Art. 16.3, II, b) y c) LC; Art. 
30.2, c) LCPA 
998 Vid. Art. 24.2, e) LCCMadrid; Art. 26.2, e) LCCV 
999 Vid. Art. 16.3, b) LC; Art. 24.3 LSCEX; Art. 22.2, b) LCIB; Art. 22.3, b) LCCyL; Art. 23.2, b) LCG; Art. 
27.3, b) LCRM; Art. 21, e) LCAR; Art. 36.2, b) LCCLM; Art. 30.2, b) LCPA. Con más precisión en el Art. 
25.2, b) LCLR se habla de “libre acceso al examen” 
1000 Vid. Art. 24.2, b) LCCAT 
1001 Alguna norma circunscribe este derecho al examen del libro registro de socios, vid. Art. 26.2, f) 
LCCV 
1002 Vid. Art. 24.2, f) LCCMadrid; Art. 39.3 LSCA; Art. 16.3, b) LC; Art. 24.3 LSCEX; Art. 22.2, b) LCIB; 
Art. 22.3, b) LCCyL; Art. 21, e) LCAR; Art. 29.2, b) LCCLM; Art. 27.3, b) LCRM; Art. 24.2, b) LCPV 
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citados- se extiende este derecho al examen del libro de aportaciones al capital 
social1003 o -con expresión genérica- a los libros sociales de la cooperativa1004.  
 
Con todo -aunque no es usual que legalmente se matice esta cuestión1005- dicho 
examen o “libre acceso” a los libros sociales ha de realizarse por el interesado en el 
domicilio social de la cooperativa a lo que habría que añadir que -de acuerdo con 
algún autor- el libre acceso es sólo para el socio y no comprende a otros 
acompañantes o asesores1006. Pese a esta opinión, no existe inconveniente para que 
el socio acuda acompañado de sus asesores1007 si bien lo que sí parece razonable es 
que dicho examen se realice bajo custodia y control de los libros por la persona 
encargada de su conservación. Igualmente, algunas normas facultan al socio para 
solicitar certificación de las anotaciones realizadas en el Libro de socios1008 aunque 
-con un criterio garantista- a veces se exige que tal solicitud sea motivada1009. 
 
- Por último, los socios también pueden examinar aquellos documentos que se van a 
someter a la Asamblea. La tipología de los mismos es variada pero destacan -por su 
relevancia para la formación de la voluntad del socio y su apoyo o desaprobación 
de la gestión social- los de carácter contable, a saber: las cuentas anuales, el 
informe de gestión, la propuesta de distribución de resultados, el informe de la 
intervención y, si procede, el de los auditores de cuentas según los casos1010.  
 
                                                 
1003 Vid. Art. 23.2, b) LCG; Art. 25. 2, b) LCLR 
1004 Vid. Art. 24.2, b) LCCAT 
1005 Como excepción, vid. Art. 23.2, b) LCG; Art. 25.2, b) LCLR 
1006 Vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. pp. 119-120. 
1007 Sobre todo, tal y como se ha matizado, “cuando el acceso tenga como finalidad procurarse datos 
para el ejercicio de acciones contra la sociedad”; vid. MILLÁN CALENTI, R., El derecho de 
información…, op.cit. p. 61. 
1008 Vid. Art. 29.2, b) in fine LCCLM; Art. 25.2, b) in fine LCLR; Art. 24.2, b) LCCAT; Art. 23.2, b) in fine 
LCG; Art. 39.3, I LSCA 
1009 Vid. Art. 24.2, b) in fine LCPV  
1010 Normalmente las normas citan en particular estos documentos contables. Alguna ley, además, 
hacen alusión a la memoria explicativa del ejercicio, la propuesta de distribución de los excedentes 
o de los beneficios extracooperativos o de imputación de las pérdidas; vid. Art. 24.2, d) LCCAT. En 
relación con el contenido e importancia de los documentos contables citados, vid. FERNÁNDEZ-
FEIJÓO SOUTO, B. -CABALEIRO CASAL, Mª.J., “A documentación social e a contabilidade”, en AA.VV., 
Estudios sobre a Lei de Cooperativas de Galicia, (Dir. Domingo Bello Janeiro), Santiago de 
Compostela, 1999, pp. 136-147. 
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Dicho esto, conviene subrayar aquellos límites que se suelen imponer al examen de 
los documentos que se van a someter a la Asamblea General: 
 
La existencia de una limitación de carácter objetivo puesto que sólo pueden ser 
examinados aquellos documentos que se someterán a la Asamblea. Al respecto, 
consideramos adecuado que los documentos de carácter contable tan sólo se 
pongan a disposición del socio cuando la Asamblea General -con arreglo al orden 
del día- tenga que deliberar y adoptar acuerdos sobre las cuentas del ejercicio 
económico1011. Igualmente, por razones de prudente protección de la empresa y 
debido al objeto del derecho de información del socio, dichos documentos estarán 
a disposición únicamente de los socios cooperadores, es decir, la puesta a 
disposición de esta documentación no debe interpretarse en el sentido de 
publicarlos en forma accesible incluso al público, a trabajadores o personal 
relacionado con la cooperativa1012.  
 
Asimismo -tal y como determinan algunas leyes- el socio tiene derecho a obtener, 
previa solicitud, copia de estos documentos o a recibir una copia los mismos con 
antelación a la celebración de la Asamblea1013. En esta materia, se suele exigir que 
la solicitud de copia se realice por escrito1014 y en alguna norma se prevé que el 
socio la reciba gratuitamente1015. Igualmente -tal y como estipulan algunos textos 
cooperativos1016- en la convocatoria de la Asamblea General deberá manifestarse 
expresamente el derecho de cualquier socio a recibir gratuitamente los 
documentos reseñados así como la memoria escrita de las actividades de la 
cooperativa.  
                                                 
1011 Tal y como se establece en el Art. 23.2, d) LCG 
1012 Al respecto, vid. PAZ CANALEJO, N. “Comentario Art. 36 LGC 1987”, op.cit. p. 181. 
1013 Cuestión diversa es la formulación al Consejo Rector de preguntas o la solicitud de aclaración de 
lo previsto en alguno de los documentos sujetos a examen con el objetivo de que dichas dudas sean 
solventadas en el propio acto de la Asamblea General. Tal supuesto lo analizaremos con 
posterioridad.  
1014 Y, además, con un cierto plazo de antelación al día de celebración de la Asamblea, por ejemplo: 
5 días, vid. Art. 24.2, d) LCCAT 
1015 Así, por ejemplo la LC “no reconoce, como hacen la LSA y la LSLR, el derecho del socio a obtener 
de forma inmediata y gratuita los documentos que han de ser sometidos a la aprobación de la 
Asamblea”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 208.  
1016 Vid. Art. 26.2, b), II LCCV; Art. 24.2, b) II LCCMadrid 
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Aparte de esta limitación objetiva, legalmente también se impone un límite referido 
al lugar en el que se han de examinar los documentos. En efecto, algunas leyes 
obligan que el examen se efectúe únicamente en el domicilio social de la 
cooperativa1017, mientras que otras también permiten que dicho examen se pueda 
hacer en aquellos centros de trabajo que determinen los estatutos1018. En relación 
con esta última posibilidad se ha matizado que sería conveniente que dicha 
documentación “exista por duplicado, pues no hay inconveniente para que el 
examen se haga en varios lugares al mismo tiempo”1019. Una cuestión más 
problemática es si es viable que el examen de la documentación pueda llevarse a 
cabo en un lugar diferente al domicilio social pero comprendido en la población en 
la que está domiciliada la sociedad cooperativa. Al respecto, consideramos que no 
habría impedimento alguno, siempre que ese otro lugar cumpla con los 
condicionantes legales esto es: que efectivamente sea un centro de trabajo y exista 
una previsión estatutaria que lo permita1020. 
 
Finalmente, existe una limitación de carácter temporal y ello porque el examen de 
esta documentación ha de realizarse en el plazo comprendido la convocatoria de la 
Asamblea y su celebración. La mayor parte de las normas prevén que el examen se 
realice en el plazo que medie entre la convocatoria de la Asamblea y su celebración 
o bien, de forma genérica, “durante el plazo de la convocatoria”1021. Al respecto, 
surge la duda sobre cuándo comienza el cómputo del plazo para que el socio pueda 
realizar tal examen, es decir, si se inicia el día de la publicación o el de la 
notificación de la convocatoria. En este punto, algunas leyes matizan que el citado 
día es el de la publicación de la convocatoria1022. En otras no se especifica esta 
                                                 
1017 Vid. Art. 39.5 LSCA; Art. 23.2, d) LCG; Art. 24.5 LSCEX; Art. 24.2, d) LCCAT; Art. 22.3, d) LCCyL; 
Art. 25.2, d) LCLR; Art. 36.2, d) LCCM 
1018 Vid. Art. 26.3, II d) LC; Art. 26.2, b), I LCCV; Art. 24.2, b) I LCCMadrid; Art. 22.2, d) LCIB; Art. 
27.3, d) LCRM; Art. 30.2, d) LCPA 
1019 Vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 121. 
1020 En sentido contrario se ha mantenido que “lo que no parece posible es que el examen se realice 
en otro lugar distinto al domicilio social, pero comprendido en la población en la que está 
domiciliada la entidad. Lo estricto de la redacción no da mucho margen para entender que el 
domicilio social significa tan sólo la población del domicilio social”; vid. ROMERO CANDAU, P.A., 
“Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 121. 
1021 Vid. entre otras: Art. 24.4, I LCPV; Art. 36.2, d) I LCCLM 
1022 Vid. Art. 39.5 LSCA; Art. 24.5 LSCEX; Art. 22.3, d) LCCyL 
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cuestión y, por tanto, habrá que optar por la solución menos restrictiva de los 
derechos del cooperativista, esto es, que el socio pueda examinar la documentación 
una vez publicada la convocatoria de la Asamblea aunque todavía no haya recibido 
la oportuna notificación1023. Finalmente, como opción minoritaria, alguna ley 
circunscribe tal examen a los quince días anteriores a la celebración de la 
Asamblea General1024. 
 
6.7.2.2.- Ejercicio del derecho de información. 
 
En este punto hay que diferenciar aquellos supuestos en los que la información 
tenga que ser solicitada por el socio -se trata de casos de información rogada en los 
que el derecho puede ejercitarse verbalmente o por escrito-1025; y en los que la 
información ha de ser proporcionada por la sociedad periódicamente sin que 
medie solicitud.  
 
De inicio, analizaremos aquellos supuestos de ejercicio verbal del derecho de 
información. 
 
Cuando el derecho de información se ejercita durante el transcurso de la Asamblea 
General ha de adoptar la forma verbal. En cualquier caso, el ejercicio de este 
derecho no ha de confundirse con los turnos de palabra concedidos para debatir 
los asuntos comprendidos en el orden del día. La diferencia estriba -tal y como se 
ha matizado en las sociedades de capital- en que en el debate los turnos pueden 
limitarse por la presidencia cuando un asunto está suficientemente debatido 
mientras que cuando se solicita información “no se trata de ponderar un debate, 
                                                 
1023 En contra, se ha mantenido –respecto a la LC- que “lo que sí es claro es que el derecho al 
examen existe desde que se recibe la notificación para la celebración de la Asamblea hasta que ésta 
vaya a celebrarse”; vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 121. 
1024 Vid. Art. 21, b) LCAR  
1025 De hecho, en el Art. 26.2, d) LFCN a modo de regla general sin más puntualización, se dispone 
que “el derecho de información podr| ejercitarse directamente en la asamblea o, en cualquier 
momento, mediante escrito razonado”.  
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sino permitir el ejercicio del derecho de información”1026. Por consiguiente, las 
peticiones de informes o aclaraciones no consumen turno de palabra puesto que 
no constituyen debate en sentido estricto1027. 
 
Así las cosas, bastantes leyes cooperativas permiten expresamente que durante la 
Asamblea los socios puedan formular verbalmente aquellas interpelaciones que 
consideren necesarias para ampliar la información relacionada con el orden del 
día1028. En efecto, las propias normas concretan un primer límite objetivo dado que 
las materias acerca de las que puede versar esta información dependerán de lo 
tratado en cada Asamblea de forma concreta1029. Asimismo, el hecho de prever en 
el orden del día un punto específico para ruegos y preguntas, implica que se pueda 
ampliar el objeto de la información hacia otras cuestiones ajenas al citado orden 
siempre que tengan relación con la sociedad y por ello, en tal caso, el órgano de 
administración deberá proporcionar dicha información1030. Como segundo límite, 
algunas leyes posibilitan que el Consejo Rector responda con posterioridad a la 
Asamblea en función de la complejidad de la información solicitada. Con ello se 
consigue un doble objetivo “impedir abusos por parte de los socios y limitar la 
posibilidad de que el Consejo Rector conteste verbalmente de manera demasiado 
superficial en el acto de la Asamblea”1031. En cualquier caso, conviene la fijación 
estatutaria o legal del plazo máximo en que el Consejo Rector podrá responder 
fuera de la Asamblea fundamentándose en tal motivo –esto es, la complejidad de la 
                                                 
1026 Vid. MORRAL SOLDEVILA, R., “Comentario Art. 112 TRLSA”, op.cit. p. 1134. 
1027 Vid. ESTEBAN VELASCO, G., “Derecho de información del accionista”, op.cit. p. 243. 
1028 Vid. Art. 27.3, e) LCRM; Art. 21, I, b) LCAR; Art. 22.2, e) LCIB; Art. 16.3, II, e) LC; Art. 24.2, c) 
LCCMadrid; Art. 26.2, c) LCCV; Art. 30.2, e) LCPA 
1029 En este sentido, en sede de anónimas, de ha puntualizado que en la llamada Junta ordinaria 
anual de car|cter obligatorio, el objeto del derecho de información “se dilata extraordinariamente 
hasta comprender prácticamente todos los asuntos de la sociedad. Al incluir el orden del día 
cuestiones como la censura de la gestión, el eventual descargo de los administradores y la 
aprobación de las cuentas…, existe un marco adecuado para abarcar cualquier asunto de la 
sociedad”; al respecto, vid. ESTEBAN VELASCO, G. “Derecho de información del accionista”, op.cit. p. 
219; GIRÓN TENA.J., Derecho…, T.I, op.cit. p. 301. 
1030 Si bien esta apreciación se realiza en sede de anónimas, la consideramos aplicable a las 
sociedades cooperativas; Vid. ESTEBAN VELASCO, G., “Derecho de información del accionista”, 
op.cit. p. 220. 
1031 Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 177. 
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petición formulada-1032. De igual forma, hay que destacar que ser| “revisable 
judicialmente la calificación como compleja o no de una información para justificar 
una falta de respuesta o aclaración por parte del Consejo”1033. 
 
El socio también tiene derecho a consultar -o a que se le informe, muestre y aclare- 
su situación económica con la cooperativa. Respecto al ejercicio de este derecho 
debemos partir de la indeterminación en la terminología utilizada por las normas 
que facultan al socio para que se le “muestre y aclare” su situación económica en la 
cooperativa. En todo caso, “mostrar y aclarar no se reduce a obtener un certificado 
de su saldo acreedor o deudor. Supone una exhibición de los saldos, albaranes, 
salidas, entradas y demás documentación que justifique el saldo resultante en su 
caso. Implica también la justificación de la suma resultante de cada partida y la 
forma en que se obtiene determinados saldo acreedor o deudor con determinación 
de los tipos, precios o prorrateo de costes que permite establecer esa suma”1034.  
 
Con todo, conviene subrayar que las leyes cooperativas no suelen exigir una 
solicitud por escrito de lo podemos deducir que procede ejercitar esta facultad 
verbalmente, si bien los condicionantes a los que se somete aconsejan la forma 
escrita. El ejercicio verbal del derecho de información para recabar este tipo de 
datos está limitado objetivamente –por cuanto únicamente puede versar sobre su 
situación económica en la cooperativa- y, además, sometido a ciertos 
condicionantes impuestos por ley. Así, en las normas que regulan esta cuestión con 
mayor detalle1035 se exige cumulativamente: i) que lo solicite al órgano de 
administración; ii) que dichas aclaraciones se realizarán en el domicilio social y; 
iii) que dicha información se le proporcione antes de un determinado plazo desde 
                                                 
1032 Con acierto, dicha solución se incorpora expresamente en el Art. 22.2, e) LCIB y el Art. 16.3, c) 
LC donde se prevé la fijación estatutaria de un plazo; en el Art. 24.2, c) LCCMadrid donde, por ley, 
dicho plazo se fija en treinta días desde la celebración de la Asamblea. 
1033 Vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 121. 
1034 Vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 120. En un sentido similar se ha 
dicho que esta facultad “no se limita a un simple certificado, comprende la exhibición de la 
documentación de base de los ingresos y gastos que justifican el saldo correspondiente del período 
analizado”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 179. 
1035 Por ejemplo: Art. 23.2, c) LCG 
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su solicitud1036. En definitiva, tal solicitud debería tramitarse por escrito a efectos 
de poder computar el plazo al que hemos hecho alusión. 
 
En otro orden de cosas, hay que analizar aquellos casos en los que el derecho de 
información se ha de ejercitar necesariamente por escrito.  
 
Dentro de los mismos podemos realizar, a su vez, una doble catalogación. En la 
mayor parte de los supuestos que vamos a citar se trata de un derecho individual 
de cada socio, es decir “no es posible que los Estatutos exijan una agrupación 
mínima de socios para poder efectuar esta solicitud. Tanto si la solicitud lo es de la 
situación individual del peticionario, como si lo es de la marcha general de la 
cooperativa”1037. No obstante, complementando este sistema es habitual que las 
leyes cooperativas prevean un supuesto específico en el que la solicitud de 
información debe de ir avalada por un determinado porcentaje de la masa social. 
 
Dicho esto, los casos en los que el derecho de información ha de ejercitarse por 
escrito y de forma individual son, habitualmente, los siguientes: 
 
En primer lugar, con carácter previo a la celebración de la Asamblea General en la 
que se traten determinados asuntos, el socio está facultado para solicitar por 
escrito una ampliación o aclaración de la información que le ha sido facilitada con 
ocasión de la convocatoria de la asamblea1038. Ante la falta de uniformidad de las 
diferentes leyes cooperativas podemos establecer dos criterios clasificatorios.  
 
                                                 
1036 Por ejemplo, en un plazo no superior a un mes desde la solicitud, vid. Art. 23.2, c) LCG; Art. 39.4 
LSCA; Art. 16.3, II, c) LC; Art. 22.2, c) LCIB; Art. 22.3, c) LCCyL; Art. 27.3, c) LCRM; Art. 24.2, d) LCPV; 
Art. 24.4 LSCEX; en alguna norma no se establece un plazo al respecto, vid. Art. 25,c) LCLR; Art. 21, 
I, f) LCAR 
1037 Vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 121. 
1038 Así, “la formación del sentido del voto puede hacer necesario al socio que consulte mayor 
cantidad de documentación que la que preceptivamente ha de acompañarse con ocasión de la 
convocatoria de la Junta”; vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 121. 
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El primer criterio se fundamenta en el ámbito objetivo de este derecho. Así, 
encontramos dos grupos de disposiciones: i) en unas leyes se supedita este 
derecho únicamente a aquellos supuestos en los que en la Asamblea General se 
vaya a deliberar sobre asuntos de naturaleza económica1039; ii) otras extienden 
este derecho a cualquier tipo de información que el socio considere necesaria en 
relación con cualquier punto del orden del día1040. Entre medias, la redacción de 
algún texto legal lleva a equívoco al limitar este derecho únicamente a la Asamblea 
General ordinaria en la que se deban deliberar y adoptar acuerdos de índole 
económica y, con posterioridad, permitir que el socio amplíe la información 
relacionada con los puntos del orden del día1041. A nuestro juicio, al no existir 
impedimento para que en una Asamblea General ordinaria se abarquen cuestiones 
no estrictamente económicas, la ampliación de la información podrá solicitarse 
sobre cualquier tema del orden del día sea o no de naturaleza económica. 
 
El segundo criterio se centra en la amplitud de las facultades del socio y, 
consecuentemente, en la mayor o menor carga obligacional del Consejo Rector. La 
mayoría de las leyes facultan al cooperativista para solicitar por escrito una 
aclaración o explicación sobre la información recibida1042, mientras que en otros 
casos se le permite una ampliación de la documentación recibida1043. En 
consecuencia, las leyes que incorporan únicamente la posibilidad de la aclaración 
delimitan el ámbito objetivo de la información que se puede solicitar para, a 
continuación, determinar un plazo concreto durante el que se puede ejercitar este 
derecho. Asimismo, suelen facultar al órgano de administración para que realice tal 
aclaración en el acto de celebración de la Asamblea1044. 
                                                 
1039 Vid. Art.23.2, d) LCG; Art. 39.5 LSCA; Art. 24.5 LSCEX; Art. 21, c) LCAR; Art. 25.2, d) LCLR; Art. 
22.3, d) LCCyL; Art. 36.2, c) LCCLM; Art. 24.4, II LCPV 
1040 Vid. Art. 27.3, e) I, LCRM; Art. 16.3, e) LC; Art. 26.2, c) LCCV; Art. 24.2, c) LCCMadrid; Art. 22.2, e) 
LCIB; Art. 30.2, e) LCPA 
1041 Vid. Art. 24.2, d) in fine LCCAT  
1042 Vid. Art. 24.5 LSCEX; Art. 23.2, d) LCG: Art. 39.5 LSCA; Art. 25.2, d) LCLR; Art. 22.3, d) LCCyL; 
Art. 36.2, c) LCCLM; Art. 24.4, II LCPV  
1043 Vid. Art. 27.3, e) I, LCRM; Art. 16.3, e) LC; Art. 26.2, c) LCCV; Art. 24.2, c) LCCMadrid; Art. 22.2, e) 
LCIB; Art. 30.2, e) LCPA 
1044 El plazo para presentar la solicitud por escrito se fija en 5 días antes de la Asamblea como 
mínimo Art. 24.2, d) LCCAT; Art.23.2, d) LCG; Art. 39.5 LSCA; Art. 25.2, d) LCLR; Art. 29.2, d) I LCCM; 
Art. 24.4, II LCPV; en 5 días hábiles de antelación a la celebración de la Asamblea, Art. 24.5 LSCEX; 
Art. 22.3, d) I LCCyL 
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Por el contrario, en las normas que facultan al socio para ampliar la 
documentación recibida surgen, ante el silencio legal, interrogantes acerca de 
cómo se ejecutará tal ampliación por parte del Consejo –en concreto, si este órgano 
ha de remitir una documentación más completa al solicitante o, simplemente, 
puede ampliar tal información en el propio acto de la Asamblea-. La solución a este 
interrogante pasa por la oportuna cláusula estatutaria que discipline esta cuestión 
siendo común que la propia ley remita a los estatutos la fijación de los plazos para 
el ejercicio del derecho1045, si bien, con ocasión de esa cláusula estatutaria, sería 
conveniente disciplinar otros pormenores. 
 
En segundo lugar -como último supuesto de solicitud individual de información- el 
socio cooperativista puede solicitar por escrito cualquier información, aclaración o 
informe sobre la marcha de la cooperativa1046. Al respecto, algunas normas 
matizan que será aquella información -de la marcha de la cooperativa- que afecte a 
sus derechos económicos y sociales1047.  
 
Así pues, inicialmente hemos de matizar la expresión “marcha de la cooperativa” –
que es la que se utiliza de manera más común en la legislación cooperativa. Dicha 
expresión no parece la más adecuada debido a su indefinición. Por ello, a nuestro 
juicio es más atinada la solución de aquellas leyes que optan por expresiones con 
cierto significado jurídico, por ejemplo, las normas que permiten al socio la 
                                                 
1045 En algunas normas se dispone que en los estatutos se regulará el plazo mínimo de antelación 
para presentar en el domicilio social la solicitud por escrito, vid. Art. 16.3, II e) LC; Art. 27.3, e) II 
LCRM; Art. 22.2, e) LCIB 
1046 Algunas normas se refieren únicamente a “información sobre la marcha de la cooperativa” vid. 
Art. 23.2, e) LCG; Art. 22.2, f) LCIB; Art. 24.2, d) LCCMadrid; Art. 25.2, e) LCLR. Otras, con mayor 
amplitud, mantienen que dicha información podr| versar sobre “cualquier aspecto de la marcha de 
la cooperativa”, vid. Art. 39.6 LSCA; Art. 24.6 LSCEX; Art. 22.3, e) LCCyL, o “cualquier aclaración o 
informe sobre la marcha de la cooperativa”, vid. Art. 23.2, e) LCG. Por último, algunas normas, 
remiten a los términos previstos en los estatutos, vid. Ar. 22.2, f) LCIB; Art. 26.2, d) LCCV; Art. 36.2, 
e) LCCLM 
1047 Vid. Art. 16.3, II f) LC; Art. 27.3, f) LCRM; Art. 26.2, d) LCCV; Art. 24.2, d) LCCMadrid; Art. 22.2,f) 
LCIB; Art. 30.2, f) LCPA 
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solicitud de información “sobre cualquier aspecto del funcionamiento y resultados 
de la cooperativa”1048. 
 
Ante el requerimiento de tal información, el órgano de administración tiene que 
responder al solicitante. En este punto, existen leyes: i) que únicamente 
contemplan la posibilidad de que dicha respuesta se haga efectiva en la primera 
Asamblea General que tenga lugar tras la solicitud escrita de información1049; ii) las 
que prevén que el órgano de administración deberá facilitar la información 
solicitada en el plazo de 30 días o, si se considera que es de interés general, dentro 
del plazo existente entre la convocatoria y la celebración de la asamblea general en 
que se sometan a aprobación las cuentas1050; iii) otras que -con un  criterio 
garantista- disponen que una vez recibida la respuesta del Consejo Rector, el 
cooperativista que está en desacuerdo con la misma podrá reiterar por escrito la 
solicitud que, en este caso, ha de ser respondida públicamente por el Consejo 
Rector en la primera Asamblea General que se convoque después de haber 
reiterado la petición1051; y, finalmente, iv) las que permiten al órgano de 
administración optar bien por una respuesta personal en un determinado 
plazo1052, o bien por incluir la información solicitada en el orden del día de la 
Asamblea más próxima que se celebre y facilite la información en dicho acto. En 
todo caso, para que el Consejo Rector pueda optar por esta segunda posibilidad -en 
las normas que lo contemplan- se suele exigir que la información solicitada posea 
un interés general1053.  
 
                                                 
1048 Vid. Art. 21, c) LCAR; Art. 24.3 LCPV 
1049 Así, el Consejo Rector está obligado a proporcionar dicha información en la primera Asamblea 
General que tenga lugar, vid. Art. 25.2, e) LCLR; pasados ocho días desde la presentación del escrito, 
vid. Art. 22.3, e) LCCyL; Art. 21, c) LCAR; Art. 24.6 LSCEX; o, pasados quince días desde dicha 
presentación, vid. Art. 24.3 LCPV; Art. 23.2, e) LCG. 
1050 Vid. Art. 30.2, f) in fine LCPA; Art. 36.2, f) in fine LCCLM 
1051 Vid. Art. 24.2, d) LCCAT, en el que se opta claramente por la forma escrita en la solicitud del 
socio, estableciendo, a mayores, este sistema de garantía.  
1052 Fijado en 30 días en Art. 24.2, d) LCCMadrid; Art. 16.3, II f) LC; Art. 27.3, f) LCRM; un mes en Art. 
26.2, d) LCCV; Art. 22.2,f) LCIB; en el plazo máximo de la celebración de la primera Asamblea 
General que se celebre pasados 20 días desde la presentación del escrito Art. 39.6 LSCA  
1053 Por ejemplo, vid. LCRM; LC; LCCV; LCCMadrid; LCIB -mismos Arts., citados en la anterior nota-. 
Algunas normas no hacen referencia al interés general, en tal caso, el Consejo Rector tiene plena 
libertad para contestar al socio directamente o en el acto de la referida Asamblea, vid. Art. 39.6 
LSCA 
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En relación con esta última idea hay que matizar que la solicitud ha de ser por 
escrito pero la contestación puede ser oral siempre que se estime por el Consejo 
Rector que dicha información es de interés general. En todo caso -de forma un 
tanto contradictoria- si no existe tal interés general el Consejo ha de responder en 
un plazo determinado, mientras que si concurre tal interés deberá responder en la 
próxima Asamblea General sin que se fije un plazo específico dentro del cual haya 
que celebrarla. Asimismo, en aquellos supuestos en los que se solicita una 
información sobre la situación individual, no parece razonable que el Consejo 
pueda incluirla en un punto del orden del día de la próxima Asamblea salvo un 
manifiesto interés general y el consentimiento del socio solicitante1054. 
 
También hay que hacer una breve referencia a la solicitud por escrito de 
información turnada de forma colectiva. Este supuesto posee una serie de 
caracteres o rasgos propios que lo separan claramente del ejercicio individual de 
este derecho, a saber: i) que la solicitud se turne por escrito al Consejo 
Rector/Órgano de administración; ii) la información que se puede solicitar no está 
limitada sino que se podrá pedir toda aquella que se estime necesaria; iii) que un 
determinado porcentaje o número de socios soliciten tal información 1055; y, iv) 
que la contestación se realice por escrito en un determinado plazo tras la 
solicitud1056.  
 
Finalmente, al margen de la información rogada, algunas leyes cooperativas 
también prevén supuestos en los se ha de facilitar una información de forma 
                                                 
1054 Respecto a estas matizaciones, vid. con detalle; ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 16 
LC”, op.cit. pp. 121-122. 
1055 Por ejemplo: el 10% de los socios de la sociedad cooperativa, o cien socios, si ésta tiene más de 
mil, vid. Art. 24.7 LSCEX; Art. 27.3, g) LCRM; Art. 16. 3, II, g) LC; Art. 22. 2, g) LCIB; Art. 25.2 LCCAT; 
Art. 22. 3, f) LCCyL; Art. 30.2, g) LCPA; o cincuenta si la cooperativa tiene más de quinientos, vid. 
Art. 36. 2, g) LCCLM. Para otras normas, es suficiente con que, simplemente, la solicitud se curse por 
los socios que representen, al menos, el 10 % del total de los votos sociales, vid. Art. 24. 4 LCPV; o 
por el 10 % o cien socios sin tener en cuenta el número total de socios de la cooperativa, vid. Art. 
23. 2, f) LCG; Art. 24. 3 LCCMadrid, Art. 25. 2, f) LCLR. Como fórmula específica, el Art. 39.7 LSCA 
mantiene que: “Cuando el diez por ciento de los socios en las cooperativas de m|s de mil, el quince 
por ciento en las de más de quinientos y el veinte por ciento en las restantes soliciten por escrito al 
Consejo Rector la información que consideren oportuna, éste deberá proporcionarla también por 
escrito, en un plazo no superior a un mes”.  
1056 Normalmente no superior a un mes, vid. LCLR; LCCLM; LCG; LC; LSCA; LSCEX; LCCyL; LCIB; 
LCRM; o 30 días, vid. LCPV; LCCMadrid –vid., mismos artículos citados en nota anterior-. 
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periódica y sin la previa solicitud del socio. Según la ley que sirva como referencia, la 
disciplina dista en cuanto a la periodicidad con el que se ha de cumplir tal deber, el 
cauce por el cual se ha de informar al socio y el tipo de información que se ha de 
facilitar. Así, el órgano de Administración presentará a los socios1057: i) un informe 
sobre la marcha de la cooperativa dos veces al año1058; o, ii) informará, por el cauce 
que estime conveniente, de las principales variaciones socioeconómicas de la 
cooperativa, al menos cada seis meses1059 o, al menos, trimestralmente1060.  
 
En esta línea, conviene destacar dos casos en los que la cooperativa deberá facilitar 
información sin la previa solicitud del socio y con cierta periodicidad. Ciertas leyes 
prevén -con una redacción de carácter garantista pero no exenta de cierta 
indeterminación- el derecho del socio a ser notificado, sin necesidad de solicitud, 
de aquellos acuerdos adoptados en su ausencia que supongan obligaciones o 
cargas gravemente onerosas no previstas en los estatutos. En tales casos, el órgano 
de administración estará obligado a remitir dicha información en un plazo de 
quince días desde la aprobación del acuerdo correspondiente1061.  
 
Por lo demás, otras leyes -en el mismo artículo donde regulan el derecho de 
información- imponen tal deber a la sociedad cooperativa cuando ésta forme parte 
de otra cooperativa. En tal caso, la sociedad tendrá que informar a sus socios 
acerca de su participación y lo hará a través de un punto específico del orden del 
día de la Asamblea General, al menos con carácter anual1062. Al respecto -tal y como 
se puntualiza en la LSCA1063- entendemos que la información no ha de limitarse 
únicamente a los casos de participación en otra cooperativa sino en cualquier otra 
sociedad o entidad. Asimismo, dicha información se facilitará dentro de los límites 
que permita la legislación de las sociedades o entidades en las que participa la 
sociedad cooperativa. 
                                                 
1057 O, según previsión expresa, “a los socios u órganos que los representen”, vid. Art. 21, d) LCAR; 
Art. 24.6 LCPV 
1058 Vid. Art. 26.2, c) LFCN 
1059 Vid. Art. 21,d) LCAR 
1060 Vid. Art. 24.6 LCPV 
1061 En este sentido, vid. Art. 26.2, g) LCCV; Art. 30.2, h) LCPA; Art. 36.2, h) LCCLM 
1062 Vid. Art. 39.8 LSCA, Art. 22.3, h) LCCyL 
1063 Vid. Art. 39.8 LSCA 
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6.7.2.3.- Límites al derecho de información. 
 
Las normas de disciplina social impiden que el socio sea privado del derecho de 
información de tal forma que la suspensión puede afectar a otros derechos de 
carácter mínimo -sean estos de naturaleza política o económica- pero el derecho 
de información permanece intangible e inderogable.  
 
Dicho esto, conviene subrayar que este derecho no posee un carácter absoluto 
puesto que, en determinados casos, el derecho individual del socio a obtener 
información de la cooperativa a la que pertenece puede colisionar con el interés 
social a proporcionar cierta información1064. En tales supuestos parece lógico que 
se limite el acceso a la información si bien las normas han de articular un sistema 
específico de carácter proteccionista o tuitivo de la posición del socio. En este 
sentido es aconsejable que las leyes prevean expresamente ciertas cuestiones, por 
ejemplo: cuál es el órgano facultado para decidir tal limitación, si esa limitación 
puede afectar a todos los supuestos de solicitud de información o se reconduce tan 
sólo a parte de los mismos y qué condicionantes han de cumplirse para que tal 
limitación sea legítima y, finalmente, cuáles son aquellos casos donde no procede 
una negativa a facilitar tal información aunque concurran los condicionantes 
citados. 
 
En la legislación cooperativa se suele considerar que el órgano de administración–
independientemente de su denominación o la forma que adopte- es el que ha de 
valorar las circunstancias y decidir sobre si procede una limitación a la 
información solicitada por el socio o grupo de socios1065. Por tanto, no cabe aplicar 
                                                 
1064 En efecto, “puesto que en este derecho no subyace únicamente el interés individual del socio 
sino que, precisamente por el objeto de la información, puede verse afectado el interés social –
máxime teniendo en cuenta que se trata de una sociedad en la que rige el principio de puerta 
abierta- las propias leyes de cooperativas suelen limitarlo”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 
178. 
1065 En este punto existe total uniformidad en las normas cooperativas, al respecto, vid. Art. 22.3 
LCIB; Art. 23.3 LCG; Art. 36.2 LCCLM; Art. 16.4 LC; Art. 24.8 LSCEX; Art. 22.3, g) LCCyL; Art. 27.4 
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la solución estipulada para las sociedades anónimas a las cooperativas por cuanto 
en aquéllas es el presidente de la Junta el que ha de valorar la oportunidad de 
proceder a facilitar la información demandada por el socio1066. En definitiva, el 
presidente del Consejo u órgano de administración de la cooperativa puede 
organizar y dirigir el debate de dicho órgano sobre si procede o no la negativa a 
facilitar la información “pero no es quién valora y decide, ya que en todo caso ha de 
ser el propio Consejo, quien bajo su responsabilidad solidaria y colectiva asumirá 
la decisión”1067.  
 
El derecho de información del socio cooperativista se concreta en una serie de 
facultades que divergen según el tipo de información que se requiera y la forma de 
solicitarla La valoración del órgano de administración para proporcionar o no la 
información no puede ser discrecional por lo que -para evitar arbitrariedades- tal 
negativa: i) se reconduce a cierto tipo de información; y, ii) siempre que exista 
justificación.  
 
Así las cosas -a efectos de determinar el tipo de información que se puede negar al 
cooperativista- existe cierta graduación en las normas. En este sentido, de la 
literalidad de algunas de ellas deducimos que el órgano de administración puede 
negarse –con las cautelas que examinaremos posteriormente- a proporcionar 
cualquier tipo de información solicitada por el cooperativista1068. Con un criterio 
intermedio, la mayor parte de las leyes circunscriben tal negativa a la información 
solicitada por escrito antes de la Asamblea para la ampliación o aclaración de la 
información relativa a los puntos del orden del día, a la solicitada verbalmente 
durante la Asamblea relacionada con los puntos del orden del día, a la solicitada 
por escrito sobre la marcha de la cooperativa -y, en particular, la que afecte a sus 
                                                                                                                                               
LCRM; Art. 40.1 LSCA; Art. 25.1 LCPV; Art. 26.3 LFCN; Art. 21, I, c) LCAR; Art. 25.3 LCLR; Art. 26.2, 
c), II LCCV; Art. 24.2, c), II LCCMadrid; Art. 25.1 LCCAT 
1066 Vid. MILLÁN CALENTI, R., El derecho de información…, op.cit. p. 125; ESTEBAN VELASCO, G., 
“Derecho de información del accionista”, op.cit. p. 231. 
1067 Vid. MILLÁN CALENTI. R., El derecho de información…, op.cit. p. 126. 
1068 Así, vid.  Art. 40.1 LSCA; Art. 25.1 LCPV; Art. 26.3 LFCN  
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derechos económicos y sociales- y, finalmente, a la información que pidan por 
escrito y consideren necesaria cierto porcentaje o número de socios1069.  
 
Por último, alguna disposición, impide la negativa del Consejo Rector a la solicitud 
del socio de cualquier aclaración sobre puntos del orden del día1070. Con un criterio 
más restrictivo, ciertas normas tan sólo permiten la negativa de aquella 
información que se considere necesaria y esté relacionada con los puntos del 
orden del día, siempre que fuera solicitada por escrito con anterioridad a la 
Asamblea o verbalmente en el transcurso de la misma1071, o bien a las aclaraciones 
o informes que considere necesarios el socio sobre cualquier aspecto del 
funcionamiento y resultados de la cooperativa1072. 
 
En definitiva, podemos concluir que son supuestos circunscritos a la solicitud de 
información por parte del socio o grupo de socios y que, por tanto, no han de 
alcanzar al examen en el domicilio de la cooperativa de cierta documentación 
social. De la misma forma, la limitación no se extiende a la solicitud o recepción de 
información de carácter individual, por ejemplo: la recepción de copia de estatutos 
y otros documentos sociales, el libre acceso a los libros sociales, la recepción de 
copia certificada de acuerdos que le puedan afectar y al derecho que le asiste al 
socio a que se le muestre y aclare el estado de su situación económica en relación 
con la cooperativa. En estos casos, si existiera una negativa por parte del Consejo 
Rector, el socio titular del derecho podría acudir al procedimiento previsto en la 
LECv1073. 
                                                 
1069 En esta línea se sitúan las siguientes normas: Art. 16.4 LC; Art. 36.2 LCCLM; Art. 23.3 LCG; Art. 
24.8 LSCEX; Art. 22.3, g) LCCyL; Art. 22.3 LCIB; Art. 27.4 LCRM; Art. 25.1 LCCAT; Art. 30.3 LCPA 
1070 Vid. Art. 25.3 LCLR 
1071 Vid. Art. 24.2, c), II LCCMadrid; Art. 26.2, c), II LCCV  
1072 Vid. Art. 21, I, c) LCAR  
1073 En concreto, en algunas normas, existe una remisión concreta al Art. 2166 LECv 1881, vid. Art. 
16.4 LC; Art. 24.8 LSCEX; Art. 25.1 LCPV; Art. 23.3 LCG; en otras al 249.3 LECv 2000, vid. Art. 22.3, 
g) LCCyL; o a la legislación procesal  vigente, vid. Art. 25.1 LCCAT; Art. 22.3 LCIB; Art. 36.2 LCCLM; a 
las medidas de tutela judicial previstas en la legislación del Estado, vid. Art. 24.2, c), II LCCMadrid; 
al procedimiento judicial correspondiente, vid. Art. 27.4 LCRM; o, por último, “en caso de 
incumplimiento de la obligación de informar, el socio podrá reclamar ante la jurisdicción 
ordinaria”, vid. Art. 26.3 LFCN. En concreto, simplemente apuntar que el procedimiento del 2166 
LECv “faculta a todo socio que quiera ejercitar su derecho de información para acudir por escrito al 
órgano judicial competente cuando el o los administradores no lo consientan. El juez ordenará, en 
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Una vez cotejada la naturaleza de la información solicitada, la negativa del órgano 
de administración sólo será justificada si concurre alguno de los condicionantes 
legalmente previstos. En efecto -según la ley que estudiemos- únicamente podrá 
denegarse la información cuando: i) al proporcionarla se ponga en grave peligro 
los legítimos intereses de la cooperativa1074, suponga “perjuicio para los intereses 
sociales”1075 o “salvo que su difusión ponga en grave peligro”1076 dichos intereses; 
ii) además del anterior condicionante otras leyes también prevén tal negativa 
cuando la petición de la información constituya obstrucción reiterada o abuso 
manifiesto por parte de los socios solicitantes1077 o “que deba mantenerse reserva 
de dichos datos en cumplimiento de una obligación legal”1078; o, iii) simplemente, 
cuando “la solicitud sea reiterada o claramente injustificada a criterio del Consejo 
Rector”1079.  
 
En consecuencia, en el Derecho cooperativo se incorpora la tradicional cláusula 
general de protección –propia de las sociedades de capital1080- según la cual debe 
negarse la publicidad que perjudique los intereses sociales. Para que esta negativa 
esté fundamentada, la información solicitada ha de ser susceptible o 
potencialmente puede causar un perjuicio que, en la mayor parte de las normas, 
además, ha de ser grave para la propia sociedad1081. Al margen de estos requisitos, 
algunas normas concretan otros motivos de rechazo de la solicitud de información 
–abuso de derecho y obstrucción reiterada- cuya indeterminación es aún mucho 
                                                                                                                                               
su caso, que se le pongan de manifiesto al socio los libros y documentos sociales que quieran 
examinar y, si el o los administradores lo impiden, acordará las providencias necesarias para 
compelerles”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 180. 
1074 Algunas normas, únicamente prevén este condicionante, vid. Art. 25.3 LCLR; Art. 23.3 LCG; Art. 
22.3, g) LCCyL; Art. 24.8 LSCEX; Art. 25.1 LCPV; Art. 40.1 LSCA; Art. 21, I, c) LCAR  
1075 Vid. Art. 25.1 LCCAT 
1076 Esta expresión, un tanto equívoca por las connotaciones del término “difusión”, tan sólo se 
utiliza en alguna norma, vid. Art. 24.2, c), II LCCMadrid; Art. 26.2, c), II LCCV  
1077 Vid. Art. 16.4 LC; Art. 22.3 LCIB; Art. 36.2 LCCLM; Art. 27.4 LCRM; Art. 30.3 LCPA 
1078 Vid. Art. 26.2, c) II LCCV 
1079 Vid. Art. 26.3 LFCN 
1080 Al respecto, vid. Art. 196.2 y 197.3 del TRLSC que regulan esta cuestión en las sociedades de 
responsabilidad limitada y anónimas respectivamente. 
1081 Para una exposición detallada de esta problemática en la LCG, vid. MILLÁN CALENTI, R., El 
derecho de información…, op.cit. pp. 120-124. 
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mayor1082. En este sentido -ante la indefinición legal- sería conveniente su 
oportuna concreción en el seno de la cooperativa en sede estatutaria o por medio 
de acuerdo de la Asamblea General1083. A propósito de tal regulación, también 
convendría clarificar el deber que tiene el cooperativista de no utilizar los datos 
obtenidos o facilitados por la cooperativa en el ejercicio del derecho de 
información para una finalidad distinta a la amparada por la disciplina de tal 
derecho, o incompatible con aquella para la que los datos hubieran sido 
recogidos1084, e incluso tipificar el incumplimiento de tal deber como infracción así 
como su oportuna sanción.  
 
En cualquier caso, la correcta ponderación entre los intereses sociales y el derecho 
individual de información requiere un adecuado sistema de garantías con el objeto 
de mitigar al máximo la arbitrariedad del órgano de administración. En la 
legislación cooperativa se constata una regulación insuficiente plagada de 
interrogantes y que, por tanto, genera inseguridad jurídica. Pese a ello, de una 
interpretación lógica de la normativa podemos extraer las siguientes medidas 
tuitivas de los intereses del socio: 
 
Primera.- Aunque de muchas de las leyes no lo deducimos1085, se requiere que el 
órgano de administración conteste al requerimiento de información1086. Por ello, 
                                                 
1082 Así las cosas -si bien en relación con la interpretación jurisprudencial del artículo 35.1, c) de la 
LGC 1987- se indicaron ciertos supuestos de ejercicio abusivo del derecho de información, a saber: 
“Consejero que, prevaliéndose de su condición de tal, solicita y obtiene información confidencial de 
otro socio con el que mantiene un litigio en el que aporta esa información, Socio que pide reiterada 
e injustificadamente información puntillosa sobre la marcha de la Cooperativa. Socio que pierde por 
cuarta vez los textos autorreguladores (copia de los Estatutos y del Reglamento de Régimen 
Interno) y que se niega a pagar a la Cooperativa el importe de las nuevas copias expedidas por 
quinta vez. Varios socios, que constituyen el 12 por ciento de la Cooperativa, formulan una petición 
colectiva al Consejo Rector de información sobre la marcha de la Cooperativa. El Consejo Rector 
remite la información solicitada al primero de los firmantes utilizando este mecanismo previsto en 
los Estatutos (y en el art. 33 de la LRJAP-PAC para evitar una carga onerosa a las Administraciones 
Públicas). Los demás firmantes vuelven a solicitar la referida información al Consejo Rector 
exigiendo que les sea remitida inmediatamente a todos y cada uno de ellos”; vid. UCELAY URECH, I., 
“El abuso del Derecho por socios de cooperativas”, op.cit. p. 1354. 
1083 Como bien se ha puntualizado, “estas nuevas causas pueden constituir auténticos semilleros de 
pleitos. Si bien, oportunamente moduladas por los estatutos o por la Asamblea General y 
correctamente aplicadas por el Consejo, permiten atajar flagrantes abusos de derecho como los 
ocurridos en nuestra experiencia”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 179.   
1084 Tal y como específicamente establece el Art. 36.4 LCCLM 
1085 Al respecto, las expresiones m|s utilizadas son: “el Consejo Rector podr| negar la información, 
cuando al proporcionarla (…)”, vid. por ejemplo: Art. 16.4 LC; Art. 24.8 LSCEX; Art. 22.3, g) LCCyL; 
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una falta de respuesta ante la solicitud de información faculta al solicitante para 
ejercer las acciones que considere pertinentes mediante el procedimiento de 
jurisdicción voluntaria previsto en la legislación vigente1087.  
 
Segunda.- Si se produce una negativa, el órgano de administración tendrá que 
invocar alguna de las causas que la justifican. Así -con buen criterio- algunas 
normas exigen expresamente una motivación de la decisión denegatoria1088 
sirviendo de paradigma el texto de la LCIB donde se dispone con claridad que “el 
Consejo Rector podrá negar la información solicitada mediante resolución 
motivada y por escrito cuando al proporcionarla”1089.  
 
Tercera.- En caso de negativa, el solicitante tiene la posibilidad de interponer unos 
recursos internos ante el Comité de Recursos o, en su defecto, la propia 
Asamblea1090. Además, la denegación del Consejo Rector o una falta de respuesta a 
la solicitud de información podrá ser impugnada por el solicitante de acuerdo con 
el procedimiento de impugnación de acuerdos sociales previsto en cada norma y 
“agotando o no, previamente, los recursos internos”1091. 
 
Cuarta.- Con carácter general, el rechazo del órgano de administración a 
proporcionar la información requerida no procederá: i) cuando la información 
haya de proporcionarse en el acto de la Asamblea y más de la mitad de los votos 
presentes o representados apoyase la solicitud1092; ii) en los demás supuestos, 
                                                                                                                                               
Art. 23.3 LCG; Art. 36.2 LCCLM;  Art. 25.3 LCLR; o “el consejo Rector no podr| negar las 
informaciones solicitadas, salvo que su difusión ponga en peligro (…)”, vid. por ejemplo: Art. 26.2, 
c), II LCCV; Art. 24.2, c), II LCCMadrid 
1086 En relación con la LC y ante la omisión legal, se ha matizado que el Consejo debe pronunciarse, 
no basta el mero silencio; PANIGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 179; ROMERO CANDAU, 
P.A., “Comentario Art. 16 LC”, op.cit. p. 122; apreciación que podemos extender a todas las normas 
que no especifican nada sobre la contestación que ha de proporcionar el órgano de administración. 
1087 Solución que contempla de forma expresa el Art. 25.3 LCCAT; Art. 40.2 LSCA 
1088 Vid. por ejemplo: Art. 25.1 LCPV; Art. 21, I, c) LCAR; Art. 40.1 LSCA 
1089 Con similar criterio, el Art. 25.1 LCCAT exige tal motivación de la siguiente manera: “El Consejo 
Rector no puede negarse a facilitar las informaciones docilitadas por los socios, excepto en el caso 
de que, motivadamente, alegue perjuicio para los intereses sociales”. 
1090 Alguna norma únicamente contempla el recurso ante dicha Asamblea, vid. Art. 21, I, c) LCAR 
1091 Esta última puntualización la encontramos de forma concreta en el Art. 40.2 LSCA 
1092 Alguna norma, tan sólo prevé este supuesto: Art. 26.3 LFCN  
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cuando así lo acuerde el Comité de Recursos o la Asamblea General como 
consecuencia del recurso interpuesto por los socios solicitantes de la 
información1093. Separándose de este criterio general, alguna disposición prevé 
específicamente que en aquellas hipótesis de negativa fundamentada en el grave 
peligro de los intereses de la cooperativa, la Asamblea General, mediante votación 
secreta, podrá ordenar al Consejo suministrar la información requerida1094.  
 
Como conclusión, y a modo de reflexión final, tan sólo queda aludir a los posibles 
métodos para reducir los contenciosos que pueden derivarse del derecho de 
información. En algunas leyes se posibilita que en los estatutos pueda articularse 
un sistema de garantías que contemple las particularidades de la cooperativa y la 
situación del socio tanto en la actividad cooperativizada como en sus derechos y 
obligaciones. El objetivo de dicho sistema es evitar arbitrariedades en la 
denegación de la información y, en consecuencia, minimizar al máximo el riesgo de 
pleitos en esta materia1095. Además, si existiera una confrontación entre el socio y 
la cooperativa, también sería conveniente que figurasen las oportunas cláusulas de 
arbitraje para dirimir los conflictos relativos al ejercicio del derecho de 
información1096.  
 
Por consiguiente, una vez más, podemos comprobar la relevancia de la 
autorregulación en las cooperativas por lo que no hay ningún impedimento para 
que los Estatutos o el Reglamento de Régimen Interno contengan menciones 
                                                 
1093 Al respecto, vid. Art. 16.4 LC; Art. 22.3, g) LCCyL; Art. 24.8 LSCEX; Art. 40.1 LSCA; Art. 25.1 
LCPV; Art. 22.3 LCIB; Art. 36.2 LCCLM; Art. 23.3 LCG; Art. 27.4 LCRM 
1094 Vid. Art. 26.2, c), II LCCV; Art. 24.2, c), II LCCMadrid 
1095 En concreto, vid. Art. 25.2 LCPV. Con mayor amplitud el Art. 25.4 LCLR mantiene que: “Dentro 
de los límites de esta Ley, los Estatutos podrán concretar los cauces del ejercicio de este derecho o 
establecer un sistema de garantías que tengan en cuenta las particularidades de la cooperativa”. 
1096 Como bien se ha dicho, “dada la importancia del derecho de información en la cooperativa y los 
contenciosos internos que puedan generarse, máxime en las grandes cooperativas, es conveniente 
que los estatutos y, si es posible, los acuerdos de la Asamblea, establezcan la creación de órganos 
potestativos de información, de garantías para el ejercicio del derecho de información y de 
cláusulas de arbitraje para la resolución de conflictos intrasocietarios derivados del ejercicio del 
derecho de información”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. 180. 
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facultativas como las que hemos expuesto al margen de todas aquellas que sean 
obligatorias de acuerdo con la ley1097.  
 
6.8.- Derechos de carácter económico derivados de las aportaciones al 
capital social. 
 
6.8.1.- Preliminar.  
 
El cooperativista es titular de una serie de derechos de naturaleza económica que 
conjuntamente con los políticos –principalmente el de voto y el de información- y 
el derecho de formación, integran su posición dentro de la sociedad. Es más, 
aunque las cooperativas poseen unos rasgos definitorios y se rigen por unos 
principios que las separan nítidamente de las sociedades de capital, la necesaria 
captación de capital interno para el cumplimiento del fin social justifica el refuerzo 
de la posición económica del socio que participa en una cooperativa. Dicha 
colaboración puede llevarse a cabo realizando las oportunas aportaciones 
obligatorias o voluntarias al capital social y participando en la actividad 
cooperativizada. Así pues, parte de los derechos económicos están relacionados 
directamente con las aportaciones realizadas al capital social mientras que otros 
dependen de la participación en el desarrollo de la actividad social1098.  
 
En este epígrafe se analizarán, en concreto, el derecho a la remuneración de las 
aportaciones, el de la actualización de las aportaciones y, por último, el retorno 
cooperativo. Al respecto, conviene subrayar las siguientes notas comunes a los tres 
derechos citados. En primer lugar, se trata de derechos tradicionales por cuanto 
los principios cooperativos siempre los han observado pero con ciertos límites o 
cautelas con el objetivo de dotarlos de una fisonomía propia que los separe de la 
disciplina económica que rige las sociedades de capital. En segundo lugar, estos 
                                                 
1097 En este punto, la E. de M. de la LC “enfatiza el car|cter flexible del marco legal que diseña para la 
cooperativa, permitiéndole una mayor autorregulación y huyendo de tentaciones reglamentistas 
que dificultan la actividad societaria”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 128. 
1098 Vid. GADEA-SACRISTÁN- VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 163. 
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derechos –remuneración, actualización y retorno- figuran expresamente en el 
elenco de derechos mínimos concedidos al cooperativista pero sin un carácter 
absoluto sino con reservas o expresiones limitativas como “cuando proceda”, “en 
su caso” o similares. En tercer lugar -además de su inclusión en el referido elenco- 
los textos cooperativos disciplinan cada uno de estos de derechos en un artículo 
propio en el que se determinan de forma expresa los límites o cautelas a los que 
antes nos hemos referido y, en ocasiones, se exige la oportuna previsión 
estatutaria para que sea viable un determinado derecho. 
 
En conclusión, estos derechos de car|cter “histórico” est|n reconocidos como 
derechos mínimos y desarrollados con cierto detalle pero se trata de derechos que 
no tienen un carácter absoluto sino relativo1099. Por consiguiente, en la legislación 
cooperativa estos derechos se limitan –sobre todo cuantitativamente- y se 
condicionan –en particular, a la situación económica de la cooperativa-. Además, en 
algunos casos, la existencia de estos derechos parece depender de la oportuna 
mención estatutaria o del correspondiente acuerdo de la Asamblea General con lo 
que su catalogación como “derecho” parece ponerse en entredicho. 
 
6.8.2.- Derecho a la remuneración de las aportaciones. 
 
El tercer principio cooperativo proclamado por la ACI en el Congreso de 
Manchester de 1995 bajo la rúbrica de “Participación económica de los socios”, 
dispone que: “Los socios contribuyen equitativamente al capital de sus cooperativas 
y lo gestionan de forma democrática. Al menos una parte de los activos es por regla 
general propiedad común de la cooperativa. Normalmente reciben una 
compensación, si la hay, limitada sobre el capital entregado como condición para ser 
socio. Los socios asignan los excedentes para todos o algunos de los siguientes fines: 
el desarrollo de la cooperativa; la constitución de reservas, de las cuales, al menos 
una parte sería irrepartible; el beneficio de los socios en proporción a sus operaciones 
con la cooperativa; y el apoyo de otras actividades aprobadas por los socios”.  
                                                 
1099 En este sentido, vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 163. 
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La remuneración está constituida por esa compensación calculada sobre el 
importe de la aportación al capital social y, a priori, llama la atención la diversa 
terminología utilizada por las normas. La mayoría de las leyes utiliza la expresión 
“remuneración de las aportaciones” para rubricar el precepto en el que se 
establece la disciplina de este derecho1100; mientras que otros textos legales 
incorporan en tal rúbrica únicamente la palabra “intereses”1101. Pese a esta 
divergencia terminológica, cuando se concreta regulación del derecho -tanto en las 
disposiciones del primer grupo como en las del segundo- la compensación consiste 
en un interés sobre el capital aportado. Este peculiar sistema de remuneración está 
supeditado en la legislación cooperativa a condicionantes –previsión estatutaria y 
recursos disponibles- y límites –en la cuantía del interés que se puede pagar- 
bastante uniformes.   
 
El primer condicionante para que sea viable la remuneración de las aportaciones 
viene constituido por la exigencia de una previsión expresa en los estatutos o 
mediante el oportuno acuerdo de la Asamblea General. Por consiguiente, la 
remuneración por medio de intereses no es aceptada como principio general en el 
Derecho cooperativo1102. Avanzada esta cuestión, y a efectos de estudio, nos 
encontramos con textos legales que adoptan la misma solución para las 
aportaciones obligatorias y para las voluntarias. Es decir, con independencia del 
tipo de aportación, será únicamente en los Estatutos1103, en los Estatutos o, en su 
defecto, la Asamblea General1104, o únicamente por la Asamblea General1105, en 
donde se concretará si las aportaciones generan interés.  
                                                 
1100 Vid. Art. 73 LCIB; Art. 80 LSCA; Art. 64 LCLR; Art. 58 LCCV; Art. 63 LCCyL; Art. 68 LCRM; Art. 
79.1 LCCLM; Art. 52 LCCMadrid; Art. 48 LC; Art. 86 LCPA 
1101 Vid. Art. 59.1 LCCAT; Art. 51 LCAR; Art. 60 LCPV; Art. 60 LCG 
1102 De hecho, las normas cooperativas suelen hacer alusión a que las aportaciones podrán ser 
remuneradas, con ello “se quiere dejar constancia que no es obligatorio que las aportaciones al 
capital sean remuneradas. Es más, la no remuneración de las aportaciones obligatorias es una 
práctica seguida por no pocas cooperativas de consumo, de enseñanza y de vivienda. Sin embargo, 
para las aportaciones voluntarias, dado su carácter, si suele fijarse una retribución con la finalidad 
de hacerlas atractivas y que sea atendida la necesidad de financiación de la cooperativa”; vid.  
GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, op.cit. p. 207. 
1103 Vid. Art. 59.1 LCCAT y Art. 51 LCAR; Art. 80, I LSCA 
1104 Así, según el Art. 46.1, I LFCN: “Las aportaciones al capital social producir|n interés cuando así 
lo determinen los estatutos o, en su defecto, la Asamblea General”. 
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En caso de previsión estatutaria, la determinación de la cuantía o del porcentaje de 
ese interés será fijada para las aportaciones obligatorias -según la norma que 
estudiemos-: i)  en los Estatutos o por la Asamblea General1106; ii) por los Estatutos 
o, en su defecto, la Asamblea General1107; o, iii) únicamente, por la Asamblea 
General1108. Respecto a las aportaciones voluntarias al capital social, la cuantía 
concreta se determinará –como veremos- en el propio acuerdo de 
admisión/emisión.  
 
Sin embargo, otras leyes contienen una solución distinta según el tipo de 
aportación. En lo que respecta a las aportaciones obligatorias existen: i) normas en 
las que se dispone expresamente que serán los estatutos los que concretarán si las 
aportaciones obligatorias al capital social dan derecho al devengo de intereses1109; 
ii) otras disposiciones en las que se permite que dicha previsión pueda constar en 
los estatutos o por acuerdo de la Asamblea General1110; iii) alguna ley contempla 
que será la Asamblea General la que disponga, en cada ejercicio, si las aportaciones 
obligatorias al capital dan derecho al devengo de intereses1111; y, por último, iv) 
aquellos textos legales que exigen la previsión estatutaria y que, en su defecto, 
pueda ser establecida por la Asamblea General1112. En cualquier caso, cuando se 
opte por la remuneración de las aportaciones obligatorias, las normas citadas 
hacen una mención expresa a que el devengo de intereses se hará por la parte 
efectivamente desembolsada de dichas aportaciones obligatorias.  
 
Además, todas las leyes apuntadas en el anterior párrafo optan porque el carácter 
remunerado de las aportaciones voluntarias figure en el acuerdo de emisión o 
admisión que, además, deberá contener de forma concreta la remuneración de las 
aportaciones voluntarias o el procedimiento para determinarla. Es decir, tanto el 
                                                                                                                                               
1105 Vid. Art. 60.1 LCPV 
1106 Vid. Art. 51 LCAR; Art. 59.1 LCCAT 
1107 Vid. Art. 46.1 LFCN; Art. 79.2 LCCLM 
1108 Vid. Art. 80, I LSCA; Art. 60.1 LCPV 
1109 Vid. Art. 64.1 LCLR; Art. 58.1 LCCV; Art. 68.1 LCRM; Art. 58.1 LCCM; Art. 52.1 LCCMadrid; Art. 
48.1 LC; Art. 53.1 LSCEX 
1110 Vid. Art. 63.1 LCCyL 
1111 Vid. Art. 86.1 LCPA 
1112 Vid. Art. 73.1 LCIB; Art. 60 LCG 
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carácter remunerado o gratuito de las aportaciones voluntarias como el concreto 
interés que se pagará, constarán en el acuerdo de admisión de este tipo de 
aportaciones.  
 
En definitiva, de todo lo hasta aquí avanzado, concluimos que tanto en el caso de 
las aportaciones obligatorias como en el caso de las voluntarias el abono de 
intereses tiene un carácter voluntario1113.  
 
Dicho esto, procede destacar que cuando se opte por la remuneración, la facultad 
de autorregulación por parte de la sociedad cooperativa está constreñida por una 
limitación en el tipo de interés al que se pueden retribuir las aportaciones. Al 
respecto proceden varias matizaciones.  
 
Desde un punto de vista teórico, el interés es la retribución que el deudor ha de 
pagar por el uso de un capital monetario1114. Esa deuda posee los siguientes 
caracteres: es pecuniaria, accesoria, es un fruto del capital, es proporcional al 
dinero recibido por el deudor, se paga con independencia de los resultados 
económicos del deudor y se contabiliza como gasto1115. Es decir, el interés es el 
precio que la sociedad cooperativa –como deudor- tiene que pagar al socio que 
realiza una aportación al capital social –como acreedor-.  
 
Desde la óptica de la legislación cooperativa, el interés tiene como finalidad la de 
remunerar las aportaciones a capital social, es decir, se configura como una 
retribución por el uso de un capital monetario1116. Ahora bien, el “interés 
cooperativo” es una figura jurídica peculiar que no posee todos los caracteres 
antes avanzados por cuanto suele estar limitado a una tasa fija y condicionarse a 
                                                 
1113 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 257. 
1114 En este punto el Art. 315, II CCom, con un criterio amplio, considera interés “toda prestación 
pactada a favor del acreedor” si bien el Art. 354.5 CC lo engloba dentro de los “frutos civiles” 
derivados del capital.  
1115 Vid. PASTOR SEMPERE, C., Los recursos…, op.cit. p. 225. 
1116 Al respecto, vid. GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, op.cit. p 207. 
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que la cooperativa obtenga un resultado económico positivo1117. Esta dilución del 
interés cooperativo entronca directamente con motivaciones de carácter 
ideológico y, en concreto, con los principios cooperativos clásicos1118.  
 
No obstante, en la actualidad se intenta admitir cualquier financiación externa o 
interna que favorezca el crecimiento económico de la cooperativa e incremente su 
competitividad si bien con el respeto de los principios cooperativos1119. Por 
consiguiente, resulta necesario que esta retribución o “salario del capital” 
                                                 
1117 Así, como bien se ha puntualizado, “el interés por las aportaciones obligatorias a capital social 
es una figura jurídica peculiar del Derecho Cooperativo de difícil calificación, pues reúne 
características de figuras opuestas: tasa fija –propia de un préstamo- y aleatoriedad de su pago –
propia de una aportación social o de riesgo-“; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 76 LGC 
1987”, en AA.VV., Comentarios al Código de Comercio…, (Dirs. Fernando S|nchez Calero y Manuel 
Albadalejo), Tomo XX, Vol. 3º, op.cit. p. 267. La remuneración de las aportaciones al capital social se 
convierte así en una característica propia de este tipo de sociedades derivada de la distinta función 
que cumple el capital en las mismas puesto que “el capital es instrumento necesario para que la 
cooperativa lleve a cabo su actividad empresarial, pero no conlleva derecho a una parte del 
resultado, al igual que no condiciona el derecho de voto. Sin embargo esto se conviene con la justa 
remuneración del mismo, limitada según los principios cooperativos”; vid. GÓMEZ APARICIO, P., “El 
capital social en las sociedades cooperativas. Las normas sobre los aspectos contables de las 
sociedades cooperativas a la luz de los principios cooperativos”, CIRIEC-España, Revista de 
Economía Pública, Social y Cooperativa, núm. 45, agosto 2003, p. 72. En este sentido, se ha 
mantenido que “en las sociedades cooperativas prima el trabajo frente al capital, pero este último 
es necesario, por ello se considera razonable su remuneración pero de forma limitadas puesto que 
ésta es una característica que las diferencia de las empresas mercantiles convencionales”; vid. 
FERNÁNDEZ GUADAÑO, J., “An|lisis de la participación de los socios inversores externos…”, op.cit. 
p. 742. 
1118 En concreto, las primeras referencias al principio de retribución limitada de las aportaciones 
parecen encontrarse en los habitualmente conocidos como “pioneros de Rochdale”. En este sentido 
los “pioneros” insistieron en recompensar el capital por considera que era la forma más eficaz de 
promover el ahorro entre los socios pero hacerlo, para evitar prácticas capitalistas, de manera 
limitada; vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, op.cit. pp. 109-110. Así “como el capital es 
necesario para la empresa –como reconocieron ya los Pioneros de Rochdale- hay que retribuirlo 
necesariamente, con tal de que los aportantes no tengan poder de decisión convirtiéndolos en 
“empresarios/capitalistas”, porque el poder empresarial debe quedar entre los socios; y, en 
segundo lugar, con tal de que se hayan obtenido beneficios para poder satisfacer dicho interés (…)”; 
vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 76 LGC 1987”, op.cit. p. 266. Sobre la evolución, el alcance 
y la controversia que generó históricamente este principio en el seno de la ACI, vid. con detalle, 
ARANZADI, D., Cooperativismo industrial como sistema, empresa y experiencia, Bilbao, 1976, pp. 378-
382. 
1119 Así, como se ha matizado en la STS (Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 2ª) de 28 de 
septiembre de 2002 (RJ 2002/10097), fundamento de derecho segundo, “estos intereses no son 
expresión de beneficio alguno de la entidad, nada tienen que ver con el resultado, próspero o 
adverso, de la misma, no significan, por tanto, retribución ninguna con cargo a beneficios como 
sucede con los accionistas en las sociedades anónimas , en que el devengo de dividendos depende 
de los beneficios y es variable y proporcional al número de acciones que se posean. El 
cooperativista, en suma, no tiene derecho a una participación en las ganancias de la Cooperativa 
por sus aportaciones al capital social, sino que, simplemente, percibe por ellas un interés 
desvinculado de los posibles beneficios de aquélla”. 
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constituya una remuneración del capital aportado pero en ningún caso participe 
del carácter variable e ilimitado del dividendo en las sociedades de capital1120.  
 
En la legislación cooperativa se prevé una cuantía máxima del tipo de interés al 
que se remunerarán las aportaciones al capital social. El criterio mayoritario es 
que tal cuantía figure de forma expresa en la ley y sea aplicable tanto a las 
aportaciones obligatorias como a las voluntarias1121. No obstante, algunas leyes 
imponen un límite diverso según el tipo de aportación1122. En cualquier caso, el 
interés legal -tal y como puntualiza alguna norma1123- ha de ser el vigente y, ante el 
silencio legal generalizado, entendemos que habrá que considerar aquél que rija en 
el momento del abono de dichos intereses y no en el de la fecha de inversión. 
 
Dicho esto, respecto al devengo de intereses podemos concluir que la limitación a 
la que se hace alusión parece equivaler a “tipo fijo” en el interés que se tenga que 
                                                 
1120 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 391. En esta línea se ha puntualizado que “la tendencia 
doctrinal dominante a favor del devengo de intereses en la cooperativa, se ha encontrado limitada, 
no obstante, por un sector minoritario de autores que si bien no niegan tajantemente esta 
posibilidad, apuntan la tendencia a reducir en lo posible su esfera de aplicación, como un sistema 
para incentivar la financiación interna de la cooperativa, es decir, la procurada por sus socios, con el 
fin de evitar en la medida de lo posible satisfacer a los socios cualquier ventaja que guarde 
cualquier similitud con el lucro obtenido en las sociedades de capitales”; vid. LLOBREGAT 
HURTADO, Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 206. La concepción que la ideología 
cooperativista ha desarrollado del interés limitado, tiene como puntos de partida: el evitar la 
subordinación del trabajo al capital y establecer un nuevo orden social con una distribución de la 
renta equilibrada entre capital y trabajo; vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, op.cit. pp. 
114-115. Así las cosas, “por remuneración fija debe entenderse una remuneración que no est| 
relacionada con un reparto de los excedentes o beneficios obtenidos por la cooperativa (si bien 
puede ser una retribución variable relacionada con ciertas magnitudes incluido el resultado, como 
sería el caso de los títulos participativos y no tiene por qué identificarse con remuneración 
reducida). Hay una cota máxima, pero el principio no aboga por minimizar el importe de la misma, 
minimizarlo es exigencia de la gestión financiero-empresarial y tiene que ver con las condiciones de 
mercado”; vid. GÓMEZ APARICIO, P., “El capital social en las sociedades cooperativas…”, op.cit. p. 
73. 
1121 El interés no puede exceder en ningún caso de diez puntos por encima del interés legal del 
dinero, vid. Art. 79.1 LCCLM; seis puntos el tipo de interés legal del dinero, vid. Art. 59.1 LCCAT; Art. 
48.2 LC; Art. 52.3 LCCMadrid; Art. 68.2 LCRM; Art. 64.1, II LFCN; Art. 60.2 LCPV; Art. 58.2 LCCV; Art. 
53.2 LSCEX; o en más de seis puntos el tipo de interés legal vigente del dinero, vid. Art. 63. 2 LCCyL; 
o del interés legal del dinero más tres puntos, vid.; Art. 73.3 LCIB; o tres puntos por encima del 
interés legal, vid. Art. 80, II LSCA; o sin que pueda ser superior al interés legal del dinero 
incrementado en un cincuenta por ciento, vid.; Art. 64.2 y 3 LCLR 
1122 En el caso de aportaciones obligatorias el interés no podrá exceder del legal del dinero en más 
de tres puntos y para las voluntarias no excederá el interés legal del dinero incrementado en seis 
puntos; vid. Arts. 60 y 61 LCG. En ningún caso puede superar los tres puntos, el tipo básico del 
Banco de España para las obligatorias y en cinco para las voluntarias; vid. Art. 51 LCAR 
1123 Vid. Art. 63.2 LCCyL 
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abonar pero no necesariamente a “tipo reducido” o “interés pequeñito”1124. Es 
decir, dicha limitación no debería implicar una retribución por debajo de la tasa de 
mercado sobre todo en las aportaciones voluntarias al capital social que en opinión 
de CELAYA ULIBARRI “no parece que alcancen una importancia significativa si no 
es mediante un sistema retributivo competitivo”1125. Es más, este tipo de 
aportaciones, como veremos, se someten habitualmente a unos serie de límites y 
condicionantes que disuaden la participación del socio en esta vía de inversión 
cooperativa1126. 
 
Una vez prevista la remuneración y limitado el importe de la misma, las leyes 
cooperativas comprenden un segundo condicionante para que esa retribución 
pueda pagarse al socio aportante. Así -con una formulación diversa según la ley 
que analicemos- resulta habitual condicionar la posibilidad de remuneración a la 
situación económica de la sociedad cooperativa en el ejercicio económico en que ésta 
tenga que abonar los intereses pactados.  
 
Con carácter previo al examen de las distintas soluciones legales existentes, 
conviene referirse al debate técnico-jurídico tradicional relativo a si nos 
encontr|bamos “ante verdaderos “intereses” como “precio fijo debido por el uso 
del dinero”, o ante la participación eventual (y, siempre, limitada) en los 
excedentes de la Cooperativa (en tanto que la participación en las pérdidas sociales 
compromete la totalidad de la aportación, lo que la distingue de un préstamo)”1127. 
En la actualidad se aboga porque el importe de la remuneración aparezca como un 
gasto más en la cuenta de pérdidas y ganancias de ahí que -para determinar el 
resultado cooperativo- haya que computar los ingresos cooperativos y deducir los 
correspondientes gastos cooperativos, es decir, los derivados de la gestión de los 
ingresos -entre los que figuran la remuneración de las aportaciones al capital 
                                                 
1124 Con esta ilustrativa y tradicional expresión se ha querido incidir en la necesidad de aproximar 
los principios cooperativos cl|sicos a la realidad de mercado; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario 
Art. 76 LCG 1987”, op.cit. p. 268. Al respecto, vid. FERNÁNDEZ, J., Economía para cooperativas, 
Barcelona, 1983, p. 74.  
1125 Vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, op.cit. p. 112. 
1126 Por lo que éste suscribirá, por ejemplo, otro tipo de aportaciones que no integran el capital 
social y en las que no operan tales limitaciones; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen 
jurídico…, op.cit. pp. 163-164. 
1127 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 76 LGC 1987”, op.cit. p. 268. 
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social1128-. En definitiva, “dado que con el abono de intereses se pretende 
remunerar el uso del capital, y no repartir dividendos, no se detraen de los 
excedentes disponibles, sino que la legislación sobre cooperativas los considera 
gastos –financieros- deducibles de los ingresos para determinar el excedente 
neto”1129.  
 
La citada catalogación no impide que -con el objetivo de favorecer la solvencia de 
la sociedad cooperativa- la remuneración de las aportaciones al capital social se 
someta a diversos condicionantes. Así, según un grupo de leyes, dicha condición 
viene representada por la existencia en el ejercicio económico de resultados 
positivos1130 previos a su reparto1131 y, de ser estos insuficientes, se limitaría el 
importe máximo de las retribuciones al citado resultado positivo1132. En otro grupo 
de normas, la retribución estará condicionada a la existencia de resultados/fondos 
positivos o reservas/fondos de libre disposición1133, o, “a la existencia de 
resultados netos o reservas de libre disposición suficiente para satisfacerla”1134. 
Finalmente, con un criterio taxativo pero incierto, algún texto legal determina que 
se suspenderá el devengo de intereses por acuerdo del Consejo Rector cuando la 
cooperativa se encuentre en situación de pérdidas hasta la celebración de la 
próxima Asamblea General1135. 
                                                 
1128 Vid. DE LA VEGA GARCÍA, F.L., “Cuentas anuales y auditoría”, en AA.VV., La Sociedad Cooperativa 
en la ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, (Coord. Francisco J. Alonso Espinosa), Granada, 
2001, pp. 259-261. En todo caso hay que tener en cuenta que la Orden EHA/3360/2010, de 21 de 
diciembre, por la que se aprueban las normas sobre los aspectos contables de las sociedades 
cooperativas (BOE núm. 316, de 29 de diciembre de 2010), en su Introducción, II, dispone que: “En 
cuanto a la remuneración de las aportaciones al capital social, la Norma establece un criterio 
consistente con la naturaleza contable del importe retribuido y, en este sentido, cuando se 
retribuye el componente de patrimonio neto identificado en el reconocimiento inicial de la 
aportación del cooperativista al amparo de la discrecionalidad de los flujos de efectivo que genera 
la remuneración se contabiliza como una distribución de resultados, mientras que en los casos en 
que se remunere un pasivo financiero, es decir, cuando la remuneración es obligatoria, se reconoce 
un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias. Este mismo criterio se aplica para contabilizar el 
retorno cooperativo”. 
1129 Tal y como se ha mantenido relación con la LCPV por GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, 
op.cit. p 208. Si bien dicha argumentación se puede extender a las demás normas cooperativas que 
optan por esta solución; en este sentido, vid. PASTOR SEMPERE, Mª. C., Los recursos…, op.cit. pp. 
227-228. 
1130 Vid. Art. 86.2 LCPA 
1131 Vid. Art. 73.2 LCIB 
1132 Solución por la que se opta en las siguientes leyes, vid. Art. 48.2 LC; Art. 68.2 LCRM; Art. 64.2 
LCLR; Art. 63.2 LCCyL  
1133 Vid. Art. 79.2, II LCCLM; Art. 52.2 LCCMadrid; Art. 58.2 LCCV; Art. 53.2 LSCEX 
1134 Criterio por el que se opta en: Art. 60.3 LCPV 
1135 Criterio vigente en el Art. 46.1, III LFCN 
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Respecto a la recepción legislativa de este condicionante, proceden las siguientes 
observaciones: 
 
En primer lugar, la indeterminación que genera el uso de la expresión “resultados 
positivos”. Ésta es utilizada de forma común en las normas -con independencia del 
grupo al cual pertenezcan- y suscita la duda sobre si las normas se refieren a los 
resultados positivos netos o a los resultados positivos disponibles1136. Al respecto 
se ha mantenido que “la interpretación más razonable es referir la exigencia de 
resultados positivos a los disponibles”1137. 
 
En segundo lugar, el incentivo a la capitalización de la cooperativa derivado de que 
el abono de intereses se pueda realizar bien con cargo a los resultados positivos o 
con cargo a reservas o fondos repartibles.  
 
En tercer lugar, que -pese a no constatarse expresamente en las normas- en un 
ejercicio económico tanto los resultados positivos a los que refieren algunas leyes 
como las reservas o fondos repartibles que mencionan otras, se pueden destinar a 
remunerar las aportaciones a capital sin que sea necesario que ni tales resultados 
ni las citadas reservas se empleen previamente a compensar las pérdidas de ese 
ejercicio ni de ejercicios anteriores1138. La compensación de estas pérdidas es un 
destino de los excedentes netos pero la retribución de las aportaciones -como ya 
                                                 
1136 Al respecto, se abre una doble posibilidad, que estas normas se puedan referir a los resultados 
positivos netos, es decir el saldo positivo que resulte del cómputo de los ingresos menos los gastos; 
o, a los resultados disponibles que derivan de restar al saldo positivo de los resultados netos, las 
pérdidas de ejercicios anteriores, la dotación obligatoria de reservas legales, la cuantía de impuesto 
de sociedades y otras aplicaciones obligatorias; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 
258. 
1137 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 258. 
1138 Por su claridad, aunque referido a la LCPV, traemos a colación el siguiente ejemplo: “Ello 
significa que si, por ejemplo, una cooperativa obtiene unos resultados netos de 6000€ y tiene 
reservas de libre disposición por valor de 3000€, la cantidad que puede destinar al pago de 
intereses es de 9000€. Si el resultado neto es de 6000€ y tiene pérdidas de ejercicios anteriores sin 
compensar por importe de 3000€, la cantidad destinable al pago de intereses es de 6000€. Si la 
cooperativa pierde 6000€ y tiene reservas de libre disposición por valor de 3000€, la cantidad que 
puede destinar al fin que nos ocupa es de 3000€”; vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: 
aportaciones al capital social”, op.cit. p. 166.   
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dijimos en su momento- aparece como un gasto más en al cuenta de pérdidas y 
ganancias1139. 
 
En cuarto lugar, alguna ley circunscribe este condicionante únicamente a las 
aportaciones obligatorias al capital social, es decir, no opera para las aportaciones 
voluntarias al capital a efectos de no desincentivar esta forma de 
autofinanciación1140. 
 
A modo de conclusión de estas observaciones, destacamos que la tendencia 
normativa es la del favorecimiento de aquellas medidas legales que fomenten la 
autofinanciación a través de la participación económica de los socios, cuestión 
especialmente trascendente en las cooperativas puesto que éstas tienen más 
dificultades para acceder al mercado de capitales que otros tipos sociales1141.  
 
Finalmente, algunos textos cooperativos imponen una cautela cuyo objetivo será 
preservar que sólo se abonen intereses procedentes del resultado positivo del 
ejercicio económico1142. Así pues, en la cuenta de resultados se indicará 
explícitamente el resultado antes de incorporar las remuneraciones a las 
aportaciones obligatorias y/o voluntarias al capital social y el resultado que se 
obtiene una vez computadas las mismas1143. Otras normas tan sólo exigen que en 
las cuentas anuales se indique expresamente el importe destinado a la 
remuneración de las aportaciones1144. 
 
 
 
                                                 
1139 Por tanto, tal medida, “no debe interpretarse como despreocupación del legislador por las 
pérdidas del ejercicio o de los anteriores, porque lo que se regula no es el reparto de excedentes, 
sino la retribución del uso del capital, que aparece como un gasto más en la cuenta de pérdidas y 
ganancias”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 393, que toman como referencia en esta 
materia a GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, op.cit. p. 208. 
1140 Así sucede, en concreto, en el Art. 58.2 LCCV y en el Art. 53.2 LSCEX 
1141 Como bien se ha puntualizado, las sociedades cooperativas “debería tender m|s a la 
autofinanciación por parte de los socios, cosa que en la mayoría de las ocasiones no ocurre, ya que 
muchas de ellas basan su financiación en créditos y préstamos bancarios, hasta el punto de que la 
aportación de los socios al capital social es insignificante comparada con el volumen de financiación 
externa”; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 164. 
1142 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit.  p. 258. 
1143 Vid. Art. 48.3 LC; Art. 68.3 LCRM 
1144 Vid. Art. 79.3 LCCLM 
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6.8.3.- Derecho a la actualización de las aportaciones. 
 
Habitualmente en un mismo precepto1145 y bajo la rúbrica de “actualización de las 
aportaciones”, “regularización de balances y actualización de aportaciones”1146 o 
“actualización del capital y regularización de balances”1147, las normas 
cooperativas comprenden dos operaciones diversas: la regularización de balances 
y la propia actualización de las aportaciones. El nexo entre ambas es que ésta 
última se realizaba tradicionalmente con cargo al resultado positivo de la 
regularización del balance1148.  
 
La actualización de las aportaciones es una figura particular o peculiar de las 
sociedades cooperativas. Su razón de ser se encuentra en que los cooperativistas 
no tienen derecho a una participación en el reparto de todo el haber resultante de 
la liquidación. Su derecho se circunscribe a la restitución o reembolso de sus 
aportaciones y aquellos fondos de reserva voluntarios -de existir los mismos- que 
sean repartibles1149. Además, la actualización del valor nominal de las aportaciones 
es una medida que evita diferencias de trato injustificadas entre los socios, facilita 
la capitalización de las cooperativas1150 y con la cual “se persigue que el socio 
reciba en caso de liquidación o baja de la cooperativa una cantidad equivalente, en 
valor actual, a lo aportado en su día, y viene a compensar la carencia de un derecho 
sobre todo el patrimonio social liquidado”1151.  
 
Estas justificaciones teóricas han de ser matizadas por cuanto una cosa es la 
finalidad que se persigue con la actualización, y otra bien distinta es que el 
cooperativista tenga un derecho absoluto a que sus aportaciones a capital social 
                                                 
1145 Alguna norma no regula esta cuestión en un artículo específico, disciplinándola en varios con 
las oportunas referencias cruzadas entre los mismos, al respecto, vid. Arts. 63.2, 64.2, e) y 66.1, b) 
LCCAT 
1146 Tan sólo algunas normas utilizan esta rúbrica: Art. 62 LCG; Art. 65 LCLR 
1147 En este sentido, vid. Art. 59 LCCV, en coherencia con el peculiar régimen plasmado en esa 
norma y al que haremos alusión con posterioridad. 
1148 Vid. BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI, Lei anotada de Cooperativas de Galicia…, op.cit. p. 148. 
1149 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 259; GADEA, E., Derecho de cooperativas…, 
op.cit. p. 209; MORILLAS- FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 394. 
1150 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 259. 
1151 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 164. En sentido similar, vid. 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 394. 
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sean actualizadas mientras pertenece a esa sociedad, cuando se da de baja de la 
misma o, en último caso, cuando se liquida la cooperativa. En efecto hay una 
multiplicidad de condicionantes que otorgan un carácter relativo al derecho de 
actualización. 
 
Dicho esto, en el Derecho cooperativo se diferencia, con nitidez, entre el régimen 
jurídico de la regularización de balances y las limitaciones impuestas al destino 
que puede tener la plusvalía que se genere con dicha actualización. 
 
6.8.3.1.- Disciplina general de la regularización de balances. 
 
La legislación cooperativa exige que la regularización de balances se realice de la 
misma manera y con los mismos beneficios previstos en la normativa “para las 
sociedades”1152, “para las sociedades de derecho común”1153 o “para las sociedades 
mercantiles”1154. Dicha regularización –aunque se obvie en algunas normas 
autonómicas- será realizada con arreglo a la legislación estatal aplicable1155 y, en 
este punto, alguna norma prevé que las aportaciones al capital social sólo se 
puedan actualizar “en base a actualizaciones del inmovilizado, de acuerdo a la 
normativa legal establecida sobre las indicadas actualizaciones”1156.  
 
De lo avanzado en el anterior párrafo surgen los siguientes interrogantes: i) qué 
comprende el balance como documento contable y a qué normativa se somete; ii) 
cuál es la justificación de la regularización del balance; iii) qué ámbito de 
aplicación posee la normativa de regularización de balances desde un punto de 
vista subjetivo –es decir, si tal normativa se aplica de forma común a cualquier tipo 
societario-; temporal –esto es, a qué ejercicios económicos resulta aplicable-; y 
objetivo -en qué consiste la actualización/regularización del balance y si ésta 
técnica se circunscribe únicamente a elementos de inmovilizado-. Finalmente, 
                                                 
1152 Vid. Art. 52.1 LCAR 
1153 Vid. Art. 64.1 LCCyL; Art. 69.1 LCRM; Art. 49.1 LC; Art. 74.1 LCIB; Art. 65.1 LCLR; Art. 62.1 LCG; 
Art. 64.1 LCPV; Art. 87.1 LCPA 
1154 Vid. Art. 56.1 LSCEX; Art. 80.1 LCCLM; Art. 53.1 LCCMadrid; Art. 59.2 LCCV; Art. 63.2 LCCAT 
1155 Matización que sí se realiza aisladamente en alguna norma, vid. Art. 83.1 LSCA 
1156 Vid. Art. 46.3 LFCN 
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también habrá que determinar, iv) cuál es el destino que las normas societarias 
concretan para la plusvalía obtenida por dicha regularización. 
 
i) El balance de situación comprenderá, como parte integrante de las cuentas 
anuales, “de forma separada los bienes y derechos que integran el activo de la 
empresa y las obligaciones y los fondos que forman su pasivo”1157.  
 
En concreto, el artículo 36.1, I del CCom, cita como elementos del balance los 
siguientes:  
 
a) Activos: bienes, derechos y otros recursos controlados económicamente por la empresa, 
resultantes de sucesos pasados, de los que es probable que la empresa obtenga beneficios 
económicos en el futuro. 
 
b) Pasivos: obligaciones actuales surgidas como consecuencia de sucesos pasados, cuya 
extinción es probable que dé lugar a una disminución de recursos que puedan producir 
beneficios económicos. A estos efectos, de entienden incluidas las provisiones. 
 
c) Patrimonio neto: constituye la parte residual de los activos de la empresa, una vez 
deducidos todos sus pasivos. Incluye las aportaciones realizadas, ya sea en el momento de su 
constitución o en otros posteriores, por sus socios o propietarios, que no tengan la 
consideración de pasivos, así como los resultados acumulados u otras variaciones que le 
afecten. 
 
Todos estos elementos -así como el propio balance y los demás documentos que se 
integran en las cuentas anuales- han de ofrecer una imagen fiel del patrimonio de 
la empresa1158. Esta finalidad se entiende lograda “a modo de presunción iuris 
                                                 
1157 Vid. MARINA GARCÍA-TUÑÓN, Á., “Comentario Art. 172 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley 
de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. III, 2ª 
edic., Madrid, 2009, p. 1915. 
1158 En este sentido, el objetivo de la imagen fiel “pese a su vaguedad y a resultar ajeno a nuestra 
tradición, viene exigido por expreso imperativo legal y reviste una importancia extraordinaria”; vid. 
BROSETA PONT, M.-MARTÍNEZ SANZ, F., Manual…, T. I, op.cit. p. 110. Así, el Art. 34.2 CCom dispone 
que “Las cuentas anuales deben redactarse con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de 
la situación financiera y de los resultados de la empresa, de conformidad con las disposiciones 
legales. A tal efecto, en la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y 
no sólo a su forma jurídica”.  
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tantum por el cumplimiento de todo el marco jurídico que guía la actuación 
contable del empresario”1159.  
 
El marco legal del balance está constituido -fundamentalmente y a efectos de lo que 
nos interesa- por las previsiones que figuran en los artículos 38, 38 bis) y 39 del 
CCom1160. De ellos podemos concluir que, en la elaboración de las cuentas anuales, 
rigen una serie de principios contables de valoración que disciplinan los aspectos 
formales y determinan las pautas a seguir para cuantificar los hechos económicos 
que se plasman en los documentos que integran esas cuentas1161.  
 
De forma específica, en lo que respecta a la elaboración del balance de situación se 
han destacado los siguientes principios: el de uniformidad o continuidad; el de 
prudencia valorativa; el principio de empresa en funcionamiento; y, por último, el 
de precio de adquisición y coste de producción. En la materia que estamos 
analizando cobra una especial relevancia el último de los citados que está 
contenido en el artículo 38, II, f) del CCom bajo los siguientes términos: “Sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, los activos se contabilizarán por 
el precio de adquisición, o por el coste de producción, y los pasivos por el valor de la 
contrapartida recibida a cambio de incurrir en la deuda, más los intereses 
devengados pendientes de pagar; las provisiones se contabilizarán por el valor actual 
de la mejor estimación del importe necesario para hacer frente a la obligación, en la 
fecha del cierre del balance”. Por tanto, la aplicación de este último principio –
también denominado de “coste o precio histórico”- impone el mantenimiento del 
valor de los activos que figuran en el balance1162.  
                                                 
1159 Vid. MARINA GARCÍA-TUÑÓN, Á., “Comentario Art. 172 TRLSA”, op.cit. p. 1916. 
1160 Estos artículos, al igual que el artículo 36 CCom citado, fueron modificados por la Ley16/2007, 
de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable para su 
armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea (BOE núm. 160, de 5 de 
julio de 2007). 
1161 Al respecto, los principios contables vienen a representar un “conjunto de criterios, normas y 
procedimientos seguidos para garantizar la adecuación de los estados financieros a la realidad 
económica de la empresa a que se refieren; versan sobre criterios y normas de registro y valoración 
de las diferentes transacciones económicas, así como sobre el proceso de agregación que finaliza en 
los mencionados estados financieros”; vid. MARINA GARCÍA-TUÑÓN, Á., “Comentario Art. 172 
TRLSA”, op.cit. pp. 1916-1917. 
1162 Excepto cuando se trata de valorar ciertos instrumentos financieros expresamente citados en el 
38 bis) CCom –activos o pasivos financieros que formen parte de una cartera de negociación o sean 
instrumentos financieros derivados- a los que se le aplicará el criterio del valor razonable que se 
calculará con referencia a un valor de mercado fiable o, en aquellos elementos para los que no 
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ii) La regularización del balance está justificada “si consideramos que con el 
transcurso del tiempo los bienes y derechos adquiridos con las aportaciones 
adquieren mayor valor, dado que la reposición de los mismos es cada vez más 
costosa por la pérdida del valor de adquisición de la moneda motivado por la 
inflación”1163. Por tanto, se trata de permitir una justa compensación de la 
desvalorización de las aportaciones a capital provocada por la inflación. En 
consecuencia, cuando se imposibilita la actualización de las aportaciones al capital 
social se perjudica directamente a los socios1164 debido a que la cantidad aportada 
continúa invariable mientras que la inflación sube con lo que dicha aportación 
pierde valor1165. Es cierto que “la posible retribución con un interés de las 
aportaciones reduce, siquiera parcialmente, los efectos de la inflación sobre el 
valor nominal de estas aportaciones”1166. En todo caso, las limitaciones legales 
impuestas a la remuneración1167 y la necesidad de reforzar los mecanismos de 
autofinanciación exigen que, cuando sea viable, se recurra también a la 
actualización contable de las aportaciones al capital.  
 
                                                                                                                                               
pueda determinarse dicho valor de mercado, el valor razonable se obtendrá mediante la aplicación 
de modelos y técnicas de valoración con los requisitos que reglamentariamente se determinen. En 
todo caso, la extensión del criterio del valor razonable a elementos patrimoniales distintos de los 
instrumentos financieros citados está prevista en el Art. 38, bis) 5, II, si bien se supedita a la 
oportuna previsión reglamentaria. 
1163 Vid. GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, op.cit. p. 209. 
1164 Al respecto, vid. VICENT CHULIÁ, F., Introducción al Derecho Mercantil, 14ª edic., Valencia, 2001, 
p. 151; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 465-466. 
1165 Es decir, el principio del valor de adquisición genera, habitualmente, una progresiva diferencia 
entre valor contable y valor de mercado o valor real de los bienes como consecuencia de: “a) La 
inflación provoca que el importe contabilizado, que mantiene su valor monetario, vaya 
disminuyendo su valor real” y, asimismo “b) El incremento de valor real de los bienes, que tampoco 
es reflejado en la contabilidad”; vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad cooperativa…, op.cit. p. 
101. 
1166 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 259. 
1167 En este sentido – si bien hay que puntualizar que se trata de un análisis doctrinal del año 1992 
cuando la mayoría de las normas cooperativas imponían unos límites a la retribución por intereses 
más bajos que los que disponen las actuales leyes- se mantenía que: “ante la necesidad de superar 
los límites marcados por la restrictiva interpretación legal del principio de interés limitado, el 
Derecho cooperativo ha permitido que estos resultados se imputen parcialmente al mantenimiento 
del valor de las aportaciones al capital, contarrestando el efecto inflación, mediante un mecanismo 
cuyo objetivo retributivo es admitido por la generalidad de la doctrina (...)”;  asimismo “desde otro 
punto de vista, la actualización de las aportaciones podría también haberse permitido incluyendo el 
concepto “actualización” en el concepto “interés”, transformando así los tipos de interés real en 
tipos de interés monetario, siendo de esta forma simplificada la problemática fiscal al considerarse 
el conjunto de operaciones retributivas del capital como un gasto contable y fiscal, consideración ya 
admitida para los actuales intereses”; vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad cooperativa…, 
op.cit. p. 107. 
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iii) Dicho esto, también es fácil deducir que la regularización de los activos del 
balance deberá ser homogénea o uniforme a todas las sociedades so pena de 
introducir un elemento distorsionador en las cuentas que no permita una 
comparación entre la contabilidad de las diversas empresas. Por ello, se hace 
necesario que dicha regularización se fundamente en una norma expresa que la 
permita, es m|s “si no es al amparo de una normativa específica no es lícita la 
actualización o revalorización de activos”1168.  
 
Así las cosas, en materia de regularización de balances hay que destacar en España, 
hasta la fecha, dos normas básicas con su correspondiente desarrollo 
reglamentario. 
 
La primera, de carácter previo a la entrada en la CEE, fue la Ley 76/1961, de 
Regularización de Balances, cuyo texto refundido fue aprobado por Decreto 
1985/1964, de 2 de julio y que disciplinó la operativa de la regularización. Con ella 
se permitía a las sociedades proceder voluntariamente a revalorizar los activos 
mediante índices de “actualización” en sentido estricto e incluir partidas no 
contabilizadas compuestas por reservas ocultas y actividades no reflejadas con la 
debida claridad y exactitud en los documentos contables (de ahí que se pueda 
hablar de “regularización”). La citada disposición instrumentaba tal operación en 
tres fases diferenciadas1169: revalorización de los elementos del activo patrimonial 
con independencia de que los mismos hubieran aparecido previamente en el 
balance; aprobación administrativa de la revalorización producida con la 
consecuente aparición de una concreta plusvalía; y, por último, incorporación de 
tal saldo o plusvalía al capital de la sociedad con el consiguiente aumento del 
mismo. En todo caso, esta norma no se aplicaba desde el ejercicio fiscal de 19831170 
con el grave perjuicio que esto suponía para las empresas1171.  
                                                 
1168 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 259. En el mismo sentido vid. MORILLAS-
FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 466. 
1169 El desarrollo de estas tres fases se realiza, con gran claridad y concisión, en GARRIGUES-URÍA, 
Comentario a la Ley…, Tomo II, op.cit. p. 433. 
1170 Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 466. 
1171 Debido a que “1º) Las amortizaciones eran insuficientes (se calculaban a partir de valores 
históricos, con una pérdida de valor real estimado en el 80 por 100); 2º) Las cuotas del Impuesto de 
Sociedades eran excesivas (porque las empresas no podía deducir como “gasto” la amortización que 
deberían); 3º) Los fondos de amortización eran insuficientes para la renovación de los activos; 4º) 
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Con posterioridad a la entrada de España en la CEE, el artículo 33 de la cuarta 
Directiva permitió optar a los estados miembros por uno de los tres únicos 
sistemas que contempla para la actualización de balances. En esta tesitura se dictó 
el Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio1172, de medidas urgentes de carácter 
fiscal y fomento y liberalización de la actividad económica. En concreto, en su 
extenso artículo 5, se permite nuevamente la actualización voluntaria de balances. 
El desarrollo de lo allí disciplinado se produjo por Real Decreto 2607/1996, de 20 
de diciembre, por el que se aprueban las Normas para la Actualización de 
Balances1173. Esta normativa, de aplicación voluntaria, posee un ámbito de 
aplicación subjetivo amplio debido a que permite que la actualización sea realizada 
por todos los empresarios –sean personas físicas o jurídicas- pero también a 
aquellas personas que realicen actividades profesionales. Por tanto, la aplicación a 
las sociedades cooperativas resulta indubitada. El ámbito objetivo viene 
condicionado por una matización previa de suma importancia. En este caso -a 
diferencia de lo que ocurría con la citada Ley 76/1961- únicamente procede la 
actualización en sentido estricto, es decir, sin añadir activos que permanecieran 
ocultos. En consecuencia, se intenta corregir la inflación sufrida desde el 1983 –
año en el que se dejo de aplicar la anterior normativa- y, para ello, se tiene en 
cuenta un coeficiente fijado en la norma y que oscila entre el 1,810 para los activos 
adquiridos en 1983 y en años anteriores hasta el 1,00 para los adquiridos en 1996. 
Dicho coeficiente se aplica sobre el valor de adquisición del bien que forma parte 
del inmovilizado fijo material y a las amortizaciones que se realizaron. La 
diferencia entre el valor de adquisición del bien y el que resulta de la aplicación del 
coeficiente de revalorización es la plusvalía1174. El importe de esa revalorización se 
llevó a una cuenta específica que figura entre los fondos propios del pasivo 
denominada “Reserva de revalorización Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio”. 
El saldo de esa cuenta era indisponible hasta el transcurso del plazo de tres años 
fijado para que la Administración tributaria comprobara la corrección de la 
                                                                                                                                               
En especial, en las Cooperativas, se producía la imposibilidad de actualización de las “aportaciones 
a capital social”, en perjuicio de los socios”; vid. VICENT CHULIÁ, F., Introducción…, op.cit. p. 151.  
1172 BOE núm. 139, de 8 de junio; corrección de errores en BOE núm. 147, del 18 de junio. 
1173 BOE núm. 307, de 21 de diciembre. 
1174 Al respecto vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 164; MORILLAS-
FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 394. 
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actualización con la particularidad de que si no procedía a verificarla en ese plazo 
se consideraba aprobada. En cuanto al ámbito temporal, como hemos avanzado, la 
actualización se realizó sobre los bienes adquiridos como máximo hasta el año de 
1996.   
 
iv) Por último, tan sólo queda hacer referencia a cuál podía ser el destino de la 
plusvalía. En este punto, la normativa permitía aplicar la denominada “Reserva de 
revalorización” a eliminar resultados contables negativos, a la ampliación del 
capital social o el fondo mutual en caso de entidades de carácter mutualístico y, 
transcurridos diez años desde la actualización a reservas de libre disposición, se 
permitía que fuera repartida entre los socios1175. 
 
6.8.3.2.- Destino de la plusvalía en las sociedades cooperativas. 
 
Las leyes cooperativas declaran que la utilización de la normativa societaria de 
actualización de balances se realizará sin perjuicio de lo que se establezca en las 
mismas sobre la aplicación de la plusvalía resultante de tal actualización1176. En 
este punto consideramos totalmente compatible la regulación cooperativa de esta 
materia con lo estipulado en la normativa de actualización. Es más, lo dispuesto en 
sede cooperativa prevalecerá por cuanto se establece una solución específica para 
el destino de la plusvalía en una sociedad de carácter mutualístico frente a la 
solución genérica prevista para todo tipo de sociedades -pero orientada a las de 
capital- en la normativa común. 
 
Por tanto, la particularidad del régimen cooperativo en esta materia no radica en la 
operación de regularización del balance -cuya disciplina no diverge de lo previsto 
para otros tipos sociales- sino que se fundamenta en el destino que se le ha de dar 
                                                 
1175 Al respecto, vid. VICENT CHULIÁ, F., Introducción…, op.cit. p. 152; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, 
op.cit. p. 466. 
1176 Como fórmula de estilo uniforme, se suele mantener que la actualización se realizar| “sin 
perjuicio de lo que establece esta Ley sobre el destino de la plusvalía resultante de la actualización” 
o una fórmula sinónima en todos los casos. Al respecto, vid. entre otras: Art. 74.1 LCIB; Art. 65.1 
LCLR; Art. 61 LCPV; Art. 49.1 LC; Art. 69.1 LCRM; Art. 64.1 LCCyL; Art. 53.1 LCCMadrid; Art. 80.1 
LCCLM; Art. 56.1 LSCEX. Por el contrario hay normas que no hacen ninguna mención, vid. entre 
otras: Art. 62 LCG; Art. 52.1 LCAR 
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a la plusvalía derivada de la regularización1177. En este sentido, ésta podrá 
dedicarse a la actualización de las aportaciones realizadas por el socio 
cooperativista pero con una serie de límites fijados legalmente1178.  
 
La legislación cooperativa suele contemplar un régimen bastante uniforme que, 
salvo casos específicos, se caracteriza por lo siguiente:  
 
En primer lugar, se determina un destino “prioritario” de esa plusvalía puesto que, 
imperativamente, se ha de utilizar para compensar las pérdidas que tenga esa 
sociedad. En efecto, cuando la cooperativa tenga pérdidas la plusvalía se aplicará a 
compensarlas y con posterioridad a otros destinos1179 o, dicho con otras palabras, 
salvo que la cooperativa se encuentre en situación de pérdidas se podrá proceder a 
la aplicación de la plusvalía a otros destinos que no sean esa compensación. En esta 
situación, a la habitual confrontación entre los intereses de la sociedad cooperativa 
y los individuales del cooperativista, se une el interés de los acreedores de la 
cooperativa. En consecuencia, la cooperativa no tiene total libertad a la hora de 
decidir el destino de la plusvalía, puesto que la protección de los acreedores 
sociales justifica que estos tengan una preferencia sobre la plusvalía generada por 
la actualización del balance1180. 
 
En segundo lugar, cuando no existan pérdidas o una vez que se hayan compensado, 
la totalidad del importe de la plusvalía o, de existir, su remanente tras la 
compensación, se podrá aplicar a uno o varios de los destinos fijados legalmente 
entre los cuales figura la actualización de las aportaciones obligatorias y 
                                                 
1177 En efecto, “la singularidad radica en el destino de la plusvalía resultante de la actualización”; 
PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 259. En un sentido similar, vid. BORJABAD 
GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 142.  
1178 Por tanto, el derecho a la actualización posee un rasgo común con el de la remuneración por 
cuanto no estamos ante unos derechos absolutos o que se puedan ejercitar en todo caso sino que se 
trata de unos derechos limitados. 
1179 Vid. Art. 65.1 LCLR; Art. 74.2, in fine LCIB; Art. 65.2 LCLR; Art. 62.2, in fine LCG; Art. 61.2, in fine 
LCPV; Art. 49.1, in fine LC; Art. 69.2, II LCRM; Art. 64.2, in fine LCCyL; Art. 52.2 LCAR; Art. 53.2 
LCCMadrid; Art. 66.3, c) LCCAT; Art. 87.2 LCPA 
1180 En este sentido, vid. GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, op.cit. p. 210. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
316 
voluntarias a capital social1181 o, en expresión más flexible -pero minoritaria- a la 
“actualización del capital”1182.  
 
Dicho esto, en esta materia, el panorama legislativo vuelve a ser multiforme. 
 
Tan sólo algunas leyes especifican que la citada plusvalía podrá aplicarse en uno o 
más ejercicios1183 y “por partes iguales”1184 a cualquiera de los destinos fijados es 
decir, a la compensación de pérdidas o a cualquier otro que figure en la norma –
usualmente será la dotación de fondos y la actualización de aportaciones-. 
 
La diversidad es aún mayor al analizar el reparto del remanente de la plusvalía tras 
la oportuna compensación de pérdidas. En este sentido, existen leyes que apenas 
disciplinan la cuestión -concediendo amplio margen a la autonomía de la voluntad-
, otras que fijan los destinos de la plusvalía pero dejan cierto margen de maniobra 
a la sociedad para la aplicación de la plusvalía y, por último, aquéllas que regulan 
con más detalle esta operativa. 
 
Así las cosas, el exponente máximo de autonomía estatutaria lo encontramos en la 
LCRM. En dicha norma se determina que la plusvalía se destinará por la sociedad 
conforme a lo previsto en los Estatutos sociales. El único límite legal que se 
dispone es que se han de respetar, en todo caso, las limitaciones que en cuanto a 
disponibilidad prevea la normativa reguladora sobre actualización de balances1185.  
 
Asimismo, las disposiciones más permisivas prevén que la plusvalía se pueda 
destinar –en su caso y tras la compensación de pérdidas- a la actualización de las 
aportaciones al capital social o al incremento de reservas, obligatorias o 
voluntarias, en la proporción que estime la cooperativa1186 o -con mayor 
                                                 
1181 Si bien alguna norma circunscribe la actualización a las obligatorias, vid. Art. 65.2 LCLR 
1182 Vid. Art. 61.2 LCPV; Art. 53.2 LCCMadrid 
1183 Vid. Art. 61.2 LCPV; Art. 53.2 LCCMadrid; Art. 64.2 LCCyL; Art. 49.2 LC; Art. 69.2 LCRM; Art. 87.2 
LCPA 
1184 Previsión que tan sólo realiza el Art. 53.2 LCCMadrid 
1185 Vid. Art. 69.2, II LCRM. En este sentido, por ejemplo, el importe de la plusvalía -según el RD 
7/1996- no estuvo disponible hasta que pasó el plazo fijado para la oportuna comprobación por 
parte de la Administración. 
1186 Vid. Art. 61.2 LCPV 
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concreción- en la proporción que estime la Asamblea General1187. De forma más 
simplificada, la LFCN prevé que se pueden actualizar las aportaciones al capital y 
que en las cooperativas agrarias, los fondos de actualización irán a un Fondo de 
Reserva Especial1188.  
 
En esta línea -pero con una regulación más detallada- otras leyes permiten la 
aplicación de la plusvalía conforme a lo previsto en los Estatutos o, en su defecto, 
por acuerdo de la Asamblea General a cualquiera de los siguientes dos destinos o a 
ambos a la vez: i) la actualización del valor de las aportaciones al capital social de 
los socios; o/y ii) al incremento de los fondos de reserva obligatorios o voluntarios. 
Dicha aplicación se realizará en la proporción que se estime conveniente 
permitiéndose -como se puede observar- un amplio margen de actuación1189 que 
ha de respetar en cualquier caso las limitaciones que en cuanto a disponibilidad 
establezca la normativa reguladora sobre actualización de balances1190.  
 
Otras normas fijan el porcentaje concreto de la plusvalía que -tras la compensación 
de pérdidas- se puede adscribir a cada uno de los destinos fijados en la ley. En las 
leyes de este grupo la casuística es total, por ejemplo, para la LCLR de acuerdo con 
lo previsto en los Estatutos o, en su defecto, en el acuerdo de la Asamblea General 
dicha plusvalía se destinará: i) un 50% como máximo a la actualización de 
aportaciones obligatorias en proporción a la cuantía de las mismas; y, ii) el resto al 
incremento de fondos obligatorios o voluntarios1191. En esta línea, la LCCLM exige 
que se destine: i) al menos un 20% a una cuenta del pasivo denominada 
“actualización de aportaciones” a cuyo cargo se llevar| a cabo la actualización de 
las aportaciones al capital social; ii) al menos otro 20% al incremento del Fondo de 
Reserva Obligatorio; y, de existir, iii) el importe restante se destinará, en la 
proporción acordada por la Asamblea General, a incrementar la dotación de la 
cuenta de “actualización de aportaciones” o de los Fondos obligatorios o 
voluntarios1192.   
                                                 
1187 Al respecto, vid. Art. 52.2 LCAR; Art. 87.2 LCPA 
1188 Vid. Art. 46.3 LFCN 
1189 Vid. Art. 49.2 LC; Art. 69.2 LCRM; Art. 74.2 LCIB; Art. 64.2 LCCyL 
1190 La única de este grupo donde no se hace mención expresa de esta cuestión es en la LCCyL 
1191 Vid. Art. 65.2 LCLR 
1192 Vid. Art. 80.2, I LCCLM 
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Dentro de este grupo, algunos textos cooperativos –con acierto- incrementan el 
porcentaje que imperativamente se ha de destinar al Fondo de Reserva Obligatorio 
con el objetivo de primar el interés social frente al individual de los socios. Así, la 
LCG, exige que la plusvalía se destine: i) en un 50%, como mínimo, al Fondo de 
Reserva Obligatorio; y, ii) el resto, según lo previsto en los estatutos o, en su 
defecto, en el acuerdo de la Asamblea General, a la actualización de las 
aportaciones al capital social o al incremento de reservas obligatorias o 
voluntarias1193. Con una formulación similar -si bien con algo más de detalle- la 
LCCAT dispone que: ii) se destine el 50% de los excedentes procedentes de la 
regularización de balances, al fondo de reserva obligatorio1194; y, ii) el resto, de 
acuerdo con lo establecido en los estatutos o por acuerdo de la asamblea general, a 
la actualización del valor de las aportaciones al capital social de los socios o al 
incremento de los fondos de reserva, obligatorios o voluntarios, en la proporción 
que se estime conveniente, respetando las limitaciones que, en lo que concierne a 
la disponibilidad, establezca la normativa reguladora sobre actualización de 
balances1195. Asimismo -con una regla específica- la LCCMadrid permite que el 
remanente de la plusvalía se destine en uno o más ejercicios y por partes iguales, al 
incremento de la reserva obligatoria y a la actualización del capital. Añadiendo, que 
si existiese reserva voluntaria el reparto podrá hacerse por tercios1196. En 
definitiva, en las cooperativas disciplinadas por la LCCMadrid el límite del 50% 
destinado a la reserva obligatoria sólo operará cuando no exista reserva 
voluntaria. 
 
En un último grupo incluiremos varias leyes que contienen una regulación más 
detallada sobre la actualización de las aportaciones al capital social. En ellas se 
prevén medidas taxativas en lo que concierne a la capacidad autorregulatoria. En 
efecto, tras delimitar los posibles destinos de la plusvalía y fijar un reparto 
porcentual, algunas normas imponen otras limitaciones a la actualización de las 
aportaciones al capital social tanto desde un punto de vista cuantitativo, como 
                                                 
1193 Vid. Art. 62.2 LCG 
1194 Vid. Art. 66.1, b) LCCAT 
1195 Vid. Art. 66.3, c) LCCAT 
1196 Vid. Art. 53.2 LCCMadrid 
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temporal y subjetivo1197.En este grupo incluiremos a la LSCEX y la LSCA en las que, 
de manera bastante similar, se prevé que el resultado de la regularización del 
balance se destinará: i) un 50% al Fondo de Reserva Obligatorio; y, ii) el otro 50% 
a una cuenta del pasivo denominada “Actualización de aportaciones” a cuyo cargo 
se efectuará la actualización de aportaciones a capital1198. Dicho esto, también se 
incluyen otras limitaciones cuantitativas a la actualización de aportaciones por 
cuanto ésta sólo afectará a las aportaciones desembolsadas y existentes a la fecha 
de cierre de ejercicio y, además, no podrá ser superior al Índice de Precios al 
Consumo referido al ejercicio económico en el que se practique la actualización1199. 
Estas leyes -al igual que lo hacía la LGC 1987- también estipulan un límite temporal 
a esta actualización debido a que como máximo podrá realizarse respecto a los 
cinco ejercicios anteriores no actualizados. Igualmente, contienen un límite 
subjetivo por cuanto sólo pueden ser actualizadas las aportaciones de los socios y 
asociados que continúen siéndolo en el momento de acordarse la actualización por 
la Asamblea General1200. 
 
Finalmente, en estas dos normas, se determina que en caso de liquidación de la 
sociedad cooperativa, el remanente existente en la cuenta de actualización de 
aportaciones se destinará al Fondo de Reserva Obligatorio –tal y como concreta el 
artículo 83.5 LSCA- o a lo dispuesto en esta ley por las reglas de adjudicación del 
haber social –como está previsto en el artículo 56.5 LSCEX-1201. 
 
                                                 
1197 Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 370; GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen 
jurídico…, op.cit. p. 165. 
1198 Vid. Art. 83.2 LSCA; Art. 56.2 LSCEX 
1199 Vid. Art. 83.3 LSCA; Art. 56.3 LSCEX 
1200 Vid. Art. 56.4 LSCEX; Art. 83.4 LSCA. Por tanto, tal y como se especificaba para la LGC 1987, “la 
actualización funciona así como un premio a la fidelidad a la Cooperativa, un mecanismo más que 
limita la debilidad financiera de la Cooperativa derivada del principio de puerta abierta”; vid. 
VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 77 LGC 1987”, en AA.VV., Comentarios…, Tomo XX, Vol.3, 
op.cit. p. 279. 
1201 En definitiva, como se apuntó para la LGC 1987, “sólo el traspaso a la cuenta de capital 
consolida en el socio el derecho al nuevo valor de sus aportaciones. En efecto, si la Cooperativa se 
disuelve y liquida antes de esta operación, la cuenta de actualización se destinará a los fines del 
Fondo de Reserva obligatorio; es decir, hasta ese momento la cuenta continuaba expresando una 
parte abstracta del patrimonio neto repartible”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 77 LGC 
1987”, op.cit. p. 279. 
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En definitiva, del régimen previsto por la mayoría de las normas cooperativas para 
la actualización de las aportaciones al capital social – del cual se separan la LSCA, la 
LSCEX y, en menor medida la LCCLM1202- podemos subrayar lo siguiente.  
 
En ninguna norma se limita la actualización a las aportaciones efectivamente 
desembolsadas. En consecuencia, en las leyes que permiten el desembolso parcial 
de las aportaciones efectivamente suscritas, el socio cooperativista tendrá derecho 
a tal actualización de la totalidad de las aportaciones de las que es titular1203  
 
Con una sola excepción –representada por la LCLR- la mayoría de disposiciones 
omiten cómo ha de repartirse el importe concreto de la plusvalía destinado a la 
cuenta de actualización. Es decir, ante el silencio legal, surge la duda de si dicho 
reparto se realizará entre los socios aportantes en proporción a la cuantía de sus 
aportaciones o si cabe otra solución -por ejemplo, distribución por partes iguales-. 
En este punto, en la citada LCLR se dispone que la actualización de las aportaciones 
se realice “en proporción a la cuantía de las mismas”. Al respecto, consideramos 
que éste será el criterio será el más lógico1204, si bien nada impide que, en la 
                                                 
1202 En una línea similar –pero menos continuista con la regulación de esta materia en la LGC 1987- 
también se sitúa el Art. 80.3 LCCLM en el que se permite que la actualización de las aportaciones 
sociales pueda ser objeto de regulación estatutaria que deberá observar las siguientes condiciones: 
a) Podrá ser objeto de actualización todo el capital social suscrito, sea de carácter obligatorio o 
voluntario, y estuviere desembolsado o no. Sólo podrán ser actualizadas las participaciones de los 
socios que pertenezcan a la cooperativa en el momento en que tenga lugar la asamblea que adopte 
el acuerdo de actualización. b) La actualización del capital podrá referirse, salvo que los estatutos 
establezcan algún plazo máximo al efecto, a cualquier ejercicio económico anterior que no hubiere 
sido objeto de regularización a aquel en que se aprueben las cuentas por la asamblea. c) Podrán ser 
actualizadas con cargo a reservas libremente disponibles las participaciones sociales obligatorias y, 
en su caso, las voluntarias”. 
1203 Esta solución difiere de la prevista en la LSCA, la LSCEX y en el precedente normativo de la LC 
(LGC 1987) donde la actualización se circunscribe a las aportaciones desembolsadas. En este 
sentido, se ha señalado que la solución que se incorporaba en la LGC 1987 era razonable frente al 
criterio mayoritario en la actualidad; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 259.  
1204 Así, respetando los límites marcados por el Art. 65.2 LCLR, procede el siguiente ejemplo: si el 
sobrante de la plusvalía tras la compensación de pérdidas es de 100 unidades podrían dedicarse a 
los Fondos obligatorios o voluntarios 60 unidades y las 40 restantes a la actualización de las 
aportaciones obligatorias. El reparto entre los socios con aportaciones obligatorias sería en 
proporción a la cuantía de las mismas. Así si existen 4 socios que tienen poseen, sobre el 100% del 
capital social: el 50%, 30%, 10% y 10%, le corresponderían como actualización, respectivamente, 
20, 12, 4 y 4 unidades. 
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oportuna cláusula estatutaria o por medio de acuerdo de la Asamblea General, se 
imponga el reparto por partes iguales1205. 
 
Asimismo -con las excepciones citadas de la LSCA y la LSCEX- ninguna norma fija 
un límite cuantitativo al importe máximo de la actualización de las aportaciones 
sociales –por ejemplo, referenciado al Índice de Precios al Consumo-. Tampoco se 
limita temporalmente el número de ejercicios económicos anteriores a la 
actualización que podrán ser afectados por la misma.  Además, sólo en algunas 
normas de las citadas, se destina imperativamente la mitad de la plusvalía 
resultante de la actualización al Fondo de Reserva Obligatorio -al margen de la 
LSCA y LSCEX, únicamente imponen este límite la LCCAT, la LCG y LCCMadrid 
cuando no exista reserva voluntaria-. En el resto de las normas no rige esta 
limitación “lo que beneficia el interés individual de los socios en detrimento del 
interés social”1206. Finalmente, conviene apuntar que cuando el socio causa baja en 
la cooperativa, algunas leyes permiten que estatutariamente se pueda regular un 
fondo de carácter voluntario de reembolso o de actualización, que permita la 
revalorización de las aportaciones que se restituyan a los socios salientes1207. 
 
Por último, resaltaremos dos cuestiones que resultan conflictivas. Se trata de 
aquellos supuestos en los que no existe una ley que ampara la actualización de 
aportaciones y, sin embargo, se adopta un acuerdo por parte de la Asamblea 
General permitiéndola; o, por el contrario, cuando existiendo tal normativa 
habilitadora no se procede a dicha actualización.  
 
En el primer caso, se trata de una actuación de la cooperativa contraria a la ley de 
ahí que sea un acuerdo impugnable por ser nulo, con el problema añadido 
derivado de que tales cantidades ya se hubieran entregado a los cooperativistas en 
                                                 
1205 Es decir, y recurriendo a las cifras previstas en el ejemplo anterior pero en cualquier otra 
norma que no fijara imperativamente el criterio de reparto en proporción a la cuantía de las 
aportaciones, a cada uno de los socios le correspondería una actualización de 10 unidades. 
1206 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 259.  
1207 En cualquier caso, tal “actualización” estar| sometida a los condicionantes fijados legalmente, 
vid. Infra. Cap. 6.8.3. Además de las apreciaciones que se realizarán en el capítulo dedicado al 
reembolso de las aportaciones, vid. Infra. Cap. 8.3.4.2. 
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concepto de una actualización irregular1208. En el segundo supuesto, la cooperativa 
estaría amparada legalmente puesto que la regularización de balances es 
potestativa. Esto no impide que, si no existe una justificación razonable de la falta 
de actualización, la cooperativa pueda estar incurriendo en un abuso de derecho o 
exceso de poder por cuanto la actuación –legal- de los socios que detentan el poder 
mayoritario en el órgano social (Asamblea o Consejo) posee un fin distinto al 
común de los socios. Por tanto, estaríamos ante una causa de anulabilidad y los 
socios perjudicados por tal actuación podrían impugnar tal acuerdo1209. 
 
6.8.3.3.- Revalorización de aportaciones al capital social con cargo a reservas. 
 
Algunas leyes cooperativas contemplan la posibilidad de “actualizar” las 
aportaciones al capital social con cargo a reservas sin que exista una regularización 
del balance. Pese a que la terminología legal no es uniforme y lleva equívoco, 
convendría reservar el término actualización para aquellos incrementos derivados 
de una regularización –tal y como hemos analizado en el anterior epígrafe- y el de 
revalorización para los supuestos donde se actualice el valor de la aportación con 
cargo a fondos voluntarios de carácter repartible –como vamos a analizar en el 
presente epígrafe-. 
 
Dicho esto, entre las leyes que prevén esta posibilidad cabe una doble clasificación. 
En ciertas normas el régimen de la revalorización con cargo a reservas se 
disciplina-con mayor o menor detalle- sin hacer referencia a la restitución de las 
aportaciones en caso de baja1210. Sin embargo, otras leyes contemplan la posible 
constitución de un fondo que permita la revalorización de las aportaciones que se 
                                                 
1208 Además, desde un punto de vista tributario, se podría aplicar lo previsto en el artículo 13 de la 
Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre régimen fiscal de las cooperativas, donde se establecen 
aquellas causas que suponen la pérdida de la condición de cooperativa especialmente protegida. 
Entre las mismas se cita -en su punto 4- la de: “Incumplir las normas reguladoras del destino del 
resultado de la regularización del balance de la cooperativa o de la actualización de las aportaciones 
de los socios al capital social”. 
1209 En este sentido, vid. CABRERA MERCADO, R., “La impugnación de acuerdos en las sociedades 
cooperativas”, Revista Estudios Jurídicos Universidad Jaén, núm. 9, 2009, p. 4. En esta línea, respecto 
a la negativa injustificada de distribución de retorno, vid. Infra. 6.8.4.3.  
1210 Se prevé esta solución en el Art. 59.1 LCCV y el Art. 46.4 LFCN 
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restituyan a los socios o asociados en caso de baja1211, fundamentalmente, “con la 
finalidad de evitar los perjudiciales efectos que para el socio saliente puede 
ocasionar una política contable que opte por la no actualización de sus activos”1212. 
 
En todo caso -tanto en unas como en otras leyes- la revalorización con cargo a 
reservas es potestativa y se somete a diversos condicionantes según la norma que 
tratemos.  
 
Así, como ejemplos de normas del primer grupo citado, la LCCV impone los 
siguientes condicionantes: i) sólo se pueden revalorizar con cargo a reservas las 
aportaciones obligatorias; ii) la revalorización se limitará a corregir los efectos de 
la inflación desde el ejercicio en que fueron desembolsadas; iii) estatutariamente 
se podrá establecer un período máximo para la actualización. En esta línea, pero 
con mayor detalle, la LFCN dispone: i) que la revalorización se realice con cargo a 
reservas provenientes de excedentes generados por la cooperativa; ii) que nunca 
podrá utilizarse para dicho fin más del 50% de las mencionadas reservas; iii) que 
la revalorización se realizará aplicando a las aportaciones provenientes de cada 
uno de los distintos años el coeficiente de actualización legal vigente a efectos 
fiscales; y, iv) que sólo podrá realizarse la actualización cuando el nivel de reservas 
sea tal que la aplicación de un 50% de las mismas permita cubrir la totalidad del 
incremento sufrido por las aportaciones aplicando la regla anterior.  
 
Como ejemplos de las leyes pertenecientes al segundo grupo citaremos a la 
LCCMadrid y la LSCA. En ambas normas la finalidad perseguida creando el fondo es 
minimizar los efectos perjudiciales para el socio cuando causa baja de la 
cooperativa y se le reembolsan sus aportaciones. En ese instante -así como cuando 
se reparte el haber social resultante de la liquidación de la cooperativa- cobra una 
especial relevancia la actualización del valor nominal de las aportaciones 
                                                 
1211 Al respecto, vid. Art. 97 LSCA donde se disciplina el denominado “Fondo de Reembolso” y el Art. 
53.3 LCCMadrid que contempla la creación de una “reserva especial”. En esta línea, vid. Art. 77 
LCRM; Art. 84 LCIB; Art. 93 LCCLM. Esta cuestión también será tratada con posterioridad, vid. Infra. 
Cap. 8.3.4.2. 
1212 Vid. MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento 
de las Sociedades Cooperativas andaluzas…, op.cit. p. 210.  
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sociales1213. La LSCA regula el denominado Fondo de Reembolso1214 que posee las 
siguientes notas características: i) para su creación ha de estar previsto en los 
estatutos; ii) la finalidad es revalorizar las aportaciones que se restituyan a los 
socios y asociados que lleven como mínimo cinco años en la fecha de baja; iii) se 
nutre del porcentaje de los excedentes que determine la Asamblea General en cada 
ejercicio económico; iv) de dicho fondo no se podrán deducir deudas sociales; v) la 
revalorización tendrá como límite máximo el Índice General de Precios al Consumo 
y tendrá en cuenta el ejercicio en que fueron desembolsadas aquéllas1215. 
 
Con una formulación similar se regula este fondo en la LCCMadrid, sin embargo la 
disciplina de la LSCA resulta más restrictiva. Al respecto, apuntaremos las 
siguientes diferencias: 
 
i) La LCSA contempla un fondo de reserva voluntario cuya denominación es Fondo 
de Reembolso, mientras que la LCCMadrid se constituye una reserva especial sin 
más;  
 
ii) En la LSCA se mantiene que en los estatutos sociales se puede prever la 
constitución de ese fondo, mientras que en la LCCMadrid se extiende tal 
competencia también a la Asamblea General;  
 
                                                 
1213 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 260. Adem|s, como sigue 
señalando este autor (misma página 260), para el caso de reparto del haber social entre los socios 
en caso de liquidación, el Art. 75.2, b) de la LC lleva a equívoco ya que en él se permite, si el haber 
social es suficiente, reintegrar a los socios el importe de sus aportaciones al capital social 
“actualizados en su caso”. Por ello “Esta norma plantea la duda de si se refiere a una actualización 
ya realizada, en cuyo caso el precepto no añade nada. O, por el contrario, faculta a practicar la 
oportuna actualización en este momento, lo que reforzaría los intereses económicos individuales de 
los socios actuales. Parece que, implícitamente, el legislador tiene en mente la primera 
interpretación”. 
1214 Vid. Art. 97 LSCA 
1215 Respecto a la regulación del Fondo de Reembolso en la LSCA se ha mantenido que esta norma 
“no determina a qué órgano corresponde la facultad de “revalorizar” las aportaciones, ni tampoco si 
éstas ser|n actualizadas “de oficio” o ser| necesario la solicitud previa por parte del socio. Tampoco 
se refiere la Ley a la existencia de un límite temporal que impida revalorizar las aportaciones más 
allá de un determinado período de tiempo, por lo que estimamos que tanto la existencia de este 
fondo como las reglas que regulen las cuestiones relativas a su aplicación y distribución habrán de 
ser determinadas en los estatutos”; vid. MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ 
SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento de las Sociedades Cooperativas Andaluzas…, op.cit. p. 211. 
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iii) El Fondo de Reembolso de la LSCA se nutre del porcentaje de los excedentes de 
cada ejercicio que determine la Asamblea General, y en la LCCMadrid la reserva 
especial se integrará por la plusvalía resultante de la actualización y por los 
excedentes disponibles que se acuerde destinar a tal reserva en cada ejercicio;  
 
iv) Por último, la LSCA introduce una limitación temporal consistente en que sólo 
se permite la revalorización de las aportaciones con cargo al fondo de reembolso a 
aquellos socios o asociados salientes que lleven, como mínimo, cinco años en la 
cooperativa en la fecha de baja, sin embargo la LCCMadrid no concreta ninguna 
limitación. Asimismo, la LSCA limita cuantitativamente el importe máximo de la 
revalorización de forma diversa a la LCCMadrid. En la primera, el límite estará 
representado por el Índice General de Precios al Consumo. Según la segunda, se 
limitará a corregir los efectos de la inflación. En ambas normas, a estos efectos, se 
tendrá en cuenta el ejercicio en que fueron desembolsadas las aportaciones que 
van a ser revalorizadas. 
 
Finalmente, en lo relativo a las leyes en las que no se regula esta cuestión, 
consideramos que la revalorización con cargo a reservas procedería siempre que la 
propia norma contemple un fondo de reserva voluntario y de carácter repartible –
o bien permita su creación en los estatutos o por acuerdo de la Asamblea General- 
y que entre los destinos de esas reservas no se prohíba la revalorización de 
aportaciones. En este punto, conviene resaltar que en el régimen jurídico de los 
fondos de reserva voluntarios no se suele prohibir tal posibilidad y tampoco se 
impone el destino de estas reservas1216. En suma, nada impide que se pueda 
realizar la revalorización con cargo a dichos fondos con lo que nos hallaríamos 
ante otra posible vía para hacer llegar los excedentes y beneficios 
extracooperativos y extraordinarios disponibles al cooperativista1217. 
 
 
 
                                                 
1216 Tal y como se señala, tras el análisis de la LC –en concreto: arts. 21.2 letra d), 58.3 y 75.2 letra 
c)- por, PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 260. 
1217 De modo que el fondo voluntario no posee, tal y como sucedía en la LGC 1987, únicamente el 
objetivo de compensar las pérdidas sociales para evitar que éstas le sean imputadas al socio; vid. 
BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 140.  
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6.8.4.- El retorno cooperativo. 
 
6.8.4.1.- Plasmación en los principios de la ACI. 
 
La redacción actual del tercer principio cooperativo tiene su origen en el Congreso 
de la ACI del año 1995.  
 
Así, bajo la rúbrica “Participación económica de los socios” se funden dos 
principios tradicionales –el del interés limitado al capital y el del retorno 
cooperativo- que en la anterior redacción de los principios cooperativos de la ACI  
de 1966 estaban regulados de forma independiente1218, si bien ya formaban parte 
de un mismo precepto en los Estatutos de los Pioneros de Rochedale1219.  
 
En lo que concierne al retorno, el tercer principio dispone que los socios asignen 
los excedentes para todos o algunos de los fines en él citados entre los que se 
incluye “el beneficio de los socios en proporción a sus operaciones con la 
cooperativa”. La redacción actual de este principio participa de las notas que 
                                                 
1218 Así, en el Congreso celebrado por la ACI en Viena en 1966, se aprobó el Cuarto principio que 
bajo la rúbrica de “Principio de Retorno cooperativo” decía lo siguiente: “Los excedentes o ahorros 
producidos por las operaciones de una cooperativa, si los hay, pertenecen a los socios y deben 
distribuirse de tal manera que se evite que un socio obtenga ganancias a expensas de otro. La 
distribución puede hacerse por decisión de los socios como sigue: a) Destinándolos a la expansión 
de las operaciones de la cooperativa; b) Destinándolos a servicios comunes; c) Distribuyéndolos 
entre los socios en proporción a las operaciones relacionadas con la cooperativa.” Tal y como se ha 
puntualizado, la reformulación de los principios cooperativos operada con ocasión del Congreso de 
la ACI de 1966, tenía como finalidad la de aclarar su contenido y actualizarlos; FAJARDO GARCÍA, I., 
La gestión económica…, op.cit. p. 164. Si bien, la formulación del principio del retorno por la ACI en 
1966 “no individualiza ni caracteriza suficientemente esta figura limit|ndose tan sólo a reproducir 
la formulación rochdaliana basada en los criterios de proporcionalidad a las operaciones realizadas 
por los socios en la cooperativa”; vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad y empresas…, op.cit. 
p. 393. 
1219 En efecto, en estos Estatutos, se recoge en su artículo 22 la norma “Interés limitado y retorno” 
según la cual: “En cada asamblea general trimestral, los directivos, en su informe financiero, 
publicarán el importe de los beneficios realizados por la sociedad durante el trimestre precedente, 
el cual será repartido como sigue: un interés del tres y medio por ciento anual se pagará a todas las 
participaciones liberadas antes del principio del trimestre; los beneficios restantes se pagarán a 
cada miembro en proporción al importe gastado en la despensa”. La importancia de lo recogido en 
estos Estatutos, redactados en el año 1844, reside en “que han servido de modelo para determinar 
en lo sucesivo los principios esenciales del cooperativismo”; vid. FAJARDO GARCÍA, I., La gestión 
económica…, op.cit. p. 163. Para una visión detallada sobre la formación histórica del principio del 
retorno cooperativo desde la acción cooperativa de Alexander Campbell, pasando por la recepción 
del principio del retorno por los pioneros de Rochdale, hasta su plasmación en el Congreso de la 
ACI de 1966, vid: LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad y empresas…, op.cit., pp. 391-403; 
MATEO BLANCO, J., El retorno cooperativo, 2ª edic, Zaragoza, 2003, pp. 9-38. 
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caracterizaban al retorno en la versión de los principios de la ACI de 1966. 
Presenta una fórmula genérica y flexible de distribución de excedentes que 
consiente a los diferentes ordenamientos nacionales una regulación adecuada a las 
características sociales, económicas y coyunturales de cada país y, además, sigue 
manteniendo como rasgo esencial el de la asignación proporcional y la gestión 
democrática del capital. 
 
Dicho esto, para el análisis del régimen jurídico del retorno, conviene situarse en el 
doble vínculo que caracteriza al fenómeno cooperativo, esto es, la relación de 
sociedad que tiene por objeto el ejercicio común de una actividad de empresa, y la 
relación de cambio entre la cooperativa y los socios. La sociedad puede atribuir a 
sus socios las ventajas mutualísticas de forma directa, por ejemplo, ofreciendo 
unos precios de coste favorables en las cooperativas de consumo o, 
indirectamente, procurando precios corrientes o salarios ordinarios para después, 
en vencimientos periódicos, devolver a los socios el “retorno” correspondiente a la 
diferencia entre los precios practicados y los costes1220. No obstante, como se ha 
puntualizado, “el retorno cooperativo y los intereses al capital no son la principal 
remuneración que perciben los socios plenos de la sociedad cooperativa. Ambos 
son solamente la parte residual de lo que constituye la verdadera renta de los 
socios, es decir, la renta económica recibida vía precios y/o salarios, a medida que 
se realiza la actividad”1221. 
 
6.8.4.2.- Elementos caracterizadores: la acreditación del retorno. 
 
La regulación del retorno en la legislación cooperativa es bastante similar desde el 
punto de vista formal.  
 
                                                 
1220 Al respecto, vid. GÓMEZ SEGADE, J.A., “Concepto e características”, en AA.VV., Estudios sobre a 
Lei de Cooperativas de Galicia…, op.cit. p. 35; GALGANO, F., Le nuove società di capitali e cooperative, 
en AA.VV., Tratatto di Diritto commerciale e di Diritto pubblico dell´economia, Vol. 29, Tomo I, 2ª 
edic., Padova, 2004, p. 508. 
1221 Vid. CABALEIRO CASAL, Mª.J.-RUIZ BLANCO, S.-FERNÁNDEZ FEIJÓO SOUTO, B., “Las 
aportaciones obligatorias al capital social en la reforma contable cooperativa”, CIRIEC - España. 
Revista jurídica de economía social y cooperativa, núm. 69, 2010, p. 230. 
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El retorno cooperativo figura como un derecho más del socio en el oportuno elenco 
de derechos mínimos que prevén las leyes cooperativas si bien -con posterioridad- 
a la hora de disciplinar la determinación de los resultados económicos de la 
cooperativa se detalla, con mayor o menor precisión, el régimen jurídico de este 
derecho. Desde este punto de vista, existe un paralelismo con los otros derechos de 
carácter económico analizados –remuneración y actualización- puesto que el 
retorno también nace con un carácter relativo por cuanto que el socio tendrá 
derecho al mismo “en su caso” esto es, si se cumplen determinados condicionantes 
económicos y además, según algunas normas, cuando así lo decida la sociedad1222. 
Por consiguiente, en la mayor parte de los supuestos, una vez calculado el 
excedente neto o resultado del ejercicio en cuestión, el socio tiene un derecho 
concreto y no abstracto sobre los excedentes por cuanto “desde que la cooperativa 
determina dichos excedentes se podría conocer qué socios son acreedores de la 
cooperativa, y en qué cuantía”1223. Sin embargo, el retorno no es un derecho 
absoluto puesto que -como regla común y en coherencia con el principio de 
participación económica- la Asamblea tendrá competencia para decidir sobre otros 
destinos legalmente previstos para ese excedente. 
 
Con todo, el retorno cooperativo posee un régimen jurídico característico que lo 
separa de los otros derechos económicos que hemos analizado. Así, el retorno 
supone una muestra del carácter mutualístico de la sociedad cooperativa en un 
doble sentido puesto que se configura como un derecho independiente a la 
participación que tenga el socio en el capital social –como plasmación del principio 
cooperativo de participación económica1224-. En consecuencia, el retorno se 
                                                 
1222 Tal y como se ha matizado, en algunas normas el retorno ni siquiera es “un derecho económico 
absoluto del socio por la simple existencia de excedentes, sino que la Asamblea General puede 
acordar un destino diferente, por ejemplo incrementar la dotación de fondos”; vid. VARGAS 
VASSEROT, C., La actividad cooperativizada…, op.cit. p. 88.  
1223 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión económica…, op.cit. 166. 
1224 Al respecto, como ha indicado la jurisprudencia, esta característica diferencia al retorno de 
otras figuras. En este sentido, el Auto de la SAP de Zamora (Sección Única) de 14 de enero de 1999 
(AC 1999/241, en su fundamento de derecho tercero mantiene que El concepto de retorno 
cooperativo y el de crédito personal del socio cooperativista por la entrega de una partida de leche 
que ha resultado insatisfecha, no pueden ser identificados , pues el primero obedece, y tiene su 
causa, en la retribución cooperativa, que no es necesario que deba darse con carácter forzoso y 
obligatorio, basada en principios de proporcionalidad económica sobre las operaciones llevadas a 
cabo por cada socio con la cooperativa, pero partiendo siempre de un principio de unidad y 
solidaridad cooperativa, y conforme a la naturaleza de las operaciones que la Cooperativa haya 
llevado a cabo por los servicios o suministros aportados por los cooperativistas y en función de la 
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acreditará a los cooperativistas en proporción a las operaciones, servicios o 
actividades realizadas por cada socio con la cooperativa1225, en el correspondiente 
ejercicio económico1226. Es más, algunas disposiciones puntualizan que el retorno 
cooperativo no se devengar| “en proporción a la participación en la cifra de capital 
social”1227, o que en ningún caso podrá acreditarse en función de las aportaciones 
que se hayan realizado al citado capital1228. Sin embargo -pese a la generalidad del 
criterio de reparto de acuerdo con la actividad cooperativizada- alguna ley permite 
la distribución del retorno de forma igualitaria, mixta o en proporción a las 
operaciones realizadas por cada uno de los socios con la cooperativa en el citado 
ejercicio1229. Por consiguiente, la amplitud con la que es redactada esta norma 
permite la acreditación del retorno separándose del criterio general1230.  
 
Además, de acuerdo con la acepción tradicional del retorno, éste corresponde a la 
diferencia entre el precio cobrado por la cooperativa al socio por el bien o servicio 
proporcionado o el pagado por la sociedad por el bien o servicio del socio 
                                                                                                                                               
finalidad perseguida, pues así se infiere de los arts. 35 y 85 de la Ley General de Cooperativas 
3/1987, en relación con el art. 55 de los Estatutos de la «Sociedad Cooperativa Leches de Vino y 
Sayago», el cual establece: 1) «el retorno cooperativo se acreditará a los socios en proporción a las 
operaciones, actividades o servicios cooperativos realizados por cada socio en la Cooperativa». Tal 
normativa estatutaria, que no es más que trasunto fiel de lo que dispone la Ley de Cooperativas, 
alude a una acreditación a los socios proporcional a las operaciones cooperativas realizadas por 
cada socio en la Cooperativa, lo que no puede más que significar que si esa acreditación a cada socio 
ha de ser proporcional, ésta no podrá obtenerse más que en la conjunción de la unidad y la 
solidaridad cooperativa, teniendo siempre como referentes a los demás socios, pues de lo contrario 
la proporcionalidad prevenida en la norma carecería de sentido. Por ello, si un socio cooperativista 
tiene un crédito personal, por la aportación para venta de una partida de leche, y el importe o 
precio de ésta no se ha abonado, deberá interpretarse que su exigencia aislada del conjunto 
asociativo no podrá asimilarse al concepto de retorno cooperativo , pues de resultar así, se llegará a 
una conclusión de perjuicio para los demás cooperativistas, lo que está en colisión con la naturaleza 
del sentido cooperativo, que, por su propia naturaleza, exigirá una liquidación proporcional en 
entorno cooperativo e individualizado, finalmente, si es que procede por la propia dinámica de la 
operación de la que resulten beneficios”. 
1225 Algunas normas utilizan, sin m|s, la expresión “actividad cooperativizada”, otras la de “en 
proporción a las operaciones, servicios o actividades realizadas con o para la cooperativa”. En todo 
caso, pese a la diferencia terminológica, la consecuencia es la misma: establecer como criterio único 
de acreditación o devengo del retorno el de la participación la actividad cooperativa, al respecto, 
vid. entre otras: Art. 68.3 LCCV; Art. 91.4 LSCA; Art. 62.2 LSCEX; Art. 66.4 LCCAT; Art. 80.4, a) LCIB; 
Art. 80.4 LCRM; Art. 67.4 LCPV; Art. 58.4 LC; Art. 74.4 LCCyL; Art. 98.3 LCPA 
1226 Tal y como se puntualiza en el Art. 68.3 LCCV 
1227 Vid. Art. 52.3, II LFCN 
1228 Vid. Art. 72.2 LCLR; Art. 88.5 LCCLM; Art. 58.2 LCAR; Art. 67.2 LCG 
1229 Al respecto, vid. Art. 60.2, e) LCCMadrid. Tampoco hay que olvidar que en las cooperativas 
mixtas los retornos se repartirán entre los socios capitalistas en función del capital que hayan 
aportado, vid. Supra. Cap. 4.7. 
1230 Si bien, tal y como se ha puntualizado, la posibilidad del reparto igualitario “refuerza el car|cter 
democrático de la cooperativa, pero puede resultar discriminatoria, al trata de la misma manera a 
los desiguales”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 437. 
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comercializado por la cooperativa, y el precio de mercado1231. Por consiguiente, el 
retorno viene configurado como una deuda que implica una restitución al socio de 
lo que abonó de más o percibió de menos dependiendo del tipo de cooperativa en 
el que nos situemos1232.  
 
Ahora bien, lo expuesto es predicable de aquellas leyes que circunscriben el 
retorno a los resultados derivados de las operaciones entre los socios y la sociedad 
cooperativa1233 donde, en todo caso, han de distinguirse de los anticipos laborales 
que puedan corresponder a los socios trabajadores de las mismas1234.  
                                                 
1231 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 438; LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad y 
empresas…, op.cit. p. 426; GADEA, E., Derecho de las cooperativas…, op.cit. p. 220; GÓMEZ SEGADE, 
J.A., “Concepto e características”, op.cit. p. 35. Por consiguiente, el retorno se configura como un 
instrumento técnico de atribución al socio de la ventaja cooperativa. En este sentido, se trataría de 
una distribución diferida de tal ventaja por cuanto significa “la devolución o restitución que se hace 
al socio de una cooperativa, al hacer el balance y la liquidación del ejercicio económico, de aquello 
que ya es suyo desde el inicio de la actividad”; vid. SANZ JARQUE, J.J., Cooperación. Teoría general y 
régimen de las sociedades cooperativas. El nuevo Derecho Cooperativo, Granada, 1994, p. 107. 
1232 El concepto de retorno apuntado “significa que a la vista de las operaciones el socio con la 
cooperativa al final del ejercicio se le devuelve lo que la cooperativa le cobró de más cuando se trata 
de cooperativas en las que el socio adelantó un precio por un bien o un servicio proporcionado por 
la cooperativa (caso de las cooperativas de consumo, servicios, crédito, vivienda) o le pagó de 
menos cuando se trate de cooperativas en las que el socio aportó bienes o actividad y la cooperativa 
le hizo un anticipo a cuenta por esa entrega de materias primas (cooperativas del campo) o de 
actividad laboral (cooperativas de trabajo asociado u obreras de producción)”; vid. PAZ CANALEJO, 
N., El nuevo derecho cooperativo español, Madrid, 1979, p. 32. En cualquier caso, “el retorno, en sí 
mismo considerado, no es expresión de beneficio, ni  en la sociedad ni en el socio. Más 
concretamente aún: con retorno puede darse pérdida en la sociedad y en el socio. Y sin retorno 
puede existir beneficio en la sociedad y en el socio”; vid. DEL ARCO ÁLVAREZ, J.L., “Régimen 
económico de las cooperativas españolas”, Estudios Cooperativos, núm. 20, enero-abril 1970, p. 36. 
1233 En algunas normas el retorno se nutre únicamente de los excedentes netos resultantes de las 
operaciones con los socios. En tales casos, tras detraer de esos excedentes/resultados las 
asignaciones a los Fondos de Reserva o cualquier otra que legalmente se determinen, el resto de los 
excedentes –que serán los disponibles- se podrán aplicar al retorno entre otros destinos. Al 
respecto, vid. Art. 68.2 y 3 LCCV; Art. 60.2 y 4 LCCMadrid; Art. 91.1 y 4 LSCA; Arts. 61 y 62.1 y 2 
LSCEX 
1234 Cuestión que ya ha sido tratada profusamente por la jurisprudencia. Así, la STS (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo) de 14 de noviembre de 1987 (RJ 1987/7880), en su fundamento de 
derecho primero y a efectos de diferenciar los conceptos de retorno y anticipo laboral mantenía que 
“los llamados “anticipos laborales” son, exclusivamente, fruto de la prestación de un trabajo; que 
inciden como un coste en la determinación del rendimiento líquido de la Cooperativa, y que, sin 
perjuicio de la condición de socio de quien lo presta, dicho trabajo se rinde en beneficio de la 
Cooperativa (que goza de personalidad jurídica propia) por lo que tiene el carácter de trabajo por 
cuenta ajena y, como tal, se estima a efectos de la Seguridad Social. Por el contrario, los llamados 
“retornos cooperativos” son el resultado no sólo de aquel trabajo personal, sino también del mayor 
o menor beneficio entre las compras y las ventas, de la mayor o menor incidencia de los gastos 
generales, de la liquidación de intereses de capitales ajenos, etc. Ha de concluirse, por tanto, que los 
“anticipos laborales” y los “retornos cooperativos” son conceptos distintos, de contenido y 
significación diferentes; sin que pueda admitirse la tesis simplista de que los anticipos laborales son 
únicamente una parte adelantada de los retornos cooperativos, ya que una cosa es que se abonen “a 
cuenta” de los resultados finales y otra es que se identifiquen con el pago adelantado del retorno 
cooperativo, que sólo es una posible parte de aquellos resultados finales”. En esta línea, vid. STS 
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Sin embargo, de acuerdo con otros textos legales, el retorno estará integrado por la 
citada partida y, además, por los beneficios que obtenga la cooperativa de las 
operaciones con terceros y, en algunos casos, de los resultados extraordinarios. 
Por tanto, en estas disposiciones –a efectos de determinar la cuantía total que se 
puede repartir vía retorno- habrá que computar: i) los excedentes cooperativos 
disponibles1235 –derivados de las operaciones entre la cooperativa y sus socios-; ii) 
los beneficios extracooperativos disponibles1236 – o, dicho en otras palabras, los 
resultados de las operaciones realizadas por la cooperativa con terceros no socios-; 
y, iii), en algunas leyes, también los beneficios extraordinarios1237.  
 
En todos estos supuestos, como bien puede deducirse, el retorno no tiene por qué 
ser una cantidad cobrada en exceso o pagada de menos1238. En suma, estamos ante 
                                                                                                                                               
(Sala de lo Contencioso Administrativo) de 31 de julio de 1989 (RJ 1989/9704) fundamento de 
derecho segundo. 
1235 Así, por ejemplo, en relación con el Art. 67 LCPV, se ha dicho que “el saldo positivo de la cuenta 
de pérdidas y ganancias recibe el nombre de excedente neto. Éste, una vez deducidas, en su caso, las 
cantidades que se destinen a compensar pérdidas de ejercicios anteriores y a atender impuestos 
exigibles (Impuesto de sociedades), constituir| el excedente disponible”; GADEA, E., Derecho de las 
cooperativas…, op.cit. pp. 220-221. Pues bien, en primer lugar, con ese excedente disponible se 
atenderán los fondos obligatorios tal y como marca la LCPV de forma imperativa. El resto, estará a 
disposición de la Asamblea para que lo dedique a cualquiera de los destinos fijados en la LCPV entre 
los que figura el retorno a los socios, vid. Art. 67.1 y 67.2, b) LCPV y, con un criterio similar, vid. Art. 
58.1 y 2 LCAR. Otras normas que están en la línea de lo expuesto en LCPV y la LCAR -es decir, el 
retorno depende de los excedentes sin tener en cuenta si estos son de actividades con los socios o 
con terceros- establecen matices sobre las asignaciones y deducciones que se han de realizar sobre 
el excedente neto para convertirlo en disponible, así, por ejemplo, el Art. 72.1 y 2 LCLR se establece, 
expresamente, que los impuestos se detraerán con posterioridad a la asignación del retorno si ésta 
se realizase; el Art. 67.1 y 2 LCG no cita a los impuestos como gasto imputable con cargo al 
excedente neto.  
1236 Así, tanto el Art. 66.3 LCCAT como el Art. 80.3 LCRM disponen que los excedentes cooperativos 
y los beneficios extracooperativos disponibles, una vez satisfechos los impuestos exigibles y los 
fondos legalmente previstos, se aplicarán al retorno cooperativo. 
1237 Vid. Art. 74.3 LCCyL; Art. 58.3 LC; Art. 80.3 LCIB en el que expresamente se puntualiza que el 
excedente cooperativo que nutre, si así se decide, a los retornos resulta después de aplicar al 
resultado económico de las operaciones con los socios y a los resultados extracooperativos y 
extraordinarios, los fondos previstos en la normativa y el impuesto de sociedades. 
1238 En tales supuestos el retorno será el resultado de una buena gestión (por parte de la sociedad 
cooperativa) de la que el socio se beneficia como cotitular de la empresa; vid. LARRAÑAGA, J., 
Análisis de la legislación vasca sobre cooperativas, San Sebastián, 1984, p. 107. En todo caso, la 
doctrina no es unánime a la hora de admitir esta ruptura de la mutualidad. Así, con ocasión de la 
incorporación de esta forma de repartir los excedentes en el Art. 58.3 LC se ha mantenido que: “esta 
norma merece una crítica rigurosa desde una doble perspectiva. Por un lado, porque introduce el 
ánimo de lucro en la cooperativa al distribuirse entre los socios los excedentes no generados por la 
participación de los socios en lo que constituya el objeto social de la cooperativa. Estamos ante una 
cooperativa mixta con una doble causa lucrativa y mutualística. Por otro lado, merece una crítica 
rigurosa el hecho de que en el artículo (58.3 LC) se utilice la palabra “retorno”, para satisfacer a los 
socios lo que constituye un verdadero beneficio al tratarse de excedentes fruto de operaciones con 
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“una atribución a los socios del beneficio de la actividad económica de la 
cooperativa entendida en sentido amplio y comprensivo del resultado positivo de 
la misma cualquiera que fuere su origen cooperativo o extracooperativo”1239 que, 
en todo caso, no ha de ser confundido, con el dividendo de las sociedades de 
capital1240. 
 
El retorno cooperativo así entendido constituye una especial manera de 
participación de los socios en el beneficio final resultante de la actividad de la 
cooperativa1241. Esto significa que el fin lucrativo en sí mismo -desde un punto de 
vista amplio y tamizado por los principios cooperativos1242- no es incompatible con 
                                                                                                                                               
terceros y de otros rendimientos como por ejemplo las plusvalías obtenidas de la enajenación de 
bienes o de acciones, etcétera”; vid. LLOBREGAT HURTADO. Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p 
226. 
1239 Vid. GOMEZA VILLA, J.I., “Comentario Art. 58 LC”, en AA.VV., Cooperativas. Comentarios a la Ley 
27/1999, de 16 de julio, T.I., Madrid, 2001, p. 321. 
1240 En este punto, la diferencia básica se fundamenta en el criterio de distribución. Así “los retornos 
son aquellas sumas que vienen distribuidas en proporción a los salarios percibidos, o en proporción 
al trabajo prestado (cooperativas de trabajo), al valor de los bienes aportados (cooperativas de 
producción), y al importe de las compras efectuadas (cooperativas de consumo), mientras que los 
dividendos son aquellas sumas parte de los ingresos que se distribuyen en proporción a la cuota de 
capital social aportado”; vid. BASSI, A., Dividendi e ristorni nelle società cooperative, Milano, 1979, p. 
10. 
1241 En este sentido resulta de interés la STS (Sala de lo Social) de 26 de febrero de 1990 (RJ 
1990/1236) cuyo fundamento de derecho sexto mantenía que “los retornos en concepto de 
beneficios obtenidos y en proporción a la actividad desarrollada en una Cooperativa de producción, 
obviamente, se hallan sujetos a la previa determinación de aquellos beneficios, mediante la 
oportuna operación de balance debidamente aprobado por el ente cooperativo y a la concreción del 
porcentaje asignable a cada socio cooperativista en función de la actividad desarrollada por el 
mismo. Si, conforme al firme relato histórico de la sentencia de instancia, el balance de la sociedad 
cooperativa demandada correspondiente al año 1986, no ha sido aprobado por los órganos 
competentes de la misma y no apareciendo acreditada, por otra parte, la actividad cooperativa 
desarrollada por el actor recurrente durante el expresado ejercicio anual, obvio resulta que la 
pretensión reclamatoria de los señalados beneficios se revela prematura y huérfana de un soporte 
jurídico contable que no es dable residenciar en el balance efectuado con los datos proporcionados 
por el propio cooperativista que los reclama. La inconseguida revisión fáctica de la resolución 
recurrida y, consecuentemente, la inadmisión que, en ella, queda establecida de la existencia de un 
balance societario definitivo y reglamentario aprobado, claramente definidor de los beneficios 
realmente obtenidos y de la participación que, en ellos, corresponda al recurrente, priva al motivo 
de viabilidad debiendo por ende, ser desestimado”. 
1242 Así, “la cuestión del car|cter mutualista y la cuestión del fin lucrativo ni est|n directamente 
conexionadas, ni mucho menos son inconciliables. Las posibles matizaciones o limitaciones al fin 
lucrativo en la sociedad cooperativa no derivan de la mutualidad, sino de la peculiar estructura 
organizativa y la finalidad (adicional al fin lucrativo, según entendemos) de la sociedad cooperativa 
por imperativo o aplicación de los principios cooperativos, en los términos establecidos en las 
Leyes”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., Mutualidad y lucro en la sociedad cooperativa, Madrid, 1997, p. 
492. 
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el espíritu cooperativo ni con la mutualidad en línea con lo que sucede en otros 
ordenamientos1243. 
 
6.8.4.3.- Debate sobre su naturaleza jurídica: reflejo en la normativa. 
 
Uno de los rasgos que caracterizan al retorno cooperativo es su naturaleza jurídica. 
Al respecto, se discute si existe un verdadero derecho subjetivo del socio al 
retorno1244; o se trata de una mera expectativa jurídica que depende, en todo caso, 
de la existencia de resultados disponibles y de las condiciones fijadas en las 
normas estatutarias y los acuerdos sociales1245. Su catalogación como un derecho 
subjetivo permitiría que el socio pudiera exigir a la cooperativa que, cuando 
existan excedentes disponibles, parte de los mismos se distribuyeran en forma de 
retornos cooperativos. Por el contrario, al suponer una simple expectativa jurídica, 
el socio tan sólo estaría legitimado para impugnar los acuerdos sociales de 
aplicación de los excedentes disponibles pero no para impugnar el acuerdo de la 
Asamblea mediante el cual se tome la decisión de no distribuir el excedente vía 
retornos1246.  
 
                                                 
1243 Para un análisis pormenorizado de los diversos posicionamientos de la doctrina italiana sobre 
el carácter mutualista de la sociedad cooperativa, vid. PANIAGUA ZURERA, M., Mutualidad y lucro…, 
op.cit. pp. 331-372. 
1244 En este sentido, en relación con la LCG 1987 pero utilizando unos argumentos extrapolables a la 
actual situación, vid. PAZ CANALEJO, N., “Comentario Art.35 LGC 1987”, en AA.VV., Comentarios al 
Código de Comercio…, (Dirs. Fernando S|nchez Calero y Manuel Albadalejo), Tomo XX, Vol. 2º, 
op.cit. p. 151. Así, para este autor, el carácter inderogable del retorno viene avalado, básicamente 
por dos motivos: a) debido a que aparecía expresamente enunciado en el catálogo de derechos 
(implícitamente, básicos o esenciales) de todo socio; y, b) porque de la regulación concreta que se 
hacía del retorno en el Art. 84 LCG, se podía deducir que siempre había de asignarse una 
determinada porción del excedente disponible a los socios y, además, la Asamblea era el único 
órgano legitimado para cuantificar el retorno global, para concretar la forma de acreditar a cada 
socio y para señalar el modo de hacer efectivo ese retorno. 
1245 Tal y como propugnan, PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 286; VICENT CHULIÁ, F., 
“Comentario Art. 85 LGC 1987”, op.cit. pp. 351-352; DE LA VEGA GARCÍA, F.L., “Cuentas anuales y 
auditoría”, op.cit. p. 264; APARÍCIO MEIRA, D., “O Direito ao retorno cooperativo”, Cooperativismo e 
Economía Social, núm. 32 (2009-2010), pp. 22-23.  
1246 Con acierto –vigente el Reglamento de Cooperación de 1942- ya se apuntaba que “la técnica del 
retorno cooperativo manejada con ligereza o con malicia puede ser causa de graves perturbaciones 
en la economía de la entidad. Una técnica muy depurada de la economía de la empresa y un 
cultivado espíritu cooperativo en sus socios son las seguras guías para encauzar por el buen camino 
un sano cooperativismo, lo que equivale a tener siempre presente las exigencias de una economía 
sana y el mejor servicio a los fines que caracterizan aquél”; vid. DEL ARCO ÁLVAREZ, J.L., “Régimen 
económico de las cooperativas españolas”, op.cit. p. 37. 
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El problema se agrava aún más cuando la sociedad impide reiteradamente y sin 
justificación la distribución del retorno a los socios con el oportuno perjuicio para 
los minoritarios que ven como un grupo de socios que controlan la Asamblea 
limitan su expectativa de cobro; o, incluso, cuando se suprime definitivamente el 
derecho del socio al retorno vía estatuaria. Así las cosas, la tutela del socio 
perjudicado puede fundamentarse, en abuso de derecho por parte de la sociedad 
cooperativa1247.  
 
En este sentido como se ha apuntado por APARÍCIO MEIRA “no podr| recusarse la 
distribución de excedentes sin más y tampoco podrá fundarse tal recusación en 
motivos extra-sociales. La asamblea general, en obediencia a los principios 
generales de naturaleza contractual, concretamente el Principio de buena fe, debe 
fundamentar la deliberación que impida la distribución de excedentes a título de 
retorno. Así, la deliberación sobre la retención de los excedentes en el patrimonio 
de la cooperativa tendr| que fundamentarse en el “interés social”, concretamente 
en las necesidades de auto-financiación de la cooperativa. De aquí resulta que tal 
deliberación será inválida si los cooperadores mayoritarios, con su voto, 
intentaran conseguir intereses extra-sociales y, simultáneamente, perjudicaran los 
intereses de la cooperativa o de otros cooperadores”1248. En cualquier caso, en 
tales supuestos el socio podría darse de baja en la cooperativa con causa 
justificada1249. Por último, a modo de conclusión, consideramos que esta 
                                                 
1247 Con claridad se ha afirmado que: “Esta expectativa legitima al socio para impugnar los acuerdos 
sociales y para exigir responsabilidad por daños al órgano de administración si incurren en abuso 
de derecho mediante negativas sistemáticas e injustificadas a repartir retornos o mediante la 
capitalización obligada –de nuevo en forma continuada y sin justa causa- de los retornos 
reconocidos a los socios”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., “La determinación y la distribución de los 
resultados del ejercicio económico en la Sociedad Cooperativa: propuestas de armonización 
legislativa”, op.cit. p. 228. 
1248 Vid. APARÍCIO MEIRA, D., “O Direito ao retorno cooperativo”, op.cit. pp. 24-25. 
1249 Al hilo de esta cuestión en la LCG y en respuesta a la siguiente pregunta ¿Se puede suprimir 
definitivamente el derecho del socio al excedente?, se ha mantuvo que “nada impediría que 
estatutariamente o por acuerdo asambleario se optase por la renuncia definitiva al excedente. Pero 
considero que esta medida es de tal gravedad para el socio que, el acuerdo por el que se decida la 
inclusión estatutaria de esta cláusula debe exigir el voto favorable de una mayoría cualificada de 
socios y, en todo caso, se le debe reconocer al socio disconforme el derecho a separarse de la 
cooperativa sin ninguna sanción económica por eso. De igual forma, si la norma no está prevista 
estatutariamente pero la práctica hace que, sistemáticamente, el socio no pueda percibir parte del 
excedente (como retorno o reserva distribuible), esta circunstancia se debería considerar causa 
justificada para ser baja en la cooperativa”; vid. FAJARDO GARCÍA, G., “O réxime económico da 
sociedade”, en AA.VV., Estudios sobre a Lei de Cooperativas de Galicia (Dir. Domingo Bello Janeiro), 
Santiago de Compostela, 1999, p. 123. En cualquier caso, desde una óptica económica se ha 
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“expectativa de retorno” se convertir| en derecho cuando el órgano competente 
acuerde distribuir ese excedente1250. 
 
Dicho esto, conviene subrayar que el debate sobre la naturaleza jurídica del 
retorno planteado en el terreno doctrinal tiene su reflejo en la normativa1251.  
 
Por un lado, algunas leyes cooperativas participan de la primera opción citada y 
consideran al retorno como un derecho subjetivo proporcional a la actividad 
desarrollada en la cooperativa1252. Estas leyes, disponen que los excedentes netos -
tras la atención de los fondos obligatorios y cualquier otro gasto expresamente 
mencionado en la ley- se apliquen al retorno cooperativo, es decir, ni en sede 
estatutaria ni por acuerdo de la Asamblea General se podrá limitar el derecho al 
retorno. Éste tan sólo está condicionado por la existencia de tales excedentes 
disponibles que -cuando existan y de acuerdo con esta catalogación- 
corresponderán directamente a los socios1253. En definitiva en las leyes que 
consideran el retorno como derecho subjetivo del cooperativista, el ámbito de 
actuación de la sociedad –sea por vía estatutaria o por acuerdo de Asamblea- 
únicamente se circunscribirá a adoptar una de las modalidades de hacer efectivo el 
retorno.  
 
                                                                                                                                               
matizado que “la forma de distribuir el excedente y por tanto la posible existencia del retorno 
cooperativo dependerá de la situación económico financiera de la sociedad cooperativa. Sin 
embargo, los socios preferirán una distribución anticipada en lugar del retraso en el cobro y la 
correspondiente pérdida de la proporción destinada a reservas irrepartibles, previo pago de los 
impuestos”; CABALERIRO CASAL, Mª.J., La intercooperación de las sociedades cooperativas: su 
aplicación en el desarrollo rural integal de la Comunidad Autónoma de Galicia, Santiago de 
Compostela, 2004, p. 83. 
1250 En referencia a la LGC 1987 -pero plenamente aplicable a la afirmación realizada en el texto- se 
mantuvo que “el legislador no reconoce un derecho absoluto al excedente para el socio, sino que 
vendrá limitado por otras asignaciones que sobre él hay que hacer y condicionado a que la 
asamblea general acuerde su distribución, entre los socios. Sólo cuando la asamblea general por 
mayoría ordinaria (mitad más uno de los presentes y representados) acuerda distribuir ese 
excedente, podemos hablar de derecho del socio al retorno”; vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión 
económica…, op.cit. p. 190. 
1251 Cuestión que ya había sido resaltada con detalle por LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad 
y empresas…, op.cit. pp. 424-425; VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 85 LGC 1987”, op.cit. p. 353. 
1252 Al respecto, vid. SAN JOSÉ MARTÍNEZ, F., “Derechos y obligaciones del socio”, op.cit. p. 109. 
1253 En este sentido, vid. Art. 62.2 LSCEX: “Los excedentes disponibles se aplicarán al retorno 
cooperativo (…)”; Art. 91.4 LSCA: “Los excedentes (…) se aplicar|n a retornos cooperativos (…)”; 
Art. 66.3, I, a) LCCAT: “Los excedentes cooperativos y los beneficios extracooperativos disponibles 
(…) han de aplicarse (…) de la siguiente forma: a) Al retorno cooperativo de los socios”; Art. 60.2, e) 
LCCMadrid: “Los excedentes procedentes de las operaciones con los socios ser|n disponibles y se 
destinarán a los siguientes fines: e) A su distribución entre los socios en concepto de retorno”. 
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Por el contrario, en otros textos legales predomina la autorregulación por cuanto 
es la propia sociedad la que decide sobre el destino del retorno cooperativo que, 
como derecho, no nace hasta su oportuna concreción. Dentro de los mismos 
podemos diferenciar, a su vez, entre dos grupos de disposiciones. 
 
Para un primer conjunto de leyes, el retorno parece asimilarse más bien a una 
técnica de distribución de resultados en la que la Asamblea puede acordar destinar 
los excedentes disponibles a los oportunos fondos de reservas y no 
necesariamente repartirlos entre los socios1254. Por tanto, la Asamblea decide 
sobre la asignación de los excedentes entre los diversos destinos citados en la 
norma y dentro de los cuales figura el retorno1255. Así -tal y como se puntualiza en 
ciertas disposiciones- “el retorno cooperativo es la parte del excedente disponible 
que la asamblea acuerde repartir entre los socios”1256. En este grupo, hay textos 
legales que no citan expresamente el órgano encargado de realizar la aplicación de 
los excedentes y, ante tal omisión, se posibilita que la asignación a retornos 
cooperativos, si así se estima conveniente, se lleve a cabo por un órgano social o 
utilizando la vía estatutaria1257. En cualquier caso -sea en las normas que atribuyen 
esta facultad de forma expresa a la Asamblea o en las que omiten tal referencia- 
surge la duda de si puede existir una limitación estatutaria de su actuación. Al 
respecto tan sólo se pronuncia una ley que otorga preferencia a lo previsto en 
Estatutos1258. En cuanto a las normas que no disciplinan esta cuestión, 
consideramos que se permitiría una limitación estatutaria del poder legalmente 
conferido a la Asamblea.  
 
Según las leyes integradas en un segundo grupo, la aplicación de los excedentes se 
realizará conforme determinen los Estatutos o acuerde la Asamblea general en 
cada ejercicio y, en todo caso, dentro de los posibles destinos fijados por ley1259 -
                                                 
1254 Al respecto, vid. SAN JOSÉ MARTÍNEZ, F., “Derechos y obligaciones del socio”, op.cit. p. 109. 
1255 Así, según el Art. 80.4, a) LCIB “se destinar| a lo que acuerde la Asamblea General en cada 
ejercicio (…)”; y de acuerdo con el Art. 67.1, b) LCG y Art. 67.2, b) LCPV “El resto estar| a 
disposición de la asamblea general que podr| distribuirlo de la forma siguiente (…)” 
1256 Al respecto vid. Art. 67.2 LCG; Art. 72.2 LCLR 
1257 Vid. Art. 68.3 LCCV; Art. 58.2 LCAR; Art. 52.1 LFCN 
1258 Tan sólo el Art. 72.1, c) LCLR establece que el excedente disponible, salvo disposición 
estatutaria en contrario, estará a disposición de la Asamblea general. 
1259 Vid. Art. 74.3 LCCyL; Art. 58.3 LC; Art. 80.3 LCRM; Art. 95.3 LCPA 
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entre los que encontramos el retorno cooperativo- . Por ello, sigue existiendo la 
facultad de disponer discrecionalmente sobre los excedentes -de ahí que el retorno 
se siga considerando como una mera expectativa- y aunque se trata de una facultad 
limitada, nada obsta que en vía estatutaria se decrete que los excedentes 
disponibles serán distribuidos mediante el oportuno retorno1260. En todo caso, el 
derecho de retorno surge desde la concreta plasmación estatutaria. Aún así, la 
aplicación de los excedentes –y, consecuentemente, el derecho del retorno en sí 
mismo- puede depender de lo que acuerde la Asamblea General en cada ejercicio 
económico que si impide sistemáticamente la aplicación de los excedentes a 
retornos con las mayorías necesarias para adoptar dicho acuerdo pero en claro 
detrimento de los socios minoritarios, incurrirá en un abuso de derecho1261. 
 
6.8.4.4.- Asignación al cooperativista. 
 
El último rasgo caracterizador del retorno es la forma de hacerlo efectivo a cada 
socio una vez que se haya acreditado. En esencia es una operación formal pero que, 
                                                 
1260 Es más, en cuanto en estas normas el retorno está configurado como una expectativa, nada 
impediría que a través de la oportuna cláusula estatutaria se excluya el reparto de retornos; al 
respecto, con detalle, vid. APARÍCIO MEIRA, D., “O Direito ao retorno cooperativo”, op.cit. p. 27. En 
este sentido el Art. 67 RESCE que disciplina la distribución de los excedentes disponibles, declara 
en su punto 3 que: “Los estatutos también podr|n excluir cualquier distribución”. 
1261 Dicho esto, surge la duda sobre si se trata de actos nulos de pleno derecho o anulables. Esta 
catalogación –que ya ha sido tratada en reiteradas ocasiones por la jurisprudencia- tiene una 
especial trascendencia para determinar si el plazo que tiene el cooperativista para impugnar es de 
caducidad o prescripción. Al respecto, resulta esclarecedora la STS (Sala de lo Civil) de 26 de junio 
de 1982 (RJ 1982/3443) donde se afirmaba que “la nulidad absoluta se podrá acceder en 
cualquiera de los casos siguientes: a) Que exista un precepto específico de la ley que imponga la 
nulidad “per se” del acto; b) Que para la validez del acto la ley exija requisitos esenciales y falte 
alguno de ellos, y c) Cuando la materia, objeto o finalidad del acto implique un fraude de ley, sean 
atentatorios a la moral o supongan un daño o peligro para el orden público”. En esta misma línea 
vid. STS (Sala de lo Civil) de 9 de marzo de 2000 (RJ 2000/1513) donde, en su fundamento de 
derecho primero, al hilo de la nulidad o anulabilidad de un acuerdo del Consejo Rector se mantiene 
que “Por lo tanto en nuestra |rea jurídica hay que proclamar para tratar de resolver la cuestión 
planteada, que la nulidad de pleno derecho requiere una contravención de la norma, una 
contradicción entre lo en ella dispuesto y el acto ejecutado , y la doctrina jurisprudencial es 
constante en esta dirección encomendando al Juzgador la tarea hasta cierto punto discrecional, de 
realizar con extrema prudencia, el declarar la nulidad del acto si la finalidad de la Ley y la del acto 
se contradicen, después de examinar la naturaleza, móviles, circunstancias y efectos previsibles del 
mismo” para concluir que el acuerdo del Consejo Rector emitido por la Cooperativa demandada, de 
fecha 26 de noviembre de 1991, es un acuerdo que afecta únicamente al demandado no a las 
normas estatutarias, que está basado en otro acuerdo anterior, y que en su proclamación no se ha 
infringido en principio precepto legal alguno de carácter esencial, sin que, además, se haya utilizado 
torticeramente cualquier precepto legal; por todo lo cual a dicho acuerdo no se le puede aplicar la 
tacha de nulidad absoluta. Por lo cual la pretensión de la parte actora ejercitada dos meses después 
de que le fuera notificado el mismo y después del año en que se adoptó, hace que la «instituta» de la 
caducidad ejerza toda su eficacia, y condene al fracaso, como ya se ha dicho, el actual motivo”. 
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no obstante, posee una consecuencia jurídica muy relevante puesto que la 
asignación del retorno al socio constituye el último eslabón –después de la 
inclusión del excedente al retorno y la acreditación de éste al socio en proporción a 
la actividad realizada con la cooperativa- del iter jurídico asociado al retorno 
cooperativo. En definitiva, esto implica -de ahí su relevancia- que dichas 
cantidades pasan al patrimonio individual del socio1262.  
 
En cuanto a la disciplina de esta operación nos encontramos con soluciones 
diversas. Hay leyes que no regulan específicamente esta cuestión ante lo cual 
consideramos que el órgano competente para fijar la modalidad específica de 
asignación del retorno al socio, será el mismo que decidió sobre la aplicación de los 
excedentes al retorno cooperativo1263. De la misma manera, el silencio legal 
permite que, en cuanto a la forma específica de asignación, el citado órgano posea 
libertad para elegir cualquiera de las modalidades habituales de aplicación que 
posteriormente citaremos.  
 
Las leyes que disciplinan la asignación del retorno podemos dividirlas en dos 
grupos. En el primero estarían aquellas que delimitan cuál es el órgano competente 
pero no especifican las modalidades de asignación. Así las cosas, lo más habitual es 
que el retorno una vez acreditado se haga efectivo en la forma que 
estatutariamente se determine o, en su defecto, a través del acuerdo adoptado por 
la Asamblea General1264 por “m|s de la mayoría de los votos válidamente 
expresados” -tal y como se especifica en algunas normas-1265. Un segundo grupo 
estaría compuesto por aquellas normas que especifican las modalidades concretas 
de aplicación. Así pues, el órgano competente para realizar la aplicación del 
retorno –que habitualmente será el mismo que haya decidido sobre la asignación 
                                                 
1262 Como bien se ha puntualizado “se trata de una aplicación no meramente contable sino 
patrimonial, pues supone el reconocimiento de que los valores patrimoniales que de acuerdo con 
los principios expuestos se habían gestionado en interés de los socios se incorporan jurídicamente 
a su patrimonio individual y no al patrimonio social irrepartible, en ejercicio de la facultad que la 
doctrina cooperativa y el legislador otorgan a los socios colectivamente, a través de la competencia 
de la Asamblea General”; VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 85 LGC 1987”, op.cit. p. 351. 
1263 Así, será la Asamblea General en la LCG, LCPV y LCIB; y la LCCLM  
1264 Vid. Art. 72.2, II LCLR 
1265 Vid. Art. 80.4 LCRM; Art. 58.4 LC; Art. 74.4 LCCyL 
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de los excedentes-1266 podrá elegir entre cualquiera de las modalidades legalmente 
previstas o, según alguna disposición, por cualquier otra aunque no figure 
consignada en la ley1267.  
 
Así las cosas, estos textos cooperativos prevén una o varias formas para hacer 
efectivos los retornos. Entre las más habituales están las que citamos a 
continuación: 
 
El abono directo al socio que se podrá realizar: i) mediante su pago en efectivo1268; 
ii) su pago después de la aprobación del balance1269 en los plazos que fije la 
Asamblea General1270; iii) su pago en el plazo de un mes1271 o tres meses1272 desde 
la aprobación de las cuentas anuales. Al hilo de esta modalidad se plantea la duda 
de si sería viable el anticipo a cuenta de los retornos cooperativos. Esta opción nos 
parece totalmente factible en aquellas leyes que contemplan el retorno como un 
derecho del socio al excedente; mientras que en las que el retorno es una mera 
expectativa, el anticipo a cuenta podría llevarse a cabo una vez acreditado el 
retorno. A nuestro juicio, esta última solución -que no suelen prever las normas 
cooperativas, excepción hecha de la LCCAT1273- se podrá contemplar en los 
estatutos o acordar por la Asamblea General siempre que se fijen las oportunas 
cautelas. 
 
                                                 
1266 Con dos excepciones, puesto que ni en la LFCN ni en la LCAR establecían dicho órgano, sin 
embargo puntualizan que los Estatutos o la Asamblea General puedan determinar la forma de 
aplicación del retorno. Al respecto, vid. Art. 58.4 LCAR; Art. 52.2 LFCN  
1267 Vid. Art. 58.4 LCAR 
1268 Vid. Art. 68.3 LCCV; Art. 98.3 LCPA. Asimismo, creemos que es el criterio previsto en el Art. 52.2 
LFCN donde se recogen unas modalidades entre las que se podrá optar pero tan sólo en supuestos 
de necesidades económicas-financieras del momento o del futuro de la cooperativa. Entre ellas no 
se contempla ni el pago en efectivo ni aplazado con lo cual deducimos que, si no concurren tales 
necesidades, éstas serán las modalidades preferentes. 
1269 Vid. Art. 66.3, a) LCCAT 
1270 Vid. Art. 62.2, c) LSCEX 
1271 Vid. Art. 91.5, a) LSCA 
1272 Vid. Art. 60.3, a) LCCMadrid 
1273 Tan sólo una norma prevé esta posibilidad. En concreto el Art. 66.3, a) LCCAT, permite que la 
asamblea general pueda autorizar el pago de retornos cooperativos a cuenta, a propuesta del 
consejo rector y previo informe favorable de la intervención de cuentas o, si procede, de la 
auditoría.  
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La distribución de los retornos también podrá hacerse mediante su incorporación a 
capital1274. Algunas normas determinan que tal incorporación se realizará como 
aportación de cada socio1275 o bien con el incremento correspondiente a la parte 
de cada uno1276 o, finalmente, incrementando las aportaciones obligatorias de los 
socios1277. Por tanto, esta modalidad supone una capitalización de los retornos que 
pasan a disposición de la cooperativa en forma de fondos propios1278.  
 
Tal capitalización implica, en suma, “la imposición de incorporar los retornos a las 
aportaciones obligatorias del socio al capital social, que experimentarán el 
oportuno aumento; pero que sólo son reintegrables cuando el socio se da de baja o 
la cooperativa se liquida, y siempre que quede activo después de pagar las deudas 
sociales imputables –en el momento de la baja y durante la responsabilidad 
prorrogada- o todas las deudas sociales, respectivamente”1279. Por consiguiente, es 
comprensible que la capitalización obligada -en forma continuada y sin justa 
causa- legitime al socio para impugnar los acuerdos sociales por suponer tal 
actitud un abuso de derecho1280.  
 
Finalmente, a través de la constitución de un “Fondo” con los retornos acreditados. 
Su finalidad -tal y como expresamente se menciona en alguna ley- será la de 
contribuir a la autofinanciación de la cooperativa1281. Por tanto, la sociedad tendrá 
que restituirle al socio esa cantidad con el oportuno interés tras un período de 
tiempo.  
 
La disciplina del “Fondo de Retornos” varía según la norma que tratemos. De 
acuerdo con las leyes menos restrictivas, el acuerdo que decida sobre su creación 
                                                 
1274 Por ejemplo, “se podr|n incorporar a capital social”, vid. Art. 68.3 LCCV; “mediante su 
incorporación a capital”, vid. Art. 98.3 LCPA; etc. 
1275 Tal y como declara específicamente el Art. 52.2, a) LFCN 
1276 Tal y como se matiza en el Art. 66.3, a) LCCAT y el Art. 62.2, a) LSCEX 
1277 Vid. Art. 91.5, b) LSCA. Alguna norma matiza a continuación “en la parte que les corresponda”, 
vid. Art. 58.4, b) LCAR 
1278 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 85 LGC 1987”, op.cit. p. 351.  
1279 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “La determinación y la distribución de los resultados del ejercicio 
económico en la Sociedad Cooperativa: propuestas de armonización legislativa”, op.cit. p. 228  (nota 
87). 
1280 En este sentido, parece correcta la cautela contenida en la LFCN en la que se requiere que esta 
modalidad de distribución se justifique por necesidades económico-financieras del momento o del 
futuro de la cooperativa, vid. Art. 52.2 LFCN 
1281 Vid. Art. 91.5, c) LSCA 
Capítulo 6.- Derechos que confiere la aportación 
341 
deberá concretar su duración, retribución y sistema de restitución al socio1282. El 
resto de las normas imponen límites específicos a la disponibilidad de ese fondo 
por la cooperativa, -así, lo más habitual, es disponer un límite temporal máximo de 
disponibilidad-1283; y garantizan su restitución al socio pasado ese período con un 
interés limitado que varía según la norma analizada1284. Por consiguiente, con esta 
opción, los valores correspondientes al retorno permanecen a disposición de la 
cooperativa en forma de fondos ajenos, tratándose de un fondo de imposición 
temporal de titularidad del socio1285. 
 
Por último, se prevén otras formas menos usuales de distribución del retorno, por 
ejemplo: i) puede realizarse con la atribución de participaciones voluntarias al 
capital social1286; o, ii) constituyendo un Fondo de Reserva voluntario cuyo 
régimen de funcionamiento será fijado por la Asamblea General1287.   
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
1282 Vid. Art. 60.3, c) LCCMadrid; Art. 62.2 LCCV. En un sentido similar pero no idéntico, vid. Art. 
95.3 LCPA 
1283 La Asamblea será la que administre ese fondo y decida el período de disponibilidad de como 
máximo 5 años en el Art. 62.2, b) LSCEX o de ocho, excepto en las cooperativas de segundo grado 
que podrá ser mayor, tal y como dispone el Art. 52.2, b) LFCN. En el Art. 58.4 LCAR el límite está 
fijado en 5 años. En el Art. 91.5, c) LSCA el límite de disponibilidad vendrá determinado en los 
Estatutos y no podrá ser superior a cinco años. 
1284 No superior al tipo de interés legal incrementado en tres puntos, vid. Art. 91.5, c) LSCA; el 
interés básico del Banco de España incrementado en tres puntos, vid. Art. 62.2, b) LSCEX; no 
superior al interés legal del dinero, vid. Art. 52.2, b) LFCN; en ningún caso podrá ser superior a la 
máxima prevista para el capital social, vid. Art. 62.2 LCCV. Asimismo, según el Art. 58.4, c) LCAR, su 
remuneración no podrá exceder de la establecida en el Art. 51 de esa ley para las aportaciones. En 
dicho precepto –como ya advertimos- se diferencia entre los intereses de las aportaciones 
obligatorias –que serán fijados por los Estatutos- y las voluntarias –fijados en acuerdo de emisión- y 
que no podrán superar en tres puntos el tipo básico del Banco de España para las obligatorias y 
cinco para las voluntarias. Surge la duda a qué tipo de interés se refiere el Art. 58 LCAR. Entiendo 
que, en consonancia con la naturaleza del fondo de retornos, el tipo de interés aplicable sería el de 
las aportaciones voluntarias.  
1285 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 85 LCG 1987”, op.cit. p. 351. 
1286 Vid. Art. 60.3, b) LCCMadrid  
1287 Vid. Art. 62.2, d) LSCEX 
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Capítulo 7.- Transmisión de las aportaciones. 
 
7.1.- Introducción. 
 
En cualquier sociedad la condición de socio puede adquirirse originariamente 
siendo partícipe en su fundación -de tal suerte que se ocupa una posición jurídica 
no preexistente- o a través del posterior ingreso en una sociedad ya constituida en 
la que se crea una situación jurídica nueva –por ejemplo, en virtud de un aumento 
de capital-. En ambos supuestos, no se trata de ocupar la posición que otro socio 
tuviera en la sociedad sino que estamos ante una “nueva cualidad de socio de 
car|cter originario”1288.  
 
Por el contrario, la adquisición derivativa de esta condición comprende aquellos 
casos en los que un socio sucede a otro, es decir, la diferencia con la originaria 
estriba en que, con la adquisición derivativa, el nuevo socio asume el contenido de 
derechos y obligaciones del transmitente1289. Por tanto hay una transmisión que 
genera la “sucesión a título derivativo de una persona a un socio en la condición de 
tal, con el contenido que tuviera en manos del transmitente”1290. En consecuencia, 
el adquirente ingresa en la posición jurídica que ocupaba en la sociedad el 
transmitente produciéndose, de facto, el ingreso de un nuevo socio pero que no 
implica una variación en tal posición. 
 
En el capítulo presente se analizará la transmisión de las aportaciones como modo 
derivativo de adquirir la condición de socio en las cooperativas. Para ello, conviene 
efectuar varias precisiones introductorias sobre la transmisión de la condición de 
socio en cualquier tipo de sociedad.  
 
 
                                                 
1288 Vid. GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales en la Sociedad de Responsabilidad 
Limitada, Madrid, 1996, p. 271.  
1289 Esto significa “subentrar en la posición de un precedente socio asumiendo el contenido de 
derechos como de obligaciones que incorporara aquélla en manos del cedente”; vid. GALLEGO 
SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales…, op.cit. p. 271. 
1290 Así, GIRÓN TENA, J., “Los cambios de socios en las sociedades de personas”, en AA.VV., Estudios 
Jurídicos en Homenaje a Joaquín Garrigues, Madrid, 1971, p. 143. 
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7.1.1.- Transmisión objetivada de la condición de socio.  
 
La participación social en cualquier tipo de sociedad se configura como “el 
conjunto de derechos y facultades que competen a los socios en su condición de 
tales”1291. Este entramado de derechos y obligaciones es el elemento esencial de un 
derecho de carácter subjetivo cuyo titular es el socio1292. No obstante, la condición 
de socio no se agota con esa catalogación sino que, además, es un específico objeto 
jurídico independiente del carácter personalista o capitalista de la sociedad a la 
que se pertenece1293. Así las cosas, objeto sobre el que versa la transmisión es 
común a cualquier tipo de sociedad –al margen de su carácter- debido a que se 
transmite esa posición “cosificada” o, con otras palabras, como si se tratara de 
cualquier bien perteneciente al patrimonio del socio transmitente por cuanto como 
“derecho subjetivo patrimonial y transmisible, la participación social confiere a su 
titular la facultad de disposición sobre la misma” 1294.  
 
En este sentido, como ha matizado PAZ ARES, incluso en las sociedades de carácter 
personalista “la condición de socio no es estructuralmente intransmisible”1295. Esto 
no quiere decir, en absoluto, que el carácter personalista o capitalista de la 
sociedad a la que pertenezca el socio transmitente sea irrelevante; por contra, 
como veremos, dicho carácter resulta crucial a la hora de disciplinar el régimen 
jurídico de esa transmisión y, sobre todo, determina el grado de libertad que posee 
el socio para transmitir su posición1296.  
                                                 
1291 Vid. CAPILLA RONCERO, F., “Comentario Art. 1696 CC”, en AA.VV., Comentarios al Código Civil y 
Compilaciones Forales (Dirigidos. por Manuel Albadalejo), Tomo XXI, Vol. 1, Madrid, 1990, p. 490. 
1292 Así, cierta doctrina opina que “la participación en la sociedad colectiva no es sólo una relación 
jurídica, sino un derecho subjetivo y, por ende, un objeto autónomo del tráfico. En ese derecho se 
compendian de manera unitaria todos los derechos y obligaciones derivados de la posición de 
socio”; al respecto, vid. PAZ ARES, C., “La Sociedad Colectiva: cambios de socios, separación y 
exclusión”, op.cit. pp. 687-688. 
1293 Al respecto, vid. GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales…, op.cit. pp. 274-275. 
1294 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas de la transmisión de acciones y 
participaciones, Madrid, 1997, p. 39. En sentido similar se ha señalado que “la facultad de transmitir 
la condición de socio, con sus derechos y facultades, es consecuencia que de ella es predicable la 
caracterización como un derecho subjetivo patrimonial. Y, en principio, todo derecho subjetivo 
patrimonial puede ser objeto de negocios de disposición”; vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario 
Art. 63 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley..., Vol. I, op.cit. p. 648.  
1295 Vid. PAZ ARES, C., “La Sociedad Colectiva…”, op.cit. p. 687. 
1296 Respecto a esta transmisión en la sociedad colectiva se ha mantenido que “el intuitus personae 
impone ciertos condicionamientos, y especialmente el consentimiento de los demás socios, pero, 
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7.1.2.- Naturaleza de la transmisión de la condición de socio. 
 
En las sociedades de carácter personalista, la naturaleza de esa transmisión ha sido 
calificada de “compleja”. Dicha complejidad no deriva de la catalogación de la 
transmisión en sí –que versa, sin dudas, sobre una relación de carácter jurídico-,  
sino de su propia configuración.  
 
Tradicionalmente, en relación con las sociedades colectivas, se debatió si nos 
encontrábamos ante una verdadera transmisión o ante un doble contrato mediante 
el cual, por una parte, se admite a un socio nuevo y, por otra, se extingue el vínculo 
con el antiguo. En el caso de existir un doble contrato, la posición del socio saliente 
y la del entrante no tienen que coincidir. Por el contrario, si en vez del doble 
contrato consideramos que hay transmisión, el socio entrante ocupa la posición del 
anterior socio con todas sus peculiaridades.  
 
En la actualidad se admite sin ambages que la sustitución de un socio por otro en 
una sociedad de carácter personalista como la colectiva se articule por medio de 
una transmisión1297. En cualquier caso esto no obsta para que, por voluntad de las 
partes, la sustitución de un socio por otro se lleve a efecto a través de un doble 
contrato celebrado entre el socio saliente y el entrante con el resto de los socios de 
la sociedad1298.  
                                                                                                                                               
cumplidos éstos, no hay dificultad en admitirla”; vid. PAZ ARES, C., “La Sociedad Colectiva…”, op.cit. 
p. 687. 
1297 En efecto, “las reticencias de la doctrina tradicional –que solo admitía la transmisión  en 
relación a los derechos patrimoniales; para el resto acudía a la idea del doble contrato- han de 
desecharse”; vid. PAZ ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. p. 687. 
1298 Al respecto, se ha puntualizado que “en el caso de que la operación se articule de esta manera, 
el socio entrante y el socio saliente, normalmente –pero no necesariamente-, establecerán entre 
ellos relaciones obligatorias con objeto de regular de una manera común y simplificada la 
liquidación. Fundamentalmente se convendrá que el socio entrante satisfaga en concepto de 
aportación al socio saliente lo que la sociedad le debe en concepto de liquidación. Esta construcción 
de la sustitución de socios determina que el entrante adquiere ex novo su condición de socio y que, 
salvo prescripción diversa, las vicisitudes de uno y otro contrato son independientes”; vid. PAZ 
ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. pp. 686-687. Asimismo, se cita como ejemplo la 
adquisición de participaciones en sede de aumento de capital, disponiendo que “tal operación, que 
consiste en ingresar un nuevo socio en una sociedad ya existente y que puede estar incluso 
precedida de la separación o exclusión del antiguo con amortización de sus participaciones, integra, 
no obstante, un supuesto de adquisición originaria de la condición de socio, puesto que su nota 
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Igualmente, en las sociedades de carácter personalista -tanto civiles como 
mercantiles- se cuestionó si se trataba de la transmisión de una posición 
contractual o de un derecho de participación objetivado y autónomo. En el primer 
caso, la transmisión de la condición de socio se integraría dentro de la categoría de 
la cesión de contratos; por el contrario, en el segundo supuesto, la construcción 
jurídica aplicable a la transmisión de la posición de socio sería la cesión del 
derecho de participación. La elección de una u otra solución deriva de la 
concepción más o menos autónoma que se tenga de la sociedad. Así, según se ha 
resaltado, las reglas de la cesión del contrato se acomodarían a las exigencias de la 
transmisión de la condición de socio teniendo en cuenta que la “cesión del contrato 
no es categoría legislativamente limitada a esos supuestos concretos, sino de 
elaboración doctrinal y jurisprudencial y, por ende, que admite mayor 
flexibilidad”1299. Con los debidos ajustes, la cesión del contrato se adecuaría más a 
la figura de la sociedad civil puesto que, en ella, prima el nexo obligatorio frente al 
elemento organizativo configurándose como una sociedad con menos autonomía 
respecto a sus integrantes. Desde otra perspectiva, dado que en una sociedad de 
carácter mercantil se refuerza el lado organizativo, -lo que conlleva una mayor 
independencia de la sociedad respecto a los socios- “parece que la construcción 
más adecuada de la transmisión de la parte de socio es la cesión del derecho de 
participación”1300. 
 
7.1.3.- Objeto de la transmisión. 
 
En la sociedad civil, la colectiva o en aquellas que, como la sociedad limitada y la 
cooperativa, poseen algunos rasgos propios de las sociedades personalistas, la 
principal duda que surge en esta materia es si la posición de socio se transmite 
íntegramente, es decir, tanto desde un punto de vista activo como pasivo. En 
concreto, conviene discernir si la transmisión afecta a todos los derechos y 
obligaciones que poseía el socio saliente y si afecta a los de carácter personal. 
Dicho eso, el debate no finaliza con este planteamiento sino que, desde una óptica 
                                                                                                                                               
definitoria es que no se sucede a otro en su posición”; vid. GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las 
participaciones sociales…, op.cit. pp. 273-274. 
1299 Vid. CAPILLA RONCERO, F., “Comentario Art. 1696 CC”, op.cit. pp. 495-496. 
1300 Vid. PAZ ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. p. 687. 
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más general, la problemática que subyace es la inescindibilidad del contenido de la 
participación social o, con otras palabras, si se pueden transmitir singularmente 
los derechos derivados de la condición de socio.  
 
En relación con esta materia, respecto a las sociedades de carácter personalista 
hay dos posiciones encontradas. Por una parte, en relación con las sociedades 
civiles, se ha propugnado que el objeto de la transmisión es la íntegra condición del 
socio saliente. Dicha posición coincidiría con la que ocupaba el socio anterior o 
saliente. En efecto, la condición de socio en la sociedad civil se configuraría como 
un todo “inescindible”, por cuanto es imposible que un socio que no conserva un 
interés patrimonial en la sociedad siga ostentando dicha cualidad puesto que la 
participación del socio quedaría privada de interés patrimonial. Por tanto, la regla 
sería la no disgregabilidad de los elementos que componen la participación social, 
si bien este rígido criterio es objeto de la oportuna modulación puesto que “sí 
parece posible admitir un cierto margen de negociabilidad del contenido 
patrimonial de dicha participación, siempre que sea parcial o, por lo menos, 
temporal”1301.  
 
Una vez situados en el régimen de las sociedades mercantiles de carácter cerrado o 
con notas personalistas la regulación es diversa. Así, en las sociedades colectivas, 
aunque impera el principio de intransmisibilidad separada de los derechos 
derivados de la condición de socio, la flexibilidad parece mayor que la preconizada 
para las sociedades civiles. El principio citado rige de manera absoluta para los 
derechos de carácter administrativo que, eso sí, pueden delegarse para su ejercicio, 
si bien es necesario el consentimiento de los consocios1302. Por el contrario, no hay 
obstáculo en admitir la transmisión separada de los derechos de carácter 
patrimonial que integran la condición de socio. Así, aunque todos los derechos de 
carácter económico –beneficio, cuota de liquidación, retribución, etc.- se funden en 
tal condición, poseen la calidad de derechos autónomos. En estas circunstancias, 
nada impide que un socio colectivo transmita los derechos de carácter patrimonial 
                                                 
1301 Al respecto, vid. CAPILLA RONCERO, F., “Comentario Art. 1696 CC”, op.cit. p. 512. 
1302 En tal caso no hay infracción de la “prohibición de desdoblamiento” o del “principio de 
intransmisibilidad” –expresiones utilizadas como sinónimas- debido a que “el socio puede revocar 
en cualquier momento los poderes o facultades delegadas y recuperar el ejercicio personal de sus 
derechos”; vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. p. 691. 
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sin transmitir los administrativos, si bien tal transmisión deberá incluir aquellos 
de carácter administrativo que sean necesarios para hacer valer o controlar los 
económicos que sean objeto de transmisión. Es más, en este sentido se propugna la 
admisibilidad de la transmisión de la totalidad de los derechos patrimoniales con 
reserva de los de carácter administrativo sin que por ello se tenga que renunciar a 
la condición de socio1303.  
 
Sin embargo, una parte de la doctrina que ha estudiado el régimen jurídico de las 
sociedades de responsabilidad limitada, propugna la naturaleza indisociable de la 
participación social, configurándose ésta como un derecho subjetivo cerrado1304. Al 
respecto se ha mantenido que “la transmisibilidad aislada de los derechos o 
facultades del socio resulta incoherente con la causa del contrato de sociedad como 
comunidad de fin en cuya consecución organizada colaboran todos los socios”1305. 
Así, de la posible transmisión de la posición de socio no podemos deducir la 
segregabilidad de los derechos que la componen1306. En particular, en este tipo de 
sociedades, la prohibición de separación afecta a los derechos de carácter 
administrativo inherentes a la participación social1307, puesto que estos forman 
parte de la participación como expresión de la condición de socio y, por tanto, “no 
son objetos aptos de disposición aislada, esto es, se excluye su transmisión a un no 
                                                 
1303 Así, pese a esta transmisión íntegra de los derechos de car|cter económico, “el interés 
patrimonial existe, puesto que a cambio de la cesión de los derechos patrimoniales, el transmitente 
ha recibido una contraprestación o ha hecho una liberalidad. El interés de la gestión tampoco decae, 
ya que el socio sigue respondiendo de las deudas sociales. Y es que, en última instancia, no hay 
razón para impedir que se disponga de una suma de derechos cuando puede disponerse de cada 
uno de ellos independientemente”; vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. p. 691. 
1304 En particular, deriva del significado mismo de la condición de socio que la participación social 
instrumenta y “que est| constituida por un conjunto unitario y cerrado de derechos, y en su caso de 
obligaciones, que tienen su razón de ser en la colaboración del socio al fin común de la sociedad 
(…)”; vid. VÉRGEZ, M., Comentario Art. 26 LSRL”, en AA.VV., Comentario al régimen legal de las 
sociedades mercantiles (Dirs. Rodrigo Uría, Aurelio Menéndez y Manuel Olivencia), Tomo XIV, Vol. 
1º B, Madrid, 1999, p. 19. 
1305 Vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 26 LSRL”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada (Coords. Ignacio Arroyo-José Miguel Embid-Carlos Górriz), 
2ª edic., Madrid, 2009, p. 385. 
1306 Se ha mantenido, de forma general, que “en principio, la disociación de titularidad que 
permitiera una vida jurídica de los derechos específicos al servicio de un no socio, un no arriesgado 
en el fin común, no es congruente con el sentido de los mismos”; vid. GIRÓN TENA, J., Derecho…, 
Tomo I, op.cit. pp. 609-610.  
1307 En este sentido, la prohibición se ha fundamentado, b|sicamente, en “su car|cter instrumental 
respecto de la organización societaria en cuyo ámbito constituyen medios de legitimación y 
control”; GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales…, op.cit. p. 450. 
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socio, así como la autorización a un tercero para que los ejercite en nombre 
propio”1308.  
 
Por el contrario, respecto a la prohibición de separación de los derechos de 
carácter patrimonial que otorga la participación, existen posturas encontradas a 
nivel doctrinal. Para algunos autores, además de la incoherencia de la 
transmisibilidad aislada de los derechos o facultades del socio con la causa del 
contrato, dicha transmisión de la posición de socio “contraviene los fundamentos 
organizativos de ésta en las formas sociales capitalistas, en las que se encuentra la 
SRL”1309. En este tipo de sociedades la posición de socio está directamente 
relacionada con la titularidad de las participaciones, por lo que aquellos actos que 
sean susceptibles de cambiar esa estructura corporativa se considerarán nulos –
esto es, no oponibles a la sociedad- por vulnerar “un principio imperativo 
configurador de las formas sociales capitalistas”1310. Además, las participaciones 
sociales se caracterizan por ser indivisibles, tanto desde un punto de vista formal 
como material. Tal indivisibilidad alcanza a las singulares facultades o derechos 
que forman la participación social con lo cual “la participación social sólo puede 
ser objeto de negocios jurídicos en su conjunto y no por separado cada uno de los 
derechos que la integran”1311, imposibilitando la cesión separada tanto de los 
derechos administrativos como los de carácter patrimonial1312. En cualquier caso, 
lo expuesto no imposibilita la transmisibilidad aislada de aquellos derechos de 
crédito de los cuales el socio sea titular en contra de la sociedad. Se trata, en 
                                                 
1308 Vid. GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales…, op.cit. p. 451. 
1309 Vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 26 LSRL”, op.cit. p. 385. 
1310 Vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 26 LSRL”, op.cit. p. 385. Como apoyo legal de esta 
solución se citaba, en concreto, el Art. 12.3 LSRL según el cual “en la escritura se podr|n incluir 
todos los pactos y condiciones que los socios juzguen conveniente establecer, siempre que no se 
opongan a las leyes ni contradigan los principios configuradores de la sociedad de responsabilidad 
limitada”. 
1311 Vid. VÉRGEZ, M., “Comentario Art. 26 LSRL”, op.cit. p. 19. 
1312 Con excepción de aquellos casos de usufructo o prenda de las participaciones sociales previstos 
en los artículos 127 y 136 TRLSC -anterior Art. 36 LSRL-. En cualquier caso, lo determinante es que, 
por medio del usufructo de participaciones del citado artículo se establece “una norma de 
legitimación para el ejercicio de los derechos de socio, pero no priva de los mismos al nudo 
propietario como titular de la condición de socio (STS 5 de noviembre de 1987). En el artículo 36.1 
LSRL, salvo disposición estatutaria, se atribuye al nudo propietario la legitimación para el ejercicio 
de los derechos de socio con la sola excepción del cobro de los dividendos acordados”; vid. 
ECHEBARRÍA SÁENZ, J.A., “Comentario Art. 36 LRSL”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada, (Coords. Ignacio Arroyo-José Miguel Embid- Carlos Górriz), 2ª edic., 
Madrid, 2009, p. 497. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
350 
definitiva, de créditos vencidos y exigibles que el socio posea contra la misma 
como “concretas pretensiones a los resultados de valor de esos derechos 
patrimoniales”1313. Así, estos concretos derechos pueden ser libremente cedidos en 
base al principio general de transmisibilidad de los créditos previsto en el artículo 
1.112 CC1314. 
 
Al margen de esta línea doctrinal, otro sector considera que no existen obstáculos 
para la cesión separada de los derechos de carácter patrimonial integrantes de la 
condición de socio1315 De ser así, en lo que concierne al derecho a los beneficios, 
por ejemplo, se tendría que reconocer al cesionario la titularidad de la pretensión 
frente a la sociedad y el derecho a ser informado en todo lo relativo a este aspecto. 
Igualmente, en lo referente a la cuota de liquidación, la admisión de la cesión 
separada de este derecho implicaría que el cesionario disfrutara de las facultades 
de control que se reconocen al socio (cedente) en el período de liquidación de la 
sociedad1316.   
 
7.1.4.- Principales limitaciones a la transmisión de la condición de socio en 
las sociedades mercantiles. 
 
Como descriptivamente ha mantenido PERDICES HUETOS, “la ley gradúa la 
transmisibilidad de la condición de socio en función de cada tipo social”1317. Los 
partícipes en una sociedad optarán por una u otra forma social teniendo en cuenta, 
entre otras cuestiones, la posibilidad de transmitir su posición de socio. Para 
fundamentar esta elección resultará decisivo, pero no concluyente, el régimen legal 
aplicable puesto que las normas que disciplinan los diversos tipos sociales 
determinan un nivel de transmisibilidad acorde “con la distinta racionalidad 
                                                 
1313 Al respecto, vid. GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales…, op.cit. p. 454. 
1314 En este sentido se ha mantenido que: “Así, el socio puede transmitir su derecho al dividendo 
cuya concreción y condiciones de reparto ya hayan sido acordadas por la junta general de socios, 
puede transmitir su derecho de crédito en concepto de cuota de liquidación una vez nacido, puede 
transmitir su derecho de asunción preferente de participaciones si se dan las condiciones legales o 
estatutarias aplicables, etc.”; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 26 LSRL”, op.cit. p. 386. 
1315 Al respecto, vid. DE EIZAGUIRRE, J. Mª., “Participaciones sociales. Naturaleza jurídica”, RdS, núm 
extraordinario, 1994, p. 158. 
1316 Vid. GALLEGO SÁNCHEZ, E., Las participaciones sociales…, op.cit. pp. 454-455. 
1317 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 26. 
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económica y el modo normal de contratación en cada tipo social”1318. No obstante, 
la forma social es un instrumento jurídico que sirve de referencia a las partes en un 
contrato de sociedad y que -excepto en aquellos casos donde se contemplen 
normas de carácter imperativo- puede ser modificado de acuerdo con los pactos 
que se incluyan en el contrato de sociedad. Esta precisión resulta fundamental 
dado que tal voluntad negocial puede difuminar o modular los límites de la citada 
clasificación y no debe existir reparo en “relajar las condiciones de 
transmisibilidad de las participaciones en sociedades de personas y de endurecer 
las de las sociedades de capital”1319. En cualquier caso, dentro de los diversos tipos 
sociales legalmente previstos, existe una doble catalogación de acuerdo con el nivel 
de transmisibilidad aludido diferenciándose entre sociedades mercantiles cerradas 
y abiertas -siendo el paradigma de las primeras la colectiva y de las segundas la 
anónima-. 
 
7.1.4.1.- Limitaciones en las sociedades colectivas. 
 
En las sociedades colectivas la transmisión de la parte que corresponde a cada 
socio se supedita al necesario consentimiento unánime de todos los socios. La 
sociedad colectiva constituye el paradigma de sociedad mercantil de carácter 
cerrado en la que las cualidades personales de los socios -entre las que podemos 
destacar la solvencia patrimonial; el conocimiento personal del sector; o cualquier 
otra de naturaleza estrictamente personal-, adquieren una relevancia máxima. En 
consecuencia, la transmisión de la parte de socio a personas ajenas a la sociedad se 
disciplina, de acuerdo con el artículo 143 CCom, de la siguiente manera: “Ningún 
socio podrá transmitir a otra persona el interés que tenga en la compañía, ni 
sustituirla en su lugar para que desempeñe los oficios que a él le tocaren en la 
administración social, sin que preceda el consentimiento de los socios”.  
 
En relación con tal consentimiento se han realizado las siguientes matizaciones1320: 
i) en puridad, más que ante un consentimiento contractual, se trata de una 
autorización unánime de todos los socios para que la transmisión pueda 
                                                 
1318 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 26. 
1319 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 30. 
1320 Al respecto, vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva…”, op.cit. p. 688. 
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realizarse1321; ii) dicha autorización es necesaria incluso en aquellos casos en los 
que existe una transmisión entre socios; iii) puede prestarse tácitamente mediante 
el silencio, lo que implica que el contrato de transmisión es plenamente válido 
aunque sus efectos estén en suspenso mientras no se manifieste la autorización o 
la negativa; iv) en este último caso, el contrato de transmisión se resolvería por 
imposibilidad en virtud del artículo 1.124 CC. 
 
En cualquier caso, los socios colectivos tienen cierta libertad para configurar, por 
medio de los oportunos pactos, el tipo social elegido. Así, vía negocial, se puede 
difuminar el contorno de la clasificación propuesta a través de la supresión, 
restricción o ampliación del nivel de transmisibilidad de las participaciones. Esto 
supondrá, en definitiva, una modificación del régimen legal de la transmisión. Así, 
es viable sustituir la cláusula típica legalmente fijada -que impone la autorización 
de todos los socios para que proceda la transmisión- por otra en la que, por 
ejemplo, se disponga que tal autorización ha de ser prestada por una mayoría; o 
bien en la que se plasme un derecho de adquisición; o, incluso configurar 
participaciones libremente transmisibles. Por tanto, en palabras de PERDICES 
HUETOS, “el intuitus personae es una propiedad natural de estas participaciones, 
no un límite insuperable”1322.  
 
El régimen expuesto presenta una especial relevancia puesto que para algunos 
autores “podemos enfocar la transmisión de las aportaciones de las cooperativas al 
hilo de la transmisión de la parte de socio en las sociedades civiles y colectivas, con 
las peculiaridades que resultan del sistema de admisión de nuevos socios”1323. En 
esta línea se ha mantenido que la transmisión de la aportación cooperativa no 
comporta la pérdida o adquisición de la condición de socio, sino que dicha 
                                                 
1321 Este sistema, mediante el cual la transmisión se supedita al consentimiento de un beneficiario –
en este caso el resto de los socios- se articula mediante la oportuna cláusula de autorización. Dicho 
sistema es aplicable tanto a sociedades de carácter personal –como la colectiva- como a las de 
capital. La cl|usula de autorización ha sido definida, con car|cter general, como “aquella por la que 
el socio sólo tiene plena facultad para disponer sobre su acción o participación si cuenta con la 
autorización del sujeto diseñado en dicha cl|usula”; vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas 
restrictivas…, op.cit. p. 55. 
1322 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 30. 
1323 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica del socio (II): baja y expulsión. Transmisión de 
aportaciones”, en AA.VV., La sociedad cooperativa…, (Coord. Francisco J. Alonso Espinosa), Cap. V, 
op.cit. p. 179. 
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transmisión “implica m|s bien algo así como el cambio en la titularidad del interés 
del socio en la cooperativa (al modo de lo regulado en el art. 143 CCom)”1324. 
 
7.1.4.2.- Límites en las sociedades de capital. 
 
En el lado opuesto están las sociedades de capital de las que se propugna su 
carácter abierto con más o menos reservas. El régimen de las sociedades 
capitalistas se caracteriza por partir de un principio general favorable a la 
transmisibilidad de las partes en las que se divide su capital social. En 
consecuencia, el socio puede “movilizar, realizar o liquidar” 1325 el valor de sus 
derechos en la sociedad.  
 
7.1.4.2.1.- Referencia al régimen de la transmisión de participaciones 
sociales. 
 
Sin embargo, la aplicación de este principio general -que viene a ser la plasmación 
del carácter abierto de las sociedades de capital- se cuestiona en las sociedades de 
responsabilidad limitada. Así, de acuerdo con la E de M. de la derogada LSRL, se 
propugnaba el car|cter esencialmente cerrado de esta sociedad “en la que las 
participaciones sociales tienen restringida la transmisión, excepto en caso de 
adquisición por los socios, por el cónyuge, ascendiente o descendiente del socio o 
por sociedades pertenecientes al mismo Grupo que la transmitente, que, en defecto 
de cláusula estatutaria en contrario, constituyen supuestos de transmisiones 
libres. Este carácter cerrado se manifiesta igualmente en que, salvo disposición 
contraria de los estatutos, la representación en las reuniones de la Junta General 
tiene un carácter restrictivo”1326. En una línea similar, la E de M. del vigente TRLSC 
declara que “en el plano teórico la distinción entre las sociedades anónimas y las 
sociedades de responsabilidad limitada descansa en una doble característica: 
mientras que las primeras son sociedades naturalmente abiertas, las sociedades de 
responsabilidad limitada son esencialmente cerradas; mientras que las primeras 
son sociedades con un rígido sistema de defensa del capital social, cifra de 
                                                 
1324 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 397. 
1325 Vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 26 LSRL”, op.cit. p. 383. 
1326 Vid. Epígrafe II, 2 de la E. de M. de la LSRL 
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retención y, por ende, de garantía para los acreedores sociales, las segundas, en 
ocasiones, sustituyen esos mecanismos de defensa –a veces más formales que 
efectivos- por regímenes de responsabilidad, con la consiguiente mayor 
flexibilidad de la normativa”1327. 
 
Pese a esta declaración de intenciones, la doctrina ha puntualizado que, en esencia, 
nos hallamos ante una “sociedad pr|cticamente abierta estatutariamente 
clausurable”1328. Para llegar a tal conclusión procede analizar el sistema que el 
TRLSC propugna para las sociedades limitadas en su artículo 107 – antiguo art. 29 
LSLRL-. Este precepto prevé un sistema de entrada y salida de los socios en la 
sociedad -por lo que se trata de un sistema legal- y tiene un carácter dispositivo y 
supletorio pues la sociedad puede incorporar estatutariamente un régimen 
restrictivo diverso siempre y cuando respete las limitaciones establecidas en la 
propia ley1329.  
 
El concreto régimen aplicable a la transmisión del derecho de participación será el 
propio de la cesión de créditos de acuerdo con lo previsto en el artículo 1526 y 
siguientes del CC1330. Por tanto, los negocios traslativos de participaciones sociales 
son contratos de carácter civil que se rigen en sus aspectos obligacionales por lo 
dispuesto en el CC y en lo que respecta a su faceta societaria por las normas del 
TRLSC, del RRM y los estatutos de la sociedad cuyas participaciones sean objeto de 
transmisión1331. 
 
El ámbito de aplicación del artículo 107 del TRLSC comentado se circunscribe a las 
transmisiones voluntarias de las participaciones sociales por actos inter vivos, 
teniendo que cuenta que por transmisión hemos de entender cualquier tipo de 
                                                 
1327 Vid. punto IV de la E. de M. del TRLSC 
1328 En este sentido, vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “La posición jurídica del socio…”, op.cit. p. 1460. 
1329 Así: a) se han de respetar los límites imperativamente dispuestos por ley (vid. en concreto, art. 
30 LSRL) y los derivados de los principios configuradores de este tipo social; b) los pactos que sean 
diferentes al régimen supletorio diseñado en el artículo 29 LSRL, deben tener carácter estatutario; 
c) no vulnerar los límites configuradores de la participación social que, como objeto esencialmente 
unitario que es, no puede ser objeto de negocios o actos traslativos de aisladas o concretas 
facultades o derechos que componen la participación social; vid. ALONSO ESPINOSA. F.J., 
“Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. pp. 415-416. 
1330 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p 36. 
1331 En este sentido, vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. p. 417; DE 
EIZAGUIRRE, J.Mª., “Participaciones sociales…”, op.cit. p. 170. 
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operación con vigor traslativo1332, en la que el transmitente deba transferir al 
adquirente la propiedad de sus participaciones sociales en la sociedad limitada1333. 
En cualquier caso, lo previsto en tal precepto no es de aplicación a los negocios 
traslativos mortis causa y tampoco a aquellos de los que no resulte la transmisión 
de la propiedad de las participaciones sociales –por ejemplo, derecho real de 
prenda o de usufructo1334-. 
 
El contenido de este régimen legal supletorio es diverso según quién sea el 
adquirente inicialmente propuesto por el socio que quiere transmitir sus 
participaciones. Así, se diferencian dos situaciones: i) si el adquirente es otro socio 
o forma parte del “entorno natural”1335 del socio transmitente, los negocios 
traslativos se declaran “libres”; y, ii) cuando la transmisión se realiza a favor de 
terceros ajenos al círculo de socios o al “entorno natural” de los mismos, regir| un 
sistema restrictivo.  
 
En efecto, la libertad que se propugna como regla general en ciertas transmisiones, 
es objeto de una cierta graduación en virtud de la formulación del artículo 107 del 
TRLSC –antiguo art. 29 LSRL-. Esa libertad es plena o absoluta cuando el 
adquirente es un consocio o es una sociedad perteneciente al mismo grupo de 
sociedades. Sin embargo, es relativa cuando el adquirente pertenece al entorno 
familiar del socio persona física, puesto que la libertad de transmisión tan sólo se 
aplica en aquellos casos en los que el adquirente posee la condición de cónyuge, 
                                                 
1332 En esta línea, vid. STS (Sala de lo Civil) de 25 de octubre de 1999 (RJ 1999/7398), fundamento 
de derecho quinto. 
1333 Como bien se ha señalado, en el |mbito de aplicación del Art. 29 LSRL “Queda incluido, pues, 
todo negocio o acto que no tenga por fin establecer el destino de las participaciones sociales con 
ocasión del fallecimiento de su propietario. Para la aplicación del artículo 29 es indiferente que la 
propiedad de las participaciones sociales por virtud de tales negocios voluntarios inter vivos sea 
transmitida a cambio de compensación patrimonial (…) o sin ella”; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., 
“Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. p. 421. 
1334 En este punto, se ha matizado que en determinados supuestos cabe la aplicación del régimen 
del artículo 29 LSRL a la constitución de derechos sobre la participación. Así se ha mantenido que 
“existen, pues, razones suficientes para entender que las limitaciones a la libre transmisibilidad de 
las participaciones sociales deben considerarse aplicables también, aunque nada se haya dicho en la 
Ley ni en los estatutos sociales, a la constitución de los derechos reales de prenda o de usufructo, si 
no en todo caso y con carácter general, sí al menos cuando el título constitutivo atribuya a los 
beneficiarios del derecho real el ejercicio de derechos sociales que determinen su incidencia sobre 
la vida social, y cuando se haya prohibido la transmisión voluntaria por actos inter vivos de las 
participaciones sociales”; vid. VÉRGEZ, M., “Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. pp. 80-81. 
1335 En terminología utilizada por DE EIZAGURRE, J.Mª., “Las participaciones…”, op.cit. p. 169. 
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ascendiente o descendiente del socio transmitente y no de cualquier otro socio1336. 
En cualquier caso, cuando concurren los requisitos citados y opera el régimen de 
libre transmisión, la sociedad carece de facultades de intervención sobre esa 
transmisión y los consocios del transmitente no ostentan derecho alguno.  
 
Por el contrario, el régimen de las transmisiones a favor de terceros –es decir, en 
las que el adquirente no sea socio, no pertenezca al grupo de sociedades, o no 
posea determinada relación de parentesco con el transmitente-, es totalmente 
diverso y está sometido a una serie de requisitos que han de ser interpretados de 
acuerdo con el carácter esencialmente transmisible de las participaciones sociales. 
Aclarada esta cuestión, es necesario puntualizar que el sistema restrictivo que, con 
carácter supletorio, se contempla en el artículo 107.2 TRLCS –antiguo art. 29.2 
LSRL- posee tres aspectos que forman entre sí un bloque unitario. En primer lugar, 
más que una autorización se trata de una intervención de la sociedad, por cuanto 
ésta tan sólo puede denegar la “autorización” si -de forma simultánea o bien el 
plazo legalmente previsto- presenta ante el socio transmitente adquirentes 
alternativos al tercero por él propuesto1337. En segundo lugar, se atribuye a los 
consocios el derecho a ser presentados como adquirentes alternativos ante el 
transmitente y respecto al tercero propuesto por él. Por último, en tercer lugar, tal 
sistema tiene como objetivo la salvaguarda del interés traslativo de cada socio1338.  
 
En el sistema legalmente previsto para disciplinar las transmisiones de 
participaciones sociales a favor de terceros podemos distinguir tres fases. La 
primera posee un carácter negocial y en la misma destaca el proyecto traslativo del 
socio transmitente y su comunicación a la sociedad. En esta fase es decisivo que 
exista un negocio que contenga la voluntad efectiva de transmitir y no meras 
                                                 
1336 A tales transmisiones –cuando el adquirente pertenece al entorno familiar de otro socio 
diferente al del transmitente- se le aplicaría el régimen restrictivo legalmente previsto o el régimen 
que estatutariamente se haya designado; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, 
op.cit. p. 423. 
1337 En este sentido, m|s que de una autorización se trata de una “intervención en el negocio 
traslativo al efecto de intentar conservar la estabilidad del núcleo de socios existente en la situación 
previa a la presentación del proyecto traslativo del socio transmitente pero sin perjudicar el 
mismo”; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. p. 424. 
1338 Como se ha puntualizado, la razón del precepto comentado radica en compaginar dos 
situaciones de interés: la de la sociedad y sus socios en el mantenimiento del intuitus personae 
inicial; y el interés de cada socio en la liquidación del valor económico de su cuota de participación. 
Al respecto, vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. p. 425. 
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prospecciones del socio transmitente. Por consiguiente, este socio debe concluir un 
contrato o cualquier negocio traslativo que, eso sí, quedará sometido a una 
condición suspensiva puesto que dependerá que la sociedad no proponga 
adquirente alguno en el plazo de tres meses tal y como se señala en el artículo 
107.2, f) TRLSC –antiguo art. 29.2, f) LSRL-1339. Cuando la sociedad proponga a un 
adquirente el negocio traslativo no será eficaz1340. Con todo, el socio que se 
proponga transmitir su participación debe comunicar por escrito a los 
administradores tal hecho. En tal comunicación deberán constar el número y 
características de las participaciones que pretende transmitir, la identidad del 
adquirente y el precio y demás condiciones de la transmisión, tal y como estipula el 
artículo 107.2, a) TRLSC –antiguo art. 29.2, a) LSRL-. La comunicación del proyecto 
traslativo tiene una eficacia diversa respecto a los demás socios por cuanto los 
                                                 
1339 Se trata, por tanto, de una regla de silencio positivo dentro del sistema restrictivo legal. Así “la 
falta de presentación de adquirentes alternativos implica el permiso social para la transmisión 
propuesta”; vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 85. No obstante, este 
mismo autor se muestra partidario de realizar una interpretación flexible del régimen supletorio 
contenido en el artículo 29 LSRL –actual Art. 107 TRLSC- y, en concreto, del citado plazo. En este 
sentido mantiene que “la plena disponibilidad que del régimen supletorio permite el artículo 29.1 
LSRL no autoriza a concluir por la aplicación automática del plazo máximo de tres meses con 
consecuencia de silencio positivo”; vid. PERDICES HUETOS, A.B., últ.op. cit., p. 85.. 
1340 Si esto sucede, surge la duda sobre si el socio transmitente puede optar entre concluir el 
negocio con los adquirentes propuestos por la sociedad o desistir del mismo y permanecer en la 
sociedad. Al respecto, existen diversas opiniones doctrinales. De acuerdo con aquellos autores que 
defienden la posibilidad de opción, desde el momento que se realiza y se comunica el proyecto 
traslativo el socio transmitente no realiza una oferta obligatoria de transmisión de sus 
aportaciones. Por tanto, el socio no está obligado a vender sus participaciones a los adquirentes 
alternativos que proponga la sociedad; vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, 
op.cit. p. 426. En esta línea se ha puntualizado que “no est| claro que del contenido de la 
comunicación del socio a los acreedores deba deducirse que exista una oferta de contrato dirigida a 
la sociedad; lo que según la Ley el socio pone de manifiesto a la sociedad es su voluntad de realizar 
una operación determinada con un tercero determinado”; vid. VÉRGEZ, M., “Comentario Art. 29 
LSRL”, op.cit. p. 97. Por el contrario, parte de la doctrina defiende que nos hallamos ante un derecho 
de tanteo o una situación asimilable al tanteo a favor de los socios y que la oferta que realiza el 
transmitente es obligatoria e irrevocable. Es decir, los adquirentes alternativos presentados por la 
sociedad ejercitan, por el hecho de su presentación un derecho de adquisición preferente al que 
nada puede hacer el socio transmitente. Para avalar este punto de vista, se citan tres argumentos 
que, simplemente, paso a señalar: i) la necesaria presentación de una garantía de pago del precio 
aplazado –tal y como se establece en el art. 29.2, d), I- no tendría sentido si lo que se hiciera por el 
adquirente alternativo fuera una simple oferta que puede libremente rechazar la otra parte; ii) si, 
tal y como dispone el art. 29.2, d), II, la transmisión proyectada fuera a título oneroso distinto de la 
compraventa o a título gratuito, el precio será fijado por las partes pero, en defecto de pacto, se 
puede imponer la determinación de un precio por vía de peritos lo que viene a corroborar que el 
transmitente está vinculado frente a quien ejercita un derecho de adquisición; y, iii) en virtud del 
art. 29.2, e) se mantiene que el documento público de transmisión deberá otorgarse en el plazo de 
un mes a contar desde la comunicación por la sociedad de la identidad del adquirente o 
adquirentes, es decir; si el transmitente se niega a otorgar la escritura, el beneficiario de la 
preferencia (adquirente) podrá compelerle a ese otorgamiento y, en su caso, suplirlo judicialmente;  
vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 192. 
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efectos son meramente informativos si el título traslativo que contiene el proyecto 
es diferente a la compraventa; mientras que tiene efectos obligatorios si tal título 
consiste en una compraventa ya que, en tal caso, el adquirente alternativo 
propuesto por la sociedad -siempre que el socio que quiere transmitir lo acepte 
como comprador- ha de respetar las condiciones convenidas y comunicadas a la 
sociedad1341. 
 
La segunda fase posee un carácter societario, y ello porque interviene la sociedad 
sobre el proyecto traslativo que se la ha comunicado. Esta comunicación equivale a 
la solicitud de admisión en la sociedad del adquirente propuesto por el socio que 
desea transmitir sus participaciones. La sociedad propondrá a los socios que, 
mediante una oferta obligatoria de compra, están dispuestos a adquirir las 
participaciones objeto de transmisión. Para ello, los administradores deben 
convocar una Junta general debido a que es el órgano competente a tales efectos en 
virtud del artículo 107.2, b) TRLSC -antiguo art. 29.2, b) LSRL-. El acuerdo de la 
Junta se adoptará por la mayoría ordinaria que determine la ley, excluyendo para 
su cómputo el voto del socio que desea transmitir sus participaciones. Si la Junta 
no aprueba el proyecto presentado, tal acuerdo deberá ir acompañado de una 
propuesta de un adquirente o de varios adquirentes alternativos con las 
especificidades que concreta la ley1342. En este punto se prevé incluso que,  cuando 
no sea posible comunicar la identidad de uno o varios socios o terceros 
adquirentes de la totalidad de las participaciones, la Junta General podrá acordar 
que sea la propia sociedad la que adquiera las participaciones que ningún socio o 
tercero aceptado por la Junta General desee comprar. Esta operación se realizará 
conforme a la normativa prevista para la adquisición de sus propias 
                                                 
1341 En este sentido el Art. 107.2, d, I TRLSC dispone que: “El precio de las participaciones, la forma 
de pago y las demás condiciones de la operación serán las convenidas y comunicadas a la sociedad. 
Si el pago de la totalidad o de parte del precio estuviera aplazado en el proyecto de transmisión, 
para la adquisición de las participaciones será requisito previo que una entidad de crédito garantice 
el pago del precio aplazado”. 
1342 En concreto, el Art. 107.2, c), I TRLSC determina que: “La sociedad sólo podr| denegar el 
consentimiento si comunica al transmitente, por conducto notarial, la identidad de uno o varios 
socios o terceros que adquieran la totalidad de las participaciones. No será necesaria ninguna 
comunicación al transmitente si concurrió a la Junta General donde se adoptaron dichos acuerdos. 
Los socios concurrentes a la Junta General tendrá preferencia para la adquisición. Si son varios los 
socios concurrentes interesados en adquirir, se distribuir|n las participaciones entre todos ellos “a 
prorrata” de su participación en el capital social”.  
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participaciones por la sociedad de responsabilidad limitada –tal y como dispone 
excepcionalmente el artículo 140 TRLSC –anterior art. 40 LSRL-. 
 
La tercera y última fase es aquella en la que se concluye o no el negocio traslativo 
proyectado y comunicado por el transmitente tras la intervención de la sociedad. 
La sociedad debe comunicar al socio transmitente la identidad de los adquirentes 
alternativos -sean socios o terceros- o, de no existir aquellos comunicar que será la 
propia sociedad la que adquiera las participaciones que el socio quiere transmitir. 
En cualquier caso, la sociedad tiene un plazo improrrogable de tres meses desde la 
fecha de comunicación del proyecto para notificar notarialmente al socio 
transmitente –tal y como se deduce del artículo 107.2, f) TRLSC – y, a partir de ese 
momento, dispone del plazo de un mes para concluir el negocio con los 
adquirentes alternativos propuestos por la sociedad en virtud del artículo 107.2, e) 
TRLSC -anterior art. 29.2, e) LSRL-. 
 
A modo de resumen, y como ilustrativamente se ha afirmado al hilo del análisis del 
artículo 107 TRLSC –anterior art. 29 LSRL- “el socio de la SRL podr| vender sus 
participaciones sociales si encuentra un comprador para las mismas”1343. De 
acuerdo con esta solución, resulta factible que el socio no pueda abandonar la 
sociedad pero esto dependerá en mayor medida de la situación de mercado más 
que de pactos estatutarios que lo impidan. En conclusión, la sociedad limitada se 
configura como una sociedad pr|cticamente abierta en la cual “la salida del socio 
de la sociedad debe estar garantizada, mientras que el ingreso de terceros, a 
diferencia de, por ejemplo, el caso de la sociedad cooperativa, puede ser 
perfectamente controlado e impedido”1344. 
 
7.1.4.2.2.- Referencia a las restricciones a la transmisión de las acciones. 
 
En la disciplina de las sociedades anónimas se propugna la libre transmisibilidad 
de las acciones. No obstante, con acierto, se considera que resulta “difícil de 
entender que la “libre transmisibilidad” pueda calificarse como un “principio” 
                                                 
1343 Al respecto, vid. ALONSO ESPINOSA, F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. p. 419. 
1344 Vid. ALONSO ESPINOSA. F.J., “Comentario Art. 29 LSRL”, op.cit. p. 420. 
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jurídico que limita la libertad estatutaria de pactos, cuando la misma Ley 
expresamente admite cláusulas estatutarias que lo desvirtúen”1345. En efecto, bajo 
esta forma social giran en el mercado tanto grandes empresas de variada 
dimensión económica y masa social. Por tal motivo -excepto en aquellas 
sociedades anónimas cuyas acciones hayan sido admitidas a negociación en 
Bolsa1346- los accionistas, de acuerdo con la oportuna previsión legal, pueden 
determinar estatutariamente cláusulas restrictivas a la libre transmisibilidad de 
acciones, sea por razones de carácter personal o no1347. Por consiguiente, con tales 
restricciones se muestra una caracterización personalista y cerrada de la sociedad 
anónima que, como tal, está informada por el consustancial predominio del capital 
y su carácter abierto. En definitiva, una vez más, los socios tienen margen para 
modular el tipo social -como instrumento jurídico- legalmente previsto puesto que 
no hay inconveniente para que “en las sociedades de capital su grado de 
transmisibilidad típica resulte restringido por voluntad de las partes, en regresión 
hacia estructuras personalistas”1348.  
 
Dicho esto, las restricciones a la libre transmisibilidad de acciones han sido 
definidas como “aquellas estipulaciones impuestas en los estatutos, mediante las 
cuales los socios y la sociedad han de ponerse de acuerdo para establecer 
preventivamente, en virtud del principio de autonomía de la voluntad, el específico 
régimen de transmisión de las acciones nominativas que la ley dispositiva atribuye 
al socio cuando éste desee desprenderse de las mismas. En definitiva, suponen 
autolimitaciones de la disponibilidad del derecho de la cualidad de socio, que el 
                                                 
1345 Vid. RECALDE CASTELLS, Á., “Comentario Art. 63 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios…, (Coords. 
Arroyo-Embid-Górriz), 2ª edic., Vol. I, op.cit. p. 649. 
1346 De acuerdo con el Art. 25.5 LMV -según redacción del RDL 5/2005-. 
1347 En este sentido, “su introducción en los estatutos puede obedecer a muy diversas motivaciones. 
En ocasiones, se trata de sociedades familiares que quieren evitar que extraños al círculo familiar 
inicial lleguen a ser socios; en otras, de sociedades derivadas de la transformación de empresas 
individuales en las que se desea hacer pervivir el carácter marcado por su creador; en otros casos, 
debido a muy especiales factores, se persigue dificultar la entrada de personas desprovistas de 
vinculación con los integrantes de la sociedad. Junto a diversas razones de carácter personal se 
detectan otras de muy variada naturaleza: evitar el ingreso de personas vinculadas con sociedades 
competidoras; conservar la imagen de que se goza en el mercado; mantener en su seno un 
determinado equilibrio de poderes; evitar la escalada de terceros para hacerse con el control de la 
sociedad, etc.”; vid. GARCÍA LUENGO, B., “Limitaciones a la libre transmisibilidad de acciones”, en 
AA.VV., Derecho de las Sociedades Anónimas, (Coord. Alberto Alonso Ureba y otros), Tomo I, Madrid, 
1991, p. 170. 
1348 Vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 31. 
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accionista en cuanto titular del mismo espontánea y voluntariamente ha aceptado 
en los estatutos”1349. De esta definición se extraen los dos requisitos fundamentales 
que han de concurrir para que las restricciones a la libre transmisibilidad sean 
válidas, a saber: la existencia de una cláusula estatutaria que contemple la 
restricción y que cumplan con lo dispuesto en la ley sobre el alcance de estas 
cláusulas.  
 
Así las cosas, el TRLSC aborda esta cuestión de una forma diversa a la prevista en la 
regulación anterior1350. En la actualidad -con un criterio lógico dado que tales 
cláusulas, al igual que las prestaciones accesorias, pueden existir o no- en el elenco 
del “nuevo” artículo 23 del TRLSC no se prevé que en los estatutos de las 
sociedades de capital se hagan constar, como mención mínima, las restricciones a 
la libre transmisibilidad. No obstante, si existen tales cláusulas, sólo serán eficaces 
frente a la sociedad si constan en los estatutos pudiendo fijarse, eso sí, en los 
fundacionales de la sociedad anónima o adoptarse mediante una modificación 
posterior de los mismos1351. Aparte de esta mención, las cláusulas restrictivas a la 
transmisibilidad de acciones han de constar en aquellos documentos que 
incorporan definitiva o provisionalmente la condición de accionista, sea en el 
propio título-valor1352, o en el resguardo provisional1353. Igualmente -pese a la 
omisión del legislador al respecto1354- tales restricciones también serán válidas 
                                                 
1349 Vid. GARCÍA LUENGO, B., “Limitaciones…”, op.cit. p. 173. 
1350 Donde, en concreto, el artículo 9, k) TRLSA contemplaba como mención obligatoria de los 
estatutos las restricciones a la libre transmisibilidad de acciones, cuando se hubiesen estipulado. 
1351 En este último caso –introducción de cláusula restrictiva vía modificación estatutaria- “se 
reconoce a los accionistas que no hubieran votado a favor del acuerdo el derecho a no quedar 
sometidos a él y, por consiguiente, la posibilidad de transmitir libremente sus acciones durante el 
plazo de tres meses desde la publicación del acuerdo en el BORME (…) Con ello se pretende tutelar 
al socio frente a la pérdida de liquidez de sus acciones que deriva de la introducción de una cláusula 
restrictiva. Sin embargo, esta medida tiene una eficacia reducida, pues el socio minoritario que no 
hubiera votado a favor del la modificación difícilmente podrá enajenar sus acciones si el hipotético 
adquirente conoce el carácter cerrado de la sociedad anónima cuyas acciones pretende adquirir. 
Más coherente con la intención de proteger al accionista frente a la pérdida de liquidez sería 
condicionar la modificación estatutaria al consentimiento unánime de los socios, configurando la 
libre transmisibilidad como un derecho del accionista inderogable sin su consentimiento, tal como, 
por otro lado, establece el Derecho alemán (180 AktG), o reconocerle un derecho de separación 
como se prevé en el artículo 95,c) LSRL”; vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario Art. 63 TRLSA”,  
op.cit. pp. 650-651. 
1352 Teniendo en cuenta que tales restricciones sólo serán válidas cuando recaigan sobre acciones 
nominativas en virtud de los artículos 113.1 y 123.1 TRLSC –anteriores Arts. 52.1 y 63.1 TRLSA 
1353 De acuerdo con el artículo 115.1 TRLSC –anterior Art. 54.1 TRLSA- 
1354 Tal y como se ha puntualizado, la omisión de esta posibilidad se ha de interpretar como un 
olvido del legislador que hemos de suplir con una interpretación coherente de la remisión 
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cuando las acciones se representan mediante anotaciones en cuenta siempre que 
se trate de una sociedad anónima que no cotice en bolsa.  
 
Como límites a la libertad estatutaria preconizada en esta materia, podemos 
señalar tres de carácter absoluto: i) la restricción tan sólo puede recaer sobre 
acciones nominativas; ii) en la cláusula estatutaria se determinará el contenido de 
la restricción (Art. 123.1 RRM); y, iii) serán nulas las cláusulas estatutarias que 
prohíban de forma absoluta la transmisión de las acciones o bien las que las hagan 
prácticamente intransmisibles, en virtud de lo dispuesto en el artículo 123.2 TRLSC 
–anterior Art. 63.2 TRLSA- 1355. No obstante, de acuerdo con el artículo 123.4 RRM 
“podr|n inscribirse en el Registro Mercantil las cl|usulas estatutarias que prohíban 
la transmisión voluntaria de las acciones durante un período de tiempo no 
superior a dos años a contar desde la fecha de constitución de la sociedad”1356.  
 
En relación con los principales tipos de cláusulas restrictivas que pueden 
incorporarse vía estatutaria, el TRLSC tan sólo se refiere a uno de los supuestos 
donde se restringe la libre transmisibilidad. En concreto, el artículo 123 TRLSC –
anterior art. 63 TRLSA- hace referencia a una clase de cláusulas restrictivas: las de 
autorización o consentimiento. La consecuencia de la incorporación estatutaria de 
este tipo de cláusulas es que el accionista tan sólo puede transmitir sus acciones si 
cuenta con la correspondiente autorización. Es decir, la transmisión proyectada 
tan sólo será eficaz frente a la sociedad cuando haya sido consentida, lo que 
genera, en muchos casos, una contraposición entre los intereses del socio que 
                                                                                                                                               
efectuada en el art. 60.2, I al 52.1 TRLSA; vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, 
op.cit. p. 139. Lo mismo puede preconizarse de lo establecido en el TRLSC, al respecto vid. Art. 
118.2, I y 113.1. 
1355 Es decir, “han de rechazarse como inadmisibles aquellas que comporten verdaderas 
prohibiciones o derogaciones del derecho a la negociabilidad o las que en la práctica se traduzcan 
en situaciones que impidan la efectiva transmisión de la acción”; vid. GARCÍA LUENGO, B., 
“Limitaciones…”, op.cit. p. 176.  
1356 Como se ha mantenido “evidentemente, esta vinculación transitoria trata de evitar que en los 
inicios de la vida social pueda quedar sin adecuada protección los intereses de los fundadores y de 
la propia sociedad. Aun cuando obsten a sus titulares de la facultad de realizar actos de disposición, 
es de destacar que su duración se encuentra sometida al transcurso de un mero lapso de tiempo 
razonable. Así, pues, comportan unos simples impedimentos tolerados por el ordenamiento de 
modo temporal y sin la creación de un derecho subjetivo. De ahí que no puedan configurarse como 
una prohibición de disponer absoluta y permanente”; vid. GARCÍA LUENGO, B., “Limitaciones…”, 
op.cit. p. 176. 
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desea transmitir sus acciones y los de la sociedad en no autorizar dicho 
negocio1357. 
 
El legislador, consciente de este hecho, ha disciplinado un sistema – en concreto en 
el artículo 123.3, I TRLSC (anterior 63.3, I TRLSA) y en el 123.2 RRM- a través del 
cual el margen de discrecionalidad de la sociedad para no autorizar la transmisión 
solicitada, se circunscribe únicamente a las causas que consten de forma expresa 
en los estatutos en virtud de las cuales se permite denegar esa autorización1358. La 
mención estatutaria de las causas –que ha de realizarse “de forma precisa” de 
acuerdo con el 123.2 RRM- conlleva seguridad jurídica, por cuanto el acto de 
autorización tan sólo puede subordinar la transmisión de las acciones de acuerdo 
con lo previsto mitigándose, de esta forma, el riesgo de autorizaciones 
discrecionales. Ahora bien, también es cierto que las circunstancias que pueden 
fijarse en dichas causas son variadas, hecho que puede contrariar la finalidad legal 
que no es otra que la de paliar la discrecionalidad. Para evitar este riesgo hay que 
matizar lo siguiente: i) que la validez de las causas depende de su redacción, y “en 
ningún caso podrán excluir el derecho que tiene el accionista a transmitir las 
acciones, ni incidir en la paridad de trato, atemperándose, además, a lo que exija el 
interés social”1359; y, ii) que no comprende aquellos casos en los que el órgano 
competente, aún concurriendo la causa que justifica la denegación de la 
autorización, obre con arbitrariedad por abuso de derecho, vulneración de la 
                                                 
1357 Tradicionalmente la doctrina reaccionó negativamente ante la admisión de  este tipo de 
cláusulas, debido, sobre todo al peligro que conlleva un veto reiterado por parte de la sociedad que, 
en la pr|ctica, impidiera el tr|fico de las acciones cuya consecuencia sería que “el accionista 
quedaría prisionero de sus títulos”; vid. BROSETA PONT, M., Restricciones estatutarias a la libre 
transmisibilidad de acciones, 2ª edic., Madrid, 1984, p. 120. A la luz de la legislación vigente, parece 
no dudarse de la admisibilidad de este tipo de cláusulas siempre que se respeten los límites del 
principio de libertad de pactos (1255 CC) y la disciplina establecida al respecto en el Art. 63 TRLSA; 
vid. GARCÍA LUENGO, B., “Limitaciones…”, op.cit. p. 184.  
1358 Para algunos autores, pese a esta formulación, el margen de discrecionalidad de la sociedad no 
queda excluido en tanto que aún “concurriendo causa que posibilite la denegación de la 
transmisión, pueden en un caso aplicarse y en otros no”; vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario 
Art. 63 TRLSA”, op.cit. p. 656. Sin embargo, para otros autores “la previsión normativa acarrea que 
la discrecionalidad del sujeto competente para denegar la autorización sea muy escasa. Habrá de 
limitarse a examinar si en la transmisión proyectada concurren o no las circunstancias objetivas y 
subjetivas que según los estatutos deben darse o no”; vid. GARCÍA LUENGO, B., “Limitaciones…”, 
op.cit. p. 186. 
1359 En este sentido, vid. GARCÍA LUENGO, B., “Limitaciones…”, op.cit. p. 186. Al respecto, vid. STS 
(Sala de lo Civil) de 27 de enero de 1968 (RJ 1968/550) en la que se declara la ilicitud del pacto 
porque las restricciones alcanzaban desigualmente a los accionistas. 
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buena fe o del interés social1360. En conclusión, en estos supuestos han de 
ponderarse los intereses en juego con arreglo al criterio de la buena fe y con el 
objetivo de impedir conductas –denegación de la autorización- amparadas en la 
cláusula restrictiva que figura en los estatutos pero que, de facto, hacen 
prácticamente intransmisible la acción. No olvidemos que el sistema de 
autorización del TRLSC tiene como última finalidad la de garantizar que la regla de 
la transmisibilidad conserve cierta preponderancia en una sociedad de carácter 
abierto y capitalista como es la anónima.  
 
En lo que concierne al proceso concreto de autorización, éste se inicia, 
necesariamente, con una solicitud del accionista transmitente a la sociedad. Dicha 
solicitud se ha de presentar para cada transmisión y, normalmente, con carácter 
previo a la perfección del negocio de transmisión1361. La solicitud, en su caso, 
deberá de someterse a los requisitos formales que se determinen estatutariamente 
y habrá de contener todos aquellos datos que puedan ser relevantes para que la 
sociedad adopte la decisión sobre si autoriza o no la transmisión requerida. Así las 
cosas, salvo previsión contraria en los estatutos–de acuerdo con el artículo 123.3, 
II TRLSC (anterior Art. 63.3, II TRLSA)- el sujeto legitimado competente1362 para 
conceder o denegar la autorización serán los administradores de la sociedad. Esta 
es la solución más coherente con las funciones de este órgano, por cuanto la 
autorización es un acto de administración de la sociedad. No obstante, como se ha 
matizado, nada impide que estatutariamente se atribuya tal competencia a la Junta 
General1363. En cualquier caso, la atribución de esta facultad a un tercero queda 
vedada de acuerdo con el artículo 123.2 RRM1364. En última instancia, el artículo 
                                                 
1360 Vid. RECALDE CASTELLS, A., “Comentario Art. 63 TRLSA”, op.cit. p. 655. 
1361 Si bien, en opinión doctrinal, nada impide que se solicite posteriormente con lo que quedaría en 
suspenso la eficacia de tal negocio hasta la concesión de la autorización; vid. RECALDE CASTELLS, 
A., “Comentario Art. 63 TRLSA”, op.cit. p. 657. 
1362 En terminología de la m|s autorizada doctrina “el sujeto beneficiario” de la cl|usula de 
autorización; vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. p. 56 
1363 Vid. GIRÓN TENA, J., Derecho de sociedades…., II, op.cit. p. 225. 
1364 Solución a la que se muestran contrarios algunos autores, manteniendo que la previsión del art. 
123.2 RRM no parece del todo convincente debido a que “en algunos casos puede ofrecer mayores 
garantías de imparcialidad la intervención de terceros que la de los propios socios administradores, 
que en ciertos casos podr|n inclinarse a favor de un accionista o grupo de accionistas”; vid. GARCÍA 
LUENGO, B., “Limitaciones…”, op.cit. p. 187. En esta línea, se ha mantenido que el artículo 63.3 
TRLSA establece un mínimo régimen supletorio para el supuesto previsto en dicho artículo – en 
donde el beneficiario es la sociedad- pero eso no impide que pueda designarse a un beneficiario 
diverso a la sociedad. Además, en otra línea de argumentación pero aplicable en último caso, se 
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123.3, III TRLSC –anterior art. 63.3, III TRLSA- contiene una presunción favorable a 
la autorización. Así, una vez solicitada la autorización para la transmisión, la 
sociedad ha de resolver en el plazo que se haya fijado estatutariamente o en un 
plazo máximo inderogable y supletorio1365 de dos meses fijado por ley, puesto que 
si transcurre el citado plazo y la sociedad no se manifiesta al respecto, se 
entenderá que la autorización ha sido concedida.  
 
7.2.- Transmisión de las aportaciones en las sociedades cooperativas. 
 
7.2.1.- Las particularidades cooperativas y el régimen de la transmisión. 
 
El régimen jurídico aplicable a la transmisión de las aportaciones cooperativas está 
profundamente influenciado por el particular valor del intuitus personae y la 
finalidad mutualista que presiden este tipo social1366. Es por ello que la 
transmisión de las aportaciones resulta peculiar respecto a la de las 
participaciones o acciones en las sociedades de capital, en la medida en que en la 
cooperativa adquiere un relieve máximo la figura del socio como principal usuario 
de la empresa mutualística1367. Así las cosas, en este tipo de sociedades la 
limitación de la libre transmisión de las aportaciones es la regla general y no la 
excepción, impidiéndose la transmisibilidad a personas ajenas a la cooperativa1368.  
 
Dicho esto, hay que resaltar que la sociedad cooperativa posee un indubitado 
car|cter personalista que est| determinado por la “especial consideración de la 
persona del socio y el vínculo que se crea entre éste y la sociedad” 1369. Esa 
relevancia de la figura del socio deriva directamente del “fin cooperativo” que 
constituye un pilar esencial de este tipo social y supone un intrincado nexo entre la 
                                                                                                                                               
aduce al principio de jerarquía normativa en tanto que el artículo 123.2 RRM no podría vulnerar la 
interpretación del silencio que al respecto guarda el artículo 63 TRLSA; para un estudio detallado 
de esta cuestión vid. PERDICES HUETOS, A.B., Cláusulas restrictivas…, op.cit. pp. 57-62. 
1365 Por cuanto, vía estatutos, se puede disponer un plazo inferior al legalmente previsto pero nunca 
superior. 
1366 Al respecto, vid. RACUGNO, G., La società cooperativa, en AA.VV., Trattato di Diritto Commerciale 
(Dir. Vicenzo Buonocore), Sezione IV-Tomo 9, Torino, 2006, p. 70; TRIMARCHI, G., Le nuove 
società…, op.cit. p. 98; APARICIO MEIRA, D., O Regime Económico…, op.cit. p. 191.  
1367 Vid. BONECHI, A., La Società…, op.cit. p. 92. 
1368 Vid. APARICIO MEIRA, D., O Regime Económico…, op.cit. pp. 191-192. 
1369 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 397. Ese especial vínculo entre el socio y la sociedad en 
el ámbito cooperativo también ha sido resaltado por GADEA, E., Derecho…, op.cit. p. 210. 
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sociedad y los socios. La sociedad se configura como un instrumento jurídico al 
servicio tan sólo de aquellas personas (socios) que poseen análogas necesidades 
económicas y son satisfechas por la cooperativa1370. Por consiguiente, el acceso a 
este tipo de sociedades está limitado a aquellas personas que poseen ciertas 
características -bien de naturaleza subjetiva u objetiva- que le permiten formar 
parte de las mismas o, en sentido contrario, quien carece de dichas características 
no puede acceder a la condición de socio en una cooperativa1371. En estas 
circunstancias, parece lógico que la transmisión de la posición de socio se regule de 
forma restrictiva en la medida en que únicamente determinadas personas puedan 
adquirir esa condición y tan sólo los socios pueden ejercitar los derechos legal o 
estatutariamente previstos1372. Así, debido a que las condiciones personales de los 
socios constituyen el núcleo esencial sobre el que se organizan el resto de los 
elementos estructurales, “a las cooperativas cabe aplicar sin m|s la nota “intuitu 
personae”, elemento caracterizador que va a incidir de forma directa sobre el 
régimen de transmisión de las participaciones sociales”1373.  
 
En este punto hallamos una nota distintiva de la cooperativa respecto a otras 
formas sociales puesto que si una persona adquiere una acción o una participación 
en una anónima o una limitada se convierte en socio de la misma; mientras que 
                                                 
1370 Así, el fenómeno cooperativo “tiene lugar mediante la admisión en la sociedad de los sujetos 
pertenecientes a la categoría o bien mediante el destino a esta categoría o grupo, no sólo de la 
ventaja indirecta que supone la incidencia sobre los precios de la empresa cooperativa, sino 
también una parte del resultado económico, anual y final (v.gr.: porcentaje sobre excedentes del 
ejercicio y patrimonio resultante de la liquidación), de la gestión de la empresa”. Esta acepción del 
“fin cooperativo” tomada de la doctrina italiana, ha sido desarrollada y expuesta con claridad por 
PANIAGUA ZURERA, M., Mutualidad…, op.cit. pp. 39-40. En esta línea se ha dicho que “el elemento 
definidor de la cooperativa es que constituye una iniciativa empresarial por parte de un grupo de 
personas que, al margen de la participación capitalista de cada socio, tiene por finalidad la 
satisfacción de sus necesidades mediante la recuperación de la forma de empresa personalista y de 
funcionamiento interno democrático. Ese es el hecho diferencial sobre el que debe basarse la 
particular consideración y el adecuado tratamiento (incluso en el plano fiscal) para la entidad 
asociativa cooperativa”; GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 37. 
1371 En este sentido, vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 78 LGC 1987”, en AA.VV., Comentarios 
al Código de Comercio…, (Dirs. Fernando S|nchez Calero y Manuel Albadalejo), Tomo XX, Vol. 3º, p. 
283; MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, en AA.VV., Cooperativas…, op.cit. p. 246. 
1372 Así, se ha mantenido que “la transmisión de las aportaciones al capital tiene que estar 
necesariamente limitada a otros socios o a personas que estén dispuestas a asumir tal condición, 
participando en la consecución del fin social en la forma y medida que determinen los estatutos”; 
vid. GADEA, E., Derecho…, op.cit. p. 210. En suma, se establecen “fuertes restricciones a la libre 
transmisibilidad de las aportaciones sociales, restricciones que son inmediata consecuencia del 
car|cter parcialmente personalista de las sociedades cooperativas”; vid. TATO PLAZA, A., A Lei de 
cooperativas e a sua incidencia nas Cooperativas de Ensino, Pontevedra, 1999, p. 67. 
1373 Vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad…, op.cit. pp. 254-255. 
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dicha ecuación no se cumple automáticamente en las cooperativas. En éstas, para 
que alguien sea titular de una aportación/participación cooperativa, tiene que ser 
socio o adquirir dicha condición según lo dispuesto legalmente, de lo que podemos 
colegir que “la transmisión o adquisición de la aportación no origina por sí la 
pérdida o adquisición de la cualidad de socio”1374. Asimismo, mientras que, por 
ejemplo, en la sociedad colectiva la transmisión de la cuota parte de un socio 
depende de la autorización de los demás; en las cooperativas la admisión o el 
rechazo de un socio está sometido a un procedimiento disciplinado por ley1375 
cuyo objetivo es el respeto del principio cooperativo de “puertas abiertas” que 
supone otro aspecto singular de las cooperativas como forma societaria1376.  
 
En virtud de este principio “las cooperativas son organizaciones voluntarias, 
abiertas a todas las personas capaces de utilizar sus servicios y dispuestas a 
aceptar sus responsabilidades de ser socio sin discriminación política, religiosa, 
racial o de sexo”. En consecuencia, en aquellas leyes que permiten la transmisión 
de aportaciones a terceros que aún no son socios surge la duda acerca de si los 
extraños a la cooperativa tienen un derecho subjetivo a ser admitidos como socio -
o, al menos, son titulares de un interés legítimo-1377; o si, por el contrario, este 
principio no deriva en la atribución de un derecho a ingresar como socio en la 
cooperativa1378. 
                                                 
1374 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 245. 
1375 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 178. 
1376 Al respecto, se ha mantenido que “En efecto en los otros tipos sociales las personas se asocian 
voluntariamente pero esta voluntariedad no deja de presentar matices. Así en las sociedades 
personalistas puras (tipo sociedad colectiva o civil) es impensable que un socio llegue a estar 
asociado con una persona sin su voluntad. En la sociedad anónima (sin perjuicio de la posibilidad 
de que existan restricciones estatutarias a la transmisibilidad) los derechos del socio son 
transmisibles y los demás socios no podrían vetar la entrada de uno nuevo que adquiriese la parte 
de otro anterior; ello es coherente con el matiz capitalista en base al cual lo que interesa del socio es 
su aportación económica y no sus cualidades personales. En las cooperativas nos encontraríamos 
con un efecto similar pero de contrario signo: no se puede impedir la entrada a nuevo socio, pero no 
ya porque su capacidad económica le permita adquirir la parte de otro, sino simplemente por el 
hecho de que reúna los requisitos estatutarios”; vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. 
pp. 151-152. 
1377 Para algunos autores rige un principio general según el cual no se puede negar la entrada al 
adquirente siempre que cumpla con los requisitos de acceso a la cooperativa. Es más, en opinión 
doctrinal, el acuerdo que deniega la admisión del socio es susceptible de revisión jurisdiccional ya 
que el aspirante es “titular de un derecho subjetivo a su admisión o, al menos, a una expectativa 
jurídicamente protegible”; NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 151. 
1378 En esta línea, para algunos autores “el principio de puerta abierta no significa, sin m|s, que 
cualquiera pueda ser socio de una cooperativa –que exista, como tal, un derecho de adhesión-, sino 
que cualquiera que reúna los requisitos legal y estatutariamente fijados, puede solicita ser admitido 
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Con independencia de la solución adoptada, el carácter personal al que venimos 
haciendo referencia justifica las restricciones que legalmente se imponen a la 
transmisión de las aportaciones y que figuran ligadas a las reglas y procedimiento 
de admisión legalmente previsto. Igualmente, como tendremos oportunidad de 
comprobar1379, la práctica imposibilidad de transmitir las aportaciones a terceros 
no socios “es suplida, en cierta forma, por la expectativa que tiene el socio 
cooperativo de reembolso del capital aportado en el momento de su baja”1380. 
 
Por lo demás, el carácter mutualista también incide en el régimen de la 
transmisión de las aportaciones. Esta característica no es exclusiva de las 
cooperativas, puesto que existen en nuestro ordenamiento otros tipos sociales en 
los que de forma imperativa concurre esta característica al darse “un ejercicio 
colectivo de una actividad económica en forma empresarial (por ejemplo, entre 
nosotros, sociedad mutua de seguros, sociedad de garantía recíproca, sociedad 
anónima laboral, sociedad agraria de transformación, agrupación de interés 
económico, etc.)”1381.  
 
Al margen de esta apreciación, el carácter mutualista en sede cooperativa posee 
una gran importancia al caracterizar el objeto social e incidir en la estructura 
organizativa de este tipo societario. Así, según PANIAGUA, “el car|cter mutualista 
                                                                                                                                               
como socio, si ésa es su voluntad; y, desde el punto de vista de la sociedad, la cooperativa no está 
tampoco obligada en cualquier caso a admitir a todo aquel que manifiesta su intención de 
convertirse en socio, sino que ésta es una decisión que deben adoptar los órganos sociales, 
inclinando su voluntad en un sentido u otro”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 163. Como 
ilustrativamente se ha mantenido, “la libre adhesión que, junto con la baja voluntaria, figura como 
uno de los principios cooperativos, suele tener algunas limitaciones en la misma Ley y otras más en 
los Estatutos de cada Sociedad. En este sentido podemos afirmar que el llamado principio de 
“puerta abierta” suele ser m|s de “entreabierta”, pues, adem|s de que la Ley ya imponga unos 
requisitos objetivos y subjetivos, en ocasiones los textos estatutarios contiene verdaderas 
restricciones, de hecho y de derecho, producidas bien por la exigencia de cuantiosas aportaciones 
que permiten sólo el acceso a los económicamente fuertes, o bien por otras condiciones”; vid. 
BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. pp. 60-61. Para mayores referencias, vid. Infra. Cap. 8.2.3. 
1379 Vid. Cap. 8.2.3. 
1380 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “Principales novedades…”, op.cit. p. 238. No obstante las precisiones 
que haremos en el Cap. 8, ciertas normas parecen corroborar esta opinión. Así, cuando disciplinan 
el contenido estatutario mínimo exigen que conste la regulación del derecho de reembolso de las 
aportaciones y el régimen de transmisión de éstas; vid. por ejemplo, entre otras: Art. 11.1, l LCCAT; 
Art. 12.17 LSCA; Art. 14.1, 14 LCG; Art. 11.1, l) LC; Art. 13.1, l) LCRM; Art. 12.1, l) LCLR; Art. 12.1, n) 
LCCLM; Art. 14.1, j) LSCEX; Art. 14.1, l) LCIB 
1381 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., Mutualidad…, op.cit. p. 498. 
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en la cooperativa aparece como una característica de objeto social, es decir, de la 
finalidad objetiva u objeto de la sociedad cooperativa como ente personificado, 
pues el ejercicio de su actividad económica está dirigido u orientado hacia la 
satisfacción de las necesidades económicas del grupo social que ha asumido la 
responsabilidad empresarial”1382. En definitiva, el objeto social de la cooperativa 
implica el desarrollo de una actividad en la que los cooperativistas son partícipes y 
que genera un intercambio recíproco de las prestaciones propias del objeto social 
entre el socio y la cooperativa. Según la clase de cooperativa en la que nos 
situemos, dicho intercambio tendrá un diverso perfil, no existiendo 
incompatibilidad alguna entre el carácter mutualista señalado y el fin lucrativo que 
resultará, en todo caso, matizado o limitado por los principios cooperativos1383. 
Finalmente, el tal carácter repercute en la estructura organizativa de la sociedad 
cooperativa puesto que en este tipo social específico -perteneciente al género 
sociedades de base mutualista- la conexión entre socio y sociedad es de mayor 
intensidad en virtud de “las exigencias derivadas de los principios cooperativos 
(así, sobre todo, el principio de puerta abierta y el régimen de distribución de 
excedentes)”1384.  
 
De lo expuesto concluimos que el carácter mutualista tiene una especial 
transcendencia en el estatuto jurídico del socio cooperativo por cuanto implica un 
reconocimiento de la obligación y el derecho del  socio a participar en la actividad 
económica propia del objeto social de la cooperativa si bien dicha participación 
estará sometida al cumplimiento de determinados requisitos por parte del 
socio1385. Por consiguiente, el régimen de transmisión también estará condicionado 
por el citado carácter dado que la persona a la que se le transmiten las 
                                                 
1382 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., Mutualidad…, op.cit. p. 499. 
1383 En cualquier caso, “en la sociedad cooperativa, ni se produce una confusión entre el objeto 
social y la causa del contrato constitutivo de la sociedad cooperativa, ni esta distinción se desvanece 
o desaparece, sino que sigue siendo útil y fructífera. Tampoco el fin social de la sociedad 
cooperativa, en el sentido de causa o fin económico-social de las partes del contrato constitutivo de 
la misma, se concreta en un pretendido fin mutualista, sino en un fin lucrativo”; vid. PANIAGUA 
ZURERA, M., Mutualidad…, op.cit. p. 503. 
1384 Vid. PANIAGUA ZURERA M., Mutualidad…, op.cit. p. 500. 
1385 Tal y como se ha puntualizado, “hay que tener en cuenta que el socio debe realizar una 
actividad cooperativizada o mutualística, cuya realización depende de sus características y 
aptitudes, y por tanto no toda persona puede acceder a la condición de socio en una cooperativa”; 
vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, en AA.VV., Cooperativas…, op.cit. p. 246. 
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aportaciones ha de ser socio de la cooperativa o adquirir dicha condición en un 
determinado plazo1386.  
 
7.2.2.- Régimen jurídico de la transmisión de las aportaciones en las 
cooperativas. 
 
7.2.2.1.- Factores que inciden en su configuración. 
 
En línea con lo que expuesto acerca de la incidencia del carácter personalista y 
mutualista en el régimen de transmisión de las aportaciones, en la legislación 
cooperativa se suele regular, específicamente, el procedimiento de admisión y baja 
de los socios.  
 
Esta regulación incide de forma directa en el régimen de transmisión por cuanto, 
en la mayoría de las leyes, la transmisión de aportaciones sólo se podrá realizar a 
favor de personas que tengan la cualidad de socio o vayan a adquirirla. El socio 
puede participar en el acto de constitución de la sociedad o adquirir las 
aportaciones de un cooperativista en virtud, como veremos, de un negocio inter 
vivos o mortis causa. En ambos supuestos, si bien en diferentes momentos, el 
adquirente debe ser admitido como socio. 
 
El procedimiento de admisión del socio en la cooperativa se caracteriza por la 
imposición de una serie de requisitos que han de constar en los estatutos como 
contenido mínimo y esencial. Tales requisitos pueden ser clasificados en cuatro 
categorías.  
 
En primer término, los de carácter subjetivo, esto es, aquellos que determinan 
como condición para ser socio tener una determinada personalidad –por ejemplo, 
tratarse de personas físicas en determinados tipos de cooperativas o ser personas 
jurídicas en otras-. En segundo lugar, también pueden existir requisitos de carácter 
                                                 
1386 En este sentido, “hay que recordar que, como la aportación es condición necesaria pero no 
suficiente para ser socio, la transmisión o adquisición de la aportación, no comportan la pérdida o 
adquisición de la condición de tal, sino que ésta implica más bien algo así como el cambio en la 
titularidad del interés del socio en la cooperativa (al modo de lo regulado en el art. 143 Cdc)”; 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 397. 
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objetivo, en virtud de los cuales se restringe la cualidad del socio para 
determinadas personas en función de la actividad, de la titularidad de ciertos 
bienes, la posesión de determinados conocimientos, cualificación o titulación1387. 
Finalmente, en tercer lugar, para algunas clases de cooperativas suelen preverse 
requisitos de carácter geográfico. Así, los bienes aportados a la cooperativa, o las 
explotaciones comerciales o de carácter industrial de los socios cooperativistas, 
han de estar situadas dentro de un ámbito territorial delimitado en los 
estatutos1388. Por último, existen requisitos de carácter económico en virtud de los 
cuales una persona que desee ser socia en una cooperativa deberá realizar la 
aportación obligatoria mínima y, si se contempla, pagar la oportuna cuota de 
ingreso.  
 
Además, como avanzamos en su momento1389, las aportaciones cooperativas 
poseen un carácter acumulable que se evidencia en su régimen de transmisión por 
cuanto nada impide que un socio pueda ser titular de varias aportaciones desde el 
momento fundacional de la cooperativa o, con posterioridad, como consecuencia 
de la baja de otro socio1390.  
 
En todo caso, dicha acumulabilidad está constreñida legalmente ya que se 
establecen límites a la titularidad de las aportaciones sociales. Esta cuestión incide 
de forma directa en el régimen de transmisión ya que es factible que en un socio 
concurran los requisitos para poder adquirir las aportaciones de otro que causa 
baja y pese a ello -debido a que es titular de un determinado número de 
aportaciones- no pueda adquirir un número superior a las que posee. 
 
 
 
 
                                                 
1387 Los requisitos objetivos a los que venimos aludiendo están directamente relacionados con la 
actividad cooperativizada, en concreto, con la clase de cooperativa objeto de análisis.  Por tanto, 
dependiendo del objeto social, la persona que desee ser socia en una cooperativa deberá tener la 
titularidad sobre determinados bienes o la capacidad para desarrollar una concreta actividad 
1388 Como bien se ha matizado los requisitos territoriales “consisten en anudar la condición de socio 
con un cierto |mbito geogr|fico”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 160. 
1389 Vid. Supra. Cap. 1.3. 
1390 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 260. 
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7.2.2.2.- Mención estatutaria.  
 
7.2.2.2.1.- Consideraciones previas.  
 
Las leyes cooperativas contemplan el contenido obligatorio y mínimo que ha de 
figurar en los estatutos. La obligatoriedad se deduce de la literalidad de las normas, 
las cuales, con mayor o menor rotundidad, exigen que en sede estatutaria consten 
como mínimo una serie de menciones.  
 
El carácter de mínimos implica que -al margen de las menciones legales que “como 
mínimo” o “al menos” hayan de figurar en los estatutos- cualquier otra podrá tener 
acomodo siempre que su finalidad sea disciplinar el funcionamiento interno de esa 
sociedad. En conclusión, las previsiones legales sobre las “menciones” que han de 
constar en los estatutos no agotan su contenido dado que, dentro de los límites 
marcados por la propia norma, los socios podrán determinar aquellos pactos y 
condiciones que estimen convenientes1391. 
 
7.2.2.2.2.- Plasmación legal del régimen de transmisión.  
 
Entre las leyes cooperativas –con la excepción de la LCCV y la LCCMadrid- se suele 
exigir expresamente la mención en los estatutos del “sistema”1392 o “régimen de 
transmisión”1393 de las aportaciones.  
 
Al respecto cabe realizar una doble puntualización: i) El carácter obligatorio de la 
aludida mención es matizable por cuanto se deberán recoger en los estatutos 
aquellas cláusulas únicamente cuando la voluntad de los socios fundadores de la 
                                                 
1391 Conclusión a la que se llega tras el análisis de los artículos 9 y 10 del TRLSA, si bien la 
entendemos plenamente aplicable a cooperativas, vid. DUQUE DOMÍNGUEZ J.F., “La fundación de 
sociedades anónimas en la LSA”, en AA.VV., Derecho de Sociedades Anónimas, (Coord. Alonso Ureba, 
A., y otros), Tomo I, Madrid, 1994, p. 53. 
1392 Vid. Art. 13.1, f) LFCN 
1393 Vid. Art. 13.1, j) LCPV; Art. 11.1, l) LCCAT; Art. 13, k) LCCyL; Art. 12, 17 LSCA; Art. 14.1, 14 LCG; 
Art. 11.1, l) LC; Art. 13.1, l) LCRM; Art. 9, h) LCAR; Art. 12.1, l) LCLR; Art. 14.1, n) LCCLM; Art. 14.1, j) 
LSCEX; Art. 14.1, l) LCIB; Art. 12.1, l) LCPA 
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cooperativa reúna determinadas particularidades1394. Por consiguiente, la omisión 
de dicha cláusula no tiene consecuencias en la medida en que, en tal caso, se 
aplicaría el régimen previsto legalmente para la transmisión de las aportaciones; 
ii) En los estatutos de la sociedad cooperativa se suele incorporar esta cláusula 
aunque la facultad de autorregulación en esta materia es mínima, puesto que habrá 
que ajustarse a los límites y condicionantes legales impuestos de forma imperativa 
a la transmisión de aportaciones1395; o, con otras palabras, “el contenido de esta 
mención debe limitarse a desarrollar las previsiones legales imperativas y a 
completar los huecos que la ley deja a la autonomía estatutaria”1396.  
 
En definitiva, aunque el régimen de transmisión forma parte del contenido 
estatutario mínimo, en muchas normas su mención en sede estatutaria parece 
obedecer a un propósito didáctico circunscribiéndose a reproducir la literalidad 
del precepto o preceptos legales que regulan esta materia de forma detallada y 
restrictiva.  
 
Al respecto -pese a que el grado de detalle varía de una norma a otra- como 
características generales destacan: que la restricción a la transmisibilidad de las 
aportaciones obligatorias se propugna de manera uniforme en todas las leyes 
cooperativas y, en lo que atañe a las aportaciones voluntarias, que ciertas normas 
han adoptado un criterio que introduce cierta flexibilidad al propugnar la libre 
transmisión de este tipo de aportaciones entre socios1397. 
 
 
 
                                                 
1394 En sede de anónimas determinadas menciones estatutarias poseen un carácter necesario que se 
contrapone al facultativo de otras. Así, existen cuestiones que han de mencionarse en los estatutos 
de forma obligatoria y completamente necesaria. Por otra parte existen menciones que han de 
figurar necesariamente en los estatutos pero, en el hipotético caso de que no fueran consignadas en 
los estatutos pero aún así se procediera a la inscripción en registro de la sociedad, tal ausencia no 
implicaría una causa de nulidad de la sociedad. Por último, la omisión de ciertas cláusulas carece de 
consecuencia alguna por su carácter facultativo. Entre esas cláusulas se citan, en sede de anónimas, 
el establecimiento de prestaciones accesorias o las limitaciones a la libre transmisibilidad de 
acciones. Al respecto, vid. MIQUEL RODRÍGUEZ, J., “Comentario Art. 9 TRLSA”, en AA.VV., 
Comentarios a la Ley de Sociedades Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos 
Górriz), Vol. I, 2ª edición, Madrid, 2009, pp. 139-140. 
1395 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 260. 
1396 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 140. 
1397 En este sentido, vid. por ejemplo: Art. 54.1 LCCMadrid, Art. 60.1 LCCV 
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7.2.3.- Clases de transmisiones. 
 
El criterio tradicional de clasificación distingue entre la transmisión de las 
aportaciones por actos o negocios inter vivos de las realizadas mortis causa. En 
ambos casos podrán diferenciarse aquellos supuestos en los cuales el adquirente -
en las transmisiones inter vivos- o el causahabiente -en las mortis causa- tenga la 
condición de socio de otros casos en los que no posea dicha cualidad. En esta 
última hipótesis, la adquisición de la condición de socio se llevará a cabo de 
acuerdo con el procedimiento de admisión fijado legalmente. 
 
Otro criterio de sistematización se basa en el carácter total o parcial de la 
transmisión de las aportaciones. En el primer caso el socio transmitente deja de 
pertenecer a la cooperativa mientras que en el segundo el transmitente seguirá 
como socio en la cooperativa si, al menos, retiene aportaciones cuyo importe cubra 
el límite de la aportación obligatoria mínima1398.  
 
Un último criterio alude a la distinción entre la transmisión realizada a una sola 
persona y aquella que se efectúa en favor de varias. En este segundo supuesto, 
dependiendo de la norma que estudiemos, se admitirá que todas esas personas 
soliciten la admisión como socios en la cooperativa o, por el contrario, se exigirá 
que designen a un representante1399. 
 
7.2.3.1.- Transmisión inter vivos de las aportaciones. 
 
En esta clase de transmisiones la panorámica ofrecida por la legislación 
cooperativa dista de ser común1400. No obstante, pese a esta falta de uniformidad, 
todas las leyes se caracterizan por no admitir la libre transmisión de las 
                                                 
1398 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 397. 
1399 En estos casos lo que se debate es el carácter divisible o indivisible de la aportación. Así, 
aquellas normas que posibilitan la admisión de todas las personas a cuyo favor se realiza la 
transmisión están admitiendo el carácter divisible de la aportación. Por el contrario, en aquellas 
normas en las que se exige la designación de un representante se constata la indivisibilidad de la 
aportación. En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 397. 
1400 En este sentido, vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., Mutualidad…, op.cit. p. 255. 
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aportaciones y por exigir el respeto a los límites de la aportación respecto al capital 
social1401.  
 
La regulación -de forma similar a lo que sucede en las sociedades de capital- 
resulta incompleta dado que únicamente concreta cuando es posible la 
transmisión de aportaciones y fija los límites a la misma. Aspectos como la 
disciplina aplicable a la transmisión -regulada por las normas contenidas en el CC o 
el CCom para la cesión de créditos- o el régimen del negocio concreto que sirve de 
base para la transmisión -que se regirá por la normativa específica del negocio 
traslativo empleado-, quedan fuera de la órbita de las normas cooperativas.  
 
En línea con lo expuesto, consideramos que el estudio del régimen de transmisión 
de las aportaciones cooperativas inter vivos ha de abordarse desde una doble 
perspectiva: teniendo en cuenta los elementos personales, reales y formales en la 
transmisión; y, en segundo término, los efectos de la transmisión. 
 
7.2.3.1.1.- Elementos personales: el transmitente. 
 
En el transmitente han de concurrir de forma obligatoria varios requisitos 
cumulativos: tener la cualidad de socio, la capacidad de obrar necesaria para 
disponer de su derecho y, además, aquella que pueda exigírsele específicamente 
para el negocio dispositivo inter vivos que se utilice -compraventa, permuta, 
donación, etc.-1402.  
 
El primero de los requisitos resulta indubitado puesto que la práctica totalidad de 
las normas cooperativas especifican que las transmisiones inter vivos deberán 
realizarse “únicamente a otros socios”1403, “entre socios”1404, “entre socios y 
socias”1405, etc. En este sentido, quizás las expresión más ambigua es la 
incorporada en la LCG y la LCLR donde se constata que las aportaciones podrán 
                                                 
1401 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 398. 
1402 Al respecto vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 180. 
1403 Vid. entre otras: Art. 70.1, a) LCRM; Art. 75.1 LCIB; Art. 50, I, a) LC 
1404 Vid. entre otras: Art. 54.1, a) LCAR; Art. 60.1, a) LCCAT 
1405 Vid. Art. 62.1 LCPV 
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transmitirse por actos inter vivos “entre socios preferentemente”1406. Sea cual fuere 
la expresión utilizada todas poseen un significado análogo del cual concluimos que 
la persona que transmite inter vivos su aportación ha de ser socio de la 
cooperativa.  
 
De todas formas, tal requisito no es suficiente para que un socio cooperativista 
pueda transmitir su aportación ya que éste, además, ha de tener capacidad para 
disponer de su derecho. Al respecto se plantean una serie de situaciones 
problemáticas entre las que podríamos destacar la transmisión: i) de la aportación 
cooperativa que posee carácter ganancial; ii) de la aportación de la cual es titular 
una persona jurídica; iii) de la perteneciente a una comunidad de bienes; y, por 
último, iv) las denominadas transmisiones cruzadas.  
 
Si la aportación posee un carácter ganancial, su transmisión estará influenciada por 
lo dispuesto en el CC respecto al régimen económico-matrimonial de gananciales. 
La duda que se plantea es hasta dónde llegan las facultades del cónyuge titular de 
las aportaciones que tienen carácter ganancial, bien por haber sido adquiridas con 
bienes gananciales1407, o bien por derivar directa o indirectamente de la actividad 
de cualquiera de los cónyuges1408.  
 
La regla general es que la administración y disposición de los bienes gananciales ha 
de ser común. De todas formas, existen supuestos en los que se permite que pueda 
llevarla a cabo uno solo de los cónyuges, sea “por motivo convencional –pacto de 
                                                 
1406 Por ejemplo, Art. 63, I, a) LCG; Art. 66, I, a) LCLR 
1407 Estas aportaciones procederían de la sustitución de bienes catalogados como gananciales y 
poseerían, de acuerdo con el CC, tal naturaleza. En este sentido, “los bienes nuevos que se 
adquieran con dinero o con otros bienes gananciales, podemos decir que se subrogan en el puesto 
de éstos; artículo 1347, 3º: Los adquiridos a título oneroso a costa del caudal común, bien se haga 
adquisición para la comunidad, bien para uno solo de los esposos; esto último lo consigna el texto 
legal para señalar expresamente que no importa que se adquiera el bien para la comunidad o para 
uno de los cónyuges, ya que, en todo caso, el bien ser| ganancial, de la comunidad”; vid. 
O´CALLAGHAN, X., Compendio de Derecho Civil, Tomo IV, Derecho de Familia, 3ª edic., Madrid, 1991, 
p. 114. 
1408 En tal caso, las aportaciones son catalogadas como bien ganancial por derivar directamente del 
esfuerzo común de ambos cónyuges o del esfuerzo individual de uno u otro, de acuerdo con el 1347, 
1º CC. Pero también serían gananciales si proceden indirectamente de la actividad de los cónyuges 
“en el sentido de que, mediando o no esfuerzo de los mismos, proceden como frutos, rentas o 
intereses, de los bienes, tanto privativos como gananciales; artículo 1347, 2º: Los frutos, rentas o 
intereses que produzcan tanto los bienes privativos como los gananciales”; vid. O´CALLAGHAN, X., 
Compendio…, op.cit. p. 114. 
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capitulaciones-, por motivo legal –por el ejercicio de la potestad doméstica, por 
razones de urgencia, por la titularidad formal y en caso de anticipos para la 
profesión o empresa- y por motivo de intervención judicial, en caso de 
imposibilidad física o jurídica de uno de los cónyuges.”1409. Precisamente, la 
titularidad formal de dinero o títulos-valores y de los derechos de crédito que 
figuren a nombre de uno de los cónyuges justifica, en principio, la posible 
administración y disposición individual de los mismos de acuerdo con lo previsto 
en los artículos 1384 y 1385 CC1410. En todo caso, la doctrina no es uniforme a la 
hora de delimitar hasta dónde llegan las facultades del titular de la aportación que 
posee carácter ganancial. Así, hay autores que propugnan que el cónyuge titular –
sea de aportaciones o cualquier título participativo en una sociedad- posee todas 
las facultades inherentes al título valor o derecho de crédito sean de simple 
administración o de disposición. Por el contrario, otros autores adoptan un criterio 
más restrictivo y consideran que para los actos de disposición del crédito se 
requiere el consentimiento de ambos cónyuges1411. En definitiva, el cónyuge que es 
socio en la cooperativa y que es titular de una aportación con carácter ganancial 
necesitaría del consentimiento del otro para transmitirla. 
 
En lo concerniente al régimen jurídico de la transmisión de las aportaciones cuando 
el socio es una persona jurídica pública o privada, habría que discernir, 
dependiendo del tipo social al que hagamos referencia, cuál es el órgano 
competente para tomar la decisión de transmitir la aportación, qué 
apoderamientos específicos pueden existir al respecto y, en general, cómo se 
adoptan aquellos acuerdos que vayan a tener repercusión en los derechos y 
obligaciones como socio cooperativista1412. 
 
                                                 
1409 Vid. O´CALLAGHAN, X., Compendio…, op.cit. p. 129. 
1410 Las aportaciones, por regla general, no son catalogadas títulos valores de ahí que no se le pueda 
aplicar lo dispuesto en el 1384 CC pero sí lo previsto en el 1385 CC sobre los derechos de crédito, 
más aún cuando, de forma expresa, el artículo 56.1 TRLSA al regular la transmisión de las acciones 
antes de que se hayan impreso y entregado los correspondientes títulos, a la normativa sobre 
cesión de créditos y otros derechos incorporales; vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, 
op.cit. p. 180. 
1411 En esta línea se sitúa, en el |mbito de cooperativas, NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, 
op.cit. p. 180, que en este punto se remite a PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, M., Comentarios al Código 
Civil, Vol. II, Madrid, 1993, p. 742. 
1412 En este sentido, vid. BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI (Coords.), Lei anotada de Cooperativas de 
Galicia…, op.cit. p. 65. 
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Por último, otra de las cuestiones que encierra cierta complejidad en relación con 
la capacidad del transmitente es la derivada de la titularidad de las aportaciones 
por una comunidad de bienes. En tales hipótesis las dudas se suscitan en un doble 
plano, por cuanto la propia admisión de estos entes carentes de personalidad 
jurídica como socios cooperativos es controvertida; y si efectivamente son 
admitidos, convendrá matizar cuál es la forma de disciplinar la transmisión de una 
aportación que pertenezca pro indiviso a varias personas.  
 
La admisión legal de las comunidades de bienes como socios cooperativos resulta, 
cuando menos, contradictoria con el título de los preceptos que en las distintas 
leyes citan a las “personas que pueden ser socios”1413 de una cooperativa. En 
efecto, bajo esta rúbrica genérica tan sólo se podrían incluir sujetos que tuvieran 
personalidad -bien como personas físicas o jurídicas-, pero no aquellos que, como 
las comunidades de bienes, carecen de dicho atributo1414. Al margen de esta 
cuestión, las críticas que ha suscitado la inclusión de esta categoría no se quedan 
en esta cuestión “formal”, sino que se considera que el reconocimiento de las 
comunidades de bienes como socios, pese a su admisión en otros ámbitos1415, 
carece de fundamento en las sociedades cooperativas1416.  
 
                                                 
1413 Vid. a modo de ejemplo: Art. 12 LC; Art. 18 LCG 
1414 Esta recepción legal se ha realizado “con olvido de que las comunidades de bienes, 
genéricamente contempladas (…) no tienen personalidad jurídica, pues solamente tienen 
personalidad jurídica las personas físicas y las personificaciones reconocidas por el ordenamiento, 
entre las que no se encuentran las comunidades de bienes latu sensu. La comunidad de bienes no es 
persona jurídica: la “comunidad de bienes” no es persona para el derecho”; vid. MORILLAS-FELIÚ, 
Curso…, op.cit. p. 106.  
1415 Al respecto, se ha mantenido que la inclusión en el artículo 12 LC de las comunidades de bienes 
como posibles socios “no es una norma afortunada: como entidad empresarial apta para ser sujeto 
pasivo desde el punto de vista fiscal, o empresario desde el laboral, puede venir justificado en 
atención a las especiales características de los sectores en los que se reconoce dicha aptitud. Mas 
esa especialidad no existe, en mi opinión, en el mundo cooperativo, en el que no alcanzo a ver 
especiales razones para justificar que la comunidad de bienes, que no tiene personalidad jurídica, 
puede ser socio”; vid. ROMERO CANDAU, P.A., “Comentario Art. 12 LC”, en AA.VV., Cooperativas. 
Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de julio, T.I., Madrid, 2001, p. 99. 
1416 En este punto, se han alzado autorizadas voces críticas respecto la admisión como socios de las 
cooperativas de esta clase de entes que, por carecer de personalidad jurídica, no son personas para 
el derecho y, por tanto, carecen de capacidad. En este sentido, resulta de gran utilidad la exposición 
realizada por GARCÍA-PITA Y LASTRES, J.L., Las Cooperativas Gallegas: Reflexiones sobre su régimen 
jurídico en la Ley 5/1998 de Cooperativas de Galicia, Santiago de Compostela, 2005, pp. 167 y ss. 
También fue objeto de crítica la enmienda al Proyecto de la LCG por la que se admitió -en el artículo 
18 de tal ley- que las comunidades de bienes pudieran ser socias de las cooperativas, aunque la LC 
admitiera tal posibilidad; FERNÁNDEZ-ALBOR BALTAR, Á., “O estatuto xurídico…”, op.cit. pp. 51-52. 
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Dicho esto, ciertas normas cooperativas admiten que las comunidades de bienes 
sean socios sobre la base de una doble ficción legal1417. En tales supuestos, se 
propugna una interpretación estricta y restringida de esa solución legal, 
admitiendo únicamente “a las comunidades de bienes como socios cooperativistas 
(…) en los casos en los que la norma especial se refiere especialmente a ellas”1418. 
El principal problema de su régimen jurídico radica en cómo articular la condición 
de socio con la falta de personalidad de la comunidad de bienes, garantizando y 
responsabilizando a los comuneros de las obligaciones que contraiga la comunidad 
con la cooperativa y ésta con los terceros. Al respecto, tanto para el proceso de 
admisión como para el ejercicio de los derechos inherentes a la condición de socio, 
la comunidad de bienes deberá nombrar a un representante legal que actuará en 
representación de los demás comuneros1419; o bien, tal y como se ha señalado, “en 
última instancia, la exigencia de firma conjunta y solidaria de todos los comuneros, 
para todas las operaciones y servicios que soliciten, aunque a efectos burocráticos 
internos la cualidad de socio sea única”1420. 
 
Así las cosas, de acuerdo con lo previsto en el CC respecto a la disciplina de las 
comunidades de bienes, hay que destacar que cuando los comuneros deseen 
transmitir inter vivos la aportación de la cual son titulares pro indiviso, dicha 
transmisión ha de ser realizada con el consentimiento de todos ellos en virtud del 
artículo 397 CC en el que se dispone que “ninguno de los condueños podr|, sin 
consentimiento de los demás, hacer alteraciones en la cosa común, aunque de ellas 
pudieran resultan ventajas para todos”. Igualmente, se ha indicado1421 que cada 
comunero (condueño) puede disponer independientemente de su cuota1422, con el 
                                                 
1417 En tanto que se admite la personalidad jurídica de un ente que no la posee y se considera como 
socio a la propia comunidad y no a cada uno de los comuneros por separado; vid. MORILLAS-FELIÚ, 
Curso…, op.cit. pp. 137-138. 
1418 Vid. ROMERO CANDAU, P.J., “Comentario Art 12 LC”, op.cit. p. 99. En esta línea, respecto a la LC, 
se ha mantenido que no todos los tipos de cooperativas podrán admitir como socios a personas 
jurídicas. Así, dependiendo del tipo de cooperativa, podr|n agrupar como socios a “personas 
jurídicas –y a comunidades de bienes- las cooperativas de servicios (art. 98.1) y sus modalidades 
como agrarias (art. 93.1), las del mar (art. 99.1) o las de transportistas (art. 100)”; vid. PANIAGUA 
ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 172. 
1419 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 138; BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI (Coords.), Lei 
anotada de Cooperativas de Galicia…, op.cit. p. 65. 
1420 Vid. BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 57. 
1421 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 182. 
1422 Así, según el artículo 399 CC: “Todo condueño tendr| la plena propiedad de su parte y la de los 
frutos y utilidades que le correspondan, pudiendo en su consecuencia enajenarla, cederla o 
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derecho de retracto que los demás comuneros (condueños) poseerán en los 
supuestos legalmente previstos1423.  
 
Por último, en el estudio de la figura del transmitente hay que hacer una referencia 
específica a las denominadas transmisiones cruzadas, es decir, a las que se realizan 
entre socios de una misma sociedad cooperativa pero que poseen diversa 
categoría.  
 
En este punto, diferenciamos tres tipos de leyes según la forma de abordar esta 
cuestión. Por un lado, existe un grupo numeroso de normas que no hacen 
referencia expresa alguna a esta materia, puesto que se limitan a constatar la 
libertad de transmisión de aportaciones entre socios sin más puntualizaciones al 
respecto. Ante la parquedad legal, cabe interpretar que no hay ningún obstáculo 
para admitir las transmisiones cruzadas. Consecuentemente, en estas leyes se 
admite que un socio “ordinario” transmita sus aportaciones a un “asociado” o 
colaborador o viceversa1424. Otras disposiciones declaran la libertad de 
transmisión de las aportaciones voluntarias entre los socios y asociados sin 
especificar si son viables o no las transmisiones cruzadas1425.  
 
Por último, como único ejemplo de norma restrictiva -pero clara y concisa- el 
artículo 85.1 LSCA dispone que “Las aportaciones ser|n transmisibles, de una 
parte, entre los socios y, de otra, entre los asociados de las cooperativas”. Esta 
                                                                                                                                               
hipotecarla, y aun sustituir otro en su aprovechamiento, salvo si se tratare de derechos personales. 
Pero el efecto de la enajenación o de la hipoteca con relación a los condueños estará limitado a la 
porción que se le adjudique en la división al cesar la comunidad”. 
1423 El artículo 1522 CC dispone que: “El copropietario de una cosa común podr| usar del retracto 
en el caso de enajenarse a un extraño la parte de todos los demás condueños o de alguno de ellos. 
Cuando dos o más copropietarios quieran usar del retracto, sólo podrán hacerlo a prorrata de la 
porción que tengan en la cosa común”. 
1424 Por socios colaboradores entendemos aquellos que desembolsan una aportación económica 
pero no pueden desarrollar o participar en la actividad cooperativizada propia del objeto social de 
la Cooperativa. 
1425 Así, en el Art. 54.1 LCCMadrid se determina que: “Las aportaciones voluntarias son libremente 
transmisibles entre socios y asociados. Las aportaciones obligatorias podrán transmitirse entre 
socios siempre que ello sea necesario para adecuar su aportación obligatoria en el capital a la que le 
es exigible conforme a los Estatutos (…)”. En una línea similar vid. Art. 60.1 LCCV. También se opta 
por esta solución en el Art. 54 LSCEX que, de una manera más extensa, posibilita la transmisión de 
las aportaciones voluntarias entre los “socios y asociados” y de las obligatorias tanto entre los 
“socios y asociados ya existentes” como entre “el socio actual y el solicitante de nuevo ingreso como 
socio o asociado”.  
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norma admite la transmisión libre de aportaciones inter vivos dentro de cada 
categoría de socios pero no las denominadas transmisiones cruzadas1426. Tal 
solución ha sido objeto de crítica por cuanto “encontramos un fundamento a la 
prohibición de transmitir aportaciones propiedad de socios a asociados, pues no es 
necesario para adquirir la última condición reunir los requisitos necesarios para 
ser admitido como socio. Mas no acabamos de entender el sentido de la 
prohibición en circunstancia inversa, es decir, cuando un asociado desee transmitir 
sus aportaciones a un socio, siempre que se respeten los límites de participación 
en el capital social”1427. 
 
7.2.3.1.2.- Elementos personales: el adquirente. 
 
Desde el punto de vista del adquirente llama la atención que todas las leyes exijan 
que éste, en una transmisión de aportaciones inter vivos, posea la condición de 
socio. Este tipo de transmisión se realiza, por regla general, entre socios de ahí que 
se requiera tal cualidad tanto en el que transmite como el que desea adquirir la 
aportación. 
 
Dicho esto, conviene resaltar que algunas leyes permiten la transmisión a favor de 
una persona que carezca de la cualidad de socio pero condicionan su validez a que 
ésta se convierta en socio en un determinado plazo. En esta materia existen 
cuestiones problemáticas, por ejemplo, la determinación del plazo para que el 
solicitante se convierta en socio o las consecuencias de la no adquisición de dicha 
condición en el plazo estipulado.  
 
Por lo que respecta a la primera cuestión, el plazo se suele fijar expresamente en la 
norma. Así, se permite la transmisión de aportaciones por actos inter vivos a 
                                                 
1426 Se ha mantenido que “dada la redacción del artículo 85.1 LSCA, en el que se establece que las 
aportaciones ser|n transmisibles “de una parte, entre socios y, de otra, entre los asociados” parece 
deducirse que la transmisión sólo podrá realizarse entre los miembros que integran cada colectivo, 
es decir, que los socios sólo podrán transmitir sus aportaciones a otros socios, y los asociados sólo 
podrán transmitirlas a los asociados…”; MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ 
SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento de las Sociedades Cooperativas andaluzas …, op. cit. p. 203. 
En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit, p. 398.  
1427Vid. MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento 
de las Sociedades Cooperativas andaluzas…, op.cit. p. 203. 
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quienes, no siéndolo, “adquieran” la cualidad de socio dentro de los tres meses 
siguientes a la transmisión1428 o, según lo dispuesto en otras normas, a los que 
reuniendo los requisitos para ser socios se “comprometan” a serlo en dicho 
plazo1429.  
 
En cualquier caso, la parquedad legal en esta materia genera varios interrogantes, 
por ejemplo, cuándo ha de comenzar a computar el plazo de los tres meses. Al 
respecto, se ha mantenido que empieza a contar a partir de la fecha de la 
transmisión y no desde la fecha en que ésta llega a conocimiento de la sociedad 
cooperativa1430.  
 
Otra duda surge de la literalidad de estos preceptos. Se trata de saber si el 
adquirente, en línea con lo dispuesto de forma expresa en algunas leyes, debe 
adquirir la condición de socio o bien si lo que se impone es, simplemente, la 
solicitud de la admisión en dicho plazo. Se ha considerado -de acuerdo con una 
interpretación correctora del artículo 78 LGC de 19871431- que la segunda opción 
apuntada es la correcta, es decir, el adquirente deberá solicitar su ingreso en la 
sociedad cooperativa en dicho plazo1432. Por consiguiente, pese a la literalidad de 
algunas normas –LC, LCRM y LCCyL-, no se exige a los adquirentes no socios que 
“adquieran” dicha condición sino que se “comprometan” con la sociedad 
cooperativa en el plazo previsto-en línea con lo expresamente dispuesto en la LCG, 
LCLR y LCPV y con la tradicional interpretación correctora anteriormente 
citada1433. Para dar curso a su petición, los adquirentes remitirán un escrito de 
                                                 
1428 Vid. Art. 50, a) LC; Art. 70.1, a) LCRM; Art. 65.1 LCCyL  
1429 Vid. Art. 66, I, a) LCLR; Art. 63, I, a) LCG; Art. 62. 1 LCPV 
1430 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 248. 
1431 Al hilo de ese artículo se comentaba lo siguiente “parece que la interpretación razonable del 
precepto exige entender que bastará con que haya solicitado ingresar como socio dentro de dicho 
plazo, es decir, que se hayan “comprometido” –no entre partes, sino frente a la Cooperativa- a 
convertirse en socios…”; vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 78 LGC 1987”, op. cit. p. 285.  
1432 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 261; NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición 
jurídica…”, op.cit. p. 188. 
1433 En una línea crítica con la solución prevista en el Art. 50 LC, se ha mantenido que, “no se 
comprende por qué al tercero no socio en la transmisión inter vivos se le exige la adquisición de esa 
cualidad en tres meses, mientras que en la transmisión mortis causa basta que la solicite en seis 
meses desde el fallecimiento del causante. Parece que la interpretación más razonable para el 
primer supuesto es que sería suficiente que solicitara el ingreso en el plazo de tres meses, es decir, 
que se comprometa con la cooperativa a convertirse en nuevo socio en dicho plazo, como señala la 
ley vasca (art. 62.1), que ha inspirado la nueva ley”; vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 
LC”, op.cit. p. 248. 
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solicitud al órgano de gobierno de la cooperativa dentro del plazo de tres meses 
aunque éste resuelva con posterioridad1434.  
 
Finalmente, las normas tampoco determinan con claridad qué sucede cuando el 
adquirente, tras la oportuna solicitud, no sea admitido en la sociedad cooperativa. 
En este punto surge un doble posicionamiento doctrinal. Así, algunos autores 
defienden que la transmisión queda sometida a una condición suspensiva1435, es 
decir, la transmisión únicamente produce efectos frente a la cooperativa en el 
momento en que el adquirente es admitido como socio o, dicho en otras palabras, 
la adquisición del derecho depende del cumplimiento de la condición legalmente 
prevista1436. Desde otro punto de vista, se considera que en estos casos nos 
hallamos ante una exigencia impuesta por ley -de ser así, estaríamos ante un 
negocio que nace perfecto pero que, de no ser admitido el adquirente, podría verse 
afectado por una ineficacia sobrevenida-1437.  
 
La discusión no es baladí1438, puesto que si consideramos que existe una condición 
suspensiva y no se cumple, la consecuencia será que el negocio no se considera 
perfeccionado puesto que, por definición, al estipularse dicha condición se 
                                                 
1434 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 261 
1435 Tal y como se ha puntualizado “En este caso la eficacia de la transmisión frente a la cooperativa 
queda sujeta a la condición suspensiva de que el tercero “adquiera” la cualidad de socio dentro de 
los tres meses siguientes a la fecha de la transmisión inter partes de las aportaciones”; vid. MORAL 
VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 248. 
1436 Por tanto “esta transmisión a no socios queda condicionada ex lege a la adquisición de la 
condición de socio conforme a las reglas generales”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, 
op.cit. p. 261. Se trata de una condición suspensiva legal y, por tanto, impropia si se quiere, tal y 
como se ha matizado. Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 398. 
1437 Así, “cuando se trata de distinguir entre una ineficacia originaria y una ineficacia sobrevenida, 
no se atiende al mecanismo de actuación de la ineficacia, ni tampoco al círculo de personas o de 
intereses que resultan afectados por ella, sino al momento temporal en que se produce. La 
ineficacia es originaria cuando la sanción debe o puede aplicarse desde el momento mismo en que 
el contrato ha sido celebrado. La ineficacia es sobrevenida cuando la sanción comienza a aplicarse 
no a partir del momento de la celebración del contrato, sino a partir de un momento posterior por 
virtud de un hecho sobrevenido”; vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos del Derecho Civil patrimonial, I, 
6ª edic., Cizur Menor, 2007, p. 568. 
1438 Tal y como se ha planteado -si bien desde otra perspectiva al tratarse de un sistema de 
transmisión diverso- en el ordenamiento italiano donde se regula esta cuestión en el artículo 2530 
del Codice Civile. En una transmisión disciplinada por tal ordenamiento puede suceder que tal 
tercero no cumpla con los requisitos objetivos para entrar en la cooperativa de ahí que sea 
necesario saber qué sucede con tal transmisión entre el socio saliente y el tercero que no resulta 
válida para la cooperativa. Al respecto, la norma no prevé la posibilidad de invalidación retroactiva 
de la transmisión sino más bien una de las causas de exclusión del socio entrante; vid. BONECHI, A., 
La Società…, op.cit. p. 93; TRIMARCHI, P., Le nuove…., op.cit. pp. 99-100. 
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suspende la efectividad del derecho hasta que se cumpla el acontecimiento “futuro 
o incierto”1439 pactado1440. En tal caso, los efectos se aplicarían con carácter 
retroactivo, con lo que el adquirente que solicita su admisión y le es denegada por 
alguna causa, no es considerado socio de la cooperativa en ningún momento.  
 
Por el contrario, si existe una ineficacia sobrevenida, los efectos se aplicarían no en 
el momento de la celebración del contrato, sino a partir de uno posterior y en 
virtud de un hecho sobrevenido, es decir, se trataría de efectos ex nunc, de manera 
que el adquirente ostenta la cualidad de socio hasta que finaliza el plazo trimestral 
fijado en las normas. Tal plazo se configura como el hecho sobrevenido que genera 
la ineficacia1441 y, por ello, durante ese tiempo el adquirente debe ser reconocido 
como socio a todos los efectos, esto es, aplicándosele el régimen previsto para los 
retornos, aportaciones y derechos conferidos al socio cooperativista1442. Esta 
solución -que resulta coherente con el propio concepto de ineficacia sobrevenida-, 
no es la que mejor encaja con la naturaleza de la sociedad cooperativa, en la que las 
características personales del solicitante resultan fundamentales para la 
adquisición de la condición de socio. Así pues, resultaría ilógico e inconveniente 
que el tercer adquirente pudiera ser considerado socio de la cooperativa a todos 
los efectos, sin haber adquirido tal condición de acuerdo con el procedimiento 
legalmente previsto. Además, hay que recordar que no sólo se trata de cumplir con 
los requisitos de carácter subjetivo u objetivo que se exijan de acuerdo con el tipo 
de cooperativa a la que se quiera acceder, sino que el tercer adquirente -como 
podremos comprobar posteriormente- deberá completar la aportación social 
                                                 
1439 Expresión que se utiliza en el Art. 113.1º CC y que ha sido objeto de la siguiente matización: “La 
incertidumbre es la característica propia de la condición: no se sabe si el evento se realizará o no 
(incertidumbre objetiva); no se sabe si se realizó o no (incertidumbre subjetiva). Por eso es 
criticable la expresión legal “futuro o incierto”, porque parece indicar que lo mismo un suceso 
futuro de realización segura que un suceso futuro pero de realización incierta son aptos como 
condición”; vid. DIEZ-PICAZO, L –GULLÓN, A., Sistema de Derecho Civil, Vol. II, 6ª edic., Madrid, 
1992, p. 100. 
1440 Con claridad se ha dicho que “cuando la obligación se encuentra sometida a condición 
suspensiva su eficacia permanece en suspenso o se aplaza; por consiguiente, mientras la condición 
no se realiza no nace el derecho del acreedor. En otros términos, la relación obligatoria nace y 
vincula a las partes, pero éstas no pueden demandar el cumplimiento hasta que no se produzca el 
acontecimiento que constituya la condición (…)”; vid. LETE DEL RÍO, J.M., Derecho de obligaciones, 
Vol. I., Madrid, 1988, p. 73. 
1441 En esta línea se ha apuntado, adem|s, que “al mismo tiempo parece que nos hallaríamos ante un 
supuesto de ineficacia sobrevenida automática por lo que no sería precisa la impugnación del 
negocio”; vid. NIETO SÁNCHEZ, J.,  “Posición jurídica…”, op.cit. p. 188. 
1442 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 398. 
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mínima obligatoria para ser socio y abonar la cuota de ingreso en aquellos 
supuestos se le imputen ambos conceptos. Al respecto, como bien se ha matizado, 
“el incumplimiento de estas normas determina que la transmisión no es eficaz 
frente a la cooperativa”1443, de lo que podemos colegir que el tercer adquirente que 
haya solicitado su ingreso en la cooperativa como socio no podrá ejercitar ningún 
derecho como tal hasta el momento de ser admitido. En definitiva, parece que nos 
hallamos ante una condición suspensiva y, por tanto, la transmisión no produce 
plenos efectos hasta que el adquirente sea admitido como socio1444.  
 
Avanzadas estas dos posiciones, también conviene subrayar que en las relaciones 
obligatorias sometidas a una condición suspensiva, ésta suspende simplemente la 
eficacia y -aunque en la fase de pendencia las partes no son plenos titulares de los 
derechos previstos ni sujetos a los deberes derivados de tal relación- está claro que 
las partes han entrado en relación. En el momento en que la condición de la que 
dependía la plena eficacia de la obligación queda cumplida, se plantea qué ocurre 
con los actos llevados por las partes en la fase de pendencia de la condición. Así, se 
ha propugnado una eficacia retroactiva de la condición con lo que, en palabras de 
DÍEZ-PICAZO, “las consecuencias de la relación obligatoria se producen del mismo 
modo y con arreglo al mismo esquema con el que se hubieran producido si la 
relación obligatoria hubiere nacido como incondicional (…) la situación jurídica 
definitiva, que sólo aparece y queda producida en el momento de la realización de 
la condición, debe entenderse como producida en el momento del nacimiento o 
celebración del negocio”1445. 
                                                 
1443 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 261. 
1444 Tal y como preconizan MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 398. Asimismo estos autores, en 
apoyo de la citada interpretación -que somete la transmisión de aportaciones a una condición 
suspensiva- citan la argumentación que DE EIZAGUIRRE realiza sobre el Art. 29 LSRL donde se 
regula la transmisión de las participaciones sociales en la sociedad limitada y en la que se considera 
que “el consentimiento de la sociedad o la renuncia de los restantes socios, por ejemplo, puede 
tener lugar antes o después de la realización de la cesión. Verificada ésta antes de producirse la 
autorización, los efectos del negocio de transmisión quedan en suspenso. El iter habitual será el de 
un precontrato con efectos puramente obligatorios sometidos a condición suspensiva”; vid. DE 
EIZAGUIRRE, J.M., “La condición de socio en la S.R.L.”, en AA.VV., Derecho de sociedades de 
responsabilidad limitada. Estudio sistemático de la Ley 2/1995, (Coords. Rodríguez Artigas y otros), 
T. I, Madrid, 1996, p. 327. En apoyo de esta interpretación, vid. con la misma argumentación, 
PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión de la posición de socio y su pérdida: baja y expulsión en las 
Cooperativas agrarias y Sociedades agrarias de transformación”, en AA.VV., Cooperativas Agrarias y 
Sociedades Agrarias de Transformación, (Dir. Juana Pulgar Ezquerra, Coord. Carlos Vargas Vasserot), 
Madrid, 2006, p. 403. 
1445 Vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, II, op.cit. p. 419. 
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En cualquier caso, también ha de valorarse la posibilidad de que el negocio de 
transmisión pueda estar sometido a una condición resolutoria o bien ser nulo por 
falta de causa. Al respecto podemos partir de una primera hipótesis en la que el 
socio transmitente y el tercero que desea acceder a la sociedad someten la 
compraventa de aportaciones a una condición resolutoria. Este negocio desplegará 
todos sus efectos desde el momento de la celebración del contrato “sin perjuicio de 
los efectos de la resolución”1446. De todas formas, la condición resolutoria puede 
modularse para que el evento condicionante –por ejemplo, la no admisión como 
socio en la cooperativa- tenga efectos entre las partes desde ese momento –ex 
nunc-; o bien que tal evento ponga fin a la relación desde que ésta se constituyó –ex 
tunc-. En este último supuesto, la consecuencia es que “la relación entre las partes 
deba retornar al estado que tenía antes de constituirse y las partes deban 
restituirse todo aquello que se hubiesen atribuido o entregado por virtud de la 
obligación”1447.  
 
En una segunda hipótesis hay que referirse a aquel supuesto en el que el socio 
cooperativista transmite su aportación a un tercero y tal negocio es nulo por falta 
de causa -por ejemplo, una compraventa de aportaciones en la que el socio saliente 
las vende a un tercero a sabiendas que éste no posee los requisitos necesarios para 
ser cooperativista por no detentar determinadas cualidades en una cooperativa de 
trabajo asociado o no ser titular de una explotación pecuaria en una cooperativa 
agraria que lo requiera-. En tal supuesto, la carencia de causa provoca la nulidad 
del negocio por la falta de un requisito esencial del mismo. Dicho contrato no 
produce efecto alguno dado que no crea una verdadera vinculación entre las partes 
y, consecuentemente, han de restituirse las cosas o bienes que han sido entregadas 
en ejecución del contrato nulo. Si la restitución in natura es imposible deberá 
hacerse mediante una entrega del equivalente en dinero y, además de las cosas que 
fueron entregadas, tal restitución incluirá los frutos, productos o rendimientos que 
hayan determinado1448. 
 
                                                 
1446 De acuerdo con el artículo 1113, II CC 
1447 Vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, II, op.cit. p. 423. 
1448 Vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, I, op.cit. p. 579. 
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Desde el punto de vista del adquirente también hay que referirse a aquellas 
hipótesis en las que el socio –transmitente- pierde los requisitos para continuar 
como tal y causa baja1449, por ejemplo, debido a su jubilación en una cooperativa de 
trabajo asociado. En tales casos, ciertas leyes posibilitan que se transmitan 
libremente las aportaciones del socio que causa baja1450 a su cónyuge o/y a sus 
ascendientes o descendientes1451. Algunas de estas disposiciones equiparan la 
relación de matrimonio a las uniones de hecho y permiten la transmisión  entre el 
socio y su cónyuge o persona unida a él por análoga relación de afectividad1452. 
Asimismo, hay textos legales que condicionan esa posible transmisión a la 
existencia de un determinado grado de parentesco, en concreto, a los ascendientes 
y descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad tanto 
matrimonial como extramatrimonial1453; mientras que otras leyes permiten tal 
transmisión a favor de ascendientes o descendientes sin límite de grado1454. 
 
En todas las leyes que acabamos de citar, al margen de los requisitos y 
condicionantes descritos, también se exige que el adquirente tenga la condición de 
socio o asociado -léase, colaborador- o bien que la adquiera en un plazo de tres 
meses tras la baja del socio transmitente. De la misma forma, cuando proceda, el 
adquirente ha de suscribir las aportaciones que fuesen necesarias para completar 
la aportación mínima obligatoria al capital social. En relación con esta última 
cuestión, únicamente la LCCMadrid posibilita que el adquirente solicite la 
                                                 
1449 Cuestión prevista en el Art. 78, 1. a), II LGC 1987 donde expresamente se regulaban aquellos 
casos de “un socio que ha causado baja obligatoria justificada en la Cooperativa por haber perdido 
los requisitos para continuar siéndolo (por ejemplo, ha vendido la explotación agrícola o el 
establecimiento comercial en atención a los cuales ingresó en la Cooperativa; le ha llegado la edad 
de la jubilación, supuesto muy importante en las Cooperativas de Trabajo Asociado, etc.)”; al 
respecto, vid. VICENT CHULIÁ, F. “Comentario Art. 78 LGC 1987”, op.cit. p.284. Por el contrario la LC 
modifica el régimen de la LGC 1987, por cuanto, en el Art. 50 LC se elimina “el necesario grado de 
parentesco entre el transmitente y el adquirente que establecía el artículo 78 a) de la ley anterior y 
que mencionaba al cónyuge, ascendiente o descendiente. Se elimina, asimismo, el hecho de que para 
poder transmitir, el transmitente haya causado la baja de forma justificada. Se trata de una medida 
que favorece el principio de puerta abierta y otorga más facilidades a los socios para recuperar sus 
aportaciones al capital social, que como bien es sabido, la cooperativa puede retener y satisfacer en 
un plazo de cinco años (…)”; vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª. L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 
209. 
1450 Dependiendo de la norma que analicemos, esta baja ha de ser obligatoria justificada –Art. 53.3 
LCCMadrid- o justificada –Art. 59.3 LCCV-. Otras normas no realizan ninguna precisión al respecto, 
vid. Art. 60.2, c) LCCLM y Art. 54.2, c) LSCEX  
1451 En este sentido vid. Art. 54.2, c) LSCEX; Art. 54.3 LCCMadrid; Art. 60.3 LCCV 
1452 Vid. Art. 81.3, a) LCCLM; Art. 54.2, c) LSCEX 
1453 Al respecto, vid. Art. 81.3, a) LCCLM; Art. 54.2, c) LSCEX 
1454 Vid. Art. 54.3 LCCMadrid; Art. 60.3 LCCV 
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transformación de aportaciones voluntarias en obligatorias con la finalidad de 
completar su aportación al capital social1455; y permite que estas transmisiones se 
realicen a favor de un socio expectante1456.  
 
Dicho esto, hay que matizar que otras normas tan sólo permiten que el socio 
transmita en vida sus aportaciones bien a otros socios o a personas con las tenga 
un determinado vínculo aunque no imponen que tal transmisión derive de una 
situación de baja justificada1457. Dentro de esta clasificación haremos referencia a 
dos leyes que regulan esta situación si bien lo hacen con un diferente prisma.  
 
La LCAR -en su artículo 54.3- condiciona tal transmisión a una previsión 
estatutaria y a que ésta sea realizada entre el socio y sus herederos o familiares 
hasta el segundo grado de consanguinidad. En tales casos -a tenor del inciso final 
del citado apartado y su remisión al apartado 2 de dicho precepto- se admite la 
posibilidad de repartir una sola participación del transmitente entre varios 
adquirentes que ostenten el oportuno derecho sobre la misma. El reparto se 
realizará aplicando mutatis mutandis la regla prevista para la transmisión mortis 
causa, es decir, en la cuantía que le haya correspondido y, si ésta fuera inferior a la 
aportación obligatoria que deba realizar el nuevo socio, éste deberá suscribir y, en 
su caso, desembolsar la diferencia en el momento en que adquiera dicha condición.  
 
                                                 
1455 Vid. Art. 54.3 LCCMadrid 
1456 Esta figura de socios que está prevista en muchas normas cooperativas –vid. por ejemplo, Art. 
54.1 LCCMadrid; Art. 84.6 LCAR; Art. 121.3 LCG; etc.- sobre todo a la hora de regular las 
cooperativas de vivienda, consiste en aquellas personas que cumplen los requisitos para acceder a 
la cooperativa pero, fundamentalmente por el objeto social de la misma, no pueden convertirse en 
cooperativistas de pleno derecho –por ejemplo, por existir una demanda de pisos superior a la 
oferta en una cooperativa de viviendas-. El elemento característico de la LCCMadrid en este punto 
es que no circunscribe la figura del socio expectante al ámbito de las cooperativas de viviendas y 
permite al socio saliente ofrecer sus aportaciones al expectante sin seguir un criterio de antigüedad 
al respecto. 
1457 Situación similar a la que se determinaba en el artículo 78.1, a, II LGC 1987, en el que se 
permitía, al margen de la transmisión inter vivos entre socios, que en supuestos de baja justificada 
el socio transmitiese sus aportaciones a personas con las que tuviera un necesario grado de 
parentesco. Esta solución se superó con la LC. Al respecto se ha mantenido que “se elimina por 
tanto en el nuevo texto el necesario grado de parentesco entre el transmitente y el adquirente que 
establecía el artículo 78 A) de la Ley anterior y que mencionaba al cónyuge, ascendiente o 
descendiente. Se elimina asimismo, el hecho de que para poder transmitir, el transmitente haya 
causado baja de forma justificada. Se trata de una medida que favorece el principio de puerta 
abierta y otorga m|s facilidades a los socios para recuperar sus aportaciones al capital social (…)”; 
vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 209. 
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Con una formulación diversa, la LFCN parte en su artículo 48 de una regla general 
que circunscribe la transmisión de aportaciones al capital social por actos inter 
vivos únicamente entre los propios socios. Dicho esto, se permiten las siguientes 
salvedades siempre que exista la oportuna previsión estatutaria: i) la transmisión 
total de las participaciones sociales del socio que causa baja a favor de familiares 
hasta el tercer grado de consanguinidad tras la autorización del Consejo Rector; y, 
ii) la transmisión parcial de aportaciones entre el socio y aquellos familiares que 
estén dentro del primer grado de consanguinidad o de afinidad1458. Este último 
supuesto, que no requiere la baja justificada del transmitente, permite que tanto 
éste como el adquirente puedan detentar la condición de socio tras la trasmisión, 
siempre que se respeten los mínimos que la ley determina para la participación de 
un socio en el capital social. 
 
Por tanto, el debate de fondo planteado en esta materia gira en torno a la 
naturaleza indivisible de la aportación, es decir, si una sola aportación social se 
puede transmitir inter vivos a varias personas que no son socios y si éstas pueden 
adquirir tal condición. De ser viable esta solución, todas ellas podrían solicitar la 
admisión como socios en la cooperativa en el plazo legalmente previsto; si no se 
permite, la única alternativa que tendrían tales adquirentes sería la de constituir 
una comunidad de bienes sobre dicha aportación. En efecto, como ya se avanzó en 
su momento1459, las aportaciones poseen un carácter indivisible siempre y cuando 
los estatutos fijen su valor nominal, razón por la que únicamente en aquellos 
supuestos en que no se consigna tal valor es viable transmitir una sola aportación a 
varias personas1460. En cualquier caso, la legislación cooperativa suele prever de 
forma expresa esta posibilidad para la transmisión mortis causa, con lo cual el 
carácter indivisible de la aportación resulta cuestionado a partir del momento en 
que los herederos del causante se reparten la aportación y, si ellos lo solicitan, 
                                                 
1458 Por tanto, la LFCN contempla dos sistemas diversos según se trate de una transmisión total 
derivada de una baja del transmitente. De esta solución se ha dicho que “sorprende que sea el 
parentesco la única causa habilitante para adquirir la condición de socio” o de una transmisión 
parcial donde “se reduce y se amplía el |mbito: se reduce el grado de parentesco al primer grado de 
consanguinidad; y se amplía al primer grado de afinidad. Tanto el transmitente como el adquirente 
podr|n ser socios, siempre que cumplan con el requisito de la aportación mínima obligatoria”; vid. 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 399-400. 
1459 Vid. Supra. Cap. 1.3. 
1460 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 249. 
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pueden convertirse en socios completando la parte que le haya correspondido 
hasta alcanzar la aportación mínima obligatoria necesaria para ser socio. Por 
consiguiente, en tales hipótesis, aunque exista una previsión estatutaria según la 
cual se fije el valor nominal de la aportación, ésta será divisible debido a que prima 
lo estipulado en la ley frente a la libertad estatutaria. Además, se produce una 
diferencia de trato sustancial entre esta clase de transmisiones y las realizadas 
inter vivos1461. 
 
7.2.3.2.- Elementos reales. 
 
Tras el análisis de los elementos personales conviene detenerse en el estudio del 
objeto específico del negocio que une al transmitente con el adquirente. A estos 
efectos, resulta necesario definir en primer lugar cuál es ese negocio para, con 
posterioridad, adentrarnos en el objeto del mismo.  
 
A este tipo de transmisiones se le aplicará la normativa prevista para la cesión de 
créditos en los artículos 1526 y siguientes del CC. Igualmente, procede destacar 
que la transmisión por parte del acreedor (transmitente) de la titularidad de su 
derecho a otra persona (adquirente) deriva de un negocio causal en virtud del cual 
ha tenido lugar ese desplazamiento patrimonial1462. 
 
Además, al margen de la disciplina sobre la cesión de créditos, también se aplicará 
la normativa específica del negocio que causa esa cesión sea éste una compraventa 
-el más habitual- o cuando se articule la cesión mediante una donación, una 
permuta o cualquier otro contrato. En consecuencia, tanto los elementos reales 
como los requisitos de capacidad exigidos serán los propios del negocio traslativo 
utilizado1463, por ejemplo, si la cesión se realiza debido a una donación los 
                                                 
1461 En este sentido se ha matizado que “la mayor parte de las leyes admiten que todas ellas 
soliciten su admisión como socios, configurando la aportación como divisible; otras, por el 
contrario, exigen que se pongan de acuerdo para designar un representante, por lo que contemplan 
como indivisible la aportación”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 397.  
1462 Así las cosas, no debe llevarnos a equívoco que en el CC se regule la cesión de crédito 
exclusivamente como un apéndice de la disciplina normativa de la compraventa, razón por la cual 
podríamos deducir que tan sólo procede realizar la cesión utilizando el contrato de compraventa 
1463 En este sentido vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 183; MORAL VELASCO, 
E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 249. 
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requisitos de capacidad y de forma que se han de tener en cuenta serán los de tal 
contrato1464, a lo que habría que añadir la capacidad general para contratar, razón 
por la cual los menores no emancipados y los incapacitados habrán de estar 
adecuadamente representados1465.   
 
Una vez situados en el contrato que sirve como causa a dicha transmisión, surgen 
dudas acerca de cuál es su objeto específico. Para resolver esta cuestión, hay que 
matizar qué es lo que entendemos por objeto del contrato. Esta noción no resulta 
pacífica a nivel doctrinal puesto que, según el punto de vista que adoptemos, se 
considera como objeto del contrato1466: i) las “cosas” y los “servicios” a que el 
contrato se refiere; ii) la prestación, entendida ésta como un comportamiento de 
una de las partes que tiene un valor económico y ofrece interés para la otra; iii) la 
obligación por la que el propio contrato se constituye, se modifica o se extingue; iv) 
e incluso se ha negado que pueda hablarse estrictamente de objeto de contrato por 
cuanto son las obligaciones las que tienen un objeto y no, en rigor, el contrato.  
 
El objeto del contrato/obligación recaerá sobre la realidad específica en la que éste 
incide, la cual podrá ser de lo más variada. En líneas generales, se considera que 
como el contrato se circunscribe al mundo patrimonial -éste se define como 
negocio jurídico bilateral de contenido económico patrimonial-, su objeto quedará 
delimitado “por aquellos bienes susceptibles de una valoración económica que 
corresponde a un interés de las partes”1467. Realizada esta apreciación de carácter 
genérico, debemos dilucidar cuál es el objeto específico de un contrato por el cuál 
                                                 
1464 Vid. DÍEZ-PICAZO, L.,-GULLÓN, A., Sistema…, op.cit. p. 257. 
1465 Tal y como se ha matizado “Una cuestión diferente de la capacidad pero relacionada con ella, es 
si los menores o incapacitados pueden reunir las condiciones para ser socios de una sociedad como 
la cooperativa en la que es necesario realizar una actividad mutualística, que en ocasiones requiere 
una capacidad personal para contratar. Es evidente que el menor o incapacitado podrá ser dueño 
de una explotación agrícola, forestal o ganadera, que estará dirigida por sus representantes legales, 
quienes harán por él la actividad mutualística con la cooperativa agraria de la que sea socio. Sin 
embargo, en las cooperativas de trabajo asociado un menor no emancipado o el incapacitado no 
podrá ser socio porque no tiene capacidad para contratar la prestación de su trabajo, con las 
excepciones que se prevén para los menores entre dieciséis y dieciocho años. Los menos 
emancipados podrán por sí solos, sin el consentimiento de sus padres o, a falta de ambos, de su 
tutor, comprar o vender aportaciones sociales, que no son bienes inmuebles y por tanto no es 
aplicable la limitación del artículo 323 CC”; al respecto, vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 
50 LC”, op.cit. pp. 249-250. 
1466 Al respecto, vid. el análisis de todas estas posiciones doctrinales realizado por, DÍEZ-PICAZO, L., 
Fundamentos…, I, op.cit. pp. 229-233. 
1467 Vid. DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos…, I, op.cit. p. 234. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
392 
se vendan, donen o permuten las aportaciones que son titularidad de un socio en 
una cooperativa.  
 
Como avanzamos, no puede preconizarse que se transmitan los derechos del socio 
cooperativista, y ello porque el adquirente no deviene socio por el sólo hecho de la 
transmisión, sino que precisa de su posterior admisión como socio en la 
cooperativa. Otra opción es considerar que el objeto de la transmisión es la 
aportación en sí misma, tal y como fue realizada por el socio en el momento de su 
ingreso en la sociedad cooperativa. No obstante, esta solución ha de ser igualmente 
rechazada, ya que nos hallamos ante aportaciones “a riesgo” que por ser propiedad 
de la cooperativa son intransmisibles y, por tanto, se privaría al socio de su libre 
disponibilidad. Por último, como única hipótesis viable tanto en aquellos supuestos 
donde la transmisión se realice -cuando proceda- entre un socio y un tercero, como 
cuando se produce en el seno de la sociedad entre socios de la misma, cabe 
entender que el objeto de esta clase de transmisiones es “el valor económico de la 
aportación obligatoria mínima para adquirir la condición de socio”1468.  
 
En este sentido, el acceso a la cooperativa de una persona que carece de la 
condición de socio se supedita, bien a la satisfacción de la aportación obligatoria 
mínima actualizada de acuerdo con la ley, o a que el aspirante adquiera la 
aportación de un socio sin realizar, en tal caso, el citado desembolso. De forma 
análoga, si la transmisión es verificada entre socios -porque desean cambiar de 
clase social o cuando uno de ellos quiere incrementar el número de aportaciones 
para poder participar más en la actividad cooperativizada- tal transmisión, en 
suma, se circunscribiría al presupuesto económico de la alteración que pretende el 
socio1469. En cualquier caso, a modo de conclusión, tanto en aquellos supuestos 
donde el adquirente es un socio como cuando no ostenta tal condición, no se 
subroga en las obligaciones del transmitente ni responde por ellas, por ejemplo, si 
la aportación no ha sido totalmente desembolsada por el suscriptor inicial que 
decide transmitirla, el adquirente (nuevo socio) no deberá desembolsarla1470.  
                                                 
1468 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit, p. 183. 
1469 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit, p. 183. 
1470 Ahora bien, esto no impide que el adquirente deba completar la aportación obligatoria mínima 
para ser socio; vid. Supra. Cap. 5.2.1. 
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7.2.3.3. - Elementos formales. 
 
Dentro de los aspectos formales aparejados a la transmisión de las aportaciones 
cooperativas, hay que analizar el posible otorgamiento de escritura pública para 
constatar la transmisión y la inscripción de la misma en los libros internos de la 
sociedad cooperativa.  
 
Respecto al otorgamiento de escritura pública, las normas cooperativas no exigen 
un especial requisito de forma para la transmisión inter vivos de las aportaciones y, 
consecuentemente, en ningún caso se requiere escritura pública.  
 
En este sentido, en el artículo 1280 CC figuran aquellos actos que deberán constar 
en documento público. En concreto, su punto sexto establece expresamente “la 
cesión de acciones o derecho procedentes de un acto consignado en escritura 
pública”. Al respecto, se ha mantenido que puesto que la sociedad cooperativa 
debe constituirse por medio de escritura pública, le sería aplicable lo preconizado 
en el citado precepto. Sin embargo, la interpretación más acorde con el espíritu de 
las leyes cooperativas exige tener en cuenta lo previsto en el artículo 1279 CC1471, 
en virtud del cual las partes del contrato podrán compelerse recíprocamente al 
otorgamiento de escritura pública pero se trataría de un requisito no constitutivo 
aunque necesario para que dicho contrato tenga eficacia frente a terceros1472. 
Precisamente, la trascendencia del otorgamiento de escritura está relacionada, en 
primer lugar, con este último inciso. En efecto, de tal requisito formal dependerá la 
                                                 
1471 Donde se establece que: “Si la ley exigiere el otorgamiento de escritura u otra forma especial 
para hacer efectivas las obligaciones propias de un contrato, los contratantes podrán compelerse 
recíprocamente a llenar aquella forma desde que hubiere intervenido el consentimiento y demás 
requisitos para su validez”. 
1472 Por consiguiente, tal y como se ha puntualizado, la aparente discordancia entre ambos 
preceptos del Código Civil requiere una interpretación combinada de la cual, en opinión de DÍEZ-
PICAZO se pueden extraer las siguientes conclusiones, “cuando el art. 1280 CC exige que ciertos 
contratos consten en documento público, no quiere decir que sin el cumplimiento de este requisito 
de forma tales contratos no existan jurídicamente o que no sean válidos. Los contratos a que se 
refiere el art. 1280 existen entre las partes y las partes para su plena eficacia pueden compelerse 
recíprocamente a llenar el requisito de forma. La forma parece sin embargo exigible para que tales 
contratos puedan ser eficaces respecto de terceros”; vid. DÍEZ-PICAZO L., Fundamentos…, I, op.cit. p. 
293. 
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oponibilidad frente a terceros1473, puesto que ésta –la oponibilidad- se configura 
como un efecto normal del negocio siempre y cuando las partes doten al mismo de 
ciertos mecanismos de publicidad o solemnidad cuyo objetivo es mitigar el riesgo 
de fraude con respecto a los terceros ajenos al nexo contractual.  
 
Así las cosas, se ha afirmado que la oponibilidad de la transmisión de aportaciones 
inter vivos frente a terceros depende de su constatación en escritura pública de 
acuerdo con lo estipulado de forma general en el artículo 1218 CC1474 y lo previsto 
específicamente, en sede de la disciplina de la cesión de créditos, en el artículo 
1526 CC. Según se señala en este precepto “la cesión de un crédito, derecho o 
acción no surtirá efecto contra tercero sino desde que su fecha deba tenerse por 
cierta en conformidad con los artículos 1218 y 1227. Si se refiere a un inmueble, 
desde la fecha de inscripción en registro”.  
 
Igualmente, de forma específica, se plantea el efecto de la oponibilidad de la 
transmisión frente a la cooperativa. Al respecto se ha dispuesto que, en aplicación 
de la disciplina general de la cesión de créditos, tal “cesión” no fuera oponible al 
deudor en tanto que éste no la conozca1475. De ahí que sea necesario distinguir dos 
situaciones: aquellos supuestos en los que el adquirente no es socio de la 
cooperativa y otros en los que para llegar a ser socio, el adquirente debe solicitar 
su admisión como tal, por lo que “el propio mecanismo de ingreso de socios en la 
cooperativa determina un peculiar requisito para la plena eficacia de la 
transmisión de la aportación”1476. Sin embargo, cuando la transmisión se lleva a 
cabo entre socios, operaría la regla general antes citada en virtud de cual la 
transmisión de la aportación deberá ser notificada a la sociedad cooperativa.  
 
                                                 
1473 La oponibilidad consiste en una determinada eficacia indirecta del negocio respecto de los 
terceros que determina el que las partes del negocio o una cualquiera de ellas puedan fundar en su 
propio negocio una pretensión dirigida contra un tercero. 
1474 El artículo 1218 CC dispone lo siguiente: “Los documentos públicos hacen prueba, aun contra 
tercero, del hecho que motiva su otorgamiento y de la fecha de éste. También harán prueba contra 
los contratantes  y sus causahabientes, en cuanto a las declaraciones que en ellos hubiesen hecho 
los primeros”. 
1475 Tal y como se deduce del artículo 1527 CC donde se mantiene que: “El deudor, que antes de 
tener conocimiento de la cesión satisfaga al acreedor, quedar| libre de la obligación”. 
1476 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit, p. 186. 
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Al margen de los efectos de oponibilidad citados, el otorgamiento de escritura 
cumple un efecto legitimador. Por consiguiente, si la transmisión consta en 
escritura pública se facilitará la labor de los órganos de la cooperativa encargados 
de supervisar que la misma se ha producido de forma regular y conforme a la ley.  
 
En lo que concierne a la inscripción de la transmisión en los libros internos de la 
sociedad cooperativa hay que destacar que tanto su inscripción en el Libro Registro 
de socios como en el Libro Registro de aportaciones al capital social, carece de 
eficacia constitutiva por cuanto, lo fundamental, es que se exija con carácter previo 
la admisión del adquirente como socio.  
 
En esta materia resaltaríamos la regulación prevista en el artículo 70.3 LCRM en el 
que, con precisión, se dice: “Quienes hubiesen adquirido por cualquier título 
aportaciones sociales, deberán comunicarlo a la sociedad mediante exhibición del 
documento que acredite la transmisión, al objeto de inscribir la nueva titularidad en 
el Libro Registro de aportaciones sociales y, en su caso, en el Libro de Registro de 
Socios. Habrá de indicarse necesariamente el nombre, apellidos, y número de 
identificación fiscal del adquirente si fuese persona física, y su razón o denominación 
social y código de identificación fiscal si fuese persona jurídica y, en ambos casos, su 
domicilio y nacionalidad”. El precepto se explica por sí mismo y únicamente habrá 
que matizar que si la transmisión se lleva a cabo entre socios de la cooperativa, 
puede ser que ésta tenga constancia en el libro de aportaciones y no en el de 
socios, precisión que hemos de aplicar a todas aquellas leyes en las que se regula el 
contenido de estos dos libros1477. 
 
7.2.3.4.- Límites a la transmisión inter vivos. 
 
En atención a lo señalado hasta el momento, en la legislación cooperativa se regula 
la transmisión de las aportaciones sociales dentro del régimen económico, 
configurando la disciplina de la transmisión como una manifestación del carácter 
personal de la participación del socio en la sociedad. Las aportaciones que, por 
                                                 
1477 Tal y como se puntualiza para la LC, vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit, p. 186. 
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regla general, carecen de la consideración de títulos valores, tienen importantes 
limitaciones en su transmisión tanto inter vivos como mortis causa1478.  
 
Dentro de las líneas maestras de la transmisión de las aportaciones cooperativas, 
destaca la influencia del carácter cerrado de su régimen, razón por la cual el socio 
únicamente puede transmitir su aportación a personas que posean determinadas 
características y no a quién él desee. Dicho esto, también hay que añadir que, una 
vez que se cumple ese primer condicionante y el socio transmite sus aportaciones 
inter vivos, esta operación se ve sometida a una serie de límites entre los que 
podemos diferenciar: el denominado deber de comunicación que consiste en la 
necesaria notificación de la transmisión al órgano de administración de la 
cooperativa y la aprobación por parte de dicho órgano de tal operación; los casos 
donde se prevé un procedimiento específico para que otros socios cooperativistas 
puedan adquirir las aportaciones que se desean transmitir, así como la disciplina de 
aquellos supuestos donde un solicitante de nuevo ingreso desea acceder a la 
sociedad; el límite cuantitativo impuesto en virtud del porcentaje máximo de 
aportaciones de las que puede ser titular un solo socio o bien de la participación 
mínima que ha de realizar en las actividades cooperativizadas; y, finalmente, en los 
términos que se fijen en los estatutos. 
 
En la legislación cooperativa no hay uniformidad en cuanto a los límites impuestos 
a este tipo de transmisiones por lo que conviene distinguir una serie de tendencias 
en función de la normativa aplicable. 
 
Así las cosas, dentro de las pocas normas que recogen el deber de comunicación 
podemos diferenciar entre las que prevén que tal notificación se haga con 
posterioridad a la transmisión y en un plazo máximo determinado legalmente1479, 
de aquellas que la exigen con carácter previo a la transmisión. En relación con 
estas últimas llama la atención el diferente grado de detalle con el que se disciplina 
esta materia. Así, en ciertas normas tan sólo se especifica que las aportaciones 
                                                 
1478 Cuestión que se matiza para la LC pero que es plenamente aplicable al resto de normas 
cooperativas, vid. VÉRGEZ, M., “Sociedades Cooperativas”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil 
(Uría-Menéndez), I, 2ª edic., Madrid, 2006, p. 1438.  
1479 Plazo fijado en quince días tras la transmisión, vid.  Art. 60.1, II LCCV; Art. 54.1 LCCMadrid 
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podrán transmitirse por actos inter vivos previa notificación sin realizar más 
especificaciones al respecto1480. Por el contrario, otras disposiciones regulan 
pormenorizadamente esta cuestión. En esta línea, por ejemplo, el artículo 65.5 
LCCyL contempla esta solución con un objetivo fundamental: la comprobación por 
parte del Consejo Rector de que se cumplen los requisitos legales y estatutarios 
fijados. De forma similar, el artículo 70.1, a) II LCRM  incorpora un criterio más 
garantista, y supedita las transmisiones inter vivos a una aprobación previa por 
parte del Consejo Rector pero matizando que este órgano sólo podrá denegar tales 
transmisiones si comprueba “que dicha transmisión responde a un intento de 
eludir las normas legales, estatutarias o los acuerdos sociales” y, adem|s, “que con 
ello se puede causar un perjuicio a la cooperativa o a los derechos de los socios”. 
En definitiva, en estas dos normas que acabamos de citar, el deber de 
comunicación se complementa con la correspondiente autorización por parte de la 
cooperativa de la transmisión proyectada1481. 
 
La comunicación, sea con carácter previo o posterior a la transmisión, se dirigirá al 
órgano de administración de la cooperativa –léase Administradores, Consejo 
Rector u Órgano de administración-1482. En este punto, tal y como puntualiza la 
LCRM, la comunicación se realizará mediante escrito firmado por el transmitente 
(cedente) y por el adquirente (cesionario)1483. 
 
La solución de la aprobación por parte de la sociedad cooperativa también está 
presente en el Derecho Comparado. Así, por ejemplo, la encontramos en Italia 
donde la disciplina de la transmisión de la participación social se realiza en el 
artículo 2530 del Codice Civile. En tal precepto, a juicio de la doctrina, se pueden 
distinguir tres partes: la primera en la que  se contiene el principio general que 
rige la transmisión de las participaciones sociales y que la subordina a la 
                                                 
1480 Entendemos que en esta materia prevalecerá la libertad estatutaria, vid. Art. 63,a) LCG y Art. 
66,a) LCLR 
1481 En este punto, procede traer a colación lo avanzado en sede de sociedades limitadas respecto al 
proyecto de transmisión de participaciones sociales y la autorización por parte de la sociedad (vid. 
Supra. Cap. 7.1.4.2.1.)  
1482 Previa notificación a los administradores según el Art. 63, a) LGG o al Consejo Rector, de 
acuerdo con el Art. 66, a) LCLR, el Art, 70.1, a) III LCRM y el Art. 60.1, II LCCV; o, por último, al 
órgano de administración según Art. 54.1 LCCMadrid 
1483 Vid. Art. 70.1, a) III LCRM 
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autorización por parte del órgano administrativo de la cooperativa; la segunda, 
comprende la disciplina de la comunicación al citado órgano con la necesaria 
contestación motivada por parte del mismo en caso de denegación; por último, una 
tercera parte –en concreto el sexto párrafo del citado artículo- comprende ciertas 
garantías y derechos para el socio en caso de denegación. A efectos de lo que nos 
interesa, en la doctrina italiana se ha planteado el supuesto en el que, debido a la 
falta de contestación por parte del órgano de administración en un plazo de 
sesenta días –marcado legalmente-, el socio puede transferir sus participaciones al 
tercero1484. 
 
En algunas leyes se prevé un procedimiento específico para la transmisión inter 
vivos de las aportaciones obligatorias entre socios o/y entre éstos y los solicitantes 
de nuevo ingreso en la cooperativa.  
 
En este sentido, el artículo 54.2, a) LSCEX y el articulo 81.3, b) LCCLM requieren 
que tales transmisiones sigan un procedimiento según el cual el Consejo Rector 
hará público en el tablón de anuncios del domicilio social de la sociedad 
cooperativa, en el plazo de un mes, las aportaciones objeto de transmisión para 
que los socios o asociados ofrezcan por escrito su intención de adquirirlas. 
Cumplidos estos trámites, tanto el artículo 54.2, b) LSCEX como el 81.3, c) LCCLM, 
permiten que la transmisión de las aportaciones obligatorias se realice entre un 
socio actual y cualquier persona que solicita su nuevo ingreso en la cooperativa sea 
como socio o asociado/colaborador. Para ello, el Consejo Rector, una vez 
presentada la solicitud de ingreso, la hará pública en el tablón de anuncios del 
domicilio social de la sociedad cooperativa para que en el plazo de un mes los 
socios o asociados puedan ejercer los derechos recogidos en el apartado a) –esto 
es, transmisión de sus aportaciones- manteniendo en el caso de los socios la 
aportación mínima obligatoria. Es definitiva, si bien con una técnica difícil de 
comprender1485, estas dos leyes reconocen un derecho de adquisición preferente a 
los socios o asociados/colaboradores respecto a las aportaciones que se quieran 
                                                 
1484 Vid. TRIMARCHI, P., Le nuove…., op.cit. p. 99. 
1485 En este sentido, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 399. 
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transmitir1486 y, sólo en aquellos supuestos en los que no ejerciten tal derecho, 
podrán adquirir las aportaciones los solicitantes de nuevo ingreso. 
 
Un procedimiento similar está regulado de manera más simple y uniforme tanto en 
el artículo 54.2 LCCMadrid como en el artículo 60.2 de la LCCV. En estos preceptos 
se prevé que cuando el Órgano de Administración/Consejo Rector de la sociedad 
cooperativa reciba la solicitud de nuevos ingresos como socios o asociados, lo hará 
público en el tablón de anuncios del domicilio social para que, en el plazo de un 
mes, tanto los socios como los asociados que lo deseen, puedan ofrecer por escrito 
la participación en el capital que estén dispuestos a ceder manteniendo el cedente 
la aportación mínima obligatoria. Por tanto, se realiza una publicidad de las 
solicitudes para que los socios decidan libremente si quieren ceder parte de sus 
aportaciones con la finalidad de que el solicitante pueda adquirir la condición de 
socio. 
 
En esta línea, pero con mayor ambigüedad, tanto el artículo 63, I, a) LCG como el 
66, I, a) LCLR mantienen que la transmisión de aportaciones inter vivos se realizará 
“entre socios preferentemente” si bien esas leyes posibilitan que, estatutariamente, 
se fijen los términos aplicables a dichas transmisiones. Al respecto se ha 
mantenido que la inclusión de esta mención responde, más que a un requisito del 
transmitente, a una condición que ha de concurrir en el adquirente que será con 
preferencia un socio. De no ser así, podrá ser una persona que reúna los requisitos 
para ser socio y se comprometa a adquirir la condición de socio en determinado 
plazo1487.  
 
El denominado límite cuantitativo está representado por el porcentaje máximo de 
aportaciones al capital social del que un solo socio puede ser titular. Así pues, 
existen varias leyes que aluden expresamente al límite máximo aunque lo hacen 
remitiéndose al artículo concreto donde se disciplina el capital social1488 o, de 
                                                 
1486 Tal y como expresamente se cita en el Art. 54.2, b) in fine LSCEX 
1487 Vid. BOTANA AGRA-MILLÁN CALENTI (Coords), Lei anotada de cooperativas de Galicia…, op.cit. 
p. 149.  
1488 En este sentido, el Art. 50, a) LC remite a lo previsto en el 45.6 LC; Art. 75.1 LCIB siempre que se 
respeten los límites estipulados en el Art. 69.4; el Art. 65.1 LCCyL a lo dispuesto en el 59.5 de esa 
ley, además, del Art. 65.4 LCCyL se deduce que el límite puede establecerse estatutariamente 
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forma más genérica, al límite máximo de aportaciones al capital social fijado en la 
ley1489; por último, hay normas que solventan esta cuestión con una remisión a lo 
que se prevea en los estatutos cuando la ley así lo permita1490. Otras disposiciones 
ignoran este límite a la hora de regular la transmisión de las aportaciones y ni 
siquiera realizan la oportuna remisión normativa. No obstante esta omisión, 
entendemos que siempre prevalecerá lo dispuesto legalmente respecto a la 
disciplina del capital social1491.  
 
Además, de forma específica, el artículo 65.4 LCCyL recoge otro límite cuantitativo 
diverso al que hemos citado. En este caso, el límite se sitúa en la participación 
mínima que el socio cooperativista ha de realizar en las actividades 
cooperativizadas y que, ante la imprevisión legal, podrá estar determinada en los 
estatutos1492. 
 
Por último, varios textos legales hacen referencia a que la transmisión inter vivos 
de aportaciones se realizará en los términos que fijen los estatutos1493. En sede 
estatutaria “podr| aumentarse el rigor del límite de participación en el capital 
social, por ejemplo, de un tercio del capital social a un veinticinco por ciento, o 
condicionar la adquisición de porcentajes superiores a la asunción de específicas 
prestaciones a la cooperativa”1494. En esta línea, por ejemplo, el artículo 62.1, II 
LCPV dispone concretamente que “los estatutos podr|n prever que las 
aportaciones obligatorias iniciales de las nuevas personas socias deban efectuarse 
mediante la adquisición de las aportaciones previstas en el artículo 57.1, b) cuyo 
reembolso hubiese sido rehusado por la cooperativa, tras la baja de los titulares. 
                                                                                                                                               
siempre que, entendemos, se respete el tope máximo fijado en el 30% para las cooperativas de 
primer grado en el mencionado Art. 59.5. 
1489 Al respecto, vid. Art. 54.1 LSCEX en el que se dispone que: “Las aportaciones voluntarias son 
libremente transmisibles entre socios y asociados, siempre que el adquirente no supere el límite 
máximo de aportaciones al capital social fijado en esta Ley”. En un sentido similar, vid. Art. 81.2 
LCCLM 
1490 Vid. Art. 70.1, a) III LCRM 
1491 Tal y como en su momento apuntamos  siempre aparece regulada, vid. Supra. Cap. 1.3. 
1492 Cuestión que específicamente se recoge en el Art. 65.4 LCCyL, donde se puntualiza que: “En 
todo caso habrán de respetarse los límites establecidos legal o estatutariamente en lo relativo a 
participación máxima en el capital social y a participación mínima en las actividades 
cooperativizadas”. 
1493 Al respecto, vid. por ejemplo: Art. 75.1 LCIB; Art. 62.1, I LCPV; Art. 63, a) LCG; Art. 66, a) LCLR; 
etc. 
1494 Vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: aportaciones al capital social”, op.cit. p. 165. 
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Esta transmisión se producirá por orden de antigüedad de las solicitudes de 
reembolso de este tipo de aportaciones, y en caso de solicitudes de igual fecha se 
distribuirá en proporción al importe de las aportaciones”. 
 
Una mención aparte requiere el tratamiento de esta cuestión en las recientes LCPA 
y LCCLM1495, donde la transmisión de las aportaciones se contempla como un 
derecho del socio y se prevé -además del régimen ordinario de transmisión- la 
posibilidad de que estatutariamente se pueda prohibir la salida voluntaria del 
socio de la cooperativa a través del ejercicio del tradicional derecho de baja y a 
favor del empleo preferente de transmisión inter vivos de las aportaciones sociales. 
 
En este sentido nos permitimos traer a colación, por su claridad, el texto íntegro 
del artículo 92 LCPA que, tras regular el “régimen ordinario” aplicable tanto a la 
transmisión inter vivos como a la mortis causa, en su punto 4 dispone de forma 
detallada lo siguiente:  
 
“Sin perjuicio del régimen ordinario de transmisión de aportaciones sociales previsto en los apartados 
anteriores, los estatutos sociales podrán prohibir la salida voluntaria del socio de la cooperativa a 
través del ejercicio del tradicional derecho de baja y a favor del empleo preferente del mecanismo de 
la transmisión ínter vivos de sus aportaciones sociales con arreglo a los siguientes criterios:  
 
a) A favor de cualquiera que asuma su mismo compromiso obligacional con la cooperativa, bien sea 
porque ya lo ostentare, por ser miembro de la cooperativa, o bien porque estuviere en condiciones de 
cumplir debidamente ese mismo compromiso hacia la cooperativa, al tratarse de un tercero 
susceptible de reunir los requisitos exigidos para ser socio y suceder al socio saliente.  
 
b) En su defecto, a cualquiera que estuviere dispuesto a suceder al socio saliente aunque con un 
compromiso obligacional distinto al suyo, bien fuere ya miembro de la cooperativa o bien, sin serlo 
aún, estuviere dispuesto a ingresar en ella, aunque, ello no obstante, sólo estuviere dispuesto a asumir 
íntegramente el capital social suscrito por el socio saliente, y ostentando una condición de miembro 
diversa a la que ostentaba su cedente. 
 
En todo caso, sobre el socio saliente recae la carga de encontrar adquirente de sus aportaciones 
sociales con arreglo al criterio de preferencia previsto y debiendo comunicar a la cooperativa su 
voluntad de abandonar la cooperativa, si bien esa voluntad no obsta a su obligación de responder, en 
                                                 
1495 Promulgada en 2010 y por la que se deroga la anterior LCCLM de 2002. 
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su caso, ante la cooperativa por los daños derivados para ésta por la pérdida de compromiso 
obligacional asumido previamente por el socio saliente. 
 
Los estatutos sociales regularán específicamente el modo en que, según la clase de cooperativa y el 
tipo de miembro de la cooperativa, fuere o no precisa la autorización previa por parte de la 
cooperativa como condición imprescindible de la transmisión de las aportaciones sociales y, en su 
caso, de la condición de socio. Podrá preverse para el caso de que la condición de socio se contemplare 
como libremente transmisible que su acreditación se lleve a cabo a través de títulos nominativos o no, 
según el tipo de miembros y la clase de cooperativa, y que tendrán la condición de títulos valores. 
 
La previsión estatutaria de este sistema de salida voluntaria de los miembros de la cooperativa habrá 
de ser acordada con una mayoría de dos tercios de los votos sociales presentes o representados de la 
cooperativa. El socio disconforme podrá darse de baja, que tendrá el carácter de justificada”1496.  
 
7.2.4.- Transmisión mortis causa de las aportaciones. 
 
Pasamos ahora a analizar las notas que caracterizan a la transmisión mortis causa 
respecto a la inter vivos. En todo caso hay que advertir que existen cuestiones aún 
no tratadas respecto a la transmisión inter vivos y que serán analizadas con 
posterioridad por tener un régimen jurídico similar en ambos tipos de transmisión. 
 
Todas las leyes cooperativas regulan sin excepción la transmisión mortis causa, si 
bien dentro de su régimen jurídico lo primero que llama la atención es una 
cuestión terminológica. Así, según algunas leyes nos hallamos ante supuestos 
donde las aportaciones podrán transmitirse por sucesión mortis causa1497; para 
otras, son casos donde se pueden transmitir por actos mortis causa1498; y, por 
último, únicamente dos especifican que “en caso de sucesión mortis causa, pueden 
adquirir la condición de socio (…)”1499.  
 
Sin ánimo de entrar en arduas cuestiones conceptuales más propias del derecho de 
civil, tan sólo hemos de puntualizar que parece más adecuado hablar, desde el 
                                                 
1496 Con una redacción prácticamente idéntica, vid. Art. 31.3 LCCLM 
1497 Vid. Art. 60.1, b) LCCAT; Art. 70.1, b) LCRM; Art. 85.2 LSCA; Art. 54.1, b) LCAR; Art. 50, b) LC; 
Art. 65.2 LCCyL; Art. 62.2 LCPV; Art. 54.2, d) LSCEX; Art. 81.3, d) LCCLM; Art. 66, b) LCLR; Art. 63, b) 
LCG 
1498 Vid. Art. 75.2 LCIB; Art. 48, b) LFCN  
1499 Vid. Art. 60.4 LCCV; Art. 54.4 LCCMadrid 
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punto de vista del transmitente, de transmisión mortis causa –pero nunca de 
transmisión por sucesión o por actos mortis causa- o, desde la óptica del 
adquirente, de sucesión mortis causa en la condición de socio. En este sentido, 
dado que la sucesión se limita a los derechos transmisibles, puede definirse – tal y 
como ha señalado CASTÁN- como “la sustitución de una persona en los derecho 
transmisibles de otra. Integran, según esto, la idea de sucesión dos elementos: el 
cambio de sujeto y la identidad de la relación de derecho, que permanece la misma 
después y antes de la transmisión (…) la sucesión en el anterior sentido amplio, o 
sea como sinónima de transmisión puede ser inter vivos o mortis causa” 1500.  
 
De una manera m|s sintética, O´CALLAGHAN ha mantenido que “la sucesión 
significa subentrar una persona en la universalidad de relaciones jurídicas 
(sucesión universal) o en una o varias concretas (sucesión particular) de otra 
persona que era titular de las mismas, por causa de la muerte de ésta (sucesión 
mortis causa) permaneciendo inalteradas aquellas relaciones”1501. En definitiva, 
según DE CASTRO “la circunstancia del fallecimiento provoca que un haz de 
relaciones jurídicas quede sin titular, por lo que ha de organizarse la sucesión en 
las mismas como consecuencia de la desaparición del sujeto, que pasa a ser 
designado como “causante” o de cuius, según la terminología clásica, es decir, la 
persona de cuya sucesión se trata”1502.  
 
Además, mientras que la transmisión inter vivos “es siempre y exclusivamente a 
título particular y tiene lugar en las adquisiciones a título derivativo (por compra, 
permuta, cesión, donación, etc.), que implican sustitución en una relación jurídica 
singular o determinada”1503; la sucesión mortis causa puede ser a título universal, 
llamándose heredero a quien así sucede, o a título particular, supuesto en el cual 
hablaríamos de legatario1504. Los criterios diferenciadores entre estas dos figuras 
                                                 
1500 Vid. CASTÁN TOBEÑAS, J., Derecho Civil Español, Común y Foral, Tomo Sexto, 8ª edic., Madrid, 
1978, p. 33. 
1501 Al respecto, vid. O`CALLAGHAN, X., Compendio de Derecho Civil, Tomo V, 4ª edic., Madrid, 1993, 
p. 12.  
1502 Vid. DE CASTRO GARCÍA, J., en AA.VV., Código Civil. Doctrina y jurisprudencia (Dir. ALBÁCAR 
LÓPEZ, J.L), 4ª edic., Madrid, 1995, p. 179. 
1503 Vid. CASTÁN TOBEÑAS, J., Derecho Civil…op.cit. p. 33. 
1504 Como se establece en el artículo 660 CC. Asimismo -como bien se ha puntualizado- hemos de 
añadir que “por supuesto que lo mismo los herederos que los legatarios pueden ser varios. Lo son 
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son discutidos doctrinalmente. El más aceptable, por su claridad, es aquel que 
propugna que el heredero o sucesor en sentido estricto asume, en relación con los 
bienes que se le atribuyen, la misma posición que tenía el causante, mientras que el 
legatario, cuya figura está íntimamente ligada al testamento, no se coloca en la 
situación del testador por cuanto asume la titularidad del bien legado pero no las 
deudas u obligaciones1505. Por regla general1506, la adquisición de las aportaciones 
cooperativas podrá verificarse tanto a título de heredero como de legatario y en 
sucesión testada e intestada1507. Esta distinción no se refleja en ninguna norma 
cooperativa a excepción de lo previsto en la LSCA1508. En este punto la fórmula 
legal más común es la que defiende que se permita este tipo de transmisión entre 
el socio fallecido y sus “causa habientes”1509, “derecho habientes”1510 o, sin más, 
“herederos”1511. Al respecto, conviene resaltar que ni el término “causa habiente” –
que es la  persona que ha sucedido o se ha subrogado por cualquier título en el 
derecho de otra u otras- ni “derecho habiente” – que dicho de una persona significa 
que deriva su derecho de otra- no se limitan únicamente a la sucesión mortis causa. 
 
 
                                                                                                                                               
los herederos cuando en vez de asumir la sucesión universal del difunto una sola persona, la 
asuman entre varias, como si al causante le heredan sus dos hijos; entonces ocupa cada heredero 
parcialmente el puesto del difunto, es decir, lo comparte con los demás, y los interesados se 
denominan coherederos. Lo son los legatarios cuando el causante deja un legado a varios 
colegatarios, que lo comparten, como en el caso anterior la herencia los coherederos, o cuando, 
disponiendo más de un legado, resultan favorecidas varias personas, que no son colegatarios, sino 
legatarios distintos, de los diversos legados”; vid. ALBADALEJO GARCÍA, M., “Comentario Art. 660 
CC”, en AA.VV., Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales (Dir. Manuel Albadalejo), T. IX, 
Vol. 1-A, Madrid, 1990, p. 39. 
1505 Con claridad, vid. SERRANO ALONSO, E., Manual de Derecho de sucesiones, 4ª edic., Madrid, 
2009. p. 134.  
1506 En este punto, llama la atención lo previsto en el Art. 60.2 LCCAT que, en su inicio, dispone lo 
siguiente “Los herederos sustituyen al causante o la causante en su posición jurídica, y se subrogan 
en los derechos y obligaciones que tenía para con la cooperativa (…)”. De la literalidad de este 
precepto parece deducirse que la transmisión mortis causa sólo sería viable por herencia y no por 
legado que no permitiera tal subrogación. 
1507 Al respecto, vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 78 LGC”, op.cit. p. 285. 
1508 En esta norma, dispone en su Art. 85.2 que las aportaciones al capital social, sólo podrán 
transmitirse: “Por sucesión “mortis causa”: A la muerte del socio las aportaciones al capital social se 
reembolsarán a los herederos y legatarios en el plazo establecido en el artículo 84.2, c) de la 
presente Ley. Cuando los citados herederos o legatarios no sean socios, podrán adquirir tal 
condición solicitando su admisión al Consejo Rector de la cooperativa con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 36 de la presente Ley”. 
1509 Vid. Art. 70.1, b) LCRM; Art. 50, b) LC; Art. 66, b) LCLR; Art. 63, b) LCG; Art. 62.2 LCPV; Art. 65.2 
LCCyL; Art. 31.1, b) LCCLM; Art. 92.1, b) LCPA 
1510 Vid. Art. 75.2 LCIB; Art. 54.2 LCAR; Art. 48, b), I LFCN 
1511 Vid. Art. 54.2, d) I LSCEX; Art. 54.4, I LCCMadrid; Art. 60.4, I LCCV; Art. 60.2 LCCAT 
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7.2.4.1.- Restricciones a la transmisión mortis causa. 
 
En la legislación cooperativa se restringe la transmisión mortis causa con la 
finalidad de “conciliar el interés de la sociedad en el control de la admisión de sus 
socios, con el respeto a los derechos sucesorios”1512. En efecto, este tipo de 
transmisión se somete a determinados condicionantes que pasamos a delimitar. 
Por regla general, la transmisión mortis causa es viable tanto en aquellos supuestos 
donde el causahabiente (léase; heredero, legatario, derechohabiente) sea socio, 
como en aquellos en los que, no siéndolo, adquiera tal condición. Estas 
afirmaciones de carácter genérico son, de todas formas, susceptibles de matización 
y ello porque en lo que respecta a los supuestos donde el causahabiente sea socio 
podemos diferenciar tres tipos de normativa según el procedimiento previsto para 
este tipo de transmisión. 
 
i) En algunos textos legales se requiere de forma expresa1513 que el causahabiente 
que fuera socio o socia1514 tenga que solicitar la adquisición para que ésta se 
produzca, es decir “la transmisión mortis causa se admite a favor de socios, si 
solicitan la adquisición de las aportaciones afectadas”1515. Al respecto se ha 
apuntado que nos hallamos, más que ante una solicitud, ante una mera 
comunicación, por cuanto “no depende de la voluntad de la cooperativa, sino que 
se trata de que el causahabiente comunique a la cooperativa la adquisición de las 
aportaciones en virtud del correspondiente título de heredero o legatario para que 
aquélla tome constancia y produzca el efecto preceptivo”1516.  
 
ii) Otras leyes1517, sin embargo, no hacen mención a este requisito de carácter 
formal. Así, hay que entender que el causahabiente en el que concurra la cualidad 
de socio podrá adquirir la aportación de la cual era titular el causante de forma 
                                                 
1512 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 400. 
1513 Al respecto, vid. Art. 65.2 LCCyL; Art. 63, a) LCG; Art. 66, b) LCLR; Art. 50, b) LC; Art. 70.1, b) 
LCRM 
1514 Vid. Art. 62.2 LCPV 
1515 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 261. 
1516 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 249. 
1517 Al respecto, vid. Art. 75.2 LCIB; Art. 54.2, d) LSCEX; Art. 48, b) LFCN 
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directa sin necesidad de la solicitud citada anteriormente. En cualquier caso, pese a 
la omisión legal, parece que será necesaria la oportuna comunicación a efectos de 
considerar efectuada la transmisión. 
 
iii) Por último, hay disposiciones que no contemplan la posibilidad a la que 
venimos refiriéndonos, puesto que no prevén que las aportaciones puedan ser 
objeto de transmisión mortis causa a herederos que, a su vez, sean socios. En estas 
normas, como después analizaremos, sólo se regula el mecanismo según el cual los 
herederos que lo soliciten puedan adquirir la condición de socio siguiendo el 
sistema previsto1518. 
 
Las leyes muestran una mayor uniformidad a la hora de regular aquellas 
transmisiones en las que el causahabiente carece de la condición de socio, 
permitiendo que éste pueda optar por ser admitido en la cooperativa como socio o 
por la liquidación del crédito correspondiente a la aportación social.  
 
Respecto a la primera opción, hay que partir de una regla de carácter general 
según la cual se permitirá este tipo de transmisión siempre que el causahabiente 
solicite su admisión como socio en la cooperativa en un determinado plazo. Al 
respecto, conviene puntualizar varias cuestiones.  
 
La mayoría de las textos cooperativos contemplan esta opción como prioritaria si 
bien parecen supeditar la eficacia de la transmisión mortis causa a que la admisión 
–alta como socio- se produzca en un plazo que, en la mayor parte de las 
normas1519, se fija en tres1520 o seis meses1521 desde el fallecimiento o hecho 
causante. Ahora bien, lo que en realidad se exige -en línea con la solución adoptada 
                                                 
1518 En un sentido similar, si bien con una diversa formulación, vid. por un lado: Art. 54.4 
LCCMadrid; Art. 60.4 LCCV; por otro: Art. 54.2 LCAR; Art. 85.2, II LSCA; y, finalmente, vid. Art. 60.2 
LCCAT 
1519 Algunas normas no realizan una referencia expresa al citado plazo, declarando genéricamente 
que en las transmisiones mortis causa pueden adquirir la condición de socios los herederos que lo 
soliciten, vid, por ejemplo: Art. 60.4 LCCV; Art. 54.4 LCCMadrid; Art. 75.2 LCIB; Art. 85.2, II LSCA 
1520 Vid. Art. 63, a) LCG; Art. 62.2 LCPV; Art. 31.1, b) LCCLM; Art. 92.1, b) LCPA 
1521 Vid. Art. 60.2 LCCAT; Art. 54.2 LCAR; Art. 66, b) LCLR; Art. 65.2 LCCyL; Art. 50, b) LC; Art. 70.1, 
b) LCRM; Art. 54.2, d), I LSCEX; Art. 48, b), I LFCN 
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para la transmisión inter vivos entre socios y no socios1522- es que dentro de ese 
plazo se haga tal solicitud aunque la adquisición de la condición de socio sea 
posterior1523. Por lo demás, conviene matizar -tal y como se hace en alguna norma-
1524, que la transmisión no depende únicamente de la solicitud, sino que el 
causahabiente no socio ha de tener derecho al ingreso en la cooperativa de 
acuerdo con los requisitos marcados en los estatutos y en la ley. Este hecho cobra 
una gran relevancia cuando el causante llevaba a cabo una actividad 
cooperativizada de carácter personal. En tal caso, se requerirá que concurran en el 
causahabiente los requisitos de carácter subjetivo que le permitan continuar con la 
actividad que desarrollaba el causante y, consecuentemente, ser admitido en la 
cooperativa. 
 
La liquidación del crédito que corresponde a la aportación a capital social realizada 
por el causante aparece como una opción secundaria, salvo en contadas 
excepciones1525. Tal solución procederá en supuestos en los que el causahabiente 
solicita el alta como socio y no es admitido en la cooperativa o cuando, sin más, no 
desea ingresar en la sociedad1526. A nuestro juicio, incluso en las normas que no 
recogen expresamente esta última posibilidad –esto es, libertad del causahabiente 
para no entrar en la cooperativa y, por tanto, exigir la liquidación-, y debido a la 
amplitud con la que están redactadas, se permitiría esta solución. En definitiva, el 
causahabiente tendrá derecho a la liquidación. Esta operación -que en esencia es 
en lo que consiste el reembolso- posee unas características propias que 
                                                 
1522 Solución a la que ya se llegaba cuando se interpretaba el artículo 78 LGC, manteniendo que “la 
misma interpretación razonable invocada en el anterior supuesto nos permite defender que bastará 
con que los causahabientes hayan solicitado el ingreso en la Cooperativa en dicho plazo legal”; vid. 
VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 78 LGC”, op.cit. p. 285. 
1523 En esta línea se ha matizado, respecto al sistema de la LC, que “si los causahabientes no son 
socios, la transmisión queda condicionada a la adquisición de la condición de socio conforme a las 
reglas generales. Para la presentación de la solicitud los herederos o legatarios no socios disponen 
del plazo de seis meses desde el fallecimiento”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 
261. Con una opinión similar, vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 249; 
NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. pp. 189-190. 
1524 En esta línea, vid. entre otras: Art. 60.2 LCCAT; Art. 54.4 LCCMadrid; Art. 60.4 LCCV 
1525 Destacar que tanto en el Art. 85.2 LSCA y en el Art. 54.2 LCAR -a diferencia del resto de las 
normas- se menciona en primer lugar esta opción. En la LFCN no se prevé esta posibilidad dentro 
del artículo que disciplina la transmisión de las aportaciones. 
1526 Esta última posibilidad aparece recogida expresamente en algunas normas, por ejemplo, el Art. 
54.2, d) LSCEX donde se establece que “El heredero que no desee ingresar en la cooperativa puede 
exigir la liquidación de las aportaciones que le hayan correspondido en la sucesión”, o, con un 
sentido similar si bien con pequeñas variaciones en la redacción en el Art. 54.4, II LCCMadrid y Art. 
60.4, III LCCV 
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únicamente apuntamos1527. A efectos de reembolso el fallecimiento del socio se 
asimila a un supuesto de baja justificada y, en consecuencia, a las aportaciones 
realizadas por el causante no se le podrá detraer cantidad alguna en concepto de 
deducción. Además, el pago del reembolso se deberá realizar por la cooperativa al 
causahabiente en un plazo menor que el fijado para otros supuestos –por regla 
general, el plazo máximo para liquidar que puede figurar en los estatutos es de un 
año a contar desde el cierre del ejercicio del año que falleció o desde el día en que 
falleció-1528.  
 
7.2.4.2.- Supuestos de cotitularidad. 
 
Ciertas leyes regulan expresamente aquellos supuestos donde los causahabientes 
son varios o, con otras palabras, concurren dos o más herederos en la titularidad 
de una aportación. Pues bien, la mayoría permiten que puedan ser considerados 
socios todos ellos siempre que cada uno suscriba la aportación mínima al capital 
social1529 a lo que habría que añadir, “que correspondería en ese momento”1530 o 
“que sean obligatorias en ese momento”1531. En fin, la aportación del causante se 
reparte entre los causahabientes en la proporción que legalmente corresponda y 
cada uno de ellos puede solicitar su admisión como socio o la oportuna liquidación. 
Si la cuantía que le corresponde tras la partición hereditaria es inferior a la 
aportación obligatoria mínima, el causahabiente que desee ingresar en la 
cooperativa deberá desembolsar la diferencia en el momento que adquiera dicha 
condición1532. Sin embargo, aunque algunas disposiciones hacen una referencia 
expresa a la necesidad de completar la aportación si lo heredado no cubre la 
                                                 
1527 Dado que el análisis detallado se realizará en el Cap. 8 de este trabajo. 
1528 La regulación de esta cuestión, de crucial importancia, se reconduce habitualmente a la 
disciplina del reembolso. Ahora bien, con acierto, el Art. 60.2 in fine LCCAT, dispone en el mismo 
artículo que regula la transmisión de aportaciones lo siguiente, “(…) estas aportaciones han de 
valorarse de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 20, no ha de aplicarse a las mismas deducción 
alguna y han de serles reembolsadas en un plazo que no puede ser superior al que se regula para 
los casos de baja de los socios, con derecho a percibir intereses con los mismos límites y 
condiciones de los socios, siempre que acrediten ante la cooperativa el cumplimiento de la totalidad 
de las exigencias legales para hacer efectiva la sucesión”. 
1529 Vid. Art. 54.2, d), II LSCEX 
1530 Tal y como, con acierto, se puntualiza en el Art. 54.4, II LCCMadrid  
1531 Como acertadamente dispone el Art. 60.4, II LCCV 
1532 En esta línea se expresa el aclaratorio Art. 54.2 LCAR 
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cuantía de la aportación obligatoria mínima, nada se establece en relación con el 
caso contrario.  
 
En efecto, habrá que dilucidar qué sucede si la aportación heredada supera la 
obligatoria. Al respecto, la normativa no prevé “si se devuelve al nuevo socio, o no, 
el exceso de aportación que sobre la obligatoria mínima se puede producir, ni si 
ese exceso se considera aportación voluntaria, ni si su aportación, obligatoria o en 
su caso parcialmente voluntaria, se considera correspondiente a la clase original 
en que la tenía el causante o a la correspondiente a la fecha en que él causa alta, a 
efectos de los tipos de interés que siendo diferentes para distintas admisiones 
pueden producir diferentes rentas”1533. Ante esta omisión legal generalizada, 
parece que la solución más lógica sería la regulación detallada de esta cuestión en 
sede estatutaria1534.   
 
Como excepción a la “uniformidad” apuntada, la LCG y la LCLR -en aquellos 
supuestos en los que los herederos son varios y no son socios- permiten que la 
cooperativa exija que el derecho a la condición de socio sea ejercido por uno sólo 
con el expreso consentimiento de los demás. Igualmente, en ambas normas se 
añade que en caso de que no exista acuerdo sobre quien ha de ejercitar el derecho 
citado se proceda a la oportuna liquidación1535. 
 
Por último, parece oportuno subrayar dos cuestiones. Cuando algunas normas 
admiten a socios sin personalidad jurídica en ciertas clases de cooperativas, de 
acuerdo con  parte de la doctrina no habrá inconveniente para que, con 
anterioridad a la partición pero una vez aceptada la herencia, así como después de 
realizada la partición y adjudicada la aportación pro indiviso a varios coherederos, 
                                                 
1533 Tal y como se especificaba para el Texto Refundido de la Ley de Cooperativas de Cataluña, por 
BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 397. 
1534 Con acierto, se ha mantenido que “todos estos son aspectos que los Estatutos deben tratar con 
sumo cuidado, si se pretende por la Cooperativa una mayor permanencia del capital y evitar la 
exigencia de liquidaciones”; vid. BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 397. Al respecto, vid. 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 402. 
1535 Vid. Art. 66, b), III LCLR; Art. 63, b), III LCG 
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se pueda solicitar su admisión como socio por cuanto se trata de una comunidad 
de bienes1536.  
 
Asimismo, conviene traer a colación -aunque se trata de una materia que podría 
tener acomodo en sede de transmisión inter vivos- la solución que prevén algunas 
leyes consistente en la libre transmisión inter vivos de la aportación entre el 
“causante” que es socio de la cooperativa y su heredero. Esta posibilidad figura 
expresamente en la LCAR, que determina que por medio de la oportuna regulación 
estatutaria se podrá regular la transmisión en vida de aportaciones1537, de modo 
que los herederos o familiares hasta el segundo grado de consanguinidad podrán 
solicitar la oportuna liquidación o su admisión como socios. Otras leyes también 
regulan este tipo de transmisión pero -como avanzamos en su momento- la 
supeditan a la baja justificada del socio (causante)1538. En cualquier caso, 
entendemos que por medio de soluciones como las propuestas se protegen los 
recursos propios de la cooperativa, en tanto que cuando se produce un supuesto de 
baja voluntaria o forzosa y no se prevé este tipo de transmisión, la solución pasa 
por una baja (del causante) y un alta (de su heredero), produciéndose una 
reducción del capital social al ser mayor la liquidación de la baja que la aportación 
al capital del alta1539.  
 
Por último, también habrá que tener en cuenta las compilaciones forales o leyes de 
Derecho civil vigentes en cada Comunidad Autónoma, sobre todo en aquellos 
supuestos en los que se permiten los pactos sucesorios y, en concreto, la figura de 
las partijas o apartamiento. En virtud de la misma se prevé que pueda adjudicarse 
en vida la plena titularidad de determinados bienes de cualquier clase, sin ninguna 
excepción, a quien tenga la condición de legitimario del adjudicante en el momento 
de la adjudicación1540. Así las cosas, nada impide que entre tales bienes figuren las 
                                                 
1536 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 261; NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición 
jurídica…”, op.cit. p. 190. 
1537 Vid. Art. 54.3 LCAR que dispone: “Los Estatutos podr|n regular la transmisión en vida de las 
aportaciones de un socio a sus herederos o a sus familiares hasta el segundo grado de 
consanguinidad, con los efectos previstos en el p|rrafo anterior”. 
1538 Vid. Art. 60.3 LCCV y Art. 54.3 LCCMadrid 
1539 Con detalle, vid. BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 397. En el mismo sentido, vid. 
PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión…”, op.cit. p. 404. 
1540 Al respecto, vid. Arts. 224 a 227 de la Lei 2/2006, de 14 de xuño, de Dereito Civil de Galicia 
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aportaciones de las cuales es titular el adjudicante, siempre que el legitimario sea 
socio de la cooperativa o cumpla las condiciones para acceder a la misma; de lo 
contrario, entendemos, éste tendrá derecho a la oportuna liquidación.  
 
7.2.5.- Cuestiones comunes a las transmisiones inter vivos y mortis causa. 
 
7.2.5.1.- Cuotas de ingreso. 
 
La cuota de ingreso es una prestación que no integra el capital social. Su previsión 
en sede cooperativa obedece a una necesidad de financiación al suponer una 
captación de recursos financieros como recursos propios. Así, tanto cuando 
ingresan nuevos socios en la cooperativa como cuando se solicitan de forma 
periódica, la sociedad puede exigir el pago de ciertas cuotas que, dicho sea de paso, 
están sometidas a límites cuantitativos y pueden ser diversas según el tipo de 
socio.  
 
En el momento de transmitir las aportaciones, sea inter vivos o mortis causa, surge 
la duda acerca de si el adquirente ha de abonar la cuota de ingreso. Es decir, se 
trata de saber si ha de realizar “un desembolso añadido, respecto a la cantidad que 
se ha establecido como aportación obligatoria mínima al capital social, que se exige 
a los nuevos socios”1541, cantidad que -tal y como quedo explicado- adquiere del 
transmitente y que, en su caso, habrá de completar hasta llegar a la aportación 
obligatoria mínima.  
 
En este punto existe cierta uniformidad legal a la hora de no exigir al adquirente el 
abono de la cuota de ingreso en aquellas transmisiones de aportaciones sociales 
que se producen en el entorno familiar del socio o que no son especulativas. 
Ciertas normas contemplan que el adquirente, tanto en la transmisión mortis causa 
como en la realizada inter vivos -si aquél presenta ciertos vínculos familiares o de 
afinidad con el transmitente- no desembolse cuotas de ingreso por las 
aportaciones recibidas del causante o de dicho familiar.  
 
                                                 
1541 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 408. 
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Esta regla general que acabamos de avanzar se recoge, con matices, en diversas 
leyes cooperativas –en concreto en la LCCMadrid, la LCCV, la LCCyL, la LSCEX y la 
LCAR-. En las transmisiones inter vivos suele variar el parentesco o vínculo que ha 
de existir entre el transmitente y el adquirente para que éste quede exonerado del 
pago de la cuota de ingreso1542.  
 
En lo que respecta a la transmisión mortis causa, en todas las leyes citadas y en la 
LSCA1543, el causahabiente no estará obligado a desembolsar cuotas de ingreso. 
Finalmente, la LCCLM añade que tal exoneración únicamente operará cuando la 
totalidad de las participaciones sociales se transmita mortis causa a un único 
adquirente1544. 
 
En el resto de las normas esta cuestión no se regula expresamente en los preceptos 
dedicados a la transmisión de las aportaciones. Ahora bien, en estos casos sí se 
posibilita que la disciplina de las cuotas de ingreso sea objeto de previsión 
estatutaria o de un concreto acuerdo de la Asamblea General1545, sin concretar 
mayores limitaciones al respecto. Así las cosas, por tales vía se podría exonerar del 
pago de la cuota de ingreso al adquirente en aquellas transmisiones que 
cumplieran determinados requisitos1546. 
 
 
 
                                                 
1542 Por ejemplo: sea su cónyuge, ascendiente o descendiente, según Art. 54.5 LCCMadrid y el Art. 
60.5 LCCV; sea pariente hasta segundo grado por consanguinidad o afinidad, según Art. 65.3 LCCyL; 
cuando sea su cónyuge o persona unida a él por análoga relación de afectividad, ascendientes y 
descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad tanto matrimonial como 
extramatrimonial, según el Art. 54.3 LSCEX; cuando sea familiar hasta el segundo grado de 
consanguinidad, vid. Art. 54.4 LCAR  
1543 Si bien, el Art. 85.3 matiza que para las transmisiones mortis causa “el nuevo socio no estar| 
obligado a desembolsar cuotas de ingreso siempre que solicite su admisión en la cooperativa antes 
del plazo de seis meses desde que adquiera la condición de heredero o legatario”. 
1544 Vid. Art. 31.2 LCCLM  
1545 Al respecto, vid. Art. 52 LC; Art. 61 LCCAT; Art. 65 LCPV; Art. 77 LCIB; Art. 72 LCRM; Art. 69 
LCLR; Art. 65 LCG: Art. 45 LFCN 
1546 Así, refiriéndose a la LC, se ha dicho que “en la legislación anterior no se exigían cuotas de 
ingreso en las adquisiciones mortis causa. La norma actual no prevé nada al respecto, pero cabría 
considerar lo mismo si pensamos que la adquisición se produce en el entorno familiar del socio y no 
tiene car|cter especulativo”; vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 50 LC”, op.cit. p. 249. 
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7.2.5.2.- Acreedores personales de los socios y derechos singulares 
libremente transmisibles. 
 
En la legislación cooperativa se disciplina con bastante uniformidad la 
problemática relativa a los acreedores personales de los socios, aunque 
únicamente algunas leyes lo hacen en el mismo precepto que regula la transmisión 
de las aportaciones1547. La variación estructural propugnada obedece a la 
vinculación que existe entre la inembargabilidad de las aportaciones y la 
imposibilidad de transmitirlas a no socios1548. En este sentido, tal y como ha 
destacado VICENT CHULIÁ, “si no es posible la transmisión negocial de las 
participaciones tampoco lo es su embargo y ejecución”1549.  
 
El aludido carácter uniforme se desprende de la literalidad de los artículos de 
aquellas leyes que regulan esta cuestión. Así, se suele partir de un principio general 
en el que se declara que los acreedores personales de los socios no podrán 
embargar ni ejecutar las aportaciones/participaciones sociales para, a 
continuación, añadir una corrección al aparente carácter absoluto del principio. De 
este modo, se afirma que dichos acreedores podrán ejercer sus derechos sobre los 
reembolsos, retornos e intereses que pudieran corresponderle al socio. 
 
Con más detalle, conviene apuntar que el precedente de la citada inembargabilidad 
se sitúa en el primer párrafo del artículo 174 CCom que -a la hora de regular esta 
cuestión en las sociedades mercantiles de carácter personal- dispone lo siguiente: 
“Los acreedores de un socio no tendrán, respecto a la compañía, ni aun en el caso de 
quiebra del mismo, otro derecho que el de embargar y percibir lo que por beneficios o 
liquidación pudiera corresponder al socio deudor”. Este precepto viene a superar lo 
previsto en el 1699 CC1550 para la sociedad civil, en el que se permite que los 
acreedores personales del socio ejecuten, “no directamente los bienes sociales, 
                                                 
1547 La LCCV, la LCCMadrid, la LSCA y la LCPA 
1548 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 391. 
1549 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 79 LGC 1987”, op.cit. p. 291. 
1550 El Ccom se separa del régimen que rige para la sociedad civil donde, de acuerdo con el artículo 
1699 CC, se dispone que: “Los acreedores de la sociedad son preferentes a los acreedores de cada 
socio sobre los bienes sociales. Sin perjuicio de este derecho, los acreedores particulares de cada 
socio pueden pedir el embargo y remate de la parte de éste en el fondo social”. 
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dada la separación patrimonial resultante de la personalidad jurídica de la 
sociedad, pero sí “embargar y rematar” el valor patrimonial de la participación 
social, instando su disolución si no se lo abonan los socios”1551. En definitiva, el 
artículo 174 del CCom implica una protección de las inversiones realizadas 
mediante la oportuna separación del patrimonio social, declarando que ni los 
bienes de la sociedad ni las participaciones sociales de las que son titulares los 
socios son ejecutables.  
 
Esta misma solución es trasladada a la legislación cooperativa pero de una forma 
poco afortunada pues no puede realizarse una aplicación mimética de las 
soluciones previstas para las sociedades civiles a las cooperativas1552. Resulta 
indubitado, eso sí, que la sociedad cooperativa goza de total autonomía como ente 
independiente de los socios y con personalidad jurídica propia1553. Así las cosas, ni 
los bienes que ésta posee -integrados en el patrimonio social- ni las aportaciones 
de los socios -que conforman el capital social-, podrían ser embargados por los 
acreedores personales de los socios por la necesaria defensa de la integridad del 
capital y patrimonio social frente a intromisiones de terceros ajenos a la operativa 
de la sociedad1554. Precisamente, por la autonomía patrimonial de la cooperativa 
respecto a los socios, la enunciación expresa de esta regla general ha sido calificada 
de redundante e innecesaria al hilo del comentario de alguna norma que la 
incorpora 1555. 
 
                                                 
1551 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 79 LGC”, op.cit. p. 290. 
1552 En este punto, se ha destacado que “se olvida que para la sociedad colectiva la quiebra del socio 
es causa de disolución de la sociedad, mientras que esto no sucede para las Cooperativas”; vid. 
NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 194. 
1553 Como se ha apuntado “de acuerdo con el principio de autonomía patrimonial que deriva de la 
personalidad jurídica propia de la sociedad cooperativa, distinta de la de las personas de los socios, 
los acreedores personales de éstos no tiene derecho alguno sobre las aportaciones al capital social, 
que son inembargables”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 391-392. 
1554 Por el contrario, nada impide que los acreedores de la cooperativa –acreedores sociales- 
puedan embargar los bienes citados. En este sentido, al hilo de la solución de la LC en este punto, 
vid. ALONSO ANDRIO, F., “Comentario Disposiciones Adicionales LC”, en AA.VV., Cooperativas. 
Comentarios a la Ley 27/1999, de 16 de julio, T.I., Madrid, 2001, p. 849. 
1555 Así, se ha mantenido, que “aunque nada se previera al respecto es lógico que siendo la 
cooperativa una persona jurídica dotada de autonomía patrimonial frente a los socios, los 
acreedores personales de estos no tengan ningún derecho ni acción sobre los bienes de la 
cooperativa ni sobre las aportaciones realizadas por estos al capital social. Como consecuencia de 
esto, tales bienes y aportaciones (que a estos efectos también estas últimas forman parte del 
patrimonio social) son inembargables por los acreedores personales de los socios”; vid. BOTANA 
AGRA-MILLÁN CALENTI (Coords.), Lei anotada de Cooperativas de Galicia…, op.cit. p. 160. 
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Por el contrario, el principio que se ha señalado no puede ser absoluto en el 
sentido de privar totalmente a los acreedores particulares del cooperativista de 
cualquier derecho de carácter económico que éste pudiera detentar en la sociedad 
cooperativa1556. En consecuencia, la legislación cooperativa permite que ciertos 
derechos singulares de carácter económico sobre los cuales el socio tiene libre 
disponibilidad (esto es, se permite su transmisión) puedan ser objeto de embargo 
por sus acreedores personales. 
 
Dependiendo de la norma analizada, tales acreedores podrán ejercer sus derechos 
sobre: i) los reembolsos, intereses y retornos, “satisfechos o que le 
corresponderían al socio”1557 o, simplemente, “que pudieran corresponderle al 
socio”1558 o bien “que correspondan al socio”1559;  ii) “los reembolsos, intereses y 
retornos satisfechos al socio”1560 o, únicamente, “los reembolsos y retornos 
satisfechos al socio”1561. Respecto a las disposiciones incluidas en este último 
grupo no se plantea ninguna duda puesto que, como es lógico, una vez que el 
reembolso o el oportuno retorno son satisfechos al socio formarán parte de su 
patrimonio y, de acuerdo con el principio de responsabilidad patrimonial 
universal, los acreedores de éste podrán ejercitar sus derechos sin ningún 
obstáculo. Sin embargo, se generan más interrogantes en las leyes pertenecientes 
al primer grupo, al tratarse de cantidades que corresponden al socio pero que 
todavía no le han sido entregadas. En este punto, a nuestro juicio, el acreedor 
personal del socio está facultado para embargar esas cantidades una vez 
liquidadas aunque todavía no se hayan satisfecho al socio deudor1562. 
 
 
 
                                                 
1556 Al respecto, vid. ALONSO ANDRIO, F., “Comentario Disposiciones Adicionales LC”, op.cit. p. 850. 
1557 Vid. Art. 54.6 LCCMadrid 
1558 Vid. Art. 60.6 LCCV; o “que pudieran corresponder al socio”, vid. Art. 92.3 LCPA 
1559 Vid. Disp. adic. tercera LC. Al respecto de su ubicación en la LC se ha comentado que esta 
solución supone una repetición del Art. 79 LGC 1987, razón por la cual “parece como si el legislador 
hubiera decidido su eliminación y en el último momento no se haya atrevido. El criterio de la ley 
española es criticable puesto que parece una excepción del artículo 1911 del CC”; vid. NIETO 
SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 194.  
1560 Vid. Art. 68 LCCyL 
1561 Vid. Art. 85.5 LSCA; Art. 68 LCLR; Art. 70 LCG 
1562 Al respecto, vid. Infra. Cap. 8.3.5. 
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7.2.5.3.- Transmisión a título limitado de las aportaciones. 
 
La materia que vamos a tratar está ligada con algunos aspectos avanzados en el 
anterior epígrafe, por lo que este tipo de transmisión podrá realizarse sobre los 
derechos singulares derivados de la condición de socio anteriormente citados.  
 
Cuando hablamos de transmisión a título limitado de las aportaciones nos 
referimos, fundamentalmente, a la posibilidad de gravarlas con un usufructo1563 o 
con una prenda. En ambos casos nos hallamos ante gravámenes reales que pueden 
recaer sobre derechos siempre y cuando éstos sean transmisibles1564. Esto se debe 
a que, si bien con un concepto y régimen diverso, tanto la prenda como el usufructo 
conllevan la transmisión parcial de las facultades contenidas en el derecho básico, 
de ahí que la intransmisibilidad de éste impida la constitución del derecho real. De 
lo expuesto deducimos que, en sede de cooperativas, puesto que la cualidad de 
socio es intransmisible, no sería posible constituir derechos reales limitados sobre 
los derechos que integran la condición de socio1565.  
 
Ahora bien, una cuestión diversa que ha sido objeto de análisis doctrinal es si se 
pueden constituir estos derechos sobre el valor económico de la aportación 
obligatoria mínima y sobre los derechos singulares derivados de la condición de 
socio. Ante la ausencia de regulación legal1566 se considera que tal opción es 
factible principalmente por la disponibilidad que tiene el cooperativista sobre 
dicho valor y los citados derechos1567.  
                                                 
1563 Tal y como se define en el Art. 467 CC: “El usufructo da derecho a disfrutar de los bienes ajenos 
con la obligación de conservar su forma y sustancia, a no ser que el título de su constitución o la ley 
autoricen otra cosa”.  
1564 De hecho, tanto el usufructo como la prenda de participaciones y de acciones están reguladas de 
forma común, si bien con los oportunos matices, de los artículos 127 a 132 del TRLSC 
1565 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 192; PULGAR EZQUERRA, J., “La 
transmisión…”, op.cit. pp. 407-408. 
1566 Como se ha destacado respecto a la LC –pudiendo extrapolar dicho comentario para el resto de 
las normas cooperativas-, PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 261. 
1567 Al respecto se ha argumentado lo siguiente: “Puesto que la constitución de derechos reales 
limitados sobre derechos sólo es posible en la medida en que sean transmisibles, habrá que 
concluir que no es posible constituirlos sobre los derechos que integran la condición de socio de 
una cooperativa autónomamente considerados, puesto que la cualidad de socio no se puede 
transmitir según hemos venido exponiendo. Lo que es transmisible es el valor económico de la 
aportación obligatoria mínima para adquirir la condición de socio y respecto de esto es sobre lo que 
debemos plantearnos la posibilidad de realizar transmisiones a título limitado. Evidentemente lo 
dicho sólo afecta a los derechos del socio considerados como un todo, pues sí que será posible la 
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En este punto se han analizado los requisitos y los beneficios que poseen, en 
materia de cooperativas, este tipo de transmisiones. Así, NIETO SÁNCHEZ ha 
resaltado la utilidad del usufructo en determinadas situaciones específicas, por 
ejemplo, cuando el testador haya instituido heredero universal a su único hijo y 
legado a su cónyuge el usufructo universal con la consiguiente duda de saber quién 
es el causahabiente que puede solicitar su ingreso como socio en la cooperativa1568.  
 
Partiendo del silencio legal, procederá la aplicación analógica de lo previsto en la 
normativa del usufructo en sede civil y lo dispuesto para el usufructo de acciones y 
participaciones en las sociedades de capital.  
 
Así las cosas -de acuerdo con el artículo 471 CC- el usufructuario tendrá derecho a 
percibir todos los frutos naturales, industriales o civiles1569 de los bienes 
usufructuados1570, siempre que los interesados no hayan dispuesto o convenido 
una cosa diferente. De forma coherente con esta solución “civil”, la normativa 
mercantil faculta para el ejercicio del derecho al dividendo al usufructuario, por lo 
                                                                                                                                               
constitución de usufructo o prenda sobre los derechos singulares derivados de la condición de socio 
(derecho a los retornos, derecho a la cuota de liquidación en caso de baja o disolución de la 
cooperativa) que son libremente transmisibles”; vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, 
op.cit. pp. 190-191. En esta línea, vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión…”, op.cit. p. 408. 
1568 De forma similar, en sede de anónimas –si bien con un argumento aplicable a limitadas- se ha 
mantenido que: “Es una idea suficientemente contrastada en la pr|ctica la de que el instituto 
jurídico del usufructo es socialmente útil si el bien sobre el que recae es productivo y fácil de 
administrar. De aquí la relevancia social del usufructo de acciones, frecuente sobre todo en 
disposiciones testamentarias en las cuales el testador deja a su cónyuge el usufructo de las acciones 
que posee y la nuda propiedad a los hijos de ambos, gozando así aquél de unos ingresos que le 
permiten vivir dignamente procedentes de unos bienes f|ciles de administrar por éstos”; vid. 
ALCOVER GARAU, G., “Comentario Art. 67 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades 
Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. I, 2ª edición, Madrid, 
2009, p. 691. 
1569 Tal y como se definen de los artículos 354 a 357 CC 
1570 Para saber a partir de qué momento podrá ejercitar tal derecho se aplicará un régimen diverso 
según se trate de frutos pendientes o separados y de cu|ndo se constituye el usufructo. Así, “en 
relación a la cosa de la que procedan, pueden distinguirse los frutos pendientes y los frutos 
separados. Los pendientes pertenecen aún a la cosa y carecen de independencia; por ello el titular 
de ésta lo será también de aquéllos y si transmite la cosa transmitirá con ella los frutos no 
separados o pendientes. La separación requiere un mecanismo de adquisición, que se produce con 
la percepción, mas ésta por sí sola no basta, es preciso que antes haya nacido el derecho a percibir 
los frutos mediante la constitución del usufructo. Según la clase de título constitutivo varía el 
momento en que surge tal derecho a la percepción de los frutos cuando se separan de la cosa. Si un 
contrato se concreta en el momento en que la cosa se entrega al usufructuario. Si el título lo 
constituye una transmisión “mortis causa”, aquél coincidir| con la muerte del causante (…)”; vid. DE 
BUSTOS GÓMEZ RICO, M., “Comentario Art. 471 CC”, en AA.VV., Comentario del Código Civil (Coord. 
Ignacio Sierra Gil de la Cuesta), T. 3, 2ª edic., 2006, Barcelona, pp. 475-476. 
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cual éste es “un legitimado necesario para el cobro de los dividendos sociales, pues 
éste es un derecho mínimo e inderogable que la ley le reconoce. Una vez acordado 
el pago de dividendos en Junta General, el usufructuario es el sujeto habilitado 
para su exigencia y plena disposición sin que quede afectado por las circunstancias 
crediticias del nudo propietario”1571. En definitiva, frente a la sociedad el 
legitimado es el usufructuario –relaciones externas del usufructo- aunque no se 
prejuzga el reparto interno que se realice de los dividendos entre este sujeto y el 
nudo propietario –relaciones internas del mismo-.  
 
Dicho esto, la constitución de un usufructo sobre las aportaciones implicaría que el 
heredero pudiese adquirir la condición de socio cooperativista en calidad de nudo 
propietario, mientras que el usufructuario percibiría aquellos beneficios o 
rendimientos derivados de la explotación del bien objeto de usufructo.1572 
 
Con todo, como opción alternativa, nada impide un usufructo sobre el valor 
económico en el que “el usufructuario tendría derecho a adquirir la condición de 
socio sin realizar nuevas aportaciones y a su muerte el heredero podría pedir su 
ingreso como socio, también sin realizar aportaciones nuevas. Mientras el 
usufructuario sea socio tendrá todos los derechos de tal, excepto los que se 
refieren específicamente a la aportación, pues respecto de ésta tendrá la obligación 
de conservar su sustancia (cfr. Art. 469 CC). De esta forma tendrá derecho de baja 
pero ésta no implicará la restitución de la aportación, salvo que medie el 
consentimiento del nudo propietario, en cuyo caso hay que entender que el 
usufructo se concretaría sobre lo restituido”1573.  
 
En lo que concierne al derecho real de prenda sobre las aportaciones cooperativas 
se ha destacado, en primer lugar, su admisibilidad para las cooperativas de crédito 
de acuerdo con el Reglamento de la Ley de Cooperativas de Crédito1574. En 
                                                 
1571 Vid. ECHEBARRÍA SÁENZ, J.A., “Comentario Art. 36 LSRL”, op.cit. pp. 498-499. 
1572 La jurisprudencia ha considerado “fruto” de manera amplia como “todo beneficio o rendimiento 
que, con propia substantividad, se deriva de la utilización o explotación de una cosa”; vid. STS 
(Civil) de 6 de marzo de 1965 (RJ 1436). 
1573 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p.191. Con el mismo argumento, vid. 
PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión…”, op.cit. pp. 407-408. 
1574 Aprobado por RD 84/1993, de 22 de enero. 
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concreto, su artículo 10.4, I –modificado por RD 1309/2005- dispone que “la 
adquisición por las cooperativas de crédito de sus propias aportaciones o su 
aceptación en prenda u otra forma de garantía estará sometida a las mismas 
restricciones y limitaciones que prevea la normativa legal para las acciones de la 
banca privada, y a las que resulten de este Reglamento”.  
 
Tomando como referencia este precedente legal, consideramos que no existe 
ningún obstáculo para admitir la prenda de aportaciones en cualquier tipo de 
cooperativa1575. Al respecto, procede realizar las siguientes puntualizaciones: i) de 
acuerdo con la regulación de este derecho real en el CC, pueden darse en prenda 
todas las cosas muebles que están en el comercio con tal de que sean susceptibles 
de posesión –cfr. Art. 1864 CC-; en este supuesto el socio cooperativista otorga en 
prenda las aportaciones de las que es titular para garantizar el pago de una 
obligación al acreedor pignoraticio; ii) no surte efecto la prenda contra tercero si 
no consta en instrumento público la certeza de la fecha –cfr. Art. 1865 CC-1576; iii) 
con el objeto de cumplir con el requisito de la desposesión dispuesto en el artículo 
1863 CC, se tendrá que notificar a la cooperativa la constitución de este derecho 
real para, de este modo, garantizar la efectividad de la prenda; iv) el socio 
cooperativista conserva su condición pero el acreedor pignoraticio tendrá derecho 
a los intereses que ésta produzca –tal y como se establece en el art. 1868 CC-. Esta 
                                                 
1575 De forma similar a lo que sucede en las sociedades de capital donde se admite este derecho real 
sobre las acciones y las participaciones, vid. Art. 132 TRLSC. En este sentido -tal y como se había 
comentado respecto al derogado Art. 57.1 TRLSA-, “la constitución de prenda exige el concurso de 
los elementos esenciales de cualquier derecho real de garantía (arts. 57.1 LSA y 1857 CC); a saber: 
a) que se otorgue para garantizar el cumplimiento de una obligación principal; b) que las acciones 
pertenezcan en propiedad al pignorante, pudiendo ser éste una persona extraña a la obligación que 
se pretende asegurar, y, c) que éste tenga la libre disposición de sus bienes o se halle legalmente 
autorizado al efecto. Por otro lado, es preciso cumplir los requisitos constitutivos específicos del 
derecho real de prenda, estimándose necesaria, por consiguiente, la puesta en posesión de las 
acciones al acreedor pignoraticio o a un  tercero de común acuerdo (1863 CC)”; vid. SÁNCHEZ-
PARODI PASCUA, J.L., “Comentario Art. 72 TRLSA”, en AA.VV., Comentarios a la Ley de Sociedades 
Anónimas (Coords. Ignacio Arroyo, José Miguel Embid y Carlos Górriz), Vol. I, 2ª edición, Madrid, 
2009, p. 709. 
1576 En relación con este precepto se ha dicho que, “determina los requisitos de oponibilidad de la 
prenda frente a terceros, no dice que por el instrumento público quede constituida la misma. Pero 
una cosa es que sus efectos queden reducidos a las partes, y otra que posea efectos erga omnes. 
Limita la oponibilidad a tercero cuando la prenda no tiene fecha cierta por no constar en 
instrumento público (…) Una mera alusión a que entre deudor y acreedor existe una prenda 
constituida sobre unas cosas que no se describen adecuadamente y por un crédito en las mismas 
circunstancias, no servirá para oponerla a tercero, iría contra la finalidad de protección de los 
terceros el que tuviesen que soportar un gravamen tan indeterminado.”; vid. GULLÓN 
BALLESTEROS, A., “Comentario Art. 1865 CC”, en AA.VV., Comentario del Código Civil (Coord. 
Ignacio Sierra Gil de la Cuesta), T. 9, 2ª edic., 2006, p. 180. 
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misma regla habría que aplicarla, en opinión de NIETO SÁNCHEZ, a los retornos y a 
la cuota de liquidación en caso de que el socio ejercitase su derecho de baja1577.  
 
Por último, hay que hacer referencia a los efectos del impago de la obligación 
garantizada por parte del deudor –socio cooperativista-. En este caso, de acuerdo 
con el artículo 1872 CC, el acreedor a quien oportunamente no hubiese sido 
satisfecho su crédito, podrá proceder ante Notario a la enajenación de la prenda. El 
citado artículo matiza que la enajenación habrá de hacerse en subasta pública. En 
caso de que la prenda recaiga sobre las aportaciones cooperativas, el adquirente en 
la subasta sería considerado como adquirente inter vivos de las mismas y, en 
consecuencia, debería solicitar su ingreso en la cooperativa en el plazo estipulado. 
A partir de este momento si fuese admitido, no debería pagar la aportación 
obligatoria mínima; en caso contrario, la transmisión devendría ineficaz y se 
restituiría al adquirente lo que pago en la subasta.  
 
7.2.5.4.- Adquisición por la cooperativa de sus propias aportaciones. 
 
En el marco de la transmisión de las aportaciones es necesario referirse, como 
último punto, a la adquisición por parte de la cooperativa de las aportaciones que 
integran su propio capital. Este tema conecta con el régimen de autocartera y con 
la función del capital social en la cooperativa1578. La posibilidad de autocartera es 
una cuestión “cl|sica” que ya fue planteada por la doctrina en relación con la LGC 
1987 y que figura regulada en el Derecho comparado1579. En concreto, VICENT 
                                                 
1577 Al respecto se ha puntualizado que “si el socio ejercitase su derecho de baja la cooperativa no le 
abonará la cuota de liquidación sin el consentimiento del acreedor, debiendo entenderse que el 
objeto de la prenda pasar| a ser entonces el crédito del socio contra la cooperativa”; vid. NIETO 
SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p.192; seguido en este punto por, PULGAR EZQUERRA, J., 
“La transmisión…”, op.cit. pp. 409. 
1578 Vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión…”, op.cit. p. 409. 
1579 Por ejemplo, en el ordenamiento italiano se trata de una figura clásica del Derecho cooperativo 
que en sus orígenes tenía como finalidad la rápida movilización de las participaciones sociales de 
un socio con dificultades económicas, constituyendo, en suma, un supuesto de reducción del capital 
social; vid. VERRUCOLI, P., La società…, op.cit. pp. 387-388. En la normativa actual, la adquisición de 
acciones y cuotas propias por la sociedad cooperativa se prevé en el Art. 2529 Codice Civile, que se 
caracteriza por lo siguiente: i) no es una facultad que ex lege se reconozca automáticamente a los 
órganos de la cooperativa sino que ha de figurar prevista en los estatutos; ii) el artículo permite que 
la sociedad adquiera o reembolse las acciones o participaciones, ante la diferente significación 
jurídica y económica de estas dos operaciones, es necesario que en estatutos se prevea de forma 
clara esta cuestión; iii) la adquisición o el reembolso se realizará de acuerdo con las condiciones 
previstas en el Art. 2545-quinquies, dentro de los límites de los beneficios distribuibles y las 
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CHULIÁ consideraba que el silencio legal que guardaba dicha norma sobre la 
posibilidad de autocartera en las sociedades cooperativas, permitía “justificar que 
se apliquen a la Cooperativa las normas de las sociedades anónimas, bien por 
analogía o bien, tan sólo, por expresa remisión de los Estatutos sociales”1580. El 
citado autor esgrime tres argumentos que, por su posible aplicación mutatis 
mutandis a la legislación cooperativa actual y sin ánimo de desarrollo, traemos a 
colación: 
 
1.- El interés de la Cooperativa y de los terceros acreedores en evitar la 
descapitalización de la sociedad, de tal modo que se podrían solucionar aquellas 
situaciones en las que el socio necesita liquidar parte de sus aportaciones al capital 
social evitando que ejerza su derecho de separación. 2.- Aunque existen límites 
impuestos legalmente a la transmisibilidad de aportaciones, también se admite que 
éstas circulen entre distintos patrimonios, de ahí que puedan hacerlo hacia el 
patrimonio de la cooperativa. 3.- En la LGC 1974 se disponía que la cooperativa no 
podía adquirir, salvo a título gratuito, partes sociales de su propio capital ni 
aceptarlas a título de prenda. Esta posibilidad no se contempló ni en la LGC de 
1987, ni en la actual LC y tampoco en muchas de las normas autonómicas. De ello 
no debemos deducir que no sea viable tal solución puesto que, en su momento, se 
contempló en sede cooperativa –LGC 1974- y no supuso, en palabras de VICENT 
CHULIÁ, “un imposible jurídico” porque era admisible a título gratuito1581.  
 
No obstante, frente a esta posición doctrinal favorable de lege ferenda a la 
aplicación de la normativa de autocartera prevista para las sociedades anónimas a 
                                                                                                                                               
reservas disponibles resultantes del último balance aprobado. En este sentido, vid. TRIMARCHI, G., 
Le nuove società…, op.cit. pp. 94-95. En cualquier caso, como se ha destacado, se trata de una 
disciplina más restrictiva que la existente en las sociedades por acciones, vid. BASSI, A., “L´impresa 
societaria con scopo mutualistico”, en AA.VV., Manuale de Diritto Commerciale (a cura di Vicenzo 
Bunocore), Cap. VIII,  5ª edic., Torino, 2004, p. 402. 
1580 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 78 LGC”, op.cit. p. 288. 
1581 Por estos motivos, este autor propugnaba: “1º) Las próximas reformas en la legislación 
cooperativa española deberían incorporar expresamente la remisión al régimen de la LSA en 
negocios jurídicos sobre acciones propias. 2º) Los Estatutos de una Cooperativa podrían contener 
expresamente esta remisión. Esto no violaría el artículo 78 LCG (y las normas correlativas de las 
Leyes autonómicas), puesto que no se trata de transmitir las aportaciones a capital social a ningún 
extraño que no sea “socio” de la Cooperativa (que es la idea o razón que inspira las restricciones del 
art. 78), sino resolver un problema estrictamente interno de la Cooperativa, como agrupación de 
socios y como organización financiera”; vid. con claridad, VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 78 
LGC”, op.cit. p. 289. 
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las cooperativas, NIETO SÁNCHEZ ha puesto de relieve ciertos inconvenientes 
desde el punto de vista dogmático. Así, este autor argumenta que en las 
cooperativas no concurren los principios fundamentales que justifican la 
denominada autocartera en las sociedades de capital –el corporativo y el de 
capital-. En este sentido, se puntualiza que “no existe peligro de la acumulación de 
poder político porque en las cooperativas sólo votan los socios lo cual es una 
cualidad personal que no se deriva necesariamente de la titularidad de la 
aportación. Y tampoco existe peligro para el capital porque las cooperativas son 
entidades con capital variable de forma que los terceros sólo pueden conocer en 
principio el capital mínimo”1582. Todo lo expuesto determina que el capital social 
cooperativo no cumpla una función de garantía similar a la que desempeña en 
otros tipos sociales y la dificultad para trasladar el régimen sobre autocartera 
contenido en la disciplina de las sociedades anónimas a las cooperativas1583. 
Además, también se ha alegado el riesgo que esta práctica puede suponer para los 
intereses de socios y terceros que confluyen en la organización societaria1584. En la 
legislación actual, esta solución la contemplan varios textos legales. 
 
La LSCA la prevé para cualquier tipo de sociedad cooperativa pero con ciertos 
matices. Así, el artículo 85.4 LSCA -en línea con la solución incorporada en la citada 
LGC 1974- dispone que: “La cooperativa no podrá adquirir, salvo a título gratuito, 
                                                 
1582 Vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica…”, op.cit. p. 193. 
1583 En este punto se ha mantenido que: “En efecto, los principios de política jurídica subyacentes a 
la normativa sobre autocartera, conectan con el principio corporativo y el principio de capital, 
tratando de evitarse una acumulación de poder político en los administradores y la salida de 
elementos patrimoniales de la sociedad con la correlativa disminución de la garantía de los 
acreedores. Estos riesgos presentes en los tipos societarios capitalistas, sin embargo, no se 
manifiestan en el ámbito cooperativo pues, de un lado, el hecho de que sólo tengan derecho de voto 
los socios, lo que no deriva necesariamente ni sólo de la titularidad de la aportación, impide la 
acumulación de poder político en los administradores, no pudiendo por concepto ser la cooperativa 
socio de sí misma. De otro, la caracterización de las cooperativas como tipos societarios con capital 
variable, respecto de los que los terceros sólo pueden conocer el capital social mínimo (art. 11.1, f 
LC), determina que dicho capital no cumpla frente a terceros una función de garantía equiparable a 
la desempeñada en los tipos societarios capitalistas”; vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La 
transmisión…”, op.cit. pp. 410-411. En el mismo sentido, vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición 
jurídica…”, op.cit. p. 193. 
1584 Como se ha matizado, al hilo del comentario a la LSCA, “piénsese, por una parte, en el poder que 
puede llegar a ejercer el órgano de administración, al que se atribuirá el ejercicio de los derechos 
que incorporan las aportaciones, y también en los perjuicios que recaerán sobre los acreedores que 
pueden llegar a ver disminuidas sus garantías patrimoniales de la sociedad que suscribe o adquiere 
sus aportaciones con cargo a los propios recursos sociales”; MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-
RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento de las Sociedades Cooperativas andaluzas…, 
op.cit. p. 205. 
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aportaciones sociales de su propio capital ni aceptarlas a título de prenda, salvo lo 
previsto para las cooperativas de crédito”. Por consiguiente, la LSCA no admite la 
adquisición originaria de sus propias aportaciones sociales si bien permite, con 
restricciones, la adquisición derivativa y a título gratuito prohibiéndose la 
adquisición de aportaciones a título de prenda. Esta norma “tan sólo permite la 
adquisición de aportaciones a título gratuito, es decir, aquellas que provienen de 
una donación, o bien son consecuencia de una transmisión mortis causa mediante 
la cual la sociedad cooperativa es designada heredera o legataria. La adquisición de 
las aportaciones a título de prenda queda expresamente prohibida, pues, de ser 
incumplida a su vencimiento la obligación principal del socio frente a la sociedad, 
traería como consecuencia la ejecución de la garantía” 1585. Además, la LSCA no 
disciplina el régimen por el que deben regirse las aportaciones adquiridas por la 
sociedad, ni tampoco si éstas habrán de ser amortizadas por la cooperativa en un 
determinado período de tiempo, materias que podrán ser objeto de previsión 
estatutaria1586. 
 
Con una regulación más detallada, el artículo 54.6, I, de la LCAR1587, permite la 
adquisición en cartera de participaciones por la cooperativa supeditándola a varios 
requisitos: i) el acuerdo del Consejo Rector; ii) que se establezca en el pasivo del 
balance una reserva indisponible equivalente a las aportaciones adquiridas que 
figuren en el activo, con cargo a reservas disponibles o excedentes acumulados 
pendientes de distribución, hasta el límite de su dotación; y, iii) dicha reserva 
indisponible deberá mantenerse en tanto las aportaciones no sean amortizadas1588.  
                                                 
1585 En este sentido, vid. MARTÍN ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y 
funcionamiento de las Sociedades Cooperativas andaluzas…, op.cit. pp. 205-206. De forma similar 
sucede en el derecho portugués, donde el Art. 24 del Código Cooperativo permite la adquisición 
gratuita por la sociedad cooperativa de sus propios títulos pero impide la adquisición onerosa, 
cuestión que ha sido criticada; vid. APARICIO MEIRA, D., O Regime…, op.cit. pp. 198-199. 
1586 En cualquier caso, como bien se ha puntualizado, “salvo previsión estatutaria en la que se 
establezca expresamente el destino final de estas aportaciones, son diversas las posibilidades que 
se le presentan a la sociedad. De una parte, podrá proceder a su amortización con la consiguiente 
reducción de capital por el importe nominal de las aportaciones; de otra, podrá optar por 
enajenarlas a los socios o terceros; y, por último, es posible su permanencia en manos de la 
sociedad, si bien consideramos que esta opción no es aconsejable en ningún caso”; MARTÍN 
ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento de las Sociedades 
Cooperativas andaluzas…, op.cit. p. 206. 
1587 Modificado por la Ley 4/2010. 
1588 En cualquier caso el artículo 54.6, II LCAR, permite que no sea necesaria la constitución de la 
reserva indisponible ni la compensación con nuevas aportaciones a capital en los siguientes 
supuestos: a) Cuando las aportaciones se adquieren formando parte de un patrimonio adquirido a 
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Por otra parte, y de forma específica para las cooperativas de crédito, se posibilita 
este tipo de adquisición sometiéndola, eso sí, a las mismas restricciones y 
limitaciones que prevea la normativa para las acciones de la Banca Privada1589. Al 
respecto habrá que tener en cuenta el régimen aplicable a los recursos propios de 
las entidades de crédito, en concreto, los elementos que se deducen del cálculo de 
dichos recursos y las condiciones para que computen determinados elementos.  
 
En este sentido, traemos a colación el RD 216/2008, de 15 de febrero, de recursos 
propios de las entidades financieras, que, en su artículo 12, incluye: i) las 
aportaciones al capital social de las cooperativas de crédito -cfr. 12.1, a)-1590; ii) el 
Fondo de Reserva obligatorio de estas cooperativas -cfr. 12.1, b)-; y, iii) los Fondos 
de educación y promoción siempre que tengan carácter permanente -cfr. 12.1, e)-.  
Sobre estos recursos se realizarán las deducciones previstas en el artículo 13, 
donde figuran concretamente, y entre otros, “las acciones, aportaciones u otros 
valores computables como recursos propios de la entidad que se hallen en su 
poder, así como, en los términos y condiciones que establezca el Banco de España, 
los que se hallen en poder de otras empresas del grupo o hayan sido objeto de 
cualquier operación o compromiso, sea de financiación o de otro orden, que 
perjudique su eficacia para cubrir pérdidas de la entidad o del grupo”, -cfr. 13.1, b)-
.
                                                                                                                                               
título universal. b) Cuando las aportaciones se adquieran a título gratuito. c) Cuando las 
aportaciones se adquieran como consecuencia de una compensación de créditos en una 
adjudicación judicial, para satisfacer un crédito de la cooperativa frente al titular de las 
aportaciones. d) Cuando el valor nominal de las aportaciones adquiridas no exceda de la cuantía 
que resulte de sumar el diez por ciento del capital social y los Fondos de Reserva Obligatorios de la 
cooperativa. e) Cuando el activo de la sociedad, minorado en el importe de las aportaciones 
adquiridas en cartera por la cooperativa, sea superior en un cincuenta por ciento a las deudas 
contraídas por la misma, aun en el caso de que estas no sean exigibles. 
1589 Cfr. Art. 10.4 del RD. 84/1993, de 22 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la Ley de Cooperativas de Crédito. 
1590 Siempre que se cumplan las condiciones para su cómputo de acuerdo con el artículo 14.1 donde 
se establece que: “A efectos de su consideración como recursos propios, el capital de las 
Cooperativas de crédito estará integrado por las aportaciones de los socios y asociados que 
cumplan los siguientes requisitos: a) Su retribución estará condicionada a la existencia de 
resultados netos o, previa autorización del Banco de España, de reservas de libre disposición 
suficientes para satisfacerla; b) Su duración ser| indefinida”. 
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Capítulo 8.- El reembolso de las aportaciones. 
 
8.1.- Consideraciones previas. 
 
En este capítulo abordaremos el derecho de reembolso –“liquidación”- de las 
aportaciones al capital social del que es titular el cooperativista cuando abandona 
la sociedad.  
 
Existen varias cuestiones controvertidas relacionadas con el régimen jurídico de 
este derecho. Entre ellas cabría citar la propia terminología legal para referirse al 
mismo, así como la dificultad que conlleva la disciplina de tal derecho -sobre todo 
en lo relativo a la determinación del valor de la aportación efectuada por el socio 
saliente y las deducciones que proceden a efectos de liquidación y pago-. 
Igualmente, destacaríamos la ruptura de la regulación tradicional de este derecho 
en la legislación cooperativa puesto que, en la actualidad, existen leyes que 
permiten la anulación de este derecho por cuanto se diferencia entre las 
aportaciones al capital social con carácter reembolsable de aquellas que no poseen 
tal característica.  
 
En definitiva, se trata de una disciplina compleja, circunstancia palpable si se 
observan las dudas doctrinales acerca de la relación de este derecho con el 
principio de puerta abierta y la variabilidad del capital social y, quizás lo más 
debatido, la adecuación de las leyes a la nueva normativa contable que impide 
computar como capital social cooperativo a aquellas cantidades que deban 
devolverse al socio. 
 
Con todo, antes de analizar las cuestiones avanzadas, conviene definir el reembolso 
desde el punto de vista del Derecho cooperativo. De esta forma podremos 
diferenciarlo del reembolso al que tienen derecho los socios cuando abandonan de 
forma voluntaria o forzosa una sociedad mercantil, sea ésta de carácter personal o 
capitalista. 
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8.2.- Caracterización del reembolso. 
 
8.2.1.- Concepto y cuestiones terminológicas. 
 
La pérdida de la condición de socio genera para el cooperativista que causa baja -o 
para sus herederos- un derecho a la devolución de las cantidades aportadas al 
capital social tras la oportuna deducción de pérdidas y de ciertos porcentajes, legal 
o estatutariamente fijados, según cuál sea el motivo causante de la baja. A tal 
facultad se le denomina comúnmente derecho al reembolso, si bien en la 
legislación se habla indistintamente de “derecho a la devolución, reembolso o 
liquidación de la aportación”1591. 
 
Desde un punto de vista gramatical, el término reembolso no es el más adecuado 
para definir tal derecho y ello porque el importe de la devolución no ha de 
coincidir con el desembolsado, sino que sobre tal cantidad se realizan las 
correspondientes deducciones. Por tanto, no existe un verdadero reembolso 
puesto que todas las leyes cooperativas disciplinan un sistema de liquidación de 
acuerdo con el cual se cuantifica el importe de las aportaciones al capital social que 
ha de ser devuelto al socio1592. A estos efectos se parte de un valor de liquidación 
inicial que es calculado con un criterio de carácter contable. Este valor, en su caso, 
se incrementará con la oportuna actualización y se le aplicarán aquellas 
deducciones legalmente previstas. Así pues, pese a la diversa terminología legal, 
parece que lo m|s correcto sería utilizar el término “liquidación” puesto que, como 
bien se ha matizado, “al cooperativista no se le reconoce en ningún momento 
derecho a recuperar exactamente lo que aportó a la sociedad”1593. Es más, la mayor 
parte de la doctrina considera que las aportaciones de los socios al capital social 
cooperativo “pasan al patrimonio social y quedan sujetas al riesgo empresarial, 
esto es, pueden perderse –parcial o totalmente- si resulta necesario para cubrir 
                                                 
1591 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 402. 
1592 Como se ha puntualizado “es erróneo el término “reembolso”, que parece dar a entender 
devolución o recuperación exacta de lo que aportó; en realidad se produce una liquidación pues el 
capital aportado es un capital a riesgo, sometido a pérdidas o incrementos, y, en consecuencia, el 
socio que causa baja no tiene derecho a que le devuelvan el capital aportado, sino a que le liquiden 
su aportación a capital, cuyo valor puede haber aumentado o disminuido”; vid. MORAL VELASCO, E., 
“Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 256. 
1593 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 402. 
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pérdidas sociales”1594. En estas circunstancias, el importe a reembolsar puede 
verse disminuido “por imputación de pérdidas o en cumplimiento de las 
obligaciones contraídas por la cooperativa. Por tanto, no puede decirse que el socio 
que causa baja tiene derecho a que le devuelvan su capital sino a que le liquiden su 
aportación a capital, la cual puede haberse incrementado o reducido”1595. En línea 
con esta argumentación, excepcionalmente, algunas leyes añaden a la rúbrica de 
los artículos que disciplinan este derecho la palabra liquidación antes que el 
término reembolso, a saber: “Liquidación y reembolso de las aportaciones”1596. Sin 
embargo, como criterio general, en la normativa se incurre en cierta confusión 
terminológica puesto que el derecho que en ellas se contiene es denominado 
“Reembolso de las aportaciones al capital social” que, en ocasiones, comprende 
también la parte correspondiente de las reservas que sean repartibles1597. 
 
8.2.2.- Referencia a figuras afines en otros tipos sociales. 
 
La protección que la legislación cooperativa otorga al derecho de reembolso 
constituye un elemento peculiar de nuestro tipo social respecto a las sociedades 
lucrativas. En efecto, la conexión de este derecho con el principio cooperativo de 
libre adhesión o de puerta abierta y con el carácter variable del capital 
cooperativo, hace que su disciplina en sede cooperativa sea detallada y precisa, 
procurando combinar “el derecho del socio que causa baja a recibir sus 
aportaciones con las medidas necesarias para evitar desequilibrios financieros en 
la cooperativa”1598. En cualquier caso, aunque la protección de tal derecho puede 
                                                 
1594 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital social cooperativo en el derecho español y su 
armonización con las normas internacionales de contabilidad”, REVESCO, núm. 90, 2006, p. 68.  
1595 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., “Novedades de la Ley 27/1999, de 16 de julio, en torno a la 
constitución y los socios de las cooperativas”, REVESCO, núm. 69, 1999, p. 95. En esta línea vid. 
PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión de la posición de socio y su pérdida…”, op.cit. p. 444. 
1596 Vid. Art. 71 LCRM; Art. 82 LCCLM 
1597 El término “reembolso” se comienza a utilizar con asiduidad a partir de la LGC 1987. Su artículo 
35 -con cierta imprecisión terminológica- disciplina el derecho que tienen los socios a la 
actualización y devolución de las aportaciones al capital social mientras que el artículo 80 hace 
referencia a la liquidación y al reembolso de las aportaciones. En cualquier caso, las normas que 
anteceden a la citada utilizan términos como “liquidación” de las aportaciones –Decreto de 4 de 
julio de 1931 o el Reglamento de 13 de julio de 1971- o simplemente hacen una referencia genérica 
a las “consecuencias económicas de la baja” –artículo 11.4 LGC de 1974 desarrollado por el 
Reglamento de 1978-. Por tanto, tal incorrección terminológica no forma parte de la tradición legal 
existente en el Derecho cooperativo español. En relación con esta cuestión, vid. VICENT CHULIÁ, F., 
“Comentario Art. 80 LGC 1987”, op.cit. p. 293. 
1598 Tal y como se matizaba en el punto IV de la E. de M. de la LCCLM de 2002. 
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considerarse como característica del |mbito cooperativo, la figura del “reembolso” 
-por lo menos a nivel terminológico- no resulta extraña a otras formas sociales tal y 
como señalaremos a continuación. 
 
En las sociedades mercantiles de carácter personalista –sean colectivas o 
comanditarias- y en las de corte capitalista –anónimas, limitadas y comanditarias 
por acciones-, se contemplan supuestos en los que se procede a la devolución del 
importe aportado al capital social. La regulación de este derecho no es uniforme en 
todos los tipos sociales, por cuanto su tratamiento es exiguo o inexistente en 
algunos, mientras que en otros se legisla con una mayor precisión. Aún así, las 
dudas que se originan son comunes a cualquier forma societaria de manera que, 
por ejemplo, habrá que discernir cuáles son aquellas situaciones –derecho de 
separación y exclusión1599- justificativas de la rescisión parcial del contrato de 
sociedad con el socio y que conllevan la citada devolución. Por lo demás, será 
fundamental determinar cómo se computa el valor de la cantidad que ha de 
devolverse al socio saliente y la forma de pago. 
 
En la colectiva y en la comanditaria simple, la disolución parcial de la sociedad 
implica una modificación de carácter subjetivo que afecta a la estructura personal 
del ente societario; por lo cual el vínculo social se rompe respecto a uno o más 
socios pero la sociedad subsiste en relación con los demás1600. La disolución o 
                                                 
1599 Como se ha puntualizado en sede de sociedades de capital, “las instituciones de la exclusión y la 
separación de socios desempeñan la función esencial de resolver los conflictos relevantes y 
duraderos entre mayoría y minoría, permitiendo compatibilizar la oportuna liquidación de la 
relación que se ha convertido en insoportable para alguna de las partes con la conveniente 
subsistencia de las restantes relaciones societarias y la continuidad de la organización social. Desde 
esta perspectiva, la exclusión hace posible que la mayoría pueda desvincularse de la relación que 
mantiene con uno o varios socios minoritarios cuya conducta o circunstancias concurrentes en ellos 
resultan perturbadoras para la obtención del fin común. Por su parte, y paralelamente, la 
separación proporciona al socio minoritario un medio para desligarse de la relación que le vincula 
con la mayoría social cuando concurran razones que hagan inexigible frente a él la conservación de 
esa relación. Y en ambos casos, la extinción de la relación societaria que venía manteniendo el socio 
afectado se produce sin que, para lograrla, sea necesario proceder a la liquidación de la sociedad”; 
vid. IGLESIAS PRADA, J.L., “La sociedad de responsabilidad limitada: exclusión y separación de 
socios”, en AA.VV., Curso de Derecho Mercantil, (Uría-Menéndez), T.I, 2ª edic., 2006, p. 1261.  
1600 Al respecto, vid. BROSETA PONT-MARTÍNEZ SANZ, Manual…, 16ª edic., T. I, op.cit. p. 311. 
Asimismo, como bien se ha matizado, la disolución parcial posee un significado totalmente distinto 
a la total ya que ésta abre el proceso que conducir| a la desaparición de la sociedad mientras que “la 
disolución parcial entraña simplemente la extinción de la relación de un socio con la sociedad, y en 
este sentido es otro de los cauces (…) para instrumentar el cambio de socios”; vid. PAZ-ARES, C., “La 
sociedad colectiva: cambios de socios, separación y exclusión”, op.cit. p. 691. 
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rescisión parcial del contrato puede producirse: i) mediante su exclusión de la 
sociedad1601 -con lo que tal disolución deriva de la voluntad de los demás socios 
que sancionan la conducta irregular del socio culpable con la exclusión, de ahí que 
lo específico de esta sanción sea el carácter forzoso de la salida del socio-1602; ii) en 
virtud de la separación de alguno de los socios1603 -en ese caso, la disolución del 
vínculo social proviene de la simple voluntad del socio “cuando lo estime oportuno 
(si aquélla ha sido concertada por tiempo indefinido) o mediando justo motivo (si 
ha sido contraída por tiempo determinado)”-1604. 
 
Una vez disuelta parcialmente la sociedad ha de procederse a la determinación y 
pago de la denominada “cuota de liquidación del socio saliente”, con independencia 
que dicho socio haya ejercitado su derecho a la separación o haya sido excluido de 
la sociedad. En suma, lo que se requiere es “una liquidación de las operaciones 
pendientes y una determinación del haber líquido de la sociedad como 
presupuestos indispensables para delimitar, a su vez, la cuota del socio 
saliente”1605. Precisamente, en la fijación de la cuota de liquidación surgen más 
interrogantes. La parquedad del CCom para determinar cuál ha de ser el valor real 
que corresponde a la liquidación se solventará a través de la aplicación analógica 
de lo previsto en sede de limitadas, donde se parte del criterio del valor real. Así las 
cosas, el socio saliente tiene derecho a obtener -en concepto de cuota de 
liquidación- la alícuota del valor de la empresa que corresponde a la participación 
de socio como si la sociedad se disolviese totalmente. Sin embargo, en el supuesto 
                                                 
1601 En este sentido, la exclusión del socio está contemplada en el artículo 218 CCom como sanción 
para aquellos supuestos en los que el socio incumple gravemente sus derechos para con la 
sociedad. Este artículo regula “siete motivos diferentes de resolución parcial del contrato: 1º, uso de 
los bienes comunes y de la firma social en operaciones por cuenta propia; 2º, injerencia del socio no 
gestor en funciones de administración; 3º, fraude de los socios administradores en funciones de 
administración; 4º, incumplimiento de la obligación de apartar la parte del capital convenida; 5º, 
violación de la prohibición de hacer competencia a la sociedad; 6º, incumplimiento del deber de 
prestar oficios personales a la sociedad y, 7º, incumplimiento de cualquier otra obligación social”; 
vid. URÍA, R., Derecho Mercantil, 22ª edic., Madrid, 1995, p. 195. 
1602 En definitiva “no hace falta advertir que, en virtud del principio de proporcionalidad, la 
exclusión ha de considerarse como un remedio subsidiario, al que sólo debe acudirse cuando se 
hayan agotado las demás vías para encauzar el conflicto. Cualquier remedio más suave –por ej. La 
revocación del administrador no diligente; el nombramiento de un interventor al administrador 
privativo; etc.-tiene prioridad sobre la exclusión”; vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios 
de socios, separación y exclusión”, op.cit. p. 695 
1603 El ejercicio de este derecho de separación está previsto en el artículo 225 CCom 
1604 Vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios de socios, separación y exclusión”, op.cit. p. 
698. 
1605 Vid. BROSETA PONT-MARTÍNEZ SANZ, Manual…, T.I., op.cit. p. 312.  
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de disolución parcial, la sociedad sigue en funcionamiento de ahí que 
contablemente el cálculo de la cuota se deba referir al valor en funcionamiento de 
la empresa y no del valor en liquidación de la misma. Por ello, no se ha de partir del 
balance del ejercicio, sino de un balance patrimonial en el que se valoren todos los 
activos de la sociedad a los que habrá que restar, en caso de exclusión, el importe 
de aquellos daños y perjuicios que el socio expulsado hubiera podido causar a la 
sociedad. Así pues, la disolución parcial requiere “una liquidación de las 
operaciones pendientes y una determinación del haber líquido de la sociedad como 
presupuestos indispensables para delimitar, a su vez, la cuota del socio 
saliente”1606.  
 
De todos modos, como ha resaltado PAZ-ARES, “el problema se presenta cuando 
las partes –los socios que quedan y el socio que sale- no se ponen de acuerdo para 
aprobar el balance patrimonial y, en definitiva, discrepan sobre el importe de la 
cuota de liquidación”1607. De nuevo, ante la omisión del CCom al respecto, se 
plantean como posibles soluciones: i) o bien la aplicación analógica de aquellas 
normas que prevén el recurso a expertos independientes para realizar la 
valoración1608; ii) o la recepción en el propio contrato de sociedad de normas de 
procedimiento que sirvan para determinar la cuota de liquidación en casos de 
desacuerdo -entre ellas podrán figurar, por ejemplo, que la determinación sea 
realizada por un experto; las normas sobre la distribución de los costes que genere 
la valoración e, incluso, normas sobre el pago de la cuota de liquidación-1609. Al 
                                                 
1606 Vid. BROSETA PONT-MARTÍNEZ SANZ, Manual…, T. I, op.cit. p. 312. 
1607 Vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios de socios, separación y exclusión”, op.cit. p. 
701. 
1608 De todas formas esta opción quedaría reservada para aquellos casos donde cuando no hay 
acuerdo o no se ha previsto en la escritura el criterio a seguir. Al respecto, se ha matizado que en 
tales casos “ha de partirse de un derecho del socio a obtener el valor real de su participación”; vid. 
BROSETA PONT-MARTÍNEZ SANZ, Manual…, T. I, op.cit. p. 312. 
1609 Por tanto, como se ha destacado, el CCom “no establece regla alguna acerca de la forma de 
proceder para hallar la cuota de liquidación del socio que se separa o es excluido, debiendo estar al 
acuerdo entre el socio y la sociedad, o a lo que la escritura haya podido establecer en torno al 
criterio a seguir”; vid. BROSETA PONT-MARTÍNEZ SANZ, Manual…, T. I, op.cit. p. 312. A esto habría 
que añadir que “nadie pone tampoco en entredicho la posibilidad de que el contrato fije criterios de 
valoración que de antemano sean objetivamente aptos para la determinación del valor real (flujos 
descontados de caja; capitalización del beneficio de los tres últimos años; análisis patrimonial 
corregido por el goodwill; etc.)”; vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios de socios, 
separación y exclusión”, op.cit. p. 702. 
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respecto, si bien se trata de una materia controvertida1610, entendemos que los 
socios están facultados para separarse del criterio del valor razonable –valor real- 
a través de la inserción de cláusulas contractuales que, siguiendo otros elementos 
de valoración –por ejemplo, valor contable o el valor de la aportación-, cumplen 
importantes funciones como “la reducción de conflictos, la preservación de la 
estabilidad de la sociedad y el fomento de la disciplina intrasocietaria”1611. En 
conclusión, se propugnaría el carácter dispositivo de la regla del valor razonable –
real-, puesto que prevalece el pacto que los socios hayan podido realizar en el 
ejercicio de su autonomía de la voluntad, más aún cuando en otros tipos sociales –
especialmente en las cooperativas y las agrupaciones de interés económico- se 
admiten sin ambages estas soluciones1612. 
 
En todo caso, el socio que se separa de una sociedad colectiva y el que resulta 
excluido, no podrán impedir que se concluyan -del modo más conveniente a los 
intereses comunes- aquellas operaciones que estuvieran pendientes, de suerte que 
la sociedad podrá retener los fondos que tuviera el socio saliente en la sociedad 
hasta que estén terminadas y liquidadas las operaciones en curso. En este sentido, 
“el socio que se separa participa en los resultados prósperos o adversos que se 
                                                 
1610 En tanto que se ha defendido el car|cter imperativo del criterio del “valor razonable” –concepto 
que viene a ser similar al denominado tradicionalmente “valor real”- por ser el único que garantiza 
el dar a cada socio lo suyo. En este sentido se ha expresado alguna jurisprudencia, al respecto, vid. 
STS (Sala de lo Civil) de 7 de abril de 1989 (RJ 1989/2996), fundamento de derecho tercero, en el 
que a efectos de la liquidación por baja voluntaria del socio de una SAT, dispone que “en atención a 
lo expuesto, en nada obsta en contra de lo apreciado en la sentencia recurrida, el contenido del 
artículo 39 del Código de Comercio y las normas de contabilidad adoptadas por la entidad 
demandada «Sociedad Agraria de Transformación -S.A.T.- Champra»; lo primero debido a que el 
mencionado artículo 39 precisamente se está refiriendo no a valores supuestos, que es lo 
pretendido por la referida entidad, sino a valores correspondientes al balance fijados «con arreglo a 
valores objetivos que garanticen los intereses de terceros», que tanto quiere decir como valores 
reales, lo que no se desvirtúa por la circunstancia de referirse el aludido precepto a seguir 
principios que exijan una ordenada y procedente gestión económica de la empresa, con 
mantenimiento de una continuidad en los criterios de valoración que no podrán ser variados sin 
causa razonada, ya que con ello lo que se quiere decir es que el módulo para fijar los expresados 
criterios objetivos ha de ser uniforme con base en una actividad empresarial ordenada y prudente, 
con criterio continuado, y no con alteraciones no justificadas, pero no con permisividad de 
desvirtuación de valoraciones reales que se desplacen de la objetividad a que el expresado artículo 
39 alude; y lo segundo, a causa de que las valoraciones con trascendencia meramente fiscal en 
manera alguna puede perjudicar los derechos que en el orden meramente civil quepa apreciar, si se 
tiene en cuenta que unos y otros tienen distinta naturaleza, finalidad y alcance”. 
1611 Vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios de socios, separación y exclusión”, op.cit. p. 
703. 
1612 Vid. PAZ-ARES, C., “La sociedad colectiva: cambios de socios, separación y exclusión”, op.cit. p. 
703. 
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obtengan de las operaciones pendientes, mientras que el socio excluido, a modo de 
sanción, queda privado (al menos temporalmente) de los beneficios que puedan 
obtenerse con estas operaciones, aunque no así de las posibles pérdidas”1613. 
 
Por lo demás -al margen de los supuestos de liquidación al socio saliente de una 
sociedad colectiva- encontramos figuras afines al derecho de reembolso 
cooperativo en las sociedades de capital.  
 
Así, en el régimen de las limitadas y en el de las anónimas, se disciplina el 
reembolso del valor de las participaciones o de las acciones al socio que se separa o 
es excluido de la sociedad. Esta cuestión es regulada de forma común para ambos 
tipos sociales –así como para la sociedad comanditaria por acciones- en el Título IX 
del TRLSC que enuncia los artículos 346 a 359 bajo la rúbrica “Separación y 
exclusión de socios”. Los principales rasgos de esta disciplina son: i) la fijación de 
unas causas legales de separación y de exclusión; ii) la posibilidad de incorporar en 
los estatutos otras causas tanto de separación como de exclusión distintas a las 
previstas legalmente; iii) la incorporación de los criterios para la valoración de las 
participaciones o de las acciones del socio; y, iv) el procedimiento a seguir para su 
reembolso. Por su importancia para este trabajo abordaré estas dos últimas 
cuestiones. 
 
En relación al criterio de valoración, el artículo 353.1 TRLSC dispone que, “a falta 
de acuerdo entre la sociedad y el socio sobre el valor razonable de las 
participaciones sociales o acciones, o sobre la persona o personas que hayan de 
valorarlas y el procedimiento a seguir para su valoración, serán valoradas por un 
auditor de cuentas distinto al de la sociedad designado por el registrador mercantil 
del domicilio social a solicitud de la sociedad o de cualquiera de los socios titulares 
de las participaciones o de las acciones objeto de valoración”1614. Es decir, el 
criterio que impera es el del valor razonable que equivale al valor real. Éste, no 
coincide con el valor contable de las participaciones o acciones según balance, por 
                                                 
1613 Vid. BROSETA PONT-MARTÍNEZ SANZ, Manual…, T. I, op.cit. p. 312. 
1614 En el TRLSC, al igual que sucedía en el derogado artículo 100.1 LSRL, se contempla un 
procedimiento subsidiario que pretende resolver el problema de la falta de acuerdo entre el socio 
saliente y la sociedad sobre el valor razonable de las participaciones o acciones, la persona 
encargada de realizar tal valoración o los criterios aplicables para determinar tal valoración. 
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cuanto la contabilización de estos elementos está sujeta a una serie de principios 
que impiden la inclusión de otros valores inmateriales de la empresa como el 
fondo de comercio u otras partidas1615. Por tanto, con el criterio del valor 
razonable –al igual que se pretendía con el del valor real- se exige que la valoración 
de tales activos sea “imparcial y objetiva para garantizar debidamente la 
adecuación de sus resultados al verdadero valor del bien justipreciado”1616. Sin 
embargo, se ha dudado si el criterio del valor razonable debe exigirse, asimismo, a 
la valoración que ha de realizar el auditor cuando no exista acuerdo entre el socio y 
la sociedad.  
 
En este punto hay dos posiciones doctrinales encontradas que, fundamentalmente, 
discrepan sobre el carácter imperativo de tal criterio. Se discute, en suma, si es 
necesario que el auditor tenga que respetar en su acuerdo el criterio del valor real 
de las participaciones, o bien si puede reflejar una valoración distinta por cuanto 
no existe “un interés que justifique una limitación de la autonomía de la voluntad 
en ese sentido, ni tener el derecho del socio a recibir la cuota de liquidación el 
car|cter de irrenunciable”1617. Finalmente, y en íntima relación con la cuestión que 
acabamos de apuntar, también se ha planteado -en sede de limitadas- si en los 
estatutos se podría consignar un criterio de valoración diverso al del valor real o 
razonable. Este “pacto” se admite por la doctrina1618, si bien las consecuencias de 
tal acuerdo pueden ser diversas según la liquidación que resulte de la aplicación de 
                                                 
1615 Al respecto, vid. RDGRN de 4 de mayo de 2005 (RJ 2005/5539) que en su fundamento de 
derecho primero mantiene lo siguiente “ha de tenerse como vigente, por tanto, la doctrina de 
resoluciones como las de 7 de junio de 1994 ( RJ 1994, 4912) o 30 de marzo de 1999 ( RJ 1999, 
2189) cuando entendían que el valor resultante del balance no puede equipararse al valor real, ni 
hoy día al valor razonable, por cuanto la contabilización en el balance está sujeto a una serie de 
principios, tales como la prohibición de incluir determinados elementos como puede ser el fondo de 
comercio no adquirido a título oneroso (cfr. artículo 39.6 del CCom ), o la obligación de hacerlo con 
otros elementos esenciales del activo por el precio de adquisición (artículo 38.1, f), y en general el 
de prudencia que si impide la inclusión de beneficios potenciales obliga a hacerlo con las pérdidas y 
riesgos que tengan tal carácter (art. 38.1, c) y que si son lógicos en cuanto a otros fines de interés 
público, en especial la protección de los acreedores sociales, quiebran a la hora de proteger el 
derecho del socio a obtener el valor de su participación en la sociedad si se fija en atención de los 
datos contables”. 
1616 Vid. MARTÍNEZ JIMÉNEZ, Mª. I., “Comentario Arts. 100 y 101 LSRL”, en AA.VV., Comentarios a la 
Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada (Coords. Ignacio Arroyo-José Miguel Embid-Carlos 
Górriz), 2ª edic., Madrid, 2009, p. 1115. 
1617 Vid. MARTÍNEZ JIMÉNEZ, Mª. I., “Comentario Arts. 100 y 101 LSRL”, op. cit. p. 1116.  
1618 Vid. IGLESIAS PRADA, J.L., “La sociedad de responsabilidad limitada: exclusión y separación de 
socios”, op. cit. p. 1261; MARTÍNEZ JIMÉNEZ, Mª. I., “Comentario Arts. 100 y 101 LSRL”, op. cit. pp. 
1116-1118. 
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tal criterio sea superior o inferior al valor real o razonable de las 
participaciones1619.  
 
Según ha matizado MARTÍNEZ JIMÉNEZ, cuando la liquidación sea superior, los 
demás socios disconformes no pueden impugnar el pacto entre el socio y la 
sociedad por no tratarse de un acuerdo adoptado exclusivamente por el órgano de 
administración sino de la ejecución de un pacto estatutario. Si la liquidación 
practicada es inferior al valor razonable de las participaciones, o si se impide vía 
estatutaria cualquier reembolso al socio que se separa o es excluido de la sociedad, 
la cuestión que subyace es la posibilidad de derogación del derecho al reembolso. 
Al respecto, la autora citada ha expuesto -entre otras razones- que, “en el caso de la 
separación del socio, al menos, semejante cláusula supondría vaciar de contenido 
ese derecho, de car|cter inderogable (…) En relación a los casos de exclusión por 
incumplimiento de obligaciones, la aplicación de semejante pacto estatutario, 
significaría configurar la exclusión, no como una solución que puede adoptar la 
sociedad para defenderse de la conducta de un socio que dificulta la consecución 
del fin social, sino como una verdadera pena o sanción civil de carácter económico, 
consistente, no ya en la expulsión de la sociedad, sino en la expropiación por los 
demás socios del valor real de las participaciones del socio excluido, creando el 
grave riesgo de que se produzcan abusos indeseables que vulneren el principio de 
tutela del socio y de la minoría (…) Cabe, por tanto, concluir que en los supuestos 
de exclusión y separación, solamente el socio titular del derecho al reembolso 
puede renunciar válidamente a él, sin que sea posible imponerle un pacto de los 
estatutos que a priori lo supriman o reduzcan por debajo del valor real o 
“razonable” de las participaciones”1620. 
 
                                                 
1619 Esta cuestión enlaza con la validez de cláusulas estatutarias que articulen un derecho de 
separación de carácter libre para el socio, es decir, sin necesidad de alegar justa causa. Esta 
interpretación se basaba en el derogado artículo 30.3 LSRL por el que se consideraban válidas 
aquellas cláusulas que prohibían la transmisión voluntaria de las participaciones si en los estatutos 
se reconocía el derecho a separarse de la sociedad en cualquier momento. En esta línea, varias 
Resoluciones de la DGRN admitían la validez de tal reconocimiento estatutario. Al respecto, vid. 
MARTÍNEZ SANZ, F., La separación del socio de la sociedad de responsabilidad limitada, Madrid, 
1997, pp. 35 y ss. 
1620 Vid. MARTÍNEZ JIMÉNEZ, Mª. I., “Comentario Arts. 100 y 101 LSRL”, op. cit. pp. 1117-1118. 
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Por último, resta por analizar cuál es el procedimiento para realizar el reembolso 
al socio afectado por la exclusión o separación una vez determinado el valor 
“razonable” de de las participaciones sociales o acciones. Dicha valoración se hará 
mediante acuerdo entre el socio y sociedad o, a falta de acuerdo, por un auditor de 
cuentas. En este punto, el artículo 356 TRLSC dispone, de forma imperativa y como 
regla general, un plazo de dos meses. Tal plazo se computará tras la recepción del 
informe de valoración o, aunque la ley lo omite1621, a partir de la fecha en que se 
hubiere alcanzado un acuerdo entre el socio y sociedad, consistente en que el socio 
que haya ejercitado su derecho de separación o haya sido excluido de la sociedad 
obtenga en el domicilio social el valor razonable de sus participaciones o acciones 
en concepto de precio de las que la sociedad adquiere o de reembolso de las que se 
amortizan.  
 
A partir de ese momento, los administradores consignarán en entidad de crédito 
del término municipal en el que radique el domicilio social, en nombre de los 
interesados, la cantidad correspondiente al referido valor. Es decir, los 
administradores estarán obligados a tal consignación en aquellos supuestos en que 
transcurrido el plazo de dos meses anteriormente citado, el socio no haya 
reclamado el pago en el domicilio de la sociedad. Es la sociedad la que deberá 
facilitar, a petición del socio saliente, la información sobre la entidad en la que se 
realiza el citado depósito. Por lo demás, como regla específica, el artículo 356.3 
TRLSC determina que, en los supuestos en los que los acreedores de la sociedad 
tuvieran derecho de oposición, el reembolso a los socios sólo podrá producirse 
transcurrido el plazo de tres meses contados desde la fecha de notificación 
personal a los acreedores o la publicación en el BORME y en uno de los diarios de 
mayor circulación de la localidad en que radique el domicilio social, y siempre que 
los acreedores ordinarios no hubiesen ejercido el derecho de oposición.  
 
Una vez realizada la valoración y el oportuno reembolso o consignación de las 
participaciones o acciones al socio saliente, se impone a los administradores el 
deber de otorgar escritura pública de reducción de capital o escritura pública de 
                                                 
1621 Tal y como sucedía en el derogado artículo 101 LSRL; al respecto, vid. IGLESIAS PRADA, J.L., “La 
sociedad de responsabilidad limitada: exclusión y separación de socios”, op. cit. p. 1269. 
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adquisición. El primer supuesto regulado en el artículo 358 TRLSC, está reservado 
para aquellas hipótesis en las que la sociedad haya efectuado el reembolso o 
consignado el valor de las participaciones o acciones del socio saliente1622. En tales 
circunstancias, sin necesidad de acuerdo de la Junta General, se otorgará escritura 
de reducción de capital en la que constarán, además de las menciones generales 
propias de este tipo de acto, las participaciones o acciones amortizadas, la 
identidad del socio o socios afectados, la causa de la amortización, la fecha de 
reembolso o de la consignación y la cifra a la que hubiera quedado reducido el 
capital social. Es más, si como consecuencia de la reducción, el capital descendiera 
por debajo del mínimo legal, se estará a lo dispuesto en materia de disolución de 
acuerdo con el artículo 358.2 TRLSC-. Por el contrario, de acuerdo con el artículo 
359 TRLSC, cuando la Junta General que haya adoptado los acuerdos 
correspondientes autorice la adquisición por la sociedad de las participaciones o 
de las acciones de los socios afectados, los administradores, sin necesidad de un 
acuerdo específico de la Junta General, otorgarán escritura pública de adquisición 
de participaciones sociales o de acciones sin que sea preceptivo el concurso de los 
socios excluidos o separados. En tal escritura se expresarán las participaciones o 
acciones adquiridas, la identidad del socio o socios afectados, la causa de la 
separación o de la exclusión y la fecha de pago o consignación. 
 
Por último, el artículo 357 TRLSC concreta para las sociedades limitadas un 
mecanismo de protección de los acreedores. Aquellos socios a los que se hubiere 
reembolsado el valor de sus participaciones, estarán sujetos al régimen de 
responsabilidad por las deudas sociales previsto para el caso de reducción de 
capital por restitución de aportaciones. Por tanto, nos hallamos ante una 
responsabilidad solidaria del socio saliente por las deudas sociales, pero limitada 
dado que no podrá superar el importe de lo percibido en concepto de restitución 
de la aportación social y, además, no podrá perdurar más allá de cinco años desde 
que la reducción de capital fuese oponible a terceros –tal y como se establece en el 
artículo 331 TRLSC-. La citada responsabilidad puede excluirse, de acuerdo con lo 
                                                 
1622 La cuestión que se ha debatido es si la sociedad ha de proceder necesariamente a la reducción 
de capital en los casos de separación o exclusión;  o si por el contrario proceden otros mecanismos, 
por ejemplo, que sean los otros socios los que puedan adquirir las participaciones o acciones del 
socio saliente. Al respecto, vid. MARTÍNEZ JIMÉNEZ, Mª. I., “Comentario Arts. 100 y 101 LSRL”, op. 
cit. pp. 1117-1118. 
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previsto en el artículo 332.1 TRLSC, si al acordarse la reducción a través de la 
restitución de la totalidad o parte del valor de las aportaciones sociales, se dotase 
una reserva con cargo a beneficios o reservas libres por un importe igual al 
percibido por los socios en concepto de restitución de la aportación social. 
 
8.2.3.- Conexión del derecho de reembolso con el principio de libre adhesión 
y la variabilidad del capital social cooperativo. 
 
Tradicionalmente se ha mantenido que la principal consecuencia del principio 
cooperativo de libre y voluntaria adhesión –principio de puerta abierta-1623, es el 
carácter variable del capital social cooperativo1624. Tal y como ha resaltado 
LLOBREGAT HURTADO, “la variabilidad del capital no es un principio de la 
cooperativa sino una consecuencia del principio de adhesión voluntaria y abierta 
cuya formulación en el Congreso de Manchester es la siguiente: “Las cooperativas 
con organizaciones voluntarias, abiertas a todas las personas capaces de utilizar sus 
servicios y dispuestas a aceptar las responsabilidades de ser socio, sin discriminación 
social, política, religiosa, racial o de sexo” ”1625. 
 
                                                 
1623 Con acierto se ha matizado que, aunque exista una identificación del principio de puerta abierta 
con el de libre adhesión, “ambos principios no pueden ser, por cuanto a su alcance se refiere, 
plenamente identificados, puesto que el primero de ellos (puerta abierta) viene a representar 
solamente una dimensión del segundo (libre y voluntaria adhesión), o sea, se hallan en una relación 
de especie a género. Así, el principio de libre y voluntaria adhesión, aparte de posibilitar la 
mec|nica “positiva” de la puerta abierta (favorecer la admisión de socios en cualquier momento de 
la vida de la sociedad) viene a significar, a sensu contrario de su literal enunciado, que ninguna 
persona (siempre que se halle en posesión, claro está, de los requisitos precisos para adquirir la 
condición de socio) puede ser impelida o impedida de formar parte de una cooperativa, así como 
que la constitución de ésta no puede verse mediatizada por la coactiva imposición o intervención de 
poderes públicos. Toda vez, pues, que hemos puesto de relieve el justo significado y alcance de 
ambos principios, no hallamos inconveniente alguno en seguir identificando, conforme al uso 
histórico legal y doctrinal, el principio de puerta abierta con el de libre y voluntaria adhesión”; vid. 
SERRANO Y SOLDEVILLA, A.D., La cooperativa como sociedad abierta, Sevilla, 1982, pp. 41-43. 
1624 La cooperativa se convierte así en una sociedad de capital variable en la cual tal característica 
no es más que la lógica consecuencia del principio de puerta abierta al no hallarse el número de 
socios prefijado favoreciéndose una continua variación o fluctuación de los mismos; vid. SERRANO 
Y SOLDEVILLA, A.D., La cooperativa…, op.cit. p. 44; PAZ CANALEJO, N., El nuevo Derecho 
cooperativo…, op.cit. p. 27. Aunque la variabilidad del capital “no es exclusivo patrimonio de las 
cooperativas” por cuanto otras formas sociales participan de tal característica; vid. SÁNCHEZ 
CALERO, F.-OLIVENCIA RUIZ, M., “Relaciones del régimen jurídico de las sociedades mercantiles y 
de las sociedades cooperativas”, Anales de Moral Social y Económica, Vol. 6, 1964, p. 151; VÉRGEZ 
SÁNCHEZ, M., El Derecho de las cooperativas y su reforma, Madrid, 1973, p. 30.  
1625 Vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 199. 
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El cooperativista adquiere su condición por su participación en el contrato social 
constitutivo, cuando le haya sido transmitida una aportación, o en el momento en 
que, poseyendo los requisitos para ser socio, se cree una aportación social y éste 
adquiera su titularidad1626. Cuando alguien deviene socio y realiza la 
correspondiente aportación, la cifra de capital aumenta, mientras que el socio 
saliente tiene derecho a que se le reembolsen las aportaciones realizadas 
reduciéndose, por ello, el capital social. En este punto, uno de los aspectos 
característicos de la cooperativa es que esta variación subjetiva -que se lleva a cabo 
con la consiguiente creación de una nueva aportación social y que opera una vez 
constituida la sociedad- no implica una modificación del contrato social ni significa 
una mutación estructural de la sociedad1627, esto es, “el capital social real de la 
cooperativa puede aumentar o disminuir (p. ej., mediante el ingreso o la salida de 
socios) sin someterse a las normas sobre adopción de acuerdos del órgano 
asambleario, garantías frente a terceros y publicidad previstas para las sociedades 
de capital (anónima y limitada)”1628. 
 
Las reflexiones apuntadas son matizables dado que, como bien podemos deducir, 
la variabilidad del capital no es una consecuencia directa del principio de puerta 
abierta. Dicha característica está ligada a un derecho al reembolso que posee el 
cooperativista por lo que, como bien se ha puntualizado, “su regulación refuerza o 
debilita el principio de puerta abierta”1629. En consecuencia, si no existe el derecho 
al reembolso –tal y como acontece en las aportaciones no reembolsables- la salida 
del socio no ocasiona una variación en el capital social. Al margen de dicha 
circunstancia, conviene subrayar que el principio de libre adhesión no posee un 
carácter absoluto y que la variabilidad del capital tiende a limitarse con una serie 
de medidas que tienen como objetivo el aumentar la solvencia de las cooperativas.  
                                                 
1626 Como en su momento avanzamos vid. Supra. Cap. 6.1.  
1627 De modo que la variabilidad del capital social y de la composición societaria se configuran como 
dos características formales de este tipo de sociedad a las que habría que añadir otras dos de índole 
sustantiva, a saber: el objeto de la cooperativa que está configurado por la satisfacción de las 
necesidades económicas, sociales o culturales de los miembros y el modo de realizar ese objeto por 
cuanto la gestión de la empresa cooperativa se realizará obedeciendo los principios cooperativos y 
la cooperación y solidaridad entre los miembros; vid. RODRIGUES, J.A., Código Cooperativo Anotado 
e comentado, 3ª edic., Lisboa, 2001, p. 15. 
1628 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital cooperativo en derecho español…”, op.cit. p.69. En este 
sentido, vid. ELEONORA FABIANO, A., “Capitale fisso e capitale variabile…”, op.cit. p. 199. 
1629 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 402. 
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Así pues, la caracterización de la sociedad cooperativa por la regla de la puerta 
abierta no implica que –aún poseyendo los requisitos necesarios y una vez 
realizada la demanda de ingreso en la cooperativa- todo el que quiera incorporarse 
a la misma tenga un derecho a ingresar en la sociedad1630. Si así fuera, como se ha 
señalado, la sociedad se convertiría, más que en una empresa competitiva, en una 
institución económica de carácter caritativo, benéfico o asistencial1631. En tales 
circunstancias, el principio de puerta abierta se configura como un mecanismo 
para admitir nuevos miembros y como un sistema para favorecer la salida 
voluntaria y forzosa de los socios integrantes de la sociedad1632. Tal principio 
otorga protección a los socios cooperativistas por cuanto representa una 
manifestación del espíritu de proselitismo y hermandad propio de las 
cooperativas1633. También protege a los aspirantes a socio puesto que impide 
aquellas cláusulas estatutarias que prohíban nuevas adhesiones a la cooperativa o 
limiten de forma arbitraria el acceso a la misma1634, convirtiendo a la cooperativa -
en palabras de GALGANO- en una sociedad de “porta chiusa”1635. En torno a esta 
                                                 
1630 En esta línea también se sitúa la legislación comparada, por ejemplo, el artículo 2528 Codice 
Civile italiano en el que, pese a aumentarse las garantías de los terceros aspirantes a socios con 
respecto a la disciplina de esta materia previa a la reforma, no se concede un derecho a ser 
admitido en la sociedad; vid. BASSI, A. “L´impresa societaria con scopo mutualistico”, op.cit. p. 383. 
1631 En suma, las cooperativas son “organizaciones económicas tendentes a producir bienes o a 
prestar servicios con un coste menor del que por otros medios se podría obtener, en beneficio de 
los sujetos que asocian sus economías”; VALDÉS DAL-RÉ, F., Las cooperativas de producción, Madrid, 
1975, p. 101. En esta línea, vid. SERRANO Y SOLDEVILLA, A.D., La cooperativa…, op.cit. p. 293; 
VÉRGEZ SÁNCHEZ, M., El derecho de las cooperativas…, op.cit. p. 20. 
1632 Esta doble faceta positiva y negativa del principio de puerta abierta ha sido resaltada por 
SERRANO Y SOLDEVILLA, A.D., La cooperativa…, op.cit. p. 40. 
1633 Al respecto, vid. GÓMEZ SEGADE, J.A., “Concepto e características”, op.cit. p. 34; GALGANO, F., Le 
nuove società di capitali...., 2004, op.cit. p. 515; SÁNCHEZ CALERO-OLIVENCIA RUIZ, “Relaciones del 
régimen jurídico…”, op.cit. p. 150. 
1634 En definitiva, el principio de puerta abierta “no puede llevar m|s que a un régimen o 
tratamiento jurídico que haga reglada la decisión de los órganos sociales sobre admitir o no a quien, 
estando en las mismas circunstancias económico-sociales que los socios de la Cooperativa, y que 
define el objeto de ésta, quieran entrar en ella (…)”; vid. GIRÓN TENA, J., Derecho…, I, op.cit. p. 108 
(nota 20). En este sentido, vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la condición de socio en el 
marco cooperativo: su baja y expulsión”, en AA.VV., Estudios de Derecho Mercantil en memoria del 
Profesor Aníbal Sánchez Andrés (Coords. Juan Carlos Sáenz de García de Albizu, Fernando Oleo 
Banet y Aurora Martínez Flórez), Madrid, 2010, p. 1043. 
1635 Al respecto, vid. GALGANO, F., Le nuove società…, op.cit. p. 515. Por tanto, se debería negar la 
calificación como tal de una “pseudo cooperativa” que incluyera en sus estatutos cl|usulas 
claramente contrarias al principio de puerta abierta o al fin cooperativo. En esta línea, con 
rotundidad, se ha afirmado que: “Hoy no es posible admitir “centauros” con cuerpo de S.A y alma de 
cooperativa (…) La STS de 10 de noviembre de 1986 (RJ 6247) declaró que una S.A de 
farmacéuticos no puede tener un fin social o cooperativo, sino que debe funcionar de acuerdo con el 
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cuestión, las críticas no versan sobre los límites impuestos a este principio, sino 
sobre la inexistencia de un sistema de controles que impidan la denegación 
arbitraria de la solicitud de admisión contrariando el significado mismo de la 
cooperación1636. 
 
Dicho esto, resulta indubitado que la variabilidad del capital cooperativo es una de 
las notas que caracterizan a este tipo social. Tal particularidad suele ser 
considerada por los operadores como un signo de debilidad financiera debido al 
riesgo que conlleva que los socios puedan abandonar la cooperativa y que, con ello, 
se descapitalice o entre en concurso la sociedad1637. No obstante, se trata de 
proteger ese “peculiar derecho del socio de la cooperativa”1638 exigiéndose una 
regulación estatutaria del mismo y adoptando una serie de medidas legales que 
eviten que la restitución de aportaciones comprometa la viabilidad de la empresa y 
los derechos de los acreedores. 
 
Por lo demás, desde una perspectiva teórica, nada impide la desvinculación del 
derecho al reembolso respecto al derecho de baja o, cuando menos, que no se 
contemple el reembolso como un derecho inalienable1639. Esta circunstancia 
provoca la ruptura de la tradicional identificación entre variabilidad de socios y 
variabilidad de capital1640. Así las cosas, es fundamental una regulación del 
                                                                                                                                               
ánimo de lucro”; vid. VICENT CHULIÁ, F., Introducción al Derecho Mercantil, T.I, 1ª edic., 2010, 
p.371. 
1636 Vid. SERRANO Y SOLDEVILLA, A.D., La cooperativa…, op.cit. p. 292. 
1637 En esta línea vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, op.cit. pp. 82-83; GADEA-
SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 369. Adem|s, como ilustrativamente se ha 
afirmado, “esta sensación de riesgo financiero se incrementa en épocas de crisis económicas por la 
posibilidad de que la salida de unos socios incite al resto a abandonar el barco cooperativo ante el 
peligro de que se hunda. Es el temido efecto dominó de salida de socios por el miedo a quedarse en 
una sociedad descapitalizada e insolvente”; vid. VARGAS VASSEROT, C., “El derecho de reembolso 
del socio en caso de baja y el concurso de las sociedades cooperativas”, CIRIEC – España, Revista 
jurídica de Economía Social y Cooperativa, núm 21, 2010, p. 39. 
1638 Vid. GADEA, E., “Régimen económico…”, op.cit. pp. 167-168. 
1639 Esta conclusión no la podemos extraer de la formulación de tal principio por la ACI. Al respecto 
vid. por todos, TRUJILLO DÍEZ, I.J., “El valor jurídico de los principios cooperativos. A propósito de 
la Ley 27/1999, de 16 de julio, de cooperativas”, op.cit. pp. 1329 y ss. 
1640 Vid. CELAYA ULIBARRI, A., Capital y sociedad…, op.cit. p. 72. En esta línea, como tendremos la 
oportunidad de matizar m|s adelante, algunos autores afirman que “el derecho de reembolso es 
una manifestación del principio cooperativo de puertas abiertas que rige en las sociedades 
cooperativas, pero su reconocimiento no es connatural al cooperativismo ya que se puede 
garantizar la libre entrada y salida de socios sin tener que reconocer este derecho de reembolso en 
términos tan absolutos como lo hacen las leyes de cooperativas españolas”; vid. GADEA-
SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 385. 
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reembolso que pondere los intereses de la sociedad y no sólo del socio saliente1641. 
En esta línea, ciertas leyes cooperativas permiten, como detallaremos con 
posterioridad, que existan aportaciones no reembolsables. De igual forma, todas 
las normas prevén medidas cuya finalidad es limitar temporalmente la salida del 
cooperativista y la cuantía que ha de ser reembolsada al socio saliente. Por 
ejemplo, es usual que en los estatutos se fije: un plazo de preaviso para darse de 
baja de la cooperativa; un período de permanencia mínima, un plazo amplio para 
efectuar el reembolso al socio saliente de aquellas aportaciones que sean 
reembolsables y, por último, unas limitaciones en la cuantía que ha de ser 
reembolsada por hallarnos ante aportaciones a riesgo a las que habrá que deducir 
las oportunas pérdidas, y a las que no tendrá derecho el socio saliente si no existe 
suficiente patrimonio en la cooperativa como para hacerles frente. Por lo 
demás1642, en las propias leyes cooperativas -o estatutariamente- se suele 
determinar un capital social mínimo que mitiga la variabilidad del capital de 
manera que éste posee una parte variable y una fija cuya reducción exige “cumplir 
una serie de garantías formales de publicidad e información análogas a los 
procedimientos de reducción de capital en las sociedades capitalistas”1643.  
 
En este punto ciertas leyes cooperativas, estipulan que si como consecuencia del 
reembolso de las aportaciones o de las deducciones por imputación de pérdidas, el 
capital social queda por debajo del importe mínimo fijado en los estatutos1644 o en 
la ley1645, la cooperativa tendrá que disolverse a menos que, en el plazo de un año -
                                                 
1641 De facto, una de las críticas que se le hacían a la regulación primigenia de la LC –antes de ser 
reformada por la Ley 16/2007, a raíz de la cual se distingue entre aportaciones reembolsables y 
aquellas que no tienen tal característica- se centraba en esta cuestión. Así, se mantenía que “la 
alegación del legislador de que la nueva regulación supone una mayor tutela del socio es discutible, 
pues sólo cabe referirla al socio que deja de serlo, no a los demás socios; mientras que la razón de 
que se refuerza el principio de puerta abierta es claramente falaz. El legislador se ha inclinado, de 
nuevo y con claridad, por la defensa de los intereses económicos del socio saliente (arts. 11.1 letra 
1), 16.2 letra e), 17.5 y 51)”; PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 262. 
1642 Como apuntamos en el Cap. 2.3.1.2 y en el Cap. 5.2.1.  
1643 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen jurídico…, op.cit. p. 372. 
1644 Vid. Art. 45.8 LC; Art. 64.8 LCRM; Art. 56.4 LCCMadrid; Art. 59.7 LCCyL; Art. 61.7, I LCLR 
1645 Esta excepcional ventaja se contempla también en el. Art. 61.7, II LCLR donde se dispone que: 
“Si al proceder a la reducción del capital social, éste resultase inferior al establecido en el número dos 
de este artículo, la cooperativa deberá declarar su disolución, salvo que en el plazo de un año 
regularizase su situación. Dicha circunstancia deberá comunicarse al Registro de Cooperativas de La 
Rioja”. Por el contrario, lo usual -ponemos como ejemplo la LCG- es que la reducción del capital 
mínimo estatutario sin que se restablezca en el plazo de seis meses es causa de disolución, pero 
respetando el capital mínimo legal. Así pues, la disolución podr| evitarse “mediante acuerdo de la 
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por regla general- regularice su situación, esto es, se reintegre o se reduzca el 
importe de su capital social mínimo en cuantía suficiente1646.  
 
Para la reducción de la cifra de capital mínimo, la Asamblea deberá adoptar un 
acuerdo de modificación de estatutos e incorporar a los mismos la consiguiente 
reducción. Además, si tal reducción deriva del reembolso de aportaciones al socio, 
el acuerdo social de modificación de esta cifra estatutaria no podrá ejecutarse si se 
incumplen ciertas garantías, a saber: i) No podrá ejecutarse hasta que transcurran 
tres meses desde que se notificó a los acreedores; ii) La notificación de los 
acreedores se hará personalmente y si ello fuera imposible, por medio de anuncios 
que habrán de publicarse en el Boletín Oficial –del Estado o de la CCAA que 
corresponda- y en un diario de gran circulación en la provincia del domicilio social 
de la cooperativa; iii) Durante dicho plazo, los acreedores ordinarios podrán 
oponerse a la ejecución del acuerdo si sus créditos no son satisfechos o la 
Cooperativa no presta garantía1647. 
                                                                                                                                               
asamblea general de reducción del capital social adoptado con la mayoría de 2/3 de los votos 
presentes y representados siempre que aquél no sea inferior al mínimo legal”. Como se sabe, en la 
LCG el capital mínimo será de 3005,06 euros (art. 5-1), pudiendo los estatutos fijar uno superior 
(art. 5-2)”; vid. VIDAL PORTABALES, J.I., El Régimen Jurídico de la Liquidación en la Sociedad 
Cooperativa Gallega (Especial referencia a la figura de los liquidadores), Santiago de Compostela, 
2004, p. 40. En definitiva, como se ha apuntado “en general hay dos causas de disolución 
fundamentales en la legislación cooperativa: la reducción del capital social por debajo de un 
mínimo (mínimo legal, pues en caso de que sea estatutario bastará con la modificación de los 
estatutos si el mínimo estatutario es mayor que el legal), la reducción del número de socios por 
debajo de un mínimo (en el mismo sentido que el anterior)”; vid. POLO GARRIDO, F., “Impactos de 
las normas internacionales de información financiera en el régimen económico de las sociedades 
cooperativas”, CIRIEC-España, Revista de economía social, pública y cooperativa, núm. 58, 2007, p. 
93. 
1646 Tal y como se ha apuntado, con claridad, “el capital social cooperativo tiene un régimen 
específico, instrumental a los principios cooperativos, que exige partir de una distinción 
fundamental entre el capital social real y el capital social mínimo (legal o estatutario, o ambos, 
según la ley aplicable). El capital social real o material es una cifra que figura en el pasivo del 
balance dentro de los fondos propios. Su importe coincide, en principio, con el valor de las 
aportaciones a capital social realizadas por los socios. Su cuantía no figura en los estatutos y es una 
cifra variable. Aumenta, por ejemplo, mediante la realización de nuevas aportaciones al capital 
social por los socios o por nuevos socios. Disminuye, por ejemplo, por la imputación de pérdidas 
sociales a los socios o por la liquidación y reembolso de sus aportaciones sociales a los socios que 
pierden su condición. Por su parte, el capital social mínimo figura en los estatutos sociales. Su 
modificación exige la de los estatutos. La legislación tipifica como causa legal de disolución de la 
cooperativa la reducción del capital social real por debajo del mínimo previsto en los estatutos, 
salvo que se restablezca el equilibrio –bien mediante nuevas aportaciones, bien mediante una 
reducción del capital social mínimo fijado en los estatutos, dentro del mínimo legal- en el plazo legal 
previsto”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital cooperativo…”, op.cit. p. 69. 
1647 Vid. Art. 45.8, V, VI y VII LC; Art. 64.8, VI, VII y VIII LCRM; Art. 59.7 LCCyL. En el Art. 56.4, d) 
LCCMadrid se añade otra garantía, a saber: “el balance de situación de la Cooperativa verificado por 
un auditor de cuentas, junto con el informe de éste demostrando la solidez económica y financiera 
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De lo expuesto concluimos que el capital social de la cooperativa no es tan variable 
como pudiera pensarse “o, dicho de otra manera, que la variabilidad del capital no 
repercute tan negativamente en la estabilidad financiera de estas sociedades”1648.  
 
8.3.- Régimen de las aportaciones reembolsables. 
 
8.3.1.- Mención estatutaria. 
 
El derecho de reembolso en las cooperativas se protege con diversas medidas. Este 
derecho, que caracteriza a las cooperativas frente a las sociedades de capital, 
obtiene una protección en el propio contrato social por cuanto es una de las 
cuestiones obligatorias que se han de regular en los estatutos. Además posee una 
detallada disciplina legal.  
 
En relación con la primera cuestión apuntada, todas las leyes cooperativas de 
manera uniforme disponen que entre las menciones mínimas de los estatutos, ha 
de figurar el citado derecho1649. Dicho de otra manera, la regulación estatutaria de 
esta materia será totalmente necesaria. La única norma que se separa algo de esta 
uniformidad es la reciente LCCLM en la que su artículo 14.1, n), determina que en 
los estatutos figurarán: “El régimen de transmisión de las participaciones sociales y, 
                                                                                                                                               
de la Cooperativa, podr| ser considerado por el Juez como garantía suficiente”. En definitiva la 
LCCMadrid supedita la validez de esta modificación estatutaria, entre otros requisitos, a la 
intervención obligatoria de un auditor que, en este caso, será contratado para una labor diversa a la 
específica auditoría de cuentas. Sobre el sometimiento a auditoría externa de las sociedades 
cooperativas, vid. FERNÁNDEZ CARBALLO-CALERO, P., “Auditoría das sociedades cooperativas”, 
Cooperativismo e Economía Social, núm. 29 (2006-2007), pp. 71-78. 
1648 Vid. VARGAS VASSEROT, C., “El derecho de reembolso…”, op.cit. p. 43. No obstante –prosigue 
este mismo autor en el trabajo que acabamos de citar- “dadas las diferencias existentes entre las 
distintas leyes cooperativas al regular el régimen económico y financiero de estas sociedades 
(sobre todo en la obligación de dotar fondos) y el gran margen dispositivo para que las propias 
sociedades configuren el modelo económico que desean tener, habrá que ir caso por caso a lo que 
disponga la correspondiente normativa cooperativa, la configuración estatutaria y la gestión 
llevada a cabo por la sociedad para saber qué garantía ofrece la cooperativa en el tr|fico”. 
1649 Vid. Art. 11.1, l) LC; Art, 11.1, l) LCCAT; Art. 13, k) LCCyL; Art. 14.1, l) LCIB; Art. 13.1, j) LCPV; 
Art. 13.1, i) LFCN; Art. 14.1, j) LSCEX; Art. 12.1, l) LCPA; Art. 14.1, 14 LCG; Art. 12.1, l) LCLR; Art. 
13.1, l) LCRM; Art. 12, 17 LSCA. La LCCMadrid y la LCCV no citan expresamente esta cuestión pero 
en sus artículos 11, n) y 10.2, o) respectivamente, a la hora de disciplinar las menciones de los 
estatutos, se establece una fórmula de cierre según la cual figuraran en los mismos: “Las dem|s 
materias que según esta Ley deben regular los estatutos sociales”. 
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en su caso, de la condición de socio, así como, eventualmente, las condiciones en que 
procediere hacer ejercicio del derecho de reembolso de las participaciones”1650.  
 
Además, los estatutos deberán respetar tanto la normativa mínima relativa al 
derecho de reembolso como el principio cooperativo de puerta abierta1651. Con 
todo, es habitual que los estatutos se limiten a transcribir el artículo de la ley que 
disciplina este derecho dejando la autonomía estatutaria prácticamente anulada. 
Por ello, la libertad de autorregulación se circunscribe a ciertas materias en las que 
las normas la permiten, por ejemplo, la fijación de plazos para el pago del 
reembolso y, en algunas disposiciones, el porcentaje de deducción siempre que se 
respeten los límites máximos fijados por ley.  
 
En conclusión, el derecho de reembolso juega un papel destacado en la 
configuración de las sociedades cooperativas. Prueba de ello es su detallado 
régimen jurídico que deberá plasmarse en los estatutos respetando las normas que 
se contienen en las leyes cooperativas1652 de ahí que “la autonomía estatutaria 
tiene estrictamente limitada su operatividad en esta materia (…) pues la ley ordena 
imperativamente las cuestiones de mayor trascendencia”1653. En todo caso, el 
respeto del principio de libre adhesión, como analizaremos en su momento, está 
ligado al derecho de reembolso pero también a la disciplina legal de la baja y 
expulsión del socio. Por ello, tanta importancia tiene la regulación prevista para el 
reembolso como la plasmación estatutaria de las normas de disciplina social, la 
tipificación de las infracciones y sanciones, el procedimiento sancionador, los 
oportunos recursos y las situaciones que conlleven la pérdida de la condición de 
socio. 
                                                 
1650 Esta norma -que ya se ha adaptado a la reforma contable por la que se diferencia entre 
aportaciones reembolsables de aquellas cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente 
por la sociedad- parece contemplar la referencia estatutaria al derecho de reembolso como 
contingente, más si tenemos en cuenta la literalidad de su artículo 82.1 en el que se dispone que 
“Los estatutos sociales regularán las condiciones en las que procederá o no el ejercicio por los socios 
del derecho a exigir el reembolso de sus participaciones obligatorias y voluntarias al capital social en 
los casos de exclusión o de baja obligatoria y voluntaria (…)”.  
1651 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 80 LGC 1987”, op.cit. p. 294. 
1652 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 403. En este punto resulta paradigmática la literalidad 
de algunas normas donde al disciplinar esta materia se establece que los estatutos sociales deberán 
regular el referido derecho al reembolso con arreglo a las normas –especialmente detalladas en 
esta materia- previstas en la ley. A modo de ejemplo, vid. Art. 84.2 LSCA 
1653 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad cooperativa…, op.cit. p. 263. 
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8.3.2.- Hechos causantes del derecho de reembolso: la salida de la sociedad 
cooperativa. 
 
8.3.2.1.- Baja voluntaria y baja forzosa. 
 
El cooperativista puede abandonar la sociedad de forma voluntaria en cualquier 
momento garantizándose con ello la efectividad del principio de puerta abierta1654, 
pero también puede separarse de la cooperativa si concurren determinados 
presupuestos fijados en los estatutos o la ley. Así pues, cabría distinguir entre 
aquellos supuestos en los que tal baja es voluntaria pero ha de justificarse en una 
causa legal o estatutariamente prevista1655, de otros en los que la baja es 
totalmente voluntaria y, por ello, será justificada1656. En efecto, existen dos casos 
de baja voluntaria distintos pero con las mismas consecuencias prácticas, a saber: 
la baja voluntaria operaría por la simple voluntad del socio -es decir se trataría de 
una “baja-acción”-; mientras que también existirían casos en los que el socio podrá 
darse de baja con justa causa ejercitando un derecho de separación -con lo que nos 
hallaríamos ante lo que se ha denominado como una “baja-reacción” -1657. En 
ambos, la baja del socio saliente será calificada como justificada.  
 
Entre las causas legales de separación las leyes cooperativas contemplan, de 
manera dispar, las que a continuación pasamos a citar: i) la disconformidad con 
cualquier acuerdo de la Asamblea General que implique la asunción de 
obligaciones o cargas gravemente onerosas no previstas inicialmente en los 
estatutos, de tal modo que aquellos socios que cumpliendo los requisitos previstos 
en cada norma hayan votado en contra expresando su disconformidad; ii) el 
cambio de clase de cooperativa; iii) la modificación del objeto social; iv) la 
prórroga de la sociedad cooperativa constituida por tiempo determinado; v) la 
                                                 
1654 Al respecto, vid. PAZ CANALEJO, N., “Tipología de las bajas de socios según la Ley 27/1999. 
Algunos problemas”, REVESCO, núm. 74, 2001, p. 162; PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la 
condición de socio…”, op.cit. p. 1043. 
1655 De ahí que, en puridad, esta baja sería “tal vez m|s semiforzosa que voluntaria”; vid. PAZ 
CANALEJO, N., “Tipología de las bajas de socios…”, op.cit. pp. 171.  
1656 En este sentido, vid. con detalle, PAZ CANALEJO, N., “Tipología de las bajas de socios…”, op.cit. 
pp. 167-171.  
1657 Para mayor detalle, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. pp. 206-209. 
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agravación del régimen de responsabilidad de los socios; vi) la agravación de la 
participación de los socios en la actividad cooperativizada; vii) la ampliación del 
tiempo mínimo de permanencia de los socios; viii) las mutaciones estructurales, 
sea por fusión, escisión o transformación de la cooperativa.  
 
De igual forma, estatutariamente, se puede articular un procedimiento para 
extinguir tal relación de carácter duradero. Así, el socio que quiera causar baja 
deba de preavisar con determinada antelación a la sociedad. Tal preaviso supone 
una comunicación por parte del socio a la cooperativa de su decisión de causar 
baja. El incumplimiento de este deber conlleva, según la mayoría de las normas, la 
correspondiente indemnización por daños y perjuicios que se hayan podido causar 
a la cooperativa. Con todo, en algunas normas, la inobservancia del preaviso se 
contempla, además, como un supuesto de baja injustificada con las consecuencias 
que este hecho conlleva a efectos de deducciones en el importe a reembolsar1658. 
 
A esto debemos de añadir que, como medida de estabilización del capital social o, 
con otras palabras, para impedir una descapitalización repentina de la 
cooperativa1659, las leyes suelen prever un período mínimo de permanencia en la 
sociedad o un compromiso de agotar el ejercicio económico en curso1660. Si el socio 
saliente incumple tales deberes, la baja voluntaria podría ser calificada como no 
justificada. Sin embargo, no existe un total paralelismo entre el citado 
incumplimiento y tal calificación, por cuanto podrá concurrir cualquier otra causa 
–de las legal o estatutariamente tasadas- que justifique la baja operada en el 
período de permanencia mínimo1661.  
 
                                                 
1658 Como ejemplo, vid. Art. 18.2 y Art. 19.6 LCCAT 
1659 Como se ha apuntado, “la fundamentación de política jurídica subyacente al establecimiento de 
plazos de permanencia en la cooperativa, responde la finalidad de mitigar la “descapitalización” que 
para la cooperativa podría conllevar la baja voluntaria (…)”, si bien, hay que puntualizar que tal 
obligación de permanencia asumida por el socio “no conllevaría una renuncia a su derecho a causar 
baja durante el tiempo por el que se contrajo la obligación de permanencia, sino una penalización 
económica coherentemente con la fundamentación también económica de la admisibilidad de 
cláusulas estatutarias de permanencia mínima en la cooperativa. Dicha penalización se 
materializaría en la liquidación de la aportación en conexión con la calificación de la baja como no 
justificada (…)”; vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la condición de socio…”, op.cit. p. 1046. 
1660 Incluso en alguna norma se posibilita que estatutariamente se fijen nuevos períodos sucesivos 
de permanencia obligatoria. Al respecto, vid. Art. 28.2, II LCCLM 
1661 Con acierto, vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la condición de socio…”, op.cit. p. 1059.  
Al respecto, vid. Art. 17.3 LC 
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No obstante lo anterior, del tenor literal de algunas leyes parece deducirse que si el 
socio cumple con tales compromisos –período de permanencia mínima o 
finalización del ejercicio económico en curso-toda baja que se produzca estaría 
justificada1662. En este sentido, ciertas normas incorporan la línea jurisprudencial 
tradicional que, durante la vigencia de la LGC 1987, “había conectado la figura de la 
baja voluntaria no justificada, exclusivamente al incumplimiento de la obligación 
de permanencia en la cooperativa, hasta tal punto de haber resulto en ocasiones el 
Tribunal Supremo, que la cooperativa carecería de la facultad de calificar la baja 
como justificada o injustificada en supuestos en que había terminado la vigencia 
del compromiso de permanencia en la cooperativa”1663. La baja voluntaria se 
configuraría, en suma, como una plasmación directa del principio de libre 
adhesión1664  
 
Con todo, algunas normas posibilitan que estatutariamente se prohíba el derecho 
de baja voluntaria. Tal medida se condiciona siempre a una garantía del derecho a 
la transmisión de las aportaciones a otro socio de la cooperativa o a un tercero. 
Asimismo, en tales casos, aquellos socios que hayan votado en contra del acuerdo 
asambleario por el que se prohíbe la baja voluntaria y hayan notificado su 
disconformidad por escrito al órgano de administración, podrán ejercer su derecho 
de separación o de baja calificándose como justificada1665.  
 
                                                 
1662 Al respecto, vid., entre otras, Art. 51.3 LC; Art. 67.2 LCLR; Art. 71.2, b) LCRM; Art. 76.2 LCIB 
1663 Vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la condición de socio…”, op.cit. p. 1059. 
1664 En este sentido, vid. STS (Sala de lo Civil) de 16 de marzo de 1998 (RJ 1998/1568), fundamento 
de derecho octavo, donde se mantiene –en relación con la LGC 1987 pero con un argumento 
aplicable a las disposiciones actuales- que “de los referidos preceptos se desprende, sin género 
alguno de duda, que la facultad de la Cooperativa (su Consejo Rector) de calificar de justificada o no 
la baja voluntaria de un socio viene referida única y exclusivamente al supuesto de que tal baja 
voluntaria pretenda hacerla el socio antes de haber transcurrido el plazo por el que el mismo se 
comprometió a permanecer en la Cooperativa (cinco años en este caso) o antes de finalizar el 
respectivo Ejercicio Económico, pero no cuando la referida baja voluntaria se produzca después de 
haber transcurrido ya el plazo del aludido compromiso y una vez finalizado el respectivo Ejercicio 
Económico, en cuyo caso la Cooperativa carece de facultades para calificar la baja voluntaria de 
justificada o no, pues entonces rige, sin posibilidad alguna, repetimos, de dicha calificación, el 
principio general que proclama el art. 32.1 de la Ley General de Cooperativas, en el sentido de que 
«el socio podrá darse de baja voluntariamente en la Cooperativa en cualquier momento...», cuyo 
principio lo reitera, como no podía ser de otra manera el art. 12.1, párrafo primero, de los Estatutos 
de la Cooperativa demandada”. Al respecto, con detalle, vid. TRUJILLO DÍEZ, I., “Comentario a la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de marzo de 1998”, CCJC, núm. 48, 1998, pp. 999-1016. 
1665 Vid. Art. 30 LCCLM; Art. 33 LCPA 
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La fundamentación del porqué se ha incorporado esta medida en las normas 
cooperativas la hallamos perfectamente extractada en el preámbulo de la LCPA. 
Allí, al avanzar las novedades que esta norma prevé respecto al estatuto jurídico 
del socio cooperativista, se advierte que los derechos y obligaciones de éste 
dependerán de las previsiones estatutarias que existan al respecto y a 
continuación se matiza que “en este sentido, debe ser objeto de especial 
consideración la disciplina del derecho de baja del socio, ya que si bien es regulado 
como forma tradicional de abandono voluntario de la sociedad por parte de los 
socios, ello se hace sin perjuicio del reconocimiento expreso de la plena autonomía 
estatutaria de la cooperativa para acordar su supresión o prohibición, para 
decantarse por la transmisión de las aportaciones sociales como vía preferente de 
salida voluntaria de los socios, como acontece en otros tipos de sociedades, y así 
dar una respuesta adicional a la problemática derivada de la inevitable aplicación a 
las sociedades cooperativas de los nuevos criterios contables que, por decisión de 
la Unión Europea, son fruto de la plena vigencia en nuestro ordenamiento de las 
Normas Internacionales de Contabilidad, especialmente, por lo que a este tipo de 
empresas interesa, la número 32 (NIC32), que supone la consideración del capital 
social cooperativo como un recurso ajeno si éste fuere incondicionalmente 
reembolsable al socio con motivo del ejercicio de su derecho de baja 
voluntaria”1666. 
 
Por otro lado, la baja puede ser forzosa u obligatoria cuando el cooperativista deja 
de reunir los requisitos para ser calificado como tal. El elemento caracterizador de 
esta baja es el carácter necesario de su solicitud y la adopción por el órgano de 
administración en aquellos supuestos en los que el socio “deje de reunir los 
requisitos legal o estatutariamente exigidos para pertenecer a la cooperativa”1667. 
El carácter no justificado de este tipo de baja se fundamentará, únicamente, en que 
la pérdida de tales requisitos responda a un propósito de eludir sus obligaciones 
con la cooperativa o beneficiarse indebidamente con su baja obligatoria1668.  
                                                 
1666 Vid. Preámbulo LCPA, punto II. En un idéntico sentido, vid. E. de M., II del LCCLM 
1667 Vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la condición de socio…”, op.cit. p. 1052. 
1668 En alguna norma se contempla la posibilidad de que la baja obligatoria no justificada se 
califique directamente como motivo de expulsión. Así, por ejemplo el Art. 27.1 LCCLM dispone lo 
siguiente: “Causar|n baja obligatoria los socios que pierdan los requisitos exigidos para mantener 
su condición según esta Ley o los estatutos de la cooperativa. No obstante, los socios ordinarios que 
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Finalmente, el socio a consecuencia de ciertas infracciones y tras el oportuno 
expediente sancionador, puede ser expulsado de la sociedad. En suma, “en virtud 
de la expulsión, la sociedad disuelve el vínculo que le une con uno de sus 
miembros, ante una situación de conflicto en la que deben prevalecer los intereses 
colectivos en relación con la comisión de una falta tipificada como sanción”1669. 
 
8.3.2.2.- Calificación de la baja. 
 
La calificación de la baja es determinante para practicar la liquidación de las 
aportaciones al capital social del socio saliente, por cuanto el derecho de 
reembolso no posee un carácter absoluto ni es independiente del comportamiento 
del cooperativista mientras dure el vínculo con la sociedad. Prueba de ello es que, 
en la normativa o a través de la oportuna previsión estatutaria, se disciplina un 
régimen de deducciones que penalizan al socio saliente si la baja no estaba 
justificada o si fue expulsado de la sociedad.  
 
Así las cosas, es fácil entender que el proceso de calificación de la baja vaya 
aparejado de las necesarias garantías de defensa para el socio afectado. El órgano 
de administración será el encargado de calificar la baja como justificada o no 
justificada y determinar sus efectos, disponiendo para ello de un determinado 
plazo desde que recibió la notificación de baja del socio. Transcurrido tal plazo sin 
que se haya resuelto rige, por regla general, la regla del silencio positivo por lo que 
se considerará que la baja es justificada a efectos de la liquidación y reembolso de 
sus aportaciones al capital social1670.  
                                                                                                                                               
perdieran los requisitos obligatorios para ostentar esa condición podrán instar su conversión en 
colaboradores, siempre que los estatutos sociales previeren esta categoría. La baja obligatoria 
siempre tendrá la consideración de justificada. Sin embargo, cuando la pérdida de los requisitos 
para ser socio sea consecuencia de la voluntad de incumplir las obligaciones con la cooperativa o de 
beneficiarse indebidamente con la baja obligatoria, no sólo no procederá la baja obligatoria sino 
que podrá ser acordada la expulsión del socio de la cooperativa, quien además deberá indemnizar a 
la sociedad de los daños y perjuicios derivados de su actuación antijurídica y fraudulenta. Siendo de 
aplicación, en todo caso, a los casos de baja obligatoria no justificada lo establecido en el artículo 
28.4 de esta Ley”. 
1669 Vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la condición de socio…”, op.cit. p. 1060. 
1670 Esta cuestión se disciplina expresamente en algunas normas pero de forma dispar. En este 
sentido, por ejemplo, en los Art. 17.2 LC; Art. 24.1, II LCIB, se dispone que el Consejo Rector ha de 
responder por medio de escrito motivado que deberá ser comunicado al socio en un plazo de tres 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
450 
 
De forma similar, en los casos de baja obligatoria será el órgano de administración 
el que acuerde la baja bien a petición del propio socio, de cualquier otro socio o 
bien de oficio. Con independencia de quién incoe el procedimiento, en la normativa 
se suele prever una serie de garantías para el socio saliente, por ejemplo: que el 
acuerdo se adoptará previa audiencia del interesado1671, que el socio puede 
recurrir tal acuerdo, que éste será ejecutivo desde que sea notificada la ratificación 
del órgano competente para decidir en tales casos –Comité de Recursos o 
Asamblea General- o desde que haya pasado el plazo para recurrir ante cualquiera 
de ellos sin haberse interpuesto recurso, y por último, que mientras no sea 
ejecutivo tal acuerdo, por regla general, para proceder a la suspensión de derechos 
y obligaciones al socio de forma cautelar deberá de existir una previsión 
estatutaria que lo permita teniendo en cuenta que, en todo caso, no se podría 
suspender cautelarmente el derecho de voto. Igualmente, el procedimiento de 
expulsión del socio derivado de una infracción de carácter muy grave deberá ir 
revestido de las oportunas garantías.  
 
En definitiva, el papel de los órganos sociales en esta materia resulta clave por 
cuanto en el acuerdo se deberá constatar la falta de justificación de la baja o los 
motivos para la expulsión; mientras que el comité de recursos o la asamblea 
general confirmarán o desestimarán tal acuerdo. De estas decisiones dependerá 
que en la liquidación se puedan practicar las deducciones por baja no justificada o 
por expulsión.  
 
Dicho esto, también hay que apuntar que la doble condición que ostenta el socio 
cooperativista -como miembro de la sociedad y a su vez partícipe en la actividad 
económica- implica que las operaciones de liquidación no se circunscriban a un 
“simple” c|lculo del importe de las aportaciones al capital social del socio que 
                                                                                                                                               
meses a contar desde la fecha de los efectos de la baja, excepto que los estatutos sociales 
establezcan un plazo distinto. Transcurrido tal plazo sin el Consejo Rector conteste la baja se 
considerará como justificada, tal y como se establece. Con una formulación similar pero matizando 
que tal plazo se computa desde que se recibió la notificación de baja por parte del socio, vid. Art. 
22.2 LCCV; Art. 30.3 LCRM  
1671 Si bien, entendemos, que podría prescindirse de este trámite cuando la baja obligatoria la 
solicitara la persona interesada. Tal solución se contempla, por ejemplo, en el Art. 27.2 LCCLM 
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causa baja con las oportunas deducciones. Éstas abarcan un entramado de 
relaciones fruto de las cuales el socio puede tener derecho al retorno cooperativo, 
remuneración, a la participación en reservas, etc.1672  
 
Por tal motivo no es de extrañar que nos hallemos ante una de las materias del 
Derecho cooperativo que genera mayor litigiosidad que podrá mitigarse, como 
veremos, con una mayor utilización del arbitraje cooperativo. Para ello será 
conveniente prever en la oportuna cláusula de los estatutos de la cooperativa que 
cualquier reclamación derivada del cálculo del importe a reembolsar será objeto 
de arbitraje. 
 
8.3.3.- Titularidad del derecho de reembolso. 
 
8.3.3.1.- Preliminar. 
 
El reembolso de las aportaciones al capital social se origina por la pérdida de la 
condición de socio en la cooperativa. Ésta puede deberse a la baja, la expulsión, el 
fallecimiento o la transmisión de la aportación. En los casos de baja o expulsión, el 
socio saliente tendrá derecho al reembolso en los términos establecidos 
legalmente; mientras que en el caso de fallecimiento serán sus herederos los 
titulares de tal derecho.  
 
Los herederos pueden acceder a la sociedad en virtud de una transmisión mortis 
causa de las aportaciones sociales de las que era titular el causante siempre que 
posean los requisitos para ser socios1673. Por el contrario, cuando carecen de tales 
requisitos o poseyéndolos no desean acceder a la cooperativa, los herederos del 
cooperativista que ha fallecido se convertirán en los titulares del derecho al 
reembolso del valor de las aportaciones sociales o -dicho de acuerdo con la 
terminología que utilizan algunas normas- a la liquidación del crédito 
correspondiente a la aportación social. En todo caso, ciertas cuestiones relativas a 
                                                 
1672 En este sentido, se ha mantenido que “lo m|s aconsejable es que todo este entramado de 
relaciones sea liquidado en forma conjunta, sin perjuicio de la deseable separación por conceptos”; 
vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 263. 
1673 Como en su momento se dijo, vid. Supra. Cap. 7.2.4. 
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la titularidad sobre este derecho, se someterán a las normas sucesorias que sean 
aplicables en cada situación, es decir, las previstas en el CC o en las normas de 
derecho civil sucesorio que sean de aplicación, cuestión que supera el objetivo de 
este trabajo.  
 
No obstante, independientemente de si el derecho al reembolso es titularidad del 
socio saliente o, en caso de fallecimiento, de sus herederos, las cuestiones que 
generan mayor problemática estarán vinculadas con la exigibilidad de las 
cantidades pendientes de reembolso, si existe la posibilidad de transmitir tal 
crédito, y por último, si es embargable por los acreedores personales del socio 
saliente  
 
8.3.3.2.- Incidencia del tipo de socio en el derecho de reembolso. 
 
En relación con la titularidad debemos de analizar si se otorga el derecho de 
reembolso a cualquier socio que causa baja.  
 
Las leyes cooperativas priman los vínculos de duración indefinida pero esto no 
obsta para que estatutariamente se puedan prever relaciones temporales o de 
duración determinada. Dentro de la variada tipología de socios, a efectos de lo que 
nos interesa, partiremos de una diferenciación inicial entre los ordinarios o 
comunes –también denominados socios usuarios, socios en activo, socios en pleno 
derecho- y otras categorías que se suelen prever total o parcialmente en las 
normas cooperativas, por ejemplo: los socios de trabajo, los asociados, los 
colaboradores y, por último los calificados como excedentes o inactivos.  
 
La distinción entre las diversas categorías citadas se fundamenta, básicamente, en 
el grado de implicación en la actividad cooperativa que le está permitido al socio. 
Los socios ordinarios participarán sin obstáculos aunque en la medida de sus 
posibilidades y de acuerdo con las limitaciones de carácter técnico que se hayan 
impuesto. Sin embargo, la participación de los demás está limitada de forma 
objetiva puesto que ésta se circunscribe, por ejemplo: a la prestación de su trabajo 
personal en la cooperativa –socios trabajadores-; a suscribir capital o, además, a 
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participar en actividades de carácter auxiliar, secundario, accesorio o 
complementario a la actividad cooperativa principal –como sucede con los socios 
colaboradores o asociados1674-; o por último, en el caso de los socios inactivos o 
excedentes -debido a que por una causa justificada y cumpliendo determinados 
requisitos dejan de participar la actividad cooperativa- porque son autorizados 
para mantener una vinculación con la sociedad1675. Por tanto, existen socios que 
poseen un vínculo de duración determinada aunque están plenamente integrados 
en la cooperativa en lo que respecta a derechos y obligaciones de ahí que deban de 
realizar la correspondiente aportación a capital social si bien ésta podrá ser menor 
a la que tenga que realizar un socio por tiempo indefinido1676. De cualquier forma, 
una vez transcurrido el plazo fijado, el socio temporal que no pueda convertirse en 
socio por tiempo indefinido tendrá derecho a que le sean reembolsadas sus 
aportaciones a capital social.  
 
Cada una de las categorías citadas posee especificidades en cuanto a las 
aportaciones a capital social que ha de realizar el socio y respecto a la forma de 
participar en la actividad cooperativizada. Igualmente, el procedimiento de 
liquidación de la aportación presentará especificidades por cuanto hay que 
considerar circunstancias como la falta de participación derivada de la no 
titularidad sobre determinados derechos –por ejemplo, al retorno cooperativo- 
pero también la imposibilidad de aplicar ciertas deducciones.  
 
En consecuencia, en los estatutos se ha de definir con claridad el régimen jurídico 
aplicable a las distintas categorías de socios que la norma permita y que los 
cooperativistas decidan prever en razón a las distintas modalidades de 
                                                 
1674 En la actualidad, a tenor de la propia E. de M. de la LC, el preámbulo de la LCCAT, y la regulación 
prevista en determinadas normas, la figura del asociado parece identificarse con la del socio 
colaborador de ahí que su catalogación como socio resulte indubitada. 
1675 En esta línea se ha planteado una clasificación de los socios de la cooperativa de acuerdo con 
distintos criterios “1) Por el contenido del vínculo que une a los socios con la cooperativa, se 
clasifican éstos en socios comunes (aquellos que, sin limitación, cooperativizan el objeto de la 
cooperativa) y socios especiales (aquellos cuya actividad cooperativizada tiene una naturaleza 
especial o diversa de la actividad cooperativizada o que sólo de forma limitada pueden realizarla). 
2) Por la duración del vínculo con la cooperativa, se puede hablar de socios permanentes, socios de 
duración determinada y socios con compromiso de permanencia. 3) Por el carácter del vínculo, se 
puede hablar de socios definitivos, se socios a prueba y de voluntarios.”; vid. MORILLAS-FELIÚ, 
Curso…, op.cit., p. 133. 
1676 Cuestión que se refleja con claridad en alguna norma, vid. Art. 18.4 LCAR 
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participación en el objeto social cooperativo, así como a la concreta contribución al 
fin social que lleven a cabo. Para ello se determinarán unos criterios básicos que 
permitan una ponderada y equitativa participación en los derechos y obligaciones 
socioeconómicas de la cooperativa. Es más, resulta fundamental que los estatutos 
configuren específicamente el derecho de reembolso que se le otorga a las distintas 
categorías de socios con la finalidad de mitigar la tradicional litigiosidad asociada a 
esta materia.  
 
8.3.3.3.- Referencia a las clases de aportaciones y su incidencia en el derecho 
de reembolso. 
 
En esta materia hay que dilucidar si dentro de una misma categoría de socios se 
pueden consignar diferencias -a efectos de reembolso- dependiendo del tipo de 
aportación -voluntaria u obligatoria- del cual sea titular el cooperativista que causa 
baja. Las leyes cooperativas prevén soluciones diversas en relación con la 
disciplina del reembolso aplicable a los distintos tipos de aportación –obligatorias 
o voluntarias-.  
 
La opción prevista por un grupo mayoritario de normas es la de no distinguir entre 
el reembolso de ambos tipos de aportación. En un mismo precepto y tras fijar unos 
criterios comunes de liquidación, únicamente se determinan algunas 
especialidades relativas a las aportaciones voluntarias donde destacaríamos la 
imposibilidad de practicar ciertas deducciones sobre este tipo de aportaciones1677. 
En cualquier caso, las diferencias entre las normas englobadas en este grupo son 
las siguientes: 
 
Por una parte, existen aquellas leyes que concretan que las deducciones en caso de 
expulsión y de baja no justificada tan sólo se aplicarán sobre las aportaciones 
                                                 
1677 No hemos de olvidar que las normas cooperativas generalmente intentan fomentar la 
financiación mediante aportaciones voluntarias al capital social, permitiendo que sean retribuidas 
con un interés igual o superior al establecido para las obligatorias; y, adem|s, “si el socio pide la 
baja por motivos no justificados, sus aportaciones voluntarias no podrán verse reducidas mediante 
descuentos punitivos, sanción que si podrá recaer sobre las aportaciones obligatorias”; MARTÍN 
ZAMORA-PUY FERNÁNDEZ-RODRÍGUEZ SÁNCHEZ, Constitución y funcionamiento de las Sociedades 
Cooperativas andaluzas…, op.cit. p. 201. 
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obligatorias con el límite legalmente previsto. Sin perjuicio de tales deducciones se 
computarán -en todo caso y a efectos del oportuno descuento de la aportación a 
devolver al socio que causa baja- las pérdidas1678.  
 
De forma similar, otras normas prevén que del valor acreditado de las 
aportaciones se deduzcan las pérdidas imputadas e imputables al socio de acuerdo 
con el procedimiento legalmente previsto y en los supuestos de expulsión, de baja 
no justificada y de baja no justificada por incumplimiento del período de 
permanencia, que se pueda aplicar una deducción con el límite fijado legalmente y 
sobre el importe resultante de la liquidación de las aportaciones obligatorias1679.  
 
Asimismo, hallamos aquellas leyes que determinan que del valor acreditado de las 
aportaciones se deducirán las pérdidas imputadas e imputables al socio y que en el 
caso de baja no justificada por incumplimiento del período de permanencia 
mínimo fijado por ley, procederá una deducción sobre el importe resultante de la 
liquidación de las aportaciones obligatorias que no podrá superar el porcentaje 
legalmente previsto1680.  
 
Finalmente, existen textos legales que en caso de baja permiten las deducciones 
tanto por pérdidas como por cualquier otro motivo sobre las aportaciones 
obligatorias y voluntarias1681. Es decir, la regulación estatutaria del derecho al 
reembolso se realizará de acuerdo con unos criterios legalmente fijados. De 
acuerdo con los mismos, se estipula que del valor acreditado de las aportaciones -
sin hacer distinción entre tipos de aportaciones- se deducirán las pérdidas 
reflejadas en balance e imputables al socio que causa baja y que tras dicha 
imputación podrán deducirse aquellas cantidades que el socio o socia deban a la 
cooperativa por cualquier concepto1682. 
                                                 
1678 Al respecto, vid. Art. 63. 1 y 3 LCPV; Art. 64. 1 y 3 LCG 
1679 Vid. Art. 82.2 a) LCCLM; Art. 84.2, I, a) y b) y 84.2, II LSCA; Art. 46.5 a) y b) LFCN; Art. 53, I a) y 
b) LCAR 
1680 Vid. Art. 57.1, 2 y 3 LCLR; Art. 51.1, 2 y 3 LC; Art. 76. 1 y 2 LCIB 
1681 Al respecto, vid. Art. 20. 1 y 2 LCCAT; Art. 66. 1, 2 y 3 LCCyL 
1682 En este punto, el Art. 20.2, b) LCCAT, parece otorgar mayor libertad a los estatutos ya que 
determina lo siguiente: “Del importe definitivo del reembolso que resulte pueden deducirse las 
cantidades que el socio o socia deba a la cooperativa por cualquier concepto; las que sean 
procedentes por baja no justificada o expulsión; las responsabilidades que le puedan ser imputadas 
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Además -entre el grupo mayoritario de normas que no distinguen el reembolso de 
las aportaciones obligatorias y voluntarias- algunos textos legales puntualizan que 
el “reembolso” de las aportaciones voluntarias se practicará en las condiciones que 
determine el acuerdo que aprobó su emisión o conversión1683. En cualquier caso, 
se exige que el acuerdo de emisión respete el criterio de liquidación legalmente 
fijado pero con una diferente óptica, por ejemplo: en el caso de la LCCMadrid se 
dispone que estas aportaciones serán liquidadas con efectos al cierre de del 
ejercicio social en el curso del cual hubiere nacido el derecho al reembolso, 
separándose de la regla general que establece esta norma según la cual la 
liquidación de las aportaciones se hará según el balance de situación 
correspondiente al semestre en que se haya producido la baja; mientras que este 
último criterio es el único previsto en la LCRM en la que, además, se mantiene que 
en ningún caso podrán practicarse deducciones sobre las aportaciones 
voluntarias1684. 
 
En definitiva, en las normas hasta ahora citadas nada impide que vía estatutaria o 
en el acuerdo de su emisión o transformación, exista cierta libertad en el régimen 
aplicable al reembolso de las aportaciones voluntarias. Así, por ejemplo, se podría 
determinar un plazo de pago inferior respecto al estipulado para el reembolso de 
las aportaciones obligatorias y, en consecuencia, que las aportaciones voluntarias 
                                                                                                                                               
y cuantificadas, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que regula el artículo 26.2 ; las 
pérdidas no compensadas de ejercicios anteriores, y las previsiones de pérdidas del ejercicio en 
curso que ser| preciso regularizar una vez cerrado”. Sin embargo, en el Art. 66.3 LCCyL se mantiene 
que: “Los Estatutos de cada cooperativa fijar|n el importe porcentual de las deducciones que como 
máximo sean aplicables a la cuantía del reembolso, según las causas motivadoras del mismo, que no 
podrán exceder del 30 por 100 en el caso de expulsión, ni del 20 por 100 en el caso de baja no 
justificada. En el caso de incumplimiento del período de permanencia mínimo obligatorio, los 
Estatutos podr|n incrementar estas deducciones en diez puntos porcentuales”.  
1683 Vid. Art. 55.4 LCCMadrid; Art. 71.7 LCRM 
1684 El Art. 71.7 LCRM establece que las aportaciones voluntarias, en la cuantía que resulte de la 
liquidación, se reembolsarán en las condiciones que señale el acuerdo de su emisión para a 
continuación señalar que en ningún caso podrán practicarse deducciones sobre tales aportaciones. 
En todo caso surge la duda sobre si en tal apartado se hace referencia al valor de liquidación del 
apartado 1 de ese mismo artículo -o, en expresión de igual significado, al denominado valor 
acreditado de su apartado 2-; o si, por el contrario, se refiere al importe que resulte de deducir a tal 
valor las pérdidas imputadas o imputables al socio, reflejadas en el balance del cierre del ejercicio 
en que se produzca la baja, ya correspondan a dicho ejercicio o provenga de otros anteriores, y 
estén sin compensar –tal y como establece el apartado 2, a)-. En este sentido, la solución del 
apartado 7 parece contradictoria por señalar inicialmente que las aportaciones voluntarias se 
liquidarán y, a continuación, determinar que no se permite deducción alguna sobre tales 
aportaciones.  
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puedan pagarse en el mismo momento en que la baja deba surtir efectos; o fijar un 
interés de demora superior cuando exista retraso en el pago de las voluntarias. En 
cualquier caso, tal autorregulación no ha de significar una exención de la 
deducción por pérdidas sobre las aportaciones voluntarias por ser ésta una 
medida perjudicial para los acreedores1685. 
 
Un grupo minoritario de normas –en concreto, LSCEX, LCCV y LCPA- contienen un 
sistema diverso al expuesto. Estas leyes diferencian con nitidez el régimen del 
reembolso de las aportaciones obligatorias del aplicable a las voluntarias. En las 
mismas se disciplina, de un lado, el reembolso de las obligatorias fijando las reglas 
para proceder a su liquidación y su pago. Con posterioridad, concretan -en un 
apartado específico del mismo artículo1686 o en un precepto distinto1687- reglas 
específicas para el reembolso de las aportaciones voluntarias.  
 
Así las cosas, se parte de una regla general conforme a la cual éstas se 
reembolsarán en las condiciones que determine el acuerdo que aprobó su emisión 
o transformación. A continuación -en la LCPA y la LCCV de forma específica- se 
mantiene que tal reembolso proceder| una vez que éstas estén “liquidadas” y 
también que “salvo que dicho acuerdo de emisión hubiera previsto un régimen 
diferente, las aportaciones voluntarias se reembolsarán en el momento en que la 
baja deba surtir efectos”. Igualmente se mantiene taxativamente que en ningún 
caso podrán practicarse deducciones sobre las aportaciones voluntarias si bien, en 
la LCPA, se matiza que tal deducción proceder| “si las pérdidas imputables al socio 
no pueden cubrirse con las aportaciones obligatorias”1688.  
 
En definitiva, del texto de estas leyes -sobre todo por la amplitud de la LSCEX y la 
omisión en la LCCV- parece deducirse un mayor grado de libertad en el acuerdo de 
emisión de las aportaciones voluntarias en lo que concierne a las condiciones de su 
reembolso si interpretamos que éste puede abarcar la liquidación de las mismas y 
no únicamente las condiciones de pago. Si es así, podríamos concluir que a las 
                                                 
1685 En este sentido, vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 256. 
1686 Vid. Art. 57.2 LSCEX y Art. 61.6 LCCV 
1687 Vid. Art. 89 LCPA 
1688 Vid. Art. 89.1 LCPA 
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aportaciones voluntarias no se le puede realizar ningún tipo de deducción -ni 
siquiera por pérdidas- incluso en el supuesto de que el importe liquidado de las 
obligatorias no fuera suficiente para cubrir las pérdidas imputadas e imputables al 
socio1689. 
 
8.3.4.- Proceso de liquidación del valor de las aportaciones sociales. 
 
Una vez apuntado el hecho causante del reembolso –baja del cooperativista- y la 
incidencia de la tipología de socio y clase de aportación sobre el reembolso, hay 
que analizar las operaciones de carácter contable que son precisas para el cálculo 
del importe que se devolverá al socio saliente o a los herederos del cooperativista 
que haya fallecido.  
 
Dichas operaciones se practican sobre las aportaciones que conforman la 
participación del socio en el capital social, si bien algunas normas impiden la 
práctica de deducciones sobre las aportaciones de carácter voluntario1690. 
Igualmente, conviene subrayar que el socio saliente o los causahabientes podrán 
tener derecho, en su caso, a ciertas cantidades que no conforman el capital social y 
que, por tal motivo, no serán objeto de las operaciones de liquidación que a 
continuación vamos a citar1691. 
 
En el proceso de liquidación se diferencian tres fases que no poseen un régimen 
jurídico uniforme en las distintas normas cooperativas.  
 
El objetivo de la primera fase es el cálculo del valor total de las aportaciones al 
capital social que ha realizado el socio que causa baja, es decir, del sumatorio de 
                                                 
1689 Por ejemplo, a lo largo del Art. 61 LCCV se disciplinan tanto la deducción por pérdidas a 
practicar sobre el valor acreditado y en su caso actualizado de las aportaciones obligatorias 
(apartado 2) como las deducciones por baja injustificada o expulsión, que se realizarán sobre el 
importe liquidado de dichas aportaciones (apartado 3). A continuación, como hemos resaltado, 
rotundamente se establece que “En ningún caso podr|n practicarse deducciones sobre las 
aportaciones voluntarias” (apartado 6). 
1690 Vid. Supra. Cap. 8.3.3.3. 
1691 Por ejemplo: a una parte alícuota de los fondos de reserva existentes en la cooperativa, a los 
intereses devengados por las aportaciones a capital social que estén pendientes de pago, a los 
retornos no devengados, a la devolución de los préstamos del socio a la cooperativa, a los derechos 
de cobro o deudas del socio derivados de su participación en la actividad cooperativizada. Al 
respecto, vid. AECA, Documento Fondos propios en las Cooperativas, 1ª edic., diciembre 2009, p. 28. 
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sus aportaciones obligatorias iniciales, las sobrevenidas de carácter obligatorio y, 
dependiendo la norma que estudiemos, de las voluntarias. En una segunda fase, 
ciertas leyes prevén la actualización del importe de las aportaciones realizadas al 
capital social a través del mecanismo de la regularización de acuerdo con una 
norma habilitante, o bien por medio de la revalorización con cargo a un fondo 
cooperativo previsto para tal fin. Finalmente, en la tercera fase, se practican unos 
descuentos sobre el valor de liquidación inicial o de tal valor actualizado, conforme 
a unas deducciones legalmente previstas que pueden originarse tanto en las 
pérdidas que sean imputables al socio saliente como en la causa concreta que haya 
generado su salida de la cooperativa.  
 
En conclusión, el derecho al reembolso del socio que causa baja o de sus 
causahabientes lo es respecto de las aportaciones al capital social y el valor de 
reembolso de las aportaciones no puede determinarse adoptando, entre otras, 
como referencia una parte alícuota correspondiente al valor real de los bienes 
existentes que forman el patrimonio de la cooperativa1692. Es por ello que se parte 
de un valor de liquidación inicial de tales aportaciones sobre el que se realiza una 
eventual actualización y unos descuentos1693. Efectuadas todas estas operaciones 
obtendríamos el importe a reembolsar. 
 
8.3.4.1.- Valor inicial de la aportación social a efectos de reembolso. 
 
Para proceder a la liquidación se toma como referencia un valor de la aportación 
que es calculado de forma diversa según la norma cooperativa que examinemos. 
Para la determinación de este valor inicial es indiferente la razón que haya 
motivado la salida del socio de la cooperativa -baja, exclusión o muerte del socio-, 
cuestión que sí incidirá en las oportunas deducciones. 
 
                                                 
1692 En este sentido, vid. SAP Murcia (Sección 5ª) de 6 de julio de 2004 (JUR/2004/191827). Sobre 
esta sentencia, vid. TATO PLAZA, A., “Alcance e contido do dereito do socio ó reembolso das súas 
achegas ó capital social (Comentario á sentencia da Audiencia Provincial de Murcia de 6 de xullo de 
2004)”, Cooperativismo e Economía Social, núm. 27 (2004-2005), pp. 237-241. 
1693 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 403; PULGAR EZQUERRA, J.; “La transmisión de la 
condición de socio y su pérdida…”, op.cit. p. 447. 
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Según la mayoría de las leyes, tal liquidación se basa en el valor que tiene la 
aportación de acuerdo con el balance de cierre del ejercicio en que se causa baja en 
la condición de socio1694 o, en otras palabras, “el valor de la liquidación de estas 
aportaciones se obtendrá a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que 
se ha originado el derecho al reembolso”1695, 1696. De acuerdo con estas normas hay 
que saber cuál es la cifra de capital social en el balance del ejercicio en el que se 
produzca la baja para determinar la parte que le corresponde al socio saliente de 
acuerdo con las aportaciones que haya efectuado al capital social1697. Para ello, 
necesariamente, se ha de esperar a la finalización del ejercicio económico y que se 
formulen las cuentas anuales -y por tanto el balance de cierre- para calcular el 
valor inicial sobre el que se practicará, en su caso, la correspondiente actualización 
y se aplicarán las oportunas deducciones1698. Desde que se aprueban las cuentas -
como posteriormente puntualizaremos- el órgano de administración tendrá un 
plazo para efectuar el cálculo del importe definitivo a reembolsar por las 
aportaciones sociales. En consecuencia, hasta ese momento no existe un soporte 
jurídico contable para sustentar una demanda por reclamación de cantidad a la 
sociedad cooperativa1699. 
                                                 
1694 Al respecto, vid. Art. 88.1 in fine LCPA; Art. 64.1 LCG; Art. 67.1 LCLR; Art. 53, I LCAR; Art. 66.1 
LCCyL. En un sentido similar vid. Art. 20.2, a) LCCAT. Asimismo podemos deducir esta regla de lo 
expuesto en el Art. 63.3 LCPV y Art. 46.5, a) LFCN por cuanto las pérdidas que se imputan al socio 
son las que constan en el balance del cierre del ejercicio en que causa baja. 
1695 Tal y como establece el Art. 71.1, I in fine LCRM. En un sentido similar, vid. Art. 61.1 LCCV; Art. 
57.1, II LSCEX; Art. 82.2 LCCLM 
1696 Esta mención consta expresamente en la legislación italiana. Así, el Art. 2535 del Codice Civile 
bajo la rúbrica “Liquidación de la cuota o reembolso de la acción del socio saliente” dispone en su 
primer p|rrafo que: “La liquidación de la cuota o el reembolso de las acciones se realizar| sobre la 
base del balance del ejercicio en el que se haya verificado la baja, la exclusión o la muerte del socio”. 
Con una formulación forma similar, en la legislación portuguesa el Art. 36. 3 y 4 del Código 
Cooperativo, estipula lo siguiente “3. Al cooperador que cause baja se le restituir|n, en el plazo 
establecido en los estatutos o, supletoriamente, en el plazo máximo de un año, el montante de los 
títulos de capital aportados según su valor nominal 4. El valor nominal referido en el número 
anterior, será incrementado por los intereses a que tuviera derecho en relación al último ejercicio 
social, de la cuota parte de los excedentes y reservas no obligatorias y repartibles, en la proporción 
de su participación, o reducido, si fuera el caso, en la proporción de las pérdidas imputadas en el 
balance del ejercicio durante el cual surgió el derecho al reembolso”. Asimismo, el artículo 37.9 del 
Código Cooperativo, supedita el reembolso de las aportaciones sociales en caso de exclusión a las 
normas citadas.  
1697 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 256. 
1698 En este sentido, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 254. 
1699 En esta línea, si bien para reclamar la cantidad derivada de la participación en beneficios-
excedentes de una cooperativa de trabajo asociado sometida a la LCPV, la STS (Sala de lo Social) de 
26 de febrero de 1990 (RJ 1990/1236) se pronunciaba en su fundamento de derecho sexto 
desestimando la pretensión del demandante/apelante/recurrente, del siguiente modo: “Al respecto 
se argumenta que con independencia de la baja del actor-recurrente en la Cooperativa demandada, 
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Sin embargo, otras leyes se separan del criterio común del valor de la aportación 
en el cierre del balance del ejercicio en el que se causa baja, e incorporan pautas 
específicas que guardan una mayor o menor similitud con el anteriormente citado. 
Por ejemplo, según la LCCMadrid “la liquidación de las aportaciones se har| según 
el balance de situación correspondiente al semestre en que se haya producido la 
baja”1700. En todo caso, según esta misma norma las aportaciones voluntarias 
“ser|n liquidadas con efectos al cierre del ejercicio social en el curso del cual 
hubiere nacido el derecho al reembolso”1701. Con otra perspectiva, la LSCA 
concreta que “el valor de las aportaciones será el que refleje el libro de aportaciones 
a capital social”1702. Finalmente, en este punto, la LCIB incorpora un criterio 
singular puesto que tal c|lculo partir| del “valor teórico actualizado de la 
aportación del socio, aplicando el índice de precios al consumo de cada año desde 
su incorporación a la cooperativa o desde su última actualización, si ha habido 
alguna”1703. 
 
En otro orden de cosas, existen disposiciones que contemplan expresamente que al 
producirse la baja o expulsión -además del derecho al reembolso de sus 
                                                                                                                                               
al mismo le alcanza el derecho a percibir la participación correspondiente en los excedentes, en 
proporción a la actividad de cooperación desarrollada, durante el año 1986 al que se contraen, en 
este extremo, la demanda de autos. Es cierto que son conceptos distintos las participaciones en el 
capital desembolsado y en las reservas y la correspondiente a los beneficios obtenidos por la 
Cooperativa en un ejercicio anual; en este sentido, no cabe duda que para reclamar esta última no 
es, en modo alguno, necesario causar baja en la Cooperativa. Sin embargo, es lo cierto que los 
retornos en concepto de beneficios obtenidos y en proporción a la actividad desarrollada en una 
Cooperativa de producción, obviamente, se hallan sujetos a la previa determinación de aquellos 
beneficios, mediante la oportuna operación de balance debidamente aprobado por el ente 
cooperativo y a la concreción del porcentaje asignable a cada socio cooperativista en función de la 
actividad desarrollada por el mismo. Si, conforme al firme relato histórico de la sentencia de 
instancia, el balance de la sociedad cooperativa demandada correspondiente al año 1986, no ha 
sido aprobado por los órganos competentes de la misma y no apareciendo acreditada, por otra 
parte, la actividad cooperativa desarrollada por el actor recurrente durante el expresado ejercicio 
anual, obvio resulta que la pretensión reclamatoria de los señalados beneficios se revela prematura 
y huérfana de un soporte jurídico contable que no es dable residenciar en el balance efectuado con 
los datos proporcionados por el propio cooperativista que los reclama. La inconseguida revisión 
fáctica de la resolución recurrida y, consecuentemente, la inadmisión que, en ella, queda establecida 
de la existencia de un balance societario definitivo y reglamentario aprobado, claramente definidor 
de los beneficios realmente obtenidos y de la participación que, en ellos, corresponda al recurrente, 
priva al motivo de viabilidad debiendo por ende, ser desestimado”. 
1700 Vid. Art. 55.1 LCCMadrid 
1701 Vid. Art. 55.4 LCCMadrid 
1702 Como establece el Art. 84.1 LSCA 
1703 Este criterio tan sólo se incorpora en el Art. 76.1, a) LCIB 
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aportaciones- el socio saliente o los herederos del cooperativista que haya fallecido 
tendrán derecho a exigir el reembolso de la parte alícuota repartible de ciertos 
fondos de reserva de la sociedad cooperativa, por ejemplo, “de la parte repartible 
del Fondo de Reserva Obligatorio”1704, “la parte correspondiente de las reservas 
voluntarias repartibles”1705, “a la parte individualizada del fondo de reserva 
voluntaria”1706. Por tanto, conforme a la literalidad de estas normas, parecen 
existir unos compartimentos estancos a nivel contable por cuanto las deducciones 
se practicarán sobre un centro de imputación principal que será el valor 
acreditado -y, en su caso, actualizado- de las aportaciones; mientras que la parte 
repartible de tales fondos se reembolsará, en caso de existir, íntegra. La única 
norma que parece alejarse “formalmente” de este esquema es la LSCA en la que se 
dispone que se incluirán en el cómputo –entendemos que del valor de las 
aportaciones reflejado en el libro- las reservas voluntarias repartibles si las 
hubiere. A continuación esta misma norma estipula que las oportunas deducciones 
sólo se practicarán sobre el importe de las aportaciones1707. La LSCA, determina –
continuando con la flexibilización iniciada por la LCPV1708- que con arreglo a los 
criterios legales, el Fondo de Reserva Obligatorio tenga un carácter parcialmente 
repartible1709. 
                                                 
1704 Vid. Art. 71.1 LCRM 
1705 Vid. Art. 61.1 LCCV; Art. 88.1 LCPA 
1706 Vid. Art. 20.1 LCCAT 
1707 Vid. Art. 84. 1 y 2 LSCA 
1708 La LCPV estableció en 1993 algunas excepciones al carácter no repartible del Fondo de Reserva 
Obligatorio, por ejemplo “a) Cuando una cooperativa se transforme en una sociedad civil o 
mercantil, por así exigirlo la viabilidad empresarial, previa autorización del Consejo Superior de 
cooperativas, el valor nominal de las dotaciones del fondo de reserva obligatorio y de las reservas 
voluntarias irrepartibles se acreditará al Consejo mencionado como títulos de cuentas en 
participación referidos a la sociedad resultante del proceso transformador (artículo 85.4). b) En 
caso de disolución con liquidación de una cooperativa de segundo o ulterior grado, el activo 
sobrante (que puede incluir el fondo de reserva obligatorio) será distribuido entre los socios en 
proporción al importe del retorno percibido en los últimos cinco años o, para cooperativas cuya 
duración hubiese sido inferior a ese plazo, desde su constitución. En su defecto, se distribuirá en 
proporción a la participación de cada socio en la actividad cooperativa o, en su caso, al número de 
miembros de cada entidad agrupada en aquella cooperativa (artículo 132). c) Las cooperativas 
mixtas pueden recoger en sus estatutos, si lo autoriza el Consejo Superior de cooperativas en el 
momento de su configuración como tal cooperativa mixta, la previsión de repartibilidad del fondo 
de reserva obligatorio en caso de liquidación (artículo 136)”; vid. GADEA, E., Derecho…, op.cit. pp. 
222-223. 
1709 Este cambio respecto a la configuración tradicional del Fondo de Reserva Obligatorio como 
irrepartible así como otras medidas, se justifican, en la E. de M. de la LSCA en el año 1999, de la 
siguiente forma: “En lo que respecta a la nueva configuración económica del estatuto del socio, 
conviene resaltar la regulación más flexible de la actualización de sus aportaciones, así como la 
creación de un Fondo de Reembolso Estatutario, ideado para solventar determinadas situaciones 
de baja en cooperativas que no hayan procedido a la expresada actualización. El mismo criterio 
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Por el contrario, otras leyes cooperativas posibilitan la creación de fondos de 
reserva voluntarios de carácter repartible pero que, a diferencia de las que 
acabamos de mencionar, no otorgan expresamente al socio saliente tal derecho 
cuando tales fondos existieren. Estas reservas se constituirán a través de la 
oportuna previsión estatutaria o por un acuerdo de la Asamblea General en el que 
se fijará, entre otras cuestiones, su criterio de atribución o reparto por lo que el 
importe de cada socio en estas reservas se le reintegrará cuando cause baja, así 
como cuando se adjudique el haber social resultante de la liquidación1710.  
 
En cualquier caso surgen dudas cuando existiendo tales reservas, no se hayan 
determinado los criterios de reparto. Es decir, si al no disciplinar esta cuestión –
sea en vía estatutaria o a través de un acuerdo de la Asamblea- el socio saliente 
tiene derecho a su parte en tales reservas y, específicamente, en qué proporción le 
corresponden. Respecto a la cuestión más general, MORAL VELASCO, a la hora de 
interpretar la LC, considera que el socio tiene derecho al fondo por lo siguiente: 
 
- Al socio que causa baja no sólo se le reembolsa el valor de las aportaciones 
sino que se le hace una verdadera “liquidación”, al deducírsele las pérdidas 
que le sean imputadas e imputables reflejadas en el balance de cierre del 
ejercicio en que se cause la baja. Pero esta imputación de pérdidas al socio, 
es decir, a sus aportaciones a capital social, solo se producen a falta de otros 
centros previos de imputación tales como los fondos de reserva repartibles. 
Por lo tanto, si el socio recibe íntegras sus aportaciones sociales porque 
dichos fondos absorben la posible existencia de pérdidas, cabe considerar 
                                                                                                                                               
preside la posibilidad estatutaria de hacer parcialmente repartible el Fondo de Reserva Obligatorio 
en determinadas condiciones y cumpliéndose ciertos requisitos. En todos estos casos se trata de 
hacer frente a una realidad muy frecuente en las cooperativas, que resulta contraria a un elemental 
principio de justicia, cual es la de que el socio, a la hora de la baja en estas entidades, después de 
años de esfuerzo y dedicación, se encuentre con que no pueda hacer propios, en alguna medida, los 
frutos de dicho empeño. Situación que, por lo demás, como quiera que nos encontramos con una 
sociedad recientemente ilustrada e informada, actúa como elemento desincentivador de la creación 
de las propias cooperativas. En cualquier caso, la regulación de estos apartados se realiza con la 
mayor prudencia y de manera equilibrada con los intereses de la entidad, pues no se puede perder 
de vista el carácter esencialmente solidario de estas entidades, ni olvidar la necesidad de no 
interferir, sustancialmente, el imprescindible proceso de acumulación de capital”. Al respecto, vid. 
MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 439. 
1710 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 287. 
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que si no existen tales pérdidas el socio puede participar de las ventajas que 
generan la existencia de unos fondos “repartibles”, es decir, tiene derecho a 
su reparto. 
 
- Si en la disolución y liquidación de la cooperativa se prevé el reintegro a los 
socios de su participación en los fondos de reserva voluntarios repartibles 
(art. 75. 2, c) LC), también es posible ese reparto en caso de baja del socio, la 
cual viene a ser una suerte de liquidación parcial. 
 
 
- El socio que causa baja ha contribuido con su actividad cooperativa a la 
formación del fondo de reserva voluntario repartible y en caso de no 
realizarse el reintegro podría significar un enriquecimiento injusto para la 
propia cooperativa o para posteriores socios que podrían participar en un 
fondo de reserva a cuya formación no han contribuido1711. 
 
En lo relativo a la concreta forma de distribución de la reserva voluntaria en caso 
de baja, existen dos orientaciones legales. Hay normas que admiten una mayor 
autorregulación en esta materia ya que priorizan que la distribución de tales 
fondos se realice de conformidad a lo determinado en los estatutos o en el 
correspondiente acuerdo de la Asamblea General. Únicamente en el caso de no 
haberse previsto, se aplicaría por analogía la solución legal subsidiaria establecida 
para el reparto de tales fondos en caso de la adjudicación del haber social. En tales 
supuestos, en defecto de pacto estatutario o acuerdo, tal distribución se efectuaría 
“en proporción a las actividades realizadas por cada uno de los socios con la 
cooperativa durante los últimos cinco años o, para las cooperativas cuya duración 
hubiese sido inferior a este plazo, desde su constitución”1712.  
 
Sin embargo, otras normas no admiten tal grado de libertad por cuanto regulan 
este criterio de forma imperativa. Así pues, se permite que los estatutos puedan 
disciplinar el derecho que corresponda a los socios que causan baja en la reserva 
                                                 
1711 Vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit.p. 255. 
1712 Al respecto, vid. Art. 75.2, c) LC. 
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voluntaria repartible, pero esto se hará sin perjuicio del criterio de distribución 
fijado legalmente1713.  
 
8.3.4.2.- Revalorización. El fondo de reembolso y otras técnicas de 
revalorización. 
 
Entre las operaciones de liquidación algunas leyes cooperativas contemplan, con 
un régimen jurídico dispar, la actualización o revalorización de la aportación. En 
esencia, con esta operación se trata de compensar al cooperativista que causa baja 
y obtiene el reembolso de sus aportaciones, de la pérdida de valor de éstas 
derivada de la inflación de modo que el socio saliente reciba una cantidad 
equivalente en poder adquisitivo a la aportada en su día. En puridad, esta medida 
en la fase de liquidación es independiente del mecanismo de regularización de 
balances derivado de la correspondiente habilitación legal1714. De todas maneras, 
en ciertas normas existe una confusión terminológica que no ayuda a la 
comprensión de la materia. Dicho esto, como apuntamos en su momento1715, sería 
conveniente reservar el término “revalorización” de aportaciones para estos casos 
y, en general, para cualquiera en el que se actualiza el valor de lo aportado con 
cargo a fondos y sin necesidad de norma habilitante; y el término “actualización” se 
utilizaría cuando la actualización del valor de la aportación derivada de una 
regularización de balances. 
 
Así las cosas, por ejemplo, la LSCA otorga al socio el derecho al reembolso de su 
aportación “revalorizada” siempre que se cumplan dos requisitos cumulativos: i) 
que, con anterioridad a la baja, no se hayan actualizado en todo o en parte las 
aportaciones conforme al mecanismo de regularización de balances; y, ii) que se 
haya determinado estatutariamente el fondo voluntario que para tal fin prevé la 
                                                 
1713 De acuerdo con el cual -según el Art. 63.2 LCCMadrid-: “La distribución de la reserva voluntaria 
entre los socios se hará en proporción a la participación media del socio en la actividad 
cooperativizada, teniendo en cuenta su período de permanencia en la Cooperativa. Quedarán 
excluidos de esta distribución los socios que lo hayan sido por un plazo inferior a cinco años, salvo 
que por la corta duración de la Cooperativa no se justifique esta diferenciación”. En una línea 
similar, vid. Art. 71.2 LCCV. 
1714 Si bien, en ocasiones, la actualización de la aportación en caso de baja depende de que no se 
haya realizado una regularización del balance. Al respecto, vid. Cap. 6.8.3. 
1715 Vid. Cap. 6.8.3. 
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propia LSCA1716. La constitución de este Fondo de Reembolso ha de estar prevista 
en los estatutos. Su finalidad será la revalorización de las aportaciones que se 
restituyan a los socios y, en su caso, asociados salientes siempre que lleven, como 
mínimo, cinco años en la cooperativa en la fecha de la baja y que la revalorización 
tendrá como límite máximo el índice general de precios al consumo y tendrá en 
cuenta el ejercicio en que fueron desembolsadas aquéllas. La Asamblea General 
determinará la parte de los excedentes que se destinará en cada ejercicio a la 
dotación de dicho fondo, al que no podrán imputarse las deudas sociales1717. Con 
una formulación prácticamente idéntica encontramos la LCRM y la LCCLM en las 
que -con respecto a la LSCA- se varía en que no tienen en cuenta si ha habido o no 
una actualización previa por regularización de balances y, además, matizan que “la 
revalorización se calculará sobre el valor nominal de las aportaciones en el 
momento de la baja y tendrá como límite máximo el incremento del IPC de los 
últimos cinco años”1718. 
 
Con una enunciación similar, la LCCMadrid dispone que los estatutos regularán el 
reembolso de las aportaciones al capital social, en su caso actualizadas –léase, 
revalorizadas-, en el supuesto de baja en la cooperativa1719. Para tal fin, dicha 
norma posibilita la constitución vía estatutaria o por acuerdo de la Asamblea 
General de un fondo de reserva especial que permita la actualización de las 
aportaciones que se restituyan a los socios y asociados. Esta reserva se integrará 
por la plusvalía derivada de la regularización de balances y por los excedentes 
disponibles que se acuerde destinar a la misma en cada ejercicio. En todo caso, la 
actualización de las aportaciones sociales se limitará a corregir los efectos de la 
inflación y tendrá en cuenta el ejercicio en que fueron desembolsadas1720. 
 
De una manera más sintética, la LCCV parte de que el valor acreditado de las 
aportaciones puede ser actualizado1721. Esta norma permite que las aportaciones 
obligatorias puedan ser actualizadas con cargo a reservas voluntarias repartibles y 
                                                 
1716 Al respecto vid. Art. 84.2, d) LSCA en relación con Art. 83. 
1717 Vid. Art. 97 LSCA  
1718 Vid. Art. 77 LCRM; Art. 93.2 LCCLM 
1719 Vid. Art. 55.1 LCCMadrid 
1720 Vid. Art. 53.3 LCCMadrid 
1721 Vid. Art. 61.2 LCCV 
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limita tal actualización a corregir los efectos de la inflación desde el ejercicio en 
que fueron desembolsadas aquéllas. Los estatutos podrán determinar un período 
máximo para la actualización1722. Asimismo, con una regulación exigua, tanto la 
LCCAT como la LCPA se limitan a disponer que el socio tendrá derecho al 
reembolso de su aportación actualizada1723, entendemos que con cargo al fondo de 
reserva voluntaria creado para tal fin conformado por las plusvalías derivadas de 
la oportuna regularización de balance y parte de los excedentes cooperativos y los 
beneficios extracooperativos disponibles1724. 
 
En lo que respecta a las normas en las que no se contempla específicamente este 
fondo, a nuestro juicio, no existe impedimento alguno para que se determine 
estatutariamente el oportuno fondo de reserva de carácter voluntario y repartible 
con el mismo objetivo que el señalado, esto es, revalorización de las aportaciones 
realizadas al capital social en caso de baja del cooperativista.  
 
Finalmente, conviene destacar la singularidad de la solución incorporada en la 
LCIB por cuanto, como avanzamos, esta norma -para efectuar la oportuna 
liquidación- toma como referencia el “valor teórico actualizado de la aportación del 
socio”. Éste ser| el resultante de aplicar al valor inicial de la aportación o bien, de 
existir, al posterior valor actualizado de la misma de acuerdo con una 
regularización de balances, el índice de precios al consumo de cada año desde que 
se realizó tal aportación o se procedió a la citada regularización1725. Del valor así 
calculado, se deducen las pérdidas imputadas e imputables al socio. El importe 
neto resultante de estas operaciones se liquidará, con cargo la aportación al capital 
acreditado y si hay un fondo de reserva para reembolso de aportaciones, en la 
proporción que le corresponda de éste, según el número de socios y la dotación 
existente en el momento de la baja del socio1726.  
 
En definitiva, en la LCIB se avanza un paso más puesto que el reembolso de las 
aportaciones por un valor diferente al nominal –esto es revalorizado- no deriva, 
                                                 
1722 Vid. Art. 59.1 LCCV 
1723 Vid. Art. 23, f) LCCAT; Art. 88.2 LCPA 
1724 Tal y como se puntualiza en el Art. 66.3 LCCAT 
1725 Vid. Art. 76.1, a) LCIB 
1726 Vid. Art. 76.1, b) y c) LCIB 
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principalmente, de la repartibilidad de fondos o de la existencia de reservas, sino 
que “se estipula obligatoriamente que el socio tiene derecho en momento al 
reembolso a las aportaciones actualizadas al índice de precios al consumo, aunque 
no se haya procedido a su actualización”1727. 
 
8.3.4.3.- Deducciones. 
 
Una vez determinado el valor de la aportación y, en su caso, tras su revalorización, 
el procedimiento de liquidación continúa con las oportunas deducciones. En 
primer lugar y por regla general, se deducirán aquellas pérdidas imputadas o 
imputables al socio saliente; y, con posterioridad, las denominadas deducciones 
causales, así denominadas puesto que están condicionadas a la causa que ha dado 
origen a la salida del socio1728.  
 
En ambos supuestos nos hallamos ante medidas que tienen como finalidad la 
estabilidad de la sociedad, en concreto según GADEA “para evitar que la restitución 
de aportaciones comprometa la viabilidad de la empresa y los derechos de los 
acreedores”1729. Por tanto, el mecanismo de deducciones se configura como un 
contrapeso al derecho de reembolso. La diferencia estriba en que, usualmente, la 
práctica de la deducción por pérdidas es necesaria; mientras que las causales son 
facultativas ya que tras la oportuna mención estatutaria podrán ser practicadas o 
no por la sociedad1730. Además, mientras que la imputación por pérdidas entronca 
con las notas personalistas que caracterizan a las sociedades cooperativas; las 
deducciones causales poseen, en mayor o menor medida, una naturaleza 
sancionatoria por actuaciones contrarias al bien común. Así las cosas, al socio que 
causa baja injustificadamente o es expulsado de la cooperativa podrá detraérsele 
                                                 
1727 Vid. POLO GARRIDO, F., “Impactos de las normas internacionales de información financiera en 
el régimen económico de las sociedades cooperativas”, op.cit. p. 87. 
1728 Al respecto, vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La transmisión de la posición de socio y su pérdida…”, 
op.cit. p. 448. También tradicionalmente se las denominó “deducciones por solidaridad 
cooperativa” ya que poseían “cierto car|cter de sanciones, por ejercitar el derecho de libre 
separación de la Cooperativa –derivado del principio de puerta abierta- sin atender debidamente a 
la exigencias del fin común (como imponen en el contrato de sociedad el art. 1.666 del Código Civil), 
sino sólo al interés egoísta del socio”; VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 80 LGC 1987”, op.cit. p. 
295; m|s recientemente, vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 260. 
1729 Vid. GADEA, E., Derecho…, op.cit. p. 211. 
1730 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 404. 
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del valor de sus aportaciones hasta un determinado porcentaje máximo legalmente 
prefijado. 
 
En todo caso, la regulación estatutaria de esta compleja materia está limitada por 
las previsiones legales que se erigen como derecho imperativo1731, por ejemplo, en 
lo que se refiere al tipo de deducciones que se han de practicar, o en los 
porcentajes máximos a deducir en caso de baja no justificada o expulsión. Por ello, 
la liquidación se practicará sobre el valor acreditado de las aportaciones sin otras 
deducciones que las contempladas en la ley y con las condiciones y límites 
máximos fijados legalmente.  
 
8.3.4.3.1.- Deducción por pérdidas. 
 
8.3.4.3.1.1.- Cuestiones preliminares. 
 
Del importe de las aportaciones en el momento de la baja se han de deducir, en 
primer lugar, las pérdidas imputadas al socio saliente. Esto significa que antes de 
practicar las deducciones de carácter facultativo se ha de proceder a la deducción 
por pérdidas. De todas formas, la legislación cooperativa no es uniforme al 
respecto.  
 
La mayoría de los textos legales mantienen expresamente que del valor acreditado 
de las aportaciones se deducirán las pérdidas imputadas e imputables al socio, 
reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el que se haya causado baja o las 
referidas a ejercicios anteriores siempre que no hayan sido satisfechas o 
compensadas1732. Otras leyes disponen que una vez efectuada la liquidación de las 
aportaciones según el balance de cierre del ejercicio, se podrán establecer ciertas 
deducciones de carácter causal o, dicho en otras palabras, que sobre el importe 
liquidado de las aportaciones se podrán acordar aquellas deducciones que 
                                                 
1731 Al respecto, vid. NIETO SÁNCHEZ, J., “Posición jurídica del socio (II): baja y expulsión…”, op.cit. 
p. 167. 
1732 Entre otras, vid. Art. 51.2 LC; Art. 53, a) LCAR; Art. 88.2 LCPA; etc. En todo caso, destaca por su 
detalle la regulación de esta cuestión en el Art. 71.2 LCRM 
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determinen estatutariamente1733. Esta última solución normativa se ha puesto en 
entredicho por MORILLAS-FELIÚ, puesto que la deducción por pérdidas no parece 
contemplarse como necesariamente previa a las causales y, en consecuencia, el 
resultado diferirá según el orden en el que se practiquen ambos tipos de 
deducciones1734.  
 
Asimismo, tanto la LCCMadrid como la LSCEX parecen obviar la deducción por 
pérdidas ya que ésta no es citada en el precepto que disciplina el reembolso de las 
aportaciones. No obstante, la cuestión se aborda de forma diferente en estas dos 
normas. En la LCCMadrid -cuando se regulan las deducciones causales- se dispone 
que éstas se realicen “sobre el importe liquidado de las aportaciones obligatorias 
del socio que causa baja”1735, es decir, se ha de interpretar que las pérdidas son 
deducidas con anterioridad al resto de las deducciones1736. Del texto de la LSCEX 
no podemos extraer tal conclusión puesto que, tras concretarse que la liquidación 
de las aportaciones obligatorias se practicará a partir del cierre del ejercicio social 
en el que se ha originado el derecho al reembolso, se fijan unas reglas para 
practicar tal liquidación donde únicamente constan las deducciones causales por 
expulsión y por baja no justificada1737. 
 
Al margen de estas apreciaciones, en todas las leyes cooperativas se diferencia 
entre las pérdidas imputadas e imputables al socio que correspondan al ejercicio 
en el que causa baja; y aquellas que provengan de los anteriores y estén sin 
compensar. En ambos supuestos, las normas suelen exigir que tales pérdidas 
figuren en el balance de cierre del ejercicio en el que se causa baja por lo que, en 
consecuencia, hasta que éste se elabore no se podrá proceder a tal deducción. 
Igualmente, respecto a las pérdidas derivadas del ejercicio en el que se produce la 
baja, hemos de valorar que pueden imputarse pérdidas posteriores al momento en 
                                                 
1733 En este sentido, vid. Art. 63.3 LCPV; Art. 64.3 LCG; Art. 67.1 LCLR 
1734 Vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 405. 
1735 Vid. Art. 55.2 LCCMadrid 
1736 De forma similar a lo que se hacía con la redacción del Art. 51 LC previa a la reforma de 2007; 
vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 264  
1737 Vid. Art. 57.1 LSCEX 
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que el socio causa baja pero que tengan lugar dentro de dicho ejercicio 
económico1738.  
 
8.3.4.3.1.2.- Tipos de pérdidas imputables. 
 
La clave en una liquidación derivada de una baja o de una expulsión, radica en 
interpretar si las pérdidas se han de deducir de otros centros de imputación y no 
del importe de las aportaciones sociales que ha de ser reembolsado al socio 
saliente. De ser así, hemos de preguntarnos si necesariamente ha de seguirse un 
orden por la cooperativa para proceder a dicha imputación. En todo caso, con 
carácter previo al análisis de la forma de imputar las pérdidas al cooperativista, 
conviene realizar varias aclaraciones. 
 
El cooperativista mientras ostenta tal cualidad responderá limitadamente con el 
importe de las aportaciones suscritas -aunque no las haya desembolsado 
íntegramente- por las deudas sociales, es decir, por aquellas que tiene la sociedad 
cooperativa, como persona jurídica distinta de los socios que la conforman, 
respecto a sus acreedores1739. Se trata, en suma, de una responsabilidad indirecta 
por deuda ajena que, pese al silencio legal, se considera subsidiaria1740. 
 
Una vez que se pierde la condición de socio por cualquier razón, el socio saliente -o 
sus herederos- responderán ante la sociedad durante un plazo fijado por ley –
                                                 
1738 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 264. 
1739 No obstante, en relación con las cooperativas de viviendas, la jurisprudencia se ha mostrado 
partidaria de la responsabilidad personal del socio dado que se produciría un enriquecimiento 
injusto de los cooperativistas si éstos no hicieran frente a determinados gastos. Así, según el criterio 
jurisprudencial mayoritario, “aquellos socios que hayan sido integrados en una concreta promoción 
de viviendas vienen obligados a costear, con independencia de sus aportaciones societarias, los 
gastos constructivos de la vivienda”; vid. STS de 18 de junio de 1991 (RJ 1991/4522). Es decir, tal y 
como se puntualiza en resoluciones posteriores, probado “el car|cter de socios cooperativistas de 
los codemandados impide puedan ser considerados terceros frente a los actos y contratos 
realizados en nombre de la cooperativa”; vid. STS de 28 de octubre de 2002 (RJ 2002/9185). En 
esta línea se pronuncia la STS de 14 de abril de 2003 (RJ 2003/3710) y STS de 10 de octubre de 
2005 (RJ 2006/1958). Igualmente, como se matiza en alguna Sentencia, esta obligación “no sería 
contradictoria con el principio de responsabilidad limitada de los socios cooperativistas, por 
considerar esta resolución que los débitos de construcción no pueden equipararse a las deudas 
sociales propiamente dichas”; vid. SAP Madrid de 29 de septiembre de 2004 (Sección 21ª) (JUR 
2004/314665). 
1740. Al respecto, vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 197. 
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usualmente en 5 años1741- por aquellas deudas sociales que le sean imputables 
siempre que deriven de obligaciones contraídas por la cooperativa con 
anterioridad a la pérdida de la condición de socio1742. Esta responsabilidad del 
socio saliente será subsidiaria y estará limitada1743. Tal socio responderá previa 
excusión –que no exclusión como dicen muchas normas- del haber social y hasta el 
importe que le haya sido reembolsado de sus aportaciones al capital social 1744 y, 
como añade alguna ley, con el que esté pendiente de reembolsar1745.  
 
El régimen de responsabilidad limitada por las deudas sociales al que acabamos de 
aludir, no debe confundirse con la disciplina de imputación por pérdidas1746. Así 
pues, tal limitación no impide que los cooperativistas soporten personal e 
ilimitadamente frente a la sociedad las pérdidas derivadas de la explotación1747, 
dado que éstas se originan en el ejercicio de una actividad por cuenta del socio1748. 
Tal imputación se realizará en proporción a su participación en la actividad 
cooperativizada y no en función de sus aportaciones al capital. En definitiva, las 
pérdidas de un ejercicio se pueden imputar al patrimonio de los cooperativistas, de 
                                                 
1741 Como excepción señalaremos el Art. 27.2 LCLR en el que se limita a 4 años. 
1742 Es decir, junto al que se podría denominar como “régimen general” algunas normas contienen 
un régimen imperativo –por cuanto no aluden a su posible alteración vía estatutaria- de la 
responsabilidad del socio que deja de pertenecer a la cooperativa. Al respecto, vid. MORILLAS-
FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 199. Este socio, como podemos comprobar, sigue siendo responsable ante 
la cooperativa por las obligaciones contraídas por la misma con anterioridad a la pérdida de la 
condición de socio. Por tanto, tal socio podrá verse afectado por las decisiones de la cooperativa 
sobre tal deuda de ahí que esté legitimado para impugnar –aunque ya no sea socio de facto- tales 
acuerdos. Al respecto, vid. STS (Sala cuarta) de 7 de junio de 1990 (RJ 1990/5038), extractada por 
AYUSO MOZAS, R.-MORATO GARCÍA, R., “La jurisprudencia de los Tribunales españoles sobre los 
conflictos de la economía social”, en AA.VV., Economía Social y Cooperativismo (Dir. Purificación 
Morgado, Coord. Lourdes Burgos), Valladolid, 2006, p. 392. 
1743 Vid. BOTANA AGRA, M., Fundamentos…, op.cit. p. 90. 
1744 Vid. Art. 76.1, b) LCIB; Art. 67.2 LCCyL; Art. 15.4 LC; Art. 28.4 LCRM; Art. 6.2 LCG; Art. 27.2 
LCLR; Art. 24.1 LCCV; etc. 
1745 Vid. Art. 47, II LCAR 
1746 Pese al equívoco texto de algunas normas –Arts. 94.5, 67.4 y 54 LSCA-, del cual puede deducirse 
que se pretende limitar la imputación por pérdidas al importe de lo aportado –como en el caso de la 
responsabilidad por deudas sociales. Sobre esta cuestión, vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión 
económica…, op.cit. p. 244; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 434. 
1747 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión económica…, op.cit. p. 183; BORJABAD GONZALO, P., 
Manual…, op.cit. p. 134; MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 433; PANIAGUA ZURERA, M., La 
sociedad…, op.cit. p. 288; VICENT CHULIÁ, F., Introducción…, T.I, op.cit. p. 920.  
1748 Pensemos, por ejemplo, en supuestos donde: el cooperativista pagó menor precio por un 
producto o servicio adquirido a la cooperativa; cuando la cooperativa abono un importe mayor al 
de mercado por una materia prima adquirida al socio; o, finalmente, en aquellos casos en los que los 
socios de las Cooperativas de Trabajo Asociado recibieron mayores percepciones salariales a 
cuenta de las debidas. En todos estos ejemplos, corresponderá al socio devolver la diferencia vía 
imputación de pérdidas. Al respecto, vid. BORJABAD GONZALO, P., Manual…, op.cit. p. 134. 
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ahí que VICENT CHULIÁ haya mantenido que “desde el punto de vista jurídico o 
patrimonial no son “pérdidas sociales”, sino pérdidas del socio”1749; si bien, en 
opinión de PANIAGUA ZURERA, nos encontraríamos ante auténticas pérdidas 
sociales que son experimentadas por el patrimonio social –son pérdidas el 
ejercicio económico- y que incluso pueden llegar a ser absorbidas totalmente por 
las reservas, por lo que “estamos ante pérdidas sociales, pero con un régimen 
especial”1750. 
 
Estas pérdidas podrán derivar de la relación entre los cooperativistas y la sociedad 
–pérdidas cooperativas-, de la sociedad con terceros –pérdidas extracooperativas-, 
o, incluso, las originadas en actividades extraordinarias1751. La duda se plantea 
acerca de si cualquiera de estas pérdidas es imputable al socio, en concreto, si éste 
sólo ha de soportar las pérdidas generadas en sus relaciones con la cooperativa de 
acuerdo con la gestión mutualística que ésta realiza1752; o si, por el contrario, podrá 
imputársele cualquier tipo de pérdida independientemente cual haya sido su 
origen. La solución dependerá, una vez más, de lo estipulado en cada norma 
cooperativa en referencia: i) a la fijación estatutaria de un mandato de “no 
contabilización separada” de los resultados derivados de la realización de la 
actividad cooperativa con no socios, que sea diverso al régimen general de 
determinación de resultados que aboga por la separación1753; ii) a la clase de 
pérdidas que, por ley, pueden imputársele a los socios.  
                                                 
1749 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 87 LGC 1987”, op.cit. p. 370. En esta línea, vid. 
FAJARDO GARCÍA, G., La gestión económica…, op.cit. p. 183; TATO PLAZA, A., A Lei de cooperativas…, 
pp. 72-74. 
1750 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “Determinación y distribución de resultados…”, op.cit. p. 10. 
1751 Vid. SUSO VIDAL, J.Mª., “La imputación de pérdidas al socio en la liquidación concursal de la 
cooperativa”, en AA.VV., Estudios sobre la Ley Concursal. Libro Homenaje a Manuel Olivencia, Tomo 
V, Madrid, 2005, p. 4860. 
1752 De modo que “en las relaciones externas, es decir, entre la sociedad como persona jurídica y los 
terceros, la responsabilidad de la cooperativa es ilimitada (es decir, responde frente a terceros con 
todo su patrimonio), siendo de aplicación las reglas generales de responsabilidad de las personas 
jurídicas. En su vertiente interna, es decir en las relaciones entre la cooperativa con sus socios 
sobre la base de la gestión mutualística, los socios realizan sus actividades “en la cooperativa” 
recibiendo por sus prestaciones unos avances de gestión que en un momento posterior, al cierre del 
ejercicio económico y, en función del coste de la prestación del servicio realizado por la cooperativa 
con los socios, retornar o, en su caso imputar en los términos que las leyes establecen las pérdidas, 
que en último caso deberán ser satisfechas por los socios en proporción al grado de participación 
de cada uno de ellos en las operaciones mutualísticas”; vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen 
económico…”, op.cit. p. 218. 
1753 Como ejemplo, traemos a colación la disciplina prevista en el Art. 99.2, b) LCPA en el que se 
dispone que, tras la imputación de pérdidas a los fondos de reserva de carácter voluntario, se podrá 
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En relación a esta cuestión, diferenciaremos entre un grupo de leyes en las que no 
se hace ningún tipo de distinción1754; y otro en el que no se permite la imputación 
al socio de las pérdidas extraordinarias o extracooperativas, con lo cual éste sólo 
responderá de las pérdidas generadas en la actividad cooperativizada desarrollada 
con los socios1755. Con un criterio singular, la LCCMadrid incorpora una solución de 
carácter mixto donde la regla es que sólo cabe imputar las pérdidas de la actividad 
cooperativizada, pero las extracooperativas también pueden afectar a los socios y 
asociados en proporción al capital social suscrito1756. 
 
8.3.4.3.1.3.- Orden de imputación. 
 
Los textos cooperativos, a efectos de cómo se ha de proceder a la concreta 
imputación de pérdidas al socio e independientemente de cuál sea su origen, se 
decantan por una autonomía estatutaria limitada, por cuanto estipulan criterios 
imperativos que no podrán ser modificados por los estatutos cuando disciplinen 
esta cuestión. Por tanto, la regulación estatutaria ha de respetar lo previsto en las 
leyes respecto al orden de imputación y a los porcentajes máximos de pérdidas que 
se pueden cargar a cada centro de imputación1757. Es por ello que, antes de ser 
asumidas tales pérdidas por los socios, éstas habrán de imputarse, en primer lugar 
                                                                                                                                               
podrán imputar al FRO pero respetando las siguientes reglas: i) en caso de contabilización separada 
de los resultados extracooperativos: al fondo de reserva obligatorio podrán imputarse, como 
máximo, dependiendo del origen de las pérdidas, los porcentajes medios de los excedentes 
cooperativos o beneficios extracooperativos y extraordinarios que se hayan destinado a dicho 
fondo en los últimos cinco años o desde su constitución, si ésta no fuera anterior a dichos cinco 
años; ii) en caso de no contabilización separada de los resultados extracooperativos: al fondo de 
reserva obligatorio podrá imputarse, como máximo, el porcentaje medio de los resultados que se 
hayan destinado a dicho fondo en los últimos cinco años o desde su constitución, si ésta no fuese 
anterior a dichos cinco años. 
1754 Vid. Art. 69 LCPV; Art. 69 LCG; Art. 73 LCLR; Art. 75 LCCyL; Art. 81 LCIB; Art. 99 LCPA; Art. 59 
LC; Art. 89 LCCLM 
1755 Vid. Art. 58.5 LCAR; Art. 93.4 LSCA; Art. 63.1, c) LSCEX; Art. 69.1 LCCV  
1756 Tal y como ha resaltado SUSO VIDAL, J.Mª., “La imputación de pérdidas…”, op.cit. p. 4861 (nota 
28). Al respecto, vid. Art. 61 1 y 2 LCCMadrid 
1757 Al respecto se ha dicho que “la fijación previa de las pautas legales sobre el modo de practica la 
imputación de pérdidas es la solución más coherente. Dejar esta materia al puro arbitrio de los 
estatutos es sumamente peligroso, dada la naturaleza de los intereses en conflicto y los abusos que 
podrían producirse como consecuencia de la implantación de alternativas, que pudieran ser, 
incluso, atentarías a la esencia de la sociedad cooperativa o gravemente distorsionadoras de la 
participación en pérdidas del socio que ha querido implantar el legislador”; vid. SUSO VIDAL, J.Mª., 
“La imputación de pérdidas al socio…”, op.cit. p. 4858. En contra de este criterio general, alguna 
norma consagra la libertad total estatutaria para proceder a imputar las pérdidas bien con cargo a 
reservas o a los socios, vid. Art. 53.1 LFCN 
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y en caso de existir, a una cuenta especial de amortización de pérdidas con cargo a 
futuros resultados positivos y con un plazo máximo de amortización. Con 
posterioridad, siempre que existan, a los fondos de reserva voluntarios sin límite o 
con el fijado legalmente y, finalmente, al fondo obligatorio con el limite porcentual 
que se determine.  
 
Tan sólo la cuantía de las pérdidas no absorbida por estos fondos1758, se cargará a 
los socios con una formulación diversa según la norma analizada1759. En efecto, los 
criterios de imputación de pérdidas a los socios más habituales son dos, a saber: i) 
en proporción a la actividad realizada o la mínima obligatoria si es superior a 
aquella1760; ii) en proporción a la actividad –operaciones, servicios o actividades- 
realizada por cada socio con la cooperativa1761. Por tanto, la atribución de pérdidas 
sociales en ningún caso se realizará en función de las aportaciones que haya 
realizado cada socio al capital social1762. Igualmente, comprobamos que el socio 
asumirá mayores pérdidas cuanto más haya participado en la actividad aunque la 
cooperativa –en concreto, a través de los fondos voluntarios o el FRO- puede 
asumir parte de estas pérdidas1763. Como ha destacado FAJARDO, “la razón de que 
                                                 
1758 De modo que la responsabilidad del socio en los supuestos de pérdidas “presenta un car|cter 
subsidiario pues sólo procederá respecto a la cuantía no compensada con los fondos obligatorios y 
voluntarios”; vid. DE LA VEGA GARCÍA, F., “Cuentas anuales y auditoría”, op.cit. p. 268. 
1759 Algunas normas, tras establecer los posibles centros de imputación –socios, reserva voluntaria, 
y FRO- parecen dejar libertad a los estatutos para que establezcan el orden en que ha de realizarse 
tal imputación. Al respecto, vid. Art. 69.1 LCCV; Art. 67. 2 LCCAT; Art. 63.1 LSCEX 
1760 Es decir, en proporción a las operaciones, servicios o actividades realizadas por cada uno de 
ellos con la cooperativa, añadiendo que si estas operaciones o servicios realizados fueran inferiores 
a los que como mínimo está obligado a realizar el socio, la imputación de las referidas pérdidas se 
efectuará en proporción a la actividad cooperativizada mínima obligatoria. Al respecto, vid. Art. 
59.2 LC; Art. 94 LSCA; Art. 58.5 LCAR; Art. 73.2 LCLR; Art. 89.2, c) LCCLM; Art. 69.1, a), II LCCV; Art. 
61.2, c) LCCMadrid; Art. 67.2, c) LCCAT; Art. 99.2, c) LCPA; Art. 81.2, c) LCRM 
1761 Vid. Art. 75.2 LCCyL; Art. 69.2 LCPV; Art. 69.2 LCG; Art. 81.2, c) LCIB; Art. 63.1, a) LSCEX 
1762 Cuestión que se prohíbe expresamente en algunas normas, vid. por ejemplo, Art. 63.1, a) LSCEX; 
Art. 69.2, c) LCG 
1763 En efecto este sistema de imputación de pérdidas supone que el que más contribuye al éxito de 
la cooperativa y, por tanto, evita mayores pérdidas, tenga que asumir mayores pérdidas que aquél 
que apenas participa en la actividad cooperativizada. Por este motivo, tradicionalmente se 
demandó que no debería participarse en la misma proporción en los beneficios que en las pérdidas; 
vid. LLUÍS Y NAVAS, J., Derecho de cooperativas, T.I, Barcelona, 1972, p. 116. Precisamente, para 
paliar esta iniquidad, algunas normas sancionan “al socio que no desarrolla la actividad mínima 
obligatoria que le es exigible imput|ndose las pérdidas en mayor medida”; vid. FAJARDO GARCÍA, 
G., La gestión económica…, op.cit. p. 183. Desde el punto de vista del reparto de resultados entre los 
socios, esta cuestión ha sido analizada con una óptica diversa. En tal caso, el criterio más adecuado 
para el reparto de beneficios sería en función de la participación en el capital social y esto, 
fundamentalmente, debido a que la distribución en función de las actividades cooperativizadas 
puede conllevar a resultados injustos. Así, un socio que aporta el capital necesario y, además, 
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sean los socios quienes asuman las pérdidas del ejercicio se debe a que las 
pérdidas se han originado en el ejercicio de una actividad realizada por cuenta del 
socio. Es la misma razón que justifica el derecho del socio a los excedentes 
obtenidos en su uso de la cooperativa”1764. Con todo, nos hallamos ante verdaderas 
pérdidas sociales experimentadas por el patrimonio social durante el ejercicio 
económico si bien estas pérdidas, como ha destacado PANIAGUA, “est|n sujetas a 
un régimen singular de abono o compensación, como el analizado”1765. 
 
Finalmente, el socio ha de abonar las pérdidas sociales que se le imputen de 
acuerdo con alguna de las formas previstas legalmente de manera bastante 
uniforme 1766. Se trata de una liquidación de deuda entre el socio y la sociedad en 
donde lo habitual es que se permita optar al socio entre varias formas de 
satisfacción, a saber: i) su abono directo; ii) mediante deducciones en sus 
aportaciones al capital social; o, en su caso, iii) a través de deducciones en 
cualquier inversión financiera del socio en la cooperativa que permita esta 
imputación, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se hubiera producido.  
 
También se contemplan otros métodos de satisfacción pero que no dependen de la 
voluntad del socio sino del oportuno acuerdo de la Asamblea General, por ejemplo, 
que se realice con cargo a los retornos que puedan corresponder al socio en un 
determinado plazo tras haberse originado la pérdida1767. Asimismo, algunas 
normas puntualizan que si transcurrido dicho plazo quedasen pérdidas sin 
compensar, éstas deberán ser satisfechas por el socio en el plazo máximo de un 
                                                                                                                                               
voluntariamente inyecta fondos en la sociedad puede verse claramente postergado en el reparto de 
beneficios frente a aquellos que tan sólo realizan la aportación obligatoria mínima. Al margen de 
este resultado injusto, tal método de reparto desincentiva la inversión de capital en la cooperativa 
por parte de los socios; vid. TATO PLAZA, A., “Concepto e características da Sociedade Cooperativa 
(con especial referencia á sociedade cooperativa galega)”, op.cit.  pp. 52-53. En esta línea, APARICIO 
MOREIRA, D., O Regime Económico…, op.cit. p. 276. 
1764 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., La gestión económica…, op.cit. p. 183. 
1765 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 290. 
1766 En este sentido, vid. LLOBREGAT HURTADO, Mª.L., “Régimen económico…”, op.cit. p. 219. 
1767 Fijado, por ejemplo: en siete años en el Art. 59.3, b) LC; Art. 81.3, b) LCIB; Art. 61.3, d) 
LCCMadrid; Art. 69.2, c) LCG; en los cinco ejercicios siguientes en el Art. 69.2, b) LCCV; en el plazo 
que permita la LIS tal y como determina el Art. 67.3 LCCAT; en los cinco años siguientes en el Art. 
99.3, f) LCPA; etc. 
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mes a partir del requerimiento expreso formulado por el órgano de 
administración1768.  
 
En definitiva, en la legislación cooperativa se determina que las pérdidas 
imputadas o imputables al socio en caso de reembolso pueden tener su origen en el 
ejercicio en el que éste causa baja o bien provenir de otros y que todavía no se 
hayan compensado. En ambos casos, cuando se disciplina el reembolso se exige 
que tales pérdidas se deduzcan necesariamente del valor acreditado de las 
aportaciones a capital social, por lo cual parece impedirse la posibilidad del socio 
de optar entre las distintas formas de satisfacción -tal y como se prevé en esas 
mismas normas cuando regulan la imputación de pérdidas-. A nuestro juicio, el 
socio, antes de que se le deduzca tal pérdida del importe de sus aportaciones 
objeto de reembolso, podría optar por abonarla directamente o que se le deduzcan 
de cualquier otra inversión financiera que hubiera realizado1769.  
 
8.3.4.3.2.- Deducciones causales. 
 
Las normas cooperativas contemplan, con una formulación dispar, una serie de 
deducciones derivadas de la causa que origina la salida del socio de la cooperativa. 
Estas deducciones suponen la detracción de unos porcentajes máximos fijados 
legalmente con el objetivo de penalizar al socio en supuestos de baja voluntaria no 
justificada, de expulsión, o bien cuando su baja es calificada como no justificada 
por incumplimiento del período de permanencia mínima pactado. A efectos de 
estudio, diferenciaremos entre dos grupos de leyes de acuerdo con el tipo de 
deducciones causales que disciplinan para, con posterioridad, hacer referencia a 
varias dudas comunes a todas las normas que disciplinan esta cuestión. 
 
En un primer grupo de leyes, englobaríamos aquellas que sólo prevén la deducción 
causal en casos de baja no justificada por incumplimiento del período de 
permanencia mínimo. Esta “poda” de deducciones causales, que fue incorporada en 
                                                 
1768 Vid. por ejemplo: Art. 59.3, b) LC; Art. 81.3, b) LCIB. Entendemos que con una idéntica solución 
pero con menor claridad expositiva, vid. Art. 69.2, c) LCG 
1769 Respecto a esta solución en la LC, vid. PANIAGUA ZURERA, M., La Sociedad…, op.cit. p. 291; 
MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 259. 
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la LC y supuso un cambio drástico respecto a lo previsto en la LGC 1987, se plasma 
posteriormente en otras normas cooperativas1770. La justificación de esta opción 
legal la hallamos extractada en la E. de M. de la LC donde se argumenta que 
“establece una nueva regulación del derecho de reintegro a las aportaciones 
sociales que supone una mayor tutela del socio y refuerza el principio cooperativo 
de puerta abierta. Con esta finalidad se eliminan las deducciones sobre el reintegro 
de las aportaciones obligatorias al capital social que podían practicarse al socio 
que causaba baja en la cooperativa cuando ésta era calificada como baja voluntaria 
no justificada o expulsión, manteniendo únicamente esa posibilidad para el 
supuesto de baja no justificada por incumplimiento del período de permanencia 
mínimo que el socio hubiera asumido en el momento de entrar en la 
cooperativa”1771.  
 
El razonamiento, cuando menos, resulta cuestionable puesto que la propia LC y 
otras normas articulan un sistema que dota de estabilidad al capital social –
período de permanencia mínimo- cuya consecuencia directa es la debilitación del 
principio de puerta abierta puesto que el socio no puede abandonar la cooperativa 
hasta que transcurra un determinado plazo sin ser penalizado por ello. Tampoco 
hemos de olvidar que cuando el socio es sancionado económicamente –por 
ejemplo, a consecuencia de su expulsión- así como cuando tiene deudas pendientes 
con la sociedad por cualquier concepto –por ejemplo, indemnización por daños y 
perjuicios por incumplimiento del plazo de preaviso-, el importe de la sanción y de 
dichas deudas podrá ser detraído del reembolso que se le ha de efectuar en caso de 
baja1772.  
 
La deducción a la que nos referimos se practicará sobre el importe resultante de la 
liquidación de las aportaciones obligatorias una vez efectuados los ajustes 
                                                 
1770 Vid. Art. 51.3 LC; Art. 67.2 LCLR; Art. 71.2, b) LCRM; Art. 76.2 LCIB 
1771 Vid. E. de M., I de la LC 
1772 Esta cuestión se prevé expresamente en algunas normas, vid.  Art. 71.2, a), II LCRM; Art. 82.2, a) 
LCCLM; y se infiere de otras, vid. Art. 20.2, b) LCCAT. Las demás normas de este grupo –LC, LCLR y 
LCIB- guardan silencio al respecto, ante lo cual,  doctrinalmente, se ha señalado que también se 
puede entender que el cobro de estas cantidades por la cooperativa est| “al margen de la 
liquidación de las aportaciones, de forma que esta liquidación no puede incluir estas cantidades, ni 
puede retenerlas la cooperativa, y su cobro se realizaría al margen de la liquidación propiamente 
dicha, y no cabría deducción en ella”; vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 
261. 
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relativos a la imputación de pérdidas y de acuerdo con el porcentaje máximo fijado 
en los estatutos que, en ningún caso, podrá superar el treinta por ciento 
establecido por ley1773. Esta deducción posee un carácter sancionador indubitado 
que penaliza al socio que no cumple con el período de permanencia mínima en la 
cooperativa. En consecuencia, parece lógico que al socio saliente se le imputen 
aquellas pérdidas en proporción a la actividad cooperativizada -siempre que sea la 
mínima obligatoria- realizada en el ejercicio en que causa baja pero no por la 
actividad que debería haber efectuado durante todo el período de permanencia 
mínima en la cooperativa ya que, por tal motivo, se le podrá deducir hasta un 
treinta por ciento de su aportación obligatoria a modo de sanción1774.   
 
En otro grupo, encuadraríamos aquellos textos legales disciplinan esta materia con 
mayor amplitud puesto que contemplan tales deducciones cuando el socio es 
expulsado de la cooperativa, en supuestos de baja no justificada y, en algunos casos 
de forma expresa, también cuando la baja es calificada como no justificada por 
incumplimiento del período de permanencia mínima. En este sentido, hay varias 
normas que siguen la formulación prevista en la LCPV según la cual los estatutos 
pueden determinar deducciones: únicamente sobre las aportaciones obligatorias; y 
que no superen el treinta por ciento para el caso de expulsión, ni el veinte por 
ciento en caso de baja no justificada. Además, estas normas posibilitan que en sede 
estatutaria se pueda prever que, en caso de incumplimiento del período de 
permanencia pactado, los porcentajes de deducción para la baja no justificada se 
incrementen hasta en diez puntos porcentuales1775. El resto de las leyes de este 
grupo presentan una estructura bastante uniforme por lo que el órgano de 
administración podrá, si los estatutos lo prevén, practicar deducciones sobre las 
aportaciones obligatorias en casos de baja no justificada o de expulsión. Ahora bien 
tal deducción estará supeditada al límite máximo que se concrete en los estatutos 
                                                 
1773 Vid. mismos artículos y leyes que los citados en nota 1770.  
1774 En este sentido, vid. MORAL VELASCO, E., “Comentario Art. 51 LC”, op.cit. p. 260. 
1775 Al respecto, vid. Art. 61.1 LCPV; Art. 64.1 LCG; Art. 66.3 LCCyL; Art. 88.3 LCPA. Con una 
formulación similar pero sin prever el incremento de los diez puntos porcentuales, vid. Art. 55.2 
LCCMadrid 
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que, en todo caso, no podrá superar el fijado legalmente en un veinte por ciento 
para la baja no justificada y del treinta por ciento para expulsión1776. 
 
Finalmente, respecto a la regulación de las deducciones de carácter causal se 
plantean unas cuestiones comunes a todas las leyes cooperativas que hemos ido 
citando.  
 
En este sentido, con la excepción de dos normas, no está claro si el porcentaje 
fijado legal o estatutariamente es automático y, por tanto, fijo; o simplemente sirve 
como límite máximo al órgano de administración que -tal y como se prevé en la 
LCG y la LCPV- será libre para decidir acerca del porcentaje aplicable en cada caso 
respetando el citado máximo. Dicho esto, se trata de dilucidar si el órgano de 
administración, en aquellas normas que no prevén esta solución de forma expresa, 
puede aplicar un porcentaje inferior atendiendo a las circunstancias del caso 
concreto. A nuestro juicio, la literalidad de algunas leyes cooperativas posibilita 
esta interpretación porque parten de un límite porcentual fijado legalmente -que 
será diverso según cuál sea la causa que haya originado la salida del socio-, y, a 
continuación, permiten que en los estatutos se determine una solución idéntica. 
Por ello, nos hallaríamos ante un porcentaje máximo que ha de respetar el órgano 
de administración y que sirve como límite a su actuación pero no anula del todo su 
libertad a la hora de valorar las circunstancias y poder aplicar un porcentaje de 
deducción menor o mayor –dentro del límite máximo estatutario- según cuáles 
sean las circunstancias1777.  
 
Por lo demás, de acuerdo con la naturaleza sancionatoria de este tipo de 
deducciones, no procederá aplicar una deducción de carácter causal en el caso de 
baja por fallecimiento del socio. Pese a que existen disposiciones que regulan esta 
cuestión, la disciplina resulta innecesaria dado que en este caso la baja del socio 
está justificada con lo cual es inviable la práctica de deducciones que, 
precisamente, tienen su razón de ser en la falta de justificación de la baja. No 
                                                 
1776 Vid. Art. 57.1, III LSCEX; Art. 84.2, b) LSCA; Art. 61.3 LCCV; Art. 82.2, a) LCCLM; Art. 46.5, b) 
LFCN. En esta línea pero elevando el porcentaje al cuarenta por ciento en caso de expulsión y con la 
previsión expresa de una deducción del, cómo máximo, treinta por ciento por baja no justificada 
por incumplimiento del período de permanencia, vid. Art. 53, b) LCAR 
1777 Vid. Art. 55.2 LCCMadrid; Art. 61.3 LCCV; Art. 88.1 LCPA 
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obstante, ciertas leyes disponen expresamente que en la liquidación de las 
aportaciones del causante “no ha de aplicarse a las mismas deducción alguna”1778 o 
que “el heredero que no desee ingresar en la sociedad cooperativa puede exigir la 
liquidación, sin deducciones, de las aportaciones que le hayan correspondido en la 
sucesión”1779. Otras normas, con un criterio menos equívoco, impiden 
expresamente la práctica de deducciones causales cuando la baja sea justificada o 
por defunción del socio1780.  
 
8.3.4.3.3.- Práctica de las deducciones: órgano competente, plazo y recursos. 
 
El órgano de administración de la cooperativa es el encargado de efectuar el 
cálculo del importe a reembolsar al socio saliente o a los herederos del causante 
que hayan solicitado la liquidación. Para ello, determinará el valor de las 
aportaciones y procederá, en su caso, a su revalorización y a detraer las oportunas 
deducciones. Esta labor -que conjuga aspectos jurídicos y contables- deberá ser 
realizada en un determinado plazo fijado legalmente.  
 
La mayor parte de las leyes que regulan esta cuestión conceden un plazo de tres 
meses como máximo a computar desde el momento en que se aprueben las 
cuentas del ejercicio en el que el socio ha causado baja1781. A partir de esa fecha 
comenzaría a computar el plazo que tiene el órgano de administración para 
realizar las operaciones de liquidación. En esta materia, parece coherente la 
solución incorporada en la LCCAT que permite al Consejo Rector fijar 
provisionalmente dicho importe antes de la aprobación de las cuentas y, si 
procede, en caso de aportaciones reembolsables, autorizar que se efectúe un 
reembolso a cuenta del definitivo1782.  
 
                                                 
1778 Vid. Art. 60.2 LCCAT 
1779 Vid. Art. 54.2, d), III LSCEX 
1780 Vid. Art. 84.2, b) II LSCA 
1781 Al respecto, vid. Art. 71.3 LCRM; Art. 53, a) LCAR; Art. 61.2, II LCCyL; Art. 82.3 LCCLM; Art. 67.2 
LCLR; Art. 51.2 LC; Art. 88.4 LCPA. Como excepción, el Art. 61.4 LCCV establece un plazo máximo de 
dos meses y el Art. 20.2, a) LCCAT el de un mes. En definitiva, según la mayoría de las leyes, por 
ejemplo, si la baja del socio se produce en marzo de 2010 hay que tener en cuenta que las cuentas 
anuales de ese ejercicio pueden presentarse hasta el 30 de junio de 2011. 
1782 Vid. Art. 20.2, a) in fine LCCAT 
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Una vez calculado el importe a reembolsar, el órgano de administración deberá 
comunic|rselo al socio. Esta notificación es, en definitiva, un “acuerdo de 
liquidación”1783 en el que se especificarán las operaciones efectuadas sobre el valor 
acreditado de las aportaciones que el socio saliente realizó al capital social. Por 
tanto, resulta fundamental detallar qué pérdidas se han imputado y aquellas 
deducciones practicadas según cuál haya sido la causa de la baja1784. Además, a 
nuestro juicio también se deberá informar al socio de cómo se le abonará el 
importe a reembolsar. En suma, el grado de detalle de la citada comunicación 
resulta crucial para mitigar las impugnaciones que se puedan plantear por el 
titular del derecho al reembolso.  
 
Al hilo de esta última cuestión también hay que apuntar que, de acuerdo con 
algunas disposiciones, el socio disconforme con el importe a reembolsar1785 o con 
el aplazamiento que se planteé respecto a su pago1786 podrá impugnar el acuerdo 
de liquidación del órgano de administración por el procedimiento regulado por 
ley1787; y, en su caso -tal y como figura específicamente en algunas normas- por el 
procedimiento “que establezcan los Estatutos”1788.  
 
En aquellas leyes  que no se refieren expresamente a esta posibilidad, entendemos 
que sería aplicable la disciplina general prevista para la impugnación de acuerdos 
del órgano de administración –léase, administrador único, administradores o 
Consejo Rector- en virtud de la cual se permite impugnar aquellos que resulten 
contrarios a la Ley, a los estatutos, o que lesionen en beneficio de uno o varios 
                                                 
1783 Tal y como claramente se hace constar en alguna norma, vid. Art. 51.2 LC; Art. 67.2 LCLR 
1784 Esta cuestión aparece específicamente regulada en el Art. 61.4 LCCV 
1785 Vid. Art. 71.3, II LCRM; Art. 53, a) in fine LCAR; Art. 66.2, II LCCyL; Art. 82.3, II LCCLM; Art. 51.2 
LC; Art. 67.2 LCLR 
1786 Tal y como se matiza en el Art. 61.8 LCCV 
1787 Sirva como ejemplo el procedimiento que expresamente recoge el Art. 66.2, II in fine LCCyL “(…) 
El socio disconforme con el resultado de dicho acuerdo podrá recurrir ante el Comité de Recursos o 
en su defecto ante la Asamblea General, en el plazo de un mes desde la notificación del acuerdo. El 
recurso deberá resolverse en el plazo de seis meses, o en la primera reunión de la Asamblea 
General que se celebre. Transcurrido dicho plazo sin haberse resuelto se entenderá estimado. La 
resolución que recaiga podrá ser impugnada ante la Jurisdicción competente en el plazo de un mes 
desde la notificación de la resolución por el cauce procesal del artículo de esta Ley”. Otras normas 
remiten la regulación de esta cuestión al procedimiento para la impugnación de acuerdos sociales 
que, en esencia, coincide con lo anteriormente expuesto. Al respecto, vid. por ejemplo: Art. 32.3, c) 
LCRM; Art. 22.7 LCCV; Art. 28 LCCLM; Art. 22.5 LCLR 
1788 Vid. Art. 53, a) LCAR; Art. 67.2 LCLR; Art. 51.2 LC 
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socios o de terceros los intereses de la cooperativa. En este sentido -siguiendo la 
tendencia marcada en el ámbito de la impugnación de acuerdos de la Asamblea 
General1789- “la legislación cooperativa española, en su mayor parte, clasifica 
aquellos acuerdos impugnables en dos grandes grupos: acuerdos nulos (los 
contrarios a la Ley) y anulables (los contrarios a los Estatutos sociales y los 
acuerdos lesivos)”1790.  
 
Esta clasificación repercutirá en dos cuestiones fundamentales que simplemente 
pasamos a señalar.  
 
Por una parte, en lo que concierne a la legitimación activa para entablar las 
acciones de impugnación, por cuanto en los acuerdos nulos está reconocida, 
usualmente1791, a los miembros del Consejo Rector, a los interventores y a 
cualquier socio; mientras que la legitimación activa en los anulables se 
circunscribe a los interventores, a ciertos miembros del Consejo Rector y aquellos 
socios que reúnan un porcentaje de los votos sociales.  
 
Por otra, en lo referente a los plazos de prescripción de la correspondiente acción 
de impugnación donde -aunque existen leyes que fijan un único plazo de 
prescripción para las acciones de impugnación de los acuerdos nulos y de los 
anulables1792- la regla general es que se determine un plazo de prescripción más 
amplio para la acción de impugnación de acuerdos nulos –tal plazo oscila entre los 
dos meses y el año- que para la misma acción respecto a los anulables –por regla 
general fijada en un mes-1793.  
 
                                                 
1789 De hecho, alguna norma ya remite directamente esta cuestión a lo previsto en sede de tal 
órgano. Así, en el Art. 72 LCPA -que disciplina la impugnación de acuerdos del órgano de 
administración- dispone que: “Lo establecido para la impugnación de los acuerdos de la asamblea 
general resulta de aplicación a la impugnación de los acuerdos del órgano de administración 
contrarios a la Ley, los estatutos o que lesionen, en beneficio de uno o varios socios, o terceros, los 
intereses de la cooperativa”. 
1790 Vid. TATO PLAZA, A., “Algunas notas en torno al Órgano de Administración en la Sociedad 
Cooperativa”, en AA.VV., Estudios de Derecho de Sociedades y Derecho Concursal. Libro Homenaje al 
Profesor Rafael García Villaverde, Tomo II, Madrid, 2007, p. 1464. 
1791 Como excepción, vid. 43.2 LSCEX 
1792 Vid. 43.3 LSCEX 
1793 Con detalle, vid. TATO PLAZA, A., “Algunas notas en torno al Órgano de Administración…”, 
op.cit. pp. 1464-1465. 
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En cualquier caso, finalmente, conviene destacar que las leyes cooperativas no 
suelen regular el concreto procedimiento para la impugnación de los acuerdos del 
órgano de administración, limitándose a afirmar que tales acciones de 
impugnación se deberán tramitar y producirán los efectos previstos con arreglo a 
lo previsto para la impugnación de los acuerdos de la asamblea general1794. 
 
8.3.5.- Exigibilidad del reembolso. 
 
8.3.5.1.- Plazos previstos para el pago del reembolso. 
 
Desde el momento en que existe un acuerdo de liquidación del órgano de 
administración o, en su caso, desde que se resuelve la impugnación del socio en vía 
interna o judicialmente, la cooperativa contrae una deuda determinada con el 
socio1795. Esa deuda consiste en el importe liquidado de las aportaciones a capital 
social o lo que la mayor parte de las normas denominan “reembolso”.  
 
En lo que concierne al pago de esta cantidad por el deudor –sociedad- al acreedor –
socio saliente o los herederos de socio fallecido-, en la legislación cooperativa no se 
impone el deber de pronto pago a la sociedad siguiendo el axioma de la “no 
descapitalización de la sociedad”. Por consiguiente, se permite un aplazamiento 
para hacer efectivo el “reembolso”1796, pero tal cuestión se regula de manera dispar 
en las leyes cooperativas.  
 
La solución más común es que dicho plazo no podrá exceder de cinco años desde la 
fecha de la baja y que, en caso de fallecimiento del socio o socia, el reembolso a los 
                                                 
1794 Vid. por ejemplo, Art. 52.4 LCG; Art. 49.4 LCPV; Art. 54.3 LCIB 
1795 Vid. VICENT CHULIÁ, F., “Comentario Art. 80 LGC 1987”, op.cit. pp. 296-297. 
1796 Razón por la cual, como se ha matizado en la STS (Sala de lo Civil) de 12 de abril de 1994 (RJ 
1994/2792) interpretando la solución que se incorporaba en el Art. 80 c) LGC 1987, “el precepto 
transcrito está concediendo a la Cooperativa un plazo que puede ser reducido en los estatutos, para 
que dé cumplimiento a su obligación de reembolsar a quienes hayan dejado de ser socios de la 
parte social que les corresponda, plazo establecido únicamente en beneficio de la Cooperativa 
deudora, dirigido a evitar su descapitalización si tuviera que proceder a un inmediato reintegro, y 
durante el cual o el que, en su caso, se haya establecido en los estatutos, los socios con derecho al 
reembolso no podrán ejercitar acción alguna para exigir el mismo por vía judicial; no se trata, por 
tanto, no ya de un plazo de caducidad, sino ni tan siquiera de prescripción, cuyo transcurso haga 
inoperante la acción de reembolso una vez transcurrido el plazo establecido estatutariamente para 
que se produzca el repetido reembolso”. En esta misma línea, vid. STS de 22 de noviembre de 1999 
(RJ 1999/8617) y la STS de 7 de noviembre de 2003 (RJ 2003/8274). 
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causahabientes deberá realizarse en un plazo no superior a un año desde el hecho 
causante1797. Al respecto, algunas leyes matizan que el plazo máximo para el 
reembolso a los causahabientes se computará: i) desde que el hecho causante se 
ponga en conocimiento de la cooperativa1798; ii) en dicho plazo siempre que el 
reembolso fuera reclamado por los causahabientes1799; iii) en un plazo no superior 
a un año a contar desde la finalización del plazo anteriormente referido1800. En 
todo caso, a nuestro juicio, el plazo estipulado en estas normas representa un 
máximo que, ante la omisión legal, podrá estar determinado bien estatutariamente 
o en el acuerdo de liquidación del órgano de administración. Dicho esto, la LCCAT 
dispone que el pago de las aportaciones reembolsables se efectuará en el plazo 
fijado de mutuo acuerdo o, si no es así, en el plazo que señale el Consejo Rector, 
que no puede ser nunca superior a los cinco años desde la fecha de la baja1801. 
 
Otras disposiciones prevén una disciplina diversa a la expuesta, 
fundamentalmente, por dos motivos. Por una parte, porque el ámbito de actuación 
del órgano de administración está limitado al plazo que, dentro del máximo legal, 
fijen los estatutos. Por otra, puesto que el plazo máximo será diferente según cuál 
haya sido la causa de la baja. En la ley se determina tal plazo que no podrá ser 
superior a cinco años en caso de expulsión; a tres años en caso de baja no 
justificada; y a un año en caso de defunción o baja justificada1802.  
 
 
                                                 
1797 Vid. Art. 63.4, I LCPV; Art. 64.4, I LCG; Art. 90.1 LCPA; Art. 76.3 LCIB; Art. 46.5, c) LFCN 
1798 Vid. Art. 51.5 LC; Art. 67.5 LCLR; Art. 53, c) LCAR  
1799 Vid. Art. 66.4 LCCyL 
1800 En este sentido se expresa el Art. 82.4 LCCLM, lo que puede generar cierto equívoco ya que en 
dicho artículo hay una referencia previa a dos plazos: el de cinco años para el reembolso de las 
participaciones obligatorias y el de la aprobación de las cuentas anuales por la Asamblea General. 
Obviamente la referencia, aunque confusa, se entiende realizado a este último. 
1801 Vid. Art. 20.3 LCCAT 
1802 Al respecto, vid. Art. 61.5 LCCV; Art. 57.1, IV LSCEX. En esta línea el Art. 71.5 LCRM fija un plazo 
de cinco años para caso de expulsión y baja no justificada. Con otra formulación, el Art. 84.2, c) I 
LSCA concreta un plazo máximo legal, sin hacer referencia a la previsión estatutaria, de cinco años 
para casos de “exclusión”; tres para la “baja” y “de dos años u otro plazo superior que permita la 
acreditación del carácter de heredero o legatario del socio fallecido, en el supuesto de que dicha 
baja sea por defunción”. De forma similar el Art. 55.3 LCCMadrid legalmente estipula como plazo 
máximo cinco años para caso de expulsión y tres para otras bajas. Si la baja es por defunción, esta 
norma puntualiza que “el reembolso deber| realizarse en el plazo máximo de un año, salvo que en 
ese período no haya sido posible acreditar la condición de heredero o legatario”. 
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8.3.5.1.1.- Especialidad del cómputo en caso de baja voluntaria: el plazo de 
preaviso. 
 
Cuando el socio voluntariamente decide abandonar la cooperativa deberá 
notificárselo por escrito al órgano de administración con un plazo de antelación 
fijado en los estatutos pero que no podrá superar el máximo legalmente 
establecido1803. Si el socio no respeta tal plazo deberá indemnizar a la cooperativa 
por los daños y perjuicios que le haya podido causar1804. Dicho esto, en lo que 
concierne al reembolso habrá que especificar cuándo se entiende producida la 
baja, es decir, si ésta es efectiva desde la citada notificación o bien desde la 
finalización del plazo fijado para el preaviso.   
 
Al respecto, ciertas leyes disponen específicamente que a efectos de reembolso de 
aportaciones, se entenderá producida la baja al término del plazo de preaviso1805. 
Otros textos, por el contrario, parecen incorporar la otra solución puesto que, a 
todos los efectos, la solicitud de baja se considerará realizada desde el momento en 
que fuese recibida por la cooperativa, prueba que recae sobre la persona 
solicitante1806. Igualmente -como criterio específico- la LCCV dispone que la baja 
producirá sus efectos desde que el Consejo Rector reciba la notificación de la 
misma, salvo que los estatutos sociales determinen que la baja no se produzca sin 
justa causa hasta que finalice el ejercicio económico en curso o se cumpla el plazo 
mínimo de permanencia obligatoria determinado estatutariamente, que no podrá 
exceder de cinco años, salvo en los casos en que esta Ley autoriza un plazo 
                                                 
1803 Plazo que no podrá ser superior a tres meses, según, Art. 22, a) LCAR; a un año, según, Art. 20.1 
LCG; Art. 31 LCRM; Art. 17.1 LC; no inferior a tres meses ni superior a seis, Art. 22.1 LCLR; Art. 24.1 
LCIB; no podrá ser superior a seis meses para las personas físicas y a un año para las personas 
jurídicas, según, Art. 20.1 LCCMadrid; Art. 26.1 LCPV; que no podrá ser superior a seis meses, salvo 
en el caso de las cooperativas agrarias, en que podrá llegar hasta un año, según, Art. 28.1 LCCLM; 
Art. 31.1 LCPA; no podrá ser superior a seis 
meses, salvo para las cooperativas agrarias, que se estará a lo que específicamente se regule, según, 
Art. 42.1, I LSCA 
1804 Indemnización que, según algunas normas, no podrá exceder de la aportación al capital social 
del socio en el momento de la baja; vid. Art. 22.2 LCLR 
1805 Así, vid. Art. 20.1, II LCG; Art. 42.1, III LSCA 
1806 Vid. Art. 28.2 LCCLM; Art. 31.2 LCPA. De ahí que sea recomendable que, a efectos probatorios, 
se realice tal preaviso mediante acta notarial; vid. PULGAR EZQUERRA, J., “La pérdida de la 
condición de socio…”, op.cit. p. 1050. 
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superior1807. Por último, muchas normas no regulan específicamente esta 
cuestión1808. 
 
8.3.5.2.- La disponibilidad sobre el importe liquidado. 
 
Debido a la generalizada admisión -si bien con diferente formulación- de la 
posibilidad de aplazamiento1809, procede analizar si desde el momento que se 
determina tal cantidad existe disponibilidad plena sobre el importe liquidado. Es 
decir, si los titulares del derecho al reembolso pueden transmitirlo y, en 
consecuencia, si éste es embargable por sus acreedores personales. Igualmente, 
habrá que referirse a si la cantidad liquidada que ha sido objeto de aplazamiento 
devenga intereses. 
 
En el momento en el que el socio realiza la aportación al capital social, ésta queda 
sometida al principio de autonomía patrimonial derivado de la personalidad 
jurídica de la cooperativa y, por tanto, los acreedores personales del socio no 
tendrán derecho alguno sobre tales aportaciones que son inembargables. En 
sentido contrario, el importe resultante de la liquidación de la aportación no forma 
parte del patrimonio de la cooperativa de ahí que, por una parte, el socio saliente o 
los causahabientes del socio fallecido tengan total disponibilidad sobre tal crédito - 
                                                 
1807 Vid. Art. 22.1 LCCV 
1808 Por ejemplo, la propia LC que en su Art. 17 no incorpora mención alguna al respecto. En este 
sentido, la LC, se diferencia de lo que estaba previsto en el Art. 32 LCG 1987 donde se mantenía que: 
"El socio podrá darse de baja voluntariamente en la Cooperativa en cualquier momento, mediante 
preaviso por escrito al Consejo Rector. El plazo de preaviso, que fijarán los Estatutos, no podrá ser 
superior a tres meses. (...) A los efectos previstos en el artículo 80, se entenderá producida baja al 
término del plazo de preaviso". Al respecto, la STS (Sala de lo Civil) de 11 de julio de 2007 (RJ 
2007/3882) había declarado que: “Por tanto: existe obligación del socio cooperativista de 
comunicar la baja con un preaviso máximo de tres meses y, a partir de la finalización del plazo de 
preaviso, ésta comenzará a desplegar sus efectos, tanto en el devengo de los intereses que hayan de 
calcularse, como en el transcurso del plazo que establece el artículo 80 c) de la Ley 3/1987. No es 
dable, por tanto, que se tenga en cuenta la fecha de comunicación de la baja -con el preaviso 
correspondiente- para el cómputo del plazo legal de cinco años, cuando el artículo 32 establece que 
a los efectos del artículo 80 la baja se producirá al término del plazo de preaviso. Por ello, procede 
acoger el planteamiento de la Cooperativa recurrente, cuando alega que el plazo de cinco años 
marcado por el artículo 80 c) de la Ley 3/1987 finaliza el 28 de enero de 2002, pues la Sentencia 
impugnada declara probado que la comunicación de la baja se produjo el 28 de octubre de 1996, 
por lo que han de computarse los tres meses de preaviso del artículo 32 para comenzar a contar el 
plazo del artículo 80”. 
1809 Cuestión que también se refleja en la legislación italiana donde el Art. 2535, III Codice Civile 
establece que el pago deberá ser realizado dentro del plazo de 180 días desde la aprobación del 
balance; o según el Art. 36.3 del Código Cooperativo portugués, en el plazo establecido en los 
estatutos o, supletoriamente, en el plazo máximo de un año desde la baja. 
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aunque su pago efectivo está aplazado- y puedan transmitirlo conforme a las 
normas de cesión de créditos; y, por otra, que los acreedores personales del socio 
saliente también puedan ejercitar sus derechos contra tal importe1810, tal y como 
estipulan la mayoría de las normas cooperativas1811.  
 
8.3.5.3.- Percepción de intereses sobre el importe aplazado. 
 
Las leyes cooperativas suelen impedir la actualización de las cantidades 
pendientes de pago1812, pero confieren al socio saliente el derecho a percibir 
intereses sobre el importe del reembolso adeudado cuyo pago efectivo ha sido 
aplazado.  
 
En este sentido, nos hallamos ante un mandato legal imperativo que permite el 
reconocimiento del derecho a percibir el correspondiente interés por cualquier 
cantidad pendiente de reembolso y con independencia de la causa que motive el 
atraso en el pago1813. No obstante, la literalidad de ciertas normas puede llevar a 
equívoco -tal y como sucedía en el artículo 80 LGC 1987- puesto que contemplan 
en un único precepto la facultad de la cooperativa de aplazar el reembolso de las 
aportaciones al capital social y el derecho del socio a percibir un interés por las 
cantidades no reembolsadas1814. De tal sistemática se podría concluir que el socio 
tiene derecho a tales intereses únicamente cuando la cooperativa hace uso de su 
facultad de aplazamiento del reembolso de las aportaciones pero no en otros 
supuestos, conclusión que ha sido negada por la doctrina y la jurisprudencia1815.  
                                                 
1810 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 266. 
1811 Así pues, los acreedores personales de los socios no tendrán ningún derecho sobre los bienes de 
la cooperativa ni sobre las aportaciones de los socios al capital social. Todo ello, sin menoscabo de 
los derechos que puedan ejercer sobre los reembolsos y retornos satisfechos al socio. Esta norma se 
contiene en la mayoría de las normas cooperativas, entre otras, vid.: Disp. adic. tercera LC; Art, 68 
LCLR; Art. 85.5 LSCA; Art. 70 LCG; Art. 68 LCCyL; etc. 
1812 Aunque hay normas que no se refieren a la imposibilidad de actualización, vid. Art. 46.5, c) 
LFCN; Art. 84.2, c), II LSCA; Art. 76. 3 LCIB 
1813 Tal y como se puede deducir de la interpretación que se efectuaba del artículo 80 LGC 1987 en 
la STS (Sala de lo Civil) 18 de febrero de 2002 (RJ 2002/1352), en concreto, fundamento de derecho 
segundo. En tal STS se revocó la SAP que propugnaba que sólo resultaba aplicable tal precepto y, 
por tanto, sólo se debían pagar intereses al socio saliente, cuando la cooperativa atrasaba 
voluntariamente el pago de las aportaciones al socio pero no cuando tal atraso se debía a una 
reclamación judicial de los socios salientes.  
1814 Entre otras, vid. Art. 64.4 LCG; Art. 57.1 LSCEX; Art. 84.2 LSCA 
1815 En relación con la STS de 18 de febrero de 2002 anteriormente citada, se ha mantenido con 
claridad que dicha STS “precisa el alcance del artículo 80 de la Ley General de Cooperativas de 
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Dicho esto, comprobamos una doble orientación legal por cuanto algunos textos 
determinan, sin más, que las cantidades aplazadas devengarán el interés legal del 
dinero1816; y otros exigen, además, que tal interés deberá abonarse anualmente 
junto con, al menos, una quinta parte de la cantidad a reembolsar1817. En opinión 
de PANIAGUA, esta medida tiene su fundamento en erradicar ciertas conductas 
abusivas de aquellos Consejos que sin causa justificada apuraban los plazos legales 
de reembolso1818. En todo caso, a excepción de la LCCV1819, las normas no se suelen 
referir a cuál es el momento en que comienzan a devengarse los intereses.  
 
Ante el silencio legal surge la duda acerca de si tal devengo se produce desde la 
fecha de cierre del ejercicio en que el socio causó baja, a partir de que el órgano de 
administración acuerda la liquidación o desde el día de la baja del socio. Al 
                                                                                                                                               
1987. Las dudas que generaba este precepto, por lo demás, desaparecieron en buena medida con la 
promulgación de la nueva Ley estatal de Cooperativas de 1999. En esta se regulan en dos párrafos 
separados la facultad de la cooperativa de aplazar el reembolso de las aportaciones sociales y el 
derecho de los socios a percibir un interés por las cantidades pendientes de reembolso (artículo 51, 
parágrafos 4 y 5). En la Ley de 1999, así pues, no existe razón alguna para concluir que sólo procede 
el pago de intereses en las hipótesis de reembolso voluntario y aplazado (…) por parte de la 
cooperativa. Por el contrario, la sentencia del Tribunal Supremo que reseñamos resulta 
especialmente útil de cara a la interpretación del artículo 64.4 de la Lei de Cooperativas de Galicia. 
Al igual que la ya derogada Ley General de Cooperativas de 1987, la ley gallega contempla en un 
único artículo la facultad de la cooperativa de aplazar el reembolso de las aportaciones sociales y el 
derecho del socio a percibir un interés por las cantidades no reembolsadas. La sistemática seguida 
por la ley gallega, así pues, también permitiría concluir que el socio sólo tiene derecho al interés 
fijado por el artículo 64.4 cuando la cooperativa hace uso de su facultad de aplazar el reembolso de 
las aportaciones sociales. Esta interpretación, sin embargo, puede ser refutada con base en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 18 de febrero de 2002, la cual permite reconocer al socio un 
derecho a percibir el correspondiente interés por cualquier cantidad pendiente de reembolso y con 
independencia de la causa que motive el atraso en el pago”; vid. TATO PLAZA, A., “Nova 
xurisprudenza do Tribunal Supremo sobre o devengo de intereses no reembolso das achegas ó 
capital social”, Cooperativismo e Economía Social, núm 24 (2001/2002), p. 161. 
1816 Vid. Art. 61.5 LCCV; Art. 53, c) LCAR; Art. 63.5 LCPV; Art. 46.5, c) LFCN; Art. 57.1, IV LSCEX; Art. 
84.2, c), II LSCA. El Art. 20.4 LCCAT establece que el socio que causa baja tiene derecho a percibir el 
interés legal del dinero incrementado en dos puntos. Con un criterio propio el Art. 64.4, II LCG 
mantiene que tal interés será incrementado a partir del segundo año de aplazamiento en dos 
puntos cada año de forma acumulativa. Al respecto se ha mantenido que esta regla “opera como 
una especie de cl|usula penal, a modo de multa coercitiva”; vid. MORILLAS-FELIÚ, Curso…, op.cit. p. 
407. 
1817 En este sentido, vid. Art. 71.6 LCRM; Art. 82.5 LCCLM; Art. 66.5 LCCyL; Art. 51.4 LC; Art. 90.1, II 
LCPA; Art. 67.4 LCLR. Con un criterio más práctico y flexible el Art. 55.3 LCCMadrid exige que tal 
interés se abone anualmente “junto con, al menos, una parte proporcional de la cantidad total a 
reembolsar”. En esta línea, vid. Art. 76.3 LCIB 
1818 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., La sociedad…, op.cit. p. 266. 
1819 En el Art. 61.5 LCCV se dispone que las cantidades aplazadas devengarán el interés legal del 
dinero desde la fecha de cierre del ejercicio en que el socio causó baja. 
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respecto, la jurisprudencia ha venido interpretando que nos encontramos ante un 
interés impuesto “ex lege” cuyo día inicial de devengo es el de la baja del socio1820. 
 
8.3.6.- Características específicas del reembolso en algunos tipos 
cooperativos.  
 
La disciplina del reembolso rige de forma general para todas las clases de 
cooperativas si bien en algunas de ellas encontramos reglas específicas que, debido 
a la procelosa casuística existente, pasamos simplemente a citar.  
 
8.3.6.1.- Cooperativas de trabajo asociado. 
 
En esta clase de cooperativas cuando por determinadas causas sea preciso reducir 
el número de puestos de trabajo para mantener la viabilidad de la empresa, el 
órgano competente designará a aquellos socios trabajadores que concretamente 
deben causar baja en la cooperativa. Tal baja será catalogada como baja obligatoria 
justificada. En cualquier caso, “con el propósito de no agravar la situación 
económica del socio cesante por causas que no se le pueden imputar, la legislación 
cooperativa modifica la regulación general del reembolso de las aportaciones al 
                                                 
1820 Al respecto, en la ya citada STS de 18 de febrero de 2002 (RJ 2002/1352) a la hora de 
interpretar la LGC 1987 mantenía que “el problema de la legislación aplicable no ha sido planteado 
en juicio, ni puede ser resulta con los hechos tenidos por acreditados en la sentencia de la 
Audiencia, ya que para ello debe atenerse al principio de la  retroactividad, y partiendo de la fecha 
de la baja de cada uno de los diecisiete actores que demandan conjuntamente a la Cooperativa, 
reclamando el reembolso de sus aportaciones, fecha además, que serviría para fijar el día «a quo» 
para el cómputo de los intereses”. En esta línea, en la vid. SAP Murcia (Sección 5ª) de 20 de junio de 
2006 (JUR 2006/236231), se ha matizado que “es claro que el devengo de esos intereses se produce 
"ex lege" y que el día inicial de su devengo no es otro que el de la baja del socio –en el supuesto que 
nos ocupa el 30 de agosto de 2.000-, como ya señaló respecto de la precedente regulación legal de 
las sociedades cooperativas la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de febrero de 2.002 
(Sentencia nº 139/2002 ), sin que las diferencias existentes, en este concreto extremo, entre esa 
precedente regulación legal prevista en el último párrafo del artículo 80 de la Ley 3/1987, de 2 de 
abril , general de cooperativas, y la regulación actual contemplada en el artículo 51.5. de la Ley 
27/1999, de 16 de julio, sean de la suficiente relevancia como para apartarse del criterio seguido 
por el Tribunal Supremo en la Sentencia antes citada. En definitiva, se trata de un interés legal 
impuesto "ex lege" que no precisaba para su devengo la intimación contemplada en el artículo 
1.100 del Código Civil. Es por ello que debe ser estimado el recurso de apelación interpuesto y, con 
revocación parcial de la Sentencia apelada, debe ser condenada la parte demandada al abono de los 
intereses legales desde la fecha de la baja (30 de agosto de 2.000), tal como se solicitaba en la 
súplica de la demanda”. 
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capital social”1821. La especialidad normativa respecto al reembolso de sus 
aportaciones radica en que de acuerdo con algunas normas, como criterio general, 
los socios que causen baja tendrán derecho a la devolución de sus aportaciones en 
unos plazos menores1822; otras leyes, por ejemplo, determinan la devolución 
inmediata de todo tipo de aportaciones y prevén, además, otras medidas1823.  
Además, en aquellas disposiciones que contemplan las aportaciones no 
reembolsables, en el momento en que se produzca una baja por las causas 
descritas y no se reembolsen las aportaciones de forma inmediata por la 
cooperativa, los socios que no causaren baja estarán obligados a adquirir las 
aportaciones del socio saliente en un plazo máximo a partir de la baja1824. 
 
8.3.6.2.- Cooperativas de explotación comunitaria. 
 
La caracterización del reembolso deriva del específico régimen de permanencia 
obligatoria previsto para estas cooperativas y del régimen económico adecuado a 
la doble condición que poseen algunos socios como cedentes del goce de bienes y 
trabajadores. En consecuencia, los textos legales determinan que el plazo para el 
reembolso de las aportaciones al capital social comenzará a computarse desde la 
fecha en que termine el último plazo de la permanencia obligatoria1825; y que 
cuando el socio cause baja en una de ellas, tendrá derecho al reembolso de las 
                                                 
1821 Vid. COSTAS COMESAÑA, J., “Apuntes sobre a regulación estatal e autonómica das cooperativas 
de traballo asociado”, Cooperativismo e Economía Social, núm. 28 (2005-2006), p. 76. 
1822 Por ejemplo: a la devolución inmediata de sus aportaciones voluntarias y devolución de sus 
aportaciones obligatorias en el plazo de dos años y de forma mensual como establece el Art. 85.2 
LC; o, con idéntica formulación pero añadiendo que salvo previsión estatutaria que ampliase dicho 
plazo, no superando en ningún caso el plazo de 
cuatro años, vid. Art. 105.2 LCCyL o tres años, vid. Art. 107.2 LCRM. Otras normas, sin embargo, 
optan por el plazo de de un año, salvo que los estatutos, desde la constitución de la cooperativa o 
con una antelación no inferior a dos años a la fecha de las mencionadas bajas obligatorias, hubieran 
establecido expresamente que no sea de aplicación este plazo especial de reembolso de las 
aportaciones, tal y como menciona el Art. 149.3 LCPA  
1823 Por ejemplo, el 107.3, III LCG establece que:“Cuando la causa o causas obliguen a reducir con 
carácter definitivo el número de puestos de trabajo se seguirá el mismo procedimiento indicado en 
el párrafo anterior, calificándose la baja como justificada, con derecho al reembolso inmediato al 
socio de su aportación al capital social y con derecho preferente al reingreso en el plazo de los tres 
años siguientes a la baja”; en esta línea pero reduciendo el plazo del derecho preferente al reingreso 
a dos años, vid. Art. 117.2 in fine LSCEX  
1824 Como ejemplo, vid. entre otras: el Art. 149.3, II LCPA donde las condiciones –incluido el plazo- 
serán fijados por acuerdo de la Asamblea General; y el Art. 85.3 LC donde se fija un plazo máximo 
de seis meses. 
1825 Vid. Art. 110. 1, III LCCyL; Art. 166.1, III LCPA; Art. 132.1, III LSCEX; Art. 156.1, III LSCEX; Art. 
119.1 LCRM; Art. 96.1, III LC 
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aportaciones realizadas en función de la condición en que cesa en la 
cooperativa1826.  
 
8.3.6.3.- Cooperativas de transporte. 
 
El régimen de reembolso posee unos rasgos característicos cuando el objeto de 
aportación haya consistido en uno o más vehículos. En tales casos, algunas normas 
estipulan que cuando el socio causa baja, el reembolso de las aportaciones en 
vehículos se hará mediante la devolución del vehículo y el fondo de amortización a 
él aplicado. Asimismo, los estatutos podrán determinar que tanto los gastos 
específicos de explotación como los ingresos se imputen a cada vehículo que los 
haya generado, generando de esta forma una unidad de explotación o gestión en 
cada vehículo susceptible de ser adscrito al socio que haya aportado el  mismo1827. 
 
8.3.6.4.- Cooperativas de crédito. 
 
Finalmente, algunas normas articulan reglas imperativas para el reembolso en las 
cooperativas de crédito con el objetivo fundamental de preservar, aún más, la 
solvencia de este tipo de entidades. Por ejemplo, la LCCAT impide que se 
reembolsen las aportaciones al capital social antes de que hayan pasado cinco años 
desde la fecha de ingreso del socio o socia, salvo que lo autorice el Departamento 
de Economía y Finanzas; además, tampoco pueden reembolsarse las aportaciones 
a los socios si con ello se ocasiona la disminución del coeficiente de garantía por 
debajo del límite establecido, aunque haya pasado el plazo máximo para el 
reembolso fijado en cinco años. Por último, si pasan siete años desde la baja del 
socio o socia y, de acuerdo con lo previsto anteriormente respecto a la 
imposibilidad de reembolso por disminución del coeficiente de garantía, no se han 
podido reembolsar las aportaciones al capital social, se entiende que se produce la 
causa de disolución1828.  
                                                 
1826 Vid. Art. 97.2 LC; Art. 111.2 LCCyL; Art. 127.2 LCIB; Art. 170.2 LCPA; Art. 133.2 LSCEX; Art. 
157.2 LSCA; Art. 120.1, II LCRM 
1827 Al respecto, vid. Art. 97.2, a), II LCCV; Art. 75.3 y 4 LCAR; Art. 129.2, III y IV LCCLM 
1828 Vid. Art. 103 LCCAT. En una línea similar el Art. 136.4 LCIB, dispone lo siguiente: “Las 
aportaciones al capital social serán reembolsadas a los socios sólo cuando no se produzca una 
cobertura insuficiente del capital social obligatorio, reservas y coeficiente de solvencia. Tampoco 
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8.3.7.- El reembolso a consecuencia de modificaciones estructurales de la 
sociedad cooperativa.  
 
Las operaciones de reestructuración afectan de forma directa al estatus del 
cooperativista y, consecuentemente, a la disciplina del reembolso. En concreto, 
como nota introductoria y específica de la operación de fusión hay que destacar 
que ésta se permitirá en sus dos tradicionales variantes, es decir, la fusión de 
sociedades cooperativas en una nueva o la absorción de una o más por otra 
cooperativa ya existente. Por tanto, las cooperativas que se fusionen en una nueva 
o que sean absorbidas se disolverán y su patrimonio, masa social y fondos, se 
integrarán en la nueva sociedad creada o en la sociedad cooperativa absorbente; y, 
lógicamente, éstas asumirán los derechos y obligaciones de aquéllas. Igualmente, 
las leyes cooperativas permiten que las sociedades que estén en fase de liquidación 
de su haber social puedan fusionarse pero siempre y cuando no haya comenzado el 
reembolso de las aportaciones al capital social1829.  
 
Aclaradas estas cuestiones, simplemente destacaremos que en la legislación 
cooperativa se suele otorgar un derecho de separación al cooperativista tanto en el 
caso de que la entidad a la que pertenece se fusione con otra cooperativa, en 
supuestos de escisión y, finalmente, cuando se opere un proceso de 
transformación. En esta línea, las normas regulan tal derecho en los mismos 
términos cuando se proceda a una escisión del patrimonio de la sociedad 
cooperativa como cuando ésta se transforme en otro tipo social, incluso en una 
asociación1830.  
 
Dicho esto, los socios de las cooperativas que se fusionen, de aquella que proceda a 
una escisión, o de la que vaya a ser transformada, tendrán derecho a separarse de 
su cooperativa siempre que no hubieran votado a favor del acuerdo de fusión, 
escisión o transformación o, en algunos casos, cuando no habiendo asistido 
                                                                                                                                               
podrán practicarse reembolsos durante los cinco primeros años, a contar desde la constitución de 
la cooperativa, salvo que legal o reglamentariamente estuviese prevista la posibilidad de 
autorización expresa”. 
1829 Vid. entre otras: Art. 75.1, II LCG; Art. 63.2 LC; Art. 79.4 LCCyL 
1830 Al respecto, vid. Art. 99.1 LCCLM 
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expresen en un plazo su disconformidad. Para ejercitar tal derecho deberán seguir 
el procedimiento legalmente determinado que variará según la norma cooperativa 
que tengamos en cuenta1831. Con todo, a efectos de lo que nos interesa, las leyes 
suelen concretar que, en el caso de fusión, la cooperativa resultante asumirá la 
obligación de la liquidación de las aportaciones al socio disconforme, en el plazo 
regulado para el caso de baja justificada y según lo dispusieran los estatutos de la 
cooperativa de la que era socio; mientras que en el caso de transformación regirá 
idéntica calificación de la baja -y, por tanto, el mismo plazo de liquidación- pero el 
reembolso lo realizará la sociedad transformada1832.  
 
Finalmente, como regla específica en los casos de fusión “especial” -que es como 
denominan algunas disposiciones a la fusión operada entre cooperativas y 
cualquier otro tipo de sociedades1833- si la entidad resultante de la fusión no fuera 
                                                 
1831 A modo de ejemplo, podemos destacar varios grupos de normas según la regulación de esta 
cuestión. En unas se exige que el socio que haya votado en contra, muestre, igualmente, su 
disconforme mediante un escrito dirigido al Presidente del Consejo Rector o al órgano de 
administración, en el plazo de cuarenta días desde la publicación del anuncio del acuerdo, según lo 
previsto en esta Ley, vid. Art. 65.1 LC; Art. 110 LCPA; mediante escrito dirigido al Consejo Rector, en 
el plazo de un mes desde el último día de la publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León» del 
anuncio del acuerdo de fusión, tendrán derecho a separarse de la cooperativa, vid. Art. 83.1 LCCyL. 
Otras normas permiten que no habiendo asistido a la asamblea –y por lo tanto no habiendo votado-, 
expresen su disconformidad mediante escrito dirigido al órgano de administración “dentro de los 
cuarenta días siguientes a la última publicación del anuncio en el «Diario Oficial de Castilla-La 
Mancha» y, al menos, en dos de los diarios de mayor circulación en los lugares donde se encuentre 
el domicilio social y los centros de trabajo, en su caso”; vid. Art. 105.1 LCCLM; o, con otra 
formulación pero en esta línea, que los socios que “hayan votado en contra de la misma y los que no 
habiendo asistido a la asamblea expresen su disconformidad mediante escrito dirigido a los 
administradores en el plazo de dos meses desde la publicación del último de los anuncios del 
acuerdo de fusión tendr|n derecho a separarse de la cooperativa”; vid. 80.1 LCG. Con idéntica 
formulación pero sustituyendo el plazo por el de cuarenta días, vid. Art. 80.1 LCPV. Por último, hay 
normas que combinan las dos soluciones expuestas, es decir, para la transformación permiten el 
derecho de separación de aquellos socios que votaron en contra de la transformación en la 
asamblea general y los no asistentes que se opusieron al acuerdo por escrito dirigido al órgano de 
administración, en el plazo de cuarenta días desde la última publicación realizada; vid. Art. 115.3 
LCPA; mientras que en caso de fusión lo circunscriben a los socios que no hayan votado a favor de 
la fusión “por medio de escrito dirigido al órgano de administración, en el plazo de cuarenta días 
desde la publicación del último anuncio del acuerdo, conforme a lo dispuesto en esta ley”; vid. Art. 
110 LCPA 
1832 Vid. entre otras: Arts. 83.2 (para la fusión) y Art. 89.2 (para la transformación) LCCyL; Art. 65.2 
(fusión) y Art. 69.2 (transformación) LC; Art. 100.3 (transformación) LCCLM; Art. 80.2 (fusión) y 
Art. 85.3 (transformación) LCPV; Art. 80.2 (fusión) y Art 84.3 (transformación) LCG; Art. 110 
(fusión) y Art, 115.3 (transformación) LCPA. A la escisión de las cooperativas se le aplicarán las 
normas reguladoras de la fusión y, tal y como se puntualiza en alguna ley, sus socios, asociados, en 
su caso, y acreedores –afectados por la escisión- podrán ejercer los mismos derechos que en el 
supuesto de una fusión-. En este sentido, vid. Art. 107.2 LSCA 
1833 La regulación de esta cuestión no es uniforme. Para muestra traemos a colación el Art. 83 LCPV 
donde sólo se permite -siempre que no haya una ley que lo prohíba- la fusión entre las sociedades 
anónimas laborales con las cooperativas de trabajo asociado mediante la absorción de aquéllas por 
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una cooperativa, la liquidación de sus aportaciones al socio que ejercite el derecho 
de separación deberá tener lugar dentro del mes siguiente a la fecha en que haga 
uso del mismo. Además, hasta que no se hayan pagado estas liquidaciones, no 
podrá formalizarse la fusión1834. 
 
8.4.- La reforma del derecho contable y el reembolso cooperativo. 
 
8.4.1.- Las normas internacionales de contabilidad. 
 
En el mes de septiembre de 2002 entró en vigor el Reglamento 1606/2002 de 19 
de julio, del Parlamento Europeo y del Consejo, mediante el cual la UE adoptaba las 
Normas Internacionales de Contabilidad (NIC –siglas en inglés, IAS-) en relación 
con determinado tipo de sociedades. En concreto, el ámbito de aplicación de esta 
normativa se circunscribía inicialmente a las cuentas consolidadas de las 
sociedades con cotización oficial1835. 
 
Antes de valorar la aplicación de estas normas a las cooperativas, conviene apuntar 
una serie de ideas previas que contribuyan a una mejor comprensión de esta 
compleja materia.  
 
                                                                                                                                               
éstas o constituyendo una nueva cooperativa de la clase mencionada. En esta línea, vid. Art. 78 LCG. 
Por el contrario otras normas son menos restrictivas y permiten tal operación también con otras 
sociedades. En cualquier caso, este proceso de concentración se caracteriza, entre otras cuestiones, 
por “la dificultad que supone la fusión de sociedades con características diferentes en lo que 
respecta a: La estructura del pasivo de las empresas que se fusionan y su valoración. La condición 
de los socios que forman parte de unas y otras sociedades. La regulación de esta forma de fusión en 
la normativa en materia de sociedades cooperativas y la necesaria conciliación entre estas leyes y 
las que rigen a las sociedades de naturaleza no cooperativa”; vid. BEL DURÁN, P., “Las “fusiones 
especiales” según la Ley 27/1999, de 16 de julio de Cooperativas”, REVESCO, núm 69, 1999, p. 16. 
1834 Como se declara específicamente en algunas normas, vid. Art. 67 LC; Art. 76 LCCV; Art. 113 
LCPA 
1835 Esta norma se promulgó -tal y como se estipulaba en el considerando segundo- “para contribuir 
a un mejor funcionamiento del mercado interior, debe exigirse a las sociedades con cotización 
oficial la aplicación de un corpus único de normas contables internacionales de gran calidad para la 
elaboración de sus estados financieros consolidados. Además, es importante que las normas en 
materia de información financiera aplicadas por las sociedades de la Comunidad que participan en 
los mercados financieros sean aceptadas internacionalmente y sean verdaderamente normas de 
ámbito mundial. Ello conlleva una mayor convergencia de las normas contables que actualmente se 
emplean en el ámbito internacional con el objetivo último de contar con un corpus único de normas 
contables mundiales”. El ámbito de aplicación se determina en los artículos 1 y 4 de dicho texto 
legal circunscribiéndose a las cuentas consolidadas de las sociedades con cotización oficial. Esta 
norma hay que completarla con el Reglamento 1725/2003, de la Comisión, de 29 de septiembre de 
2003, por el que se adoptan determinadas NIC de conformidad con el Reglamento 1606/2002. 
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Destacaremos, entre otras, las siguientes1836: i) que el organismo encargado de 
elaborar las NIC/NIIF1837 es el Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad 
(CNIC –siglas en inglés IASB-); ii) el CNIC es un organismo privado e internacional 
que, en su momento, fue elegido por la UE como el órgano emisor del futuro marco 
contable europeo si bien la Comisión Europea es en última instancia la competente 
al respecto1838; iii) una vez aprobada la incorporación en el ordenamiento europeo 
la norma internacional de contabilidad se publicará en forma de Reglamento; 
finalmente, iv) este “corpus” de normas internacionales de contabilidad est| 
configurado por múltiples disposiciones y sus respectivas interpretaciones, que, en 
todo caso, guardan una relación entre sí. Por ello, cualquier norma individual debe 
de ser interpretada y aplicada teniendo en cuenta tal conjunto1839.  
 
A la vista de este panorama se ha puesto en entredicho esta forma de legislar en 
materia contable, por cuanto, de facto, una normativa de la UE con gran incidencia 
                                                 
1836 Al respecto, vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital social cooperativo”, RdS, 2007-1, 
núm. 28, pp. 102-103; FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable y legislación cooperativa”, Noticias 
CIDEC, núm. 50, 2008, pp. 72-73; PANIAGUA ZURERA, M., “El capital cooperativo….”, op.cit. pp. 60-
62. 
1837 A partir de la entrada en vigor del Reglamento 1606/2002 se ha de sustituir la denominación 
NIC por NIIF (Normas Internacionales de Información Financiera –siglas en inglés, IFRS-). Al 
respecto, el considerando séptimo de tal norma dispone lo siguiente: “Las Normas internacionales 
de contabilidad (NIC) las elabora el Comité de normas internacionales de contabilidad (CNIC), cuyo 
objetivo es formular un corpus único de normas mundiales de contabilidad. Tras la 
reestructuración del CNIC, en una de sus primeras decisiones, el 1 de abril de 2001, el nuevo 
Consejo de la entidad cambió la denominación del CNIC por la de Consejo de normas 
internacionales de contabilidad (CNIC) y, en lo que se refiere a las futuras normas internacionales 
de contabilidad, sustituyó la denominación NIC por la de Normas internacionales de información 
financiera (NIIF). En la medida de lo posible, y siempre que garanticen un alto grado de 
transparencia y comparabilidad de la información financiera en la Comunidad, estas normas debe 
ser obligatorias para todas las sociedades de la Comunidad con cotización oficial”. 
1838 Como correctamente se ha matizado, “En cuanto al proceso de incorporación al Derecho 
Comunitario de las NIC, el Reglamento 1606/2002, cuya finalidad era precisamente la adopción y el 
uso de las normas de la IASB en la Unión Europea, estableció los requisitos y procedimiento para 
que una NIC formase parte del Derecho contable europeo. En este sentido, se otorga a la Comisión 
competencias para decidir sobre la integración de una NIC y para la realización de este cometido es 
asistida por un comité técnico contable independiente (Grupo Asesor Europeo de Información 
Financiera/European Reporting Financial Advisory Group –EFRAG-), que se encarga de proporcionar 
apoyo para evaluar el contenido y la conveniencia de la adopción de las NIC”; vid. VARGAS 
VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital social cooperativo”, op.cit. 102-103. 
1839 De hecho, el artículo 2 del Reglamento 1606/2002 CE define normas internacionales de 
contabilidad del siguiente modo: “A efectos del presente Reglamento, se entenderá por «normas 
internacionales de contabilidad» las Normas internacionales de contabilidad (NIC), las Normas 
internacionales de información Financiera (NIIF) y las interpretaciones correspondientes 
(interpretaciones del SIC/interpretaciones del IFRIC), las modificaciones ulteriores de dichas 
normas y de las interpretaciones correspondientes, así como las futuras normas y las 
interpretaciones correspondientes que pueda elaborar o aprobar el Consejo de normas 
internacionales de contabilidad (CNIC)”. 
Capítulo 8.- El reembolso de las aportaciones 
497 
en el régimen societario y fiscal de las empresas, es redactada por un organismo de 
carácter privado1840.  
 
8.4.2.- Aplicación de las NIC/NIIFF a las sociedades cooperativas.   
 
El Reglamento 1606/2002 permitía que los Estados miembros pudieran extender 
la obligación de aplicar las NIC de dos formas: por una parte posibilitando que las 
sociedades cotizadas formulasen sus cuentas individuales de acuerdo con las NIC; 
y, en segundo lugar, permitiendo que otras sociedades distintas a las cotizadas 
formulasen sus cuentas consolidadas o individuales siguiendo tal disciplina 
contable. Por tanto, en un primer momento, el sector cooperativo quedaba al 
margen de dicha reforma pero, como tendremos la oportunidad de comprobar con 
posterioridad, tal modificación acabaría afectando a las sociedades cooperativas. 
 
En línea de principio, el objetivo primordial de las normas internacionales de 
carácter contable es la consecución de la necesaria uniformidad que debe presidir 
esta materia aunque los sistemas jurídicos son distintos y las formas sociales de lo 
más heterogéneas. En definitiva, esto supone que los estados contables de 
diferentes tipos de empresas puedan ser comparados entre sí, facilitando la 
transparencia en las cuentas de las sociedades y, con ello, un incentivo para los 
inversores, y garantizando la máxima competitividad entre empresas. Sin 
embargo, dicho esto, también hay que puntualizar que ciertos tipos sociales, entre 
los que debemos citar a las cooperativas pero también, por extensión, a cualquier 
empresa de carácter mutual, poseen unas características definitorias que han de 
ser valoradas para una correcta implementación de soluciones contables 
uniformes. Así, tal y como se ha puntualizado por FERNÁNDEZ FEIJÓO-
                                                 
1840 Con claridad se ha afirmado que “las normas contables son normas jurídicas que definen el 
modo de cumplimiento de unos deberes de información impuestos a determinados sujetos. La 
imposición del deber de presentar cuentas anuales –individuales y/o consolidadas- y sus posibles 
formas de cumplimiento constituye una carga, que sólo el legislador está legitimado para 
establecer. Esta reserva de ley no quiere decir, sin embargo, que las únicas fuentes de producción 
de normas jurídicas de aplicación general sean la Ley o las fuentes del Derecho autorizadas 
legalmente. En este sentido, cabe perfectamente que la Ley se remita y dé vigencia jurídica a la 
práctica generalizada y uniforme observada en un lugar, es decir, al uso. Éste es el sentido que tenía 
la remisión a los “principios contables de una contabilidad ordenada” en el Derecho contable 
tradicional”; vid. GONDRA ROMERO, J.M., “El nuevo rumbo del derecho de balances europeo: las 
opciones que se le abren al legislador español”, RdS, núm. 23, 2004-2, pp. 31-32. 
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CABALEIRO, el "proceso de armonización/homogeneización debe realizarse 
partiendo de la hipótesis de que hechos económicos idénticos realizados en 
unidades económicas diferentes, en un entorno legal de actuación diferente, 
pueden precisar de soluciones también diferentes, para garantizar la 
competitividad y facilitar la toma de decisiones sobre la base de la adecuada 
elaboración de la información financiera” 1841.  
 
En el caso del sector cooperativo el auténtico debate, desde el punto de visto 
jurídico-contable, se ha planteado en torno a la calificación de las aportaciones al 
capital social. En concreto, en la catalogación como pasivo o como patrimonio neto 
de las aportaciones debido al carácter reembolsable de éstas en el momento en que 
el socio causa baja de la cooperativa, con independencia del momento en que haya 
sido realizada o si fueron voluntarias u obligatorias1842. En esta materia, al margen 
del análisis de la normativa contable y su influencia en las leyes cooperativas, 
conviene traer a colación las dos medidas típicas favorecedoras de la estabilidad 
del capital social cooperativo1843: la imposición al cooperativista de un período de 
permanencia mínima en la cooperativa; y que una vez que causa baja el pago de la 
cantidad liquidada se podrá hacer efectivo por la sociedad en un determinado 
plazo. Por consiguiente, con este tipo de medidas el impacto del reembolso en la 
fortaleza financiera de la sociedad -es decir, su influencia sobre el capital social- se 
minimiza, por cuanto las aportaciones a capital social, así disciplinadas, ostentan 
una estabilidad que debería ser valorada a efectos de la aplicación de las normas 
internacionales de contabilidad a las sociedades cooperativas. 
 
Así las cosas, la NIC 32 -que fue incorporada al ordenamiento europeo mediante el 
Reglamento 1725/2003- determina unos criterios para distinguir entre pasivo 
financiero e instrumento de patrimonio, y ello porque existen instrumentos que, 
pese a tomar la forma legal de patrimonio son, en el fondo, pasivos financieros; 
                                                 
1841 Vid. FERNÁNDEZ-FEIJÓO SOUTO, Mª. B.-CABALEIRO CASAL, Mª. J., “Clasificación del capital 
social de la cooperativa: una visión crítica”, CIRIEC-España,  Revista de economía social, pública y 
cooperativa, núm. 58, 2007, p. 9. 
1842 Por tanto vuelve a subyacer el debate sobre si las aportaciones al capital social de los 
cooperativistas son recursos ajenos o si por el contrario son fondos.  
1843 Que ya fueron mencionadas en la disciplina del derecho al reembolso, vid. Supra. Cap. 8.2.3. 
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mientras que otros pueden combinar características asociadas con instrumentos 
de patrimonio y otras asociadas con pasivos financieros.  
 
En esta línea, en su párrafo 18, b) dispone lo siguiente: “Un instrumento que dé al 
tenedor el derecho a devolverlo al emisor, a cambio de efectivo u otro activo 
financiero (un “instrumento con opción de venta”), es un pasivo financiero. Esta 
calificación se mantendrá incluso aunque la cantidad a recibir de efectivo, o de otro 
activo financiero, se determine a partir de un índice u otro elemento susceptible de 
aumentar o disminuir, o cuando la forma legal del instrumento con opción de venta 
conceda al tenedor el derecho a una participación residual en los activos del 
emisor. La existencia de una opción, a favor del tenedor, que le permite devolver el 
instrumento al emisor a cambio de dinero o de otro activo financiero, significa que 
el instrumento con opción de venta cumple la definición de pasivo financiero. Por 
ejemplo, los fondos mutuales a prima variable, los fondos de inversión, las 
asociaciones para la inversión y algunas entidades cooperativas, pueden conceder 
a sus propietarios o partícipes el derecho a recibir el reembolso de sus 
participaciones en cualquier momento, por un importe de efectivo igual a la 
participación proporcional en el valor del activo del emisor”1844.  
 
La referencia a las sociedades cooperativas resulta poco clarificadora puesto que, 
por ejemplo, “no suele existir un derecho del socio al reembolso en cualquier 
momento, o porque la cantidad reembolsada no es proporcional al valor del activo 
de la cooperativa pues buena parte del patrimonio social es irrepartible entre los 
socios”1845. Esta falta de transparencia conllevó que se solicitaran las oportunas 
aclaraciones que fueron plasmadas en una norma de carácter interpretativo, la 
CINIIF 2, rubricada “Aportaciones de socios de entidades cooperativas e 
instrumentos similares”. En ella se determinan las condiciones que deben 
concurrir para que el capital social cooperativo sea considerado como neto. En este 
sentido, la CINIIF 2 es categórica en sus apartados 6 a 8 en los que, 
respectivamente, se dispone que: “Las aportaciones de los socios podrían 
                                                 
1844 En definitiva, con este criterio “el hecho de que la exigibilidad del capital cooperativo no se 
remita a una fecha concreta, sino a una circunstancia incierta (como la baja del socio) hace que las 
aportaciones de los socios al mismo no puedan contabilizarse en principio como patrimonio neto”; 
vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital…”, op.cit. p. 107. 
1845 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital social cooperativo…”, op. cit. pp. 66-67. 
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clasificarse como patrimonio neto en caso de que los socios no tuvieran derecho a 
solicitar su rescate”, y que “Las aportaciones de los socios ser|n consideradas 
patrimonio neto si la entidad tiene el derecho incondicional a rechazar el rescate 
de las mismas”. Finalmente, se puntualiza que las aportaciones a capital social se 
clasificarán como instrumento de patrimonio si el rescate –léase, reembolso- 
estuviera incondicionalmente prohibido por la ley local, por reglamento o por los 
estatutos de la entidad1846.  
 
Esta interpretación sirvió para aclarar que, aunque exista un derecho de 
reembolso a favor del cooperativista que causa baja, esto no significa 
automáticamente que tal instrumento sea catalogado como pasivo financiero, sino 
que tal catalogación depende de las características de tales aportaciones. En 
concreto, de si existe un derecho incondicional por parte de la cooperativa para 
evitar la entrega de cualquier activo con el objeto de liquidar una obligación 
contractual por lo cual “las aportaciones al capital cooperativo tendr|n naturaleza 
contable de fondos propios cuando exista, legal o contractualmente, un derecho 
incondicional de la sociedad a rechazar su pago”1847. Dicho en otras palabras, “la 
cuestión no reside únicamente en el derecho individual del socio (tenedor del 
instrumento financiero) a solicitar el reembolso de la aportación al capital social 
(rescate del instrumento financiero), sino que se deben tener en cuenta todos los 
términos y condiciones del instrumento financiero para su clasificación, de modo 
que si la entidad posee un derecho incondicional a rechazar el reembolso, es 
clasificado como patrimonio neto.  
 
En consecuencia, si la entidad dispone de un derecho incondicional a dicho rechazo 
(tal y como dispone la NIC 32, párrafo 19 y confirma la CINIIF 2, párrafo 7), 
procedente de las leyes, los reglamentos o los Estatutos de la entidad, el 
instrumento se clasifica como de patrimonio neto. En el caso de que las 
                                                 
1846 Así, la CINIIF 2 “establece los siguientes criterios bajo los cu|les el capital social cooperativo es 
clasificado como neto: La cooperativa tiene un derecho incondicional a rechazar el reembolso,  o; La 
ley, normas o estatutos pueden imponer varios tipos de prohibiciones al reembolso, sí el reembolso 
está incondicionalmente prohibido por ley, normas o estatutos, el capital social es neto; en cambio 
si la prohibición es condicional el capital social no es neto; vid. POLO GARRIDO, F., “Impactos de las 
normas internacionales de información financiera en el régimen económico de las sociedades 
cooperativas”, op.cit. p. 87. 
1847 Vid. vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital…”, op.cit. p. 109. 
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condiciones escapen a la autonomía de la voluntad de la entidad, el instrumento 
financiero se debe clasificar como pasivo financiero (por ejemplo, cláusulas en 
función de la liquidez)”1848. Por tanto, “según las propias de la NIC, el concepto de 
pasivo financiero supone la existencia de una deuda actual y, este requisito no se 
cumple hasta que el socio no ha solicitado la baja y el reembolso de sus 
aportaciones sociales”1849. La CINIIF 2 es incorporada al Reglamento 1073/2005 
de la Comisión, de 7 de julio, que modifica el Reglamento núm. 1725/2003 en 
aquello que se refiere a la interpretación dela CINIIF 2. 
 
8.5.- Consecuencias de la aplicación de la NIC en el Derecho cooperativo. 
 
8.5.1.- Valoración crítica. 
 
El proceso de armonización contable que se ha iniciado parece que no va a ser 
modificado pero, como ha destacado VÉRGEZ, “lo que no se puede es dejar de 
resaltar que las peculiaridades de las sociedades cooperativas no han sido 
suficientemente defendidas (…)”1850. 
 
En este sentido, consideramos que la legislación cooperativa impone limitaciones 
de naturaleza cuantitativa y temporal al reembolso que implican que el capital 
social posea un carácter de permanencia indubitado. Tanto en la NIC 32 como en la 
norma interpretativa, se ha hecho caso omiso a tal realidad y no se ha considerado 
que las aportaciones al capital social puedan ser recursos propios salvo que la 
sociedad tenga un derecho incondicional a rehusar el pago1851. Esta visión 
“simplista” implica valorar únicamente el car|cter reembolsable de las 
aportaciones para su catalogación como fondo propio, sin contemplar su fondo 
económico. Éstas, además de conferir a su titular la condición de socio, se exponen 
                                                 
1848 Vid. Documentos AECA, Serie contabilidad de cooperativas, Documento nº 1, Fondos Propios en 
las Cooperativas, op.cit, p. 21. 
1849 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “La reforma del derecho contable y su repercusión en el régimen de 
los recursos propios de las sociedades cooperativas”, REVESCO, núm. 90, 2006, p. 124. 
1850 Vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1024. 
1851 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen Jurídico…, op.cit. p. 394. 
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a los riesgos y beneficios de la actividad empresarial que es una característica 
específica de los recursos propios1852.  
 
Asimismo, la solución adoptada con la reforma contradice la disciplina tradicional 
de este derecho como inderogable -esto es, que no se podía impedir su ejercicio-
1853. Es más, otras medidas aparejadas a la reforma –como la prohibición de baja 
del socio- contrarían el principio de adhesión voluntaria “principio fundamental 
del movimiento cooperativo, cuyo seguimiento recogen todas las normas legales 
sin excepción, lo que supone una importante pérdida de identidad de esta forma 
societaria”1854. 
 
En consecuencia, en la redacción de las citadas normas contables no se ha prestado 
una especial atención a la realidad y singularidad de las sociedades cooperativas 
que, como bien sabemos, está fundamentada en los principios y valores 
cooperativos promulgados a nivel internacional por la ACI. El seguimiento de éstos 
por una sociedad es el que la hace reconocible como cooperativa y su 
inobservancia impide la catalogación como tal1855.  
 
                                                 
1852 Vid. CABALEIRO CASAL, Mª.J., “A Norma Internacional de Contabilidade nº 32 (NIC 32): 
repercusión sobre a consideración do Capital Social das Sociedades Cooperativas”, Cooperativismo e 
Economía Social, núm. 27 (2004-2005), p. 285. En esta línea, vid. APARICIO MOREIRA, D., O Regime 
Económico…, op.cit. p. 89; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1023. 
1853 Hay que tener en cuenta que desde hace tiempo “en otros países de nuestro entorno se limita el 
derecho de reembolso de los socios para paliar en cierta medida el efecto dominó que puede 
desembocar la salida de un número importante de socios, para lo que se establece un capital social 
fijo, y otro variable, que puede ser desembolsado en caso de baja (art. 390 Código de Sociedades de 
Bélgica, art. 13 Estatuto de la Cooperación de Francia, etc.)”; vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 
y el capital social cooperativo”, op.cit. p. 110 (nota 28 in fine). 
1854 Vid. CABALEIRO CASAL, Mª.J.-RUIZ BLANCO, S.-FERNÁNDEZ FEIJÓO SOUTO, B., “Las 
aportaciones obligatorias…”, op.cit. p. 234. Es m|s, el rehúse incondicional del derecho de 
reembolso condiciona la efectividad del principio de puerta abierta. Así, con claridad se ha 
mantenido que: “La pérdida, pues, de ese derecho aunque se prevea como voluntaria a través de su 
aceptación en los estatutos de la sociedad, en los que es preciso que se reconozca, ya que la propia 
Ley ni impone la existencia de aportaciones sin derecho de reembolso, llega a afectar a la baja 
voluntaria del socio con la significación que ella tiene en un sistema en el que por sus propias 
características no se facilita la transmisibilidad de las aportaciones sociales”; vid. VÉRGEZ, M., 
“Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1025. 
1855 En cualquier caso, pese a estas apreciaciones “tan negativo es que las sociedades cooperativas 
queden al margen de las NIC, pues el futuro Derecho contable internacional tiene aquí su origen; 
como que las NIC no se ocupen ni preocupen de las cooperativas, y no tengan en cuenta los valores 
y los principios que presiden su constitución y su funcionamiento”; PANIAGUA ZURERA, M., “El 
capital social cooperativo…”, op. cit. p. 82. 
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En este punto se ha expresado con especial rotundidad PASTOR SEMPERE, 
afirmando que “las NIC no han alcanzado a comprender la sociedad cooperativa 
llevando su lógica a producir distorsiones en el régimen de nuestras 
cooperativas”1856. De una forma más directa si cabe, GARCÍA-GUTIÉRREZ, ha 
denunciado que la consecuencia de la reforma puede ser que se creen dentro de las 
cooperativas socios de primera y de segunda por existir aportaciones exigibles y 
otras que no poseen tal carácter1857. Es más, la norma interpretativa tampoco 
solventa determinadas dudas puesto que, en palabras de PANIAGUA ZURERA, el 
problema radica en: “¿Cómo deben evaluarse esas condiciones de rescate (rectius: 
el derecho de los socios que dejan de serlo, al reembolso de sus aportaciones 
sociales) al determinar si los instrumentos (las aportaciones sociales) deben 
clasificarse como pasivo o como patrimonio neto?”1858   
 
8.5.2.- Propuesta de calificación contable de las aportaciones no 
reembolsables. 
 
A la vista de lo expuesto, las aportaciones reembolsables tendrían la calificación de 
deuda, y aquellas cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente por la 
cooperativa, serían patrimonio neto. También puede suceder que la cooperativa no 
haga uso de tal facultad y llegado el momento de la baja decida reembolsar las 
aportaciones al socio saliente. En tal caso, “la aportación del socio que causa baja 
tendría la consideración de patrimonio hasta el momento de la aprobación de la 
baja, a partir del cual se recogería como un instrumento de pasivo, a largo plazo, 
                                                 
1856 Vid. PASTOR SEMPERE, C., “La reforma del derecho contable…”, op.cit. p. 111. 
1857 Este autor realiza la siguiente reflexión: “Así las cosas ¿quién puede querer ser socio de una 
sociedad cooperativa si al riesgo empresarial (económico) de participar en el proceso de 
producción y distribución se le une la ausencia de premio de una rentabilidad financiera por su 
préstamo, sino que asume el riesgo de que se le invite (por parte de quién corresponda (¿los 
administradores?) a que deje a “fondo perdido” ese capital de su propiedad en beneficio 
precisamente de esos administradores)”; vid. GARCÍA-GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ, C., “La 
reafirmación de las aportaciones de (propiedad de) los socios de las sociedades cooperativas. 
Propuesta de regulación de las sociedades de responsabilidad limitada cooperativa”, REVESCO, 
núm. 89, 2006, p. 61. Este autor avala, con este posicionamiento, su línea argumental tradicional, al 
respecto, entre otros trabajos, cfr. GARCÍA-GUTIÉRREZ FERNÁNDEZ, C., “An|lisis de la solvencia y 
del riesgo económico-financiero de la sociedad cooperativa. El riesgo sobre la rentabilidad de los 
socios”, REVESCO, núm. 72, 2000, pp. 51-86. 
1858 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital social cooperativo…”, op. cit. p. 67. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
504 
con un tratamiento contable similar al de cualquier otro tipo de recurso ajeno de la 
sociedad” 1859. 
 
Dicho esto, hay que traer a colación los denominados “instrumentos financieros 
compuestos” previstos por la NIC 32, y ello porque las aportaciones sociales 
cooperativas podrían tener tal catalogación contable, cuando -tal y como se 
permite en las normas reformadas- en los estatutos se consigne que las 
aportaciones de los nuevos socios se realicen a través de la adquisición de las 
aportaciones sin derecho a reembolso de los socios que hayan solicitado la baja1860. 
 
En tal supuesto, “la entidad emisora de estos instrumentos financieros compuestos 
debe clasificarlos, conforme al fondo económico de la operación, total o 
parcialmente como pasivo financiero, activo financiero o instrumento de 
patrimonio (NIC 32, apartados 28 a 32). Estamos ante instrumentos que, en 
atención a su régimen, pueden generar un pasivo financiero para la entidad o 
convertirse en un instrumento de patrimonio para la entidad. La NIC 32 pone como 
ejemplo las obligaciones convertibles en acciones. Para la sociedad cooperativa las 
aportaciones de sus socios al capital social tendrá, o podrá tener, dos 
componentes: uno como pasivo financiero, cuando se haga efectivo, o sea 
previsible que va a efectuarse en breve, el reembolso de las aportaciones al socio o 
socios; y otro como instrumento de patrimonio, que debe ser la regla en tanto no 
sea previsible, ni razonable económicamente, que la cooperativa deba reembolsar 
a uno o más socios sus aportaciones sociales (...) esta calificación como 
                                                 
1859 Tal y como se venía propugnando; vid. FERNÁNDEZ-FEIJÓO SOUTO, Mª. B.-CABALEIRO CASAL, 
Mª. J., “Clasificación del capital social de la cooperativa…”, op.cit. p. 26. 
1860 Esta catalogación no era posible de acuerdo con la normativa contable prevista en la Orden 
ECN/3614/ 2003 cuya vigencia -en lo que respecta a los criterios para presentar las aportaciones 
de los socios cooperativistas y terceros como fondos propios o ajenos- se mantuvo en vigor de 
forma transitoria en virtud de la Disp. transit. del RD 1514/2007, de 16 de noviembre por el que se 
aprobó el Plan General, durante los ejercicios 2008, 2009 y 2010. Este retraso se justificó por la 
gran relevancia que para el capital social cooperativo tiene la aplicación de la nueva disciplina 
contable, ya que en la cuenta capital social sólo podrá figurar el importe de aquellas aportaciones 
que no se puedan reembolsar, mientras que el resto se registrarán como pasivo financiero ya sea a 
corto o a largo plazo. Sin embargo, la posibilidad de catalogar a las aportaciones como 
“instrumentos financieros compuestos” sí se prevé en el la Orden EHA/3360/2010, de 21 de 
diciembre, por la que se aprueban las normas sobre los aspectos contables de las sociedades 
cooperativas (BOE núm. 316 de 29 de diciembre) que deroga la Orden de 2003 antes citada y 
supone la aplicación de las nuevas normas contables para cooperativas a partir del 1 de enero de 
2011. 
Capítulo 8.- El reembolso de las aportaciones 
505 
instrumento financiero compuesto es, por su propia naturaleza económica, 
dinámica, pues incluso producido el reembolso al socio de sus aportaciones 
sociales (situación que podemos denominar como de generación de un pasivo 
financiero), el socio responde de las pérdidas sociales anteriores a su baja con el 
límite de la cuantía reintegrada como aportaciones sociales. En otras ocasiones, 
como hemos expuesto, el socio tiene la obligación de reintegrar sus aportaciones 
hasta el nivel de la aportación mínima obligatoria para ser socio. Estas situaciones 
convierten en la práctica, esto es, en su fondo económico, a esas cantidades (las 
afectadas por la responsabilidad prorrogada o por la obligación de reintegro) en 
un instrumento calificable como patrimonio social”1861.  
 
Finalmente, hay que subrayar que dado que en las sociedades cooperativas la 
calificación de las aportaciones como pasivo (deuda) depende de su necesario 
reembolso, idéntica solución habría que aplicarla a las aportaciones al capital 
social de otras sociedades donde rija el principio de puerta abierta.  
 
En las mismas también se reconoce un derecho de separación voluntaria al socio y 
la correlativa obligación de reembolso por parte de la sociedad cuestión que, en 
definitiva, convierte a su capital en variable. En esta línea se situarían varios tipos 
sociales fuera del ámbito cooperativo, por ejemplo, las Sociedades Agrarias de 
                                                 
1861 Vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital social cooperativo…”, op. cit. pp. 82-83. Desde una 
óptica económica se ha postulado con rotundidad esta clasificación. Esto es, si de acuerdo con los 
criterios dispuestos en la CINIIF 2 se clasifican como pasivo financiero, no son un pasivo financiero 
simple, sino un instrumento financiero compuesto, parte pasivo financiero, parte neto. En este 
sentido, con claridad, se ha mantenido que: “A nuestro entender hay que valorar todas las 
condiciones “contractuales”, esto es, toda la regulación de las aportaciones sociales. Así, 
considerando el derecho incondicional a rechazar el reembolso, el establecimiento en Estatutos de 
la preferencia anterior (consistente en que las aportaciones de los nuevos socios se realicen 
mediante las adquisiciones de las aportaciones sin derecho a reembolso de los socios que han 
solicitado su baja), y la regulación de los importes a desembolsar por el socio entrante y a 
reembolsar al socio saliente, concluimos que en dichas circunstancias las aportaciones al capital 
social serán un instrumento financiero compuesto. Por tanto se deberá informar de forma separada 
la parte que es un instrumento de neto (el importe que satisfará el socio entrante) de la parte que 
es pasivo financiero (el exceso sobre la parte anterior que recibirá el socio saliente), no desde el 
momento en que un nuevo socio solicite su ingreso, sino desde el momento en que se prevea que el 
importe que recibir| el socio saliente sea mayor que el importe que aportar| un nuevo socio”. vid. 
POLO GARRIDO, F., “Impactos de las normas internacionales…”, op.cit. p. 97. 
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Transformación, las Sociedades de Inversión Mobiliaria de Capital Variable, las 
Sociedades de Garantía Recíproca, o las Agrupaciones de Interés Económico1862.  
 
No obstante, se plantean más dudas acerca de la calificación como pasivo de las 
aportaciones al capital social en una sociedad limitada o de una anónima, teniendo 
en cuenta que en ese tipo de sociedades existe un derecho de separación otorgado 
al socio que haya votado en contra de determinados acuerdos1863. Dicha 
separación genera un derecho de reembolso de las acciones o participaciones 
sociales al socio saliente1864. Sin embargo, la excepcionalidad con la que está 
disciplinado este derecho con unas causas legales tasadas que permiten su 
ejercicio, parece ir en contra de tal interpretación. Con todo, en aquellos supuestos 
en los que, en las sociedades de responsabilidad limitada, se articule el derecho de 
separación en los estatutos sin necesidad de alegar justa causa -de manera que el 
socio tenga derecho a separarse de la sociedad en cualquier momento- sí que 
deberían contabilizarse tales aportaciones como pasivo exigible y no como capital 
social1865. 
 
                                                 
1862 En concreto, “también deberán ser calificadas contablemente como pasivos financieros las 
aportaciones a capital social de los socios en las Sociedades Agrarias de Transformación, ya que los 
socios tienen un derecho de separación voluntaria (art. 6.2, letra c) RD 1776/1981) y la sociedad 
una obligación de liquidar su participación en el momento de la baja del socio (art. 6.3 RD 
1776/1981); en las Sociedades de Inversión Mobiliaria de Capital Variable, puesto que sus acciones 
“se emitir|n y recomprar|n por la propia sociedad a solicitud de cualquier interesado según el 
valor liquidativo que corresponda a la fecha de la solicitud” (art. 32.6 Ley 35/2003 de Instituciones 
de Inversión Colectiva); en las Sociedades de Garantía Recíproca, ya que los socios ostentan un 
derecho al reembolso de las participaciones sociales cuya titularidad no le venga exigida por los 
estatutos por razón de una garantía en vigor otorgada por la sociedad (art. 29.1 Ley 1/1994); y en 
las Agrupaciones de Interés Económico que se constituyan por tiempo indefinido, que es cuando los 
socios tiene derecho de separación voluntaria de la sociedad (art. 15 Ley 12/1991) y derecho a la 
liquidación de su participación (art. 16 Ley 12/1991)”; vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el 
capital…”, op.cit. p. 111. 
1863 Como en su momento avanzamos, vid.Supra. Cap. 8.3.2.1.   
1864 Precisamente, el olvido de la NIC 32 del derecho de reembolso en las sociedades limitadas 
plantea las siguientes dudas, “¿tendría sentido que, en hipótesis como las ejemplificadas, las NIC 
excluyesen de la consideración de instrumento de patrimonio, para calificarlo como pasivo 
financiero, a las aportaciones de los socios al capital social (esto es, las participaciones sociales) en 
la sociedad limitada? y, continuando con las preguntas, ¿serían asumibles por los Estados miembros 
de la Unión Europea las consecuencias de esta decisión de las asociaciones de contabilidad y sus 
efectos sobre las pymes? Creemos que no”; vid. PANIAGUA ZURERA, M., “El capital social 
cooperativo…”, op. cit. pp. 81-82. A favor de considerar -por el mismo argumento que la NIC 32 
aplica a las cooperativas- el capital social de las sociedades limitadas como recurso ajeno, vid. 
FAJARDO GARCÍA, I., “La masa activa y pasiva en el concurso de la cooperativa”, op.cit. p. 5277. En 
este sentido, vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1024. 
1865 Vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital…”, op.cit. p. 111. 
Capítulo 8.- El reembolso de las aportaciones 
507 
8.6.- Disciplina y régimen jurídico de las aportaciones no reembolsables. 
 
8.6.1.- Preliminar: estado actual de la legislación cooperativa. 
 
La diferencia entre aportaciones reembolsables y aquellas que no poseen tal 
carácter tiene su origen en los párrafos 7 y 8 de la CINIIF 21866. La “transposición” 
de esta solución al Derecho cooperativo español se realiza en varias fases.  
 
En un primer momento, la reforma afecta a las cooperativas de crédito. Así, el 
Banco de España mediante la Circular 4/2004 “sobre normas de información 
financiera pública y reservada y modelos de estados financieros”, impone la 
contabilidad conforme a las NIC a las entidades de crédito y sus grupos, 
extendiendo esta obligación a todas las entidades de crédito en la formulación de 
sus cuentas individuales; lo cual afectaba a las cooperativas de crédito. 
Precisamente para este tipo de cooperativas se retrasó la entrada en vigor de la 
citada norma hasta el ejercicio 20061867, con el objetivo de “permitir así la 
adaptación de la normativa que regula las características de las aportaciones al 
capital que realizan los socios”1868. Esta adaptación se realizó a través de la 
disposición adicional sexta del RD 1309/2005, que modificó el Reglamento de 
Cooperativas de Crédito (RD 84/1993), añadiendo un nuevo apartado segundo al 
artículo 10 del mismo para adaptarlo al contenido de la NIC 32. En consecuencia,  
determinadas aportaciones al capital social de los socios pueden ser calificadas 
como recursos propios por existir un derecho incondicional de la sociedad a 
rehusar su reembolso1869. 
 
                                                 
1866 Vid. MOLINA LLOPIS, R., “La reforma de la legislación mercantil en materia contable. Una breve 
referencia a su incidencia en las cooperativas y sociedades laborales”, CIRIEC-España,  Revista de 
economía social, pública y cooperativa, núm. 58, 2007, pp. 113-114. 
1867 Vid. Disp.Trans. 1ª, apdo. 13. 
1868 Vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital…”, op.cit. p. 106. 
1869 El artículo 10.2 del Reglamento tiene la siguiente redacción: “Los estatutos podr|n prever que 
cuando durante un ejercicio económico el importe de la devolución de las aportaciones supere el 
porcentaje del capital social que en ellos se establezca, los nuevos reembolsos estén condicionados 
al acuerdo favorable del consejo rector. Asimismo, los estatutos podrán regular la existencia de 
aportaciones al capital social cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente por el 
consejo rector. La transformación obligatoria de aportaciones de los socios con derecho de 
reembolso, en aportaciones cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente por el consejo 
rector, requerirá el acuerdo de la asamblea general, el socio disconforme podrá darse de baja y ésta 
se calificar| como justificada”.  
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Tal y como se ha destacado1870, en una segunda fase de reforma de la legislación 
cooperativa para la adaptación a la NIC 32 se modifica la LCPV1871 y se promulga la 
LFCN el 11 de diciembre de 2006. En ambas normas se reproduce, al igual que en 
la normativa de las cooperativas de crédito reformada, la distinción entre 
aportaciones exigibles y no exigibles además de añadir otra serie de medidas -a las 
que después nos referiremos- que favorecen a los titulares de aportaciones cuyo 
reembolso ha sido rehusado por la cooperativa.  
 
La tercera fase se inicia con la promulgación de la Ley 16/2007 de reforma de la 
legislación mercantil en materia contable. En su disposición adicional 4ª se 
determina la modificación de varios artículos de la LC.  
 
En último lugar, la cuarta fase de adaptación de las normas cooperativas afecta a 
las siguientes leyes: i) la LCLR que es reformada por la Ley 6/2009 de 15 de 
diciembre; ii) la LCCMadrid, modificada por la Ley 10/2009 de 23 de diciembre; 
iii) la LCAR que se reformó por la Ley 4/2010 de 22 de junio de 2010; y, iv) la 
LCCAT por el Decreto Ley 1/2011 de 15 de febrero1872. Además, también se 
promulgan nuevas disposiciones que ya incorporan la reforma contable, a saber: i) 
la LCPA de 29 de junio de 2010; y, ii) la nueva LCCLM 11/2010 de 4 de noviembre 
que deroga la anterior de 2002 En conclusión, a la vista del proceso de reforma 
descrito, la modificación progresiva de la legislación cooperativa parece 
inexorable1873. Es más, como se ha puesto de manifiesto en la E. de M. de la LCCAT 
“la no reforma urgente de la Ley podría tener graves repercusiones sobre la 
imagen de solvencia de las cooperativas catalanas, lo cual podría incidir 
negativamente en el desarrollo de su activada económica”. 
 
                                                 
1870 Vid. FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable y legislación cooperativa”, op. cit. p. 74. 
1871 Por Ley 8/2006 de segunda modificación de la LCPV 
1872 La E. de M. de esta norma justifica la modificación a través de Decreto ley “considerando la 
extraordinaria y urgente necesidad de permitir a las cooperativas catalanas, que así lo quieran, 
configurar su capital de acuerdo con las características exigidas por la nueva regulación contable 
para la calificación del capital como patrimonio neto”. Asimismo la LCCAT dispone en su Disp. 
Trans., que: “Las disposiciones de este Decreto ley se aplican retroactivamente a las modificaciones 
estatutarias en las que las cooperativas hayan previsto la existencia de aportaciones no 
reembolsables y que se hayan aprobado desde el 1 de enero de 2011 y antes de la entrada en vigor 
de esta norma”. 
1873 Pese a que ha se puesto en tela de juicio la propia necesidad y conveniencia de la reforma, al 
respecto, vid. FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable…”, op.cit. p. 74.  
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8.6.2.- Régimen de las aportaciones no reembolsables. 
 
Las normas que hemos citado en el anterior epígrafe reproducen, en líneas 
generales, las modificaciones introducidas en la LCPV en el año 20061874, si bien 
incorporan algunos detalles característicos a los que se aludirá posteriormente. En 
esencia, el cambio respecto a la legislación precedente se fundamenta en la 
distinción -a la que nos venimos refiriendo constantemente- entre aportaciones 
reembolsables en caso de baja y no reembolsables. Igualmente, se contempla la 
transformación obligatoria de las aportaciones con derecho de reembolso en no 
reembolsables; y, por último, una serie de medidas cuya finalidad es que los socios 
acepten sacrificar el derecho de reembolso, así como para que la cooperativa, que 
puede rehusar sin condiciones el pago de las aportaciones no reembolsables, lo 
realice1875. 
 
8.6.2.1.- Inexigibilidad de las aportaciones y órgano competente para 
adoptar tal decisión.  
 
La reforma de las leyes cooperativas para adaptarse a los nuevos criterios 
contables se sustenta en varias premisas básicas, a saber: la diferenciación entre 
los dos tipos de aportaciones según su exigibilidad por el socio; en permitir que sea 
la propia sociedad la que decida como estructurar las aportaciones de los socios al 
capital social; y, finalmente, que el rehúse del reembolso sea incondicional.  
 
Respecto a la primera premisa señalada cabe puntualizar que, en puridad y según 
la terminología legal, cuando nos referimos a aportaciones no reembolsables 
estamos ante aportaciones cuyo reembolso en caso de baja pueda ser rehusado 
                                                 
1874 En este sentido se cumple lo apuntado por cierta doctrina al mantener que: “Como se observa, 
los preceptos reformados de la ley vasca, de la navarra y los de la reforma de la LC prácticamente 
son los mismos, como seguramente sean muy parecidas las iniciativas legislativas que en breve 
emprendan en el resto de autonomías para adaptarse a los nuevos criterios contables”; vid. GADEA-
SACRISTÁN-VARGAS, Régimen Jurídico…, op.cit. p. 396. 
1875 En esta materia hemos seguido el esquema propuesto por GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, 
Régimen Jurídico…, op.cit. pp. 396-403. 
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incondicionalmente por la cooperativa1876 y que, por ello, son las únicas que 
pasarían a formar parte del capital social de la misma1877. 
 
Por tanto, la regla general parece indicar que tales aportaciones poseerán el 
carácter de reembolsables puesto que, en última instancia, será la sociedad –su 
órgano de administración o la Asamblea- la que decida si ha de reembolsar o no y 
que tal decisión no pueda someterse a ningún condicionante. Con todo, realmente 
nos hallamos ante un eufemismo con el que se intenta enmascarar la desaparición 
del reembolso en muchas cooperativas que, en definitiva, es la verdadera 
consecuencia de esta reforma. Es más, el cooperativista que suscribe nuevas 
aportaciones obligatorias o bien acude a una ampliación de capital a través de la 
emisión de voluntarias en las que se estipula que su reembolso dependerá de un 
derecho incondicional otorgado a la propia sociedad, no hallará ningún tipo de 
incentivo para la inversión. Esta desconfianza será aún mucho mayor en aquel 
aspirante que, sin tener un conocimiento exacto sobre la evolución económica de la 
empresa, adquiere la condición de socio. 
 
La reforma parte de la necesaria armonización del derecho de reembolso con los 
nuevos criterios contables. Por tanto, las aportaciones -voluntarias u obligatorias- 
pueden ser consideradas como recurso propio pero se han de respetar los 
principios cooperativos. Para ello, en palabras de GADEA, la solución “pasa por 
adecuar el amplio derecho de reembolso cooperativo, establecido en la legislación 
interna de Cooperativas, a las necesidades de la nueva realidad, estableciéndose 
que, vía estatutaria (régimen jurídico propio, por tanto, en ámbito de libre pacto), 
cada Cooperativa pueda prever la existencia de aportaciones sólo reembolsables, 
en su caso por decisión de la Sociedad, lo que permite así contabilizar las 
                                                 
1876 Con los oportunos matices podemos encontrar esta expresión en todas las normas, al respecto 
vid. Art. 57.1, b) LCPV; Art. 45.1, II, b) LFCN; Art. 45.1, b) LC; Art.49.1, I, b) LCCMadrid; Art. 74.8, b) 
LCCLM; Art. 61.1, I, b) LCLR; Art. 48.1, II, b) LCAR; Art. 80.1, I, b) LCPA; Art. 55 bis 1,b) LCCAT 
1877 De ahí que, pese a la terminología usual en las leyes, sería m|s correcto hablar de “aportaciones 
exigibles”, que son aquellas que otorgan un derecho de reembolso en caso de baja y que, por ello, 
ser|n catalogadas como pasivo; y, “aportaciones no exigibles” donde el reembolso puede ser 
rehusado incondicionalmente por el órgano social que corresponda de ahí que contablemente sean 
calificadas como recursos propios de la entidad; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen 
Jurídico…, op.cit. p. 396. 
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aportaciones como recurso propio de la Cooperativa”1878. También hay que señalar 
que el hecho de que sea la propia sociedad la que decida y elija sobre si el 
reembolso de sus aportaciones es o no exigible, entraña ciertos riesgos que pueden 
derivar en una “fractura del movimiento cooperativo” por cuanto la diferencia -ya 
existente en la actualidad- entre grandes cooperativas capitalizadas -a las que le 
interesará tener más recursos propios- y las medianas y pequeñas cooperativas se 
hará mucho mayor. A estas últimas -que conforman la base del movimiento 
cooperativo- no les interesará renunciar al tradicional derecho al reembolso a 
costa de poseer una mayor capitalización y, consecuentemente, seguirán buscando 
financiación externa garantizada por los propios socios1879. Es más, el proceso para 
convencer al socio de que renuncie a su derecho al reembolso puede conllevar un 
riesgo añadido por presiones y argucias de la propia sociedad1880.  
 
Así las cosas, en palabras de VARGAS VASSEROT, “el peligro est| en que los socios 
renuncien a este derecho con base en unos hipotéticos beneficios financieros y 
sociales que no siempre son demostrables. Y seguramente veremos como los 
miembros de muchos Consejos Rectores, para convencer a sus socios de que 
renuncien al reembolso, les asegurarán que a pesar de lo que ponen los estatutos, 
en principio, y salvo casos muy excepcionales no van a ejercer esas limitaciones al 
derecho de rescate y que ésta es sólo una medida para mejorar las cuentas y la 
solvencia frente a terceros. La cuestión está en valorar realmente si la cooperativa 
o, mejor dicho, a los socios de la cooperativa, les interesa o no sacrificar ese 
                                                 
1878 Vid. GADEA SOLER, E., “Régimen económico: aportaciones a capital social”, op.cit. p. 169. Por 
tanto, “nos encontramos ante previsiones estatutarias, no disposiciones legales, que en cuanto tales 
pueden establecerse, a partir de la modificación en el momento de la constitución de las nuevas 
sociedades cooperativas o vía modificación de estatutos de las ya existentes, y que la Ley ha 
cuidado, además, que no se impongan a los socios que no las hayan aceptado”; vid. VÉRGEZ, M., 
“Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1027. 
1879 Desde un punto de vista práctico se ha concluido que el efecto por aplicación de la normativa 
internacional varía notablemente en función del nivel de capitalización de la cooperativa. Así “en 
aquellos casos en que el nivel de capitalización es elevado, no teniendo fijado en los estatutos un 
valor acorde al mismo, el efecto que se produce por la aplicación de la normativa internacional es 
elevado. Sin embargo, en el caso contrario, cuando el nivel de capitalización no sea muy elevado, el 
efecto es muy reducido”; vid. MARÍ VIDAL, S., “Efectos de la aplicación de la CNIIF 2 en las 
Cooperativas. Un estudio empírico en dos cooperativas citrícolas de la comunidad valenciana a 
través del análisis económico – financiero”, REVESCO, núm. 89, 2006, pp. 104-105. 
1880 Una de las consecuencias de esta reforma puede ser que las cooperativas pasen a tener socios 
de primera y de segunda, donde aquellos que hayan renunciado al reembolso presionen y acusen 
de insolidaridad a los que no lo hicieran; vid. GARCÍA-GUTIÉRREZ, C., “La reafirmación de las 
aportaciones de (propiedad de) los socios de la sociedad cooperativa….”, op. cit. p. 57. 
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derecho de reembolso para incrementar la cuantía contable de sus recursos 
propios, cuando esto no siempre va a ser una circunstancia determinante para 
mejorar la situación económica de la sociedad”1881.   
 
Respecto a la determinación del órgano que detenta el derecho incondicional de 
rehusar el reembolso, no hallamos la deseada uniformidad legislativa. Así, la regla 
general es facultar al órgano de administración1882, excepto en la LCPV y la 
LCCMadrid en las que se permite que en los estatutos se estipule si es la Asamblea 
o el Consejo el que tiene el derecho a realizar tal rehúse1883. Esta solución 
minoritaria, por cuanto es recogida únicamente en dos leyes, es totalmente viable 
de acuerdo con lo previsto tanto en la NIC 32 como en su norma interpretativa 
CNIIF 2, puesto que en ellas se estipula que el derecho incondicional al rehúse ha 
de ser otorgado a la “entidad” de modo que la generalidad de este término permite 
la solución prevista en las dos leyes cooperativas citadas1884.  
 
Además, el hecho de que estatutariamente se pueda optar entre uno de los dos 
órganos citados significa, en primer lugar, un mayor grado de flexibilidad para la 
sociedad que adoptará el criterio que mejor se adecue a sus características 
tipológicas. También hay que valorar que la decisión afecta a un derecho 
económico básico de los socios como es el reembolso y existe cierto margen de 
discrecionalidad, de ahí que se haya puesto en entredicho la solución de otorgar 
por ley dicha facultad únicamente al órgano de administración -Consejo Rector o 
cualquier otra denominación- vetando la opción estatutaria que prevén la LCPV y 
la LCCMadrid1885.  
                                                 
1881 Vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital social cooperativo”, op.cit. p. 131. 
1882 Vid. Art. 45.1, II, b) LFCN; Art. 45.1, b) LC; Art. 74.8, b) LCCLM; Art. 61.1, I, b) LCLR; Art. 48.1, II, 
b) LCAR; Art. 80.1, I, b) LCPA; Art. 55 bis 1,b) LCCAT 
1883 Vid. Art. 57.1, b) LCPV; Art. 49.1, I, b) LCCMadrid 
1884 Al respecto, hemos de recordar que el apartado 19 de la NIC 32 dispone que: “Si la entidad no 
tuviese un derecho incondicional de evitar la entrega de efectivo u otro activo financiero con el 
objetivo de liquidar una obligación contractual, esta obligación cumplirá la definición de pasivo 
financiero”; y el apartado 7 de la CINIIF 2 afirma que: “Las aportaciones de los socios ser|n 
consideradas patrimonio neto si la entidad tiene el derecho incondicional a rechazar el rescate de 
las mismas”. 
1885 En esta línea, la LC pero por extensión las demás normas, ha sido objeto de la siguiente crítica: 
“Parece que el legislador estatal est| pensando aquí en grandes cooperativas, con un número 
importante de socios y en las que es posible que sea más operativo que el CR tome esta decisión. 
Pero eso, como decimos, debería haberse dejado a voluntad de los socios, especialmente cuando 
muchas veces se tiene que decidir sobre la conveniencia o no del reembolso en el seno de un 
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El mayor problema radica, por tanto, en la desprotección del socio privado del 
reembolso por una decisión del órgano de administración. Al respecto, hay que 
puntualizar que la discrecionalidad del órgano de administración en esta materia 
no ha de significar arbitrariedad, por cuanto el desempeño de sus funciones ha de 
estar presidido por la diligencia de manera que una actuación arbitraria o parcial 
genera una responsabilidad. Además, dado que nos hallamos ante un supuesto de 
baja, el socio que no esté conforme con el acuerdo podrá impugnarlo ante el 
órgano interno competente y, con posterioridad, podrá recurrir a la vía judicial o 
trámite arbitral que se previera en el contrato social.  
 
Así las cosas, el derecho incondicional del órgano de administración o, en su caso, 
de la Asamblea General, no implica un poder discrecional absoluto para decidir a 
qué socios se le reembolsa y a cuáles no. No obstante, parece que estamos ante una 
de las cuestiones -de las que han sido legisladas ex novo con ocasión de la reforma- 
que generará más litigios en el futuro. Por ello convendría, a efectos de evitar las 
extralimitaciones del órgano que está facultado para rehusar sin condiciones el 
reembolso, la regulación estatutaria o en el reglamento interno de la sociedad 
cooperativa de un procedimiento para el rehúse del pago del reembolso. Esta 
regulación tendría como finalidad la de exigir al órgano competente un acuerdo 
motivado de las razones que han llevado a tal rehúse, o la necesidad de que la 
decisión adoptada en el seno del órgano de administración sea ratificada por la 
Asamblea General de la cooperativa1886.  
 
                                                                                                                                               
proceso disciplinario de expulsión de un socio, en el que es fácil que hayan surgido problemas entre 
los miembros del CR y parte de la masa social”; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen 
Jurídico…, op.cit. p. 397. Es m|s, resulta “en cierto modo contradictorio que mientras que la 
regulación del reembolso tiene un contenido de derecho necesario que ni los estatutos ni el Consejo 
Rector pueden alterar, se permita luego la eliminación del reembolso sometiéndolo a la decisión 
incondicional del Consejo Rector”; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1026. 
1886 Sin duda, esta será una de las cuestiones más conflictivas derivadas de la reforma. En todo caso, 
nos hallamos ante una cuestión que por afectar tanto a la cooperativa como al socio que causa baja, 
debería ser susceptible de arbitraje cooperativo al margen de las dudas que puedan surgir en torno 
a si se trata de una materia de libre disposición. A efectos de valorar los requisitos necesarios para 
el arbitraje cooperativo, vid. MARTÍ MIRAVALLS, J. “Convenio arbitral y conflictos cooperativos”, 
CIRIEC-España. Revista jurídica de economía social y cooperativa, núm. 16, 2005, p. 91; FERNÁNDEZ 
CARBALLO-CALERO, P.- HERRERA PETRUS, C., “Métodos de resolución extrajudicial de conflictos 
en las sociedades cooperativas de Galicia”, CIRIEC-España. Revista jurídica de economía social y 
cooperativa, núm. 19, 2008, p. 6. 
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Asimismo, la rotundidad del término “incondicional”, que se incorpora en todas las 
normas a raíz de la reforma contable, implica que la decisión del órgano 
competente sobre el rehúse no pueda estar sometida a limitaciones de ningún tipo, 
por ejemplo, estableciendo una cláusula estatutaria en la que se determine que el 
reembolso sólo podrá prohibirse en caso de falta de liquidez de la cooperativa o 
cualquier otra estipulación similar. De ser así estas aportaciones no se podrían 
contabilizar como recursos propios de la cooperativa1887.  
 
8.6.2.2.- Transformación obligatoria de aportaciones. 
 
Otro de los puntos importantes de la reforma es la posibilidad de transformación 
cruzada y obligatoria de aportaciones. Esto significa que las aportaciones que 
llevaban aparejado un derecho al reembolso en caso de baja se puedan convertir 
en aportaciones cuyo reembolso pueda ser incondicionalmente rehusado por la 
cooperativa y a la inversa. Para ello, las normas disciplinan un sistema garantista 
con el objetivo de proteger al socio que pueda verse afectado por tal decisión.  
 
En primer lugar, la transformación se supedita al acuerdo expreso de la Asamblea 
General, adoptado por la mayoría exigida para la modificación de los estatutos1888. 
Como excepción a esta regla general, la LCPV1889 -con la idea de facilitar la 
transformación- dispone que para realizarla se requiera el acuerdo de la Asamblea 
General pero no con la mayoría cualificada1890. En suma, nos hallamos ante un 
acuerdo con la suficiente relevancia como para que sea aprobado por una mayoría 
cualificada de socios1891. Además, dada su trascendencia, entendemos que estaría 
                                                 
1887 Además, como bien se ha apuntado, la propia interpretación CINIIF 2 dispone en su párrafo 8 
que “las aportaciones de los socios no integrarán el patrimonio neto si la ley o los estatutos 
prohíben el rescate únicamente si se cumplen, o se dejan de cumplir, ciertas condiciones, tales 
como restricciones en función de la liquidez de la entidad”; vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y 
el capital social cooperativo”, op.cit. p. 126. Son las denominadas “cl|usulas en función de la 
liquidez” que fueron citadas con anterioridad, vid. Supra Cap. 8.4.2. 
1888 Vid. Art. 74.8, II LCCLM; Art. 45.1, II LC; Art. 61.1, II LCLR; Art. 49.1, II LCCMadrid; Art. 45.1, III 
LFCN; Art. 80.1, II LCPA; Art. 55 bis 2, LCCAT 
1889 Vid. Art. 57.1, II LCPV 
1890 En todo caso se ha considerado que, pese a esta omisión de legislador vasco, “los estatutos de la 
cooperativa deberían contener dicha previsión dada la importancia económica que puede tener 
dicho acuerdo para los socios”; vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen Jurídico…, op.cit. p. 401. 
1891 Pese a la cautela legalmente impuesta, se ha apuntado que “Con la nueva normativa, el acuerdo 
puede ser adoptado en una cooperativa de crédito por mayoría de los votos válidamente emitidos 
siempre que estén representados el 5% de los socios. A esto debe añadirse que el acuerdo 
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justificado que dicho acuerdo fuera notificado a los socios ausentes, solución que 
no está regulada de forma expresa.  
 
En segundo lugar, las normas permiten, sin más, que los socios disconformes con el 
acuerdo de transformación puedan darse de baja calificándose esta como 
justificada1892. Únicamente la LCCAT regula con mayor detalle esta cuestión 
disponiendo que se pueden darde baja que será considerada como justificada: i) 
los socios disconformes con el acuerdo que hayan votado en contra y hayan hecho 
constar en acta que se oponen; y, ii) los que socios que no hayan asistido a la 
Asamblea por causa justificada. En todo caso, obtendrán la baja justificada si la 
piden por escrito dirigido al Consejo Rector en el plazo de un mes tras el acuerdo 
de transformación1893. 
 
Finalmente, de la literalidad de las normas parece deducirse que la transformación 
a la que nos venimos refiriendo -sea en el sentido que sea- ha de afectar a todas las 
aportaciones de la cooperativa, esto es, que el acuerdo debería ser en bloque y 
todas las aportaciones reembolsables pasaran a ser de otro signo y viceversa. En 
cualquier caso, esta interpretación “no tiene demasiado sentido dado el principio 
de libertad del que parte la reforma para que sean las propias cooperativas las que 
decidan cómo quieren configurar su capital social y que parte del mismo va a ser 
no exigible. Por ello, se debería haber reconocido la posibilidad de transformación 
de determinadas aportaciones sociales (“transformación obligatoria de 
aportaciones…”), por ejemplo, de las aportaciones de los socios activos o de los 
socios con determinada antigüedad en la cooperativa, que sería una buena medida 
para evitar la salida anticipada de socios de la cooperativa”1894.  
 
En este estado de cosas, la regla de la transformación obligatoria supera, si cabe, el 
eufemismo anteriormente apuntado por cuanto es fácil imaginar la transformación 
                                                                                                                                               
normalmente se habrá adoptado en una asamblea de delegados en cuyo caso basta con la presencia 
del 40% de éstos”; vid. FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable y legislación cooperativa”, op.cit. p. 
75. 
1892 Vid. Art. 74.8, II LCCLM; Art. 45.1, II LC; Art. 61.1, II LCLR; Art. 49.1, II LCCMadrid; Art. 45.1, III 
LFCN; Art. 80.1, II LCPA; Vid. Art. 57.1, II LCPV 
1893 Vid. Art. 55 bis 2, LCCAT 
1894 Vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital social cooperativo”, op.cit. p. 128. 
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de aportaciones reembolsables en otras de signo diverso pero no la hipótesis 
inversa1895.   
 
8.6.2.3.- Porcentaje de capital social no exigible. 
 
Las leyes reformadas también permiten que la cooperativa prevea en sus estatutos 
que cuando en un mismo ejercicio económico el importe de las devoluciones en 
concepto de reembolsos a los socios que causan baja, supere un determinado 
porcentaje fijado estatutariamente respecto al capital social, los nuevos 
reembolsos estén condicionados al acuerdo favorable del órgano de 
administración1896 o, en su caso, al de la Asamblea General1897.  
 
Esta disciplina se completa con la protección de aquellos socios que se consideren 
afectados por tal modificación estatutaria. En consecuencia, se prevé que el “socio 
disconforme”1898 -o el que “hubiese salvado expresamente su voto o estuviese 
ausente o disconforme”1899- con la fijación o disminución de este porcentaje pueda 
darse de baja, calificándose ésta como justificada1900. En suma, como se puede 
observar, estas normas varían el criterio que adoptaban respecto al acuerdo de 
transformación de aportaciones analizado en el anterior epígrafe y conforme al 
cual permitían que el socio disconforme pudiera darse de baja, sin más, en tales 
supuestos1901. 
                                                 
1895 Por consiguiente, se posibilita que una sociedad cooperativa controlada por socios con voto 
plural y ante cualquier tipo de circunstancia –y no sólo de carácter adverso- pueda negar un 
derecho legalmente conferido a sus socios “históricos” sin hacer distinción entre su antigüedad o 
participación en la actividad cooperativizada. 
1896 Vid. Art. 57.1 bis, I LCPV; Art. 45.1, IV LFCN; Art. 45.1, III LC; Art. 61.1, III LCLR; Art. 80.1, III 
LCPA; Art. 74.8, II LCCLM; Art. 48.1, III LCAR; Art. 55 bis, 3 LCCAT 
1897 Tal y como se matiza en el Art. 49.1, III LCCMadrid 
1898 El Art. 57.1 bis, II LCPV y el Art. 49.1, IV LCCMadrid contemplan de forma genérica la idea de 
disconformidad con tal modificación. 
1899 Por regla general, a excepción de lo establecido en la LCPV y en la LCCMadrid, el resto de las 
normas incorporan esta expresión que otorga una mayor protección a cualquier socio que pueda 
considerarse afectado por tal modificación. 
1900 Con distinto criterio se expresa el Art. 48.1, III in fine LCAR, que mantiene: “El socio 
disconforme con el establecimiento o disminución de este porcentaje podrá darse de baja, 
calificándose ésta de justificada, siempre que hubiese salvado expresamente su voto o, en su caso, 
estuviese ausente”. 
1901 Cuestión que ha sido criticada. Al respecto se ha mantenido que: “Se est| manejando sin 
precisión alguna, términos que no son equivalentes, estableciéndose diferencias que no está claro 
que estén justificadas cuando quizá lo que debería haberse hecho es reconocer sencillamente el 
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Sin embargo, con un criterio coherente, la LCCAT prevé la misma solución que en 
aquél supuesto. Así, con detalle, dispone que los socios disconformes causen baja 
justificada siempre que hayan votado en contra y hayan hecho constar 
expresamente en acta que se oponen. De igual forma, esta norma posibilita que los 
socios o socias que, por causa justificada, no han asistido a la asamblea general 
tendr|n “derecho a obtener, si la piden, por escrito dirigido al Consejo Rector, en el 
plazo de un mes tras el acuerdo del establecimiento o disminución del porcentaje, 
la baja por esta causa, que es calificada de baja justificada”1902. 
 
Por último, cuando el socio afectado por las circunstancias descritas quede privado 
del reembolso, se le aplicarán las medidas que examinaremos en el próximo 
epígrafe, en concreto, preferencia para percibir la remuneración que determinen 
los estatutos, reglas específicas para la transmisión de las aportaciones no 
reembolsables, y preferencia en la adjudicación del haber social.  
 
En definitiva, la citada solución no es más que una prohibición incondicional al 
derecho de reembolso pero de carácter parcial. En efecto, se veta el reembolso de 
lo aportado siempre que tal devolución diese lugar a que el número de 
aportaciones o el capital desembolsado que representan las mismas se sitúen por 
debajo de un nivel consignado en los estatutos1903.  
 
El sistema que hemos avanzado posee un tratamiento bastante uniforme en todas 
las normas reformadas, por lo que se plantean una serie de dudas de carácter 
común. En este sentido, por ejemplo, queda claro que en los estatutos se puede 
determinar un porcentaje del capital social que poseerá un carácter fijo y que, sin 
duda, será un recurso propio. Sin embargo surge el interrogante acerca de si el 
porcentaje al que hemos hecho alusión se ha de aplicar sobre el capital social 
                                                                                                                                               
derecho a la baja justificada en todos aquellos casos en los que el socio no haya votado a favor del 
acuerdo”; VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1027. 
1902 Vid. Art. 55 bis, 3, II LCCAT 
1903 De ahí que, en tal caso, las aportaciones de los socios por encima del nivel a partir del cual se 
aplique la prohibición de reembolso serán pasivos (deuda) en cuanto que la sociedad tendrá que 
devolver dichas cantidades a petición del socio (tenedor), salvo que la sociedad tuviera un derecho 
incondicional a rechazar el reembolso; al respecto, vid. CNIIF 2, apartado 9 en relación con el 7. 
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estatutario, es decir, sobre la cifra consignada en los estatutos como tal –por 
ejemplo, 3000€- y que podrá ser igual o superar la cifra de capital social mínimo 
determinada, en su caso, por ley; o bien sobre el denominado capital social real, 
esto es, la suma que representa el total de las aportaciones que realizan los socios y 
que como tal es variable. En suma, como se ha matizado doctrinalmente, se plantea 
“qué capital social, real o estatutario, es el que debe de servir de referencia para el 
cálculo de los porcentajes a partir de los cuales se limitan los reembolsos”1904.  
 
Una de las especificidades del capital social cooperativo es su carácter variable, por 
lo que su incremento o reducción no implica, por regla general, una modificación 
de los estatutos1905. En los estatutos figura un montante que actúa como capital 
social mínimo, a modo de cifra de retención. Esto significa que, si como 
consecuencia de la salida de más socios de los que entran, el capital real de la 
empresa se sitúa por debajo del estatutario, sí que será necesario modificar los 
estatutos realizando la oportuna reducción de capital y, en su caso, disolver la 
sociedad si el capital se sitúa en una cifra inferior a la mínima estipulada por ley. 
Esta cifra “estatutaria” es a la que se refieren las distintas normas cooperativas 
cuando regulan la reducción obligatoria del capital social. Sin embargo, 
consideramos que deberá ser el capital real -variable y fluctuante- el que sirva para 
limitar los reembolsos. Así las cosas, cuando con el nuevo reembolso se reduzca 
esa cifra por debajo del porcentaje fijado en los estatutos, el órgano de 
administración podrá rehusar su pago1906.  
 
Por lo demás, con ocasión de la reforma, se debería haber permitido que la 
cooperativa fijase estatutariamente no sólo un porcentaje del capital social a partir 
del cual se pueden rehusar los reembolsos, sino una cifra concreta de dicho 
                                                 
1904 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen Jurídico…, op.cit. p. 398. 
1905 Vid. Supra. Cap. 8.2.3. 
1906 Por ejemplo, el capital real de una cooperativa puede ser de 20000€; mientras que el fijado en 
estatutos es de 10000€. En el caso de fijarse estatutariamente el porcentaje en el 20%, el rehúse 
incondicional parcial podría realizarse cuando se llevaran reembolsados 4000€. Dicho esto, hay 
que puntualizar que en aquellas normas que legal o estatutariamente determinan un capital social 
mínimo cuya reducción implica la disolución de la sociedad, será viable la solución apuntada pero, 
entendemos, siempre y cuando el capital real superase al menos en el porcentaje citado la cifra 
fijada legalmente –por ejemplo, si tal porcentaje es del 20% y el mínimo legal es de 3000€; la 
solución sería operativa si el capital real es de por lo menos en 3600€-. 
Capítulo 8.- El reembolso de las aportaciones 
519 
capital1907. Con todo, pese a la rigidez de las leyes cooperativas en este punto –que 
tan sólo hacen referencia a la solución del porcentaje y no a una cifra concreta- no 
habría inconveniente para que tal cifra puede ser calculada por medio de 
porcentajes, por ejemplo, “si la cifra del capital social estatutario es de 10.000€, y 
la cooperativa quiere que esa misma cifra sea el límite de los reembolsos, deberá 
establecer estatutariamente que si en un ejercicio económico el importe de la 
devolución de las aportaciones supera el 100% del capital social suscrito, esto es, 
10.000€, los nuevos reembolsos est|n condicionados al acuerdo favorable del 
Consejo Rector. Y si, por ejemplo, quiere establecer como cifra mínima 3.000€, 
estatutariamente tendrá que fijar el límite de las devoluciones en el 30% del 
capital social”1908. 
 
8.6.2.3.- Otras medidas aparejadas a la reforma. 
 
Una de las ideas sobre las que pivota la reforma es la libertad que posee la 
cooperativa para proceder al reembolso de aquellas aportaciones en las que 
detenta un derecho incondicional para rehusarlo. Además, existen otras hipótesis, 
como la transformación obligatoria de aportaciones o la fijación de porcentajes de 
capital no exigibles, en las que la sociedad puede adoptar acuerdos que inciden de 
forma negativa en el derecho de reembolso. En estas circunstancias, es lógico que 
la reforma haya ido acompañada de una serie de medidas compensatorias a través 
de las cuales “se trata fundamentalmente de paliar las consecuencias que para los 
socios tiene el rehúse del derecho al reembolso de su aportación”1909. En esta línea, 
se ha destacado que “se regulan una serie de garantías para los titulares de 
                                                 
1907 Así, el artículo 3 del RESCE bajo la rúbrica “Capital mínimo” determina, en su apartado 2, para la 
Sociedad Cooperativa Europea que el capital suscrito no podr| ser inferior a 30.000€; a 
continuación, en el apartado 4 dispone que: “Los estatutos fijar|n una cantidad por debajo de la 
cual no podrá reducirse el capital suscrito debido al reembolso de las participaciones de los socios 
que dejen de formar parte de la Sociedad Cooperativa Europea. Esta cantidad no podrá ser inferior 
al importe contemplado en el apartado 2. La fecha límite que fija el artículo 16 para el reembolso a 
que tiene derecho los socios que dejen de formar parte de la Sociedad Cooperativa Europea 
quedará suspendida en la medida en que el reembolso entrañe la reducción del capital suscrito por 
debajo del límite prescrito”. 
1908 Vid. GADEA-SACRISTÁN-VARGAS, Régimen Jurídico…, op.cit. p. 399. 
1909 Vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1029. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
520 
aportaciones cuyo reembolso ha sido rehusado por la cooperativa con relación a su 
retribución y participación en el haber social”1910.  
 
Estas medidas consisten, en primer lugar, en una remuneración preferente en 
aquellos casos en los que la cooperativa quiera retribuir otras aportaciones o 
repartir algún retorno. En la legislación se regula esta cuestión siguiendo dos 
modelos. El primero, que es el general, parte del texto del artículo 46.2 LFCN, en el 
que se dispone que: “Si la Asamblea General acuerda devengar intereses para las 
aportaciones a capital social o repartir retornos, las aportaciones previstas en el 
artículo 45.1.b) de los socios que hayan causado baja en la cooperativa y cuyo 
reembolso haya sido rehusado por el Consejo Rector, tendrán preferencia para 
percibir la remuneración que se establezca en los Estatutos, sin que el importe total 
de las remuneraciones al capital social pueda ser superior a los resultados positivos 
del ejercicio” 1911. El segundo modelo sería la excepción puesto que únicamente está 
previsto en el artículo 60.4 LCPV, de acuerdo con el cual se mantiene que: “Si la 
Asamblea General acuerda devengar un interés a las aportaciones o destinar 
excedentes disponibles a retornos o a reservas repartibles, las aportaciones previstas 
en el artículo 57.1.b, cuyo reembolso hubiera sido rehusado por la cooperativa y 
cuyos titulares hubieran causado baja, tendrán una remuneración preferente que se 
establecerá en los estatutos sociales”1912.  
 
En definitiva, se trata de una medida compensatoria para aquellos socios que 
causan baja y se le niega el derecho al reembolso, respecto a los que permanecen 
en la cooperativa y cobran una remuneración acordada por la Asamblea. Así, este 
órgano “es libre de acordar o no el reparto de intereses o de retornos, pero cuando 
decida este reparto debe admitirse la preferencia de la remuneración establecida 
en este precepto, que no le corresponde a la Asamblea otorgarla o no 
reconocerla”1913. 
                                                 
1910 Vid. GADEA, E., “Régimen económico…”, op.cit. p. 170. 
1911 Esta norma es seguida, con idéntico texto, por el resto de las leyes reformadas excepto la LCPV 
Al respecto, vid. Art. 48.4 LC; Art. 64.2, II LCLR; Art. 52.4 LCCMadrid; Art. 86.3 LCPA; Art. 51.2 LCAR; 
Art. 79.4 LCCLM  
1912 Con una formulación similar vid. Art. 59.2 LCCAT 
1913 En definitiva, se trata de “evitar que por esta vía la Asamblea llegue a realizar realmente un 
reembolso que el Consejo Rector ha negado, de ahí que se fije un límite al reparto; el importe total 
de las remuneraciones al capital social acordadas no puede ser superior a los resultados positivos 
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En cualquier caso, surgen varias dudas comunes acerca de los dos modelos citados, 
en concreto, si la preferencia en la remuneración consiste en cobrar antes o cobrar 
más que los titulares de aportaciones reembolsables; y, sobre todo, cómo afecta tal 
preferencia al cobro de retornos. Respecto a la primera cuestión, parece que la 
interpretación más correcta es que los titulares de aportaciones no exigibles 
podrán tener una retribución mayor fijada estatutariamente, es decir, la 
preferencia implicaría cobrar uno o varios puntos porcentuales más que los socios 
que tengan derecho al reembolso1914. En relación con el segundo interrogante, se 
ha apuntado la incoherencia que supone atribuir -como una ventaja- el 
reconocimiento de una preferencia en el cobro de retornos a favor del socio que ha 
causado baja y no ha sido reembolsado, cuando tales retornos “se distribuyen en 
atención a la participación del socio en la actividad económica de la cooperativa, y 
los titulares de estas aportaciones a capital, causaron baja y por tanto ni participan 
en su actividad económica ni tienen derecho a retornos”1915. 
 
Por lo demás, las medidas incentivadoras afectan a otros supuestos. En concreto, 
también se otorga una preferencia en el caso de disolución de la cooperativa, puesto 
que los titulares de aportaciones cuyo reembolso haya sido rehusado por la 
sociedad, participarán en el haber social con carácter previo al resto de los socios. 
En la regulación de esta materia surgen de nuevo dos soluciones. La primera 
representada por la LCPV que en su artículo 94.3 bajo la rúbrica “Adjudicación del 
haber social”, declara que “mientras no se reembolsen las aportaciones previstas en 
el artículo 57.1.b, los titulares que hubieran causado baja y a los que la cooperativa 
hubiera rehusado el reembolso participarán en la adjudicación del haber social, 
después del Fondo de Educación y Promoción Cooperativa y, salvo que los estatutos 
sociales prevean lo contrario, antes del reintegro de las demás aportaciones”. La 
                                                                                                                                               
del ejercicio, y se precisa, además, que la remuneración a los socios que se han dado de baja será la 
que se establezca en los estatutos”; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1030. 
1914 Al respecto hay que apuntar que: “En principio la reforma de la LCPV preveía un régimen 
similar al proyectado por la ley estatal, incluso más beneficioso para los titulares de aportaciones 
no exigibles, ya que se preveía una retribución igual al interés legal más cuatro puntos mientras no 
se hiciese efectivo el reembolso (art. 60.4 Proyecto de Ley de segunda modificación de la LCPV de 
19 de septiembre de 2006)”; vid. VARGAS VASSEROT, C., “La NIC 32 y el capital social cooperativo”, 
op.cit. p. 129 (nota a pie 88). 
1915 Al respecto, vid. FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable y legislación cooperativa”, op.cit. p. 75. 
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segunda solución está prevista en el artículo 75.3 LC que, en relación a la 
adjudicación del haber social, determina que “mientras no se reembolsen las 
aportaciones previstas en el artículo 45.1.b) los titulares que hayan causado baja y 
solicitado el reembolso participarán en la adjudicación del haber social una vez 
satisfecho el importe del Fondo de Educación y Promoción y antes del reintegro de las 
restantes aportaciones a los socios”. Esta última opción legal se incorpora -
prácticamente al pie de la letra-1916 en el resto de normas cooperativas que han 
sido reformadas1917. 
 
Dicho esto, la LCPV matiza dos cuestiones que no están previstas en las normas 
que siguen el modelo propugnado por la LC, a saber: la posible previsión 
estatutaria contraria a la citada preferencia1918, y el requisito de la solicitud de 
reembolso para que se pueda obtener tal preferencia en el reintegro. Ambas 
menciones son de gran relevancia puesto que, en lo relativo a la previsión 
estatutaria, la LCPV se coordina mejor con lo requerido tanto en la NIC 32 como en 
su norma interpretativa CNIIF 21919. Además, en lo referente al requisito de la 
solicitud, tal preferencia se circunscribe a aquellos titulares de aportaciones no 
reembolsables que, además, hayan causado baja y solicitado el reembolso1920. 
 
Por último, igualmente con el objetivo de favorecer a los titulares de aportaciones 
que no fueran reembolsadas, las normas cooperativas incluyen modificaciones en el 
                                                 
1916 Con la excepción del Art. 101.4 LCCMadrid que en vez de referirse a los Fondos de Formación y 
Promoción menciona la Reserva de educación y formación. 
1917 En este sentido, siguiendo el texto del Art. 75.3 LC, encontramos las siguientes normas: Art. 
99.2, e) LCLR; Art. 127.4 LCPA; Art. 53, j) LCAR; Art. 118.4 LCCLM; Art. 89.2 LCCAT 
1918 En este sentido, la disciplina de la LC –y todas las normas que siguen tal modelo- “tiene 
peculiaridades propias, el derecho que se concede a los titulares de aportaciones sin derecho de 
reembolso no se deja ni en su reconocimiento ni en el grado de preferencia a la disponibilidad de 
los estatutos sociales, a diferencia de lo que sucede en la modificación realizada en la LCPV en la 
que si bien el derecho a participar en la adjudicación del haber social no resulta modificable, los 
estatutos si que pueden modificar que lo hagan antes del reintegro de las dem|s aportaciones”; vid. 
VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1033. 
1919 La expresión “salvo que los estatutos prevean lo contrario” se incluyó en la LCPV “en la fase 
final de la tramitación, al hilo de las interpretaciones que consideraban que la existencia de un 
derecho preferente ilimitado a la adjudicación del haber social impide la consideración de las 
aportaciones como recurso propio”; GADEA, E., “Régimen económico: aportaciones al capital 
social”, op.cit. p. 170.  
1920 Esta solución supone un agravio comparativo que ha sido apuntado por FAJARDO que, al 
respecto, se pregunta “¿Por qué solo beneficia al socio privado de reembolso que solicitó éste y no a 
todo socio privado de reembolso?, ¿Qué se le reembolsa en este caso, lo que se le debe o la parte 
correspondiente en la liquidación de la cooperativa?”; vid. FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable 
y legislación cooperativa”, op.cit. p. 75. 
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régimen de transmisión inter vivos de las aportaciones y lo hacen de manera 
bastante uniforme1921. En esencia, esta medida consiste en que “los estatutos 
puedan regular que las aportaciones de las nuevas personas socias sean utilizadas 
para la adquisición de aportaciones cuyo reembolso haya sido rehusado por la 
cooperativa”1922. Tal operativa ha de seguir un determinado orden fijado por ley. 
 
Todas las normas supeditan esta solución a la necesaria previsión estatutaria, en la 
que se podrá determinar que las aportaciones a capital social de los nuevos socios 
deban realizarse preferentemente adquiriendo aquellas aportaciones cuyo 
reembolso hubiese sido rehusado por la cooperativa por baja de sus titulares. Este 
tipo de transmisión se condiciona a que el socio al que le haya sido rehusado el 
reembolso haya causado baja y, además, al hecho de que hubiese solicitado tal 
reembolso. Esta solicitud determina el orden de este tipo de transmisiones por lo 
que se atenderán en primer lugar aquellas cuya solicitud sea más antigua. 
Finalmente, las leyes disponen que en caso de solicitudes de reembolso de igual 
fecha, la adquisición se distribuya en proporción al importe de las aportaciones1923. 
En cualquier caso, conviene destacar la complejidad de esta medida puesto que, 
con la legislación vigente1924, la cuantía que ha de ingresar el socio que entra en la 
cooperativa tiene un límite superior –representado por el importe nominal de las 
aportaciones a capital social actualizado- que puede ser inferior al montante total 
                                                 
1921 En este punto, las diferencias son inapreciables por cuanto afectan a cierta terminología, por 
ejemplo, en la LCPV se habla de transmisión mientras que todas las demás utilizan el término 
adquisición o la LCCLM se refiere a participaciones en vez de aportaciones. En todo caso, la norma 
que sirve de referencia a la mayoría es el Art. 46.5, IV LFCN donde se dispone que: “En caso de 
ingreso de nuevos socios los Estatutos podrán prever que las aportaciones al capital social de los 
nuevos socios deberán preferentemente efectuarse mediante la adquisición de las aportaciones 
previstas en el artículo 45.1.b) cuyo reembolso hubiese sido solicitado por baja de sus titulares. 
Esta adquisición se producirá por orden de antigüedad de las solicitudes de reembolso de este tipo 
de aportaciones y, en caso de solicitudes de igual fecha, la adquisición se distribuirá en proporción 
al importe de las aportaciones”. Las dem|s normas, excepto la LCPV por lo apuntado anteriormente, 
regulan de forma mimética esta cuestión, vid. Art. 51.7 LC; Art. 67.7 LCLR; Art. 55.7 LCCMadrid; Art. 
90.2, II LCPA; Art. 53, i) LCAR; Art. 82.7, III LCCLM; Art. 57.2 LCCAT 
1922 Vid. GADEA, E., “Régimen económico: aportaciones al capital social”, op.cit. p. 170. 
1923 En suma, “la Ley autoriza a los estatutos para que realicen esta previsión, que son libres de 
acoger, pudiendo también no preverla; ahora bien, adoptada la previsión, la Ley lo que sí hace es 
imponer la forma en que habrá de realizarse la adquisición (…)”; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones 
del régimen….”, op.cit. p. 1032. 
1924 La reforma no ha implicado una revisión integral del régimen económico de las cooperativas  
como sería deseable. En este sentido, se entiende que la doctrina más autorizada haya mantenido 
que: “La reforma de la legislación cooperativa para su adaptación a la NIC 32 ha sido apresurada y 
muy deficiente (…) plantea demasiadas dudas y pocas garantías para los socios de las cooperativas, 
por lo que es deseable una mejora sustancial del nuevo régimen económico de la cooperativa”; vid. 
FAJARDO GARCÍA, G., “Reforma contable y legislación cooperativa”, op.cit. p. 75. 
Régimen de las aportaciones sociales en la Sociedad Cooperativa 
 
524 
que reciba el socio saliente –nutrido por el importe de las aportaciones y la parte 
repartible de los fondos que correspondan-.  
 
Así las cosas, de acuerdo con POLO GARRIDO, la calificación contable de tales 
aportaciones variaría “por cuanto que la cooperativa tendría que reembolsar al 
socio saliente la diferencia, hecho que no podrá rechazar en cuanto haya un socio 
entrante. Como esta última condición cae fuera del ámbito decisional de la 
cooperativa, parte de las aportaciones serán clasificadas como pasivo 
financiero”1925.  
 
En línea con lo apuntado, las normas prevén un régimen específico para la 
adquisición obligatoria de aportaciones no exigibles en el caso de baja obligatoria 
de un socio perteneciente a una cooperativa de trabajo asociado, siempre que tal 
baja se fundamente en causas económicas, técnicas, organizativas o de producción. 
Es decir, cuando concurran tales causas -y sea necesario para que la cooperativa de 
trabajo asociado mantenga la viabilidad económica- las normas permiten que se 
reduzcan puestos de trabajo y que las bajas que se causen tengan la consideración 
de obligatorias y justificadas1926.  
 
En tal caso, surgen dos posibilidades. Si los socios que cesan en la actividad son 
titulares de aportaciones con derecho a reembolso, tendrán derecho a su 
devolución inmediata o en un determinado plazo. En el caso de que sean titulares 
de aportaciones que pueden ser rehusadas incondicionalmente por la cooperativa -
esto es, no exigibles- las leyes reformadas prevén una medida tuitiva. Así, si estos 
socios no obtienen el reembolso inmediato de sus aportaciones, los cooperativistas 
que permanezcan en la sociedad deberán adquirir las mismas. La diferencia entre 
las distintas normas radica, fundamentalmente, en que unas fijan un plazo máximo 
a partir de la fecha de la baja para que los socios que permanecen adquieran las 
                                                 
1925 Vid. POLO GARRIDO, F., “Impactos de las normas internacionales de información financiera en 
el régimen económico de las sociedades cooperativas”, op.cit. p. 97. 
1926 Vid. Supra Cap. 8.3.6. 
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aportaciones de los cesantes1927, y otras determinan que tal adquisición será 
inmediata1928.  
 
En relación con esta última cuestión hay que apuntar que tanto las normas que 
fijan plazo o las que optan por la inmediatez, a continuación disponen que tal 
adquisición se realizará “en los términos que acuerde la Asamblea General”1929. No 
obstante, en tales casos, este órgano tendrá una capacidad de acción limitada en lo 
que se refiere a la determinación del plazo por cuanto éste ya figura determinado o 
la devolución ha de ser inmediata. Cabe preguntarse, por tanto, cuál es el margen 
de libertad de la Asamblea en esta materia. Así, dado que nos hallamos ante una 
solución que intenta proteger al socio que es cesado por tales causas, sería ilógico 
que el citado órgano decidiera que la suscripción de tales aportaciones se realizase 
por los cooperativistas inmediatamente o, como máximo, en el plazo fijado 
legalmente, pero el desembolso al socio cesante pudiera postergarse. Sin embargo, 
otra posibilidad más viable será que la Asamblea fije el valor razonable de las 
aportaciones -a efectos de su adquisición por los cooperativistas- con el objetivo de 
ponderar los intereses de éstos con los de los socios cesantes. En cualquier caso, la 
LCCLM, con un criterio flexible, dispone –sin fijar un plazo ni disponer la 
devolución inmediata previamente- que estas aportaciones se deban adquirir “en 
los términos que acuerde la asamblea general”1930 
 
También hemos de referirnos a cómo se disciplinan aquellos supuestos en los que 
la cooperativa –órgano de administración o Asamblea- decide reembolsar las 
aportaciones cuyo reembolso podía ser rehusado incondicionalmente1931. En tales 
casos se contemplan dos reglas: i) que los plazos para hacer efectivo el reembolso 
de este tipo de aportaciones coincidirán con los previstos para las aportaciones 
reembolsables1932, pero que se computarán a partir de la fecha en la que el órgano 
                                                 
1927 Fijado en seis meses a contar desde la fecha de la baja, vid. Art. 85.3 LC; Art. 106.10, IV LCLR; 
Art. 105.5 LCCMadrid; Art. 118.4 LCCAT 
1928 Vid. Art. 103.2, II LCPV; Art. 149.3, II LCPA 
1929 Al respecto, véanse los mismos artículos citados en las dos notas anteriores. 
1930 Vid. Art. 126.3, II LCCLM 
1931 Vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. pp. 1037-1038. 
1932 Vid. Supra. Cap. 8.3.5.1. 
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competente acuerde el reembolso1933; ii) que el reembolso acordado se efectuará 
entre los titulares de este tipo de aportaciones que hubieran causado baja, por 
orden de antigüedad de las solicitudes de reembolso o, cuando no haya tal 
solicitud, por orden de antigüedad de la fecha de la baja1934. 
 
Finalmente, hay que destacar que las normas reformadas omiten un asunto 
fundamental. En concreto, no se determina si el rehúse del reembolso afecta 
únicamente al valor de las aportaciones del socio saliente o también a otras 
cantidades a las que éste tiene derecho cuando abandona la cooperativa. Así, por 
ejemplo, no se concreta si afecta al importe que le corresponda en los fondos de 
reserva voluntarios que posean el carácter de repartibles. Al respecto, entendemos 
que razones de justicia material -dado que el citado fondo se repartirá entre los 
socios que permanezcan en la cooperativa en caso de disolución-justifican que tal 
importe no pueda ser objeto de rehúse y haya de ser abonado al socio saliente1935. 
Es más, debido al citado silencio legal, consideramos que una interpretación 
correcta de la norma no puede conllevar una limitación de los derechos del 
cooperativista. 
 
 
                                                 
1933 Esta determinación “resulta obvia, si se tiene en cuenta que en este caso la baja no es la que 
determina en cuanto tal, ella sola, el nacimiento del derecho a la devolución de la aportación, sino 
que es el acuerdo del Consejo Rector el que determina el nacimiento de este derecho y su 
exigibilidad”; vid. VÉRGEZ, M., “Modificaciones del régimen….”, op.cit. p. 1037. 
1934 Vid. Art. 46.5, c), II y III LFCN; Art. 55.6 LCCMadrid; Art. 51.5, II y 51.6 LC; Art. 90.2, I y II LCPA; 
Art. 67.5, II y 67.6 LCLR; Art. 82.7, I y II LCCLM; Art. 53, d) y e) LCAR 
1935 Tal y como parece deducirse del Art. 20.1 LCCAT en el que se dispone que: “Al producirse la 
baja de un socio o socia, éste tiene derecho al reembolso de sus aportaciones, voluntarias y 
obligatorias, al capital social, y también al regreso cooperativo que le corresponda en función de su 
actividad cooperativizada y, si procede, a la parte individualizada de los fondos de reserva 
voluntario, sin perjuicio de lo que esta Ley y los estatutos sociales establezcan en las aportaciones 
cuyo reembolso pueda ser rehusado incondicionalmente por el Consejo Rector”. 
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Conclusiones 
 
I 
 
La actualidad del panorama legislativo español en materia de sociedades 
cooperativas comprende una ley estatal y quince leyes autonómicas. Esta 
“policromía legislativa” conlleva que un mismo supuesto de hecho pueda tener un 
tratamiento dispar en función de la normativa aplicable. En este contexto, lo más 
operativo sería la promulgación de una ley de armonización que permitiese a las 
CC.AA regular materias no armonizadas y proceder a su desarrollo. 
 
II 
 
El régimen jurídico de las aportaciones al capital social de la cooperativa se 
configura como un punto clave en la mejora económico-financiera de este tipo de 
sociedades, que siempre han tenido dificultades de acceso al mercado de capitales 
y se han nutrido, principalmente, de recursos aportados por los cooperativistas.  
 
III 
 
Las aportaciones conforman el capital social y se configuran como alícuotas de una 
parte de todo el patrimonio social –el neto repartible- que refleja el capital social. 
Se trata de aportaciones a riesgo que podrán perderse si la marcha de la 
cooperativa es negativa. Como cualquier título de participación en una sociedad, 
las aportaciones cooperativas comparten las notas de igualdad, acumulabilidad e 
indivisibilidad. 
 
IV 
 
Los criterios clasificatorios de las aportaciones cooperativas se fundamentan en la 
naturaleza de lo aportado –dinero o aportación en especie-; la necesidad de 
aportar por el cooperativista –obligatorias y voluntarias- ; el tipo de socio que 
realiza la aportación –cooperadores, colaboradores, etc.-; y, finalmente, el derecho 
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al reembolso en caso de baja –aportaciones reembolsables o aquellas cuyo 
reembolso puede ser rehusado incondicionalmente por la cooperativa-.  
 
El primer criterio citado es común a otros tipos sociales, mientras que los otros -en 
los que subyacen los principios cooperativos que inspiran los textos legales- son 
propios del Derecho cooperativo. Una clara manifestación al respecto viene dada 
por el hecho de que la imposición de aportaciones al cooperativista no podrá 
soslayar el principio de adhesión voluntaria y abierta, de ahí que se limite 
cuantitativamente su importe. En una línea similar, la remuneración de las 
aportaciones deberá de respetar el principio de participación económica de los 
socios.  
 
V 
 
Entre los sistemas previstos legalmente para acreditar las aportaciones destacan 
los de carácter nominativo y, en especial, los títulos y libretas de participación. No 
obstante, en algunas normas se permite la acreditación mediante anotaciones en 
cuenta y títulos valores. Esta última opción, circunscrita a determinados supuestos, 
facilita la transmisión y, en consecuencia, la liquidez de ciertas aportaciones 
cooperativas. 
 
VI 
 
Si confrontamos la aportación cooperativa con figuras afines, observamos ciertos 
matices. La diferencia fundamental con la acción es que mientras que ésta 
representa una alícuota del patrimonio social, aquélla se configura como una parte 
del capital social. En relación con las participaciones de las sociedades limitadas, 
los mecanismos de representación son más amplios, al admitir las aportaciones su 
acreditación a través de títulos. Por último, las aportaciones se distancian de las 
cuotas de interés presentes en las sociedades personalistas, en la medida en que 
éstas constituyen una parte del patrimonio social. 
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VII 
 
El patrimonio cooperativo, al margen del capital social, se compone de recursos 
entregados por los socios o por terceros que no poseen la naturaleza de 
aportaciones. 
 
VIII 
 
A los nuevos cooperativistas se les pueden exigir “cuotas de ingreso” limitadas que 
pretenden corregir el “efecto dilución” -o disminución del coeficiente patrimonio 
neto/socio-, derivado de la entrada de los mismos sin que exista un aumento 
proporcional del patrimonio social. Igualmente, se podrán requerir “cuotas 
periódicas” para cubrir aquellos gastos que se hayan acordado sufragar a través de 
las mismas Tales cuotas dependerán de las necesidades de financiación de la 
cooperativa. 
 
IX 
 
Si bien no se integran en el patrimonio social como activos, los cooperativistas 
podrán entregar bienes, prestar servicios, o realizar pagos a la sociedad, con el 
propósito de desarrollar el fin social y obtener la denominada ventaja mutualística.  
 
X 
 
La cooperativa captará recursos ajenos de inversores –sean socios o terceros- a 
través de instrumentos financieros que son rentables para el suscriptor, pero que 
no le conceden una participación plena en la sociedad. Los títulos participativos, 
las participaciones especiales y la emisión de obligaciones son los principales. 
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XI 
 
El atractivo de cualquier instrumento financiero está ligado a las condiciones de 
emisión, en particular a su remuneración, el vencimiento y, sobre todo, a su libre 
transmisibilidad: i) La remuneración puede ser fija o bien estar vinculada a los 
resultados de la sociedad, sistema que carecerá de utilidad en aquellas 
cooperativas que plantean políticas de excedente cero; ii) Los instrumentos suelen 
ser exigibles a largo plazo e incluso pueden vencer en el momento de la liquidación 
de la cooperativa, circunstancia que los convierte en fondo propio y motivaría su 
tratamiento contable como capital social pese a ser recursos ajenos; y, iii) El hecho 
de que el inversor busque liquidez implica que la acreditación de un instrumento 
mediante valores negociables y libremente transmisibles constituye un elemento 
crucial para el éxito de una emisión. 
 
XII 
 
La figura de la cooperativa mixta permite la entrada de “socios de capital” en la 
sociedad. El complejo equilibrio entre cooperadores y capitalistas se sustenta en el 
respeto de los principios cooperativos, especialmente el de gestión democrática. Su 
consecución exige reforzar el control de los cooperadores sobre la Asamblea y 
privar de funciones ejecutivas a los socios de capital. 
 
XIII 
 
En la legislación cooperativa rige el principio de suscripción íntegra del capital. El 
desembolso de la aportación obligatoria inicial podrá ser parcial pero, en tal caso, 
el importe total de dicha aportación deberá cubrir íntegramente la cifra de capital 
social fijada legal o estatutariamente. Por regla general, las condiciones de 
desembolso de las aportaciones sobrevenidas podrán determinarse en el acuerdo 
de la Asamblea que exija tales aportaciones. El régimen de suscripción de las 
aportaciones voluntarias se estipulará en el acuerdo de emisión. En lo que se 
refiere a su desembolso, las soluciones son dispares pese a que predomina la del 
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desembolso íntegro. De todas formas, las leyes no suelen disciplinar ciertas 
cuestiones referentes a la emisión de aportaciones voluntarias, por lo que 
convendría disciplinar estatutariamente situaciones como la relativa a aquellos 
casos en los que exista un exceso de demanda de las aportaciones voluntarias 
emitidas por la sociedad y viceversa-.  
 
XIV 
 
La parte no desembolsada de las aportaciones deberá pagarse en el plazo fijado en 
los estatutos, o en el oportuno acuerdo de la Asamblea, respetando el límite 
máximo fijado por ley. Si el cooperativista no paga los desembolsos pendientes en 
el plazo estipulado se constituirá en mora. Esta situación provoca una serie de 
efectos de carácter económico, a saber: el abono del interés legal por la cantidad 
adeudada, la indemnización por los daños y perjuicios que se hayan podido causar 
a la cooperativa y, con menos frecuencia, la amortización de las aportaciones de 
socio moroso o la aplicación de las aportaciones voluntarias para cubrir las 
obligatorias adeudadas-. También existen otros de naturaleza política, por ejemplo, 
la suspensión de derechos societarios, la baja obligatoria o la expulsión. No 
obstante, la suspensión no podrá afectar a ciertos derechos y, en todo caso, se 
realizará de acuerdo con las normas de disciplina social.  
 
En esta línea, aquellas sanciones más graves derivarán de infracciones previstas en 
la norma y tipificadas en los estatutos. Una vez cumplido este condicionante, se 
garantizará el derecho de defensa del socio mediante su audiencia y la posibilidad 
de recurrir el acuerdo de expulsión o baja obligatoria no justificada. De constatarse 
la sanción, se practicarán ciertas deducciones en el importe que el socio reciba –
eventualmente- en concepto de reembolso. 
 
XV 
 
La titularidad de las aportaciones otorga al cooperativista la condición de socio. La 
posición jurídica del socio en la cooperativa está informada por el carácter 
personalista y los principios que inspiran este tipo de sociedades. La condición de 
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socio se descompone en un haz de derechos subjetivos de carácter personal y 
patrimonial. Dentro de los primeros destacan el de voto e información. Entre los 
segundos, la remuneración de las aportaciones, su actualización y el retorno 
cooperativo. 
 
XVI 
 
El derecho de voto sirve para la formación de la voluntad social. En las 
cooperativas de primer grado la regla tradicional en las votaciones es la igualdad 
en el derecho de voto –un socio, un voto-. En la legislación actual se permiten 
excepciones a esta regla según el tipo de socio y clase de cooperativa en que nos 
hallemos. El criterio para las cooperativas de otros grados es más flexible, 
adoptándose sistemas de votación proporcional en función del número de 
cooperativas asociadas y el compromiso que asuman las mismas. En cualquier 
caso, toda cooperativa –con independencia de su grado- ha de estar organizada 
democráticamente, lo que exige fortalecer el papel de la Asamblea como órgano 
plenipotenciario de la sociedad.  
 
XVII 
 
La orientación del voto está ligada a un correcto ejercicio del derecho de 
información. Éste adquiere una importancia esencial en la cooperativa, de ahí que 
se legisle de manera detallada. No obstante, la correcta ponderación entre los 
intereses sociales y el derecho individual de información, requiere un adecuado 
sistema de garantías que evite la arbitrariedad del órgano de administración. 
 
XVIII 
 
La remuneración de las aportaciones cooperativas no participa del carácter 
variable e ilimitado del dividendo en las sociedades de capital. La limitación vendrá 
impuesta legalmente y consistirá en un tipo fijo de interés máximo. Por lo demás, 
la posibilidad de remuneración estará condicionada a la situación económica de la 
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cooperativa durante el ejercicio en que ésta tenga que abonar los intereses 
pactados. 
 
XIX 
 
El derecho a la actualización de las aportaciones tiene un carácter relativo por 
cuanto depende de una norma habilitante que autorice la regularización del 
balance de la sociedad. Tal actualización se podrá realizar con cargo a la plusvalía 
que genere esta operación y se someterá a ciertos límites estipulados en la 
legislación cooperativa. A su vez, las aportaciones pueden ser revalorizadas 
utilizando los fondos voluntarios de carácter repartible. En este supuesto, el 
incremento del valor de la aportación se supeditará a los condicionantes y límites 
máximos impuestos legalmente. 
 
XX 
 
El retorno se acreditará en función de la participación en la actividad 
cooperativizada. El socio no tiene un derecho subjetivo al retorno, sino una 
expectativa condicionada a los resultados disponibles, la previsión estatutaria y el 
oportuno acuerdo de la Asamblea. Si bien tradicionalmente el retorno se 
circunscribía a los excedentes derivados de la relación de mutualidad que une al 
socio con la cooperativa; nada impide que comprenda los beneficios 
extracooperativos y extraordinarios. La decisión sobre la distribución de 
excedentes entre los socios vía retorno será adoptada por la Asamblea. La 
denegación del reparto de retornos o su capitalización obligada –de manera 
continuada y sin justa causa- podrían ser consideradas como abuso de derecho y, 
por tanto, susceptibles de impugnación por parte del socio. 
 
XXI 
 
La transmisión de la aportación no origina per se la pérdida o la adquisición de la 
condición de socio en la cooperativa, sino que ésta depende del procedimiento 
legalmente determinado. La transmisión ha de efectuarse a favor de un socio o de 
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un tercero que se comprometa a adquirir dicha condición. El régimen de 
transmisión forma parte del contenido estatutario mínimo, si bien los estatutos se 
limitarán a desarrollar las previsiones legales imperativas sin mucho margen para 
la autorregulación. Las limitaciones impuestas a la transmisión derivan del 
carácter cerrado de la sociedad cooperativa y suponen un obstáculo para el 
fortalecimiento de su capital social.  
 
La naturaleza intransmisible de la aportación cooperativa no permite que ésta 
pueda ser objeto de gravamen. Sin embargo, nada impide constituir ciertos 
gravámenes reales sobre el valor económico de la aportación obligatoria mínima y 
sobre los derechos singulares derivados de la condición de socio. La posibilidad de 
autocartera en las cooperativas se contempla en varias normas autonómicas y en 
la legislación específica de las cooperativas de crédito. Esta solución ha de 
valorarse positivamente teniendo en cuenta las dificultades de liquidez propias de 
las aportaciones cooperativas.  
 
XXII 
 
El cooperativista que causa baja en la cooperativa o sus herederos tienen derecho a 
la devolución de las cantidades aportadas al capital social. Este derecho recibe el 
nombre de reembolso. No obstante, se trata de una verdadera “liquidación”, por 
cuanto el importe aportado será susceptible tanto de actualización como de 
minusvaloración. La disciplina del derecho de “reembolso” reforzar| o debilitar| el 
principio de libre adhesión. 
 
XXIII 
 
Dicho esto, conviene subrayar que varias leyes normas prevén aportaciones cuyo 
reembolso, en caso de baja, podrá ser rehusado incondicionalmente por la 
cooperativa. La recepción legal de esta clase de aportaciones tiene su razón de ser 
en la adaptación contable de las cooperativas a las Normas Internacionales de 
Contabilidad. En concreto, la NIC 32, determina que el carácter reembolsable de las 
aportaciones implique su catalogación como recurso ajeno; por el contrario, su 
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naturaleza no reembolsable permite que puedan ser tratadas como recurso propio. 
Por consiguiente, el capital social de la cooperativa tan sólo podrá estar integrado 
por aportaciones “no reembolsables”. Las normas que contemplan ambos tipos de 
aportaciones, articulan una serie de medidas que tratan de incentivar la 
transformación de unas –las reembolsables- por otras –aquellas cuyo reembolso 
puede ser rehusado en caso de baja-. En cualquier caso, la cooperativa tiene 
libertad para reembolsar estas últimas. 
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